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Para que triunfe el mal, basta con que los hombres de bien no hagan nada.
Edmund Burke
Lo peor que hacen los malos es obligarnos a dudar de los buenos.
Jacinto Benavente



 
 
1. LA METAMORFOSIS ABERZALE
 
Esto gritaban los nacionalistas en los años de la transición:
«Nafarroa Euskadi da», «Navarra es Euzkadi»(1977).
Ahora le han dado la vuelta: «Euskal Herria Nafarroa da», «Navarra es Euskal Herria»(2017).
Y lo argumentan así:
Porque el reino de Navarra fue la encarnación medieval del Estado vasco de Euskal Herria, cuyo origen se pierde en los tiempos remotos.
En 1200, Castilla mutiló la «Navarra marítima» al arrebatarle las Provincias Vascongadas.
En 1512, Castilla conquistó los restos del reino de Navarra y acabó con su independencia nacional.
Desde entonces todos los vascos peninsulares son víctimas de la opresión española.
También los vascos ultra pirenaicos padecen la opresión del Estado francés.
Y puesto que Navarra fue conquistada a sangre y fuego por los castellanos, los navarros —de todos los territorios de la Euskal Herria peninsular— somos españoles por la fuerza de las armas.
Ahí está la raíz del conflicto vasco que enfrenta secularmente a España con el pueblo vasco.
Todos los patriotas vascos deben luchar por la liberación de Navarra, es decir, de Euskal Herria.
La bandera de los vascos es la ikurriña.
Todos los vascos tienen el deber de aprender el vascuence o, mejor aún, el eusquera «batua», porque es la lengua de nuestros antepasados y el castellano o español es un idioma impuesto por España, la potencia que ocupa ilícita e ilegalmente la Euskalherría peninsular.
Todo lo anterior —y muchas cosas más de la literatura aberzale— son mitos y falsedades, que no resisten el juicio de la historia.



 
 
2. SIGLOS DE NEBULOSA Y FANTASÍA
 
De la prehistoria y de los primeros siglos de la Edad Antigua sólo hay conjeturas. Lo único que resulta incuestionable es que la teoría de un pueblo vasco, de raza pura y diferente a todos los demás pueblos de la tierra, que se expresaba en vascuence o euskera¹y poblaba desde el comienzo de los tiempos los territorios que, según las tesis aberzales, hoy integran o están llamadas a integrar Euskal Herria, no tiene el menor fundamento.
Las primeras noticias sobre los vascones, como un conjunto de tribus que ocupaban la actual Navarra y porciones desiguales del extremo nordeste de Guipúzcoa y de las provincias de Huesca, Zaragoza y Logroño, aparecen en un texto del historiador romano Tito Livio, que era un niño cuando Pompeyo guerreaba en Hispania² y que narra la guerra de Sartorio, un general romano sublevado contra el Senado de Roma, y Pompeyo, el general de las legiones enviadas para someterle.
Se dice que en el invierno del 75 al 74 a. de J.C., Pompeyo, escaso de víveres, se retiró al interior del territorio de los vascones, donde fundó, a las orillas del Arga, la ciudad de Pamplona como lugar de almacenamiento del trigo que por los pasos del Pirineo le llegaba de Aquitania³, todo ello según el relato del historiador Salustio, cuya Historiae se escribió pocos años después.
Se discute si fue antes la gallina o el huevo, o sea, si el guerrero romano fundó una nueva ciudad de nombre Pompeiopolis, a la que luego los lugareños vascones llamarían «Iruña» o «Irunea», o fue al revés, es decir, que en una ciudad vascona llamada Iruñea, Pompeyo construyó el «primer ensanche» de su historia, eso sí, después de rebautizarla con su nombre.
No hay ninguna fuente documental que pruebe que cuando Pompeyo decidió acampar en la meseta pamplonesa lo hizo junto a una ciudad llamada Iruña o Iruñea sobre la que fundó Pamplona. Ni siquiera hay huellas de un poblado de chozas vasconas con ese nombre.
Parece que hay consenso en que «iruña» o «iruñea», que contiene el sufijo «iri» —que ahora se escribe «hiri»—, en vascuence o eusquera significa «ciudad». Sin embargo, existen sobre todo ello múltiples teorías. Y hasta se ha llegado a poner en duda que Pompeyo fuera el fundador de Pamplona.
Tampoco está nada claro cómo en virtud de un largo proceso lingüístico evolutivo, «Pompeiopolis» (ciudad de Pompeyo) acabó por llamarse Pamplona. Sí está probado documentalmente que en el año 589, bajo el reinado del rey visigodo Recaredo, se celebró un concilio en Toledo al que asistió el obispo de Pamplona, que firmó las actas del siguiente modo: «Liliolus, Pampilonensis eclesiae episcopus, subscripsi» (Lo que traducido del latín al español significa: «Liliolo, obispo de la Iglesia de Pamplona, firmé»). No es de extrañar que el reino fundado por Iñigo Arista, a comienzos del siglo IX, se denominara «reino de Pamplona» hasta que a finales del siglo XII, el rey Sancho el Sabio comenzó a titularse rey de Navarra.
Una moderna teoría es la que sostiene que la ciudad vascona anterior sería un poblado llamado Bengoda o Benkota, capital de los barskunes o vascones. Estos últimos habrían participado en la fundación de Pamplona, palabra vasca que significa ciudad de Pompeyo, ya que junto al nombre del general romano Pompei se añadió el sufijo ilun o irun (ciudad).La suposición de que la fundación de Pamplona se hubiera realizado tomando como sustrato una ciudad vascona llamada Bengoda se apoya en el descubrimiento de unas monedas acuñadas en las cecas de Ba(r)scunes—Bengoda —que estaría situada en las cercanías de Pamplona— y Ba(r)scunes—Bentian, cuya ubicación se desconoce. Pérez Agorreta considera que la leyenda Bengoda del anverso de los denarios y de algunos ases correspondería al nombre de una ciudad del grupo étnico Ba(r)scunes (o Bascunes) que aparece en el reverso. Esto conduce a Tovar a la conclusión, sin duda aventurada, de que Bengoda sería el antiguo nombre de Pamplona.
Pero la participación de los vascones en la fundación de Pompelón es una pura elucubración que no tiene en cuenta el contexto político—militar en que tuvo lugar y que respondía al interés puramente romano de dominación de la Península Ibérica. En este sentido, la fundación de Pamplona se habría producido por ser un lugar estratégico para asegurar las comunicaciones entre Hispania y las Galias ultra pirenaicas.⁴
A mayor abundamiento, en las excavaciones que se han llevado a cabo, bajo la dirección de la arqueóloga María Ángeles Mezquíriz, en la Catedral de Pamplona se descubrieron cerámicas y otros utensilios propios de los celtas.
Otros historiadores no llegan a tanto y se limitan a señalar que el nombre del poblado vascón es desconocido.
Todas estas teorías tienen además otra seria objeción. Los romanos no tenían por costumbre cambiar el nombre de las ciudades que conquistaban. Es el caso, por ejemplo, de la ciudad vascona de Calagurris (Calahorra). Y cuando lo hacían dejaban constancia de ello. Así ocurrió con la actual Alfaro, ciudad vascona denominada Ilurce o Ilurcis, refundada por el general romano Tiberio Sempronio Graco en el 179 a.C. con el nombre de Gracurris, durante su campaña contra los celtíberos. Todo induce a pensar, por tanto, que el poblado preexistente —vascón o celta— tenía muy escasa entidad.
Recientemente, Francisco Pina Polo ha esbozado una nueva teoría: Pamplona no se fundó con ocasión de la pacífica permanencia del ejército de Pompeyo durante el invierno del 75 al 74 a.C., sino tres o cuatro años después, hacia el 70 y como castigo a los vascones, que no eran aliados de Roma como se ha entendido hasta ahora, sino que fueron sometidos por ella. La fundación de la ciudad se hizo precisamente para asegurar su sometimiento. Prueba de ello es que en la Hispania romana aparecen una serie de ciudades antiguas que llevan el nombre de generales que alcanzaron la victoria sobre los pueblos circundantes como Gracurris (Graco) o Brutóbriga (Bruto)⁵.
El eje de la influencia romana fue en el norte la calzada de Burdeos a Astorga que pasaba por Pamplona. Por la Ribera cruzaba asimismo la de Ilerda—Legio VII Gemine. Se cree que ésta tendría un doble trazado y a partir de Bellisona (¿Mallén?) saldría un ramal por la orilla derecha del Ebro, por Tudela, y otro alejado del río, por Cascante, para unirse en Alfaro. A Ablitas, en este segundo ramal, iba a desembocar la calzada procedente de Astúrica que pasaba por Clunia, Numancia, Tarazona y Monteagudo.
La huella de la romanización del supuesto territorio de los vascones ha llegado hasta nuestros días.Se han encontrado miliarios (señalizaciones de piedra utilizadas en las calzadas romanas) en Santacara, Javier, Oteiza de la Solana, Gallipienzo, Pitillas y Eslava. La villa excavada entre Tudela y Castejón, los castros de Fustiñana y Pedrizo, parecen indicar que los romanos buscaron emplazamientos en la llanura, junto al Ebro o en el curso inferior de sus afluentes. Prueba del alto grado de civilización alcanzado por los romanos se encuentra en Andeles, en el término de Mendigorría,
La romanización del territorio vascón, al menos hacia el sur de Pamplona, fue muy intensa. Fueran sojuzgados o no, lo cierto es que después dieron muestras de lealtad a los invasores romanos. Hubo cohortes vasconas al servicio de los emperadores de Roma.
Quince fueron las ciudades supuestamente fundadas, refundadas o administradas por los romanos en territorio de los vascones, citadas por Tolomeo: Iturisa, Pompelon, Bituris, Andelos, Nemanturissa, Curnonium, Yaca, Graccurris, Calgorina o Calagurris, Cascantum, Ergavica, Tarraca, Muscaria, Seria y Alauona, a las que hay que añadir en la zona costera Oiasso y otras como Araceli, Muscaria, Caram, Iacca e Iluberrri, que citan otros historiadores como Plinio, Livio y Estrabón.
Julio Caro Baroja⁶ se sorprende de que se hable una y otra vez de la baja romanización de las zonas del norte en general, y alega que la diversidad de hallazgos en Alava (donde se descubrieron los restos de una gran ciudad llamada «Iruña» nombre que prevaleció sobre el romano Veleia⁷) y Navarra media y meridional es superior a la de Castilla. Desde el punto de vista lingüístico —añade— hay pocas inscripciones en Navarra que arrojen luz sobre la lengua o lenguas de los vascones. Casi todas dan nombre de corte muy clásico.
El territorio de los vascones fue adscrito por los romanos al convento jurídico de Caesaraugusta (Zaragoza), y su territorio formó parte de la provincia Tarraconense, que fue la que más tiempo permaneció bajo el dominio de Roma.
En Navarra se han descubierto poblados romanos en las llanuras y explotaciones agrícolas llamadas fundus. El primer dueño del fundus le daba su nombre con el sufijo —an o —anus, que con la introducción de una i identifican a multitud de pueblos y despoblados terminados en —ain, —ano e —in, tenido erróneamente por vascones. Así, Paternáin, de Paterno; Belascoáin, de Velasco; Guerendiáin, de Guerín; Muniáin, de Munio; Barañáin, de Veranius; Amillano, de Emilius; o Guirguillano, de Gargilius.
En los cinco siglos de dominación romana, la economía cobró gran impulso. Se estrenan los cultivos de la vid y el olivo, y se introducen nuevos métodos en la elaboración del vino, así como ciertos instrumentos de labranza, como el arado. Hasta las primeras invasiones germánicas del año 275, el crecimiento demográfico y el desarrollo económico van en aumento.
Se han hallado numerosos vestigios que confirman la intensa romanización de las llanuras fértiles y cuencas de los ríos. Hubo ciudades totalmente romanizadas como Pamplona, Andión, Olite, Corella, Cascante, Tárrega y Cara, y se han encontrado huellas romanas en otros lugares, como Castejón, Gallipienzo, Leyre, Liédena, Lumbier, Sangüesa, Tudela, Ujué, Murchante y otros. Son notables los mosaicos descubiertos en villas, como las de Arróniz, Castejón, Liédena, Lumbier y el Soto de Ramalate, en Tudela.
Junto a divinidades locales, como Lecubegis, Selatse y Losa, han aparecido aras y esculturas o queda memoria del culto a Júpiter, a las Ninfas, a Marte, a los dioses Manes o protectores del hogar y a Ceres.
Lo que está claro es que los vascones convivieron pacíficamente con los romanos —o se sometieron sin resistencia—, mientras otros pueblos de España luchaban contra la dominación de Roma. Sojuzgar a celtas, iberos o celtíberos le costó dos siglos. En el territorio de los vascones la civilización romana —su lengua, su cultura y su derecho—, se extendió sin violencia, a diferencia de lo ocurrido en el resto de España donde celtas e iberos tuvieron que ser sometidos por las armas. El mito de los vascones como pueblo «indómito» frente a los romanos no deja de ser una fábula. La cultura vascona, si hubo alguna digna de tal nombre, no dejó ninguna huella y desapareció.⁸
Los historiadores romanos nos hablan también de la existencia de otros pueblos vecinos, distintos de los vascones. Es el caso de várdulos, caristios y autrigones que se identifica, con ciertos retoques, con los actuales territorios de Guipúzcoa, Álava y Vizcaya, es decir, el actual País Vasco.
Algunos historiadores y geógrafos de la antigüedad dan el nombre genérico de cántabros a todos los pueblos situados desde el nacimiento del Ebro hasta el Pirineo incluyendo a los várdulos, caristios y autrigones. Pero esto puede ser consecuencia del desconocimiento que los romanos tenían en un principio de la España septentrional. Luego se irían precisando los contornos.
Los várdulos ocupaban la parte oriental de la llanada de Álava y casi toda la provincia de Guipúzcoa, desde el río Deva al oeste hasta las cercanías de San Sebastián al este, y la llamada sierra de Cantabria al sur.
Los caristios o carietes se extendían por la mayor parte de la provincia de Vizcaya, desde el Nervión hasta el río Deva en Guipúzcoa y una porción septentrional y occidental de Álava. Tenían al norte el mar, al sur a los berones, al este a los várdulos, y al oeste a los autrigones.
Los autrigones, en el extremo occidental de Vizcaya y Álava y parte de Burgos hasta Briviesca, limitaban al norte con el mar, al sur con los turmogos y berones, al suroeste con los turmogos, al sureste con los berones y al este con los caristios propiamente dichos. Ocupaban, pues, todo el territorio de las Encartaciones de Vizcaya, varios valles de la provincia de Burgos y la parte occidental de Álava.
Estos pueblos eran independientes de sus vecinos e independientes entre sí, y es preciso observar que los romanos, respetuosos con las divisiones naturales gentilicias de los pueblos, adscribieron a várdulos, caristios y autrigones al convento jurídico cluniense⁹, mientras que el territorio de los vascones quedaba sujeto al de Caesaraugusta (Zaragoza) dentro de la Provincia Tarraconense.
De cuando en cuando surgen nuevas y sugerentes teorías sobre los vascones y el vascuence. En un documentado estudio, el profesor Fernando González Ollé¹⁰ recoge a su vez un trabajo de Andreu Pintado que, a su vez, cita otro de F. Wulff Alonso. Todos ellos concluyen que de los descubrimientos arqueológicos de los últimos años hay argumentos sólidos para poner en duda que a la llegada de los romanos, los vascones constituyeran «un colectivo monolítico». En síntesis, aseguran que las fuentes históricas y arqueológicas no dan base para identificar como vascones a un grupo cohesionado, con rasgos culturales precisos y organización política de acción común, ni menos una entidad política.
González Ollé concluye que las investigaciones llevadas a cabo desde mediados del siglo XX sobre los primigenios estratos lingüísticos correspondientes a los territorios del País Vasco y de Navarra, atestiguan históricamente que en España «el estrato más antiguo [del vascuence] corresponde, según la Onomástica, a lenguas (pre)célticas en ambas zonas; en Navarra, la situación resulta más compleja, pues en ella conviven también el ibero y, apenas documentado, el vascuence. La localización de este se acredita antes al norte de los Pirineos, en Aquitania, desde donde se desplaza al sur de la cordillera: opinión generalizada, si bien con amplias discrepancias acerca de su datación.
Y añade, lo que seguramente es lo más novedoso, que «se muestran equilibradas las opiniones sobre la prelación cronológica entre vascuence y latín. Los últimos estudios parecen inclinarse por la prioridad de este último. Por otra parte, el vascoiberismo (identificación o relación genética entre vascuence e ibero), teoría dominante desde el siglo XVI, que parecía caduca en los primeros decenios del siglo XX, ha resurgido hace dos años, repristinada, aunque aún no ha sido suficientemente contrastada».
Dicho en román paladino. En el denominado territorio de los vascones el latín podría haber sido antes que el vascuence que, a su vez, sería un superviviente del ibero hablado en muchas zonas de la península o por lo menos de su misma familia, o el idioma de los gascones que se extendió por tierras navarras tras la caída del Imperio romano.
Jimeno Jurío dice que «el euskera, de cuya presencia tenemos algunos testimonios antiguos, permaneció en estado latente durante la tardo antigüedad, hasta que, en una noticia datable hacia el siglo X y recogida por Al—Himyari, se dice de los habitantes de «Bambaluna´ [nombre con el que los árabes designaban a Pamplona] que «la mayoría hablan vasco, lo que los hace incomprensibles»». También sostiene que el latín sería el idioma «de las clases más elevadas, receptoras de la cultura material y espiritual del mundo romano, pero que apenas debió de afectar a la lengua de la mayor parte de la población, lingüísticamente vascongada, como sucederá con el árabe, lengua literaria, de la administración y del culto, pero no generalizada entre el pueblo llano de la Ribera». Afirmación que no sustenta en prueba alguna. Es de suponer que, al menos en las zonas de Navarra ampliamente romanizadas, la población indígena adoptara la lengua de los dominadores y no a la inversa. Así ocurrió en el resto de la Península, donde el lenguaje de los iberos desapareció. Es verdad que en la montaña no se sintió con intensidad el impacto de la romanización, pero el número de sus pobladores era muy reducido.
En suma. Aunque en este asunto la luz no se ha hecho todavía —y tal vez nunca resplandezca—, las teorías panvasquistas sobre la existencia, desde los tiempos más remotos, de un pueblo vasco racialmente diferente a todos los demás y de un oasis lingüístico vascónico en un territorio al que por ello llaman Euskalherria, son pura fantasía.
Lo malo es cuando se pretende imponer el retorno al primitivismo tribal lingüístico mediante su aprendizaje obligatorio en la enseñanza o la imposición de su uso artificial en la Administración, todo ello desconociendo que la gran mayoría de la sociedad navarra tiene como lengua materna el idioma romance navarro o castellano.
Y hay algo que induce a la reflexión. En las excavaciones llevadas a cabo en la catedral de Pamplona, en el antiguo poblado prerromano, se han encontrado utensilios y otros objetos celtas. En este importante yacimiento arqueológico no consta la existencia de ningún resto vascón.
El legado de Roma en Navarra, como en el resto de España, es impresionante. Nos dio su lengua, que pervive a través de los idiomas romances (que no son otra cosa que el latín hablado por el pueblo llano en los lugares de España y de otros países europeos romanizados). El Derecho romano impregnará nuestra tradición jurídica y aún está presente en nuestro derecho civil foral¹¹. Y además nos legó su cultura. Por eso, la pretensión de extender a toda Navarra el primitivismo tribal de la época prerromana, como si fuera una parte esencial de nuestra identidad, no deja de ser un retroceso cultural. Somos, por fortuna, herederos de Roma.



 
1 Para divertimento de los lectores reseñamos algunas pintorescas teorías que en otros tiempos se sostuvieron con toda seriedad. Manuel de Larramendi, un escritor del siglo XVIII, mantuvo en 1729 que «otras lenguas son formadas por el ingenio y gusto de los hombres, y por esso susceptibles de ages, yerros e inconsequencias, efectos de achacoso origen. El bascuenze fue lengua formada por el solo ingenio de Dios». Y llegó a escribir que el vascuence era la lengua de los ángeles: «... si los theólogos y otros supiérades bascuenze, concluiríades al instante que el bascuenze es la locución angélica, y que para hablar a los ángeles en su lengua es necesario hablarles en bascuenze». Juan de Perochegui, en 1760, opinaba del vascuence que no solo fue «la lengua primitiva de España y Francia», sino «también la propia y nativa del patriarca Noé; y por consiguiente la primera del mundo, y» aquella mesma que infundida por Dios a nuestro Primer Padre Adán», fue«la única hasta la mezcla y confusión de la Torre de Babel». Para el abate vascofrancés Dominique Lahetjuzan, que se titula a sí mismo «salvaje de origen», escribió en 1808 que el vascuence es la lengua original, demostrada por la divinidad del Génesis, y que a su vez el vascuence probaba la divinidad del libro sagrado. En 1825 el también francés Diharce de Boissouet proclamó que el vascuence es el primer idioma que habló el Creador. Para el suletino Augustin Chaho, que se definía como socialista, republicano, revolucionario y radical, inventor de la leyenda de Aitor y precursor del nacionalismo vasco, proclamó en 1836 que los éuscaros improvisaron la lengua con la ayuda de Dios. Un cura guipuzcoano llamado Erroa, afirmó que el vascuence fue el habla del paraíso terrenal, lo que ratificó otro clérigo, García Oregui en 1910.

2 Los romanos llamaban «hispani» a todos los habitantes de la Península Ibérica (Hispania).

3 Aquitania en la actualidad es una gran región francesa, cuyos límites territoriales fueron recientemente modificados y adopta ahora la denominación de Nueva Aquitania, manteniendo a Burdeos como capital. En ella se encuentran el País Vascofrancés, integrado por los territorios de Labourd, Basse Navarre y Soule. El nombre de Aquitania desapareció tras la caída del Imperio Romano, siendo sustituido primero por el de Vasconia (siglo VII) y después por el de Gascuña (siglo XI).

4 Se sabe que cuando los romanos fundaban una ciudad se ajustaban a un protocolo de actuación perfectamente definido, que resulta incompatible con la existencia de otro asentamiento urbano. Lo primero que se hacía era marcar con un surco hecho con un arado el terreno en el que la ciudad había de levantarse. Se trazaban dos líneas, una de norte a sur y otra de este a oeste, que serían las arterias principales de la ciudad. En el centro, donde se cruzaban a aquéllas, era el lugar donde se establecía el forum o plaza Donde se administraba justicia, se comerciaba y se reunían los ciudadanos para tratar los asuntos públicos. El territorio quedaba dividido en cuadrados llamados centuriae y se señalaban con precisión las demás calles y caminos de la ciudad.

5 Francisco Pina Polo es profesor de la Universidad de Zaragoza.

6 A Julio Caro Baroja se le reconoce como el principal antropólogo y lingüista de la Navarra del siglo XX. Era sobrino del escritor Pío Baroja y tenía su residencia en Vera de Bidasoa.

7 En 2006 se produjo un pintoresco suceso arqueológico que conmocionó al País Vasco. Resulta que en las excavaciones llevadas a cabo en el «oppidum» o ciudad de Iruña, situada en las proximidades de Vitoria, se anunció a bombo y platillo que un equipo arqueológico había conseguido una serie de hallazgos comparables a los encontrados en Pompeya. Pero lo notable era el descubrimiento de una cerámica del siglo IV en la que se habían grabado tres palabras escritas en vascuence: «Ian. Edan. Lo» (que significaban, según dijeron, «comer, beber, dormir»). Este sería el primer testimonio escrito de la lengua vasca, lo que demostraba que ya en la época romana los territorios vascongados eran euskaldunes. Resultó que todo había sido un gran fraude. Un equipo de científicos dictaminó que la inmensa mayoría de los hallazgos eran falsos, incluidas las palabras en euskera. En 2009, la Diputación Foral de Álava, con base en los informes obtenidos, interpuso una querella contra los autores del supuesto engaño. El presupuesto de la excavación arqueológica, bajo el patrocinio del Gobierno vasco y de la Diputación alavesa, superó los 3,5 millones de euros. La empresa adjudicataria se escudó en la existencia de una mano negra. ¿Aberzale o dirigida por el «maquiavelismo español»?

8 Para un romano del siglo II antes de Cristo el «descubrimiento» de los vascones del Pirineo hispano —y lo mismo el de otros pueblos del interior peninsular, a los que no había llegado el influjo de las colonias de tartesos, griegos y fenicios del litoral— le causaría una sensación semejante a la que sintieron los españoles cuando «descubrieron» América y llevaron su religión, su lengua y su cultura a las tribus de indios que poblaban el continente y vivían como en los tiempos prehistóricos, excepción hecha de los mayas, aztecas e incas que tenían un importante grado de civilización.

9 La capital era Clunia, situada al sur de la actual provincia de Burgos, de la que se conservan importantes restos arqueológicos.

10 Francisco González Ollé fue catedrático de la Universidad de Navarra. Su estudio «Vascones y vascuence. Historia (para romanistas) de una relación» se publica en el número 11 de 2016, de la Revista Iberoamericana de Lingüística.

11 El Fuero Nuevo o Compilación de Derecho Civil Foral de Navarra, en su Ley 1, párrafo primero, establece que «como expresión del Derecho Privado Foral de Navarra, conservan rango preferente para la interpretación e integración de las leyes de la Compilación», entre otros, «el Derecho romano para las instituciones o preceptos que la costumbre o la presente Compilación hayan recibido del mismo».




 
 
3. EL DERRUMBAMIENTO DEL IMPERIO ROMANO (SIGLO V)
 
Al igual que sucedió con todos los grandes imperios de la antigüedad, el romano se derrumba en el siglo V, por el empuje de los pueblos «bárbaros» del norte de Europa y por su propia descomposición y corrupción interior. El derrumbamiento tuvo graves consecuencias. El vacío de poder provocado por las invasiones o migraciones de los pueblos bárbaros provocó la aparición de bagaudas o bandas de delincuentes de forma que los pasos del Pirineo ya no ofrecen seguridad. Pamplona pierde toda su fuerza e influencia ante la sublevación de las aldeas, y el campo independizado vive a su libre albedrío.
Claudio Sánchez Albornoz¹² habla de la desbordante actividad de los vascones durante el siglo V, estimulada por la anarquía que sucedió a la caída del imperio romano. Durante siglo y medio, los vascones vivieron a su arbitrio, y no sólo combatieron a los godos, sino también posiblemente a sus vecinos del noroeste, várdulos y caristios.
A mediados del siglo V, todavía ocupaban los várdulos la zona donde los colocaron los autores clásicos. Pero en los primeros siglos de la Reconquista ya aparecen desplazados a Occidente y establecidos en las antiguas sedes de los autrigones, mientras los vascones ocupaban Álava. Sólo podemos explicarnos estos movimientos poblacionales suponiendo que durante ese siglo y medio de libertinaje y anarquía, de la misma manera que después cruzaron los Pirineos y se establecieron en las Galias (Francia), los vascones se habrían desplazado hacia el noroeste, vasconizando las tierras limítrofes.
Los invasores vascones del solar de los várdulos y caristios bien pudieron llevar consigo su idioma. Sánchez Albornoz dice que hay que distinguir entre penetración política o humana e invasión lingüística. Pudieron los várdulos, caristios y autrigones hablar una lengua análoga a la de los vascones durante los siglos V y VI. «Gemelo del vascón —escribe— era el aquitano y no cabe dudar de la invasión de Aquitania por los moradores de la Vasconia cispirenaica a fines del siglo V».
De modo que con motivo de las luchas de los godos con los vascones y la presencia en el Pirineo de las masas godas cuando en los días de Alarico penetraron en España, como reacción contra las dos presiones, los vascones se habrían corrido al solar de los várdulos y caristios y habrían entrado en las Galias. ¿O fueron los gascones del otro lado de los Pirineos los que entraron en el antiguo territorio de los vascones? Hay quien sostiene esta teoría.
Se insiste en que várdulos, caristios y autrigones son invadidos por los vascones, y por tanto vasconizados, probablemente en los siglos V y VI. Esta invasión de las actuales provincias vascongadas, o más propiamente vasconizadas, explicaría a la par las diferencias que separan aún a navarros y vascos, porque ninguna colonización extirpa las viejas esencias de los pueblos colonizados. Pero todo esto está asimismo cuestionado por investigaciones recientes.
En el siglo VIII los escritores hablan ya de los navarros en lugar de los vascones, llegando a distinguir entre navarros y vascos. El nombre de Vizcaya figura en la Crónica de Alfonso III, escrita el año 886. Aparece también Guipúzcoa, y a partir del siglo IX se repite el nombre de Álava.
En el siglo VIII, de una manera paulatina, va desapareciendo el antiguo nombre de vascones en su país originario para dar paso al de navarros, llegando a borrarse enteramente aquél, que quedó limitado durante algún tiempo a la zona pirenaica y a la nueva Vasconia de la Novempopulana romana, actual Aquitania.



 
12 Fue otro de los grandes historiadores medievalistas del siglo XX. Profesaba un gran amor a Navarra.




 
 
4. LA CRISTIANIZACIÓN DE NAVARRA
 
La difusión, expansión y afianzamiento del cristianismo en España es un fenómeno que coincide en gran parte con la romanización, aunque la no escasa bibliografía sobre el tema suele llevar a conclusiones contradictorias.
La tradición ha sostenido durante siglos, que fue Santiago el Mayor el que vino a predicar el cristianismo en España, y que en Caesaraugusta (Zaragoza), junto al Ebro, se le apareció la Virgen María para animarle a proseguir su tarea evangelizadora, sin dejarse llevar por el desánimo ante la falta de respuesta positiva por parte de la población hispano—romana. El apóstol murió martirizado en Jerusalén, pero sus discípulos llevaron sus restos a tierras gallegas donde lo enterraron en Iria Flavia. Allí lo encontró el obispo Teodomiro sin que se sepa la fecha exacta pero que tuvo que ser entre los años 820 y 830¹³. Todo esto carece de fundamento histórico, pero se convirtió en una tradición continua y unánime. El descubrimiento del Santo Sepulcro causó honda impresión en la cristiandad. Pronto comenzó el peregrinaje a la tumba del apóstol y así nació el Camino de Santiago, cuyo actual itinerario Roncesvalles—Pamplona—Puente la Reina—Los Arcos—Logroño fijaría en el siglo XI el rey de Pamplona, Sancho III el Mayor, que fue el monarca más poderoso de la cristiandad peninsular.
La predicación del apóstol San Pablo tiene en su apoyo numerosos testimonios y su viaje puede datarse entre los años 63 y 67, suponiéndose que arribó a Tarragona acompañado de Sergio Paulo.
Prácticamente desde que el cristianismo comenzó a extenderse por el imperio romano se iniciaron las persecuciones contra los cristianos. La primera se atribuye al emperador Nerón (años 64-65). Fue a partir del siglo III cuando se intensifican los martirios. La última gran persecución se produjo bajo la tetrarquía del emperador Diocleciano (años 303-311).
Renació la paz para la Iglesia con el edicto de tolerancia promulgado en el año 311 por Galerio y luego con el famoso «edicto de Milán» decretado por Constantino en el año 313, que estableció la libertad religiosa en el imperio. La Iglesia fue cobrando cada vez mayor impulso y se difundió por otros territorios europeos en los que no había entrado el lábaro romano.
También el cristianismo prendió entre los pueblos «bárbaros», que acabaron con el imperio romano. En el siglo V se convirtieron los francos, en el VI los visigodos —que se hicieron arrianos, una forma mutilada del cristianismo— los anglosajones y los longobardos, incorporándose después al cristianismo todos los pueblos de Europa.
La tradición supone que Saturnino, obispo de Toulouse, envió a Honesto a predicar la verdad de Cristo en tierras navarras en el siglo I. Luego vino el propio San Saturnino y bautizó a los primeros cristianos en Pamplona. Fermín, hijo del senador pamplonés Firmo, se hizo cristiano. Honesto lo envió a Toulouse para ser instruido por el obispo Honorato, sucesor de San Saturnino, que habría sufrido martirio y sobre cuya fecha no hay coincidencia en la localidad francesa de Toulouse. San Saturnino es patrón de Pamplona, festividad que se conmemora el 29 de noviembre. Fueron los francos quienes trajeron el culto a la ciudad en el siglo XI. La actual Iglesia de San Saturnino o San Cernin, como también se le conoce, fue edificada en el siglo XIII.
Se considera a San Fermín como el primero obispo de la sede pamplonesa, pero tornó a Amiens donde fue martirizado un 25 de septiembre del año 303.
No hay en Navarra noticias seguras del progreso del cristianismo, ni inscripciones en las villas o fundus excavados. Es de suponer que la cristianización seguiría los mismos pasos de la romanización y habrá de tenerse en cuenta los diferentes grados de ésta.
El lento proceso de la cristianización habría de proseguir con la monarquía goda, la tribu de bárbaros más romanizada, y tendrá su más notable expresión en los años del dominio musulmán coincidentes con el nacimiento del reino de Pamplona.
Las peregrinaciones a la tumba del Apóstol Santiago en Compostela influyeron sin duda en la cristianización y se pudo pensar que antes del siglo X no había muchos cristianos en el extremo noroeste de Navarra.
La fe cristiana tuvo una influencia decisiva en la formación de la personalidad navarra. La defensa de la fe alinearía a Navarra con el resto de los reinos cristianos españoles para expulsar al invasor musulmán¹⁴.
«Hija fiel de la Iglesia católica —escribe el escritor tudelano Manuel Iribarren— desde que abrazó el cristianismo y se sometió a su magisterio espiritual, Navarra no le ha regateado en ningún momento cuerpos, inteligencias, corazones, bienes materiales… La raíz del sentimiento religioso de los navarros prendió en lo más profundo del alma popular, y la Iglesia, querida por los humildes y respetada por los poderosos, ejerció a través de los siglos un constante influjo social».
En la forja de la personalidad navarra, la religiosidad ha sido un elemento esencial en todas las épocas hasta bien entrado el siglo XX. Las huellas de la fe sentida hasta lo más hondo por generaciones y generaciones se encuentran por doquier. Incluso hoy en día, a pesar de los avances de la laicidad, las manifestaciones del cristianismo, existencialmente vivido en otras épocas, sobreviven. Cada 7 de julio se celebran las fiestas de San Fermín, patrono de Navarra. Y también cada 3 de diciembre, se celebra el «Día de Navarra» en honor a San Francisco de Javier, copatrono del reino junto a San Fermín. Aunque hubo alguna peregrinación anterior, desde 1940, jóvenes navarrosde todos los rincones de la geografía foral peregrinan al castillo que le vio nacer.
En el pasado, todas las batallas reñidas contra los moros se libraron en nombre de la Cruz. La vida y hacienda se ofrecía en holocausto a la hora de defender la fe cristiana. Navarra ha dado a la Iglesia todo lo que tenía. Lo mejor de sus vocaciones misioneras, sus monjas de la caridad, sus santos, algunos mártires y también sus guerreros.
El Fuero General de Navarra (1238)comienza invocando a Jesucristo y en él se exigía a nuestros reyes que, antes de su proclamación, jurasen en la catedral de Pamplona, ante la cruz y los santos evangelios, gobernar al pueblo en derecho, mejorar sus fueros y no empeorarlos.



 
13 Aunque se suele situar como fecha del descubrimiento en el año 813 se sabe que Teodomiro no llegó al obispado de Iria hasta el 819, por lo que se concluye que el acontecimiento hubo de ser en una fecha posterior.

14 Arturo Campión describió el papel de los vascones cristianizados en el despertar de España: «Valor heroico y diamantina constancia demostraron los españoles en su lucha contra los moros. La cruz recorre su triunfal carrera desde el Pirineo a Granada, bajo un cielo de epopeya. Renace la indomable energía desplegada por los iberos contra cartagineses y romanos. Parece como que resurge un pueblo distinto del que racialmente dobló el cuello al yugo de los bárbaros y de los escuadrones de Tarric y Muza. En efecto, el pueblo reconquistador y guerrero es otro: un actor nuevo ocupa la escena. Los hispano—romanos eran el polvo de las naciones iberas aplastadas por la civilización extranjera... Pero las montañas cántabro—pirenaicas eran el inmenso depósito de bárbaros indómitos construido por Dios para torcer el curso de la historia patria, enderezándolo a la independencia nacional. Medio cubiertos los robustos cuerpos de toscas pieles y de burdos sayos negros; habituados a mantener el temple arriscado de su ánimo con las cacerías de oso, lobo y jabalí, y la agilidad de sus miembros persiguiendo al gamo y al corzo; sin otro regalo que fajos de yerba seca por cama en sus cavernas y chozas, tortas de bellota por ordinario sustento, licor fermentado de centeno por bebida, ni otra riqueza si no es rebaños de carneros achaparrados, vacas flacas y piaras de sabrosos, aunque ariscos, puercos; habitadores de un clima adusto...; no conocieron los regalos y encantos de la civilización, pero tampoco éstos envilecieron sus almas, ni acobardaron sus corazones, y aún menos la unificadora disciplina romana aplanó sus caracteres y anonadó su genio, ni la conquista los encasilló en el censo de los eunucos del mundo. Estos hombres, convertidos ya en pueblo por el Cristianismo, que fue el vínculo de cohesión entre los turbulentos y enemistados clanes y el depurador y ennoblecedor de todos sus instintos, sanos y varoniles, a la par de rudos e indóciles, ascendidos de cuatreros a reconquistadores, salieron de sus encharcadas selvas y bajaron de sus empinados riscos a enseñorearse de las llanuras usurpadas a sus enmollecidos hermanos, y sobre todo a repoblar España con gentes nunca domeñadas, reconstituyendo el antiguo temperamento español degenerado, con la transfusión de sangre montañesa, rica, pura y heroica». Y en 1899 escribió: «Cuando cuente cuarenta millones de habitantes, industria y agricultura que cubran sus necesidades, hacienda floreciente, administración honrada y capaz, costumbres morales inspiradas por la religión católica, entonces será España grande y poderosa, se buscará su alianza y habrá otras naciones moribundas cuyos despojos podrá dignamente heredar. Tener y saber equivale a poder».




 
 
5. LOS VASCONES HACEN MUTIS POR EL FORO DE LA HISTORIA EN EL SIGLO IX, MIENTRAS IRRUMPEN LOS NAVARROS
 
Y sin saber por qué los vascones salen de la historia. Caro Baroja afirma que «de modo rápido, allá por el siglo IX, los «vascones» se esfuman y aparece, primero, un rey de Pamplona que después es rey de Navarra: título que perdura». Y añade: «Puede pensarse que Pamplona, la ciudad siempre clave, objeto luego de expediciones y aun desmantelamiento por parte de los emires y califas de Córdoba..., cercada por los normandos asentados en Bauyonne, tenía una significación estratégica como tal, diferente a la de la tierra o territorio que dio ser a aquellos primeros caudillos que se titularon sus reyes. Este territorio, llamado Navarra por antonomasia, según tradición conservada hasta fines de la Edad Media, era pequeño y lindante con el de Pamplona mismo. Es decir que así como Castilla en su comienzo era «un pequeño rincón» y luego el nombre fue cargándose de contenidos geográficos distintos, así también ocurrió con Navarra... y otro territorio próximo que se constituye asimismo al pie del Pirineo, que es el de Aragón. Al que dio nombre un río conocido, de curso en gran parte navarro hoy, vascón en su totalidad en lo antiguo».
Los «navarros» o «navarri» aparecen cuando la denominación de vascones se pierde. Esta distinción habrá de tenerse muy en cuenta si se quiere llegar a entender los textos medievales, aunque hay quien sostiene, como Jimeno Jurío, que vascones y navarros son la misma cosa.
En el «Códice de Roda», escrito en los últimos años del siglo X, no figuran los vascones, sino que se refiere al reino y los reyes de Pamplona. En una segunda redacción años más tarde se alude a García el de Nájera como rey de Navarra: «…et ex eadem genuit regem Gartiam Navarre».
Los primeros documentos en que aparecen los navarros son de la época carolingia y se refieren a la expedición del emperador franco Carlomagno a España en 778. Esto permite suponer que su existencia sea más antigua, pues los «navarri» no habrían surgido por generación espontánea con tal motivo.
Los más antiguos textos que aluden a los navarros están contenidos en los Annali Regii, hasta el año 801. En un pasaje se alude a la destrucción de Pamplona por el emperador Carlomagno, del que dicen regresó victorioso a Francia después de derrotar a los vascones hispanos y también a los navarros¹⁵, sin aludir a la emboscada de Roncesvalles, a la que más adelante nos referiremos.
Los «Annales Mettenses priores», hasta el año 805 son del siglo IX y mencionan también a los navarros¹⁶, aunque vienen a reproducir el pasaje anterior de «Annali Regii».
Eginhardo, educado en la escuela palatina del emperador Carlomagno, escribió la «Vita Karoli Magni» entre los años 829 y 836, sirviéndose de fuentes orales, ya que tenía trece o catorce años cuando se produjo la expedición a España. Afirma que el Ebro nace cerca de los navarros, y que Pamplona era su fortaleza.
También son de comienzos del siglo IX los «Annales Laureshamenses», hasta el año 803, a los que siguen los «Annales Laurissenses minores», hasta el año 817, llamados por algunos «Anales Reales». En ambos se habla de la capitulación de Pamplona en la expedición de 778 y de la destrucción de sus muros para que los vascones españoles y los navarros no pudieran rebelarse. Y dan noticias del año 806, en que los pamploneses, después de liberarse de los musulmanes habían vuelto a la fe cristiana bajo el dominio del emperador¹⁷.
Figuran asimismo los navarros en la Chronica de San Adón, que distingue entre vascones y navarros, en los versos de Saxón o Saxónico de los Annales de gestis Caroli Magni, donde se habla de Pamplona como noble castro de los navarros, y en el Chronicon Moissiacense, hasta el año 819, en el que se refiere la derrota de Roncesvalles pero sin aludir ni a Pamplona ni a los vascones.
Del siglo X es la Chronica universal acabada en 906 por Reginon, así como el cartulario de Juan Tilio denominado «Annales Tiliani» o «Annales Francorum Tiliani», el «Chronicon Fontanellensis», y los «Annales Mettenses» posteriores. En estos últimos se reproducen los «priores» o anteriores, pero omiten la referencia a los vascones hispanos y a los navarros.
Ya en el siglo XI, encontramos referencias de los navarros en los «Annales Anianenses» o «Rivipullenses» y en el siglo XII, en la «Chronica Silense» o «Seminense».
Obsérvese cómo los historiadores carolingios distinguen con toda claridad a los vascones hispanos de los navarros y pamploneses, por lo que la pregunta sigue en pie: ¿de dónde salieron los navarros? Y hay otra cosa también destacable: distinguen entre pamploneses y navarros.
Especial mención merece el «Libro de Santiago» o «Codex Calixtinus». Se atribuye a un monje francés, Aymeric Picaud, que acompañó en 1109 al papa Calixto II en su peregrinación a Santiago de Compostela y que no se llevó una pésima impresión de los vascos y de los navarros¹⁸.
El origen de los nombres de Navarra y navarros ha dado lugar a múltiples especulaciones. La «Guía del Peregrino» del «Codex Calixtinus» afirma que los navarros descienden de los escoceses, que vinieron con los «nubianos» y los «caudetes». Mataron a todos los varones y raptaron a las mujeres, engendrando hijos que fueron llamados «nauarros», que equivale a «non verus», es decir, de estirpe no verdadera o no legítima.
Un texto de Coccio (s. XV) dice que Navarra fue poblada por troyanos. Felices por la buena tierra que habían encontrado, dejaron las naves y se dedicaron a la agricultura, surgiendo así el nombre de Navarra, de «nave» y «arar».
El obispo Sandoval, fraile benedictino, a caballo entre el siglo XVI y el XVII, testifica haber visto papeles antiguos que decían que los primeros pobladores entraron por el Pirineo, y llegando a Pamplona, erigieron un altar en el que ofrecieron a Dios sacrificio, dándole, por ser el primero, el nombre de Nova ara, de donde salió Navarra.
Juan de Sada y Amézqueta, autor de una historia de Navarra (1628) recoge las diversas opiniones y añade que aún hay quien dice que por ser tierra la de Navarra de diferentes colores, se llamó así porque en la lengua vascongada, a cosas de muchos colores se llama «Navarr», lo cual juzga por apócrifo. De la significación de «Navarr» como pardo, oscuro, y en base a la diferencia de color entre vascos y navarros, deduce Justo Gárate la peregrina idea de que el término navarro se aplicó primero a los de la Ribera.
Para el tudelano José Yanguas y Miranda, uno de los personajes más notables de la Navarra liberal del siglo XIX, alude al Fuero de Sobrarbe, que hace la distinción entre sierra «en suso» (arriba) y sierra «en ayuso» (abajo), que podría hacer sospechar que los de la montaña llamaron a los de la tierra nueva conquistada por los moros, «novaros» o «novarros».
El filólogo alemán Schulten habla de los «navarri», a quienes el historiador franco del siglo IX, Eginhardo, sitúa en las cercanías del Ebro, y observa que el nombre tiene la misma terminación —arri que los «Egi—varri» astures citados por Plinio, escritor romano del siglo I.
Esteban de Garibay, guipuzcoano del siglo XVI, uno de los escritores que publicaron algunos textos en vascuence, entiende que la voz Navarra se formó de la castellana nava y la vascongada «erri». «Navas» serían grandes llanuras al pie de las montañas, y «erri» significa tierra o lugar. Se apoya en Nebrija, pero éste no escribió Navarra, sino Navarria.
Para el Diccionario de la Real Academia Española, nava es una voz prelatina que se halla también en el vascuence con el significado de tierra llana, sin árboles, entre montañas.
Yanguas y Miranda aporta otra posibilidad, la de que Navarra proceda de «Nava»y «yerri», nombre de un distrito citado por el Príncipe de Viana. De «Navayerri» se llegaría a «Navarra».
Para Campión, la opinión clásica no ofrece duda. Si «naba» significa en euskera llano rodeado de montañas, «nabarro» es la traducción de una palabra eusquérica que significa varón, macho, y sirve para indicar la relación étnica, como «menditar», montañés. La significación de «naba» —dice—, hoy perdida en los dialectos del euskera, expresa concavidad. De «nabar» se formó «Nabaerri», «país de los navarros», y de esta palabra, «Nabarra».
En realidad, Navas hay en todas partes, y no precisamente en territorios donde pudieran estar los vascones, como Nava (Oviedo); La Nava (Huelva); Lagunas de la Nava (Palencia); Navas de Arévaco (Avila); Nava de Béjar (Salamanca); Nava de Francia (Salamanca); Nava de la Anunciación (Segovia); Nava del Barco (Ávila); Nava del Rey (Valladolid); La Nava de Ricomalillo (Toledo); Nava de Roa (Burgos); Nava de Santiago (Badajoz); y Nava de Sotrobal (Salamanca). Y también Navas de Buitrago (Madrid); Navas de Bureba (Burgos); Navas de Jadraque (Guadalajara); Las Navas de la Concepción (Sevilla); Navas del Madroño (Cáceres); Las Navas del Marqués (Ávila); Navas del Rey (Madrid); Navas de Tolosa (Jaén).
La primera objeción que surge ante la interpretación etimológica de nava+erri proviene de que geográficamente el territorio de los navarros no es estrictamente una llanura. Navarra no es una tierra llana y ancha, sino todo lo contrario.
Caro Baroja añade que no estaba seguro de que los navarros fueran los habitantes de la nava a la vista de varios nombres de localidades, como Navascués, Napal, Navarzat, Navaz, Navardún y otras.
En Navardún, pequeña población situada en las proximidades de Sos del Rey Católico, en la provincia de Zaragoza, se encuentra un elemento céltico, dunon = fortaleza de Navar, lo que podría ser indicio del dominio de un pueblo céltico en la región. Los elementos célticos en el territorio de los vascones son más frecuentes y numerosos de lo que en principio se creía, y de ello es ejemplo la importante necrópolis posthallstáttica de Echauri (siglo V a. de C.), cerca de Pamplona y los restos encontrados en la catedral de Pamplona.
La misma opinión sustenta el filólogo catalán contemporáneo Bosch Gimpera, quien se pregunta si sería éste el nombre de la tribu indígena vascona dominada momentáneamente por los forasteros y equivaldría a «fortaleza de los navarros» ocupada por los celtas.
Si como apuntan Caro Baroja y Bosch Gimpera, la palabra Navardún tiene originariamente un componente céltico que acusa la presencia de un nombre propio, Navar, es evidente que se pone en entredicho la filiación etimológica en base a «navar+erri», y no tiene sentido discutir si «nava» es voz eusquérica o romance.
En apoyo de lo mismo, Caro Baroja afirma en otra ocasión que nabar, napar, desde el punto de vista geográfico quiere decir algo semejante a sierra y no a «nava» = llanura. «Benabarre» y «Benaparroa» = «Basse Navarre», parecen apoyar esta tesis, y la existencia de la sierra y caserío de Navarzate en el Roncal, también. Los navarros podrían ser —en suma— algo así como los serranos o constituirían una unidad étnica, gentilicia, una fracción de los antiguos vascones, con nombre correspondiente a un epónimo. La llanura se escapa a toda consideración.
Nada se opone a que el nombre de Navarra pudiera venir de fuera, y Traggia y otros se resisten, en efecto, a aceptar que Navarra signifique tierra llana y se aplique a los originarios del territorio vascón, pues el nombre significa todo lo contrario. La mudanza no pudieron hacerla los antiguos habitantes, por lo que debió de obedecer a causas extrañas, como ocurrió con Castilla, Andalucía y otros pueblos. No conociéndose en el país pueblo alguno famoso, ni río de este nombre, es seguro que la denominación es forastera.
Alude también a que la condición de navarro fue específica en Pamplona y aún en otras partes, lo que acredita la existencia de la Navarrerría como civitas, repetida en Puente la Reina y Estella.
La palabra Navarrería se ha considerado como una interpretación romance de «Napar—erría»: de «errí» = ciudad, pueblo, pero hay que tener en cuenta la existencia de voces romance usadas para designar barrios de poblaciones españolas, como judería, morería y aún franquería, así como relacionadas con actividades profesionales, carnicería, cuchillería, etc.
Caro Baroja insiste también en que se ha defendido que la palabra Navarrerría originariamente sería vasca, compuesta con—erría, es decir, tierra de navarros. Esto no va con el núcleo urbano ni con el sistema de nombres que regía en la misma Navarrería pamplonesa: Rúa de la Mulatería, de la Carpintería, de la Dormitalería, etc., que era un modo clásico de llamar a las calles y barrios en las lenguas romances.
Hay una teoría que suele pasarse por alto, que hace a los navarros («navari») descendientes del pueblo sármata citado por Tolomeo. Los sármatas vinieron en el siglo IV y principios del siguiente con la expedición de los godos, pero no eran godos. Dicen los textos que procedían de la actual Ucrania y eran de aspecto salvaje, excelentes guerreros y buenos jinetes y tiradores de arco. Cierto es que no escribió «navarri» sino «navari», pero hay que reconocer que es muy leve la diferencia. En cambio Campión la rechaza abiertamente, como imaginaria.
Yanguas y Miranda recoge la hipótesis sin comentarla y supone que estas gentes se establecieron particularmente en Pamplona y que por eso fue llamada «ciudad de los navarros».
El «Diccionario geográfico-histórico» de la Real Academia de la Historia (1802) alude a que el rey Wamba invadió el territorio de los vascones entrando por Cantabria, y es muy verosímil que los pobladores de Oligito (Olite) del tiempo de Suintila, pasaran de las fuentes del Ebro y comenzaran a introducir su nombre en la tierra, pues ya se vio en Eginhardo, aunque sin ninguna precisión geográfica, que los navarros estaban cerca del Ebro, y que Pamplona era su fortaleza en el año 778. Esta colonia era ya numerosa a la entrada de los árabes, por lo que poco a poco fue oscureciéndose el antiguo nombre de los vascones, y aunque por algunos siglos duró cierta rivalidad entre ambos pueblos, al cabo vinieron a mezclarse. «Y esto es lo que con más probabilidad se puede afirmar del origen de la voz Navarra, ora provenga de los navarros septentrionales, ora de haber dado los vascones este nombre a los nuevos colonos que se establecieron en sus tierras».
Si los navarros aparecen cierta y distintamente en los textos carolingios referidos al año 778, es lógico suponer que tal denominación fuera mucho más antigua, pues nadie admite la generación espontánea en el nacimiento de los pueblos.
Para Sada y Amézqueta, el hecho de que los primeros caudillos navarros se titularan reyes de Pamplona, no fue porque no existiera el nombre de Navarra, sino porque como en tiempos de los cartaginenses, romanos y godos, Pamplona fue ciudad tan destacada, de modo que ella dio nombre al reino, al igual que ocurría con los de León, Valencia o Nápoles. El título de rey de Pamplona desaparece definitivamente conTeobaldo I (1234-1253).
Si Pamplona era la Iruña prerromana, libres sus habitantes de dominadores extraños, ¿por qué no se denominaron reyes de Iruña?
El renombrado medievalista Ángel Martín Duque, gran historiador y maestro de historiadores, ha desarrollado recientemente otra teoría sobre la aparición de los «navarri» en los albores del reino de Pamplona. Los testimonios franco-carolingios consideran que las gentes del futuro reino pamplonés habitan en Hispania y son, por tanto, Hispani. Pero en los mismos textos prevalece como indicador específico de los habitantes de la región pamplonesa el antónimo «Nabarrus» o «Navarrus», acompañado con frecuencia del término Pampilonensis. Más que meros sinónimos, las voces «Navarri et Pampilonensis» reflejan probablemente una contraposición social. Los segundos serían la aristocracia político-militar del castro pamplonés mientras que los primeros serían los servidores de la casta dirigente. Si se tiene en cuenta que en todos los dialectos vascuences, la acepción de la voz «nabar» es la de «reja de arado», los «navarri» serían los usuarios habituales del instrumento más característico de la vida agraria. «La voz así registrada por los analistas carolingios no tendría originariamente significado étnico sino social, y equivaldría al arator de los textos europeo-occidentales de la época. Y esta acepción habría subsistido, más o menos soterradamente, hasta mediados del siglo XII, pues no parece casual que en ciertos textos forales navarros de la primera mitad de esta centuria aflore todavía el término navarrus como sinónimo de «rusticus», «villanus», es decir, miembro de la población campesina de condición servil».
De todo lo anterior se infiere que la desaparición del término «vascones» y la aparición de la palabra «navarros» para definir a los súbditos del rey de Pamplona, no tiene una explicación histórica convincente. No deja de ser una paradoja de la historia que después de haber mantenido una identidad propia entre los «hispani», cuando los vascones se dotan de una organización política se desvanecen y, en su lugar, surgen los navarros. Se ha dicho que el pueblo navarro es el heredero de los vascones. Pero para heredar es preciso que alguien muera y, en este caso, nadie expidió el certificado de defunción de los primitivos pobladores del solar navarro. A mayor abundamiento, en ninguna parte consta la partida de nacimiento de los navarros. Si entre vascones y navarros no hubo solución de continuidad, no se entiende cómo cuando Sancho el Sabio decide abandonar el título de «rey de Pamplona» para sustituirlo por el de «rey de Navarra» no se le ocurrió acuñar el de «rey de Vasconia». Pero sí hay algo que se desprende de todo lo anterior y es que en el nacimiento del reino navarro no participan ni los vascongados del noroeste peninsular ni los vascos del sur de Francia, que toman derroteros radicalmente distintos y aun contrapuestos.
Como todo lo que hace referencia a la prehistoria y a los comienzos de la historia en Navarra la nebulosa afecta incluso al origen del propio nombre del reino. Hemos hecho referencia a las numerosas teorías sobre el origen de la palabra «Navarra» para poner de manifiesto que nada está claro.
Pero lo único que sí lo está es que Sancho VI el Sabio, y definitivamente el rey Teobaldo I, sucesor de Sancho VII el Fuerte, no bautizó nuestro Reino con el nombre de «Nafarroa», término vascofrancés, cuya extensión en nuestros días se debe a una imposición lingüística totalitaria de la Academia de la Lengua Vasca. Esta decisión habría provocado la protesta del vizcaíno Sabino Arana, inventor de Euzkadi y al que se considera «padre de la patria vasca», o del proto—nacionalista navarro Arturo Campión. Ambos sostuvieron que Navarra es nombre vasco y en vascuence la escribían como «Nabara» o «Nabarra»¹⁹. El mítico bardo Iparraguirre, autor del famoso y vibrante «Gernikako Arbora», siempre dijo «Naparra», al igual que los montañeses del norte de Navarra.
En esta clase de temas se ha hecho violencia en apoyo de tesis preconcebidas o partidistas, que lo único que ponen de manifiesto es que los navarros constituyen un pueblo definido que puede ser heredero directo de los vascones, mezclados o no con los celtas o con los iberos, superpuesto a ambos, o procedente de los antiguos sármatas de la actual Ucrania. Sólo Dios lo sabe.



 
15 «...Pampilona distructa, Hispani Wascones sujugatis, vector in patriam reversus est» (Destruida Pamplona, subyugados los vascones hispanos, retornó victorioso a la patria»).

16 «Pampilona firmissima cítate capta atque destructa, Hispanis vasconibus et Nabarris subiugatis, victor in patriam reversus est» («Capturada y destruida Pamplona, firmísima ciudad, sojuzgados los hispanos vascónicos y los navarros, [Carlomagno] retornó victorioso a la patria»).

17 «In Hispania vero Navarri, et Pampilonensis, que superioribus annis ad Sarracenos defecerant, in fidem reversi sunt domini Imperatoris»(«En España, los Navarros y los Pamploneses, que en los años pasados se habían pasado a los Sarracenos, volvieron a la fidelidad de nuestro señor el Emperador» (Carlomagno).

18 Así describió Americ Picaud a los navarros: «En este mismo monte [Ibañeta], antes de que creciese plenamente por tierras españolas la cristiandad, los impíos navarros y vascos solían no sólo robar a los peregrinos que se dirigían a Santiago, sino también cabalgarlos como a asnos, y matarlos…Tras este valle se encuentra Navarra, tierra considerada feliz por el pan, el vino, la leche y los ganados. Los navarros y los vascos son muy semejantes en cuanto a comidas, trajes y lengua, pero los vascos son algo más blancos de rostro que los navarros. Estos se visten con paños negros y cortos hasta las rodillas solamente, a la manera de los escoceses, y usan un calzado que llaman abarcas, hechas de cuero con pelo, sin curtir, atada al pie con correas, que sólo resguardan la planta del pie, dejando desnudo el resto. Gastan unos capotes de lana negra, largos hasta los codos y orlados a la manera de una paenula [capa], que llaman sayas. Comen y visten puercamente. Pues toda la familia de una casa navarra, tanto el siervo como el señor, lo mismo la sierva que la señora, suelen comer todo el alimento mezclado al mismo tiempo en una cazuela, no con cuchara, sino con las manos, y suelen beber por un solo vaso. Si los vieras comer, los tomarías por perros o cerdos comiendo. Y si los oyeses hablar, te recordarían el ladrido de los perros, pues su lengua es completamente bárbara… Este es pueblo bárbaro, distinto de todos los demás en costumbres y modo de ser, colmado de maldades, oscuro de color, de aspecto inicuo, depravado, perverso, pérfido, desleal y falso, lujurioso, borracho, en toda suerte de violencias ducho, feroz, silvestre, malvado y réprobo, impío y áspero, cruel y pendenciero, falto de cualquier virtud y diestro en todo los vicios e iniquidades; parecido en maldad a los getas y sarracenos, y enemigo de nuestro pueblo galo en todo. Por sólo un dinero mata un navarro o un vasco, si puede, a un francés. En algunas de sus comarcas, sobre todo en Vizcaya y Álava, el hombre y la mujer navarros se muestran mutuamente sus vergüenzas mientras se calientan. También usan los navarros de las bestias en impuros ayuntamientos. Pues se dice que el navarro cuelga un candado en las ancas de su mula y de su yegua, para que nadie se le acerque, sino él mismo. También besa lujuriosamente el sexo de la mujer y de la mula. Por lo cual, los navarros han de ser censurados por todos los discretos. Sin embargo, se les considera buenos en batalla campal, malos en el asalto de castillos, justos en el pago de diezmos y asiduos en las ofrendas a los altares. Pues cada día al ir los navarros a la iglesia, hacen una ofrenda a Dios, o de pan, vino o trigo, o de algún otro producto. Siempre que un navarro o un vasco va de camino se cuelga del cuello un cuerno como los cazadores y lleva en las manos, según costumbre, dos o tres dardos que se llaman azconas. Al entrar y salir de la casa, silba como un milano. Y cuando estando escondido en lugares apartados o solitarios para robar, desea llamar silenciosamente a sus compañeros, o canta a la manera del búho, o aúlla igual que un lobo.»

19 En la guerra civil española de 1936 hubo un heroico combate entre varias unidades de la marina del Ejército republicano en el País Vasco y el crucero Canarias. En él se distinguió el «bou» Nabarra, un mercante artillado, que después de varias horas de lucha fue hundido frente al Cabo Machichaco.




 
 
6. DEL REINO DE PAMPLONA AL REINO DE NAVARRA
 
La llamada Euskal Herria ni estuvo ni se le esperó en la fundación del reino de Pamplona a finales del siglo VIII o comienzos del IX, sencillamente porque no existía en ninguna parte un pueblo vasco, integrado por los habitantes de los territorios del norte peninsular (Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra) y del suroeste de Francia (Soule, Basse Navarre y Labourd), que tuviera unidad política o pretensión de llegar a serlo. De modo que los referidos territorios, cada uno por su lado, protagonizaron su propia historia.
Doce siglos después, en 1979, las Provincias Vascongadas lograron constituirse en comunidad política mediante un Estatuto constitucional de autonomía, mientras el antiguo Reino de Navarra mantiene su singular personalidad como Comunidad Foral.
Tampoco los territorios vascofranceses forman una unidad política ni aspiran separarse de Francia para sumarse a una pretendida nación euskalherríaca.
Los territorios vascongados quedaron desde el comienzo de la Reconquista en la órbita de la monarquía asturiana fundada por el rey don Pelayo. Más tarde, como veremos en su momento, preferirán unirse a la Corona de Castilla antes que formar parte del reino de Navarra.
Los fundadores del reino de Pamplona, que hasta finales del siglo XII no se denominaría reino de Navarra, fueron gentes que vivían en la ciudad y su entorno, y que podían ser de origen vascón, romano y aun visigodo, o fruto del mestizaje.
Tras la pérdida de España, como consecuencia de la invasión árabe (711), los núcleos cristianos de Pamplona y su entorno decidieron elegir un rey para que los acaudillase en la lucha frente a los invasores.
Antes de elegirlo, según la constante tradición jurídica del reino de Navarra, pactaron con el elegido que respetaría sus derechos y libertades, bajo el solemne juramento de conservarlos, a mejorarlos y nunca empeorarlos. Ahí está el origen del Fuero navarro.
La consolidación del reino de Pamplona en sus orígenes se debió a la alianza de dos familias emparentadas entre sí: los Aristas y los Banu Qasi de Tudela, descendientes del conde godo Casius —sí, godo— que para mantener su privilegiado estatus se convirtió a la religión musulmana.
Pero el reino pamplonés sólo consiguió afianzarse frente a musulmanes y francos gracias a su alianza con la monarquía asturleonesa.
El rey más relevante de la dinastía originaria de Navarra fue Sancho III el Mayor. Reinó en de toda la España cristiana (1004—1035). Nunca se tituló «rey de los vascos» ni fue «rey del Estado vasco», como se puede leer en un monumento erigido en su memoria por el Ayuntamiento guipuzcoano de Fuenterrabía en 2003²⁰, con el argumento de que reinó sobre los territorios vascongados y el de Navarra, obviando que también lo hizo sobre los demás reinos, condados y señoríos de la España cristiana. Hay documentos de su época que le llaman «Sanctio regi Iberico», otros «Santius, gratia Dei Hispaniarum rex», y en monedas por él acuñadas su efigie aparece junto a la palabra «Imperator». Y como «emperador de España» lo cita Carlos de Trastámara y Evreux, Príncipe de Viana, nieto de Carlos III el Noble, autor de la primera «Crónica de los Reyes de Navarra» escrita en 1454.
Como ya dijimos a principios del siglo IX se descubrió en Galicia la tumba cuyos restos se atribuyeron al apóstol Santiago. Muy pronto comenzarán a llegar fieles a la iglesia compostelana procedentes de toda la cristiandad, aunque el contingente mayor procedía de Francia. Entraban en la península a través de Roncesvalles y tras llegar a Pamplona se dirigían hacia Burgos por La Barranca y Álava. Sancho III el Mayor dio al Camino de Santiago un nuevo trazado y lo derivó hacia la Rioja, al haber liberado los territorios comprendidos entre los Pirineos y Nájera. Esto facilitó la creación de importantes núcleos urbanos cerrados de población «franca» de origen europeo que se establecieron en Pamplona y otros lugares como Sangüesa, Puente la Reina, Estella y Los Arcos. Más tarde se considerará «franco» a toda persona acogida a los fueros particulares de las colonias francas, que llegaron a tener una población muy numerosa en Navarra.
El reino de Pamplona se convirtió en crisol de etnias y hablas diferentes, mientras el latín era todavía el idioma oficial.
Durante el reinado de Sancho III el Mayor se introdujo en España el rito romano frente al rito mozárabe²¹, que se utilizaba desde la invasión árabe. Asimismo, facilitó la extensión por la cristiandad hispana la Orden del Cister, fundada por San Benito en la localidad francesa de Cluny. A ella se adscribió el monasterio de San Salvador de Leyre, del que tenemos noticia auténtica de su existencia en el año 844, fecha en que lo visitó San Eulogio, que moriría en Córdoba, su ciudad natal, en el año 859, donde al parecer no convivían las «tres culturas» (árabe, cristiana y judía). Leyre sería desde su fundación, cuya fecha no está documentada, el monasterio predilecto de los primeros reyes de Pamplona, donde están enterrados sus primeros monarcas. Se supone que su fundación es de fecha muy anterior al viaje de San Eulogio en el año 848, porque de él escribió que tenía una importante biblioteca, algo que no se improvisa.
A su muerte, Sancho el Mayor dispuso que su primogénito García Sánchez III el de Nájera, heredase el reino de Pamplona, incorporando a su corona el señorío de Vizcaya, los territorios de Álava y Guipúzcoa, la Rioja, Tarazona, Soria, parte de Castilla (la Vieja) y las Asturias de Laredo. Obsérvese cómo no tuvo la menor intención de crear un «estado vasco». A su segundo hijo, Fernando, le concedió el condado de Castilla. Al tercero, Gonzalo, la comarca de Sobrarbe y su hijo natural, Ramiro, Aragón. Todos ellos deberían prestar vasallaje al rey de Pamplona.
Pero pronto surgirían disensiones entre los hermanos, que se proclamarían reyes de sus respectivos dominios. En 1054, en la batalla de Atapuerca, lugar situado en las proximidades de la ciudad de Burgos, se enfrentaron García Ramírez y Fernando, resultando muerto el rey pamplonés.
A García Ramírez le sucedería su hijo Sancho Garcés IV, que en 1076 fue asesinado en una cacería por su hermano Ramón, que lo empujó al vacío desde lo alto del barranco de Peñalén, situado en la confluencia de los ríos Arga y Aragón entre Funes y Milagro.
Pese a que Sancho Garcés IV tenía dos hijos de corta edad, ninguno fue coronado como sucesor de su padre por los notables del reino. Aprovechando la situación de interinidad, Alfonso VI de Castilla, con el apoyo de los vascongados, pretendió que se le proclamase rey de Pamplona. Pero los navarros se negaron a ello y decidieron nombrar rey al nieto de Sancho el Mayor, Sancho V Ramírez, rey de Aragón.
En 1087, después de años de grandes disputas territoriales, Alfonso VI de León y de Castilla y el rey Sancho V Ramírez decidieron repartirse el reino de Pamplona y los territorios acrecidos en el testamento de Sancho III el Mayor. Castilla se anexionaría definitivamente la Rioja y las tierras al sur del río Ega, con el castillo de Marañón, y además Vizcaya, Álava y una parte de Guipúzcoa. Serían para Aragón las tierras de la Montaña, las situadas al este del río Ega, con Sangüesa, Sada y Eslava; las del norte del río Irati y la cuenca de Pamplona, con Salazar, Navascués, Echauri y Huarte, y las tierras de la Ribera conquistadas por Sancho Ramírez, salvo Tudela que permaneció en poder de los musulmanes hasta 1118, en que fue reconquistada por Alfonso I el Batallador, rey de Aragón. El tratado castellano—aragonés preveía la creación del condado de Navarra, integrado por Pamplona, Aibar, Tafalla, Falces, Leguín, Monjardín y Erro. Aunque el condado quedaba bajo la autoridad del rey de Aragón, debía rendir vasallaje a Alfonso VI, que se proclamó «imperator totius Hispaniae». El legado de Sancho III el Mayor se había desmoronado.
En 1134 muere Alfonso I el Batallador. En su testamento designó como herederos de sus dominios a las Órdenes militares. Su insólita decisión irritó a los nobles aragoneses y navarros. Los primeros entregaron la corona aragonesa al hermano del monarca fallecido, Ramiro II el Monje, mientras los pamploneses eligieron a García Ramírez, hijo del infante Ramiro Sánchez de Pamplona y de Cristina, una de las hijas de El Cid Campeador. Esta es la razón por la que ha pasado a la historia como «El Restaurador».
A Sancho Ramírez le sucede su hijo Sancho VI el Sabio. En virtud de un arbitraje del rey de Inglaterra en 1179, para resolver las desavenencias con Castilla, perderá definitivamente la Rioja para Navarra.
En 1180 Sancho el Sabio promulgó el Fuero de San Sebastián, prohibiendo a los clérigos y a los navarros el asentamiento en la villa sin su autorización. En 1181 fundó la ciudad de Vitoria, en un lugar que antes se llamaba Gasteiz que daba nombre a un pequeño poblado.
Es falso que Sancho VI el Sabio hubiera proclamado al vascuence, como idioma oficial del reino de Navarra. Esta expresión no aparece en ninguna ley o decreto real, sino en un documento notarial de 1167 que ponía fin a un conflicto entre un conde llamado Vela y el abad del monasterio de San Miguel Excelsis. En él se escriben dos palabras en vascuence («maister» o mayoral de pastores y «burucedi» (mayoral de peones), al que se califica como «lingua navarrorum», pero en aquel tiempo se llamaba «navarri» a los campesinos del entorno de Pamplona, descendientes o no de las tribus vasconas, pero no comprendía toda la población del reino de origen hispanorromano, godo o franco²².
El idioma oficial del reino fue primero el latín y después el «idiomate terre navarre», es decir, el idioma romance al que hoy llamamos castellano por hablarse también en Castilla y ser éste el principal reino peninsular. El acta de la proclamación de Carlos II el Malo (1350), escrita en romance navarro, dice que se redacta en «idiomate terre navarre».
Sancho VI el Sabio fue el primer rey que comenzó a denominarse «navarrorum rex». Bien entendido que en tiempos de Sancho VI los «navarros» formaban un núcleo étnico claramente diferenciado de otros grupos que poblaban el Reino. Pamplona nunca fue la «capital de los vascones». Desde su fundación fue una ciudad netamente romana. Después, los visigodos la convirtieron en su principal fortaleza para sofocar la sublevación de las tribus vasconas del sur de Francia y del norte de Navarra que no acataban su dominación tras la caída del Imperio romano. Y lo que sucedió en el siglo VIII en que se produjo «la pérdida de España» a manos de los moros es una nebulosa.
También durante el reinado del rey Sabio, a finales de 1156 o principios de 1157, se produjo la reintegración a la corona navarra del reino castellano de Artajona. Dicho reino comprendía los términos de la villa artajonesa, de Olite, Larraga, Cebror —despoblado próximo a Larraga— y Miranda de Arga. Este pintoresco episodio —demostrativo de que los reyes medievales se consideraban propietarios de sus reinos al margen de cualquier criterio identitario o étnico—, fue la dote otorgada por el rey García Ramírez el Restaurador al contraer matrimonio en 1144 con la princesa Urraca, hija ilegítima del rey de Castilla Alfonso VII el Emperador. Sancho III de Castilla, sucesor de Alfonso VII, en un acto de buena voluntad, cedió al rey Sancho VI, hijo de García Ramírez, el dominio pacífico de este pequeño reino incrustado en el mismo corazón de Navarra. Sancho III era cuñado del rey Sabio por haberse casado aquél con su hermana, la infanta Blanca de Navarra, madre a su vez del futuro Alfonso VIII de Castilla, el monarca que uniría a la cristiandad española en la batalla de las Navas de Tolosa²³.
En 1191, el rey de Inglaterra Ricardo Corazón de León, casado con la infanta Berenguela, primogénita de Sancho VI el Sabio, cede a su regio suegro navarro el territorio que hoy se conoce en Francia con el nombre de «Basse Navarre» (Baja Navarra), en agradecimiento a la importante ayuda militar que le había prestado su cuñado Sancho, cuando los franceses trataron de arrebatar al monarca inglés el Ducado de Aquitania o Gascuña. Ese mismo año muere Sancho el Sabio. La Baja Navarra, a la que también se conoció como Merindad o Territorio de Ultrapuertos, pasó a formar parte del territorio del reino navarro, no sin resistencia, hasta 1527.
A la muerte del rey Sabio en 1194, le sucedió su hijo Sancho el VII el Fuerte que mantendrá serias desavenencias con Alfonso VIII de Castilla. El monarca castellano se hallaba muy debilitado tras la batalla de Alarcos (1195), donde sufrió una humillante derrota a manos de los almohades, precursores del fundamentalismo islámico, que a partir de entonces no sólo desestabilizaron al reino castellano sino que pusieron en grave peligro la supervivencia de toda la España cristiana.
En 1200, los castellanos, con el apoyo del señor de Vizcaya, Diego López de Haro, pusieron sitio a Vitoria que, desde su fundación, por su padre Sancho VI el Sabio en 1181, se había convertido en punta de lanza de Navarra para someter al territorio alavés y contener el expansionismo castellano. Sancho el Fuerte marchó entonces a tierras de moros para tratar de conseguir que los almohades invadieran Castilla para debilitar su poder militar. Dice la leyenda que incluso viajó a Marruecos, donde se entretuvo por haberse enamorado de una princesa mora. Lo cierto es que la ausencia del rey resultaría nefasta, porque después de ocho meses de asedio, la guarnición navarra de la ciudad se vio obligada a rendirse ante la falta de víveres, no sin antes obtener del rey ausente su autorización para la entrega de la ciudad a los castellanos. Sancho el Fuerte regresaría de tierras de moros a Navarra sin conseguir la ayuda almohade. Es ésta una de las sombras de su reinado. La otra, su presunta homosexualidad que le impediría dar un heredero a su corona. Como tantas cosas en la historia, esta última afirmación es una pura fantasía.
También en 1200, Guipúzcoa deja de estar dominada por Navarra. Descontentos con la actuación de los «tenentes» (o gobernadores) del rey Navarra, los guipuzcoanos deciden rebelarse contra Sancho VII y prestar vasallaje al rey Alfonso VIII de Castilla, que recibió la «entrega voluntaria» de la Provincia con un ejército de tan solo veinte caballeros. Esta versión es ahora puesta en cuestión por los historiadores napartarras y euskotarras, que sostienen que hubo una feroz resistencia. Aunque así hubiera sido, lo cierto es que los indómitos guipuzcoanos pasaron pronto a ser fieles súbditos de los reyes castellanos, entre otras razones porque no les fue nada mal, al igual que a los alaveses y vizcaínos, con su pertenencia a la Corona de Castilla y más tarde a la Monarquía española.
La idea de la voluntaria entrega permaneció viva en la conciencia colectiva guipuzcoana durante los siglos posteriores. En 1752, el rey Fernando VI, hijo de Felipe V, el primer rey de la Casa de los Borbones, en una real cédula dice que Guipúzcoa, «deseándola en su entera exención y libertad» y «siendo libre dominio se entregó voluntariamente a D. Alfonso VIII, llamado el de las Navas, el año 1200, bajo los antiguos fueros, usos y costumbres con que vivió desde su población».
Desde 1200, alaveses y guipuzcoanos —por conquista o por voluntaria entrega, de la que alardearon durante siglos— rindieron lealtad sin límites a los reyes de Castilla. Asimismo, los señores de Vizcaya fueron vasallos de los monarcas castellanos, hasta que en 1379 Juan I, rey de Castilla, heredó de su madre Juana Manuel de Villena, casada con Enrique II de Castilla, el señorío de Vizcaya, lo que aseguraba la unión perpetua.
Durante tres largos siglos, puesto que los reyes de Navarra y de Castilla solían andar a la greña, con sucesivas etapas de encuentro y desencuentro (también con Aragón), los vascos, súbditos de la Corona de Castilla, y los navarros se enfrentaron muchas veces en el campo de batalla. La paz verdadera no llegaría hasta la incorporación del reino de Navarra en 1515 a la Corona de Castilla
La vinculación de las Provincias Vascongadas a la corona navarra fue muy efímera, dentro de una constante disputa sobre los límites territoriales de los distintos reinos cristianos peninsulares:
ÁLAVA
De 1029 a 1076 = 47 años
De 1123 a 1134 = 11 años
De 1179 a 1200 = 21 años
Total 79 años
GUIPÚZCOA
De 1014 a 1076 = 62 años
De 1123 a 1134 = 11 años
De 1179 a 1200 = 21 años
Total 94 años
VIZCAYA
De 1029 a 1076 = 47 años
De 1123 a 1134 = 11 años
Total 58 años
A pesar de sus graves desencuentros con Castilla, Sancho VII el Fuerte participó en la batalla de las Navas de Tolosa (1212), que unió a todos los reinos cristianos de España frente a los almohades²⁴, que amenazabanla supervivencia de la cristiandad tras haberse apoderado del Ándalus musulmán. En esta unión influyó decisivamente el navarro Rodrigo Jiménez de Rada, arzobispo de Toledo, que había sido consejero de Sancho el Fuerte, y que fue el gran artífice de la cruzada promovida por el papa Inocencio III que ordenó a los reyes hispanos unir sus fuerzas para hacer frente al peligro almohade.
Sancho el Fuerte olvidó sus desavenencias con Castilla y se sumó en el último momento a la campaña contra los almohades, con doscientos caballeros y dos mil peones. El 16 de julio de 1212, el ejército cristiano comandado por Alfonso VIII de Castilla, Pedro II de Aragón y Sancho VII de Navarra, trabaron combate con el ejército almohade de Muhámmad an—Násir, el Miramamolín²⁵. Al frente de la vanguardia de las tropas castellanas se encontraba el vasco López de Haro, señor de Vizcaya. Después de horas de feroz combate, cuando los cristianos estaban a punto de ser desbordados por los almohades, los tres monarcasse lanzaron a la carga contra las líneas almohades, a quienes pusieron en fuga causándoles una gran carnicería.
La grandiosa tienda del Miramamolín, en lo alto de una colina, estaba protegida por un palenque o empalizada rodeada de guerreros de raza negra que integraban su guardia personal, armados con grandes lanzas y encadenados entre sí para evitar su huida. Romper esta impresionante línea defensiva fue, sin duda, la gran proeza de Sancho el Fuerte y sus mesnadas navarras, episodio que ha pasado a la historia. Lejos de combatir, el sultán almohade huyó despavorido, lo que sentenció la humillante derrota de su ejército.Las crónicas dicen que los tres reyes —y fue la primera vez que esto sucedió en los ejércitos hispanos—, cargaron contra los almohades al grito de «¡Santiago y cierra, España!»²⁶.
Sancho el Fuerte se trajo como trofeo a Navarra las cadenas que rodeaban la tienda del Miramamolín. La creencia de que Sancho VII el Fuerte las incorporó inmediatamente después de la batalla al escudo de Navarra es errónea, como demostró el académico de la Real Academia de la Historia, Faustino Menéndez Pidal y Navascués.
En aquella época, dice el brillante académico, los reyes adoptaron la moda de incorporar emblemas en el sello real. Sancho el Fuerte utilizaba un águila como «signum» para suscribir las disposiciones de su cancillería. El águila no representaba al reino de Navarra, era el emblema del rey y, probablemente, provenía de la familia normanda de la abuela de Sancho VII²⁷.
Su sucesor, Teobaldo I, primer rey de la dinastía francesa de Champagne, prescindió del emblema del águila de su tío el rey Sancho y utilizó un escudo blocado, que ya no era de guerra sino heráldico, según demostró el académico de la Historia, Faustino Menéndez Pidal²⁸.En él se representan unas «cadenas», que en realidad no eran tales.
Pero cuando con el transcurso del tiempo el escudo blocado de Teobaldo acabó por convertirse en el emblema del reino de Navarra, las barras radiales comenzaron a representarse como auténticas cadenas en recuerdo de las ganadas a los moros por Sancho VII el Fuerte.
A comienzos del siglo XV, ya se tenía la convicción de que las barras radiales que figuraban en el escudo de Teobaldo I de Champagne eran las de las Navas. Así consta en la primera historia del reino navarro titulada «Crónica de los Reyes de Navarra», escrita entre 1453 y 1455 por el Príncipe Carlos de Viana, en la que se puede leer lo siguiente: «Y el rey [Sancho el Fuerte] tomó el encadenado de los camellos y de las tiendas y conquistó las cadenas por armas, y las asentó sobre las ariestas con un punto de sinople». Asimismo dice que el rey Teobaldo I «llevó por armas… dichas cadenas».



 
20 En 1980 el Ayuntamiento de Fuenterrabía decidió pisotear ocho siglos de historia y rebautizar la villa con el nombre de Hondarribia. La villa de Fuenterrabía fue fundada en 1203 por el rey castellano Alfonso VIII, tres años después de la separación del reino de Navarra y la «voluntaria entrega» de Guipúzcoa a Castilla.

21 Bajo el nombre de mozárabe se conoce a la población hispano—romano—visigoda que vivía en el territorio ocupado por los musulmanes en España a la que llamaban «Al Ándalus». Sufrieron varias persecuciones durante la dominación árabe. En Toledo todavía quedan algunas iglesias donde se practica el rito mozárabe.

22 En una «memoria» del obispo de Pamplona, Don Lope, de 1149, consta que en 1143 «reynaba Don García [se refiere a García Ramírez, «el Restaurador»] «en Navarra, en Pamplona, en Tudela, en Sos, en Estella, en Logroño, en Álava».

23 En la cristiandad medieval los matrimonios reales o principescos se hacían y deshacían por lo que hoy llamamos «razones de Estado». Los casamientos de reyes, príncipes y princesas provocarían en muchos casos grandes convulsiones políticas. Navarra no fue una excepción. Muerto Sancho VII el Fuerte sin sucesión la nobleza navarra ofreció la Corona a su sobrino Teobaldo I, hijo de Teobaldo III, conde de Champagne (Francia) y de la infanta doña Blanca. A partir de entonces, y hasta la incorporación de Navarra a la Corona de Castilla en 1515, el reino de Navarra estará en manos de dinastías francesas.

24 Los almohades, pueblo bereber del norte de África, invadieron al Ándalus en 1163.En 1195, el rey Alfonso VIII de Castilla sufre una aplastante derrota en la batalla de Alarcos. Los almohades son un precedente del yihadismo actual al imponer violentamente una concepción fundamentalista del islam.

25 El sobrenombre Miramamolín era la versión vulgar en romance de «amir al mu»minin», Príncipe de los Creyentes, título asociado a los califas musulmanes.

26 Este grito de guerra no pretende «cerrar» España, sino que es una llamada a todos los cristianos españoles para que cierren filas en su defensa.

27 El aberzalismo radical ha venido utilizando como símbolo el águila del sello,al que traducen como «Arrano Beltza», que llevaba en su escudo el rey Sancho VII, haciendo creer quese trataba del escudo del reino vasco de Navarra. Las cadenas no les gustaban en un primer momento por entender que traían causa de una empresa española. Ahora las utilizan, pero eliminando la corona real.

28 Se llamaba bloca, explica Menéndez Pidal y Navascués, al refuerzo metálico del escudo de madera, que en el siglo XII y principios de XIII se componía de unas barras radiales confluyentes en el centro.




 
 
7. EL FUERO GENERAL DE NAVARRA (1238)
 
En 1237, Teobaldo I, conde de Champagne (Francia), sucesor de Sancho VII el Fuerte, nombró una comisión para poner por escrito los Fueros que había jurado cumplir, probablemente aburrido por el hecho de que los nobles invocaran ante él los fueros del reino para oponerse a alguna de sus disposiciones reales. En cualquier caso es evidente que gobernar un reino en el que coexistían numerosos fueros locales y alguno nobiliario (infanzones) era una tarea complicada. La comisión terminó sus trabajos en 1238, alumbrando el Fuero General de Navarra, auténtica Constitución histórica de Navarra. En él se funda la tradición jurídica, según la cual los Fueros eran fruto del pacto constituyente de la monarquía navarra, concertado entre el rey y el reino en el siglo VIII.
El Fuero General está precedido de un «prólogo» del denominado Fuero Antiguo de Navarra, que comienza con el relato de la caída de la Monarquía visigoda a causa de la invasión de los «moros». Para acabar con las disensiones surgidas en los diversos núcleos cristianos que resistieron la invasión árabe se decidió pedir consejo al Papa de Roma, Aldebano, así como a los lombardos, «que son ombres de grant iusticia, et a Francia». El consejo fue que pusieran por escrito sus fueros y que tuvieran un rey que los acaudillase. Así lo hicieron con el asesoramiento de lombardos y franceses, y después eligieron rey a Don Pelayo».
El capítulo I del Fuero General, escrito en romance navarro (al que hoy llamamos castellano o español), titulado «Cómo deven levantar Rey en Espayna, et cómo les debe eyll jurar», dice así (en versión libre en castellano de hoy): «Y primeramente fue establecido por Fuero en España alzar rey para siempre, porque ningún rey podía serles perjudicial, pues el concejo, es decir, el pueblo, lo alzaba y le daba lo que tenía y ganaba a los moros; previamente [el rey] debía jurar sobre la cruz y los santos evangelios, antes de que lo alzasen, gobernarles en derecho, y mejorarles siempre sus fueros y no empeorarles, y que hiciera justicia y repartirá los productos de cada tierra con los ricos hombres, caballeros, infanzones y hombres buenos de las villas y no con extraños de otra tierra».
El Fuero General supuso el tránsito de una concepción feudal, que formaba una pirámide de lealtades personales nobiliarias hasta culminar en el rey, a una cierta conciencia de pertenencia a una comunidad política. Pero el vínculo de unión de todos será el rey, al que se debe fidelidad y se rinde vasallaje.
Suele decirse que el primer texto que reconoce los derechos de los ciudadanos, y limita el poder real, fue la Carta Magna que el rey Juan sin Tierra de Inglaterra otorgó a los nobles ingleses en 1215 y en el que se fundamentaría el régimen constitucional del Reino Unido.
Tan sólo una veintena de años después de la Carta Magna, el Fuero General convirtió en derecho escrito todo cuanto ya venía aplicándose desde el siglo IX en el reino de Navarra para garantizar que el rey no pudiera ejercer ni un poder absoluto ni mucho menos despótico, pues el origen de la autoridad real estaba en el pacto fundacional de la monarquía, renovado en el solemne juramento de mantener, guardar y mejorar los Fueros que debían prestar los reyes para poder ser coronados reyes.
El Fuero General no era un texto intocable e inamovible. Podía ser modificado por acuerdo entre el rey y el reino. La representación de este último evolucionará con el tiempo y cristalizará a finales del siglo XV en las Cortes, cuya consolidación definitiva tendrá lugar después de la incorporación a la Corona de Castilla.
Los navarros eran titulares de derechos políticos, aunque no olvidemos que, durante siglos y siglos, hasta llegar al XIX, no todos los hombres serán libres e iguales, de modo que una minoría integrada por el alto clero, la nobleza y los burgueses urbanos regiría los destinos del reino, compartiendo el poder con el rey a través de las Cortes.
Hecha la salvedad anterior, es lo cierto que en el Fuero General y en las leyes posteriores del Reino se puede encontrar una tabla de derechos que luego encontraremos en las declaraciones revolucionarias del siglo XIX y que podríamos sintetizar del siguiente modo en lenguaje de nuestros días, aunque la relación no pretende ser exhaustiva:
— Derecho a ser juzgado, en causa civil o criminal, únicamente por los tribunales del Reino y con arreglo a los Fueros y Leyes de Navarra.
 
— Derecho a no ser detenido sino por mandato de la autoridad judicial.
 
— Derecho a la inviolabilidad del domicilio, no pudiendo los funcionarios del rey hacer registro, ni con pretexto de contrabando.
 
— Derecho de asilo, de forma que nadie podría ser detenido en las iglesias, salvo en el supuesto de ladrón manifiesto, traidor probado o preso fugado.
 
— Derecho a elegir los regidores de los Ayuntamientos. También a los procuradores en Cortes del estamento popular, pero siempre que fueran vecinos de los poco más de treinta municipios con derecho a asiento en aquéllas,
 
— Derecho a no pagar otros tributos que los aprobados por las Cortes.
 
— Derecho a acceder a los oficios y beneficios tanto en Navarra como en Castilla. Esto último provocaría conflictos ante la pretensión de naturales de Navarra de competir con los naturales de los reinos castellanos.
 
— Derecho a la exención del servicio militar. Sin embargo, cuando el reino fuera atacado, todos los que fueran útiles estaban obligados a tomar las armas, conforme a las órdenes de movilización que estaban perfectamente regladas.
 
— Derecho a dirigir peticiones a las Cortes o a la Diputación.
 
— Derecho a percibir la correspondiente indemnización en caso privación de bienes por utilidad pública.
 
— Derecho a no ser privado de su honor sin conocimiento de causa ante los tribunales.
 
Como ya hemos dicho, sólo los navarros tenían derecho a ocupar cargos públicos en Navarra. Y navarros eran los que hubieran nacido en Navarra, de padre o madre natural y habitante del reino o aquellos que, aun siendo extranjeros, las Cortes les concedieran carta de naturaleza.
Pero, según establece el Fuero Antiguo si «por aventura» sucediera que fuese el rey «hombre de otra tierra, o de extraño lugar, o de extraño lenguaje», en tal caso no podrían acompañarle más de cinco «en bailío»²⁹,ni en su servicio«hombres extraños de otra tierra». Las Cortes y la Diputación velaron muy especialmente por el cumplimiento de esta disposición del Fuero General que figura, nada menos, en el capítulo I del Título I, donde se establece en qué condiciones se debe levantar «rey en Espayna, et cómo les debe eyll jurar».
Por su condición de castellanos y ser considerados extranjeros, los vascongados no podían ejercer cargos públicos en Navarra, salvo que fueran nombrados por el rey dentro del cupo de cinco en bailío. En cambio, los navarros sí podían desempeñar funciones públicas en Castilla.



 
29 Se daba el nombre de «bailío» a los agentes o funcionarios que ejercían funciones judiciales o gubernativas en nombre del rey.




 
 
8. REYES EN NAVARRA Y VASALLOS EN FRANCIA
 
Sancho VII el Fuerte murió en Tudela en 1234. No tuvo hijos por lo que con él se extinguió la dinastía autóctona de Navarra. Los nobles navarros se negaron a reconocer como rey a Jaime I El Conquistador, rey de Aragón, nombrado heredero por el monarca fallecido, en virtud de un pacto de prohijamiento recíproco. El rey aragonés les liberó del juramento de fidelidad y ofrecieron la Corona a Teobaldo, conde de Champagne (Francia), sobrino de Sancho VII el Fuerte, que fue proclamado en Pamplona en 1234³⁰.
Desde la muerte de Sancho VII el Fuerte cuatro fueron las dinastías extranjeras, todas ellas francesas, que reinaron en Navarra:
—Champagne (1224-1274)
—Casa de Francia (1274-1328)
—Evreux (1328-1479)
—Foix-Albret (1479-1512)
El primer rey de Navarra «de extraña tierra, de extraño lugar y extraño lenguaje», fue Teobaldo I de Champagne.
Desde entonces los monarcas navarros, grandes señores feudales al otro lado de los Pirineos eran reyes en Pamplona y «pares» en Francia, lo que les convertía en vasallos directos de la Corona francesa.
Durante el reinado de Teobaldo I se consolidó la Junta de Infanzones de Obanos, una asociación nobiliaria, surgida en tiempos de Sancho VII el Fuerte para combatir a los malhechores que campaban por sus respetos en las Bardenas Reales. Ha pasado a la historia, sobre todo, por su famosa divisa escrita en latín «Pro libertate patria gens libera state», que fue extrapolada en épocas recientes con una traducción errónea pues no significa «Por la libertad de la patria, el pueblo sea libre»³¹.
El último monarca de la Casa de Champagne fue Enrique I, casado con Blanca de Artois, sobrina del rey de Francia Luis IX. A su muerte le sucedió, en 1274, su hija Juana I, una niña de tres años, de modo que su madre asumió la regencia y, de acuerdo con los notables del reino, nombró gobernador a Pedro Sánchez de Monteagudo, señor de Cascante, lo que contrarió a García Almoravi, uno de los nobles principales de Navarra, que también aspiraba al cargo.
Se produjeron graves desavenencias cuando se pensó en el futuro de la reina niña. Jaime I el Conquistador, rey de Aragón, pretendió que se concertara el matrimonio de Juana I con su heredero o, en el caso de que los navarros no aceptaran la unión de ambas coronas, con otro de sus hijos. Por su parte, Alfonso X el Sabio, rey de Castilla, maniobró para una posible solución castellana. En noviembre de 1074, las Cortes de Olite optaron por aceptar la propuesta aragonesa. Esto provocó la reacción castellana que invadió Navarra, poniendo sitio a Viana.
Pero la reina madre no estaba dispuesta a ninguna componenda española, y huyó de Navarra en noviembre de 1274, poniendo a su hija bajo la tutela y protección del rey Felipe III de Francia. La intervención castellana hizo que Sánchez de Monteagudo renovara su fidelidad a doña Blanca. Esta dio un paso más para uncir a Navarra al carro de Francia al concertar en mayo de 1275 el matrimonio de su hija con el primogénito del rey francés, el futuro Felipe IV³².
Felipe III, verdadero dueño de Navarra, tras la dimisión como gobernador de Sánchez de Monteagudo, tras graves enfrentamientos con García Almoravi en Pamplona, nombró gobernador al champanés Eustaquio de Beaumarchais en 1275.
Con intención de pacificar el creciente enfrentamiento entre los burgos de Pamplona³³, el gobernador francés propuso que fueran destruidos todos los ingenios de guerra tanto en la Navarrería como en los demás burgos francos. Esto provocaría la sublevación de la Navarrería, capitaneada por García Almoravi, que contó con el apoyo del obispo de Pamplona. Y entonces se produjo un episodio terrible, de los que por desgracia no han faltado en nuestra historia. Resulta que Sánchez de Monteagudo se había aliado con Almoravi en el último conflicto entre los burgos. El señor del Bearn, Gastón VII, enviado a Pamplona por el rey francés, le convenció de que volviera a la obediencia de la reina Juana. Pero cuando se disponía a hacerlo, Monteagudo fue vilmente asesinado por Almoravi. Aquel crimen indignó hondamente al de Foix, que marchó a Francia para informar a su rey de lo que ocurría en Pamplona. A su vez, los enemigos de Beaumarchais y los de la Navarrería pidieron auxilio al rey de Castilla, aunque parezca una paradoja, para que les ayudara a mantener la independencia del reino frente al dominio francés. Por el contrario, los burgueses de San Cernin y San Nicolás se mantuvieron fieles a la reina.
Pronto se reanudaron las hostilidades en Pamplona. El Parlamento de París decidió entonces enviar en apoyo de los burgos francos un ejército, con la flor y nata de la nobleza francesa³⁴. Los de la Navarrería, después de una heroica resistencia y de la traición de Almoravi que escapó subrepticiamente de la ciudad³⁵, se rindieronel 24 de agosto de 1276, festividad de San Bartolomé, lo que no evitó que fueran tratados a sangre y fuego³⁶. Los franceses perpetraron una gran matanza y muchos ciudadanos fueron ejecutados con métodos crueles. La Navarrería, el burgo de San Miguel y la judería fueron incendiados después someterlos a un saqueo sistemático por parte de la soldadesca gala, del que ni siquiera se libró la catedral. Los solares quedaron yermos hasta que en 1224, el rey Carlos I de Navarra y IV de Francia autorizó su reedificación.
Los franceses devastaron a continuación otras poblaciones navarras como Mendavia y Estella. La pasividad de Castilla ayudó a Felipe III de Francia a someter al reino navarro a la corona francesa. Su hijo Felipe contrajo matrimonio en 1284 con la reina Juana I. En 1286 subió al trono francés. Desde entonces juntó las dos coronas y reinó como Felipe I de Navarra y IV de Francia.
La unión con Francia se deshizo en 1328 como consecuencia de un distinto llamamiento sucesorio en París y en Pamplona. A la muerte en 1322 de Felipe el Largo, II de Navarra y V de Francia, le sucedió su hermano Carlos I de Navarra y IV de Francia, que también era hijo de la reina Juana I. No tuvo hijos varones. La aplicación de la ley sálica, que prohibía reinar a las mujeres, hizo que los franceses proclamaran rey a Felipe VI de Valois («el Encontrado»), nieto de Felipe III. Los navarros alegaron que conforme al Fuero General podían reinar las mujeres, por lo que llamaron a ocupar el trono a doña Juana, hija del rey Luis Hutin o testarudo, I de Navarra y X de Francia y de su esposa Margarita de Borgoña. Esta vez los nobles y los representantes de las villas de Navarra decidieron actuar al unísono y aprovechar la oportunidad para librarse del dominio francés. No les importó que en París su madre estuviera encarcelada por un gran escándalo de relaciones adúlteras y se pusiera en cuestión que doña Juana fuera en verdad hija de su padre.
Doña Juana estaba casada con el conde Felipe de Evreux, de la familia real francesa. Felipe VI accedió a la propuesta de los navarros, renunciando a sus derechos al trono de Pamplona, a cambio de recibir en compensación los condados de Champaña y de Brie, vinculados a la corona navarra desde la llegada al trono de los Teobaldos. El de Evreux renunciaba a su vez a sus derechos al trono de Francia. El 5 de marzo de 1329, doña Juana II y su esposo Felipe III fueron coronados y jurados como reyes de Navarra en la catedral de Pamplona, con el solemne ceremonial establecido en el Fuero General.
Un año antes, en 1328 la violencia había vuelto adueñarse de Navarra. Los judíos venían disfrutando en Navarra de la protección de los reyes frente a la inquina de los llamados «cristianos viejos» y algunos clérigos cercanos al fundamentalismo religioso, aunque fuera condenado por la Iglesia. A principios del siglo XIV surgió en Francia un movimiento antisemita denominado «pastorelos», que cometió graves desmanes. En 1321, los antisemitas, excomulgados por el papa Clemente V, se infiltraron en Navarra. Las autoridades intentaron proteger a las juderías, pero fue inútil. Varios miles de judíos de las aljamas de Tudela, Funes, San Adrián, Marcilla y Viana fueron asesinados. En Estella, el populacho enfurecido, incitado por un fraile franciscano llamado Pedro de Ollogoyen, asaltó la judería y dio muerte, según refiere el P. Moret, cronista del reino, a más de diez mil judíos. Es posible que sea una cifra exagerada, pero sea cual fuere no oculta el oprobio que representa esta carnicería para Navarra. La llegada de los reyes Juana y Felipe puso fin a la persecución contra los judíos.
En la dinastía Evreux destaca Carlos II, apodado por los franceses el Malo,cuyo reinado duró casi cuarenta años (1349 a 1387). De mente y corazón francés intentó en vano hacerse con el trono de Francia, empresa fracasada en la que involucró al reino sin obtener ningún rédito. Dio comienzo a su reinado con un acto de brutal represión, al ordenar el ahorcamiento en el puente de Miluce de ocho de los cabecillas de la resistencia en Pamplona al pago del «monedaje», nuevo impuesto aprobado por las Cortes.
Pero el gran monarca de la Casa de Evreux será su hijo Carlos III el Noble (1387-1425). A diferencia de su padre, cuya obsesión era conseguir el trono de París, se centrará en el bienestar del reino comportándose como un auténtico rey español, ya que, aunque trató de mantener sus posesiones en Francia, no olvidó la inserción de Navarra en la comunidad de reinos cristianos de España, colaborando en la tarea de la reconquista. Prueba de ello fue su matrimonio con una princesa española, Leonor de Trastámara, hija de Enrique II de Castilla, que puso fin a los conflictos entre ambos reinos y creó una relación de amistad que se mantuvo en el tiempo.
Carlos III, en 1423, instituyó el Principado de Viana para su nieto Carlos, hijo del segundo matrimonio de su hija doña Blanca, heredera del trono navarro, con don Juan de Aragón. Aunque se trataba de un otorgamiento personalísimo, es decir, cuyo destinatario era don Carlos, en lo sucesivo al heredero de la Corona de Navarra se le llamaría Príncipe o Princesa de Viana. Antes de convertirse en un título exclusivamente honorario, el Principado tenía un importante contenido patrimonial, pues el rey había donado a su nieto la titularidad de una serie de villas, aldeas, plazas fuertes o castillos y fortalezas situadas en la frontera sur de Navarra del lado de Castilla.³⁷
A Carlos III le sucede su hija doña Blanca. La reina estaba casada, en segundas nupcias³⁸, con el infante de Aragón Juan de Trastamara, hermano del rey Alfonso V el Magnánimo.
A finales del siglo XV, como veremos en los capítulos siguientes, Navarra volvió a manos de otra dinastía francesa, la de la Casa de Foix (1479-1512), con grandes dominios al otro lado de los Pirineos, lo que les convertía a su vez en vasallos del rey de Francia. Cuando tuvieron que optar entre conservar la corona Navarra o mantener sus posesiones francesas eligieron esto último.
30 «De aquí adelante, los reyes de Navarra, por tener la naturaleza paterna de Francia, y estar en ella la mayor parte de sus «estados», no mostraron a los de España, ni los trataron con tanto amor ni afición como a los pasados, y así también los navarros tenían la misma correspondencia y antipatía de amor y voluntad, teniendo a los reyes por franceses». Y mientras los caballeros y criados que trajeron eran de naturaleza francesa, los navarros siguieron «tan fieles y finos españoles como los de Toledo, y se verá por las obras en el discurso de esta historia». El autor de las líneas anteriores fue el tudelano Pedro de Aragón y Zaldívar, que fue notario en su ciudad natal, hombre de gran cultura. Pertenecen a su «Historia de Navarra», escrita en 1632, cuyo original quedó depositado en el Monasterio de Silos (Burgos), y que no llegó a publicarse no se sabe bien por qué, pues había obtenido licencia real para su publicación. Fue rescatada del olvido en 1996 por Editorial Mintzoa, cuya edición es una verdadera joya bibliográfica.

31 Confieso que yo mismo hice uso en más de una ocasión de esta traducción errónea, hasta que el gran latinista Antonio Fontán (maestro de periodistas en la Universidad de Navarra y presidente del Senado en la legislatura constituyente) me ilustró que «state» era el imperativo del verbo «sto, stas, stare, steti, statum», que significa estar en pie o en posición de combate, que «patria gens» era una expresión inseparable y que en aquella época nada tenía que ver con nuestro actual concepto de patria, y que «libera» es el plural de «liber», nombre que daban los romanos a los nacidos libres, excluyendo por tanto a esclavos y siervos. La Junta de infanzones de Obanos la constituían pequeños nobles o hidalgos, unidos para la defensa de sus privilegios e intereses, lo que les diferenciaba del resto de los mortales que en las zonas rurales vivían sometidos a los nobles u obligados a prestarles vasallaje y pagar pechas o tributos. Con estas precisiones, el lema podría utilizarse en nuestros días como una apelación a la defensa de la libertad: «Por la libertad, pueblo libre ¡en pié!».

32 El matrimonio se celebró en París en 1284. Desde ese momento, su esposo se convirtió en rey de Navarra con el título de Felipe III.

33 Pamplona estaba dividida en «burgos», que respondían a su diferente naturaleza étnica. En la Navarrería, situada en el entorno de la Catedral, vivía la población navarra. Los habitantes del burgo de San Cernin y la Población de San Nicolás eran principalmente de origen francés y se habían establecido en Pamplona al calor de la política repobladora emprendida por Sancho Ramírez de Pamplona y Aragón en la segunda mitad del siglo XI. Donde hoy se alza el actual Ayuntamiento pamplonés se estaba el burgo de San Miguel, de población franca y navarra. Todos ellos estaban amurallados.

34 Al frente del ejército francés marchaban el condestable Imbert de Beaujeu y el conde Roberto II de Artois, hermano de la reina viuda de Navarra, acompañados del conde de Foix, Gastón VII del Bearn, y los condes de Armagnac y Périgord, entre otros.

35 Se refugió en Castilla acogiéndose a la hospitalidad de Alfonso X el Sabio.

36 Cuando el ejército francés avanzaba hacia Pamplona, los canónigos, revestidos de sus mejores ornamentos, salieron en procesión a su encuentro portando la cruz, con la ingenua convicción de que lograrían detener a los asaltantes. Los soldados se mofaron de ellos, colmándoles de improperios y de ultrajes, acusándoles de ser los primeros instigadores de la rebelión de la Navarrería.

37 La donación incluía «nuestra villa y castillo de Viana con sus aldeas. Ítem nuestra villa y castillo de Laguardia con sus aldeas. Ítem nuestra villa y castillo de Sanct Vicente con sus aldeas. Ítem nuestra villa y castillo de Bernedo con sus aldeas. Ítem nuestra villa de Aguilar con sus aldeas. Ítem nuestra villa de Uxenevilla con sus aldeas. Ítem nuestra villa de Repoblación con sus aldeas. Ítem nuestra villa de Sanct Pedro, y de Cabredo, con sus aldeas y todas nuestras villas, y lugares, que habemos en la Val de Campezo; y assí bien nuestros castillos de Marañón, Toro, Ferrera y Buradón».

38 Se había casado en primeras nupcias con Martín el Joven, rey de Sicilia y heredero de la Corona de Aragón, por ser el primogénito del rey aragonés Martín I. Pero Martín murió en 1409 antes que su padre. Ambos fallecieron sin herederos. La grave crisis sucesoria se resolvió en el Compromiso de Caspe, donde se eligió rey al infante Don Fernando de Trastamara, segundo hijo de Leonor de Aragón, hermana del rey fallecido y esposa de Enrique II de Castilla. De esta forma, los Trastamara se convirtieron en la familia más poderosa de España. Doña Blanca en 1415 regresó a Navarra. A la edad de 35 años contrajo su segundo matrimonio con el infante don Juan de Aragón de apenas 22.




 
 
9. GUERRA CIVIL: AGRAMONTESES Y BEAMONTESES FRENTE A FRENTE
 
Carlos III murió en 1425. Su hija y heredera, doña Blanca de Navarra, envió a su esposo el infante don Juan de Aragón, que se hallaba en el castillo de Araciel, un antiguo poblado hoy desaparecido situado cerca de Corella, el pendón y las sobrevestas³⁹ reales. El infante recorrió el campo haciéndose proclamar por el rey de armas al grito de «real, real, real, por el rey don Juan de Navarra e por la reina doña Blanca su mujer». Recordemos que don Juan era hermano del Alfonso el Magnánimo, rey de Aragón.
Mientras tanto en Navarra se realizaba en Olite una ceremonia semejante a favor de la reina doña Blanca.
Las Cortes reunidas en la catedral de Pamplona el 15 de mayo de 1429, proclamaron reina a Blanca I como «nuestra reyna y señora natural», y lo mismo hicieron con su esposo Juan de Aragón «por el derecho que a vos pertenece por causa de la reina doña Blanca nuestra reina y señora, propietaria del dicho reyno de Navarra».
Por su pertenencia a la rama aragonesa de la Casa de Trastámara, que reinaba en Castilla desde mediados del siglo XIV, don Juan poseía importantes dominios en el reino castellano, que estaba inmerso en una larga guerra civil provocada por clanes nobiliarios enfrentados.
Doña Blanca, antes de morir su padre, había dado a luz, en 1421, a un hijo varón, Carlos de Trastamara y Evreux. Luego vendrían Blanca (1424) y Leonor (1426).
En aquella época los reinos cristianos tanto españoles como del resto de Europa tenían la mala costumbre de resolver sus diferencias, que no eran pocas, en los campos de batalla. Sus monarcas peleaban incesantemente entre sí para incrementar sus dominios. Los límites territoriales cambiaban con frecuencia. No se trataba de un enfrentamiento entre nacionalidades diferentes, sino de disputas entre propietarios coronados, que sólo se unían —y no siempre— para conjurar la amenaza del Islam en defensa de la España cristiana. Un peligro que desde la batalla de las Navas en 1212 había decrecido conforme avanzaba la Reconquista, de modo que los musulmanes de Al Ándalus sólo conservaban el reino de Granada.
Por otra parte, eran frecuentes las guerras civiles en el interior de cada reino, fruto sobre todo de la desmedida ambición de los clanes nobiliarios por mantener o incrementar sus dominios o del intento de los reyes de afirmar su autoridad.
El pueblo llano era siempre el gran perdedor de tales contiendas. Si grande era la pobreza que padecía la mayor parte de la población, la destrucción inherente a todo conflicto bélico aumentaba su miseria.
Los manejos e intrigas de don Juan y de su hermano Alfonso el Magnánimo en tierras castellanas provocó un conflicto bélico en 1428 y 1429, que se saldó con la pérdida por don Juan de las plazas de San Vicente de la Sonsierra, Cabredo, Genevilla y Laguardia.
La paz con Castilla llegaría en 1436 con el acuerdo de Toledo, en el que se pactó el matrimonio del Príncipe de Asturias, don Enrique, hijo de don Juan II —futuro Enrique IV— con la infanta doña Blanca, hija de los reyes de Navarra. También se pactó la devolución de las plazas ocupadas. Por la poca edad de los novios la boda no se celebró hasta el 15 de septiembre de 1440.
Poco antes se había concertado el matrimonio de la tercera hija de los reyes de Navarra, Leonor, con el conde francés Gastón de Foix, firmándose las capitulaciones el 22 de diciembre de 1434, aunque esta boda se realizó en 1441 cuando aquélla alcanzó la edad núbil. Este matrimonio traerá, como veremos,fatales consecuencias para el futuro del reino.
El príncipe Carlos de Viana, hijo primogénito de la reina doña Blanca, se casó en 1439, con Inés de Cleves, hija del duque de Cleves y sobrina del duque de Borgoña Felipe el Bueno. La ceremonia tuvo lugar en el castillo de Olite el 30 de septiembre. No tuvieron hijos.
En 1441 falleció la reina doña Blanca. Había ido a Valladolid para asistir a la boda de su hija, del mismo nombre, con el príncipe Enrique, heredero de Castilla, y ya no regresó a Navarra. Trató de acudir en peregrinación al monasterio de Guadalupe y su salud se resintió de tal forma que exhaló el último suspiro en Santa María de la Nieva (Segovia). Pese a que en sus disposiciones testamentarias ordenaba recibir sepultura en Santa María de Ujué, fue enterrada oscuramente en el monasterio segoviano.
La reina Blanca había otorgado testamento el 17 de febrero de 1439. En él reconocía como heredero del reino de Navarra y del ducado de Nemours, en Francia, a su hijo Carlos, pero incluyó una recomendación que resultaría letal para el devenir del reino: «…aunque dicho Príncipe, nuestro muy caro y amado hijo, puede después de nuestra muerte, por causa de herencia y derecho reconocido, intitularse y nombrarse rey de Navarra, no obstante por guardar el honor debido al señor rey su padre, le rogamos con la mayor ternura que podamos, tenga por bien de no tomar esos títulos si no es con el consentimiento y bendición de dicho señor Rey su padre».
Disponía además que, si el Príncipe de Viana moría sin sucesión, la heredera tanto de la corona navarra como del ducado de Nemours sería su hija doña Blanca, y a falta de ésta y de sus descendientes, lo sería su hija menor, doña Leonor.
La reina había tratado de asegurar la paz entre su esposo el rey don Juan y su hijo el Príncipe de Viana. Pero la cláusula del testamento fue bastante para que el padre, en vez de reconocer a su hijo como rey de Navarra, siguiera considerándose rey de Navarra nombrando a don Carlos lugarteniente del reino y permitiéndole gobernar mientras él se entregaba a defender sus intereses en Castilla como miembro de la casa de Trastamara.
La verdad es que Juan de Aragón y Carlos de Viana, espíritus contradictorios y dispares, tenían muy poco en común. Don Juan no era hombre que se resignase a desempeñar un papel secundario para convertirse de pronto en infante de Aragón habiendo sido rey, aunque fuera consorte.
Don Juan no tardó mucho tiempo en contraer nuevo matrimonio. Mirando a sus intereses en Castilla, la elegida sería doña Juana Enríquez, hija del almirante de Castilla. Los esponsales se celebraron en Torrelobatón (Valladolid) en 1443. La novia tenía 16 años. Hasta 1447 no se produciría la consumación del matrimonio, lo que tuvo lugar en Calatayud, una de las principales ciudades aragonesas.
Don Carlos de Viana, hombre de carácter apacible, respetuoso con las disposiciones de su madre, aceptó su nombramiento como lugarteniente general (12 diciembre de 1441), no sin hacer advertencia en los documentos públicos «que todas las cosas que así hiciera por respeto a la persona de su padre, no era porque le reconociera derecho alguno sobre el reino». Pero de hecho, don Juan, metido de lleno en los asuntos de Castilla, permitió al Príncipe, como lo había hecho con su madre, regir libremente los destinos de Navarra, aunque no dejaba a veces de inmiscuirse en sus funciones, sobre todo cuando necesitaba dinero.
El Príncipe de Viana trata de seguir la política de su abuelo Carlos III el Noble, y mantiene buenas relaciones con sus vecinos, reúne con frecuencia las Cortes del reino y cobra fama de hombre justo, docto, letrado y buen cristiano, cual correspondía a la esmerada educación que le proporcionó su madre la reina doña Blanca.
La entente cordial entre padre e hijo, es decir, entre el rey y su lugarteniente, comenzó a deteriorarse en 1444, cuando don Juan, de resultas de sus algaradas en Castilla, perdió sus rentas en dicho reino y se presentó en Pamplona en el mes de septiembre con la pretensión de obtener recursos.
Las relaciones entre padre e hijo se hicieron aún más tirantes después de la batalla de Olmedo (19 mayo 1445), en la que Álvaro de Luna derrotó a los nobles castellanos coligados contra él y don Juan se vio obligado a refugiarse en Navarra. La guerra del aragonés con Castilla arrastraba a Navarra, pese a la resistencia que oponían tanto el Príncipe como los naturales del reino, lo que motivó que el rey se personara bruscamente en Tudela a últimos de 1449 y se instalara en Olite, seguido de una legión de servidores y nobles castellanos arruinados en las revueltas del reino vecino.
De aquí en adelante actuará como verdadero soberano, con desconocimiento total de los derechos del príncipe, viudo desde el fallecimiento en 1448 de Inés de Cleves, sin dejar descendencia⁴⁰. Don Juan repartió los cargos más importantes entre amigos y colaboradores, y abortó con amenazas y órdenes tajantes todo atisbo de protesta.
Comienza una época de turbulencias y ambiciones desatadas, y la usurpación del trono fomenta el resurgir de grandes parcialidades, como las de Agramont y Beaumont, que se acometerán en todos los terrenos con verdadera furia homicida.
Los agramonteses celebran Cortes en Estella para privar a don Carlos de sus derechos. Los beamonteses se juntan en Pamplona para proclamarlo rey. En medio, el pueblo, polarizado en ambas tendencias opuestas entre intrigas palaciegas, promesas incumplidas, humillaciones y oprobiosa servidumbre, intuye que aquello terminará en tragedia, en muerte, desolación, penuria y desdichas sin cuento.
Como ya hemos dicho, durante varios años, el Príncipe de Viana, sin título de rey, había gobernado el reino, porque su padre harto tenía con atender a los negocios de Aragón y Castilla. El nuevo matrimonio de don Juan con la Enríquez, vino a complicar las cosas. De carácter acerado, impetuoso, intrigante y soberbio, lejos de apaciguar los ánimos, alentará implacablemente la discordia entre padre e hijo.
En 1450 se presenta doña Juana Enríquez en Navarra por orden de su esposo, para compartir con su hijastro el gobierno del reino. El Príncipe opta por alejarse de Navarra y se refugia en San Sebastián al amparo del rey de Castilla. No obstante, débil de carácter y pacífico por naturaleza, no tardó en someterse a las solicitudes de su padre, y en abril de 1451 ya estaba en Tafalla.
Pocos meses después, las tropas castellanas mandadas por el infante don Enrique, penetran en Navarra y avanzan sobre Estella, pero el Príncipe de Viana se aviene a firmar la paz y los castellanos le ofrecen auxilios para expulsar del reino a su padre Don Juan. El tratado de Puente la Reina, de 8 de septiembre de 1451, supuso la definitiva ruptura del Príncipe con su padre, que se apresuró a intervenir con tropas aragonesas.
Navarra tuvo entonces dos reyes, dos gobiernos que se llevaban la contraria con animosidad y violencia inauditas.
Los beamonteses apoyan decididamente al Príncipe, capitaneados por Juan de Beaumont, prior de San Juan y antiguo ayo de don Carlos. Los agramonteses combatían por don Juan de Aragón con el mariscal Pedro de Navarra y mosén Pierres de Peralta, el joven, a la cabeza. Los Luxa de Ultrapuertos estarán con el Príncipe, y por el contrario, los Grammont apoyarán al rey y darán a su facción el nombre de agramontesa.
El apoyo del condestable castellano Luna al Príncipe de Viana provocó una contundente respuesta de su padre. Ambos ejércitos chocaron el 23 de octubre de 1451 en Aibar. Los «juanistas» derrotaron a los «carlistas» y el príncipe Carlos fue hecho prisionero.
Estando en prisión se enteró del nacimiento de su hermanastro, el futuro Fernando Vel Católico, hijo de Doña Juana Enríquez, acaecido el 10 de marzo de 1452 en la localidad aragonesa de Sos. Poco después el clamor popular obligó a don Juan a poner en libertad al Príncipe (mayo de 1453).
En este mismo año de 1453 fue repudiada su hermana doña Blanca por el Príncipe de Asturias, Enrique, y devuelta a su padre. Y en 1454, fallecido Juan II de Castilla, su hijo Enrique sube al trono con la nominación de Enrique IV⁴¹.
Un cúmulo de sucesos que habrán de influir notablemente en los acontecimientos posteriores.
El 3 de diciembre de 1455 don Juan firma en Barcelona un tratado con su yerno y aliado el conde de Foix, por el que se excluye de la sucesión al trono de Navarra, no sólo a don Carlos, sino también a su hermana doña Blanca, en beneficio de doña Leonor, su tercera hija, esposa del conde de Foix.
Una segunda derrota de los beamonteses en 1456 obligó al Príncipe a abandonar Pamplona en el mes de mayo, dejando a Juan de Beaumont como gobernador del reino. Pensó en dirigirse a la corte de su tío Alfonso V el Magnánimo en Italia, y a tal objeto le escribió una carta anunciándose su llegada a Poitiers, en la confianza de que su causa sería comprendida.
La reacción de don Juan fue convocar Cortes en Estella el 12 de enero de 1457 para confirmar el pacto de Barcelona y proclamar solemnemente como herederos del reino a Gastón de Foix y a su esposa la infanta Leonor.
El de Beaumont respondió juntando Cortes en Pamplona el 16 de marzo del mismo año para jurar a don Carlos como rey legítimo de Navarra. Pero el Príncipe, que fiaba en los buenos oficios de su tío Alfonso V, rey de Aragón, no sólo desautorizó la proclamación sino que también pidió a los beamonteses que suspendieran la alianza con el rey de Castilla.
La autoridad de Alfonso V, rey de Aragón, en cuyo nombre don Juan ejercía en los territorios de su Corona la lugartenencia mientras estuviera fuera de sus reinos dominios españoles, impuso una fórmula de arreglo, firmándose una tregua entre beamonteses y agramonteses en marzo de 1458.
La muerte de Alfonso V en Nápoles, ocurrida el 27 de junio del mismo año, malogró las esperanzas del Príncipe de Viana, pues su tío patrocinaba abiertamente la causa de su sobrino y futuro sucesor. Ahora es su padre y enemigo, quien con el nombre de Juan II hereda los estados de Aragón, con Cataluña, Valencia, Mallorca, Cerdeña y Sicilia que le correspondían por derecho sucesorio, mientras el duque de Calabria, Ferrante, hijo natural de Alfonso el Magnánimo, recibe el reino de Nápoles.
Paradójicamente, de acuerdo con el testamento de Alfonso V, el Príncipe de Viana, rey legítimo de Navarra, pasaba a ser, por derecho de primogenitura, sucesor también en los reinos de la Corona de Aragón, con lo que ambas monarquías estaban llamadas a reunirse a la muerte de Juan II.
Esta situación sorprendió a los dos bandos de beamonteses y agramonteses. Los dos veían alterados sus planes. Los beamonteses porque el Príncipe de Viana ceñiría a la muerte de su padre las coronas de Navarra y de Aragón, unión que podría dar preponderancia a la nobleza catalana—aragonesa, que no era de su agrado. Los agramonteses porque veían frustrada la entronización de los Foix, sin importarles que ello entrañase elevar al trono a unos condes sujetos a vasallaje del rey de Francia.
El Príncipe de Viana abandona Nápoles y pasa a Sicilia, desde donde envía una embajada de buena voluntad a su padre. Poco después, tras breves escalas en Cerdeña y Salou (17 agosto 1459), desembarca en Mallorca por orden del rey don Juan donde permanece cerca de un año.
En 1460 se hacen públicas las cláusulas de un convenio entre el rey don Juan y el Príncipe, lo que determina el desembarco de don Carlos en Barcelona el 28 de marzo de 1460. En virtud de este arreglo, el Príncipe quedó a merced de su padre, pues entregó todas las plazas que le obedecían en Navarra sin contrapartida alguna razonable. Todo fiado en la buena fe.
Pese a esta reconciliación, Juan II, se supone que instigado por la Enríquez, frustró una vez más las esperanzas del Príncipe, y en las Cortes de Fraga impidió que se tratara de su reconocimiento como primogénito de Aragón.
Fue entonces cuando Enrique IV de Castilla gestionó el matrimonio de su hermana Isabel —la futura Isabel la Católica— con el Príncipe de Viana. De haberse celebrado este enlace, don Carlos de Viana se hubiera convertido en el primer rey de España al ceñir las coronas de Navarra, Aragón y Castilla, en esta última como rey consorte. Pero su padre se opuso violentamente al pretendido matrimonio y ordenó prender al Príncipe en Lérida el 2 de diciembre de 1460. Llevado primero a Aitona, acabó en la prisión de Morella.
Una oleada de protestas sacudió a toda España. En Navarra se encendió de nuevo la guerra civil. Cataluña se levantó a favor de don Carlos, y cuando Juan II se enteró de que las tropas catalanas avanzaban sobre Fraga, y que los diputados de Aragón se negaban a hacerles frente, tuvo que claudicar y ordenar la libertad del Príncipe el 25 de febrero de 1461.
Con sutil disimulo, fue la propia reina Juana Enríquez la encargada de llevar personalmente la orden de libertad, pero cuando llegó a Tarragona acompañada de su hijastro, fue invitada a retirarse, sin que se le permitiera proseguir el viaje hasta Barcelona. El recibimiento que se hizo al Príncipe en la Ciudad Condal el 12 de marzo fue apoteósico.
En Navarra, alzados nuevamente los beamonteses, obligan a doña Leonor a refugiarse en Jaca. Enrique IV envía tropas a la frontera al mando de Luis de Beaumont. Juan II se establece en Sangüesa. El Príncipe de Viana da a Enrique IV la conformidad para su matrimonio con Isabel, y el 17 de junio autoriza la creación de una liga defensiva contra el rey de Aragón.
La capitulación de Villafranca del Panadés (21 junio 1461) dio el triunfo a las aspiraciones catalanas, con el reconocimiento de don Carlos como heredero en todos los estados de la monarquía aragonesa.
El 24 de junio el Príncipe juró su cargo como lugarteniente de Cataluña, pero la paz acordada por su padre con Enrique IV de Castilla el 26 de agosto, volvió a frustrar sus ilusiones.
Nadie podía imaginar que casi un mes más tarde, a las tres de la madrugada del día 23 de septiembre de 1561, don Carlos entregaría su alma a Dios en Barcelona.
El pueblo barcelonés atribuyó la muerte a envenenamiento provocado por su madrastra doña Juana Enríquez —que ha pasado a la historia como una mujer sin escrúpulos—, cosa que, aun siendo verosímil, es difícil de probar. Oficialmente se trató de una pleuresía y otros hablan de una tuberculosis galopante. Muchos catalanes lo consideraron santo y hasta el siglo XVIII se le atribuyeron milagros en el monasterio de Poblet donde fue sepultado.
El Príncipe de Viana fue una figura desplazada de su época. Dejó tras de sí el recuerdo imborrable de una melancólica figura aureolada de virtudes pero de carácter débil e irresoluto, víctima de sí mismo y de la ambición de un padre terrible y autoritario.
Le pesaban las obligaciones del gobierno y gozaba escribiendo poesías en el monasterio de San Plácido de Mesina o en las estancias reales del castillo de Olite, procurando disfrutar de los placeres mundanos. Pudo haber sido un caudillo que levantara la postración del reino. Pero su alma de poeta, ante las tribulaciones que le afligían, lo más que le llevó fue a insertar en su escudo de armas dos lebreles royendo sendos huesos, con la leyenda «Utrinque roditur», («Por todas partes me roen»)⁴².
Por desgracia para Navarra el Príncipe de Viana no tuvo hijos legítimos, al igual que ocurrió con Sancho VII el Fuerte. De haberlos tenido el curso de la historia de Navarra hubiera sido muy diferente.
Desaparecido el Príncipe, la corona navarra recaía en su hermana Blanca, a quien su padre mantenía recluida en el palacio de Olite por haber apoyado la causa del Príncipe de Viana. La Princesa, otra figura doliente de estos años inicuos, repudiada como ya dijimos por su esposo Enrique IV de Castilla el Impotente cuando aún era Príncipe de Asturias⁴³, vivió algún tiempo retirada en Mallén. Pero ni su alejamiento, ni su modestia, fueron suficientes para apartar de ella las miradas siniestras de su familia.
Juan II ordenó entonces a mosén Pierres de Peralta, jefe de los agramonteses, que condujera a la Princesa de Viana a Francia y la pusiera bajo custodia de su hermana doña Leonor, la menor de las tres hijas de Juan II, que como ya sabemos estaba casada con Gastón, conde de Foix.
Pierres de Peralta, jefe de la facción agramontesa, cumplió la orden y entregó a la princesa doña Blanca a su hermana doña Leonor, que la encerró en el castillo de Orthez (Bearne). Después de dos años de cautiverio, doña Blanca murió envenenada por orden de su hermana, que a partir de entonces (1464) gobernó Navarra como lugarteniente de Juan II, su padre.
El 20 de enero de 1479 murió en Barcelona el rey Juan II de Aragón, causante de tanta destrucción y miseria en Navarra.
Pocos días después, el 28 de enero, su hija doña Leonor fue proclamada en Tudela reina de Navarra, pero su reinado fue muy efímero. Apenas tuvo oportunidad de ceñirse la corona, pues el 12 de febrero, Leonor I falleció súbitamente en la capital ribera. Su esposo, Gastón de Foix, había muerto en 1472.
También su hijo Gastón, Príncipe de Viana, había fallecido en 1470. Se había casado en 1461 con la princesa Magdalena de Francia, hija del rey francés Carlos VII y hermana de Luis XI que le sucedería en el trono. De dicho matrimonio nacieron dos hijos: Francisco Febo⁴⁴, nacido en 1466, y Catalina de Foix, nacida en 1468.
Al morir la reina doña Leonor en 1479 le sucedió en el trono de Pamplona su nieto Francisco Febo, que era menor de edad. Durante su breve reinado, pues murió en 1483, ejerció la regencia su madre, la princesa Magdalena.
Recordemos que gracias a un crimen infame la Corona de Navarra pasó a la dinastía de los Foix.



 
39 Prenda de vestir, especie de túnica, que se usaba sobre la armadura o el traje.

40 No se le atribuyen amoríos al Príncipe de Viana mientras duró el matrimonio con Inés de Cleves, aunque Manuel Iribarren sospecha de sus relaciones adulterinas con María de Armendáriz, doncella de su hermana Leonor, con la que después tendría una hija. En un testamento ológrafo, es decir, escrito de su pluma y letra y firmado el 20 de abril de 1453, el Príncipe ordenaba la proclamación como reina de su hija natural «Ana de Navarra», a la que reconocía como tal. En 1456, fruto de sus amores con una dama navarra de nombre Brianda Vaca o, según recientes investigaciones, Brianda de Vega, nació Felipe de Aragón y Navarra, conde de Beaufort, que llegaría a ser obispo de Palermo (Sicilia) y moriría en la guerra de Granada, cerca de Baza, luchando contra los moros junto a su tío Fernando el Católico. Durante su estancia en Sicilia en 1559, don Carlos se enamoró de otra doncella muy hermosa y de baja extracción social llamada «la Cappa» sin nombre de pila conocido, con la que tuvo otro hijo, llamado Juan Alfonso de Navarra y Aragón, que fue abad de San Juan de la Peña y obispo de Huesca. Por último, dejamos constancia de una teoría muy controvertida según la cual, en 1559, durante los siete meses que permaneció en Mallorca por orden de su padre el rey don Juan a su regreso de Italia, tuvo como amante a Margalida Colom de Felanitx, a la que dejó embarazada y daría a luz un hijo que sería ni más ni menos que Cristóbal Colón.

41 Gregorio Marañón describe a Enrique IV [el Impotente] como un «esquizoide con timidez sexual» y concluye que en los trece años de su unión con doña Blanca de Navarra «no se consumó el matrimonio, atestiguándolo así al final de la sentencia [de nulidad del matrimonio], «dos dueñas honestas», «matronas casadas, expertas in opere nuptiale», que bajo juramento declararon, después de catar a la Princesa, que «estaba virgen incorrupta como había nascido». Así se volvió la desgraciada Princesa a sus tierras de Navarra».

42 El historiador Marcelino Menéndez y Pelayo no comparte la visión mítica del Príncipe de Viana al comentar la comedia de Lope de Vega, titulada «El piadoso aragonés», publicada en 1626, cuyos personajes principales son el rey don Juan de Aragón, su esposa doña Juana Enríquez y el príncipe don Carlos de Viana. Es cierto que considera que la comedia es «una falsificación continua y sistemática de la historia». Pero aunque no comparte el modo en que en el «engendro literario» se presenta la figura de Carlos de Trastamara y Evreux, no mitifica su figura: «Y, finalmente, aquel Príncipe de Viana, tan culto, tan humano, tan dolorosamente simpático, cuyo irresistible atractivo personal fanatizaba a las muchedumbres, cuya triste sombra, vagando por nuestros anales, ha llenado de piedad a los más severos jueces; aquél que Juan de Mariana apellidó «mozo dignísimo de mejor fortuna y de padre más manso», se presenta en el engendro dramático de Lope como un ambicioso insensato y brutal, como un mal hijo que, vencido y perdonado una vez y otra, no piensa más que en afrentar las canas de su padre». Y añade: «No es preciso ser apologista ciego del Príncipe de Viana, como lo son modernamente algunos historiadores catalanes y navarros, ni darle toda la razón en aquella especie de lucha civil, para comprender que, cualesquiera que fuesen sus yerros políticos, y aun, si se quiere, las flaquezas o extravíos de su voluntad en tal o cual circunstancia de tan complicado litigio, y especialmente en la primera provocación de la guerra, el derecho estaba de su parte, y nunca extremó la defensa hasta el punto que hubieran querido sus más ardientes parciales. Más que de temerario, pecó siempre de irresoluto; su misma capacidad especulativa, sus refinados gustos literarios, su amor a la vida reposada y estudiosa, le inclinaban a la paz y le estorbaban para la acción tumultuosa y violenta. Si descendió a ella, fue más que por impulso propio, como instrumento de pasiones e intereses ajenos. Su condición blanda y sencilla, su candoroso abandono, le condenaron a ser, más bien que caudillo de una parcialidad, constante prisionera de ella, de los beamonteses en Navarra, de los concelleres en Barcelona. No fue un grande hombre, pero le salva el haber vivido la vida intelectual y el haber sido tan infeliz. Sus veleidades de ambición, si las tuvo, resultaron frustradas por la radical antinomia que en su carácter había entre los propósitos y la ejecución; y una especie de trágico destino pareció burlarse de todos sus conatos, que unos tras otros se deshacían, como la trama sutil de que se forjan los sueños». («Estudios sobre el teatro de Lope de Vega», Obras completas. Madrid, 2009).

43 Gregorio Marañón describe a Enrique IV [el Impotente] como un «esquizoide con timidez sexual» y concluye que en los trece años de su unión con Blanca de Navarra «no se consumó el matrimonio, atestiguándolo así al final de la sentencia [de nulidad del matrimonio], «dos dueñas honestas», «matronas casadas, expertas in opere nuptiale», que bajo juramento declararon, después de catar a la Princesa, que «estaba virgen incorrupta como había nascido». Así se volvió la desgraciada Princesa a sus tierras de Navarra».

44 Febo en la mitología griega era el apodo de Apolo, hijo de Zeus, al que se consideraba como dios de la belleza y de la perfección. En el latín clásico, «Phoebus» significaba originariamente «brillante».




 
 
10. CATALINA DE FOIX, UNA REINA EN ENTREDICHO
 
Tras la muerte de Francisco Febo en 1483 se reunieron en Pamplona las Cortes que acordaron reconocer como reina legítima a la hermana del monarca difunto, doña Catalina de Foix. Habida cuenta de que era menor de edad, su madre, la princesa Magdalena de Francia, continuó ejerciendo la regencia.
La reina doña Catalina, además de la corona navarra, heredaba los extensos dominios de los Foix al otro lado de los Pirineos, a los que hemos añadido los de los Albret, por cuanto Catalina contrajo matrimonio con Juan de Albret en 1486:
— Condado de Foix.
— Vizcondado o señorío independiente del Bearne (capital Pau).
— Vizcondado de Bigorra.
— Vizcondado de Lomagne.
— Vizcondado de Limoges.
— Condado de Rodez.
— Condado de Armagnac.
— Condado de Périgord.
— Ducado de Albret.
— Ducado de Vendôme.
— Ducado de Beaumont.
— Ducado de Alençon.
Los condes de Foix eran también copríncipes de Andorra, dignidad que compartían con el obispo de Seo de Urgel, histórica ciudad catalana situada en la actual provincia de Lérida.
Conviene tener presente la importancia de los dominios de los Foix en Francia, por los que debían rendir vasallaje, con la única excepción del Señorío de Bearne, aunque su soberanía habían puesto en entredicho los reyes franceses. Esta raigambre francesa es imprescindible para entender cuáles fueron las circunstancias que llevarían a doña Catalina de Foix y a don Juan de Albret a poner en riesgo su corona navarra con tal de preservar sus posesiones al otro lado de los Pirineos. La única razón de peso para tratar de mantener la corona de un pequeño reino como el navarro era que, a pesar de que sólo les proporcionaba grandes quebraderos de cabeza y muy pocas satisfacciones, les confería el título de reyes, lo que les permitía hablar de tú a tú con los monarcas de París.
Está claro que con estos mimbres era imposible crear un «estado pirenaico» y mucho menos «vasco», bajo el paraguas de la corona navarra. Había una gran diversidad cultural, lingüística, económica y social, además de la barrera física de los Pirineos, y ni siquiera al otro lado de la cordillera pirenaica existía una unidad geográfica, ya que los dominios de los Foix estaban salpicados en el territorio francés.
El hecho de que los Foix—Albret fueran reyes en Navarra y vasallos en Francia les impedía tener una política exterior y de defensa independiente, que son las potestades básicas de la soberanía.
Por otra parte, para Francia era vital evitar que los dominios de los Foix quedaran en la órbita castellano—aragonesa. Y para Castilla y Aragón era igualmente crucial que Navarra, por su situación geoestratégica, no cayera en manos francesas pues, si tal sucediese, su integridad territorial corría grave peligro.
Pero nada más iniciarse su reinado, las cosas se pusieron difíciles para la reina Catalina. Resulta que en Francia, Juan de Foix, vizconde de Narbona, tío de Catalina, se declaró sucesor del rey Francisco Febo, invocando la ley sálica francesa que impedía a su sobrina heredar los territorios que había regentado su tío Gastón IV de Foix. Don Juan llegó a titularse rey de Navarra, pese a que con arreglo al Fuero General podían suceder las mujeres, y trató de conseguir el apoyo de los Reyes Católicos, pero éstos no sólo se pronunciaron a favor de su sobrina Catalina sino que pidieron a su madre, Magdalena de Francia, que autorizase el matrimonio de su hija con su primogénito Juan, príncipe de Asturias, algo que tanto agramonteses como beamonteses veían con buenos ojos. Magdalena contestó que no rechazaba la propuesta, pero que deseaba consultarla con su hermano Carlos VIII de Francia.
Las Cortes navarras decidieron urgir a la princesa Magdalena para que viniera a Navarra con su hija y le advirtieron que no tenía sobre su matrimonio nada que consultar con el rey de Francia «pues según los Fueros de Navarra, aquella señora (Catalina) había de casar a su consentimiento de ellos y, no haciéndolo, ellos quedaban libres para elegir rey».
Al final, doña Magdalena de Francia, bajo la presión y amenazas de su hermano Carlos VIII, se decidió por los de su sangre, aprobando el matrimonio de su hija con Juan de Albret. El monarca francés había exigido a su hermana que el elegido debía ser «féable et bienveillant de lui et de la coronne de France», es decir, fiable y condescendiente con la corona francesa, circunstancias ambas que concurrían en el de Albret, que era primo carnal del rey francés, cuyos predecesores —según escribía Carlos VIII a la princesa Magdalena—, «han sido buenos y leales y servido con todo su poder a la casa de Francia». Don Juan de Albret era hijo de Alano de Albret, uno de los señores más poderosos de Francia.
Fue este matrimonio, celebrado en Francia en 1484, otra grave vulneración del Fuero navarro, dado que no contó con la aquiescencia de las Cortes, y que se suma a la larga lista de graves contrafueros protagonizados por los reyes de la Casa de Foix. Tanto beamonteses como agramonteses se manifestaron contrarios a la decisión de la princesa Magdalena y acordaron ponerse bajo la protección de los reyes de Castilla y de Aragón. El propio Pierres de Peralta, caudillo de la facción agramontesa, prestó homenaje al rey Fernando por el castillo de Tudela.
En 1487 muere Pierres de Peralta. En su juventud había sido el principal valedor de don Juan II frente al Príncipe de Viana. Sobre su conciencia pesaba la violencia hecha contra la princesa doña Blanca, reina legítima de Navarra, en cumplimiento de la inicua orden de su padre de entregarla a sus verdugos, los condes de Foix, después de una peregrinación inmisericorde hasta el Señorío de Bearn y de recibir un trato vejatorio e infame durante su traslado y reclusión.



 
 
11. NAVARRA EN BRAZOS DE LOS REYES CATÓLICOS
 
Ese mismo año de 1487, Alano de Albret, el padre del rey don Juan de Albret, que se ocupaba del gobierno de Navarra y andaba en rebeldía contra el francés Carlos VIII, concierta en Valencia un tratado de amistad con Castilla, por el que el reino navarro queda bajo la protección de los Reyes Católicos, que recibirían en su alianza a sus reyes con la condición de que los estados y habitantes de Castilla jamás serían atacados por Navarra ni por el Bearne. El de Albret se comprometía a no dejar pasar tropas extranjeras por dichos territorios en perjuicio de su vecino. Los castellanos devolverían las plazas que detentaban en Navarra desde tiempo atrás y, en contrapartida, Navarra ayudaría a los reyes Fernando e Isabel «en todas las cosas en que pueda serles útiles, contra todas y cualesquiera personas, excepción hecha del señor rey de Francia». Por último, los Reyes Católicos proporcionarían todo el respaldo militar y diplomático para hacer que don Juan y doña Catalina vinieran a Navarra para ser reconocidos, jurados y proclamados reyes de Navarra. No consta que este tratado fuera aprobado por las Cortes navarras.
Pero en 1491, el rey francés Carlos VIII, después de derrotar a un ejército navarro-castellano-gascón, consigue que Alano de Albret firme la paz, que resultó afrentosa para Navarra, cuyos reyes y el propio Alano alegaron que en aquel tiempo los tratados solían ser papel mojado, lo que no dejaba de ser bastante cierto.
En 1492 tuvieron lugar dos acontecimientos de excepcional importancia: el final de la reconquista con la caída de Granada y el descubrimiento de América por Cristóbal Colón. Después de 780 años de lucha intermitente se habían recuperado todos los territorios conquistados por los moros en la Península tras la invasión de 711. Todos percibieron que España pasaba a ser la principal potencia europea. El prestigio de la corona castellano-aragonesa se incrementó de tal modo que para muchos navarros la pertenencia a la comunidad hispana suponía abrir grandes perspectivas de futuro.
Tras la conquista de Granada, Fernando el Católico decidió negociar el restablecimiento de relaciones amistosas con la corona francesa y en enero de 1493 firmó en Barcelona un nuevo tratado con el rey francés Carlos VIII. No se incluyó ninguna cláusula referente a Navarra, pero se suscitó la cuestión navarra en la última fase de las conversaciones. Ambas partes convinieron en la necesidad de mantener la neutralidad de Navarra y de facilitar la coronación de sus reyes, dando de lado a las aspiraciones del vizconde de Narbona. Como gesto de buena voluntad, el Parlamento de París adjudicó provisionalmente a la reina Catalina de Navarra el condado de Foix y demás pertenencias en litigio, con excepción de cinco villas que se dejaban en prenda al vizconde hasta tanto dictara sentencia definitiva el Parlamento de París.
El 19 de enero de 1493, los reyes don Juan y doña Catalina firman un tratado con Fernando el Católico, en el que asumen el compromiso de no dejar pasar por sus tierras de Navarra y el Bearne a gentes extranjeras que fueran contra los reinos de Castilla y Aragón. Por otro tratado de la misma fecha, la heredera del reino, que entonces era la infanta doña Ana, nacida en Pau el 19 de mayo de 1492, casaría con don Juan, hijo de los reyes de Castilla o con un nieto de los mismos. Si los reyes de Navarra tenían hijo varón, lo casarían con una hija o nieta de los monarcas castellanos si éstos así lo querían. De cualquier forma, el matrimonio de los hijos de los reyes de Navarra requeriría su expreso consentimiento. Los tratados serían ratificados por los Reyes Católicos en Medina del Campo el 30 de abril de 1494. Con esta concordia, en teoría, quedaba asegurada la total neutralidad del reino de Navarra.
Por fin, en 1494, protegidos por tropas castellanas y francesas, y rodeados de agramonteses, don Juan de Albret y doña Catalina de Foix pudieron viajar a Pamplona para ser jurados reyes con arreglo al Fuero. En el juramento real, celebrado en la catedral de Pamplona el 12 de enero de aquel año, se puso especial acento en declarar que, si la reina fallecía sin hijos, el rey consorte tendría el reino en usufructo, y que el primogénito, si lo hubiera, sería educado en el reino «en la lengua y con las gentes de aquél», es decir, en romance navarro o castellano.
Los reyes de Navarra se sienten fuertes con la amistad de Castilla y dictan disposiciones de gobierno que abrigan la esperanza de que, por primera vez en muchos años, va a mantenerse el principio de autoridad. Pero el conde de Lerín, Luis de Beaumont, que no había asistido a la ceremonia del juramento, estaba dispuesto a reanudar las hostilidades contra sus enemigos agramonteses en la primera ocasión favorable.
La paz dependía no sólo de la actitud irreconciliable de los banderizos, sino también de la difícil neutralidad del reino, pues si los reyes se distanciaban de Francia peligraban sus dominios en el país vecino, y si contrariaban a Fernando el Católico se excitaban las pasiones del conde de Lerín y los beamonteses, sus protegidos.



 
 
12. LA IMPOSIBLE NEUTRALIDAD DE LOS REYES NAVARROS
 
El 20 de marzo de 1494, Carlos VIII de Francia ordenó al duque de Narbona la suspensión de toda clase de violencias y el cese total de hostilidades contra los reyes navarros. El litigio sucesorio continuaría pendiente de la decisión del Parlamento de París, pero en cuanto al reino de Navarra y las tierras que estuvieran fuera de la soberanía francesa, se someterían al arbitraje de los reyes de Castilla y de Navarra. Y hay que tener en cuenta que el vizconde Juan de Narbona acompañaba a Carlos VIII en su campaña militar en Italia, en la que tuvo una destacada participación hasta el punto de ser nombrado gobernador del Milanesado.
Pero la paz interior de Navarra iba a durar bien poco. Los reyes navarros quisieron recuperar las tierras arrebatadas al patrimonio real durante los años anteriores a su proclamación. Las medidas adoptadas chocaron con los beamonteses, que se habían apoderado del mayor número de propiedades, y pronto surgieron los incidentes. Las tropas reales se enfrentaron con las del conde y en vista de su franca rebeldía, Juan y Catalina en septiembre de 1494 dictaron orden de incautación de sus bienes, fortalezas y señoríos. El reino volvía a estar en guerra civil.
Por causa de las aspiraciones recíprocas en Italia, las buenas relaciones entre Carlos VIII y Fernando el Católico se rompieron a comienzos de 1495. El fallecimiento de la princesa doña Margarita, madre de la reina Catalina, dejó el gobierno político del reino navarro en manos de Alano de Albret, que se apresuró a negociar un nuevo tratado con los reyes Católicos.
El 26 de marzo de 1495, con anuencia de las Cortes navarras, se formalizó un acuerdo por el que los reyes enviarían a una de sus hijas, la infanta Magdalena, de apenas un año de edad, a Castilla para ser educada bajo su cuidado y dirección como sobrina muy querida. Un segundo acuerdo, firmado en Madrid el 4 de marzo, sustituía por completo a lo pactado en enero de 1494. Los reyes de Navarra confirmaban su neutralidad y prohibirían el paso por su territorio de tropas extranjeras, resistiendo con las armas a cualquier fuerza que tratara de violar sus fronteras, llamando en caso necesario en su auxilio a las tropas castellanas. Prometían mantener sus estados en paz y amistad con los reinos españoles y obligarían a sus vasallos a aceptar las condiciones de la alianza. Don Juan y doña Catalina entregarían en prenda, por el plazo de cinco años, la villa y castillos de Viana y Sangüesa, que serían ocupados por guarniciones castellanas. Pasados los cinco años serían devueltos a sus propietarios si éstos hubieran cumplido las estipulaciones del tratado.
La principal de tales estipulaciones desde el punto de vista de la paz del reino era que los reyes Fernando e Isabel dejarían de prestar apoyo al conde de Lerín, que sería desterrado de por vida de Navarra. Asimismo, sus hijos Luis y Fernando de Beaumont, y sus bienes, serían puestos en depósito y confiados a cuatro comisionados, dos por cada reino, nombrados por sus respectivos monarcas.
Todo se cumplió como se había previsto. El conde de Lerín y sus hijos fijaron su residencia en Castilla con el compromiso de los Reyes Católicos de no permitirles regresar a Navarra sin autorización de don Juan y doña Catalina. Los Reyes Católicos, en compensación, le dieron al conde en Castilla otros estados de renta equivalente a los que perdía en Navarra y le concedieron el marquesado de Huéscar y varios señoríos en el reino de Granada.
En 1495 los franceses invaden Italia y Carlos VIII se enfrenta a una Liga Santa, integrada por el papa Alejandro VI, Fernando II de Nápoles que había sido destronado por los franceses, el emperador de Alemania Maximiliano, el duque de Milán Ludovico Sforza y la señoría de la República de Venecia. Más tarde se les unió también Enrique VIII de Inglaterra. En esta primera campaña de Italia, brillará con luz propia Gonzalo Fernández de Córdoba, el Gran Capitán, que derrotó a las tropas francesas expulsándolas de Nápoles. Fue entonces cuando el papa Alejandro VI dispuso (1497) que se diera a don Fernando y doña Isabel el título de Reyes Católicos de las Españas⁴⁵, en atención a las muchas obras que con piedad ejemplar habían llevado a cabo, tales como el fin de la Reconquista, la predicación del Evangelio en América y la defensa del cristianismo contra los judíos (expulsados de España en 1492, muchos de los cuales encontraron refugio en Navarra).
De regreso de Italia, Carlos VIII trata de llevar a Navarra a la órbita francesa para contrarrestar el efecto de los tratados entre los Reyes Católicos y los navarros. A tal efecto, a mediados de 1496 se había nombrado a Alano de Albret, que era consejero principal de don Juan y doña Catalina, lugarteniente de Francia, lo que suponía un desafío a Fernando el Católico, pues una de sus misiones era la protección de la frontera francesa con Castilla.
Los reyes navarros se ven obligados a caminar por arenas movedizas. No pueden desairar a los Reyes Católicos, con quienes estaban vinculados por los tratados anteriores. Pero en París el pleito con el duque de Narbona, que se consideraba legítimo rey de Navarra, sigue su curso y pone en riesgo su propia existencia. Y es entonces cuando surge la idea de casar a doña Ana, primogénita de los reyes navarros, por aquel entonces Princesa de Viana⁴⁶, con Gastón de Foix, hijo del vizconde de Narbona. Las Cortes navarras, reunidas en Tudela en noviembre de 1497, acogieron con frialdad el proyectado matrimonio. No obstante, acataban la decisión de los reyes, aunque les recomendaban que no cedieran ningún derecho en favor del vizconde de Narbona. Los del Bearne, en cambio, acogieron con complacencia la propuesta de casamiento, prueba de que los intereses de navarros y bearneses por razones geopolíticas, culturales y económicas eran bien diferentes.
A pesar de que el matrimonio concertado suponía una violación del tratado de Pamplona de 19 de enero de 1494, por el que los reyes de Navarra se habían comprometido, bajo juramento, a no concertar la boda de la princesa doña Ana sin acuerdo con los reyes de Castilla, el 6 de septiembre de ese mismo año, doña Catalina firmó en Tarbes un tratado con su enemigo el vizconde de Narbona, acordando formalmente el matrimonio de la princesa con Gastón, hijo y heredero de aquél, nacido en 1489, tan pronto como los futuros contrayentes llegaran a la edad núbil.
Como consecuencia del tratado anterior, el 7 de septiembre, también en Tarbes, se acuerda poner fin al pleito sucesorio. Los reyes de Navarra entregarían a Juan de Foix y a su hijo Gastón las plazas de Marsán, Tursán y Gabardán, y por su parte el vizconde desistiría en todos los procedimientos pendientes en el Parlamento de París. El acuerdo se sometía a la decisión de Carlos VIII.
Pero la doblez de Carlos VIII con los reyes navarros —a los que despreciaba— no tenía límites. El proyectado matrimonio de la princesa Ana se deshizo porque había otros planes que lo hacían innecesario. En 1497 los embajadores franceses acudieron a Medina del Campo, donde estaba el rey Fernando para proponerle que renunciara a sus derechos sobre el Milanesado, Nápoles y Génova, a cambio de la entrega de Navarra. Otra fórmula ofrecida era que Calabria, pasara al dominio del rey Católico, mientras el monarca francés se quedaba con el resto del reino de Nápoles. Los embajadores franceses manifestaron que estas propuestas contaban «con la voluntad de Catalina y de los naturales del reino».
¿Pudo existir efectivamente un pacto entre los reyes navarros y Carlos VIII de Francia por el que aquéllos renunciarían a Navarra a cambio de pingües compensaciones? No ha aparecido testimonio alguno que permita sostener esta afirmación, pero tampoco la idea resultaba descabellada para los Foix. En el cambio de cromos perdían la corona de un pequeño reino a cambio del disfrute tranquilo del señorío del Bearne y de sus extensos estados en Francia. En cuanto a la opinión de los navarros es posible que algunos pensaran que la paz y el bienestar exigían un entendimiento definitivo con los demás reinos españoles. Al fin y a la postre, Fernando el Católico era hijo del rey Juan II de Navarra. En cualquier caso, sorprende que los agramonteses —principales valedores de los reyes de la dinastía de los Foix— no hubieran protestado por la pretensión francesa de considerar a Navarra como moneda de cambio en el conflicto italiano.
Pero el 8 de abril de 1498 muere Carlos VIII. Al no haber tenido hijos, en aplicación de la ley sálica le sucedió su cuñado Luis XII, que tomó los títulos de rey de Francia, de Jerusalén y duque de Nápoles. Este último título demostraba su intención de no renunciar a las pretensiones francesas en Italia.
De nuevo se produce otro giro copernicano de los reyes navarros. En la primavera de 1500 Juan de Albret hizo un viaje a Sevilla como huésped de los Reyes Católicos. Fue objeto de un gran recibimiento y desde el punto de vista diplomático dio sus frutos al formalizarse el 14 de mayo varios acuerdos importantes. Se ponía fin al conflicto sobre las plazas navarras ocupadas por los castellanos en 1475. El conde de Lerín sería perdonado y se le devolverían sus propiedades en Navarra en el estado que tenían en el momento de la coronación real (1494), recuperando el título de condestable y la tenencia del castillo de Viana. Don Juan y doña Catalina se comprometían a casar a su heredera, la princesa Ana o al hijo varón que eventualmente tuvieran, con un descendiente —hijo o hija, nieto o nieta— de los Reyes Católicos. Esto suponía implícitamente la anulación del tratado de Tarbes, con lo que se tendía a la hispanización de la dinastía navarra.
Los agramonteses cuestionaron el perdón dado al conde de Lerín, al que consideraban un enemigo mayor que las guarniciones castellanas. El rey se defendió ante las Cortes y manifestó que había sido recibido en Sevilla por los Reyes Católicos «con tanto amor y honor como fizieran al Príncipe su hijo si viviese».
El conde de Lerín, sin gran entusiasmo, regresó a Navarra después de jurar ante los Reyes Católicos que sería un vasallo leal de los reyes de Navarra y guardaría sus estados como estaba convenido.
En octubre de 1500 falleció el vizconde de Narbona, el gran rival de la reina Catalina. En su testamento declaró que había sido engañado por el tratado de Tarbes y seguía titulándose rey de Navarra, por lo que nombraba a su hijo Gastón de Foix heredero universal, y suplicaba a Luis XII que le ayudara y favoreciera. En el caso de que falleciera sin sucesión, sus derechos pasarían a su hermana Germana de Foix (que cinco años después, tras el fallecimiento de la reina Isabel, contraería matrimonio con Fernando el Católico).
En 1503 Francia y Castilla seguían en guerra por la cuestión de Nápoles. Alano de Albret, padre de Don Juan, lugarteniente general de Luis XII en Guyena, concentró tropas en los Pirineos, a lo que replicó Fernando el Católico acercándose a la frontera de Navarra. En esta segunda campaña de Italia se distinguieron Pedro Navarro⁴⁷, que se convirtió en lugarteniente del Gran Capitán, y Antonio de Leiva, también capitán navarro que desde la rebelión de los moriscos en las Alpujarras (1500) militaba a las órdenes del rey aragonés.



 
45 Sin duda, en esta concesión habría pesado el hecho de que los reyes de Francia ya disfrutaban del título de «Reyes cristianísimos». Por su parte, Enrique VIII de Inglaterra consiguió que en 1521 el papa León X le otorgara el título de «defensor de la fe», lo que no impidió su ruptura con la Iglesia católica en 1533.

46 El título de Príncipe de Viana pasaría a su hermano don Enrique de Albret-Foix, que nació en Sangüesa en 1505.

47 Pedro Navarro, nacido en 1460 en la localidad roncalesa de Garde (aunque no hay constancia documental de ello), tuvo una vida extraordinariamente aventurera y azarosa. De niño pasó a Italia y estuvo al servicio del cardenal Juan de Aragón, hijo del rey de Navarra. En 1485 participó en las guerras entre las ciudades italianas y más tarde fue corsario al servicio de Nápoles y pirata. Apresado por naves españolas se las arregló para entrar al servicio del Gran Capitán y ahí empezó una fulgurante carrera militar al servicio de Fernando el Católico y de la corona castellana, distinguiéndose en la toma de Orán y de otras plazas africanas. Se le atribuye la paternidad de las minas subterráneas muy eficaces en el asedio a ciudades amuralladas. En 1512 cayó en poder de los franceses en la batalla de Rávena y estuvo prisionero hasta 1515, en el que le convencieron para que entrara al servicio de Luis XII. Pedro Navarro cambió así de bando y participó en las guerras de Italia hasta que en 1522 cayó prisionero de los españoles. Puesto en libertad en 1526, tras intentar inútilmente entrar al servicio del emperador Carlos V, volvió a militar en los ejércitos franceses. Cayó de nuevo prisionero en 1528 y recluido en la fortaleza napolitana de Castelnuovo, de donde no salió con vida. La causa de su muerte no está clara. Se dijo que el gobernador de la fortaleza había ordenado darle muerte para evitarle la humillación del cadalso, aunque pudo haber sido un fallecimiento natural ya que tenía 68 años, una edad muy avanzada para aquella época.




 
 
13. BAJO EL CHANTAJE DE LA «JUSTICIA» FRANCESA
 
El Parlamento de París o tribunal superior de justicia, siempre al servicio de los reyes franceses, dicta el 12 de abril de 1503 una resolución que condena a la reina Catalina. Tres meses después el rey de Francia nombra a Alano de Albret su lugarteniente en Guyena. Las resoluciones del tribunal parisino trataban de amedrentar a los reyes navarros. Pero si los franceses les presionaban con el pleito sucesorio de París, también Fernando el Católico se valía de Luis de Beaumont para señalar a los monarcas de Pamplona el camino que debían seguir.
El 25 de abril de 1503 nacía en Sangüesa el infante Enrique, que llevó el título de Príncipe de Viana hasta la muerte de la reina Catalina (1517). Y en Roma accedía al solio pontificio el papa Julio II, enemigo mortal de los Borgias españoles.
El 26 de noviembre de 1504 muere la reina Isabel de Castilla en Medina del Campo. Según el orden sucesorio de Castilla la corona debía pasar a su hija doña Juana, Princesa de Asturias, a quien se conoce como «Juana la Loca».
Doña Juana de Castilla estaba casada desde 1479 con Felipe el Hermoso, hijo del Maximiliano I de Habsburgo, emperador del sacro imperio romano germánico. El matrimonio vivía en Flandes. Fernando el Católico trató de evitar el regreso de los jóvenes esposos para seguir rigiendo los destinos de Castilla, pero no lo consiguió.
El poder de don Fernando quedaba limitado a los dominios de la Corona de Aragón, que por otra parte no era asunto baladí a la vista de su gran expansión mediterránea. Decidió entonces tener un heredero varón para evitar que su hija doña Juana, la reina de Castilla, se convirtiera a su muerte en reina de Aragón. A tal efecto negoció la paz con Luis XII y concertó el que sería su segundo matrimonio con Germana de Foix, hija de Juan de Foix, vizconde de Narbona, y de María de Orleans, hermana de Luis XII. Estamos en el año 1505. Este matrimonio pone de manifiesto que Fernando el Católico no tenía un proyecto preconcebido de unidad nacional, pues si su esposa le daba un hijo la unidad de Castilla y Aragón tendría que esperar a mejor ocasión.
El matrimonio de Fernando el Católico con Germana de Foix se celebró, por palabras de presente, en el castillo de Blois, sede de la corte francesa, el 19 de octubre de 1505. Ese mismo día se firmó un tratado con Luis XII en el que no se hizo alusión alguna a Navarra, refiriéndose exclusivamente al contencioso de Nápoles.
Para los reyes navarros este matrimonio representaba una nueva preocupación, pues el hermano de Germana era Gastón de Foix, que a la muerte de su padre, el duque de Narbona, había reavivado ante el Parlamento de París el pleito sucesorio contra la reina Catalina. Existía la posibilidad de que la nueva reina de Aragón influyera para que su esposo dejara de protegerla.
Felipe el Hermoso mantenía una buena relación de amistad con don Juan de Albret, a quien había conocido en 1502 cuando viajó a España con su esposa doña Juana para recibir el juramento de las Cortes castellanas como Príncipes de Asturias. Fue el propio archiduque don Felipe quien se ofreció a ayudar a los reyes navarros en su conflicto con Gastón de Foix.
El 27 de agosto de 1506 se firma en Tudela de Duero un nuevo tratado. Felipe el Hermoso se comprometía a «proteger y mantener la paz en Navarra y Bearne», obligándose a no dar asilo a los navarros y bearneses que se refugiaran en sus estados por haber cometido crimen de traición o lesa majestad. En reciprocidad, los reyes de Navarra no acogerían a los rebeldes castellanos ni permitirían a sus vasallos perpetrar agresión alguna contra Castilla y León. Además no permitirían el paso por sus territorios de ninguna formación de gente armada que se propusiera atacar a Castilla. Por último, el Príncipe de Viana, Enrique de Albret, se casaría con la infanta Isabel de Castilla.



 
 
14. LA INCESANTE REBELIÓN BEAMONTESA
 
Pero el 25 de septiembre, pocos días después, muere súbitamente Felipe el Hermoso. Desaparece así el principal valedor de los reyes navarros, que quedaron a merced de Luis XII y de Fernando el Católico. Este último, ante la incapacidad cada vez más acusada de la reina Juana, acabó por ser requerido por la nobleza castellana para que volviera a tomar las riendas de la gobernación del estado, cosa que ocurrió a mediados de 1507.
Nuevamente los beamonteses se rebelan contra los reyesnavarros. Entonces hace su aparición en Navarra el controvertido César Borgia, casado en 1499 con Carlota de Albret, hermana del rey de Navarra, matrimonio que respondía al interés del rey de Francia, Luis XII, que trataba de mejorar sus relaciones con el papa Alejandro VI⁴⁸ para fortalecer sus negocios en Italia. Pero la estrella de los Borgia se extinguió a la muerte del Papa en 1503. Encarcelado por su efímero sucesor en el pontificado, Pío III, César Borgia sería entregado al Gran Capitán, Gonzalo Fernández de Córdova, que lo envió a España. En 1506 el prisionero se escapó del castillo de la Mota y consiguió llegar a Navarra donde fue no sólo fue bien acogido en la corte por ser cuñado de los reyes, sino que estos le nombraron capital general de sus ejércitos.
El rey francés aumenta la zozobra de los navarros, al promover otro conflicto jurídico de gran calado. Un tal Gascón de Foix, señor de Coarraze y conde de Carmaing, uno de los barones del Bearne, partidario del vizconde de Narbona y condenado por actos de bandidaje por los reyes de Navarra, presentó una demanda contra éstos en el Parlamento de Toulouse. Presionado por Luis XII, el tribunal admitió a trámite la demanda del barón levantisco por considerar que el Bearne no era un señorío independiente, sino que su soberanía pertenecía al rey de Francia por haber formado, en otro tiempo, parte del ducado de Guyena (Aquitania), incorporado a la monarquía francesa en tiempos del rey Carlos VII (1453). Los reyes navarros se negaron a comparecer ante el tribunal de Toulouse.
Aún se les tuercen más las cosas a los monarcas navarros, con la inesperada muerte de César Borgia. La ciudad de Viana había caído en poder de las tropas reales, pero la guarnición afecta al conde de Lerín resistía en el castillo vianés. En una escaramuza sin importancia que tuvo lugar en el lugar denominado Barranca Salada, los beamonteses lo alancean y muere el 12 de marzo de 1507. El de Albret ordena que le entierren en la iglesia de Santa María de Viana. El de Borgia ni siquiera encontró la paz después de muerto⁴⁹.
A pesar de la pérdida de su capitán general, a lo largo de 1507 las tropas reales conseguirán reducir la rebelión beamontesa. Las Cortes conceden subsidios a la corona para acabar con el conde rebelde, que una tras otra pierde todas las plazas que le eran fieles. Al final se ve obligado a refugiarse en Castilla, de donde pasa a Aragón con la esperanza de reclutar tropas que le ayudaran a recuperar sus dominios.
Los beamonteses habían sido derrotados, pero no estaban acabados. Los hijos del conde de Lerín se refugiaron en Francia donde entraron al servicio de Luis XII. El propio conde, desterrado en Aragón, firmó un pacto para ayudar a Gastón de Foix a conquistar el reino de Navarra a cambio de recuperar las tierras y dignidades de las que había sido privado. Y así, paradojas del destino, el hijo mayor del conde de Lerín, el mismo que en 1512 cabalgaría por tierras navarras al frente de las vanguardias del duque de Alba, cuatro años antes lo vemos en Francia al mando de un ejército de 1.500 hombres, cuyo único objetivo no podía ser otro que el de atacar a los reyes de Navarra para llevarlo a la órbita francesa.
48 Cesar Borgia (en español Borja) nació en Roma en 1475. Hijo natural del cardenal español Alejandro Borgia, que más tarde sería elegido Papa con el nombre de Alejandro VI. Se inició en la carrera eclesiástica y a los 17 años fue nombrado obispo de Pamplona, aunque nunca tomó posesión de la diócesis. Llegó a ser arzobispo de Valencia y cardenal. Secularizado en 1498, César Borgia intervino en la complicada política italiana en la que el veneno estaba a la orden del día. El asesinato de algunos de sus enemigos en Italia le llevó a la cárcel en 1503 por orden del Papa Pío III, sucesor de su padre, que tan sólo gobernó los destinos de la Iglesia durante 23 días. Le sucedió el Papa Julio II, enemigo de los Borgia, que ordenó su entrega a Gonzalo Fernández de Córdova, el Gran Capitán, para que fuera llevado a Castilla para ser juzgado. Encarcelado en el Castillo de la Mota, en Medina del Campo, consiguió escapar en 1506 para refugiarse en la corte de sus cuñados, los reyes de Navarra. Maquiavelo era gran admirador de César Borgia, que fue un gran príncipe del Renacimiento. Al parecer, en él —y no en Fernando el Católico—se inspiró para escribir su famosa obra «El Príncipe». Fue aquella una época turbulenta en la que la corrupción del papado estuvo a punto de acabar con la Iglesia católica. La reforma de Lutero (1520) fue directa consecuencia de aquel lamentable estado de cosas que daría lugar poco después, como contrapunto regenerador, a la contrarreforma del Concilio de Trento (1545). No todo era carcoma. Prueba de ello es la pléyade de grandes santos del siglo XVI que con su ejemplo de amor a los pobres, a los más necesitados, a los oprimidos y su lucha por quienes tienen sed de justicia, marcaron el camino a la legión de fieles de buena voluntad y dieron savia regeneradora y vivificadora a la Iglesia de Cristo (Santa Teresa de Jesús, San Juan de la Cruz, San Ignacio de Loyola, San Francisco de Javier, San Francisco de Borja, San Carlos Borromeo, San Estanislao de Kostka, Santo Tomás Moro, San Luis Gonzaga y San Juan de la Cruz, por citar tan sólo algunos).

49 El sepulcro erigido por Juan de Albret fue destruido, aunque se ignora cuándo. El obispo de Mondoñedo, que pasó por Viana en 1523, lo vio y transcribió su leyenda: «Aquí yace en poca tierra, el que toda la temía / el que la paz y la guerra / en su mano la tenía. / Oh, tú, que vas a buscar / cosas dignas de loar, / si tú loas lo más digno / aquí pare tu camino / no cures de más andar». Pero lo cierto es que a comienzos del siglo XVII ya no existía. Los restos se habían sacado fuera de la Iglesia y enterrados a los pies de la fachada para, según la leyenda, que fueran pisados por los cristianos y las bestias. En el siglo XIX la sepultura fue profanada en el curso de la guerra de la Independencia. Durante la II República de 1936 el Ayuntamiento de Viana erigió a César Borgia un monumento que fue destruido por el integrismo político—religioso de la época. Pero en 1953 se colocó una lápida frente a la Iglesia de Santa María: «César Borgia. Generalísimo de los ejércitos de Navarra y pontificios. Muerto en Campos de Viana. El XI de marzo de MDVII», y en 1965, la Diputación Foral de Navarra le erigió un monumento realizado por el escultor Fructuoso Orduña situado en la plaza vianesa de Sor Simona, con una leyenda similar. En la actualidad, el recuerdo de César Borgia constituye un importante reclamo turístico para la monumental capital del Principado instituido por Carlos III el Noble. Ahora quieren convertirlo en un héroe de la independencia de Navarra, lo que es una desmesura como lo fue la destrucción de su sepulcro.




 
 
15. LA INTERNALIZACIÓN DEL CONFLICTO NAVARRO
 
Juan de Albret intenta reconciliarse con el Rey católico. Pero Fernando no está bien dispuesto a ello. Sostiene que el conde de Lerín y sus amigos habían sido mal e injustamente tratados y solicita el perdón para los últimos desmanes del conde de Lerín.
Al mismo tiempo, el de Albret envía embajadores a la corte de Maximiliano de Austria para recabar su ayuda. Pero el emperador está en guerra con Francia y pone como condición que los reyes navarros ataquen a Luis XII a través del Bearne, mientras él lo hacía por Flandes. Una condición imposible de aceptar por los reyes navarros.
He aquí a los reyes de Navarra enfrentados a la vez con Luis XII de Francia y con el rey Fernando de Aragón, que había asumido la regencia de Castilla para ejercer el poder en nombre de su hija Juana la Loca. Tampoco podían aceptar la invitación del emperador Maximiliano para atacar simultáneamente a Luis XII a través del Bearne y de Flandes ni plegarse a los deseos del aragonés de conceder un nuevo perdón al conde de Lerín.
El 16 de noviembre de 1508 ocurre otro suceso inesperado. Muere, a los sesenta y ocho años de edad, el conde Luis de Beaumont. El segundo de los condes de Lerín ha pasado a la historia como una figura muy controvertida, al que se hace responsable de la gran inestabilidad política que acabó con la corona de los Foix—Albret. En realidad fue un puro producto de la época con ribetes de malhechor. Juramentos y tratados eran papel mojado para él, aunque en ello no se distinguía en demasía de los demás personajes del momento. En toda Europa había nobles levantiscos que ponían en jaque a los monarcas, que a su vez firmaban tratados y los deshacían después con gran facilidad. De mediana estatura se dice que infundía terror por la fiereza de su aspecto.
La muerte del conde no alterará la situación del clan Beaumont, que permanecerá desterrado, mientras sus numerosos partidarios en Navarra siguen proscritos.
La verdad es que Juan de Albret y la reina Catalina no son más que sombras huidizas y zigzagueantes que se mueven al vaivén de los acontecimientos y el juego de intereses en que participan el papa Julio II, Fernando el Católico, el Cristianísimo Luis XII de Francia y el emperador Maximiliano de Austria.
La rivalidad entre las dos monarquías que se disputan la hegemonía en Europa —la española y la francesa— obligará a los reyes navarros a navegar entre dos aguas. Navarra era un minúsculo reino, aunque con una posición estratégica muy importante para la seguridad de ambos estados. Se ha dicho que la neutralidad es privilegio de los fuertes. Y los reyes navarros no lo eran ni podían serlo, ni estaban dispuestos a inmolarse heroicamente por la independencia de su reino. Por eso, cuando llegó el momento de la verdad, los dos grandes rivales de la Europa del Renacimiento lanzarán a los reyes navarros un nítido mensaje: «O conmigo o contra mí». Optar por Castilla suponía arriesgar el Bearne y todos sus vastos dominios en Francia. Inclinarse por el rey francés ponía en riesgo su corona navarra. Al final, la sangre francesa, que corría por las venas de los Foix-Albret, pudo más que la española.
En noviembre de 1508, ciudad del norte de Francia, se celebra una conferencia de las principales potencias europeas. Representantes de Maximiliano de Austria, de Luis XII de Francia y de Fernando el Católico acudieron a la cita, a la que también se invitó al rey de Inglaterra, Enrique VIII. Aunque no se sentaran a la mesa de los grandes, los reyes navarros enviaron un embajador para que siguiera atentamente el desarrollo de los acontecimientos.
El papa Julio II pretendía la creación de una Liga Santa, so pretexto de combatir a los turcos, pero en realidad ambicionaba parar los pies a Venecia cuya potencialidad económica le había permitido la anexión de ciertos territorios del Milanesado, de los Estados Pontificios y del propio rey de Aragón. A Maximiliano de Austria le preocupaba una posible alianza de Luis XII, que ocupaba el Milanesado considerado como un feudo del sacro imperio romano-germánico, y Fernando el Católico.
También se habló de Navarra, pero no hubo acuerdo sobre ella, pues el representante francés, cumpliendo órdenes de Luis XII, se aferró a la idea de excluir a los reyes navarros del tratado cuyos términos se negociaba en la conferencia. Por el contrario, los embajadores de Maximiliano salieron en defensa de Navarra. Al final, los franceses cedieron pero siempre que los navarros firmaran el tratado como amigos del emperador y no como parte contratante.
En el tratado de Cambray, de 10 de diciembre de 1508, figura la siguiente cláusula: «En lo que concierte a los señoríos que los reyes de Navarra tienen bajo la soberanía y jurisdicción del rey de Francia, éste está autorizado para proceder contra ellos jurídicamente, y por todos los medios del Derecho, y forzarles a obedecer las sentencias emitidas. Toda discusión sobre los derechos de los soberanos navarros al trono de Navarra y a los otros dominios independientes de la corona de Francia, deberá suspenderse durante un año. Al final de este plazo, el Cristianísimo rey de Francia y su majestad imperial podrán buscar algún remedio para apaciguar y regular la diferencia y querella relativa al dicho reino de Navarra».
Esta mención permitió a los reyes navarros presentarse ante las Cortes para informarles que habían conseguido apaciguar, al menos durante un año, al rey francés.
La consecuencia de la conferencia de Cambray fue el estallido de la guerra en Italia. Luis XII organizó una gran expedición y confió el mando de su ejército a Gastón de Foix, duque de Nemours, pretendiente a la corona de Navarra y a la herencia de la casa de Foix. La personalidad del duque, buen militar, se acrecentaba con su actuación en Italia, y el rey Fernando no podía permitir que con la ayuda de Luis XII obtuviera la corona de Navarra y constituyera una unión territorial estratégica a este lado de los Pirineos, unión que podía poner en grave riesgo la seguridad de Castilla y de Aragón.



 
 
16. TODOS CODICIAN A NAVARRA
 
Ante la eventualidad del destronamiento de los reyes Juan y Catalina, como consecuencia de futuras decisiones de los tribunales franceses, Fernando el Católico solicitó dictámenes acerca de sus posibles derechos a la corona navarra de producirse tal contingencia. El 17 de marzo de 1509, el archivero de Aragón, Pedro Miguel de Carbonell, le informa que había podido encontrar las capitulaciones matrimoniales de Martín de Sicilia con Blanca de Navarra, pero no las de Juan II ni las de las reina Leonor con Gastón de Foix. Y el 31 del mismo mes y año, es el arzobispo de Zaragoza, Alfonso de Aragón, quien dice al secretario Miguel Pérez de Almazán, que Fernando debe «cobrar a Navarra, pero lo más que el rey de Navarra tiene de derecho es posesión larga, que la verdadera justicia y título de aquel reino es del rey de Aragón».
Fácil es de comprender que, para el ejercicio, en su caso, de tales derechos, Fernando necesitaba contar con el apoyo de la población navarra. Nada mejor, a tal efecto, que apoyar a su sobrino, Luis de Beaumont, III conde de Lerín, que trataba de recuperar los bienes incautados a su padre por su contumaz rebeldía contra los reyes Juan y Catalina, que también eran sobrinos del rey Católico. A tal efecto, ordenó a su habitual embajador ante la corte navarra, Pedro de Ontañón, que hiciera gestiones para satisfacer al conde, advirtiendo que de no tener éxito se vería obligado a intervenir para defender los legítimos derechos de Luis de Beaumont.
Los reyes navarros resistieron la presión del rey Católico y pronto comenzaron los incidentes en la frontera del reino. Luis de Beaumont recibió autorización para armar tropa en Calahorra y, al mismo tiempo, ordenó a Juan de Silva, general castellano de las guarniciones fronterizas, que tratara de llegar a un entendimiento secreto con el mariscal Pedro de Navarra, con el fin de atraerse a los beamonteses. No hubo avenencia entre Silva y el mariscal, por lo que entonces Fernando se limitó a privar a los reyes de Navarra de las rentas del vizcondado de Castelló y de la baronía de Castellón de Farfania, dominios de aquéllos en tierras catalanas, para dárselas a Luis de Beaumont en compensación del patrimonio secuestrado.
Tampoco Luis XII da un respiro a don Juan y a doña Catalina. Victorioso en su campaña italiana, donde había brillado la capacidad militar de Gastón de Foix, regresó a Francia y volvió a emprender sus acciones ofensivas contra sus atribulados sobrinos. Negó una vez más la soberanía al Bearne, ordenando al Parlamento de Toulouse que procediera a la ejecución de las sentencias pendientes. Ante la protesta de los navarros, el rey francés les conmina a que se conformaran con ser reyes de Navarra y señores de sus dominios de España, y renunciaran a sus feudos de Francia (Foix, Nébouzan, Bearne, Bigorra, Tursan y Gabaldán) en favor del duque de Nemours.
El 3 de diciembre de 1509 se reúnen las Cortes navarras donde los reyes les dan cuenta de la humillante propuesta de Luis XII: «Nos ha seydo fuerte cosa oyir, asi querer abatir e desmembrar esta Casa». Nótese que no dicen desmembrar Navarra sino su Casa, la de los Foix.
El 10 de diciembre de ese mismo año el Parlamento de Toulouse dio orden de que se ejecutara la sentencia dictada a favor del barón de Coarraze, y el 14 de diciembre es el propio Luis XII el que dicta un decreto tajante para que se cumpliera inmediatamente.
El 7 de enero de 1510, el Parlamento de Toulouse acuerda la confiscación de los bienes de los reyes de Navarra en Francia y les declara rebeldes, privándoles de todo derecho en el Bearne. Luis XII pretende tomar posesión del territorio, pero los monarcas navarros impiden la entrada a sus dominios de los enviados del rey de Francia y rechazan la sentencia por haber sido dictada por «jueces incompetentes». Seguidamente, reúnen Cortes en Pamplona y los estados generales de Bearne en Sauveterre para adoptar las medidas precisas para la defensa de ambos territorios, entre ellas la obtención de un subsidio de 14.000 escudos.
El 21 de enero, las Cortes navarras acordaron que «si entraban tropas extranjeras en son de guerra, harían leva según fuero, comprometiéndose a quedar en obligación de ir con las personas y faciendas todos en su servicio en defensión del Reyno». Además, tomaron medidas para verificar cómo estaba proveído de «armas, corazas, ballestas, lanzas, broqueles y espadas».
El acuerdo adoptado por el Parlamento de Toulouse pesaba como una losa sobre la seguridad de los reyes de Navarra, cuya libertad de acción ante Luis XII, que tenía en sus manos la ejecución o no de la sentencia, quedaba totalmente disminuida.
El 26 de marzo de 1510 el Parlamento de Toulouse dicta una nueva sentencia confirmatoria de la de 7 de enero y no contento con esto, el 27 de abril publica una carta abierta en la que anuncia que recurriría a las armas si no se cumplían las sentencias dictadas en favor del barón de Coarraze. Hubo un intento de los funcionarios del rey de Francia de ocupar el condado de Foix y obligar a los habitantes de Pamier a prestar juramento a Luis XII.
Es entonces cuando la reina Catalina se dirige a Fernando el Católico pidiéndole que velara por la justicia de su causa y no permitiera la ejecución de la sentencia del Parlamento de Toulouse relativa a la confiscación del Bearne. La respuesta de Fernando, en carta de 12 de mayo, es breve y cortés y en ella le deseaba «tanta vida, felicidad y honores como ella le deseaba». Esta carta fue suficiente para que se reanudaran las relaciones entre los interlocutores y se abriera el paréntesis de una etapa de normalidad que no duraría mucho tiempo.
El papa Julio II proporciona a los reyes un cierto espaldarazo al nombrar obispo de Pamplona a Amaneo de Albret, hermano del rey de Navarra. Sin embargo, la idea de constituir una provincia eclesiástica que incluyera a Navarra y al Bearne no prosperó. El nuevo obispo de Pamplona jamás estuvo en su diócesis, que gobernó por medio de vicarios generales. Goñi Gaztambide dice que «con este desdichado nombramiento, la diócesis de Pamplona tocaba uno de los fondos más bajos de su milenaria historia».
La alianza de Cambray pronto saltó por los aires, pues los intereses de sus firmantes eran sumamente contrapuestos. Los éxitos militares de Francia en Italia incomodaron a Julio II, que sólo pretendía limitar la expansión de Venecia, pero no destruirla. Sentía, además, una profunda antipatía por el monarca francés. Esto le llevó a firmar una alianza con los venecianos y a conceder el 3 de julio de 1510 a Fernando el Católico la investidura del reino de Nápoles. Por su parte, el monarca aragonés firmó con el rey Enrique VIII de Inglaterra una entente defensiva.



 
 
17. LA LIGA SANTA
 
En el año 1510 Luis XII de Francia se encuentra en guerra con el papa Julio II, a cuenta de dominios de los Estados pontificios. En mayo de 1511 un pequeño grupo de cardenales afines al rey francés convoca el concilio de Pisa, con el propósito de destituir al Papa. El concilio se quedó en un mero conciliábulo, pues el 1 de septiembre de ese mismo año apenas acudieron clérigos relevantes a la ciudad italiana.
Julio II reacciona convocando en julio de 1511 el concilio de Letrán y pide ayuda a los demás príncipes cristianos. Acuden a su llamada Fernando el Católico, Enrique VIII de Inglaterra, el emperador de Alemania, Maximiliano de Austria y la República de Venecia, que acuerdan constituir unaLiga Santa.
Enrique VIII quiere aprovechar la oportunidad para recuperar, con la ayuda de Fernando el Católico, la Guyena (la actual Aquitania), que había pertenecido hasta 1453 a la Corona inglesa.
En junio de 1512 desembarcan en Fuenterrabía 8.000 soldados ingleses para unirse a un poderoso ejército castellano congregado en Salvatierra de Álava. El primer objetivo sería la toma de Bayona.
Tanto el Rey Católico como los ingleses requieren a los Foix-Albret que se unan a la Liga Santa o, cuando menos, permanezcan neutrales y autoricen el paso de las tropas anglo-castellanas por Navarra para caer sobre la ciudad francesa.
Los reyes de Navarra se niegan a una cosa y a la otra.
Por su parte, Luis XII presiona a Juan y Catalina para que se unan a él. A cambio de su apoyo, les ofrece garantizarles la pacífica posesión de sus dominios en Francia y auxiliarles a conservar Navarra en caso de ser atacados.
«O conmigo, o contra mí». Ese es el mensaje que reiteran a los reyes navarros tanto Fernando el Católico como Luis XII. En esta encrucijada los reyes navarros intentan mantenerse neutrales pero al final optan por Francia. Saben que arriesgan la Corona navarra, pero sus posesiones ultra pirenaicas y su corazón francés pesarán mucho más que el levantisco, ensangrentado y arruinado reino navarro.
Al final la presión de Luis XII pudo más que la de Fernando el Católico, al que no dudaron en traicionar prevaleciendo la conservación de sus dominios en Francia a la corona de un reino pequeño y dividido, que les daba muy pocas satisfacciones (rentas) y muchos quebraderos de cabeza. Poderoso caballero es don dinero.Los reyes navarros envían embajadores a Blois, donde estaba la corte del rey francés.
No había entre los legados de don Juan y doña Catalina ni un solo navarro. Eran todos bearneses. El Bearne (capital Pau) era un vizcondado independiente, cuya soberanía era cuestionada por la corona francesa. A los notables bearneses les interesaba estar a bien con el rey de Francia, a diferencia de las Cortes navarras que preferían la amistad con Castilla. De modo que la negociación se llevó a cabo en secreto, al margen de Navarra, con premeditación y deslealtad hacia ella.
A mediados de julio de 1512 se firma el tratado de Blois, localidad donde residía Luis XII. Los embajadores convierten a los reyes navarros en aliados del rey francés: «Amigos de sus amigos y enemigos de sus enemigos, el uno del otro.»
Además, se comprometen a hacer «toda la guerra y daño que pudieren» a los ingleses desembarcados en Fuenterrabía, «y demás enemigos de dicho Señor (el rey de Francia) que se hallaren en su compañía y a hacerles toda la mayor y más fuerte guerra que pudieren hacer», frase que sólo podía tener como destinatarios a los castellanos.
A cambio de esta alianza perpetua, todos los pleitos sucesorios interpuestos por miembros de su propia familia contra la reina Catalina, que desde hace veinte años perturbaban la pacífica posesión de los dominios de los Foix, quedarían retirados.
El tratado de Blois fue una auténtica declaración de guerra a Castilla.
La falta de autorización de las Cortes navarras lo convertían en un acto nulo de pleno derecho conforme al Fuero General, pues sólo con acuerdo de las Cortes podía el rey declarar la guerra o hacer la paz.
Pero el secretismo de las negociaciones no dio resultado. Espías destacados en la corte de Francia, informaron el 17 de julio de 1512 a Fernando el Católico de la firma del tratado. El rey aragonés se siente traicionado por los reyes navarros y el 18 de julio ordena la ocupación de Navarra para asegurar el paso de sus tropas por el Pirineo y caer sobre Bayona, mientras los ingleses lo hacían desde Fuenterrabía.



 
 
18. GUERRA EN NAVARRA (1512-1522)
 
El 19 de julio penetraron por la Barranca las tropas castellanas, bajo el mando del duque de Alba, y el 21 acamparon en Huarte-Araquil.
En la vanguardia del ejército castellano, compuesto de seis mil infantes y dos mil quinientos soldados a caballo, marchaban las milicias vascongadas y el condestable de Navarra, Luis de Beaumont, a quien el duque de Alba había encomendado «la delantera de las batallas», según refiere Luis Correa, testigo presencial de los hechos y autor la primera crónica sobre la conquista del reino de Navarra, publicada en Toledo en 1513. Tenían orden estricta del duque de que nadie fuera maltratado por «la gente de guerra», en los lugares que se entregaran «parte por miedo, parte por una vieja amistad que aquellos pueblos suelen tener con los condestables de Navarra que son la cabeza de los beaumonteses».
Ese mismo día 19 de julio, la reina doña Catalina salió de Pamplona con sus hijos y se refugió en el Bearne. El rey don Juan optó por quedarse en la ciudad, pero el 23 de julio, sospechando que la población de Pamplona no le sería leal, decidió abandonar la ciudad a su suerte y se retiró a Lumbier.
La capital navarra se entregó sin ofrecer resistencia alguna, después de que el duque hiciera la advertencia de que si la ciudad no se entregaba «procedería contra ella, y sus vecinos, como contra cismáticos, y rebeldes a la iglesia, poniéndola sin piedad a fuego y sangre». El 24 de julio los regidores pamploneses acuden al real del duque de Alba, instalado en la Taconera, y capitulan a condición de que «se les guardasen sus privilegios». Una vez sentados los términos de la capitulación, el duque recibió las llaves de la ciudad y «ante la cruz é santos evangelios» prestó juramento, «en nombre del rey de España», de cumplir y hacer cumplir lo pactado. El condestable de Navarra, Luis de Beaumont, firmó el acta de la capitulación como testigo. Al día siguiente, 25 de julio, festividad de Santiago Apóstol, entró en triunfo en la ciudad.
El 27 de julio, don Juan de Albret adopta entonces una decisión sorprendente, que prueba su carácter tornadizo. Envía emisarios a Pamplona para comunicar al duque de Alba que estaba dispuesto a capitular por lo que se ponía a disposición de Fernando el Católico para que «su Alteza ordenase lo que mejor le pareciese: y que aquello se cumpliría por los reyes Don Juan y Doña Catalina». En congruencia con dicho propósito, el de Albret envió comisionados a Burgos, que se reunieron con el rey Fernando el día 29 de julio. Dos días después el de Albret abandona Navarra para reunirse con la reina en el castillo de Orthez (Bearne).
El 31 de julio de 1512, el rey Católico hace público un «manifiesto» con las condiciones para la paz. En él recuerda el cisma provocado por el rey francés Luis XII y la reacción de la cristiandad en defensa de la fe y el papado, tras fracasar la vía de negociación. La empresa de la Guyena había sido concertada con el papa Julio II y con el rey de Inglaterra con la finalidad de debilitar a los franceses, al obligarles a distraer fuerzas de Italia. Pero los reyes de Navarra, sus sobrinos, no sólo la habían impedido sino que habían pactado [se refiere al tratado de Blois] con el rey francés, de modo que tanto el reino de Navarra como el Señorío del Bearne habían permitido y prometido la fortificación y defensa de Bayona y de la Guyena, en perjuicio de la «santísima liga». Este era el motivo de su intervención en el reino de Navarra.
Refiere el manifiesto que la ciudad de Pamplona se había rendido al duque de Alba, al igual que otros lugares, y que estaba todo el reino en disposición de hacer lo mismo. Señala cómo el duque había «assentado»⁵⁰ con el rey Juan de Albret y la reina Catalina —y reproducimos literalmente— una «capitulación, en la qual en sustancia se contiene que toda la empresa, causa e negocio que el dicho nuestro capitan general prosseguia contra los dichos Rey e Reyna nuestros sobrinos e su Reyno, los dichos Rey e Reyna la remiten enteramente a nuestra voluntad y dispusicion para que nos podamos disponer y ordenar segun meior nos pareciere y que aquello se cumplira e terna por los dichos Rey e Reyna nuestros sobrinos sin contravenimiento alguno».
Es evidente que el de Albrethabía rendido a Navarra de forma incondicional, dejando la fijación de los términos de la capitulación a la libre voluntad de Fernando el Católico asumiendo el compromiso de darles estricto cumplimiento. Es verdad que el rey aragonés se consideraba «depositario» del reino, pues su ocupación sólo se mantendría mientras durase la empresa de la Guyena, aunque quedara a su propio arbitrio determinar en qué momento procedía su devolución a los reyes navarros. Y como el rey de Francia tenía en su poder al Príncipe de Viana, Enrique de Albret, y podía forzarle a quebrantar la capitulación, el rey Católico ser enviado a Castilla hasta el final de la guerra⁵¹.
Para concretar los términos definitivos de la capitulación, Fernando el Católico envió al Bearne una delegación encabezada por Diego de Acuña, obispo de Zamora. Los embajadores llevaban un segundo mandamiento que dulcificaba el anterior. En él se daba a los reyes navarros la seguridad de que una vez completada la empresa de la Guyena «o a lo menos ganada Bayona, Su Alteza les restituiría el reino de muy buena voluntad, y que si le enviasen el Príncipe, su hijo, lo casarían con una de sus nietas y faria por ellos otras cosas, sólo porque no ayudasen al Rey de Francia contra esta empresa que se hace a favor de la Iglesia». En la situación en que se encontraba el reino, no era un mal acuerdo sobre todo para Navarra.
Pero, nada más pisar tierras bearnesas, el embajador Acuña y sus acompañantes fueron arrestados por orden de don Juan de Albret. Para más inri, el obispo y los demás embajadores fueron entregados a los franceses. Esto provocó la cólera del monarca aragonés.
El cambio de postura del rey consorte resulta incomprensible. Cuando anunció su capitulación al duque de Alba el 27 de julio de 1512 lo había hecho libremente desde Lumbier, donde se hallaba refugiado tras su huida de Pamplona con la intención de llegar al Bearn a fin de reclutar tropas para la defensa del reino. ¿Qué ocurrió para que cambiara de parecer después de haber capitulado ante el rey Fernando? Fácil es de imaginarlo. Sin duda, la presión del rey francés, que tenía en su poder al propio Príncipe de Viana y se ocupaba proporcionarle una educación francesa, y la de los bearneses, que por su propio interés lo último que deseaban era la enemistad de sus señores con el monarca galo. O tal vez, pensaron que con el apoyo de Francia, que había reclutado ya un gran ejército para la defensa de Bayona, podrían derrotar al rey Católico.
Pero sea lo que fuere, poner en prisión y entregar a los franceses a los embajadores del rey Católico fue un acto traicionero y deleznable. De no haberlo hecho, los reyes navarros hubieran recuperado el reino, pues poco después los ingleses decidieron abandonar la empresa de Guyena negándose a emprender el avance hacia Bayona⁵². El 28 de septiembre los ocho mil soldados embarcaron y pocos días después levaron anclas rumbo a Inglaterra.
Se pretende por algunos que la veleta de Juan de Albret volvió a girar al lado francés al conocer la bula de Julio II «Pastor ille caelestis», fechada el 21 de julio de 1512, que permitió al rey Católico proclamarse rey de Navarra. Fue en ese momento cuando los reyes navarros dejaron de confiar en otros argumentos que no fueran los de las armas. Pero la bula sólo refrendaba la posesión del reino navarro por el rey don Fernando como «depositario». En realidad, la bula del Papa, tras una fulminante excomunión de los reyes navarros, que les privaba de su Corona y permitía que pasara a las sienes de Fernando el Católico, fue la Exigit contumacium que está fechada el 18 de febrero de 1513.
Mientras todo esto sucedía, el ejército del duque de Alba había sido reforzado con mil infantes enviados desde Castilla y mil quinientos infantes y ciento a caballo enviados por Guipúzcoa, Álava y Vizcaya, a los que se añadieron cuatrocientos infantes procedentes de Toledo. Se calcula que el número de sus efectivos ascendían a unos diecisiete mil hombres.
El único episodio de gran violencia que tuvo lugar durante la ocupación del reino se produjo en el valle de Garro, en la Merindad de Ultrapuertos (Baja Navarra), a la que Correa llama «tierra de vascos», lo que demuestra que se hacía distinción entre vascos y navarros. Para intimidar a sus habitantes y que sirviera de ejemplo a los demás valles bajonavarros, el coronel Villalba entró a sangre y fuego en el valle de Garro, desobedeciendo las instrucciones de Fernando el Católico de respetar a la población.
También las tropas francesas protagonizaron episodios muy violentos en el otoño de 1512, cuando se produjo el primer intento de recuperación de la corona por parte de Juan de Albret. Este llegó a autorizar a los lansquenetes franceses a su servicio, el saqueo de Pamplona en el caso de entrar victoriosos en la ciudad.
En unas pocas semanas todo el reino había capitulado. Solo resistió Tudela, ciudad agramontesa, que al acercarse las tropas castellanas cerró las puertas de la ciudad y recabó el auxilio de don Juan de Albret que nunca llegaría.
A finales de agosto de 1512, el duque de Alba congregó a los vecinos más importantes de Pamplona, para que juraran lealtad al rey don Fernando, todavía «depositario» del reino, como rey «natural», después de dirigirles un largo discurso salpicado de latines y pintorescas alusiones a la antigüedad clásica⁵³.
Los reunidos pidieron tres días para deliberar y les fue concedido. A su término, volvieron a reunirse con el duque, y el más antiguo de aquéllos tomó la palabra para decir que estaban dispuestos a aceptar al rey Católico «por Rey é Señor, mas que rey natural no podían en cuanto el otro era vivo, á quien tenían jurado naturaleza». Añadieron que harían el juramento como súbditos, pero no como vasallos, y que pues él les había confirmado sus franquezas, ésta era la principal y no se podía vulnerar. El duque preguntó qué diferencia había entre vasallo y súbdito, a lo que le respondieron que por vasallo se entiende aquél «a quien el señor podía tratar bien o mal o como le pareciere; pero que el súbdito debe ser bien tratado de él». El duque aceptó esta sutil diferencia.
La política de Fernando el Católico fue la de atraerse a la población navarra. No en vano su padre había sido rey de Navarra. Tudela había permanecido fiel a don Juan II en la lucha contra su hijo, el Príncipe de Viana. Era, pues, una plaza agramontesa, a diferencia de Pamplona que lo era beamontesa. Los tudelanos se rindieron el 9 de septiembre de 1512.
El 4 de octubre de 1512, el rey Católico se presentó en Tudela donde juró sus fueros a las puertas de la ciudad.
No todos los agramonteses rechazaron a Fernando el Católico. Es el caso de Juan de Jaso, padre de San Francisco Javier, que siguió siendo consejero real hasta su muerte en 1515. El disgusto provocado por el hecho de que el rey Católico hubiera fallado en su contra un pleito del señorío de Javier contra los vecinos de Sangüesa y de Sos, parece que precipitó su muerte y esto impulsó al año siguiente a sus dos hijos mayores, Miguel y Juan, a abrazar la causa de los reyes destronados. Los veremos más tarde figurar entre los defensores del castillo de Maya en 1522. En 1524 obtendrían el perdón del emperador Carlos y recuperarían sus títulos y posesiones. Acabaron fundiéndose con la nobleza castellana por enlaces matrimoniales.
En las filas agramontesas sólo sobresale la figura del mariscal Pedro de Navarra que, tras un primer momento de aparente lealtad a Fernando el Católico, se sumó a la causa de los reyes destronados. En 1516 mandaba el ejército franco-bearnés reclutado por los reyes destronados, pero la campaña fue un desastre y fue hecho prisionero por el coronel Villalba y encarcelado primero en la fortaleza de Atienza (Guadalajara) y después trasladado al castillo de Simancas (Valladolid). El mariscal, yerno del duque de Albuquerque, se negó a reconocer al emperador y después de la batalla de Noáin (1521) falleció al año siguiente en Simancas en extrañas circunstancias, pues mientras unos dicen que fue asesinado, la investigación oficial sobre su muerte concluyó que se quitó la vida. Su hijo Pedro estuvo con los franceses en el sitio de Fuenterrabía, hasta que en 1524 se acogió al perdón del Emperador y recuperó el título de mariscal y las propiedades de su padre. En 1530 también veremos a Juan de Azpilicueta, señor de Javier, en las Cortes de Navarra celebradas en la ciudad de Sangüesa.
El derribo de «algunos» castillos ordenado por el cardenal Cisneros⁵⁴ se ha presentado como una muestra de la brutalidad de la represión castellana. Nada más falso. Es verdad que se produjo en 1516 a raíz del intento frustrado de Enrique II, hijo de don Juan y doña Catalina, de recuperar el reino. Pero la demolición de castillos no era contra los navarros. La misma medida se había aplicado anteriormente en la propia Castilla para sujetar a la nobleza levantisca que hacía de los castillos un baluarte para generar anarquía y oprimir a sus propios vasallos que por eso anhelaban la protección de los reyes⁵⁵. Además no distinguió entre agramonteses y beamonteses. Fue una medida similar a medidas semejantes que se habían adoptado en la propia Castilla. El pueblo no lloró porque se desmocharan los castillos, desde los que se ejercía el poder feudal nobiliario. Hay que tener en cuenta, como destaca Juan José Martinena, que en el siglo XV numerosos castillos de propiedad realenga pasaron a convertirse en castillos de señorío, lo que sin duda era un claro retroceso.
No se derribó nada que tuviera un valor estratégico para la defensa del reino, cuyos enemigos ya no estaban en la Península sino al otro lado de los Pirineos. Es el caso de Pamplona, Maya y San Juan de Pié de Puerto. Se mantuvieron las murallas de Puente la Reina y Lumbier. Javier sobrevivió a su desmochamiento, al igual que el Cerco de Artajona, y el castillo de Marcilla se salvó por la decisión de Ana Velasco, marquesa de Falces, que se enfrentó al coronel Villalba, no por defender la independencia de Navarra sino por considerar que era una afrenta a su dignidad nobiliaria⁵⁶.Lo mismo ocurrió con los castillos de Tiebas, Estella, Monjardín, Arazuri, Cortes entre otros. No olvidemos tampoco el gran número de Palacios de Cabo de Armería que poblaban la geografía navarra y que se multiplicaron después de la incorporación a la Corona de Castilla.
Es radicalmente falso que la inserción de Navarra en la Monarquía española hubiera llevado aparejada la persecución del vascuence, lengua materna de la población rural, especialmente en la zona norte de Navarra, y también, no se olvide, de la mayoría de los soldados vascongados que formaban parte del ejército del duque de Alba.
Últimamente los republicanos aberzales, que suprimen la corona del escudo de Navarra, se han propuesto reivindicar la figura de la reina doña Catalina de Foix, a la que se le ha dedicado un pequeño tramo del paseo de ronda en las cercanías del Palacio Real de Pamplona (donde hoy se sitúa el Real y General Archivo de Navarra)por haber sido derrocada por la perfidia de un «rey extranjero» como Fernando el Católico, que según la primera autoridad municipal en el acto de inauguración, fue «todo un escarnio que todavía hoy hay quien defiende». Pero no nos engañemos. Si se han acordado de la reina desdichada es para utilizar su memoria como ariete contra la hispanización impuesta a Navarra por el Estado español desde 1512. Todo ello con la colaboración de una clase o casta política navarra, sumisa y vendida a los poderes fácticos españoles para su propio beneficio, que detentó el poder durante largos siglos hasta el año 2015⁵⁷.
Es posible que doña Catalina tuviera aprecio a su Corona navarra, sobre todo porque la elevaba a lo más alto de la pirámide social de la época. Pero si Fernando el Católico era un rey extranjero, a pesar de ser hijo de quien los agramonteses reconocían como rey de Navarra, qué decir de don Juan de Albret, titular de un ducado francés, y de la propia reina, que era condesa de Foix y, por tanto, estaba obligada a prestar vasallaje al rey de Francia.
Hemos dedicado al proceso de incorporación de Navarra a la Monarquía española una atención especial porque el conocimiento de lo sucedido tanto en Navarra como en el ámbito internacional es imprescindible para valorar y juzgar lo que realmente ocurrió.
Doña Catalina de Foix y don Juan de Albret perdieron la Corona navarra porque se dejaron llevar por la llamada de su sangre francesa y, sobre todo, porque a la hora de la verdad optaron por mantener sus grandes rentas en Francia.
Doña Catalina era nieta de doña Leonor de Foix, hermanastra del supuesto «extranjero» Fernando el Católico, que había usurpado la Corona de Navarra a su hermana doña Blanca, de modo que la dinastía de los Foix tenía las manos manchadas de sangre.
Se ha llegado a decir que la reina Catalina falleció hace quinientos años (12 de febrero de 1517) «en la casa del juez de Mont-de-Marsan, en los territorios septentrionales del reino de Navarra». No es cierto. Mont-de-Marsan es una localidad francesa, perteneciente en la actualidad al Departamento de las Landas, en la región de Aquitania (antigua Gascuña), que nunca perteneció a la Corona navarra, a diferencia de la Baja Navarra.
Tratar de convertir a los reyes doña Catalina de Foix y don Juan de Albret en héroes de la independencia navarra es otro nuevo invento de los falsarios de la historia. La reina salió de Pamplona tan pronto como se tuvo noticia de la entrada de las tropas del duque de Alba. Y el rey consorte abandonó a su suerte a la ciudad tan pronto como oteó desde sus murallas la llegada de las vanguardias del ejército de Fernando el Católico, encabezado por los navarros de la facción beamontesa y de las milicias vasco-castellanas.
Más aún, don Juan de Albret, como ya hemos relatado, huyó de manera vergonzosa de Pamplona a Lumbier, desde la que podía acceder fácilmente a sus dominios en Francia, pero hubiera podido asegurar el trono de su esposa, si no hubiera traicionado alevosamente el preacuerdo de capitulación alcanzado con el duque de Alba, a petición propia. Un acuerdo que no le obligaba a tomar armas contra Francia, sino a facilitar el paso de las tropas fernandinas a Francia para ayudar a Enrique VIII de Inglaterra a recuperar la Guyena, que había pertenecido a la Corona inglesa hasta 1454⁵⁸.



 
50 Se utiliza la palabra «asentar» en su acepción de establecer o fijar principios o bases sobre las que se consolida algo inmaterial.

51 Así decía el rey Fernando: «Otrosí declarando mas la dicha nuestra voluntad por virtud de la dicha capitulación porque los dichos Rey e Reyna nuestros sobrinos teniendo de la parte de Francia al Príncipe su fijo no sean constreñidos so color de casamiento u otro qualquiera color ponerlo en manos del Rey de Francia, queremos que los dichos Rey y Reyna nuestros sobrinos nos entreguen al dicho Príncipe su fijo para que este en nuestra casa Real fasta que todo lo que toca a la dicha empresa en la manera susodicha sea del todo acabado con la ayuda de Dios nuestro Señor».

52 La retirada de los ingleses fue un duro golpe para Fernando el Católico. Este no consiguió convencer al marqués de Dorset de que no abandonara España. Entonces recurrió al propio Enrique VIII, que le contestó que había dado instrucciones a Dorset para que entrara en la Guyena. Pero esta respuesta, fechada el 12 de octubre de 1512, llegó tarde, pues para entonces el ejército inglés ya había abandonado Fuenterrabía. Se llegó a decir que Dorset había llegado a un acuerdo secreto con el rey Luis XII entre otras razones porque muchos de los nobles que formaban parte de la expedición inglesa tenían propiedades en la Guyena, adquiridas en los varios siglos que había pertenecido a la corona británica, y temían perderlas. Incluso se sospecha de que Enrique VIII hizo doble juego y engañó al rey Fernando.

53 Estas fueran las palabras del duque: «Y pues Dios os ha traído tan justos, para que yo siga mi empresa contra Bayona y el ducado de Guiana, por dejar seguro todo lo que detrás de mi quedare, os ruego, y encargo, que juréis por vuestro rey y señor natural al Rey nuestro Señor, y de le ser leales vasallos: esto haciendo, de más facer lo que sois obligados, haréis á su Alteza servicio, y él guardaros ha vuestras costumbres, buenos fueros y privilegios, así como yo vos lo he jurado. E, además de las necesidades particulares, crecerá, y ensanchará los patrimonios desta ciudad con términos y libertades y franquezas; y vosotros gozaréis de tiempo seguro y seguirán seguros vuestros patrimonios su justicia y liberalidad, só la sombra de su brazo».

54 El cardenal Cisneros es uno de los estadistas más importantes que ha tenido España. Gran humanista y difusor de la cultura (a él se debe la fundación de la Universidad de Alcalá de Henares), se caracterizó por ser implacable con la corrupción de los poderosos, fueran o no clérigos, y por su sentido de la justicia y de la misericordia.

55 En 1481, para consolidar el dominio real frente a nobles levantiscos los Reyes Católicos ordenaron la demolición de 46 fortalezas en Galicia y lo mismo sucedió en este tiempo en Andalucía, Extremadura y la propia Castilla. Sólo se respetaron las que eran necesarias para la defensa del territorio.

56 En la Edad Moderna la mayor parte de los castillos perdieron su utilidad por lo que los numerosos que habían sobrevivido, fueron paulatinamente abandonados lo que a la larga provocó su ruina. Juan José Martinena refiere que el gran enemigo de los castillos fueron el rayo y las aguas. Además, en muchos pueblos se consideraba que las murallas eran un obstáculo para su desarrollo urbano y por eso pidieron su derribo total o parcial. Es el caso de Tudela, Olite, Tafalla, Viana, Puente la Reina y otros. El siglo XIX sería también nefasto en este sentido. Baste con decir que del Palacio Real de Tafalla, comparable a su homólogo de Olite, no queda ni rastro y este último estuvo a punto de desaparecer, pues durante mucho tiempo se utilizó como cantera de piedra para la construcción de edificios. Y estos hechos lamentables nada tenían que ver la supuesta opresión castellana.

La necesidad de defender a Navarra de los franceses obligó a construir a mediados del siglo XVI, bastantes años después de la incorporación a la Monarquía española, la ciudadela de Pamplona —que es de la misma época y factura que las de Fuenterrabía, San Sebastián y Jaca por poner los ejemplos más próximos—, y a reconstruir sus murallas, aunque aquélla sobresale entre todas ellas. Estaban diseñadas para resistir mejor los ataques de la artillería. Como no podía ser de otra manera también se pretende ahora que en la construcción de las nuevas fortificaciones trabajaron miles de navarros como esclavos del poder castellano. Es cierto que, como refiere Florencio Idoate, hubo quejas ante el propio Felipe II por parte de peones navarros que ayudaban en las obras. Pero también refiere el gran negocio que supusieron las obras para canteranos de Guipúzcoa, Roncal y Salazar y maestros armeros de Pamplona, así como para los proveedores de materiales procedentes de San Sebastián, Bilbao y Placencia de las Armas. Idoate calcula en 130 el número de canteros, más de 200 peones y unas 300 mozas, «que cobraban la mitad». Hoy los recintos amurallados de Pamplona constituyen espacios de ocio y turísticos, muy apreciados por propios y extraños y son uno de los elementos esenciales de la estructura urbana de la capital navarra y de su patrimonio histórico.
57 El 24 de mayo de 2015, el resultado de las elecciones forales permitió, por un solo escaño de diferencia en el Parlamento de Navarra el acceso al Gobierno de la Comunidad Foral de un ejecutivo de coalición integrado por 9 parlamentarios de Geroa Bai, 8 de EH Bildu, 7 de Podemos y 2 de Izquierda Unida. En la votación de investidura, resultó elegida presidenta de la Comunidad Foral, Uxúe Barcos Berruezo, por 26 votos a favor del cuatripartito, 17 en contra (UPN y PP) y 7 abstenciones (PSOE). El aberzalismo proclamó que había llegado el «cambio de régimen» y que el desalojo de la «casta» gobernante sería irreversible, anunciando la apertura de un nuevo periodo en la historia de Navarra.

58 Recuérdese que Sancho VII el Fuerte, siendo todavía príncipe heredero de Navarra, había combatido en Aquitania contra los franceses que pretendían arrebatársela a su cuñado el rey Ricardo Corazón de León, que agradeció el apoyo navarro haciendo donación a Sancho VI el Sabio en 1194 del territorio al que hoy llamamos Baja Navarra.




 
 
19. FERNANDO EL CATÓLICO, REY Y SEÑOR NATURAL DE NAVARRA (1513)
 
El papa Julio II, en el marco del tratado constitutivo de la Liga Santa, promulgó tres disposiciones que contribuyeron decisivamente a legitimar la posesión de la corona navarra por Fernando el Católico.
La primera fue el monitorio Etsi hii qui christianni, que era una advertencia de carácter general a todos los cristianos sobre las consecuencias que tendría en el orden espiritual y temporal el apoyo a los cismáticos encabezados por el rey de Francia. Se firmó en Roma el 21 de julio de 1512.
La segunda fue la bula Pastor ille caelestis, dirigida especialmente a «los vascos y cántabros y gentes circunvecinas». Lleva la misma fecha que el monitorio. En ella se hacía una extensa referencia a los territorios vascos del sur de Francia y a los navarros, que en aquella época eran también conocidos como cántabros, de manera que quienes ayudaran a los cismáticos quedarían excomulgados ipso facto, lo que implicaba la confiscación de sus bienes que pasarían a ser propiedad de quienes se apoderasen de ellos.
Tanto el monitorio Etsi hii qui christianni como la bula Pastor ille caelestis debían publicarse en las diócesis españolas de Calahorra, donde se leyó el 22 de agosto de 1512, y Burgos, y las francesas de Elna y Perpiñán, en el Pirineo oriental.
El tercer documento papal fue la bula Exigit contumacium, firmada por Julio II el 18 de febrero de 1513, dos días antes de morir. Don Juan y doña Catalina eran declarados cismáticos y excomulgados, reos de todas las penas del infierno, por haber apoyado a los reyes cismáticos, quedando desposeídos del título de reyes y privados del reino de Navarra y de todos sus dominios.
En aquella época era comúnmente aceptado que el papa tenía potestad plena («plenitudo potestatis») tanto en los asuntos religiosos como en los temporales. Poco antes, en 1493, el papa Alejandro VI había fijado el meridiano divisorio de las zonas de influencia castellana y portuguesa después del descubrimiento por Cristóbal Colón del continente americano.
La última bula papal dejaba expedito el camino para que Fernando el Católico, hasta entonces «depositario» del reino, pudiera ceñirse en propiedad la Corona de Navarra. Y así, el 23 de marzo de 1513, el virrey Diego Fernández de Córdoba, reunió Cortes en Pamplona. En nombre del rey juró mantener, amejorar y no empeorar los Fueros de Navarra.
Una vez jurados los Fueros por el virrey, los tres Brazos juraron a su vez lealtad a Fernando como «reyy señor natural». El eclesiástico estaba bastante al completo (prior de San Juan de Jerusalén, abad de La Oliva, abad de San Salvador de Leyre, que ostentaba la representación del abad de Iranzu, y el vicario general del obispado de Pamplona, en ausencia de su titular Alano de Albret. Por el brazo militar o nobiliario hubo ausencias de magnates agramonteses, como el marqués de Peralta. En cuanto al brazo de las «universidades» o pueblos, asistieron los procuradores de las principales ciudades y «buenas villas» como Pamplona, Estella, Tudela, Olite, Viana, Lumbier, Monreal, Tafalla, Villafranca, Mendigorría, Cáseda, Urroz, Miranda, Huarte de Araquil y San Juan de Pie del Puerto. En las actas de las Cortes celebradas durante el reinado de los monarcas desposeídos por el Papa, no hemos encontrado la relación de asistentes a las reuniones de los Tres Estados, por lo que no podemos establecer una comparación con los presentes en las Cortes de 1513. No obstante, tras la amnistía del año 1524 decretada por el emperador Carlos, la nobleza agramontesa vuelve a tomar parte de sus reuniones.
Señalaremos que la asistencia a las sesiones deCortes por parte de los miembros de los distintos «brazos» es variable. A las últimas que celebró el reino de Navarra, que tuvieron lugar en 1828-1829, asistió la práctica totalidad del alto clero, treinta y cuatro miembros de la nobleza y tan solo dieciocho procuradores de los treinta y ocho «universidades» o pueblos con derecho a asiento.
Conviene no equivocarse. No estamos ante unas Cortes «democráticas». Las Cortes eran fiel reflejo de una sociedad donde la desigualdad tenía carta de naturaleza. Los representantes de los «Tres Estados del reino de Navarra» componían las Cortes, que estaban divididas en tres «brazos» o «estamentos». La desigualdad afectaba incluso a la propia composición de cada uno de ellos.
El brazo o estamento eclesiástico representaba al alto clero. En el siglo XIX tenían asiento en Cortes el obispo de Pamplona, el prior de la Colegiata de Roncesvalles, el vicario general de la diócesis, y los abades de Leyre, Irache, la Oliva, Iranzu, Fitero, Urdax y Marcilla.
En el brazo militar de la nobleza, no pasaba de una docena el número de asistentes habituales. En un censo del siglo XVIII el número de nobles navarros con derecho a asiento en Cortes era de cerca de ciento cuarenta. En las últimas Cortes (1828-1829) al acto de apertura asistieron tan sólo veintiuno.
Y en cuanto al brazo popular llamado «de las universidades», sólo las ciudades y «buenas villas» tenían derecho a enviar procuradores a las Cortes. Osciló su número a lo largo del tiempo. En el siglo XVIII y XIX eran treinta y siete «repúblicas», aunque esta cifra no es concluyente y no pasaba de una veintena el número de asistentes.



 
 
20. INTENTOS FALLIDOS DE RECUPERACIÓN DEL REINO POR LOS REYES DESTRONADOS (1512, 1516 y 1521)
 
En el otoño de 1512, los reyes navarros intentan recuperar el trono con el apoyo de un poderoso ejército francés, pero son derrotados por el duque de Alba. La presencia de don Juan de Albret no generó ningún entusiasmo entre la población.
En 1516 se produce un nuevo intento de recuperación del reino con fuerzas reclutadas en los dominios de los Foix-Albret, a los que se unieron efectivos de la nobleza agramontesa, que acabó en un nuevo descalabro. Tampoco se produjo ninguna insurrección generalizada y la presencia de Juan de Albret es acogida con frialdad y hostilidad⁵⁹.
En 1521 se produce el último intento. Francisco I, rey de Francia, invade Navarra con un gran ejército, que esta vez consigue apoderarse de todo el reino, porque apenas encuentra resistencia ya que se hallaba desguarnecido a causa de la rebelión de los «comuneros de Castilla» contra el emperador Carlos.
El rey francés no permitió a Enrique II, hijo de los monarcas navarros Juan y Catalina, fallecidos en 1516 y 1517, respectivamente, que viniera a Navarra acompañando a su ejército. Se perdió así la oportunidad de convocar Cortes con el fin de que fuera proclamado rey conforme a Fuero.¿Tenía intención Francisco I de conquistar el reino para entregarlo a Enrique II, que había sido educado y residía en la corte francesa?
El monarca galo cometió en esta ocasión un gran error al invadir el territorio castellano y poner sitio a Logroño, ciudad que creía afecta a la causa comunera. Pero, con gran sorpresa, los franceses comprobaron que no sólo no eran recibidos como liberadores sino que los logroñeses ofrecieron una heroica resistencia bajo el mando de un militar guipuzcoano, Pedro Vélez de Guevara, nieto del primer conde de Oñate.
Los primeros en movilizarse contra los invasores fueron los vascongados. El ejército imperial, en cuya filas combatían también navarros de la facción agramontesa, obligó al general francés Asparrós a levantar el sitio de Logroño y retirarse hacia Pamplona. El 30 de junio de 1521 ambos ejércitos se enfrentaron en las campas de Noáin, donde los franceses fueron aniquilados, dejando en el campo cinco mil muertos. El general Asparrós fue hecho prisionero por Francés de Beaumont. Las milicias guipuzcoanas tuvieron en esta batalla una decisiva participación.
El último episodio bélico del conflicto de Navarra fue la toma del castillo de Maya en julio de 1522, hecho que ha sido magnificado por la literatura nacionalista como si estuviéramos ante una nueva Numancia, en la que los últimos héroes de Navarra se hubieran inmolado en el altar de la independencia patria frente a la ocupación española. En realidad se trató de una acción militar de escasa importancia, que pasó prácticamente inadvertida hasta que a comienzos del siglo XX se rescató del olvido para convertirlo en un mito aberzale.
Tras la derrota de Noáin un grupo de caballeros agramonteses, fieles a la dinastía francesa destronada, se encerró en la fortaleza de Maya con la esperanza de que Francia enviara un nuevo ejército para vengar la humillante derrota de 1521. El castillo había quedado aislado pues estaba situado en la actual frontera del Valle de Baztán con Francia, que lindaba con el territorio de la Baja Navarra, en aquellos momentos parte integrante del reino navarro.
Cuando desde Francia no pudieron enviar a los del castillo víveres y pertrechos, los caballeros agramonteses se convirtieron en bandoleros para sobrevivir, saqueando los lugares próximos. Los baztaneses, hartos de ser esquilmados, acudieron al virrey, Francisco de Zúñiga y Avellaneda, conde de Miranda, para que pusiera fin a esta situación. Ante la insistente petición de los lugareños, el virrey decidió asaltar la fortaleza con un contingente militar formada para la ocasión. La mayor parte eran navarros reclutados por Luis de Beaumont, IV conde de Lerín y condestable de Navarra. También participó en la expedición un grupo de dinamiteros guipuzcoanos.
Las tropas del virrey llegaron a Maya el 16 de julio de 1522; el 17 comenzó el ataque y hubo varios intentos de tomarlo al asalto, que fueron rechazados. El 18 una mina derribó una parte de las murallas de la fortaleza. Y el 19 de julio, los sitiados decidieron rendirse. Las crónicas del suceso no refieren el número de bajas ni de un lado ni del otro, lo que induce a pensar que apenas las hubo. Lo cierto es que la mayoría de los defensores de Maya acabaron refugiándose en Fuenterrabía, que estaba en poder de los franceses desde el comienzo de la campaña de 1521 y, como ya hemos dicho, se acogieron al perdón general otorgado por el emperador.
Lo que resulta sarcástico es que en el monumento erigido en memoria de los agramonteses defensores de Maya se encuentren los escudos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, como si los vascos de ayer hubieran combatido a su lado.
El apoyo militar y logístico vascongado al ejército castellano tuvo una extraordinaria importancia para el triunfo de Fernando el Católico. En el ejército del duque de Alba del año 1512, los soldados vascongados fueron el contingente principal.
Los guipuzcoanos destacaron en dos hechos de guerra de gran importancia. En el otoño de 1512, una vez derrotado el ejército francés, cuando un grupo de tres mil lansquenetes (soldados mercenarios) se retiraban a Francia por Velate fueron acometidos al grito de «Cierra, ¡España!», por las milicias guipuzcoanas y vizcaínas que les causaron más de mil muertos. Guipúzcoa pidió entonces a la reina Juana (la Loca) de Castilla que les autorizara a incorporar al escudo de armas de la provincia los doce cañones arrebatados a los franceses. Y en él estuvieron hasta 1979, en el que las Juntas Generales los retiró alegando que su permanencia en aquél era una afrenta a Navarra. Argumento ridículo. También suprimieron del escudo la figura de Alfonso VIII de Castilla, que recibió en 1200 la «voluntaria entrega» de la Provincia.
En la batalla de Noáin (1521) jugaron un importante papel las milicias vascongadas. Fue decisiva la acción de una compañía guipuzcoana, que bordeó la Sierra del Perdón y acometió a los franceses por la retaguardia provocando su desconcierto y permitiendo así la victoria de las tropas del emperador Carlos.
En 1521, en defensa de la monarquía española, cayó herido en el sitio del castillo de Pamplona por los franceses, un capitán guipuzcoano del ejército del emperador llamado Ignacio de Loyola. Entre los sitiadores se hallaban los hermanos de San Francisco de Javier. Esto no impidió que andando el tiempo Ignacio y Francisco se hicieran amigos en París y más tarde fundarían en Roma la Compañía de Jesús (1534).
Por otra parte, la amnistía del emperador Carlos de 1524 puso punto final al feroz enfrentamiento entre los dos clanes nobiliarios —agramonteses y beamonteses— que ensangrentaron el solar navarro durante setenta y cinco años.
En realidad, lo ocurrido entre 1512 y 1521 fue el último acto de la gran tragedia que se cernió sobre Navarra cuando la reina doña Blanca por veneración a un esposo —el infante Juan de Aragón—, que no le había proporcionado muchos días de amor, pidió a su hijo Carlos, Príncipe de Viana, que no se titulara rey de Navarra mientras viviera su padre. La ruptura de la armonía entre padre e hijo se rompió muy pronto y el reino se partiría en dos facciones: beamonteses y agramonteses.
Envuelta a su vez Navarra en la lucha por la hegemonía de dos potencias emergentes, como Francia y España, la sangre francesa de Catalina de Foix y de Juan de Albret se impuso sobre la que provenía de sus ancestros españoles, que también corría por sus venas.
Ahora los republicanos aberzales, que quieren dejar al escudo de Navarra sin la corona real, homenajean a la reina Catalina. Pero los Foix-Albret no merecen subir al altar de los héroes patrios.
La casa de Foix había llegado al trono de Pamplona con las manos manchadas de sangre y acabó en el fango de la historia por haber traicionado al reino de Navarra al anteponer la conservación de su poder político, social y económico en Francia sobre el interés del pueblo navarro.
En todos estos sucesos bélicos tuvieron activa participación los alaveses, guipuzcoanos y vizcaínos al servicio de la Corona de Castilla.



 
59 Considero interesante a este respecto reproducir la declaración que Pedro Enríquez de Lacarra, primo del mariscal Pedro de Navarra, prestó el 2 de Mayo de 1516 en la prisión de Atienza a donde ambos habían sido trasladados después de caer prisioneros del coronel Villalba en el fallido intento de Juan de Albret por recuperar el trono navarro. Manifestó que la mayor parte de la gente de guerra que acompañaba al rey destronado «hera de los vascos de tierra de Laborte, que es Francia, é que venían alli el sennor de Garro, el señor de Mazparratua, el señor de Salajusan e señor de Camou. E que todos estos, heran vascos e este confoesante e los que estaban presos, que son navarros, e Jaime Velaz, que her navarro, e que entendían de tomr todo el dicho Reyno de Navarra».




 
 
21. NAVARRA NO FUE «INCORPORADA A CASTILLA» EN 1515
 
Cuando Fernando el Católico comprendió que llegaba su final, se planteó qué hacer con Navarra, cuya Corona le pertenecía en virtud de la legitimación papal y del expreso reconocimiento de las Cortes navarras en 1513. Era rey de Aragón y regente de Castilla y por aquel entonces trataba desesperadamente de tener un hijo con su segunda esposa Germana de Foix⁶⁰. Resolvió al fin que quien fuera rey en Castilla lo sería también en Navarra, y así lo comunicó el 11 de junio de 1515 a las Cortes castellanas reunidas en Burgos.
Esta fue la fórmula utilizada por el rey Católico, y en su nombre por el duque de Alba, tal y como quedó plasmada en el acta de las Cortes castellanas: «…el dicho rey D. Fernando nuestro señor, para después de su vida, daba el dicho reino de Navarra a la dicha reina Doña Juana nuestra señora su hija, y desde agora lo incorporaba, e incorporó, en la corona real de estos dichos reinos de Castilla, de León, de Granada &cpara que fuese de la dicha reina nuestra señora, e después de sus largos días, del príncipe nuestro señor [el futuro emperador Carlos] y sucesores, en estos dichos reinos de Castilla, de León y Granada &c, para siempre jamás».
Léase bien el texto anterior. El monarca aragonés no incorpora Navarra a Castilla, como si se tratara de un territorio más de dicho reino, sino que lo integra «en la corona real de Castilla, León, Granada, etc.» que, para simplificar, acabó llamándose Corona de Castilla por ser éste el reino principal.
Por otra parte, al decir que primero reinaría en Navarra su hija la reina doña Juana, después su nieto Carlos y quienes fueran sus sucesores en los reinos de Castilla, de León y Granada, etc. «para siempre jamás», estaba proclamando la indisolubilidad de la unión.
El 7 de julio de 1515, el propio rey Fernando se presentó ante las Cortes castellanas para confirmar lo dicho por el duque de Alba, añadiendo otra importante precisión: que en los asuntos de Navarra conocieren los del consejo de la reina Juana, «guardando los fueros é costumbres de dicho reino». Esta disposición era en cierto modo contradictoria, pues si se guardaban los fueros y costumbres de Navarra, la intervención del consejo de la reina Juana en los asuntos navarros hubiera sido un contrafuero.
Está claro que o bien Fernando dudaba de la capacidad de su hija y por eso hizo referencia al consejo, o bien no tenía plena conciencia de la incorrección de esta proclamación de cuya buena intención no cabe dudar.
Fernando el Católico murió el 23 de enero de 1516. En su testamento nombró Gobernador de los reinos de la corona de Castilla y de la corona de Aragón a su nieto Carlos de Habsburgo, el futuro emperador de Alemania, ante la incapacidad supuesta o real de su madre la reina Doña Juana la Loca. Pero don Carlos decidió titularse rey, y así sería secundado por las Cortes de Castilla, de Aragón y de Navarra.
El 10 de julio de 1516 don Carlos de España, desde Bruselas, ratificó el juramento hecho en su nombre, ante las Cortes de Pamplona el 22 de mayo anterior, por Antonio Manrique de Lara, conde de Nájera, que había sido designado virrey de Navarra. Y añadió algo de gran transcendencia. No obstante de la incorporación a la Corona de Castilla, Navarra permanecería como «reyno de por sí», expresión que quedó incorporada en lo sucesivo al juramento real.
Si por conquista se entiende el sometimiento de un país a otro, no puede lo ocurrido en 1512 considerarse como tal, dado que el reino de Navarra no desaparece, sino que únicamente cambia de dinastía.
Tampoco puede hablarse de «anexión», puesto que Navarra no pasó a ser un territorio más de Castilla. Más ajustada es la palabra «incorporación», pero siempre que no se diga «a Castilla» sino a la «Corona de Castilla».
En la Novísima Recopilación de las Leyes del reino de Navarra, de 1735, se define con precisión lo ocurrido desde el punto de vista jurídico. Y así se proclama que fue la de Navarra y Castilla una «unión aeqüeprincipal (entre iguales), conservando cada uno su naturaleza antigua así en leyes, como en territorio y gobierno».
Así permaneció Navarra hasta casi la primera mitad del siglo XIX, en que se promulgó la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841, fruto del pacto alcanzado entre la Diputación navarra y el Gobierno de la nación, que sancionó la inserción del viejo reino en el Estado unitario español surgido tras el triunfo de la Revolución liberal, cuya primera manifestación fue la Constitución de 1812.
Puede afirmarse que la Monarquía española surge en el momento en que, tras la muerte de Fernando el Católico, su nieto Carlos asume las tres Coronas de Castilla, Aragón y Navarra. Esto sucede en 1516.
El emperador Carlos incorpora a su escudo las cadenas de Navarra. En 1561, las Cortes navarras reunidas en Sangüesa, denuncian como agravio que el rey Felipe II no hubiera integrado el escudo del reino en su escudo de armas, pendón, estandarte y sellos reales, a lo que accede el rey.
Unidos para siempre. Esto escribía el protonacionalista Arturo Campión en 1876: «Derrotados los tres cuerpos de ejército franceses y del Duque de Montpensier, se trasladó a Pamplona D. Diego Fernández de Córdoba, Virrey de Navarra, en cuyo lugar, a nombre de Fernando V, juró ante las Cortes, el día 23 de marzo de 1513 respetar las antiguas instituciones navarras. Dos años después quedó ya solemne y definitivamente incorporada Navarra a Castilla en las Cortes de Burgos; apareciendo unidos para siempre castillos y cadenas en el glorioso escudo de España»⁶¹.
En 1976, Jimeno Jurío, historiador que hoy es objeto de grandes homenajes y reconocimientos, escribió: «Salvado el cambio dinástico, Navarra continuó tan independiente como antes, agregada entre las comunidades políticas del imperio hispánico, unidas en la persona de unos soberanos, pero conservando plena su autonomía jurídica, Reyes y virreyes juraron guardar los fueros y recibieron el juramento de fidelidad de los navarros. Como lo habían hecho los dinastas francesas de Champaña, los Capetos, los Evreux, los Foix y los Labrit. Pero con una diferencia entre éstos y los Austrias. Los monarcas hispanos muestran y sincero y escrupuloso respeto al estatuto constitucional del reino, que para sí hubieran querido los Infanzones de la Junta de Obanos, y los vasallos de Sancho el Fuerte, de los Teobaldos, de Juan II y de los Foix-Labrit»⁶².
Más claro imposible.



 
60 Germana de Foix no era estéril. El 3 de mayo de 1509 había dado a luz a un hijo varón, Juan de Aragón y Foix, que murió a las pocas horas. De haber sobrevivido hubiera heredado el trono aragonés a la muerte de Fernando el Católico, y la creación de la Monarquía española habría de esperar. Más tarde, Germana de Foix mantendría un romance apasionado con su hijastro Carlos de Habsburgo y Trastamara, cuando éste viajó a España desde Flandes para ser proclamado rey de Castilla, junto a su madre doña Juana la Loca. Fruto de esa relación extramatrimonial habría nacido una hija, a la que se refiere Germana de Foix en su testamento en el que lega un collar de 300 perlas gruesas —«el mejor que tenemos»— a la Serenissima doña Ysabel, Ynfanta de Castilla, hija de la Maj.del Emperador, mi señor e hijo, y esto por el sobrado amor que tenemos a su alteza».El monarca nunca la reconoció como tal.

61 CAMPION, Arturo: Consideraciones acerca de la Cuestión foral y los carlistas, (Madrid, 1876, p. 7.8).

62 JURIO, Jimeno: Historia de Pamplona. Síntesis de una evolución (Pamplona, 1974), p. 209-120.




 
 
22. Y NAVARRA RECUPERÓ EL PULSO
 
El emperador Carlos, al igual que lo había hecho su abuelo Fernando el Católico, practicó una política de pacificación y buen gobierno.
En 1524 el conflicto político quedó resuelto al otorgar un perdón general a los clanes nobiliarios agramonteses a cambio de que prestaran juramento de fidelidad al Emperador, cosa que hicieron. Y aunque la rivalidad —incruenta a partir de ese momento— entre agramonteses y beamonteses continúa, poco a poco se van restañando las heridas abiertas por la larga guerra civil iniciada en tiempos del Príncipe de Viana.
Tras su incorporación a la Monarquía española, el reino progresa en el orden institucional, económico, social y cultural. En 1800 Navarra será el reino español con mayor nivel de renta de España⁶³.
Navarra participa en las empresas exteriores de la Monarquía, e incluso en la propia administración del Estado. De ella saldrán conquistadores, militares, ministros, virreyes, gobernadores, etc. No se olvide que España, entre los siglos XVI a XVIII, fue la principal potencia europea y americana.
Numerosos fueron los navarros que, bajo las banderas de la Monarquía española, dejaron la impronta de su identidad navarra en América. El más famoso fue Pedro de Ursúa, de familia baztanesa, que después de una sucesión de éxitos en el virreinato del Perú, dirigió una expedición que se adentró por el río Amazonas en busca de «El Dorado». Después de varios meses de desastrosa navegación, un grupo de expedicionarios descontentos, entre los que se encontraba el guipuzcoano Lope de Aguirre, lo asesinó en la madrugada del día de Año Nuevo de 1561. El asesino, que se llamó a sí mismo «vascongado», enloquecido, se rebeló contra Felipe II llegándose a proclamar rey y concibió la idea de apoderarse del Perú, pero fue muerto en un enfrentamiento con las tropas reales en octubre de ese mismo año⁶⁴.
La huella navarra se reflejó en algunos topónimos de su país de origen. Así hubo una Nueva Navarra en Méjico; Diego de Artieda fundó el Nuevo Reino de Navarra en la actual Costa Rica y rebautizó una población con el nombre de Esparza en recuerdo de su pueblo natal; el malogrado Pedro de Ursúa, las ciudades de Pamplona y Tudela en Colombia; hay un barrio Navarra en el municipio de La Paz, en Cuba; un pueblo en el condado de Stark en Ohio (USA) y otro en Florida (USA), una ciudad llamada Navarro en la República Argentina; un río del mismo nombre en Cuba y una isla en el río Uruguay. Y esta lista no está completa.
Durante este largo periodo florece en Navarra la agricultura y se acometen importantes obras públicas —caminos reales, canales, acueductos, etc.—, escuelas y centros de enseñanza (Universidad de Irache), y obras sociales como el Hospital de Nuestra Señora de la Misericordia⁶⁵. Se acrecienta notablemente el patrimonio artístico tanto civil como sobre todo religioso.
En el terreno institucional, se fortalece el papel de las Cortes navarras. En 1576 se institucionaliza la Diputación del Reino, como organismo permanente de las Cortes durante los períodos en que éstas no estuvieran reunidas. Se componía de siete miembros, uno en representación del alto clero, que asumía la presidencia, dos del brazo nobiliario y cuatro de las «universidades» o pueblos. Su función era velar por el estricto cumplimiento por el rey, el virrey y los funcionarios reales de los Fueros y de las leyes aprobadas por las Cortes.
A partir del siglo XVIII, la Diputación del Reino comenzará a ejercer algunas funciones de carácter ejecutivo por mandato de las Cortes. Antes de la celebración de cada reunión, la Diputación redactaba un «cuaderno de agravios» o contrafueros, que el Rey debía reparar como condición previa imprescindible para que las Cortes otorgaran el «donativo» o «servicio voluntario» para el sostenimiento de los gastos de la Corona en Navarra.
El Consejo Real de Navarra seguirá en Pamplona, sin trasladar su sede a la corte madrileña a diferencia de los demás Consejos de la monarquía. Todas las causas judiciales finalizaban en Navarra.
En siglo XVIII se produjo activa presencia de Navarra en Madrid, donde funcionó a la perfección un auténtico «lobby». La creación de la Sagrada Congregación de San Fermín de los Navarros, institución que aún perdura, es una muestra de la vitalidad de los navarros en la corte. Caro Baroja dedicó a esta eclosión de navarros en Madrid un excelente libro cuyo título es muy expresivo: «La hora navarra del XVIII». Destaca la personalidad del baztanés Juan de Goyeneche, fundador de Nuevo Baztán, en las cercanías de Alcalá de Henares, pero sin olvidar a Juan Bautista Iturralde, Miguel de Múzquiz, Jerónimo de Uztáriz y Martín Garay, que fueron ministros de Hacienda, entre otros muchos que destacaron en la administración y en la milicia. Esta notable presencia e influencia de los navarros en Madrid fue una de las claves para la pervivencia del oasis navarro en medio del desierto absolutista. Navarra defendió con energía su condición de «reino de por sí», al tiempo que demostraba su adhesión sin reservas a la monarquía española.
Así se llega hasta el siglo XIX, en el que Navarra padecerá la división que enfrentó durante todo ese período a los partidarios del antiguo orden político y los de la Revolución liberal, confrontación que será causa de graves males para el conjunto de la nación y también para Navarra.
En resumen,1512 no fue el punto final de la historia del reino de Navarra sino un punto y aparte, porque lo que vino después es que las Cortes de Navarra, ni más representativas ni menos que las anteriores, reconocieron a Fernando el Católico (1513) como rey y señor natural. En 1515 se produjo la atribución de la corona navarra a quienes fueran reyes en Castilla, León, Granada, etc. a fin de garantizar la indisolubilidad de la unión, pero conservando el reino su existencia y rigiéndose por su propio derecho e instituciones. Al año siguiente, 1516, en que Carlos de Habsburgo reúne las coronas de Castilla, Aragón y Navarra, surge una nueva institución —la Monarquía española— que nace con el compromiso del futuro Emperador de conservar a Navarra como «reino de por sí». Y a partir de entonces, Navarra comparte su destino con el resto de los pueblos de España y la identidad navarra y la española se solidifican de manera inseparable.
Es también muy importante decir que la mayoría de la población navarra respiró aliviada, sobre todo cuando los Albret-Foix perdieron toda esperanza de recuperar la corona perdida por mirar hacia Francia en lugar de hacia España.Las heridas abiertas entre agramonteses y beamonteses acabaron por cicatrizarse. Esto tuvo como consecuencia inmediata el inicio de un largo periodo de paz, que duró tres siglos, en los que el reino progresará en todos los órdenes y los navarros se abren al mundo a través del gran Imperio español.
No hay duda de que los sucesos vividos entre 1512 y 1522 fueron traumáticos. Las guerras llevan consigo un sin fin de sufrimientos para la población que se ve obligada a padecerlas. Ahora bien, la persecución a los agramonteses que se produce a raíz del segundo intento de los reyes de recuperar el trono en 1516, finalizó ocho años con la amnistía general de 1524. Por eso, no es cierto que se hubiera practicado una política de exterminio de los que se resistieron a reconocer a Fernando el Católico y a sus sucesores como reyes de Navarra, sino que la nueva dinastía de los Austrias tenderá la mano a los agramonteses que terminaron por integrarse leal y fielmente en la monarquía española⁶⁶. Los últimos defensores de los Albret, refugiados en Fuenterrabía, en 1524, se sumaron a la amnistía general decretada por el Emperador y recuperaron sus bienes y privilegios nobiliarios, sin que sufrieran discriminación alguna a la hora de participar tanto en las instituciones navarras como en las del imperio español. Paradójicamente, el clan agramontés alcanzará en la corte del emperador una gran influencia mientras el linaje de los Beaumont se extinguirá muy pronto al ser absorbido por la Casa de Alba, a la que Brianda de Beaumont, por su matrimonio en 1565 con Diego Álvarez de Toledo, hijo del III duque de Alba, aportaría la condestablía de Navarra y el condado de Lerín.
También es una gran falsedad sostener que Navarra fuera objeto de una colonización lingüística y cultural impuesta a sangre y fuego por los castellanos. Las instituciones navarras funcionaron con normalidad y basta con leer los Cuadernos de Cortes para percibir cómo los tres estados del reino exigen con toda entereza y energía el cumplimiento estricto de las leyes navarras y, por supuesto, del Fuero General. Y en cuanto al vascuence no hubo persecución alguna, que con toda probabilidad era el idioma hablado por las milicias vascongadas que habían nutrido los ejércitos de Fernando el Católico y del emperador Carlos en 1512, 1516 y 1521. Más aún, la historiografía navarra posterior a la incorporación a la Monarquía española ofrece abundantes testimonios de cómo las instituciones navarras demostraban su afecto por el vascuence, hablado por buena parte de la población en la zona norte y media del reino y procuraban respetar los derechos de los vascoparlantes, mientras presumían de su antigüedad al considerar que se trataba del primitivo idioma hablado en toda la península ibérica.
Y es que, en muy pocos años, pudo constatarse la integración afectiva de los navarros a la Monarquía española. Algo que se empeña en negar la literatura aberzale que, a fuerza de decir que las instituciones navarras estuvieron sojuzgadas por los castellanos, el idioma «nacional» fue perseguido y el pueblo llano vivía en la miseria, convierte en «colaboracionistas» a toda la población del reino de Navarra.
Tildar de traidores a Navarra a quienes fueron leales a la Monarquía española, es una acusación infame contra todo el pueblo navarro, que de ser cierta no habría soportado durante cinco siglos la supuesta esclavitud con una resignación incompatible con el amor a la libertad del que siempre han hecho gala los navarros⁶⁷.
Empeñados en corromper la historia, en medios aberzales se escriben cosas tan hilarantes como que el traslado del 24 de septiembre al 7 de julio de la festividad de San Fermín no fue acordado por la corporación municipal de Pamplona, según ellos en manos de los ocupantes, porque en otoño solía hacer mal tiempo, sino para hacerla coincidir con el día en que las Cortes de Burgos, a propuesta de Fernando el Católico, decidieron la anexión del reino navarro a Castilla. Dicho esto abogaban por «volver» a celebrar las fiestas el 24 de septiembre para no hacerlas coincidir con una fecha de ignominia para Navarra. La verdad es muy otra. La celebración litúrgica de San Fermín, por aquel entonces único patrono de Navarra⁶⁸, se celebraba el 10 de octubre y no el 24 de septiembre. Y la decisión de trasladar la fiesta no la adoptó la corporación municipal, que no tenía ninguna competencia para hacerlo, sino que fue decisión del obispo Bernardo de Rojas⁶⁹, a propuesta, eso sí, del ayuntamiento. En los primeros días de julio se celebraban en Pamplona, por privilegio de Carlos II del año 1381, unas ferias y mercados muy importantes, con corridas de toros, que forman parte del acervo cultural español. Eso fue lo que produjo la conjunción entre lo religioso y lo lúdico, teniendo al toro como plato fuerte del jolgorio festivo. Lo peor de todo es que el autor de esta historieta sobre la festividad de San Fermín estaba firmemente convencido de la veracidad de su denuncia sobre el vergonzoso comportamiento de los regidores pamploneses al servicio del ocupante.
Y otra verdad constatada es que, tan pronto como llegó la paz del Emperador mediante la amnistía de 1524 a los restos de la resistencia agramontesa, se produjo el fortalecimiento de las libertades de los navarros, de sus instituciones representativas (Cortes y Diputación) y de su ordenamiento jurídico, que los llevaría a forjar su personalidad en torno al Fuero concebido como un instrumento de libertad colectiva.
Con otra particularidad que no puede desconocerse. Los sucesos de 1512 son la demostración más clara de que si fuera cierta la existencia secular de un pueblo vasco, cuyos orígenes se remontan al comienzo de los tiempos, en aquella ocasión tan trascendental la mítica Euskal Herria no apareció por ninguna parte, del mismo modo que ni estaba ni se le esperaba a la llegada de los romanos a España, que pusieron punto final a la situación cuasi prehistórica en que vivían las tierras del norte peninsular.
Ya vimos cómo ni los gascones del sur de Francia, es decir, la antigua Vasconia francesa, ni los vasconizados o vascongados (cuyos descendientes integran —después de muchas mutaciones— la Comunidad Autónoma del País Vasco), sintieron el menor deseo de ayudar al reino de Pamplona a consolidarse frente a francos y sarracenos. Comprobamos más tarde cómo el señorío de Vizcaya prefirió siempre la amistad con Castilla a la sujeción a la Corona de Navarra. Asistimos a la «voluntaria entrega» de alaveses y guipuzcoanos a Alfonso VIII de Castilla y León. Y por último, en 1512, los hemos visto llegar a Pamplona junto a la flor y nata de Castilla en el ejército del duque de Alba, sin tener el menor reparo en acudir a la llamada de su rey para ocupar Navarra, destronar a los amigos de los enemigos de la Iglesia y acometer a los franceses y sus pocos aliados navarros, llegando incluso a invocar al apóstol Santiago al grito de ¡Cierra! ¡España!, como ocurrió en la heroica acción de Velate. Y más tarde podremos admirar su valor en la batalla de Noáin, donde los guipuzcoanos serán decisivos para la derrota de los franceses de Asparrós, aportando después su granito de arena en la recuperación de la fortaleza de Maya⁷⁰.
Ninguno de los territorios llamados a formar la nación euskalherríaca sintió el menor interés en sostener la independencia del reino de Navarra. Los soldados, que en los ejércitos castellano o francés se acometían después de rezar en vascuence, se sentían parte integrante de un todo superior, de una comunidad de sentimientos, de intereses y de cultura, que son los elementos básicos sobre los que puede construirse una nacionalidad. En suma, si fuera cierto que Castilla aplastó a Navarra —considerada ahora por la historiografía nacionalista como la encarnación del estado vasco de Euskal Herria— entre los autores de este crimen de lesa patria estarían, en lugar destacado, los alaveses, guipuzcoanos y vizcaínos del siglo XVI.
En aquella coyuntura, todos los territorios llamados a integrar la nación euskalherríaca, de uno y otro lado de los Pirineos, libraron una lucha sin cuartel bajo banderas diferentes. Porque también en tierra de vascos, los bajonavarros dividieron su lealtad entre Francia y España y los labortanos y suletinos pelearon a muerte primero por Luis XII y después por Francisco I.
El reino de Navarra no muere en 1512. Se inserta sin mengua de su personalidad y con total lealtad en una unidad superior, la Monarquía española, y contribuye a forjar la nación española. Durante tres siglos los navarros disfrutarán de paz y de una nada despreciable libertad en comparación con otros territorios hispanos. En el siglo XIX los reyes dejan de tener la corona en propiedad y es la nación la que asume la titularidad de la soberanía. El tránsito, iniciado en plena guerra de la Independencia, será doloroso y afectará a Navarra. El régimen liberal acaba con el Antiguo Régimen, en el que se insertaba el singular estatus de Navarra como «reino de por sí». Pero su personalidad se mantiene viva y en la conciencia de los navarros perdura una identidad forjada a lo largo de mil años de historia. Y, contra viento y marea, Navarra logrará que la libertad foral nunca se apague, aunque el soplo revolucionario a punto estuvo de conseguirlo, como veremos más adelante.



 
63 La fuente es el profesor Juan Velarde, actual presidente de la Real Academia de Ciencias Morales y Política.

64 Lope de Aguirre fue un personaje violento y sanguinario. Los expedicionarios habían elegido un «rey» entre ellos, pero Lope de Aguirre lo asesinó, según reconocerá él mismo en una carta que envió a Felipe II, junto a otros veinte expedicionarios, entre ellos una mujer. A Pedro de Ursúa le llama «navarro, y a decir verdad francés». a pesar de que hubiera nacido en la localidad baztanesa de Arizcun (Navarra). Antes de su último enfrentamiento con las tropas del rey asesinó a su propia hija, para evitar que cayera en manos de sus enemigos. Su figura ha sido llevada varias veces al cine y mitificada como «La ira de Dios». En la carta a Felipe II, en la que trata de justificar sus crímenes y su traición, dice al monarca que «he salido de hecho con mis compañeros, cuyos nombres después te diré, de tu obediencia, y desaturándonos de nuestras tierras, que es España, y hacerte en estas partes la más cruda guerra que nuestras fuerzas pudieren sustentar y sufrir». Por cierto, entre los sublevados había un alférez navarro, Diego de Torres.

65 En el antiguo hospital se asienta desde 1956 el Museo de Navarra.

66 El Consejo Real de Navarra, después de la invasión francesa de 1521, declaró «traidores» a unos ciento cincuenta miembros del bando agramontés. Tan sólo tres años después, en 1524, casi todos ellos se acogerían al perdón general del emperador. No parecen demasiados los «traidores», si se tiene en cuenta que los actuales historiadores aberzales se empeñan en decir que la mayor parte de la población navarra padeció una atroz persecución castellana (asesinatos, torturas, violaciones, incendios, destierro, incautaciones y otros daños y estragos) por su adhesión a la dinastía destronada. Si fuera así, no se entiende cómo los sucesores de los «indómitos vascones», según los mitos aberzales, no ofrecieron una resistencia numantina. Ocurrió justo lo contrario.

67 En el siglo XVI se registraron algunos conatos de resistencia, que no tuvieron ningún eco en la población y fueron fácilmente reducidos por los virreyes. No hay constancia de que hubiera ninguna ejecución. En 1560, Antonio de Borbón, esposo de la reina Juana, contaba con un pequeño grupo de conspiradores en Pamplona mientras hacía gestiones ante el Papa y la corte de Felipe II para tratar de conseguir la devolución del reino de Navarra. «Podemos comentar, un poco humorísticamente —señala Florencio Idoate— que, si hubiesen sido ciertos tantos rumores, alarmas y predicciones, Navarra habría sido invadida muchas veces por estas fechas». Goñi Gaztambide comenta que la pretensión de recobrar la independencia del reino era «idea que sólo podía tener cabida en mentes perturbadas». Como es natural la literatura aberzale ha magnificado estos hechos, como si Navarra fuera una especie de Irlanda sureña donde los ingleses nunca contaron con la lealtad de los irlandeses a la Corona británica y se verían obligados a ejercer una permanente represión que ha llegado hasta nuestros días».

68 San Francisco de Javier, canonizado el 12 de enero de 1622, fue nombrado patrón de Navarra por la Diputación del Reino. Esta decisión fue contestada por la municipalidad de Pamplona, que reivindicaba que San Fermín debía ser el único patrono del reino. Se produjo una agria controversia que fue zanjada en 1657, después de que ambas corporaciones llegaran al acuerdo de honrar a ambos como patronos, convenio que fue sancionado por el papa Alejandro VII.

69 Bernardo de Rojas y Sandoval fue obispo de Pamplona entre 1588 y 1596. Más tarde, según refiere Goñi Gaztambide, sería nombrado cardenal y arzobispo de Toledo. La historia le recuerda por haber dispensado su protección a Cervantes y mantener una gran amistad con el Greco.

70 Por eso resulta sarcástico que una coalición electoral, defensora de la independencia de lo que llaman Euskal Herria, se hubiera presentado a las elecciones generales celebradas el 20 de noviembre de 2011, usurpando el nombre de Maya a la que llaman Amaiur. Aparte de que la toma de la fortaleza en 1523, tan magnificada por la propaganda aberzale, apenas tuvo importancia en la confrontación franco—española del siglo XVI, no deja de ser un sarcasmo que quienes pretenden y han aplaudido la incorporación de Navarra a Euskadi—Euskal Herria a sangre y fuego, traten de aprovecharse del esfuerzo y sacrificio de aquel puñado de agramonteses para los que los vascongados eran enemigos encarnizados.




 
 
23. SOBRE LA LEGITIMIDAD DE LA INCORPORACIÓN DE NAVARRA A LA MONARQUÍA ESPAÑOLA
 
Anexión es la acción y efecto de anexar, que significa «unir o agregar una cosa a otra con dependencia de ella». Incorporar implica «agregar, unir una cosa a otra para que haga un todo con ella». Pues bien, Navarra no fue ni anexada ni incorporada a Castilla. Fue incorporada a la corona de quienes eran sus reyes y por eso, cuando hubo que definir la naturaleza de esta incorporación —lo que hizo la Novísima Recopilación de las Leyes del Reino publicada en 1735— se dejó bien sentado que la incorporación «no fue por modo de supresión, sino por el de unión aeqüeprincipal, y así cada reino retuvo su naturaleza antigua en leyes, territorio y gobierno». También aquí la literatura aberzale vuelve a estrellarse con el muro de la verdad.
En cuanto a la legitimidad de la incorporación es verdad que Carlos I de Castilla y Aragón, IV de Navarra, debió tener algunas dudas provocadas por la insistente reivindicación de la devolución del reino de Navarra por parte de los reyes destronados y de sus sucesores, hasta el punto de que en su testamento ordenó a su hijo Felipe II que estudiara si el reino de Navarra estaba en la Corona española con justo título. Asunto que el rey Prudente dejó sin ultimar y traspasó a Felipe III, que dio carpetazo definitivo al mismo, después de oír a una comisión de juristas y de constatar que el sucesor directo de los reyes Juan y Catalina, Enrique III de Borbón, señor del Bearne y rey de la Navarra de tierra de vascos, casado con Margarita de Francia o de Valois, había accedido al trono francés en 1594 («París bien vale una misa») con el nombre de Enrique IV.
Quizás a estas vacilaciones se debe el abandono de la Merindad de Ultrapuertos (Basse Navarre), objeto de constantes agresiones por parte de los franceses, y que se produjo en 1527 so pretexto de no poder defenderla. Hay que recordar que en aquel año la población de la Baja Navarra era de unos 10.000 habitantes y su situación al otro lado de los Pirineos hacía que para su defensa no fueran suficientes sus propios habitantes y hubiera que invertir importantes recursos militares, de los que el emperador no estaba sobrado por las crecientes necesidades de sus campañas europeas. La sexta Merindad, que comenzó por aquel entonces a denominarse «Basse Navarre», quedó abandonada a su suerte y trató de gobernarse como una república independiente hasta que fue ocupada por Enrique II de Albret, lo que le permitió titularse rey de Navarra y reforzar así sus gestiones para conseguir la devolución de la Alta Navarra, aunque su autoridad se ejerciera tan sólo sobre un minúsculo territorio de poco más de 1.300 kilómetros cuadrados.
A la hora de valorar la legitimidad de la incorporación de Navarra a la Corona española no puede desconocerse la importancia que tuvieron las bulas papales. Alguno de los historiadores protonacionalistas lanzó la especie de que las bulas habían sido falsificadas, hasta que Víctor Pradera, tan denostado por los nacionalistas, demostró en 1921 que tal acusación era una gran patraña, publicando el texto íntegro de las que se conservaban en el Archivo de Simancas.
Los teólogos y juristas españoles del siglo XVI, encabezados por el dominico Francisco de Vitoria, sostuvieron, con algunas matizaciones, la doctrina de la plenitudo potestatis del papado⁷¹. Y esta es una de las razones por la que la junta de testamentarios convocada por Felipe III, para que dictaminara sobre la cuestión de Navarra, quitó al monarca definitivamente los escrúpulos de sus antecesores, concluyendo que la posesión de la corona navarra era plenamente legítima. Dictamen en el que pesó el criterio de Martín de Azpilcueta, el Doctor Navarro, tío de San Francisco de Javier, que se había opuesto rotundamente a la devolución del reino invocando otro argumento del máximo peso para la mentalidad de entonces: el grave perjuicio que se derivaría para la Iglesia católica en caso de entregar Navarra a una dinastía que había abrazado el calvinismo y perseguido ferozmente a los católicos de la Baja Navarra y aun del Bearne⁷².
Tan pronto como Fernando el Católico se convirtió en rey y señor natural de Navarra, tras su reconocimiento por las Cortes navarras en 1513, surgió tanto en Castilla como en Aragón la preocupación por la legitimidad de tal proclamación. El primero en pronunciarse, a petición del propio monarca, fue el jurista castellano Juan López de Palacios Rubios en un informe titulado «De iustitia et iure obtentionis ac retentionis regni Navarrae» («De la justicia y el derecho de la obtención y retención del reino de Navarra»), y que ha sido estudiado por Floristán Imízcoz. Para Palacios la conquista representaba la restauración de la verdadera y única dinastía real de pronogenia goda con derecho a reinar en España, que no era otra que la encarnada por Fernando el Católico que descendía por 83 generaciones interrumpidas del rey Atanarico. Y en el colmo de un estúpido fanatismo cortesano llega a sostener que Iñigo Arista, del que dice era francés, había sido un monarca ilegítimo porque se había desligado de la obediencia al rey legítimo de España que no era otro que don Pelayo. Esto lo dice al final de su obra. En los capítulos anteriores utiliza argumentos jurídicos y se apoya en las bulas de Julio II, aceptando así la doctrina de la potestad universal de los pontífices de la iglesia católica.
Otro argumento jurídico basado en el derecho natural fue el invocado en 1545 por Antonio de Nebrija, autor de la primera gramática castellana, según el cual el «derecho de paso» podría justificar una guerra justa. Al haberse opuesto los reyes navarros a dejar pasar por Roncesvalles al ejército aliado para emprender la reconquista de la Guyena, la ocupación del reino era una medida justa y proporcionada.
La muerte de Julio II fue un rayo de esperanza para los reyes destronados al pensar que el nuevo papa León X sería propicio a la revocación de la decisión de su antecesor. Se equivocaron, pero siguieron insistiendo. Al final, la conversión al calvinismo de la reina Juana, ocurrida en 1560, eliminará cualquier escrúpulo de conciencia, sobre todo después de haber visto cómo había decretado pura y simplemente la supresión del clero católico, persiguiendo a los fieles al Papa de Roma y la confiscación de todos los bienes de la iglesia.
También en Navarra, después de la incorporación a la corona de Castilla, se produciría una controversia entre agramonteses y beamonteses, sin que ninguno pusiera en duda la permanencia de Navarra en la monarquía española. Diego Ramírez Ávalos de la Piscina (1534), Martín de Azpilcueta, tío de San Francisco Javier (1566), el licenciado Reta (1580), Fray Prudencio de Sandoval (1614), Juan de Sada y Amézqueta (1628) y Pedro de Agramunt (1632) defenderán la irreversibilidad de la unión, aunque con distintos puntos de partida y argumentación. Resulta paradójico comprobar cómo los agramonteses hicieron de su fidelidad a los reyes destronados un timbre de honor para presumir después de su lealtad a la corona española, suscitando así el recelo de los beamonteses.
Es cierto que los argumentos jurídicos jugaron un papel esencial en la «retención» del reino de Navarra. Pero el factor fundamental fue que los navarros acabaron por aceptar de buen grado el cambio de dinastía. Es lo que se ha llamado el sufragio universal de los siglos⁷³. El que no se diera noticia de alguna conspiración en los años posteriores a 1512 o que los virreyes anduvieran alerta pues, desde el Bearne, los Albret trataban de alimentar la rebelión de los navarros, no es nada significativo. Los virreyes eran servidores de la Corona y estaban de paso en Navarra. Una buena gestión podía permitirles escalar puestos más altos en la administración de la cada vez más poderosa monarquía. No es de descartar que el deseo de hacer méritos les indujera a magnificar la responsabilidad de su misión y sería causa de alguna exageración en los informes secretos enviados al rey.
Más aún. Las Cortes navarras llegaron a protestar en 1598 al conocer la noticia de que en la ciudad de Vervins se había firmado un tratado, que afectaba a Navarra, entre Felipe II y Enrique IV de Francia (III del Bearne y de la «Basse Navarre»), que en 1593 había recibido el perdón papal tras convertirse al catolicismo. En él se preveía someter al arbitraje del Papa la reivindicación del bearnés de sus derechos a la corona navarra, algo que nunca llegó a producirse. Sus sucesores se olvidaron de reivindicar la supuesta legitimidad sobre Navarra.
Ponemos punto final a este epígrafe con la reseña de un curioso episodio que enfrentó a la Diputación del Reino de Navarra con la Diputación del Señorío de Vizcaya, en 1745, y que no es precisamente una muestra de la supuesta hermandad euskalherríaca. Resulta que, en el besalamano que había tenido lugar en Vitoria de la Serenísima Delfina de Francia, María Teresa Rafaela de Borbón, hija de Felipe V, durante su viaje al país vecino para contraer matrimonio con el Delfín de Francia, Luis Fernando de Borbón, hijo de Luis XV⁷⁴, la Diputación vizcaína «se anticipó» a nuestra Diputación. Este gesto fue considerado por ella como por la «desproporción de un Señorío particular, aun para competir igualdades de honor con cualquiera Reyno».
La Diputación navarra solicitó al rey Felipe V de Borbón la reparación de tal «injusticia». La Diputación vizcaína se defendió ante el monarca invocando que por sus «gloriosos Tymbres» y el valor de «sus invictos Pobladores… si no excede, iguala en antigüedad a Navarra». En su exposición al rey, nuestra Diputación se muestra indignada ante tal comparación y recurre en primer lugar a la historia. Comienza con la llegada del Patriarca Túbal⁷⁵ y considera a Pamplona como «Metrópoli del reino de los Cántabros» hasta la fundación del «régimen monárquico» mediante la elección del primer rey D. García Ximénez, «aclamándole Rey sobre los preliminares de varios Fueros, y Leyes, que reglaron antes, para templar los efectos de la Soberanía absoluta», después de que fuera invadida España por «los Africanos»⁷⁶.
Pero en este momento nos interesa destacar otro de los argumentos que esgrimió la Diputación de Vizcaya para defender que el Señorío «precedió a Navarra en la unión a la Corona de Castilla en más de un siglo». Sostiene la Corporación vizcaína que «la unión de Vizcaya «proviene de la insensible transmisión de la sangre pero la de Navarra se causó por derecho de conquista», para concluir que «Navarra conserva sus Fueros por título gratuito, y gracioso privilegio, que debió a la clemencia de los Reyes Catholicos, quando la subyugaron; por no ser dudable, quedan abolidos, y pendientes de nueva concesión». Contraataca la Diputación del Reino recordando que el rey Católico había realizado «empeñados esfuerzos» para convencer al rey Juan de Labrit que se apartara del Conciliábulo de Pisa, que lo enfrentaba con el Papa. De modo que al fracasar en tales intentos, Su Santidad Julio II, publicó la Bula —que se conserva en el Archivo de Simancas—, contra los «Protectores del Cisma», lo que justificó la «retención» del reino de Navarra.
No hemos investigado cuál fue la decisión del rey Felipe V sobre esta pintoresca controversia. Murió en 1746, sucediéndole su hijo Fernando VI ese mismo año.



 
71 Se ha dicho que la doctrina de la plenitud de la potestad papal no era admitida ni siquiera por los teólogos y juristas españoles en el siglo XVI. Sin embargo, este texto de Francisco de Vitoria demuestra que todavía seguía vigente: «Luego si para la conservación y gobierno de los asuntos espirituales es necesario emplear medios materiales o la espada o el poder temporal, el Papa podrá hacerlo. Y digo que tiene potestad amplísima, porque en todo lo que sea necesario y siempre que sea necesario para el fin espiritual, puede el Papa cuanto pueden los príncipes temporales, y, demás, quitar y poner príncipes, dividir los reinos y otras cosas parecidas».

72 La reina Juana de Albret se casó con el príncipe Antonio de Borbón. Los Borbones eran una de las familias de mayor abolengo de Francia. Su hijo Enrique III sería el fundador de la dinastía de Borbón al alcanzar el trono de Francia en 1594. La reina Juana abrazó el calvinismo y persiguió sañudamente a los católicos tanto en el Bearne como en la Basse Navarre, donde cometió grandes atrocidades, que no conmueven a los escritores aberzales, que reivindican su memoria por tener el mérito de haber encargado al clérigo protestante Leizarraga la traducción del Nuevo Testamento al vascuence «pour faire la guerra a Satán», como dice su autor en la dedicatoria a la reina Juana.

73 En esta afirmación, que no puede sacarse de su contexto histórico, se ha pretendido según algún fabulador aberzale, en el sentido de que el autor es un «anti demócrata», por haber defendido como fuente de legitimidad política actual el plebiscito de los siglos, algo radicalmente incierto.

74 La Delfina murió poco después durante el alumbramiento de una niña, que conforme a la ley sálica no podía reinar. Luis Fernando contrajo segundo matrimonio, pero no sobrevivió a su padre, por lo que al morir Luis XV le sucedió su nieto, Luis XVI, el último rey de la Basse Navarre, que fue guillotinado en 1793 durante la Revolución Francesa.

75 Hay una leyenda que dice que Túbal, nieto de Noé, vino a España donde fundó Tafalla, entre otras ciudades, y fue el introductor del vascuence. siendo su hijo Aitor, el «Patriarca de los vascos», el cual lo extendió por toda «Euskal Herria». También se ha dicho que Túbal introdujo en la Península a los iberos.

76 Esto demuestra cómo en la conciencia jurídica de Navarra ha estado siempre bien presente la idea de que los Fueros forman parte del pacto fundacional de la Monarquía navarra.




 
 
24. TRES SIGLOS DE PAZ (SIGLOS XVI, XVII Y XVIII)
 
La paz es un presupuesto necesario para el progreso de los pueblos. Después de su incorporación a la Corona de Castilla o, mejor, a la Monarquía española, la paz del Emperador trajo a Navarra una gran mejora en todos los órdenes: institucional, cultural, social y económico. Y además continuó abriéndose al mundo, pues hubo navarros allí donde estuviera plantada, o por plantar, la bandera de la monarquía española.
La nómina de navarros en América, en Flandes o en Italia, es impresionante. El hecho de que la familia de San Francisco de Javier fuera agramontesa no impidió que el más universal de los navarros compartiera con Ignacio de Loyola, el más universal de los vascos, una nueva empresa en común: la fundación de la Compañía de Jesús para defender al Papa de Roma, uno de cuyos antecesores, Martín Azpilicueta, había bendecido y legitimado el destronamiento de los reyes de Albret. Ni tampoco fue obstáculo el hecho de que el de Loyola hubiera sido enemigo de sus hermanos en el sitio de Pamplona, donde cayó herido el guipuzcoano defendiendo el trono del rey Carlos IV de Navarra, I de Castilla y Aragón y V de Alemania, frente al ejército expedicionario francés en el que aquéllos formaban parte.
Tampoco está probado que el «santo euskaldún», como se empeñan ahora en presentárnoslo, quienes pretendieron nombrarle en el V centenario de su nacimiento (2006) «euskaldún universal», hablara con San Ignacio ni una palabra en vascuence, haciéndolo siempre en castellano o en latín. La mayoría de las cartas de San Francisco de Javier están escritas en castellano, en latín y también en portugués, sin que se encuentre en ellas ninguna expresión en vascuence. No puede asegurarse, pues, que la lengua vasca fuera su idioma materno, ni que sus últimas palabras se pronunciaran en dicha lengua y sí, según sus biógrafos, en latín: «In te Domine speravi, non confundar in aeternum»⁷⁷. En suma, y como el propio San Ignacio lo presentó a su sobrino Beltrán de Loyola, Francisco de Javier fue simplemente un «nabarro» entregado a la causa de Cristo⁷⁸.
Para los historiadores aberzales 1512, 1515 y 1521 son fechas aciagas para Navarra. El reino y su independencia nacional se pierden definitivamente en la campa de Noáin. Navarra pasó a mejor vida sin que nadie organizara siquiera un funeral en memoria de su glorioso pasado. Pero es ésta una interpretación sesgada y excesivamente simplista, porque confundir la patria con los intereses patrimoniales de los Foix-Albret es falsear la verdad.
Quizás sea más adecuado hablar de la resurrección de Navarra, herida de muerte a causa de la sangría producida por la guerra de los casi cien años entre beamonteses y agramonteses. Cuando cesaron las hostilidades, el emperador Carlos tuvo la habilidad de atraer a su campo a los agramonteses mediante generosas medidas de gracia. Durante muchos años ambas parcialidades siguieron soterradamente enfrentadas, sin enfrentamientos bélicos, hasta que el tiempo acabó por curar la antigua rivalidad.
Tal vez una pequeña parte de los navarros llorase por el destronamiento de los reyes, pero ni su sangre ni sus lágrimas llegaron al río. Hablo del pueblo llano, el que no sale en las historias más que a lo sumo como una mera estadística de esa multitud incesante de guerras provocadas, una tras otra, por la codicia y la ambición de emperadores, reyes, marqueses, condes, condestables, mariscales y demás paladines deseosos de incrementar sus respectivos patrimonios.
Ese pueblo llano, que vivía en condiciones de pobreza extrema, fue el que más se benefició del cambio de dinastía. Durante trescientos años, Navarra disfrutó de un período de paz fecunda. Se restañaron las heridas producidas por la guerra civil y la gente se sentía contenta de pertenecer a la Monarquía más poderosa del mundo. La mayor parte de la nobleza se trasladó a la corte, lo que fue, sin duda. otra bendición del cielo. Los reyes estaban lejos de Navarra, preocupados en resolver arduas cuestiones de Estado.
Navarra, puerta de Europa en España, lo era en verdad y por eso se vencieron los escrúpulos que a la hora de morir les surgieron al emperador Carlos y a su hijo Felipe IV de Navarra —el rey Prudente de la Monarquía española— sobre la legitimidad de la posesión del pequeño reino navarro. Pero además de las razones estratégicas hubo otros motivos poderosos, como los esgrimidos por otro famoso navarro, agramontés de origen, y uno de los intelectuales más sólidos del renacimiento español, Martín de Azpilicueta, apodado el «Doctor Navarro», que informó a Felipe II de los grandes males que, en materia de religión, seguirían al reino de volver a la órbita francesa, como ya expusimos.
A la hora de juzgar el comportamiento de los dos bandos en conflicto, la literatura aberzale ha calificado de traidores a Navarra a los beamonteses, siendo el conde de Lerín, Luis de Beaumont, el paradigma de la traición. Tengo la impresión de que tan injusto es llamar traidor al beamontés como reconocer a los agramonteses la condición de héroes inmolados en defensa de la libertad nacional de Navarra. A lo sumo, podríamos decir que los beamonteses rompieron la fidelidad a doña Catalina de Foix y don Juan de Albret; y los agramonteses —que tan pocos escrúpulos tuvieron en combatir en el siglo anterior al Príncipe de Viana, abrazando la causa de su padre don Juan de Aragón, y en consentir el asesinato de su hermana doña Blanca, que a la muerte de aquél debió ser proclamada reina de Navarra— se mantuvieron fieles a los Foix, aunque no por mucho tiempo pues todos ellos acabaron por aceptar como reyes y señores naturales a los miembros de la nueva dinastía de los Austria.
Distingamos, pues, entre reyes de Navarra y patria navarra. Y es desde esa perspectiva como podemos afirmar que el viejo Reino ni murió ni resucitó en 1515, aunque lo ocurrido después supusiera el resurgir de la personalidad navarra. Ya no tendremos reyes en Pamplona, lo cual no fue ninguna calamidad pues alejó del reino a los cortesanos y a la nobleza parasitaria y levantisca, pero en lugar de debilitar a Navarra este hecho favoreció el fortalecimiento de las instituciones navarras.
Los navarros juzgarán beneficiosa la incorporación a la monarquía española que, aunque parezca paradójico, reforzará la libertad de los navarros y fortalecerá lo que sí constituye la columna vertebral de la nacionalidad navarra: el Fuero. La constitución histórica de Navarra se perfecciona de tal modo, después de la incorporación a la Corona española, que en las Cortes de Cádiz, en el mismo momento del alumbramiento del régimen liberal con la aprobación de la Constitución de 1812, el reino navarro será puesto como ejemplo a imitar por haber sido oasis de libertad en medio del oscurantismo borbónico y haber resistido al absolutismo monárquico.
Desde la incorporación a la Monarquía española, y durante los tres siglos posteriores, se fortaleció la personalidad de Navarra y terminará por germinar en la sociedad navarra la idea de pertenencia a la comunidad española. En el siglo XIX, y en buena parte del XX, se producirá una eclosión de españolismo, aunque por desgracia —salvo en la guerra contra Napoleón— tales manifestaciones tuvieron lugar en el marco de confrontaciones civiles en las que quien padece es el pueblo entero. Pero nuestro pasado, con susluces y sombras, con sus glorias y sus fracasos, está ahí y no se puede borrar.
Primero los Austrias, y después los Borbones, renovaron el juramento de Fernando el Católico ante las Cortes navarras de 1513. El último en hacerlo sería Fernando VII. El entramado institucional del antiguo Reino no sólo fue respetado después de la incorporación a la Corona de Castilla sino sensiblemente perfeccionado y robustecido.
Cuando Felipe V redujo, a los reinos de la Corona de Aragón, a la uniformidad castellana por defender la legitimidad del archiduque Carlos de Austria⁷⁹en los Decretos de Nueva Planta dictados entre 1707 y 1715. Navarra se salvó de la quema al tomar partido por el nieto de Luis XIV, dando la espalda al archiduque, a quien en derecho le correspondía la Corona. Es posible, que alguno pensara en Navarra que la nueva dinastía de los Borbones entroncaba directamente con los reyes destronados en 1512.
La entronización de los Borbones (1700) fue un mal asunto para España. Al fin y a la postre, el nuevo monarca formaba parte de la dinastía que tanto había contribuido a debilitar en Europa y en América la fortaleza de nuestro imperio. Además, Felipe V cambió en 1714 la ley de sucesión que, andando el tiempo, daría lugar a las guerras carlistas. Además, la supresión de los Fueros de los reinos de la Corona de Aragón tendría a las largas consecuencias negativas, aunque también hubo una profunda división de opiniones entre los catalanes.
La incorporación a la corona de Castilla no alteró la naturaleza jurídica del viejo reino, aunque la pertenencia a la Monarquía española afectó a la vigencia del Fuero General en dos cuestiones fundamentales. Los preceptos relativos a la sucesión a la corona navarra perdieron vigencia pues en lo sucesivo, y para garantizar la indisolubilidad de la unión, serían reyes de Navarra los que lo fueran en Castilla conforme a las leyes sucesorias castellanas. También quedó sin efecto la prohibición de que el rey pudiera hacer la guerra o concertar la paz sin contar con la autorización de las Cortes. La política exterior pasó a ser una función esencial de la monarquía común.
Hecha esta salvedad, toda la estructura institucional del reino se mantuvo intacta e incluso se consolidaron dos instituciones fundamentales: las Cortes y la Diputación del Reino. Los tributos de Castilla no fueron de aplicación en Navarra, que contribuía a los gastos de la corona en Navarra mediante la concesión por las Cortes del «servicio» o donativo de cuya exacción y recaudación se ocupaba la Diputación del Reino, órgano elegido por aquéllas para que representaran al reino mientras la Asamblea no estuviera reunida. Una de las claves para el fortalecimiento del papel de las Cortes estuvo precisamente en el reconocimiento del derecho a no proceder a la discusión y votación del donativo mientras el rey no reparase los agravios o contrafueros cometidos por él, o sus funcionarios, en la legislatura anterior.
En el terreno económico, Navarra retuvo la facultad de batir su propia moneda, que se fundía en los troqueles de la Cámara de Comptos Reales. Esta institución, creada en 1328 por el rey Carlos II, se ocupaba de recaudar las rentas y exacciones del rey, de exigir cuentas a los funcionarios reales y de administrar los recursos de la Corona al tiempo que, como tribunal en materia económica, se ocupaba de resolver los conflictos sobre su actividad financiera y patrimonial.
El Virrey, con el concurso del Consejo Real, gobernaba en nombre de los monarcas que ya no residieron nunca más en Navarra. Cuando administraba justicia como tribunal supremo del reino presidía el Consejo su Regente, no el Virrey. Regía la prohibición establecida en el Fuero General de que no hubiera más de cinco funcionarios nombrados por el rey de entre personas que no fueran naturales del reino. En cambio los navarros podían desempeñar oficios públicos en Castilla y obtener becas de estudios en las Universidades castellanas.
Los navarros disfrutaban de un notable haz de derechos y libertades, aunque la representación política era radicalmente discriminatoria y desigual pues las Cortes estaban formadas por miembros de los tres Estados o brazos: eclesiástico, militar o nobiliario, y de las universidades o pueblos. Esa misma representación estamental se trasladaba a la Diputación del Reino cuyo presidente era un miembro del brazo eclesiástico, es decir, el obispo de Pamplona o el abad de alguno de los grandes monasterios navarros.
La potestad legislativa se ejercía de modo concertado entre el rey y el reino juntos en Cortes. Navarra tenía tablas, o aduanas en las fronteras, con los demás reinos de la monarquía.
Y el principio de la voluntariedad de la unión a la Corona estuvo siempre presente. En 1549 las Cortes enviaron una representación al emperador Carlos en la que le recordaban que debía respetar los fueros «porque son contrato de entre el rey y el reino, guardado y cumplido por todos los reyes que ha habido en él, después que Navarra es reigno; y con las dichas condiciones y contrato fue levantado el rey, y con ellas acepto el rey Católico».
En el año 1735 las Cortes navarras aprobaron la «Novísima Recopilación de las Leyes del Reino». En ella se preocuparon de definir la naturaleza jurídico-constitucional del estatus del viejo Reino: «La incorporación de Navarra fue por vía de unión eqüe-principal, reteniendo cada uno su naturaleza antigua, así en leyes como en territorio y gobierno»⁸⁰.
Ya en plena era borbónica, cuando arreciaba el vendaval absolutista, la Diputación del Reino se presenta en 6 de septiembre de 1776 ante Carlos III de Castilla y VI de Navarra para recordarle: «El establecimiento, Señor, de esta Monarquía, los artículos preliminares de su elección, la fe inviolable de un contrato, el continuado juramento de 46 reyes, la más religiosa observancia de éstos, con la conservación tranquila de este Estado en la serie de tantos siglos, y el últimamente (juramento) ejecutado por V.M. son unos fundamentos de tan alta jerarquía, que ni pueden dejar de hacer el mayor peso en la católica consideración de V.M., ni permitir al reino su silencio...V.M., Señor, tiene pactado con el reino de Navarra bajo un solemne juramento, hecho ante la presencia del mismo Dios y sobre sus cuatro sagrados Evangelios, el guardar a sus naturales toda su Constitución, sus exenciones, sus franquezas y sus fueros; con la expresada calidad de que ni en otra forma deban tampoco obedecer a V.M».
Obsérvese cómo la Diputación de un pequeño reino, situado en las estribaciones de los Pirineos, hablaba claro y alto al monarca más poderoso de su tiempo, que todavía podía presumir de que en sus dominios nunca se ponía el sol.
Al referirnos a estos tres siglos de bonanza interior, que son los únicos en que los navarros dejamos de pelearnos entre nosotros, un escritor fuerista, Javier Etayo⁸¹, comenta: «Agregaré que Navarra y los navarros se enrolaron en la vida española. En las empresas hispanas fueron parte los navarros. De aquí salieron conquistadores y virreyes para las Indias; y guerreros para Flandes, y para Italia, y para Alemania, y para Lepanto y para todas las guerras de la casa de Austria hubo de sostener en su política católica e imperial, e incluso, para la guerra de sucesión de Cataluña; en las universidades españolas lucimos hombres como Azpilcueta; y dimos prelados como Carranza a la primacial sede de Toledo y obispos a otras muchas diócesis; y a la Compañía de Jesús, que se considera, en sus orígenes una institución española, aportamos una figura como Xavier, que es la más gigante de sus figuras, emparejable con la del fundador, el vasco Iñigo de Loyola, y la ascética y la mística española del llamado Siglo de Oro se abrillantaron con libros como los de Malón de Echaide y Diego de Estella.»
Fue una suerte para Navarra que Fernando el Católico hubiera decidido incorporar a Navarra a la Corona de sus reinos de Castilla, León, etc., en vez de hacerlo a la Corona aragonesa, porque ello permitió a los navarros tener las mismas oportunidades que los castellanos a la hora de participar en las empresas de la Monarquía. La huella navarra en Hispanoamérica fue muy intensa⁸².



 
77 Esta frase es el final del «Te Deum», uno de los primeros himnos cristianos, que reproduce el Salmo 70 (71) y al parecer se remonta al siglo IV. Su traducción es la siguiente: «En ti, Señor, confié; no me veré defraudado para siempre». Fue el lema adoptado por el pontífice Gregorio XV (1914-1922) y fue recordado por Benedicto XVI en su mensaje a los cardenales de 22 de abril de 2005 con motivo de su elección como Papa. No es extraño que fueran las últimas palabras de San Francisco de Javier.

78 El jesuita José María Recondo, que dedicó toda su vida al estudio y difusión de la figura de San Francisco Javier y a la restauración y promoción del castillo donde nació, publicó en 2001, poco antes de morir, una monografía titulada «La lengua vasca de san Francisco Javier o cuarenta años de obsesión», en la que demuestra que la afirmación de que las últimas palabras del santo fueran en vascuence es falsa. Sostiene que «rotundamente, no hay argumento, con certeza histórica, de la lengua vasca de san Francisco Javier» y niega también que su madre, doña María de Azpilcueta, fuera vascoparlante, pues no nació en dicha localidad del Valle de Baztán, sino en el castillo, pues era hija de la Señora de Javier, doña Juana Aznárez, que también había nacido en aquél y que contrajo matrimonio con don Juan de Jaso. Concluye Recondo. En Javier nació su hija María y también consta que la doncellez de María Azpilcueta transcurrió en Sangüesa, una ciudad íntegramente castellanoparlante, por más que se empeñen hoy los euskototalitarios, y en cuya toponimia, así como en la de Javier, no hay ni rastro de la lengua vasca. El padre Recondo demostró asimismo que el propio Francisco de Javier consideraba su lengua natural como «hispanicé», según decía en una de sus cartas. Demuestra, además, que sus últimas palabras en la isla china deShangchuan, desde la que se proponía entrar en el continente procedente del Japón, fueron invocaciones religiosas en latín.

79 Cada 11 de septiembre, la Cataluña oficial celebra la «Diada» como su fiesta «nacional». Conmemoran la caída de Barcelona el 11 de septiembre de 1714 en poder de las tropas de Felipe V, mandadas por el duque de Berwick, entre las que por cierto se hallaban los tercios navarros que servían en el ejército felipista. Abandonada a su suerte por el archiduque Carlos, la defensa de la ciudad fue dirigida por Rafael Casanova, conseller en cap de Barcelona, cargo que llevaba aparejado el grado de coronel de los «Regimientos de la Coronela», la milicia ciudadana que defendía la capital del Principado. El asedio había comenzado el 25 de julio de 1711. A mediados de agosto, los barceloneses rechazaron el primer asalto de las tropas borbónicas. El día del asalto final, 11 de septiembre, Casanova se presentó en las murallas con el estandarte de Santa Eulalia, que sólo debía sacarse en el caso de que Barcelona corriera un peligro inminente. Casanova resultó herido, las puertas de la ciudad se abrieron y allí acabó —dice la historiografía nacionalista— la independencia nacional de Cataluña, que pronto vería cómo una ley de castigo suprimía la Generalidad y consideraba al Principado como un territorio más de la Corona de Castilla. Pues bien, el mismo día de la caída de la ciudad, Casanova firmó una proclama dirigida a los barceloneses y a los catalanes en general. Era ciertamente el último grito desesperado de un patriota, sí, pero de un patriota español. He aquí la traducción de uno de sus párrafos más significativos: «Ahora oíd lo que se hace saber a todo el mundo: ...que atendida la deplorable infelicidad de Barcelona en la cual hoy reside la libertad de todo el Principado y de toda España... se confía, que todos como verdaderos hijos de la patria, amantes de la libertad, acudirán a los lugares señalados, a fin de derramar gloriosamente su sangre y vida, por su rey, por su honor, por la patria y por la libertad de toda España». No deja de ser paradoja, que el día «nacional» de Cataluña se conmemore con una ofrenda foral para honrar a quien se sentía catalán de los pies a la cabeza al tiempo que profundamente español, hasta el punto de estar dispuesto a morir por el rey (de España), por la patria y por la libertad de toda España.

80 Así reza la Ley 33 del título 8, Libro I de la Novísima Recopilación de Las leyes del Reino de Navarra, hechas en sus Cortesgenerales desde el año de 1512 hasta 1716 inclusive, y que con especial orden, de los Estados, ha coordinado el licenciado Don Joaquín de Elizondo, Síndico y Diputado que fue del mismo Reino... Se imprimió en el año 1735. Consta de 5 libros, 124 títulos y 1838 leyes.

81 Javier Etayo fue director de El Pensamiento Navarro (carlista-jaimista) y de la Voz de Navarra (nacionalista).

82 El descubrimiento de América se hizo bajo la enseña de Castilla. Para los naturales de los reinos de la corona de Aragón la oportunidad americana no se presentará hasta el Decreto de Nueva Planta de Felipe V en 1716, gracias a su equiparación en todo a los naturales de Castilla.




 
 
25. LA PRIMERA GUERRA CARLISTA (1833-1840)
 
Se ha pretendido, en la literatura aberzale, que las guerras carlistas, en el siglo XIX, tuvieron por objeto conseguir la independencia de Euskal Herria. Nada más falso. Para entender lo que ocurrió es imprescindible recordar sus precedentes.
La guerra de la Independencia (1808-1814) fue el inicio del derrumbamiento del antiguo orden absolutista. El rugido del león español puso en jaque a Napoleón cuando el pueblo estaba huérfano de monarca. El Emperador tenía prisioneros en Bayona a Carlos IV y Fernando VII, cuyo comportamiento no fue precisamente ejemplar, pues después de protagonizar un inaudito enfrentamiento entre ambos, acabaron por abdicar a favor de Napoleón, otra insólita conducta, lo que le permitió disponer del trono y proclamar rey de España a su hermano José Bonaparte.
Mientras el pueblo luchaba por la libertad de la nación, se convocaron las antiguas Cortes. Se reunieron en Cádiz en 1810. Era la única ciudad española que ofrecía la seguridad necesaria para resistir el ataque francés. Aquellas Cortes, escasamente representativas y en las que se reprimió la libre expresión de quienes no sustentaran los criterios de la mayoría, en ausencia del rey Fernando VII se proclamaron soberanas y abrieron un proceso constituyente.
El día de San José, 19 de marzo de 1812, se aprobó la primera Constitución de la nación española. Al rey se le despojaron sus poderes absolutos aunque se le reservó el ejercicio del poder ejecutivo. La ley emanaría únicamente de las Cortes y la Justicia sería administrada por jueces independientes.
A pesar de las solemnes proclamaciones del dogma de la soberanía nacional, lo cierto es que al pueblo le estaba vedado su ejercicio, pues para ser diputado a Cortes se requería poseer un elevado nivel de renta, de modo que solo una minoría podía ejercer el derecho de sufragio activo y pasivo. Además, las mujeres carecían del derecho a voto, que no les sería concedido hasta la II República, con la oposición del Partido Socialista Obrero Español, temeroso de que se decantaran por las derechas. Se establecía, asimismo, una organización administrativa uniforme para todos los territorios pertenecientes a la Monarquía española en Europa, América y Asia, que se dividieron en provincias, a cuyo frente habría un «jefe político» (antecedente de los futuros gobernadores civiles), nombrado por el Gobierno y una Diputación representativa para gestionar los intereses provinciales. Se establecía así un Estado fuertemente centralizado.
Para Navarra, desde el punto de vista de su estatus histórico como «reino de por sí», la Constitución de 1812 fue un golpe mortal. El reino se convertía en una mera provincia. La consecuencia sería la supresión de las Cortes y de la Diputación del Reino, de la Corte Mayor y demás tribunales propios de Justicia, de forma que Navarra quedaba sometida, en lo sucesivo, a la jurisdicción del Tribunal Supremo. Se suprimía la Cámara de Comptos y con ella la facultad de acuñar moneda. En lo sucesivo, regirían las leyes generales aprobadas por las Cortes de la nación, lo que significaba el fin de la potestad legislativa de Navarra y de su derecho propio. También desaparecería el virrey, que sería sustituido por el «jefe político». Se instalaría en Pamplona una Diputación provincial, al igual que en el resto de las provincias.
Todo ello a pesar de que en el «proemio» de la Constitución, los constituyentes gaditanos pusieron como ejemplo a Navarra, «donde cuando el resto de la Nación no ofrecía más que un teatro uniforme en que se cumplía sin contradicción la voluntad del Gobierno, hallaba éste un antemural inexpugnable en que iban a estrellarse sus órdenes y providencias, siempre que eran contra la ley o procomunal del Reino».
La Constitución de 1812 no sirvió para unir a los españoles. Acabó ciertamente con el absolutismo, pero los ideales revolucionarios liberales propios de la Revolución francesa («libertad, igualdad, fraternidad») quedaron vinculados al centralismo del Estado y además fueron utilizados por los sectores más radicales del liberalismo para herir los sentimientos religiosos, que en ocasiones desembocaron en violencia contra curas y frailes y para justificar el expolio a los bienes de la Iglesia (desamortización). Lo malo es que la expropiación, sin indemnización de las propiedades monásticas, sólo sirvió para el enriquecimiento de nobles y burgueses adinerados, además del enorme perjuicio que el forzoso abandono de los monasterios produjo al patrimonio histórico español.
Por todo ello, España se partió en dos facciones políticas que acabaron por ser irreconciliables: liberales y absolutistas. A estos últimos, los primeros les tildaban de reaccionarios y enemigos de la libertad, aunque en realidad derivaron hacia una monarquía tradicional, templada y descentralizada, que tenía como modelo la monarquía de los Austrias. Esa misma división se trasladó a Navarra donde los liberales eran una clara minoría.
Derrotado Napoleón en 1814, Fernando VII, el Deseado, regresó a España en medio del entusiasmo popular. Pero tan pronto como se percató de que le habían privado de sus poderes absolutos derogó la Constitución. Esto hizo que Navarra recuperase su condición de «reino de por sí» y se restablecieran todas sus instituciones.
El 1 de enero de 1820, un teniente coronel, Rafael del Riego, se sublevó en Las Cabezas de San Juan con las tropas reclutadas para sofocar la rebelión de los territorios americanos, que había surgido aprovechando que la metrópoli y aun el propio rey estaban en poder de los franceses. Los revolucionarios exigieron a Fernando VII el restablecimiento de la Constitución gaditana. Este aceptó: «Marchemos todos juntos, y yo el primero, por la senda constitucional».
Navarra volvió a convertirse«ipso facto», por segunda vez, en una mera provincia del Estado español. Tres años después, el triunfo de los «realistas», que a su vez se habían rebelado contra el régimen constitucional, devolvió a Fernando VII sus poderes absolutos. En 1823 Navarra volvió a recuperar su condición de «reino de por sí».
Fernando VII falleció sin hijos varones en 1833. Su viuda, María Cristina, consiguió que en el lecho de muerte su esposo designara heredera del trono a su hija Isabel. A tal fin derogó «in extremis» la Ley de Sucesión de 1713, la mal llamada ley sálica, pues si bien establecía la precedencia de los varones en la sucesión al trono permitía reinar a la mujeres, siempre que se hubieran extinguido las líneas varoniles. Carlos María Isidro de Borbón, hermano de Fernando VII, reclamó sus derechos al trono como Carlos V, alegando que la derogación de la ley de 1713 no se había aprobado por las Cortes españolas. Pero éstas proclamaron reina a su sobrina Isabel II, que era una niña de tres años, encomendando la Regencia a su madre, la reina María Cristina.
El primer chispazo que encendió mecha de la sublevación a favor de Carlos V lo prendió la Diputación de Vizcaya. En su primera proclama llamó a la lucha para defender la legitimidad de Don Carlos V como rey de España⁸³.
Vascos y navarros acudieron en masa a su llamada.
Así dio comienzo la primera guerra carlista que duró siete años (1833-1840).
En Navarra el alzamiento carlista se hizo «por los legítimos derechos del Rey nuestro Señor Don Carlos VIII de Navarra y V de Castilla». El 2 de noviembre de 1833, salió de Pamplona para sumarse al levantamiento el coronel guipuzcoano Tomás Zumalacárregui. Nombrado comandante general de Navarra, en poco tiempo consiguió organizar un verdadero ejército que puso en jaque a las tropas isabelinas.
El 9 julio de 1834, don Carlos logra entrar en Navarra por Zugarramurdi y, de la mano de Zumalacárregui, recorre en triunfo el País Vasco y Navarra. El rey carlista reconoce los fueros vascongados y expresa su voluntad, en cuanto a Navarra, de gobernar conforme a sus fueros y leyes con el compromiso de convocar Cortes tan pronto como fuera posible.
En 1835, cuando tenía bajo su control la mayor parte del territorio vascongado y navarro, don Carlos ordenó a Zumalacárregui tomar Bilbao, lo que le hubiera asegurado la obtención de empréstitos y el reconocimiento de potencias extranjeras, para marchar después sobre Madrid.
Pero en el cénit de su gloria militar, la buena estrella del general guipuzcoano se extinguiría el 15 de junio de 1835 cuando, al observar las posiciones contrarias desde el balcón de una casa de Begoña, recibió un balazo en la pierna derecha. Una herida al parecer sin mayor importancia, que derivó en una septicemia a causa de la ineptitud de quienes se ocuparon de su curación. Y el 24 de junio, Zumalacárregui murió en Cegama. Las tropas carlistas, desmoralizadas, levantaron el sitio de la capital bilbaína el 1 de julio.
La mitología aberzale ha tenido la osadía de presentar al general Zumalacárregui como un caudillo o, cuando menos, precursor de la lucha por la independencia nacional vasca. Nada hay más falso. Nacido en Cegama (Guipúzcoa), Zumalacárregui fue el prototipo de militar español por su fidelidad sin límites al rey y a la patria. Curtido primero en la guerra de la Independencia contra los franceses se distinguió después en la guerra realista, donde combatió al ejército constitucionalista y alcanzó el grado de teniente coronel. El ascenso a coronel llegó en 1829. Privado del mando militar por su presunta connivencia con la causa de don Carlos, Zumalacárregui obtiene permiso para retirarse a Pamplona, donde le sorprende la muerte de Fernando VII. Sometido a estrecha vigilancia, Zumalacárregui consigue pasar al campo carlista el 2 de noviembre de 1833⁸⁴.
El general navarro Zaratiegui, perteneciente al estado mayor de Zumalacárregui desde el comienzo de la campaña, escribió en 1845 una biografía sobre el caudillo carlista titulada «Vida y hechos de Don Tomás de Zumalacárregui». En las primeras páginas del libro, Zaratiegui advierte: «Un error bastante común ha inducido a creer que los navarros tomaron las armas a la muerte de don Fernando VII no más que por defender sus Fueros. Si no hubiesen estado entonces en posesión de ellos, podría eso tener alguna verosimilitud, pero hasta aquella época lejos de haber manifestado el Gobierno la intención de abolirlos, prometió conservárselos en toda su integridad. Es la Constitución española de 1812, restablecida en 1836, la que ha anulado la de Navarra, porque realmente no son otra cosa los que se llaman Fueros. La guerra comenzada en este país en 1833 no tuvo otro objeto que la defensa de los derechos del entonces infante don Carlos María Isidro a la corona de España, y si lo que se verá en el curso de esta historia no bastase a probarlo, nosotros como testigos de vista de cuanto ha pasado en Navarra durante toda la lucha, protestamos⁸⁵ contra los que sostuvieren lo contrario». No cabe mayor claridad.
Aunque la muerte de Zumalacárregui fue una gran pérdida para los carlistas, la guerra continuó durante casi cinco años más. Los carlistas se habían hecho dueños de grandes zonas rurales del País Vasco, Navarra, Cataluña, Valencia y Aragón. Hubo varias expediciones militares carlistas que recorrieron con éxito la Península de Norte a Sur, pero sin ganancia territorial para Don Carlos.
En la zona del Levante, brilló el genio militar del general carlista Ramón Cabrera, apodado «el tigre del Maestrazgo»⁸⁶.
Desde el inicio de la contienda civil, el gobierno de la reina regente María Cristina de Borbón, madre de la reina niña Isabel, fue gradualmente deslizándose hacia un liberalismo moderado, que pronto sería desbordado por el liberalismo progresista revolucionario.
En el verano de 1836, un grupo de sargentos de la Guardia Real retuvo a la reina María Cristina en su propio palacio de verano (el suceso ha pasado a la historia con el nombre de «la sargentada de La Granja»), y le obligaron a restaurar la Constitución de Cádiz. Se dice que aterrada por la afrenta sufrida a manos de los revolucionarios, entró poco después en inteligencia con su cuñado, Carlos V para llegar a un arreglo dinástico. Don Carlos organizó entonces (1837) una expedición militar, que llegó a las puertas de Madrid. Pero la reina regente no salió a su encuentro, y el rey carlista ordenó la retirada al considerar que tomar Madrid por asalto habría provocado una gran matanza entre la población civil. Este fracaso supuso el inicio del declive de la causa carlista.
A consecuencia del restablecimiento de la Constitución gaditana en 1836, Navarra pasó por tercera vez a convertirse en una provincia más de la Monarquía. En realidad, desde el comienzo de la guerra, se había iniciado un proceso de desmantelamiento de las instituciones propias del reino de Navarra. Tras la negativa del gobierno isabelino a convocar las Cortes navarras, como le pedía la Diputación del Reino, comenzó la supresión de las antiguas instituciones como el Consejo Real, la Cámara de Comptos y los tribunales propios de justicia. En 1836 se instaló en Pamplona la Diputación provincial y, tanto en la capital como en las demás poblaciones ocupadas por las tropas isabelinas, se procedió a la aplicación íntegra de la Constitución de 1812.
En 1839 llegó el final de la guerra carlista en el norte de España. El jefe del ejército carlista, Rafael Maroto, traicionó a su rey, y selló con el jefe del ejército isabelino, Baldomero Espartero, el «convenio de Vergara». Se pactó en él que serían respetados los grados de los militares carlistas y los que quisieran podrían reintegrarse al ejército. Espartero se comprometía, además, a «recomendar» al Gobierno el cumplimiento de la oferta que éste había hecho en 1837, en su proclama de Hernani, de respetar los Fueros si los voluntarios vascos y navarros deponían las armas. Las divisiones vizcaína y guipuzcoana, así como la castellana, aceptaron acudir a Vergara, mientras las divisiones navarra y alavesa se negaron a convenir y se disolvieron cuando Carlos V, sabiéndose derrotado, cruzó al frente de miles de voluntarios la frontera francesa,a mediados de septiembre de 1839, entre ellos el mítico Iparraguirre, que años después compondría el «Gernikako Arbora».
El Gobierno liberal aceptó la recomendación de Espartero y la extendió a las tres Provincias Vascongadas y a Navarra. Presentó a las Cortes un proyecto de ley de confirmación de los Fueros. Después de un apasionado debate en el Congreso y en el Senado, donde no hubo ningún carlista, el 25 de octubre de 1839 se sancionó la Ley de confirmación de Fueros, «sin perjuicio de la unidad constitucional». La Ley preveía, asimismo, que para acomodar los Fueros a la unidad constitucional se llevaran a cabo conversaciones con las Provincias Vascongadas y Navarra, a fin de introducir en los mencionados Fueros las modificaciones que «reclame el interés de las mismas, conciliándolo con el general de la Nación y de la Constitución de la Monarquía».
Las Diputaciones vascongadas, regidas ya por los liberales, ni siquiera se sentaron a la mesa de conversaciones con el Gobierno, alegando que los Fueros de Álava, de Guipúzcoa y de Vizcaya no precisaban de ninguna modificación, porque no había nada en ellos que se opusiera a la unidad constitucional. Puesto que las Juntas carecían de potestad legislativa, y las Provincias estaban sometidas a la jurisdicción de los tribunales de Castilla, al carecer —salvo algunas excepciones— de un Derecho civil propio, la argumentación de los liberales vascos era sostenible. De modo que los comisionados de las Diputaciones Generales decidieron volverse a casa sin convenir con el Gobierno.
Por el contrario, la Diputación liberal navarra consideraba imprescindible llegar a un acuerdo. Para los liberales navarros, el reino de Navarra estaba indisolublemente vinculado al Antiguo Régimen, al que habían combatido con las armas en la mano. No querían unas Cortes estamentales, que consagraban la desigualdad. No les importaba que las leyes se hicieran en las Cortes de Madrid, porque estaban seguros de su bondad y justicia, ya que la Constitución establecía la obligación de los españoles de ser «justos y benéficos». De modo que estaban dispuestos a someterse a los Códigos generales de la Monarquía y a la jurisdicción independiente de los tribunales nacionales. Además, querían ver las aduanas en los Pirineos, pues entendían que desde el punto de vista económico la libertad de comercio con el resto de España era una necesidad.
Había, sin embargo, un pero a todo lo anterior. Los liberales navarros amaban la libertad, sin duda, pero la desaparición del antiguo Reino no podía hacerse sin contrapartida. El gobierno y administración de Navarra debía quedar en manos de su Diputación.
Dicho objetivo sería el eje sobre el que gravitaron las conversaciones con el Gobierno. Dieron comienzo en mayo de 1840. En septiembre estaban en punto muerto por causa de la contribución de Navarra a las cargas generales de la nación que la Diputación quería «única e inalterable». Los comisionados gubernamentales no estaban de acuerdo en ello. Entonces la Diputación sacó la caja de los truenos y amenazó con romper la baraja. Ordenó a sus comisionados que recordaran al Gobierno que Navarra «se unió a Castilla con ciertos pactos que no se pueden en rigor alterase sino de mutuo consentimiento». Por tanto, «no acordando en ello quedaría disuelta la sociedad; y la Diputación desea evitar a todo trance este extremo».
Pero ese mismo mes de septiembre España padeció una de sus convulsiones habituales. Estalló una revolución progresista que obligó a la reina María Cristina a exiliarse «voluntariamente» a Francia. El general Espartero fue proclamado Regente hasta que Isabel II alcanzara la mayoría de edad.
La revolución obligó a suspender las negociaciones para el arreglo foral. Pero el duque de la Victoria, vencedor de los ejércitos carlistas, era amigo de los liberales navarros. Así que en noviembre, una vez «normalizada» la situación política, se reanudaron las negociaciones que culminaron con un total acuerdo el 10 de diciembre de 1840.
Navarra perdía su condición de reino, pero adquiría un nuevo estatus como Provincia foral o autónoma en el seno del Estado español surgido de la Revolución liberal.
El nuevo pacto fue incorporado al ordenamiento jurídico español por la Ley de modificación de los Fueros de Navarra de 16 de agosto de 1841⁸⁷. Durante su debate en el Congreso, cuando un diputado navarro presentó una enmienda al artículo relativo al traslado de las aduanas a la frontera francesa, Francisco de Goyeneche, diputado por Navarra, en su condición de presidente de la comisión parlamentaria que había dictaminado el proyecto, pidió al enmendante su retirada, advirtiendo que no se podía ofrecer «la más leve idea de retractación de aquella promesa, de aquel pacto que la Diputación de Navarra y sus comisionados contrajeron con el Gobierno». El enmendante aceptó este requerimiento.



 
83 La proclama se publicó en Bilbao el 5 de octubre de 1833: «Vizcaínos: una facción anti—religiosa y antimonárquica se ha apoderado del mando durante la larga enfermedad de nuestro difunto rey, y trata de adquirir ascendientes para exponernos sin defensa a los ataques de la revolución y de la anarquía que combatimos en 1823. Sus partidarios consideran las leyes antiguas y fundamentales del Reino abolidas por otras nuevas, y después de haber alterado el orden de sucesión al trono con una audacia que no presenta otro ejemplo en la Historia, quieren hacer a España cómplice de las abominables maquinaciones que la propaganda revolucionaria inventa para destruir el orden social en Europa. / Vizcaínos, habéis proclamado a vuestro legítimo soberano, el magnánimo y virtuoso D. Carlos María Isidro de Borbón, que se os ha presentado rodeado del amor de todos los españoles, para cicatrizar las llagas que el genio destructor del orden social os había causado…»

84 Zumalacárregui vivía en la calle del Carmen de Pamplona. Salió de la ciudad por el Portal de Francia. Esta es la razón por la que en 1939 el Ayuntamiento cambió su denominación por la de Portal de Zumalacárregui.

85 Zaratiegui escribe en cursiva la palabra protestamos.

86 Una guerra civil conduce a situaciones extremas de ferocidad inaudita. So pretexto de que los carlistas daban un trato cruel a los prisioneros liberales, el general navarro Francisco Espoz y Mina, mítico guerrillero en la guerra de la Independencia contra los franceses, ordenó en 1836 el fusilamiento de la madre de Cabrera, tras mantenerla año y medio en prisión. El general Zumalacárregui le había derrotado en varias ocasiones en Navarra, cuando desempeñaba el cargo de virrey y capitán general. Espoz y Mina, tras la liberación de Fernando VII por los franceses en 1814, ordenó fusilar un ejemplar de la Constitución de Cádiz. Pero pronto pasaría de absolutista a liberal, por el enfado que le produjo que el rey no aceptara su pretensión de ser nombrado virrey y capitán general de Navarra. Fernando VII prefirió al también navarro José de Ezpeleta y Galdiano, teniente general y conde de Ezpeleta de Beire. Espoz y Mina consideró este nombramiento como un gesto de ingratitud del monarca. Intentó entonces sublevar a sus voluntarios y marchar por sorpresa sobre Pamplona desde su cuartel general sito en Muruzábal, pero fracasó. Su intención era la de proclamar la Constitución que poco antes había ordenado fusilar. De modo que de ser aclamado como héroe pasó a ser acusado de traición. Ante la posibilidad de ser preso huyó a Francia. Desde entonces participó en diversas conspiraciones contra Fernando VII hasta convertirse en un héroe liberal. En el trienio constitucional de 1820 a 1823, nombrado capitán general de Cataluña combatió con saña a los realistas. Una de sus «hazañas» fue la toma de Castellfullit (Barcelona), en poder de la Regencia de Urgel, constituida para devolver sus poderes absolutos a Fernando VII. Tras siete días de asedio, sus defensores y el pueblo salieron por la noche del pueblo, que fue objeto de una sistemática destrucción sin quedar piedra sobre piedra. Después, por orden de Espoz y Mina, se colocó en uno de sus muros la siguiente inscripción: «Aquí existió Castellfullit. Pueblos, tomad ejemplo, no alberguéis a los enemigos de la patria».

87 En realidad, la Ley Paccionada debiera ser conocida como Ley de 14 de agosto de 1841, porque esta es la fecha en que fue sancionada por el Regente Baldomero Espartero, que ejercía la máxima magistratura del Estado pues Isabel II era todavía menor de edad, y en octubre de 1840 había provocado el exilio de la Reina Regente María Cristina. El manuscrito original de la Ley de modificación de los fueros de Navarra fue encontrado en el archivo del Ministerio de Justicia en 2003 por el secretario de Estado de Justicia, el corellano Rafael Catalá (actual ministro de Justicia). El refrendo de la ley lo firmó José Alonso, navarro nacido en Corella e ilustre jurista, que era por aquel entonces ministro de Gracia y Justicia se produjo el 14 de agosto de 1841. La Ley Paccionada se publicó el día 16 de agosto de 1841 en la «Gaceta de Madrid».




 
 
26. LA LEY PACCIONADA O PACTO-LEY DE 1841
 
La Ley Paccionada o Pacto-Ley de 1841 supuso para Navarra, como ya hemos dicho, la pérdida de la condición de reino. Se suprimieron el virrey, las Cortes, la Diputación del Reino, el Consejo Real (que compartía con el virrey el gobierno del reino, y al mismo tiempo era el Tribunal Supremo de Navarra), los demás jueces y tribunales de Justicia, y la Cámara de Comptos (órgano fiscalizador de las cuentas de la Corona). Se estableció la obligación de enviar hombres al ejército al igual que las demás provincias. Se perdió la facultad de acuñar moneda. Se trasladaron las aduanas desde el Ebro a la frontera francesa.
A cambio, Navarra se reservaba una amplia autonomía administrativa y económico-financiera, asumiendo las facultades de esta naturaleza que ejercían el antiguo Consejo Real y la Diputación del Reino. Así surgió el régimen foral actual.
El nuevo régimen foral permitió la integración de Navarra en el «mercado común» español. Al mismo tiempo, garantizaba su plena autonomía tributaria. Navarra pagaría al Estado «como única contribución directa» la cantidad de 1.800.000 reales para contribuir a las cargas generales del Estado, retirando de dicha cantidad 300.000 reales en concepto de gastos de recaudación y quiebra.
La consolidación este nuevo régimen no estuvo exenta de serias dificultades, pues hubo gobernantes que no aceptaban de buen grado que Navarra quedara al margen de su autoridad y discutieron el carácter paccionado de la Ley de 1841, a la que trataron de considerar como una ley ordinaria susceptible de ser alterada y aun suprimida por otra ley posterior. Surgieron por esta causa conflictos con el poder central, que Navarra logró superar.
Poco después del final de la III Guerra carlista (1873-1876), una vez aplacadas respecto a Navarra las voces extremas que pedían la supresión de sus Fueros por el apoyo prestado a Carlos VII⁸⁸, se mantuvieron conversaciones entre la Diputación y el Gobierno para revisar la cuantía de la contribución única y directa de Navarra a las cargas generales del Estado pues había quedado desfasada. A tal efecto en enero de 1877 se desplazó a Pamplona el conde de Tejada Valdosera, comisionado del Gobierno, para tratar con la Diputación. El acuerdo alcanzado consistió en elevar la cuantía de la contribución directa a dos millones de pesetas.
El momento más peligroso para la pervivencia del régimen foral fue el de la «Gamazada», gravísimo contrafuero provocado por el ministro de Hacienda, Germán Gamazo, que en 1893 pretendió suprimir la autonomía fiscal de Navarra. El Gobierno se vería obligado a echar marcha atrás ante la firme e inteligente actuación de la Diputación Foral, que contó con el unánime apoyo del pueblo navarro. Así se expresaba «El Heraldo», de tendencia liberal demócrata: «Diputados forales llaman la región no domada ni sumisa por el caciquismo codicioso, y por serlo, en su corazón traen todos los bríos de su pueblo… Bien venidos, porque en nombre de un absolutismo que maldijo Madrid, le traen una lección ruda de liberalismo sincero».
Prueba del espíritu que animaba al pueblo navarro fueron las 120.000 firmas de la «Protesta Foral», remitida a la Reina Regente María Cristina de Habsburgo, madre de Alfonso XIII.
Alejado el peligro del contrafuero, se erigió en 1903, mediante suscripción popular, el monumento a los Fueros situado frente al Palacio de Navarra en el Paseo de Sarasate.
En 1898 la Diputación creó el Consejo Administrativo de Navarra, que pasaría más tarde a denominarse Consejo Foral de Navarra. Se lamenta la Corporación, en su acuerdo, que el Consejo tan sólo pudiera tener una función consultiva y asesora: «Bien quisiera la Diputación revestir al Consejo de una potestad legal superior a la suya propia, pero la jurisdicción que tiene otorgada por la ley es intransmisible e indeclinable».
En el siglo XX la foralidad navarra experimentó un proceso de fortalecimiento institucional y competencial con la formalización de importantes convenios con el Estado, de acuerdo con el principio de que para introducir reformas legislativas en Navarra era imprescindible el previo acuerdo entre el gobierno y las instituciones forales. En la necesidad de armonizar el sistema tributario navarro con el del Estado para evitar la doble imposición así como para actualizar la aportación de Navarra a las cargas generales de la nación estuvo el origen de los Convenios Económicos, que no fueron —como algún ignorante cree— concesión del general Franco en pago a la participación de Navarra en el bando nacional durante la guerra civil de 1936.
Un hito importante de este periodo, fue el convenio suscrito en 1925 con el ministro José Calvo Sotelo, del Directorio presidido por el general Primo de Rivera. El objeto del convenio era acomodar al régimen foral las transformaciones sufridas en la vida local, dirigidas a asegurar la plena autonomía municipal. Dado que conforme a la Ley Paccionada, la Diputación ejercía el control económico-administrativo de los Ayuntamientos, lo que podía entrar en contradicción con dicho principio, se pactó que el Consejo Administrativo se convirtiera en un órgano representativo, con facultades decisorias en todo lo relativo a la reglamentación municipal. En él tendrían mayoría los representantes de los municipios y el resto serían elegidos por las llamadas «fuerzas vivas» (tres mayores contribuyentes, dos representantes de la agricultura, uno de la industria, otro de la ganadería y otro de la clase obrera). Esta composición se alteró posteriormente en busca de una mayor representatividad. Podría decirse que durante el régimen franquista sería el único ejemplo de «democracia orgánica» que hubo en España, por cuanto sus miembros eran elegidos por los ayuntamientos, por las fuerzas vivas (Colegios Profesionales, Cámara de Comercio e Industria, entidades culturales, de cooperación y Universidad de Navarra), más tres representantes del Consejo de Empresarios y otros tres del Consejo de Trabajadores⁸⁹.
En 1927, a la vista de las grandes transformaciones económicas experimentadas, que habían dejado desfasada la cuantía de dicha contribución a las cargas generales del Estado, y para evitar la doble imposición sobre las actividades económicas de los navarros en el resto de España y del resto de los españoles en Navarra, se formalizó el primer Convenio Económico, tal y como conocemos en la actualidad. Se establecieron las normas de armonización del sistema tributario de régimen común con el de Navarra y se elevó la aportación de Navarra a las cargas generales, que no se revisaba desde 1877.
La autonomía fiscal de Navarra correría otro gravísimo peligro durante la II República. Una ley de 1932 introdujo un nuevo impuesto denominado Contribución General sobre la Renta. Fue el precedente del actual Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En su artículo 1º se establecía que el impuesto se exigiría «en todas las provincias del territorio de la República». La Diputación Foral, en uso de las potestades que le confería la Ley Paccionada y el Convenio Económico de 1927, acordó en 1935 el establecimiento del impuesto en Navarra.
El Ministerio de Hacienda requirió a la Diputación que justificara su proceder. Así lo hizo, pero el ministro de Hacienda del Gobierno del Frente Popular surgido de las elecciones de febrero de 1936, Gabriel Franco López, perteneciente al partido de Manuel Azaña, no compartió el criterio de aquélla y dictó el 17 de julio —dos días antes de que se produjera en Pamplona el alzamiento cívico-militar—, una Orden ministerial que declaraba que Navarra carecía de facultades para la imposición de una contribución provincial sobre la Renta y establecía la obligatoriedad de la aplicación del impuesto estatal. Se da la circunstancia de que el Boletín Oficial de la Provincia de Navarra publicaría la referida Orden ministerial en su edición del 20 de julio, al día siguiente del alzamiento cívico-militar del 19 de julio de 1936.
No sabemos cuál habría sido la reacción de la Diputación frente al contrafuero del Gobierno del Frente Popular, de haber seguido la legalidad republicana. Lo cierto es que la Diputación, por acuerdo de 29 de julio de 1936, reparó por sí y ante sí el contrafuero. En la exposición de motivos del acuerdo adoptado, la Diputación afirmaba «una vez más el derecho de Navarra a establecer y cobrar la contribución sobre la renta como cualquier otra que considere oportuno implantar en la provincia, haciendo uso de la plena libertad que para establecer el sistema tributario de la misma le reconocen tanto la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841, como el Convenio Económico de 15 de agosto de 1927». Los contribuyentes quedaron obligados a enviar, en virtud de este acuerdo, las oportunas declaraciones a la Diputación, en lugar de hacerlo a la delegación del ministerio de Hacienda en Navarra.
Posteriormente se formalizaron nuevos Convenios Económicos con el Estado (1941, 1969 y 1990). Este último se modificó por los convenios de 1998, 2003, 2007 y 2011. El Amejoramiento del Fuero de 1982 dispone que la actividad económica y financiera de Navarra se rija por el régimen de Convenios Económicos. Se reitera la potestad de Navarra para mantener, establecer y regular su propio sistema tributario. En el Convenio Económico se determinan además los criterios que han de aplicarse para fijar la aportación de Navarra a las cargas generales del Estado.
El régimen de Convenios Económicos supone una gran responsabilidad a la hora de gestionar los recursos fiscales imprescindibles para el sostenimiento de la Administración Foral.
Poseer un sistema diferente de financiación no implica que Navarra no sea solidaria con el resto de España. Navarra posee un régimen de amplísima autonomía, que se financia con sus propios recursos fiscales. El Estado, a su vez, ha de financiar los gastos comunes a toda la nación (instituciones, defensa, diplomacia, justicia, seguridad e infraestructuras básicas). En ejercicio de las competencias que la Constitución y el Amejoramiento reservan al Estado, éste lleva a cabo actuaciones de gran importancia económica en Navarra (aeropuertos, ferrocarriles y grandes obras hidráulicas).
Los actuales Convenios Económicos fijan la aportación de Navarra a la financiación de las cargas generales de la nación. Y lo hacen aplicando a la cuantía global de las competencias no asumidas por Navarra, que se contienen en los presupuestos generales del Estado, un índice de imputación del 1,6%, que equivale a nuestra renta relativa en el conjunto de España y que puede variar en función de su evolución positiva o negativa. Navarra recauda los impuestos y con el saldo resultante, después de descontar la aportación al Estado, ha de sufragar sus propios servicios, tanto en época de bonanza como en época de vacas flacas. Navarra tiene el 1,3% de la población española. Y satisface el 1,6% de los gastos comunes de la nación, donde se incluye además el fondo nacional de compensación interterritorial o de solidaridad.
La acusación, que de cuando en cuando salta a la opinión pública, de que Navarra disfruta de un régimen privilegiado, revela simplemente la ignorancia de quienes la formulan. El Convenio Económico es un pacto entre los Gobiernos de Navarra y de España, que se integra en el ordenamiento jurídico español mediante una ley de las Cortes Generales, tras su aprobación por el Parlamento de Navarra. Hasta ahora, el respaldo en ambas instituciones ha sido prácticamente unánime. Acusar de privilegio a Navarra es tanto como reprochar a la representación de todos los españoles haber actuado de forma contraria al interés general.
Por otra parte, el régimen de Convenio es una manifestación de los derechos históricos de Navarra, amparados y respetados por la Constitución en su disposición adicional primera. Es insostenible imputar a la propia Constitución el haber consagrado la insolidaridad territorial.



 
88 Carlos VII era biznieto de Carlos V. Su padre, en la nomenclatura carlista Juan III, abdicó en 1869 a favor de su hijo, que enarboló la bandera de la Tradición española. El carlismo seguía contando en España con un amplio apoyo popular. En las elecciones de 1871 obtuvo setenta diputados. En 1872, Carlos VII se alzó en armas primero contra el rey Amadeo de Saboya y después contra la I República. Al igual que Carlos V, su ejército consiguió grandes triunfos en el País Vasco y Navarra donde organizó un verdadero estado extraordinariamente eficaz Asimismo dominó en amplias zonas de Levante y Cataluña. Pero la Restauración de la dinastía liberal en la persona de Alfonso XII en 1874 le privó del apoyo de amplios sectores conservadores y en 1876 se vio obligado a pasar la frontera por Valcarlos, seguido al igual que su bisabuelo, por miles de voluntarios. Antes de su entrada en Francia pronunció su célebre «¡Volveré!», que no pudo cumplir. En 1875 juró los fueros vizcaínos y los guipuzcoanos. El acto en la Casa de Juntas de Guernica tuvo gran solemnidad. Carlos VII acabó con la idea de que el carlismo era un movimiento absolutista. Falleció en el exilio en 1909. Le sucedió su hijo don Jaime de Borbón Parma.

89 El Consejo Foral fue el precedente del actual Parlamento de Navarra. Durante la transición a la democracia jugó un papel importante a la hora de fijar una posición común durante la elaboración de la Constitución sobre las cuestiones que pudieran afectar a Navarra. Del último Consejo elegido en las postrimerías del franquismo y que cesó en 1979, formaron parte personas que en el nuevo régimen democrático tuvieron importantes responsabilidades políticas. Este fue el caso de Carlos Garaicoechea, Carlos Clavería, Rafael Gurrea, Javier del Castillo, Mariano Zufía y Tomás Caballero. Este último, portavoz de UPN en el Ayuntamiento de Pamplona, fue asesinado cobarde y alevosamente por ETA el 6 de mayo de 1998.




 
 
27. LA ABOLICIÓN DE LOS FUEROS VASCOS (1876-1877) LOS CONCIERTOS ECONÓMICOS (1878)
 
Entre 1872 y 1876 tuvo lugar la III guerra carlista. El carlismo luchaba en aquella ocasión por la legitimidad de Carlos VII. De no haber sido por el golpe de Estado de Sagunto, de 1874, que proclamó rey a Alfonso XII, hijo de Isabel II, es posible que los ejércitos carlistas hubieran ganado la guerra. En pocos días, la I República, que había desembocado en una dictadura republicana, se derrumbó. El joven monarca contó con el apoyo de un político de gran capacidad y altura intelectual, Antonio Cánovas del Castillo.
Para las Provincias Vascongadas su alineamiento mayoritario en las filas carlistas tuvo como consecuencia la pérdida de los Fueros.
Bien es verdad que en 1876 la foralidad vascongada ofrecía un flanco débil para hacer frente a la avalancha de críticas a la foralidad. Nos referimos a su condición de «Provincias exentas», como eran conocidas por el disfrute de dos exenciones irritantes para el resto de España: la exención de enviar hombres al ejército (difícil de mantener cuando los voluntarios vascongados habían nutrido los ejércitos de Carlos VII) y la exención de contribuir a las cargas generales de la nación, de cuyos servicios también se beneficiaban las Provincias.
Navarra sorteó los problemas derivados de la derrota carlista pues aunque se alzaron voces reclamando la supresión de sus Fueros, éstos ya se habían insertado en el régimen constitucional a través de la Ley de 25 de octubre de 1839 y de la Ley Paccionada de 1841.
Apagado el fuego de los cañones, el presidente del Consejo de Ministros, Antonio Cánovas del Castillo, trató de llegar a un acuerdo sobre ambas exenciones, pero las Juntas Generales se negaron a convenir. Acosado por la opinión liberal, el Gobierno presentó un proyecto de ley a las Cortes que preveía únicamente la supresión de las exenciones, pero no la de los regímenes forales.
Después de apasionados debates de varios días de duración, tanto en el Congreso como en el Senado, sin tocar una coma del proyecto del Gobierno, se aprobó la Ley de 21 de julio de 1876, que suprimía las controvertidas exenciones.
Las Juntas Generales volvieron a negarse a cooperar en la ejecución de dicha Ley. En vista de ello, el Gobierno las suprimió de un plumazo en 1877 y sustituyó las Diputaciones Generales por sendas Diputaciones Provinciales. Así se puso punto final a los regímenes forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.
Pero el Gobierno, comprendió que el Estado no estaba en condiciones de recaudar en el País Vasco los impuestos estatales pues carecía de medios materiales y humanos, no disponía de datos sobre la riqueza de las provincias y, además, los recaudadores serían recibidos con hostilidad. Cánovas del Castillo decidió entonces que la Hacienda tendría un único contribuyente en cada Provincia, que sería la Diputación Provincial. Este es el origen de los Conciertos Económicos del País Vasco.
Un Real Decreto de 1878, oídas previamente las Diputaciones, determinó las cantidades a recaudar en cada tributo. Se fijó un «cupo» por cada uno de ellos. Las Diputaciones recibirían un premio de cobranza y del exceso de recaudación también podían disponer libremente. En el preámbulo del Decreto se decía que de esta forma, las Provincias Vascongadas «entran en el concierto económico nacional». Pero no era una norma paccionada. El nuevo régimen tendría una duración de 8 años.
Mas el Gobierno en 1887, a la vista de su buen resultado, llamó a las Diputaciones vascas con las que acordó los cupos a satisfacer en cada impuesto para un nuevo periodo. En él ya se refiere al «Concierto Económico» como sinónimo de acuerdo.
Asimismo, el Estado decidió que las Diputaciones vascas siguieran gestionando los servicios de los que eran responsables durante el régimen foral antes de su abolición. Venía a ser un buen remedo de la foralidad histórica. La expresión Concierto Económico hizo fortuna.
Hubo nuevas prórrogas del régimen concertado en 1887, 1893, 1894, 1900, 1906, 1913, 1920 y 1926. Durante el régimen franquista, se formalizaron nuevos Conciertos Económicos solo con Álava, en 1952 y 1976. pues el general Franco suprimió en 1937 los de Guipúzcoa y Vizcaya por una injusta ley de castigo, después de calificarlas como «provincias traidoras»⁹⁰.
Los Conciertos Económicos introdujeron un régimen de descentralización de la recaudación de los impuestos estatales. La autonomía tributaria no se alcanzaría hasta después del Estatuto de Guernica de 1979, que estableció que las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrían reguladas mediante el sistema foral tradicional de Concierto.
El primer Concierto Económico con la Comunidad Autónoma Vasca después del Estatuto fue aprobado por una ley de 13 de mayo de 1981. Una vez expirada la vigencia de este Concierto, la ley de 23 de mayo de 2002 aprobó un nuevo Concierto Económico en cuya virtud las Diputaciones lograron alcanzar un régimen de autonomía fiscal similar, aunque no en todo, al de Navarra.
Lo que comenzó como concesión interesada y provisional, por parte de Cánovas para conseguir que las Provincias Vascongadas entraran en el concierto económico español y contribuyeran al sostenimiento de las cargas comunes de la nación, es hoy uno de los pilares fundamentales del actual régimen estatutario de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Hasta el punto de que tras la instauración de la democracia constitucional, en 1978, ha conseguido asemejarse al régimen de Convenio de Navarra, del que aún le separan importantes diferencias, sobre todo en cuanto a su respectiva naturaleza jurídica y el alcance de sus competencias.



 
90 De ser cierta esta imputación, ¿qué habría que haber hecho con Madrid que resistió hasta el último día de la guerra civil?




 
 
28. EL PRIMER INTENTO —FRUSTRADO— DE REINTEGRACIÓN FORAL (1918-1919)
 
A finales del siglo XIX surgió en España un fuerte movimiento regionalista, que llamaríamos en el lenguaje de hoy «transversal», porque agrupaba a personas de todas las ideologías políticas contrarias al mantenimiento del Estado centralista.
En Navarra ese movimiento prendió con gran fuerza. En primer lugar, por el efecto de la Gamazada. Y además, porque uno de los principales valedores del regionalismo era el diputado carlista Juan Vázquez de Mella, que en varias ocasiones había sido elegido por Navarra. A Mella se debe una de las aportaciones más avanzadas sobre la organización territorial de España, que se basaba en una Monarquía federativa con una definición de las competencias regionales muy similares e incluso superiores a las que se aplican hoy a las Comunidades Autónomas en el Estado español.
Surgió así en Navarra el anhelo de reintegración foral. Se añoraban las viejas Cortes, pero no como expresión de una sociedad dividida en clases sociales, sino como representación de todo el pueblo navarro, así como la recuperación de las competencias perdidas en el tránsito al régimen liberal pactado en 1841.
En 1918 las aspiraciones regionalistas estuvieron a punto de hacerse realidad. El Gobierno presidido por el conde de Romanones, bajo el reinado de Alfonso XIII, propuso a las Cortes un proyecto de ley que preveía la creación de regiones y contenía una serie de disposiciones específicas relativas a Cataluña, a las Provincias Vascongadas y a Navarra.
A pesar de ello, el proyecto Romanones no satisfacía las exigencias de «reintegración foral». Las Provincias Vascongadas invitaron a Navarra a constituir una región autónoma. El nacionalismo acababa de estrenar mayoría en las Diputaciones vascas, que decidieron ofrecer a Navarra la posibilidad de integrarse en el País Vasco o Euzkadi⁹¹. La Diputación navarra declinó la propuesta.
Con objeto de concretar las aspiraciones navarras para su inserción en la futura ley regional, la Diputación convocó una Magna Asamblea, que se celebró en el Palacio de Navarra y a la que acudieron los diputados y senadores en las Cortes, los miembros del Consejo Administrativo y representantes de todos los Ayuntamientos navarros. Tras un amplio debate, en el que destacaron las intervenciones del diputado carlista Víctor Pradera y del nacionalista vasco Manuel de Aranzadi, se aprobó por unanimidad una resolución en la que se expresaba que «siendo aspiración constante de Navarra la reintegración foral», consideraba la Asamblea «llegada la oportunidad de que partiendo del régimen jurídico actual, haga presente la Diputación al Gobierno que Navarra reitera una vez más sus propósitos de restaurar sin quebranto de la unidad de España, la integridad de sus facultades forales, con derogación de todas las leyes y disposiciones que a ellas se opongan, manteniendo las especialidades características de este antiguo Reino adaptadas a las actuales circunstancias y conveniencia de Navarra y armonizadas con las facultades del Estado español en las materias propias de éste».
En cumplimiento de este acuerdo, los diputados navarros en las Cortes, de acuerdo con la Diputación, negociaron la inserción en el proyecto de ley de regionalización de una disposición por la que se autorizaba al Gobierno para que «partiendo del actual régimen paccionado convenga con la representación de Navarra el régimen definitivo de esta Región, que será propuesto por los organismos propios de su régimen foral, a los que incumbirá con plena potestad el Gobierno interior de Navarra, sometiendo lo convenido a las Cortes».
El ambicioso proyecto regionalista naufragó. El 15 de abril de 1919, Romanones se vio obligado a dimitir al ser incapaz de contener la marea revolucionaria desatada en Cataluña, con actos de violencia de extrema gravedad, que le llevó a declarar el estado de guerra. El proyecto de regionalización quedó aparcado y ya no volvió a tratarse de la reintegración foral.
La gravísima crisis nacional que vivió España entre 1919 y 1923, que condujo al desmoronamiento del régimen de la Restauración de 1874, impidió que la reintegración foral pudiera llevarse a cabo. Habría que esperar a la Constitución de 1978, que inauguró un largo y próspero periodo de paz en libertad del que todavía disfrutamos, para que Navarra pudiera ver satisfecho su anhelo de reintegración foral. El Amejoramiento del Fuero de 1982 da respuesta en su plenitud a las bases esenciales aprobadas en la ya lejana Magna Asamblea de 1919.



 
91 Aunque no con el nombre ni de País Vasco ni de Euzkadi, la primera vez que se planteó la idea de constituir una unidad política de Navarra con las Provincias Vascongadas se planteó durante la I República española con ocasión de la discusión en 1873 del proyecto de Constitución federal. España quedaría dividida en estados federados o cantones. Las Diputaciones Vascongadas invitaron a la de Navarra a proponer la creación de un estado o cantón único, dentro de la nación española. La Diputación, después de oír el parecer unánime de una junta de notables liberales y republicanos (Navarra se hallaba inmersa en la tercera carlistada), rechazó esta propuesta y manifestó su deseo de constituir un cantón separado. El diputado navarro Serafín Olave, muy respetado en las filas republicanas, consiguió que esta pretensión saliera adelante, de forma que Navarra sería una de las 17 «regiones» españolas. En su exposición a las Cortes, entre otros argumentos de fondo, decía la Diputación: «La unión política, dado que fuese aceptada sin repugnación por el pueblo navarro, ofrecería tan notables peligros para lo sucesivo que la Diputación creería ofender la ilustración de las Cortes constitucionales en detenerse a demostrarlo». La Diputación temía que de imponerse un cantón vasco—navarro se daría un mayor impulso al apoyo mayoritario del que gozaba Carlos VII tanto en Navarra como en las Provincias Vascongadas. Pero la Constitución no llegó a aprobarse pues las Cortes republicanas serían disueltas por el golpe de Estado del general Pavía de 3 de enero de 1874, que abrió el paso al pronunciamiento militar del general Martínez Campos en Sagunto, el 30 de diciembre de 1874, que restauró la monarquía isabelina en la persona de Alfonso XII, hijo de Isabel II.




 
 
29. NAVARRA RECHAZA EL ESTATUTO VASCO-NAVARRO (1931-1932)
 
El 14 de abril de 1931 se proclamó la II República española. En las elecciones municipales celebradas el día 12 de abril, habían triunfado en las grandes ciudades las candidaturas republicanas, a pesar de que en cuanto al número de concejales en toda España se habían impuesto aplastantemente las candidaturas monárquicas. Los republicanos se echaron a la calle para «festejar» su triunfo y, de paso, echar al rey. La verdad es que hubo alegría generalizada en la población española que pensaba, ingenuamente, que se abría ante los españoles un futuro mejor.
Argumentando que no quería provocar un derramamiento de sangre entre los españoles, Alfonso XIII «suspendió» el ejercicio de sus potestades regias. La noche del día 14 de abril el rey salió del Palacio Real por la puerta de atrás y se dirigió a Cartagena, donde un crucero de la Armada lo esperaba para conducirlo a Marsella. Da la impresión de que el rey no quiso correr el riesgo de que las masas asaltaran el Palacio y un final tan trágico como el que habría sufrido el zar Nicolás II. Pero no se entiende cómo dejó abandonados a su suerte a la reina Victoria Eugenia de Battemberg,y a sus hijos, entre ellos su primogénito don Alfonso, Príncipe de Asturias⁹².
Los temores de Alfonso XIII a un baño de sangre no eran infundados. Cuatro meses antes, el 12 de diciembre de 1930, se había sublevado la guarnición de Jaca⁹³.El jefe de las fuerzas rebeldes republicanas, capitán Galán, publicó un bando en el que se decía: «Como Delegado del Comité Revolucionario Nacional a todos los habitantes de esta Ciudad y Demarcación hago saber: «Artículo único: Aquel que se oponga de palabra o por escrito, que conspire o haga armas contra la República naciente será fusilado sin formación de causa».El ejército acabó en pocos días con la intentona.
Menos de un mes después de la proclamación de la II República, entre los días 11 y 15 de mayo de 1931, ardieron en España numerosos conventos e iglesias. La persecución cristianofóbica y anticlerical había comenzado⁹⁴.
El 21 de junio de ese mismo año se celebraron elecciones para elegir Cortes constituyentes, que tendrían como misión elaborar una nueva Constitución. Triunfaron ampliamente las izquierdas, salvo en Navarra donde la candidatura ganadora fue una coalición de carlistas, nacionalistas e independientes católicos.
El 14 de junio de 1931, los Ayuntamientos nacionalistas vascos y carlistas de las Provincias Vascongadas y Navarra aprobaron en Estella un proyecto de Estatuto del Estado vasco, al que no se sumaron el Partido Socialista ni otros partidos republicanos⁹⁵.
En el proyecto, la foralidad quedaba arrinconada y, en su lugar, se optaba por la creación de una región autónoma. El carlismo apoyó inicialmente el Estatuto porque entre las competencias del País Vasco se incluía la facultad de concordar directamente con el Vaticano. Creían que, de esa forma, el País vasco-navarro quedaría al margen de la política anticlerical de la República.
Sin embargo, cuando se hizo entrega del proyecto de Estatuto vasco-navarro al presidente del Gobierno provisional de la República, Niceto Alcalá Zamora, echó a sus mentores un jarro de agua fría al manifestarles que las aspiraciones autonómicas habrían de canalizarse en un Estatuto tramitado conforme a las normas previstas en la futura Constitución republicana para la creación de Regiones autónomas.
En paralelo con el proyectado Estatuto de Estella, la Comisión Gestora de la Diputación de Navarra, el 13 de mayo de 1931, nombró una ponencia integrada por personalidades pertenecientes a distintas fuerzas políticas⁹⁶. Los ponentes redactaron un proyecto de Estatuto Vasco-Navarro y otro exclusivamente Navarro.
El 13 de junio de 1931, convocada por la Gestora, se reunió en el Palacio foral la Asamblea de Ayuntamientos navarros, que en medio de un gran desconcierto, desacuerdo y falta de información hubo de suspenderse.
El 10 de agosto volvió a reunirse la Asamblea. La votación arrojó el siguiente resultado: 304.350 votos a favor de un Estatuto vasco-navarro; 2.808 por el Estatuto navarro; 30.290 por ningún estatuto y 2.561 por una autonomía regional. Se sometió también a votación la enmienda aprobada en la Asamblea de Estella sobre las relaciones del Estado vasco-navarro, régimen de cultos y enseñanza, que en medio de un gran alboroto, por la oposición de republicanos y socialistas, resultó aprobada por 172.026 votos contra 149.977.
El 9 de diciembre de 1931, tras su aprobación por las Cortes, el presidente de la Cámara, Julián Besteiro, promulgó la Constitución. La amplia mayoría de izquierdas sacó adelante su propio proyecto constitucional, sin buscar el consenso de todas las formaciones políticas. El sesgo marcadamente antirreligioso de la Constitución provocó la retirada de las sesiones de los diputados de la minoría vasco-navarra. De los 470 diputados, votaron a favor 338 y los 132 restantes se abstuvieron de votar.
La Constitución republicana no pudo ser más sectaria⁹⁷. Tan pronto como se aprobó por las Cortes, el Gobierno disolvió la Compañía de Jesús y se incautó de los bienes de los jesuitas por estar sujetos a una «autoridad distinta de la legítima del Estado», ya que profesaban, además de los tres votos habituales de las órdenes religiosas (pobreza, castidad y obediencia), un cuarto voto de especialísima obediencia al Papa en el terreno puramente eclesial, que la mayoría republicana interpretó como una sumisión inconstitucional a los dictados del jefe de un Estado extranjero.
A las demás órdenes religiosas se les prohibió crear y mantener centros de enseñanza y su actividad quedó sujeta a un estricto control del Estado. Esto significaba el cierre de los colegios de la Iglesia. Incluso las manifestaciones públicas del culto —las procesiones, romerías, etc.— habrían de ser aprobadas, en cada caso, por el Gobierno. La enseñanza sería laica y a «las Iglesias» se les reconocía el derecho—«sujeto a inspección del Estado»— de «enseñar sus doctrinas en sus propios establecimientos», es decir, el Gobierno podría fiscalizar incluso lo que se estudiaba en los seminarios sacerdotales y noviciados religiosos. En el debate del controvertido artículo 26, Manuel Azaña pronunció una frase que le hizo tristemente célebre: «España ha dejado de ser católica».
Es evidente que la Constitución republicana sólo sirvió para desunir aún más a los españoles. Los preceptos que acabamos de comentar se encontraban muy alejados e, incluso, eran radicalmente contrarios a los principios que años más tarde inspirarían las declaraciones de derechos humanos de las Naciones Unidas y demás organismos internacionales. No es de extrañar que la inquina contra la Iglesia católica corriera como la pólvora y se produjera la quema de las iglesias y conventos en mayo de 1931, que enfrió en muchos el entusiasmo experimentado por la caída de la Monarquía alfonsina, siendo sus puntos culminantes la revolución de octubre de 1934 y el genocidio perpetrado en la zona republicana durante la guerra civil de 1936.
El 8 de diciembre de 1931, un día antes de la promulgación de la Constitución, el presidente de la República, Alcalá Zamora, dictó un Decreto en por el que se confería a las Comisiones Gestoras de Álava, Vizcaya, Guipúzcoa y Navarra «la misión de dirigir los trabajos para formular el proyecto o proyectos de Estatuto o Estatutos en los cuales se fijen y regulen las facultades autonómicas, que como ampliación de las ahora vigentes en dichas provincias, se les puedan conceder con arreglo a la Constitución». A tal efecto, los Gestores convocarían, de común acuerdo, en Vitoria, Bilbao, San Sebastián y Pamplona a los Ayuntamientos de las cuatro provincias para que «reunidos en Asamblea, resuelvan si ha de ser propuesto un solo estatuto para las cuatro provincias o si cada una de éstas tendrá el suyo propio». Decidida esta cuestión, el Estatuto o Estatutos aprobados deberían someterse a refrendo plebiscitario, conforme a la Constitución.
El 31 de enero de 1932, se celebraron sendas Asambleas de los Ayuntamientos vascongados y navarros para decidir si debería tramitarse un Estatuto especial para cada Provincia o un Estatuto conjunto. En la Asamblea navarra se acordó la primera opción, al igual que en las Provincias vascas. Los votos a favor del Estatuto vasco-navarro en función de la población de cada municipio, fueron 207.479 votos a favor frente a 28.891 por el Estatuto navarro, 66.553 por ningún estatuto y 20.034 abstenciones. En total votaron a favor 161 ayuntamientos. Hay que reseñar que 39 ayuntamientos, con un total de 26.150 votos, no acudieron a la Asamblea. El apoyo al Estatuto unitario fue del 64,46 por ciento, mientras que la población representada por quienes votaron a favor del Estatuto navarro, se abstuvieron o no fueron a la Asamblea sumaba el 35,54 por ciento.
Las Comisiones Gestoras de las Diputaciones procedieron en consecuencia a redactar el correspondiente proyecto de Estatuto vasco-navarro, que habría de ser sometido a la aprobación de los Ayuntamientos de las cuatro Provincias.
Pero durante todo este tiempo, en Navarra se había suscitado una gran polémica sobre la conveniencia de su integración o no en el País Vasco o Euzkadi. El clima político se había enrarecido notablemente. Muchos, sobre todo los carlistas, se dieron cuenta de que habían caído en una trampa nacionalista. De modo que las autoridades de la Comisión Tradicionalista decidieron echar marcha atrás, dejando a sus concejales libertad de voto en la prevista Asamblea de Ayuntamientos de las cuatro provincias fijada para el 19 de junio de 1932. El pretexto fundamental de esta marcha atrás era que no se garantizaba la posibilidad de concordar con la Santa Sede. Por su parte, el Partido Socialista Obrero Español y el Partido Radical Socialista decidieron votar en contra. Los periódicos de aquellos meses reflejan la intensidad del debate sobre el Estatuto.
En la mañana de la fecha prevista, se reunió en el teatro Gayarre de Pamplona, la Asamblea conjunta de municipios vasco-navarros, con presencia de los Ayuntamientos de las cuatro provincias, aunque la votación sobre el Estatuto habría de hacerse por separado.
El artículo 1º del Estatuto decía así:
«Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya, en cuanto provincias limítrofes con características étnicas, históricas, culturales y económica comunes, acuerdan constituirse, dentro del Estado Español, en núcleo político-administrativo autónomo, que se denominará en castellano «País Vasco-Navarro» y «Euzkalerría» o «Euzkadi», en lengua vasca, y se regirá por las normas jurídicas del presente Estatuto».
La reunión de la Asamblea, presidida por el socialista Constantino Salinas, se suspendió hasta las cuatro de la tarde, para permitir que los representantes navarros pudieran reunirse para fijar postura⁹⁸. Reanudada la Asamblea a las cuatro y veinticinco, precedida de un gran tumulto, se procedió a la votación. Los representantes vascongados se pronunciaron por la aprobación del Estatuto. Pero Navarra dio la sorpresa. Votaron a favor ciento ocho Ayuntamientos navarros, que representaban ciento treinta y cinco mil quinientos ochenta y dos habitantes. En contra de la aprobación ciento veintitrés Ayuntamientos, que representaban ciento ochenta y seis mil seiscientos sesenta y seis habitantes. Se abstuvieron de votar, treinta y cinco que representaban veintiocho mil ochocientos cincuenta y nueve habitantes. En consecuencia, hubo un 53,47 por ciento de noes (123 Ayuntamientos), frente a un 38,72 por ciento de síes (109 Ayuntamientos). Las abstenciones sumaron el 8,24 por ciento (35 Ayuntamientos).
Los nacionalistas denunciaron que una docena de representantes habían traicionado al mandato que llevaban de su respectivo Ayuntamiento, de modo que el resultado estaba viciado. En cualquier caso, ha de tenerse en cuenta que la aprobación de la Asamblea no era más que el primer trámite, pues seguidamente la propuesta de Estatuto debía someterse, antes de su remisión a las Cortes, a un plebiscito, en el que se exigía aprobación por lo menos de las dos terceras partes de los electores inscritos en el censo electoral. Quórum imposible de obtener tal y como estaba dibujado el mapa electoral de Navarra en aquel tiempo, donde las derechas tenían una amplísima mayoría.
El resultado de la votación de los Ayuntamientos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya fue favorable al Estatuto. El PNV, liderado por el vizcaíno José Antonio Aguirre,que en 1936 se convertirá en el primer lendakari vasco, decidió seguir adelante en la tramitación del Estatuto sin Navarra. No obstante, incluyeron una disposición para permitir la adhesión de Navarra, previo plebiscito de una mayoría de dos tercios del censo electoral navarro que preveía la Constitución para la aprobación de los Estatutos⁹⁹.
El político nacionalista estellés, Manuel de Irujo, reprocharía amargamente a Aguirre esta decisión y a punto estuvo de abandonar la primera línea de la política, aunque no llegaría a consumar su propósito. En una carta al presidente del Euzkadi le reprocharía su actuación. Entre otras cosas el político estellés le decía: «En fin, amigo Aguirre, yo me doy por fracasado, con fracasados no se puede ir a ninguna parte. Sigan Vds. alentando al Partido y que sea lo que Dios quiera de él. Acierte o se equivoque, yo sigo siendo el último afiliado cada vez más navarro, más vasco y más nacionalista. Pero temo mucho que se equivoque y nos separe, no para siempre, porque siempre no existe aquí, pero sí para muchos años».
Desde el fracaso del Estatuto, el PNV se convirtió en Navarra en una fuerza electoral irrelevante. Y no fue Aguirre quien separó a Navarra del lugar en el que no quería estar, sino la voluntad del pueblo navarro que casi un siglo después sigue sin querer sumarse a Euzkadi.



 
92 Doña Victoria Eugenia era nieta de la reina Victoria del Reino Unido. La familia real salió del Palacio Real por la puerta de los Jardines del Moro y fue conducida al Escorial, para evitar la estación del Norte, donde tomó el tren Madrid-Hendaya. Fácil es de imaginar lo que tuvo que sufrir la reina la noche del 14 al 15 de abril.

93 El 17 de agosto de 1930, diversas fuerzas políticas republicanas firmaron el llamado «Pacto de San Sebastián» con la finalidad de fijar una estrategia conjunta que permitiera derribar la Monarquía y establecer la República. Se formó un Comité Revolucionario Nacional del que formaron parte destacadas personalidades como Alejandro Lerroux, Niceto Alcalá Zamora, Manuel Azaña e Indalecio Prieto entre otros, que jugarían un importante papel durante la II República.

94 En los últimos tiempos se han producido en España inquietantes brotes de cristianofobia. Algunos movimientos «populistas» de extrema izquierda arremeten contra la Iglesia y no cesan de ofender los sentimientos religiosos siempre que sean católicos, claro es. «Arderéis como en el 36», fue una de las pintadas que dejaron en la fachada de la Universidad Complutense durante el asalto a la capilla universitaria el 10 de marzo de 2011. Por este hecho sería juzgada y absuelta una de las principales dirigentes en Madrid del movimiento populista de inspiración marxista-leninista y bolivariana. Por lo visto, para algunos jueces proferir estas amenazas no constituyen incitación al odio ni a la violencia, sino que son una manifestación de la libertad de expresión.

95 Víctor Manuel Arbeloa afirma que a Estella acudieron unos 90 Ayuntamientos navarros.

96 La ponencia estaba integrada por los republicanos Ruperto Cuadra, Ramón Bajo Ulíbarri, Mariano Ansó, Francisco Rebota; el carlista Ignacio Baleztena; el liberal José Cabezudo; el independiente Victoriano Lacarra, que fue sustituido luego por Ángel Lazcano; el nacionalista Santiago Cunchillos; el socialista Salvador Goñi, y los monárquicos alfonsinos Miguel Gortari y Rafael Aizpún Santafé.

97 Transcribimos, porque hablan por sí solos, los artículos de la Constitución republicana que demuestran la radical cristianofobia y anticlericalismo de sus impulsores: «Artículo 26:Todas las confesiones religiosas serán consideradas como Asociaciones sometidas a una ley especial. / El Estado, las regiones, las provincias y los Municipios, no mantendrán, favorecerán, ni auxiliarán económicamente a las Iglesias, Asociaciones e Instituciones religiosas. / Una ley especial regulará la total extinción, en un plazo máximo de dos años, del presupuesto del Clero. / Quedan disueltas aquellas Órdenes religiosas que estatutariamente impongan, además de los tres votos canónicos, otro especial de obediencia a autoridad distinta de la legítima del Estado. Sus bienes serán nacionalizados y afectados a fines benéficos y docentes. / Las demás Órdenes religiosas se someterán a una ley especial votada por estas Cortes Constituyentes y ajustada a las siguientes bases: 1. Disolución de las que, por sus actividades, constituyan un peligro para la seguridad del Estado. 2. Inscripción de las que deban subsistir, en un Registro especial dependiente del Ministerio de Justicia. 3. Incapacidad de adquirir y conservar, por sí o por persona interpuesta, más bienes que los que, previa justificación, se destinen a su vivienda o al cumplimiento directo de sus fines privativos. 4. Prohibición de ejercer la industria, el comercio o la enseñanza. 5. Sumisión a todas las leyes tributarias del país. 6. Obligación de rendir anualmente cuentas al Estado de la inversión de sus bienes en relación con los fines de la Asociación. / Los bienes de las Órdenes religiosas podrán ser nacionalizados».

«Artículo 27, 3: «Todas las confesiones podrán ejercer sus cultos privadamente. Las manifestaciones públicas del culto habrán de ser, en cada caso, autorizadas por el Gobierno».
«Artículo 48, 6: «Se reconoce a las Iglesias el derecho, sujeto a inspección del Estado, de enseñar sus respectivas doctrinas en sus propios establecimientos».
98 El gran protagonista navarro de la jornada fue el alcalde de Santesteban y diputado a Cortes por Navarra, Emilio Azarola (radical socialista), que fue quien propuso que se suspendiera la Asamblea para que los navarros pudieran reunirse antes de proceder a la correspondiente votación. En esta reunión, celebrada en el Palacio de la Diputación, se puso de manifiesto la división existente entre los representantes de los Ayuntamientos navarros sobre el Estatuto.

99 El refrendo plebiscitario del proyecto de Estatuto vasco se celebró el 5 de noviembre de 1933. Estos fueron los resultados oficiales del referéndum. El «sí» recibió en Álava 26.015 votos (46,40%); en Guipúzcoa 149.177 (89,52%) y en Vizcaya 236.501 (88,55 %). El «no» registró en Álava 6.695 votos (11,93%); en Guipúzcoa 2.436 votos (1,46%) y en Vizcaya 5.065% (2,03%).




 
 
30. VÍSPERAS DE LA GUERRA CIVIL EL PSOE SE ALZA EN ARMAS CONTRA EL GOBIERNO DE LA II REPÚBLICA (1934)
 
Las convulsiones políticas y sociales del momento paralizaron la tramitación del Estatuto vasco a pesar de su aprobación en el refrendo plebiscitario. En parte también lo fue porque el diputado carlista por Alava, José María Oriol, alegó en las Cortes que en dicha provincia los votos favorables al Estatuto en el plebiscito no habían alcanzado la mayoría de dos tercios exigida por la Constitución. Los nacionalistas replicaron que el quórum había de computarse en el conjunto de la futura región autónoma (el País Vasco) y no en cada una de las Provincias. El PNV demostraba así su menosprecio por los territorios forales al anteponer la creación de la nación vasca a sus derechos históricos y originarios¹⁰⁰.
En las elecciones generales de noviembre de 1933, donde por primera vez votaron las mujeres, los partidos de izquierda sufrieron una humillante derrota. El partido de Manuel Azaña pasó de 30 a 5 escaños. El PSOE, con 59 diputados en un Parlamento de 473 miembros, perdió más de la mitad de los que había obtenido en 1931. La Confederación Española de Derechas Autónomas (CEDA), liderada por José María Gil Robles, fue la minoría mayor con 115 escaños pero bastante lejos de la mayoría absoluta. Los socialistas advirtieron al presidente Alcalá Zamora que el nombramiento de Gil Robles como miembro del consejo de ministros sería «casus belli». Así que el presidente decidió encomendar el gobierno al líder del Partido Radical, Alejandro Lerroux, cuyo «pedigrí» republicano era indiscutible, a pesar de que sólo contaba con 102 escaños. Pero los radicales lograron el apoyo externo de la CEDA, sumando además los 30 del Partido Agrario¹⁰¹, lo que le proporcionaba una cómoda mayoría de 247 diputados en un Parlamento de 473 diputados. La minoría carlista obtuvo un buen resultado, con 21 escaños, pero se mantuvo en la oposición, al igual que el PNV con 4.
Inmediatamente después de su derrota,en 1933, el PSOE comenzó a preparar una huelga general revolucionaria para acabar con la democracia burguesa y proclamar la revolución social, que llevaba inherente la implantación de la dictadura del proletariado a imagen y semejante de la revolución soviética marxista-leninista, aunque sin integrarse —después de un intenso debate interno— en la III Internacional Comunista.
De la organización del alzamiento armado, mediante la creación de milicias paramilitares, se encargaron dos de los máximos dirigentes socialistas, Indalecio Prieto y Francisco Largo Caballero, secretario general de la Unión General de Trabajadores (UGT), el poderoso sindicato socialista. El PSOE, durante la campaña electoral, había anunciado bien a las claras su intención de promover la revolución social sin descartar la violencia insurreccional por entender que la República se había convertido en un régimen «burgués» que había que derribar. Así que debe quedar bien sentado que en aquellos momentos el PSOE no era un partido democrático, sino marxista-comunista aunque sin el apelativo de «leninista», aunque las masas socialistas llamaban a Largo Caballero el «Lenin español»¹⁰².
Cansado Gil Robles de apoyar a un gobierno en cuya gestión tenía vedado participar, exigió a Lerroux la entrada en el gabinete de varios ministros de la CEDA. Este accedió y el 2 de octubre de 1934 se anunció el nombramiento de tres ministros cedistas. Uno de ellos, como ministro de Justicia, fue Rafael Aizpún Santafé, fundador de Unión Navarra, que formaba parte de la Confederación.
La entrada de los ministros de la CEDA en el Gobierno fue el detonante que esperaba el PSOE para su insurrección. El 6 de octubre, la UGT declaró la huelga general revolucionaria y las milicias socialistas trataron de ocupar Madrid, donde hubo graves enfrentamientos armados. El Gobierno consiguió sofocar la rebelión tanto en la capital como en el resto de España, salvo en Asturias.
En Navarra las juventudes carlistas (los requetés) colaboraron con el Gobierno en la tarea de mantener el orden. En la Ribera hubo conatos de violencia y en Alsasua hubo un muerto en un enfrentamiento con la Guardia Civil. En el País Vasco hubo cuarenta víctimas mortales y se produjeron varios asesinatos, entre ellos el del diputado carlista por Guipúzcoa, Marcelino Oreja¹⁰³. Ni el PNV ni su sindicato Solidaridad de Trabajadores Vascos (ELA) se sumaron a la insurrección.
El 6 de octubre de 1934, al tiempo que el PSOE y la UGT se sublevaban en el resto de España, en Cataluña el presidente de la Generalidad, Luis Companys, proclamó unilateralmente el «Estado catalán» en el seno de una inexistente «República Federal Española», desde un balcón del Palacio de San Jaume. Un par de compañías del Ejército bastaron para sofocar la insurrección de Esquerra Republicana de Cataluña. Pero la intentona separatista provocó la muerte de cuarenta y seis personas entre civiles y militares.
En Asturias, la Revolución triunfó momentáneamente en la práctica totalidad del Principado y los mineros sublevados estuvieron a punto de aniquilar al ejército en Oviedo. El envío de importantes efectivos militares consiguió reducir a los insurrectos¹⁰⁴. La también llamada Revolución de Asturias fue para muchos el comienzo de la guerra civil. El centro de Oviedo ofrecía un espectáculo dantesco. En tan sólo 15 días, y en un territorio tan reducido comparado con el conjunto de España, fueron asesinados 35 sacerdotes y religiosos por el mero hecho de serlo.
En toda España, en los combates entre los revolucionarios y las fuerzas del ejército y de seguridad se contabilizaron unos 1.500 muertos de los primeros y unos 300 de los segundos.
Las fuerzas de seguridad detuvieron en toda España a miles de personas y según fuentes revolucionarias, fueron sometidos a juicio entre 15.000 y 30.000 insurrectos. Fueron ejecutados cuatro de los cabecillas de la insurrección. El resto de los encarcelados, cuando el Frente Popular se erigió en triunfador de las elecciones de febrero de 1936, concedió una amnistía general. Prieto logró huir de España, pero Largo Caballero, detenido y encarcelado, fue sometido a juicio del que resultó absuelto por falta de pruebas.
El socialista Indalecio Prieto, en 1946, exiliado en Méjico tras la derrota republicana en 1939, haría la siguiente confesión: «Me declaro culpable ante mi conciencia, ante el Partido Socialista y ante España entera, de mi participación en aquel movimiento revolucionario. Lo declaro, como culpa, como pecado, no como gloria. Estoy exento de responsabilidad en la génesis de aquel movimiento, pero la tengo plena en su preparación y desarrollo»¹⁰⁵.
La Revolución socialista del PSOE es el precedente de la guerra civil. Los gravísimos crímenes cometidos en Asturias por los revolucionarios alertaron a muchos de lo que podía ocurrir si las izquierdas se hicieran con el poder.
Tanto Prieto como Largo Caballero tienen sendas estatuas en el Paseo de la Castellana de Madrid, por el hecho de haber desempeñado la cartera de Obras Públicas en los gobiernos republicanos.



 
100 Según el censo de 1930, Álava tenía 104.176 habitantes, Guipúzcoa 485.205 y Vizcaya 302.329. Es evidente que, aunque todos los electores alaveses hubieran votado en contra del Estatuto vasco, su opinión hubiera sido irrelevante.

101 El Partido Agrario Español se fundó a principios de 1934 con un grupo de personalidades «independientes» de carácter conservador, políticos supervivientes del anterior régimen monárquico, elegidos en las elecciones de noviembre de 1933 y a los que Alcalá Zamora exigió que expresaran su acatamiento al régimen republicano.

102 Puesto que vivimos en una época de reivindicación de la «Memoria Histórica» sobre la tragedia de 1936, transcribimos —entre los muchos textos que podrían seleccionarse— los siguientes párrafos un discurso pronunciado por Largo Caballero durante la campaña electoral de noviembre de 1933: «Se dirá: ¡Ah, esa es la dictadura del proletariado! Pero ¿es que vivimos una democracia? Pues ¿qué hay hoy, más que una dictadura de burgueses? Se nos ataca porque vamos contra la propiedad. Efectivamente. Vamos a echar abajo el régimen de propiedad privada. No ocultamos que vamos a la revolución social. ¿Cómo? (Una voz en el público: «Como en Rusia»). No nos asusta eso. Vamos, repito, hacia la revolución social… mucho dudo que se pueda conseguir el triunfo dentro de la legalidad. Y en tal caso, camaradas, habrá que obtenerlo por la violencia... Nosotros respondemos vamos legalmente hacia la revolución de la sociedad. Pero si no queréis, haremos la revolución violentamente (Gran ovación). Eso dirán los enemigos, es excitar a la guerra civil… Pongámonos en la realidad. Hay una guerra civil… No nos ceguemos camaradas. Lo que pasa es que esta guerra no ha tomado aún los caracteres cruentos que, por fortuna o desgracia, tendrá inexorablemente que tomar. El 19 vamos a las urnas…Mas no olvidéis que los hechos nos llevarán a actos en que hemos de necesitar más energía y más decisión que para ir a las urnas. ¿Excitación al motín? No. Simplemente decirle a la clase obrera que debe prepararse…Tenemos que luchar, como sea, hasta que en las torres y en los edificios oficiales ondee no la bandera tricolor de una República burguesa, sino la bandera roja de la Revolución Socialista». Sobra cualquier comentario.

103 Padre de Marcelino Oreja Aguirre, que fue ministro de Asuntos Exteriores en los Gobiernos del presidente Adolfo Suárez entre 1976 y 1980.

104 El jefe de las tropas que sofocaron la Revolución socialista en Asturias, entre los que figuraba el capitán Rodríguez, abuelo del expresidente del Gobierno en la democracia, José Luis Rodríguez Zapatero, fue el general López Ochoa, que había participado activamente en la conspiración republicana de 1930. Al estallar la guerra civil, el 16 de agosto de 1936, un grupo de milicianos lo sacaron del hospital militar de Carabanchel donde convalecía de una operación, lo asesinaron y no contentos con esto le cortaron la cabeza y la pasearon por Madrid colgada de una bayoneta.

105 PRIETO. Indalecio: Discursos en América. Confesiones y rectificaciones, Méjico, 1944, (págs. 102-104).




 
 
31. LA GUERRA CIVIL DE 1936
 
Los días 16 y 23 de febrero de 1936 se celebraron elecciones generales¹⁰⁶. En ellas se proclamó vencedor el Frente Popular, una amalgama de fuerzas de izquierda y de partidos independentistas, que respondieron afirmativamente a la llamada de Manuel Azaña para constituir una coalición electoral que desalojara del poder a la CEDA.
No se publicaron los resultados globales de las elecciones ni los índices de participación. Estudios publicados después de la instauración de la democracia en 1977, afirmaban que, con una participación de entre el 72 y el 76 por ciento del censo electoral, el Frente Popular había obtenido 4.363.903 votos, frente a 4.155.153 de la derecha. Asimismo, concluían que los partidos de centro lograron 333.300 votos, el PNV 104.176 y el Partido Republicano Radical 124.700.
Pero el sistema electoral no era proporcional sino mayoritario, por lo que el Frente Popular se adjudicó 263 diputados, incluidos los 37 del «Front d»Esquerres» de Cataluña, mientras que a la derecha se asignaron tan sólo 156 diputados¹⁰⁷.
En las elecciones de 1936, la Comunión Tradicionalista (carlista), en coalición con otras formaciones de la derecha, obtuvo la totalidad de los escaños asignados a Navarra (cuatro carlistas, dos de Unión Navarra y un monárquico independiente).
Pues bien, un reciente estudio publicado por los prestigiosos historiadores Manuel Álvarez Tardío y Roberto Villa García¹⁰⁸, nada sospechosos de parcialidad «fascista», han llegado a la conclusión de que la izquierda y el centro izquierda habían obtenido 4.402.811 votos (46%), mientras la derecha y centro-derecha lograron 5.141.368 (53,7%). Y lo que es aún más relevante, han demostrado la existencia de un «pucherazo» por el que la izquierda arrebató a la derecha más de 50 escaños. Este gravísimo «descubrimiento» ha acabado, como ha señalado el historiador Stanley Payne, con el mito de la legitimidad democrática del gobierno del Frente Popular. Todo ello después de examinar acta por acta los resultados electorales.
Las nuevas Cortes, donde ya se registraron graves acusaciones de «pucherazo», tomaron dos decisiones de gran trascendencia: la amnistía para los revolucionarios encarcelados en 1934 y la destitución, manifiestamente inconstitucionaldel presidente de la República, Alcalá Zamora¹⁰⁹. Esta última permitió a Manuel Azaña, que el 19 de febrero de 1936 había sido elegido presidente del Consejo de Ministros, acceder a la presidencia de la República el 11 de mayo de ese mismo año.
A raíz del triunfo del Frente Popular, España entró en una situación caótica. El PSOE, que no había querido formar parte del nuevo Gobierno republicano, continuó enarbolando la bandera de la Revolución social.
El Gobierno se vio desbordado por graves incidentes de orden público. Asesinatos políticos, linchamientos, quema de conventos e iglesias, ocupación de fincas, huelgas salvajes y un sinfín de actos vandálicos se suceden por doquier. Ni militares ni curas pueden salir de casa en uniforme o sotana con garantías de no ser agredidos por los activistas del Frente Popular.
Las derechas ya no se congregan en espacios abiertos por temor a incidentes y muchas de sus sedes son asaltadas e incendiadas. Y lo mismo ocurre con sus medios de comunicación, que son clausurados por el Gobierno. Los anarquistas, por su parte, provocan desórdenes cada vez más salvajes con la finalidad de sembrar el terror.
Y también hicieron su aparición los «escuadristas» de Falange Española, partido fascista fundado en 1933 por José Antonio Primo de Rivera, hijo del dictador, cuya parafernalia entre patriótica y romántica atrajo a muchos jóvenes dispuestos a enfrentarse a la revolución bolchevique y que responden con el ojo por ojo, diente por diente cuando cae uno de sus camaradas.
Se produce así una siniestra y creciente espiral de violencia. En ese clima revolucionario, el país no sólo no avanza sino que se empobrece cada vez más. España es una República sin apenas republicanos. Los que dicen defenderla con mayor ahínco en realidad conspiran para implantar la dictadura del proletariado y alinearse con la tiranía soviética de Moscú.
En las grandes demostraciones de los partidos revolucionarios se gritaba ¡Viva Rusia! Las izquierdas defendían la lucha de clases y, por tanto, el exterminio de la burguesía y de todo aquello que consideraban inherente al orden burgués como la Iglesia, el ejército y la guardia civil. El grito de ¡viva España! lo consideraban como una provocación fascista.
El ejemplo de la sangrienta revolución soviética de 1918 y lo ocurrido durante el triunfo momentáneo de la insurrección socialista en Asturias en 1934, convenció a muchos que no cabía otro camino que el de la contrarrevolución.
Los historiadores progresistas aducen que lo insostenible era la situación de pobreza y marginación de obreros y campesinos. La injusticia era el caldo de cultivo donde se incubaba la revolución. Y tienen razón. Pero la solución no estaba en la dictadura del proletariado.
El socialista Largo Caballero estaba firmemente decidido a hacer saltar por los aires la democracia burguesa de Alcalá Zamora y Manuel Azaña: «Si triunfan las derechas —había dicho durante la campaña electoral—no habrá más remisión; tendremos que ir a la guerra civil declarada. No se hagan ilusiones las derechas, ni digan que esto son amenazas: son advertencias».
Los anarquistas, por su parte, soñaban con implantar el comunismo libertario, incluido el amor libre, y lo decían sin tapujos en «Solidaridad Obrera», órgano de la CNT de Barcelona: «La suerte del pueblo español no se decidirá en las urnas sino en la calle».
Por su parte, los comunistas empujaban al PSOE para que se decidiera a asaltar el frágil cascarón de la democracia española e inclinar la balanza hacia el lado soviético: «Bajo la bandera del Gobierno obrero y campesino —anunciaba el PC—, luchamos por las siguientes reivindicaciones: ligando estrechamente la acción parlamentaria con la acción extraparlamentaria, teniendo como norte el objetivo fundamental de la lucha revolucionaria por el poder y la instauración del Gobierno obrero y campesino».
La izquierda revolucionaria llevaba a cabo una extraordinaria campaña de agitación en los cuarteles, especialmente entre suboficiales y soldados. Enrique Líster, que alcanzaría gran notoriedad militar durante la guerra, estaba a cargo de la propaganda comunista. Durante la República surgieron la Unión Militar Antifascista y la Unión Militar Republicana, que en 1935 se fusionaron para formar la Unión Militar Republicana Antifascista (UMRA). De ella simpatizaban también altos mandos militares como los generales Caminero y Núñez de Prado y un buen número de jefes y oficiales que se encargaban de instruir a las milicias de los partidos de izquierda.
En marzo de 1936, el Gobierno destituye al general Mola como jefe del Ejército de África y le envía a Navarra como gobernador militar. Días antes de su llegada a Pamplona, se reunió con un grupo de generales que decidieron organizar un golpe militar, cuya dirección le encomendaron.
Mola inicia una frenética actividad para sumar a la conspiración a cuantos militares estuvieran dispuestos a pasar a la acción. No podía imaginar que para «salvar a la patria» de la anarquía y el caos el precio a pagar sería un torrente de sangre inocente y un largo período de exterminio de unos contra otros hasta que una parte logró la victoria total. Ni tampoco imaginó que su intención de llevar a cabo un golpe de mano rápido y certero para restablecer el orden y en poco tiempo devolver a los españoles el derecho a regir su propio destino, quedaría radicalmente frustrada por el desarrollo de los acontecimientos, que no supo o no pudo prever.
En Pamplona, Mola entró en contacto con el carlismo, que desde 1934 venía conspirando contra la República para hacer frente a la persecución contra la Iglesia católica y la actitud revolucionaria de la izquierda. Así surgieron los «requetés», que en Navarra lograrán movilizar más de diez mil voluntarios.
El 15 de junio de 1936 el Congreso celebra una de las sesiones más dramáticas de su historia. Ese día sube a la tribuna José María Gil Robles para hacer el siguiente balance del caos en que vivía España:
«Habéis ejercido el poder con arbitrariedad, pero, además, con absoluta, con total ineficacia. Aunque os moleste, señores diputados, no tengo más remedio que leer unos datos estadísticos... Desde el 16 de febrero hasta el 15 de junio, inclusive, un resumen numérico arroja los siguientes datos: Iglesias totalmente destruidas, 160; Asaltos de templos, incendios sofocados, destrozos, intentos de asalto, 251; Muertos, 269; Heridos de diferente gravedad, 1.287; Agresiones personales frustradas o cuyas consecuencias no constan, 215; Atracos consumados, 138; Tentativas de atraco, 23; Centros particulares y políticos destruidos, 69; Ídem asaltados, 312; Huelgas parciales, 228; Periódicos totalmente destruidos, 10; Asaltos a periódicos, intentos de asalto y destrozos, 33; Bombas y petardos explotados, 146; Recogidas sin explotar, 78».
En la misma sesión interviene José Calvo Sotelo, líder de Renovación Española, principal partido de la oposición. En su discurso cometió el error de declararse «fascista», aunque aclaró que sólo era «en el sentido económico del término», para mentar a continuación al ejército: «Considero también que estaría loco el militar que al frente de su destino no estuviera dispuesto a sublevarse a favor de España y en contra de la anarquía si ésta se produjese».
El presidente del Consejo de Ministros, Santiago Casares Quiroga le replicó con contundencia y le hizo responsable «de cuanto pudiera ocurrir». Para el presidente del Gobierno los hechos vandálicos eran consecuencia directa de la represión llevada a cabo por los gobiernos de la derecha, siguiendo la costumbre tradicional de los gobernantes de echar la culpa de todo a los anteriores antes que asumir los propios errores. Calvo Sotelo pronunció entonces unas palabras que desgraciadamente resultarían premonitorias: «Yo tengo, señor Casares Quiroga, anchas espaldas. Su señoría es hombre fácil y pronto para el gesto de reto y las palabras de amenaza... Yo digo lo que el santo Domingo de Silos contestó a un rey castellano: Señor, la vida podéis quitarme pero más no podéis. Y es preferible morir con gloria a vivir con vilipendio».
Fue entonces cuando la diputada comunista Dolores Ibarruri, La Pasionaria, sentenció desde su escaño aunque los taquígrafos no lo reflejaran en el Diario de Sesiones: «Ese hombre ha hablado por última vez». Frase que fue escuchada, según documenta el historiador Ricardo de la Cierva, por el joven diputado de Esquerra Republicana de Cataluña, José Tarradellas, que andando el tiempo se convertiría en presidente de la Generalidad provisional restablecida por el gobierno de Adolfo Suárez en 1977.
La profecía de Dolores Ibarruri no tardaría en cumplirse. El día 12 de julio, un falangista —cuya identidad no se supo entonces— llamado Alfonso Gómez Castillo, comandante del ejército, asesinó al teniente de la Guardia de Asalto, José Castillo, instructor de las milicias socialistas. La reacción no se hizo esperar. A la 1 de la madrugada del 13 de julio, compañeros del asesinado y un grupo de jóvenes socialistas pertenecientes a la escolta de Indalecio Prieto (que aquel día estaba en Bilbao), deciden ir a la caza de elementos falangistas y de derechas. A la 1,30 una camioneta con diecinueve guardias y escoltas de Prieto, bajo el mando del capitán Condés, se dirigen al domicilio de Calvo Sotelo, lo detienen ilegalmente haciendo caso omiso de su inviolabilidad parlamentaria, lo introducen en la camioneta y poco después un tal Cuenca, socialista, le pega un tiro en la cabeza por la espalda. A las cuatro de la tarde arrojan el cadáver en el cementerio de la Almudena.
El asesinato de Calvo Sotelo causa una honda conmoción. El «director» del alzamiento había dispuesto que el 17 de julio se sublevara el ejército de África, que sería trasladado de inmediato a la Península para caer rápidamente sobre Madrid. El 18 de julio se sublevarían las demás guarniciones, excepto la de Pamplona que lo haría el día 19.
Estaba previsto que el general Franco, capitán general de Canarias, se desplazara el día 17 a la zona del Protectorado de Marruecos para ponerse al frente del ejército sublevado. Pero el día 12 de julio envía un mensaje a Mola informándole de que no se contara con él. Poco antes, el 21 de junio de 1936, había dirigido una carta al jefe del Gobierno, Casares Quiroga, en la que le alertaba del descontento existente en el ejército. Sin embargo, el asesinato de Calvo Sotelo le hace cambiar de opinión. El día 17 inicia el viaje para dirigirse al Protectorado marroquí, pero no llega hasta el día 19. Esta demora sería fatal para los planes de Mola, pues la marinería se hace con la flota del Mediterráneo y bloquea la salida del ejército de África, que no conseguirá pasar el Estrecho hasta mediados de agosto. La consecuencia sería el fracaso de la toma de Madrid, lo que daría lugar a la transformación del conflicto bélico en una larga y cruenta guerra civil.
Otro grave contratiempo para los sublevados fue la muerte el 20 de julio de 1936, en accidente de aviación, del general José Sanjurjo, pamplonés, hijo de un militar carlista muerto en la III guerra del siglo XIX, cuando desde Estoril (Portugal), donde se hallaba exiliado, se dirigía a Burgos, en poder de los rebeldes, para ponerse al frente de la sublevación¹¹⁰.
El 19 de julio de 1936, Mola decreta el estado de guerra en Pamplona. Días antes, el príncipe Javier de Borbón-Parma, en nombre del monarca carlista Alfonso Carlos I, transmitió la orden de alzamiento de los requetés. También en ello tuvo que ver el asesinato de Calvo Sotelo, pues el carlismo no se había entendido hasta ese momento con Mola, que no aceptaba sus condiciones políticas, mientras en cambio eran bien acogidas por Sanjurjo.
Lo que ocurrió en Navarra el 19 de julio lo reflejará en 1973 el escritor Jimeno Jurío, Medalla de Oro de Navarra a título póstumo (2015):
«Proclamada el 14 de abril de 1931 la Segunda República, la Constitución impone la separación de la Iglesia y el Estado y la enseñanza laica, prohibiendo las manifestaciones públicas de culto y la presencia de crucifijos en las escuelas. Tales disposiciones herían los sentimientos de la mayor parte del pueblo navarro, exasperado más y más con las noticias de incendios de iglesias y conventos, de asesinatos y de la anarquía imperante en España. Navarra no sufrió desmanes semejantes porque mayoritariamente se constituyó en defensora y guardiana del patrimonio religioso. El descontento cuajó en conspiración para salvar del caos a la patria.
«Emilio Mola, gobernador militar de Navarra, contaba con el apoyo de los requetés. Un histórico 19 de julio de 1936, la Navarra labradora, católica, española, monárquica y foral, se concentró en la plaza del Castillo, tocada con boina roja, para iniciar una nueva cruzada. Los vibrantes compases iniciales del Oriamendi proclamaban a los cuatro vientos que nuestro pueblo empuñaba las armas «por Dios, por la Patria y el Rey», como habían luchado nuestros padres a lo largo del siglo XIC.
«El canto programado, entonado por miles de gargantas, los crucifijos, medallas y «detentes» que los voluntarios lucían al pecho, demostraban suficientemente el carácter religioso que tenía la movilización para los requetés navarros. En el mismo sentido abunda la proclama dirigida por la Diputación Foral el 21 de julio: «En estos últimos años de ininterrumpidos oprobios, Navarra ha sentido vivamente su conciencia ultrajada, sus creencias escarnecidas, su personalidad aherrojada». Navarra lucha «por la fe religiosa, por el respeto a la libertad de nuestra conciencia, por la enseñanza y efigie de Cristo que anhelamos ver pronto presidiendo nuestras escuelas», por la paz y las libertades forales, por la restauración moral y material.
«Un 8 de noviembre de 1937 se concedía en Burgos a Navarra la Cruz Laureada de San Fernando. Parte del texto del decreto, lo mismo que la proclama de la Diputación, figura en los paneles de la fachada del monumento a nuestros muertos: «España entera rinde homenaje y simpatía a las virtudes y alto espíritu de un pueblo, en que no se sabe qué admirar más, si el valor de los que valientemente mueren en los frentes o la generosidad y patriotismo de quienes, alegres, se entregan a la Patria lo más querido de sus hogares».
«Terminada la guerra, los voluntarios volvieron a empuñar arado y hoces. Se sucedieron los congresos eucarísticos y las coronaciones canónicas de las imágenes marianas más relevantes: Roncesvalles, el Puy, Ujué y otras más, culminando en el Congreso eucarístico—mariano de Pamplona, cuando el 21 de septiembre de 1946 era alzada sobre el pavés, proclamada Real y coronada por el cardenal Don Manuel Arce Ochotorena, la venerada imagen de Santa María del Sagrario de Pamplona»¹¹¹.
Años después, en 1986, su visión sería bien distinta
«Toda guerra es monstruosa: sojuzgar, destruir, matar. Muchas de ellas y sus horrores han sido justificadas desde motivaciones religiosas. Desde la prehistoria y en numerosos países y culturas, estas «cruzadas» añaden a las violencias de toda guerra odios fanáticos que hacen más inmisericordes y feroces las represalias y las venganzas.
«Como todas, la última guerra civil española fue brutal. También para Navarra, alzada militarmente «como un solo hombre», «en defensa de Dios y de España», según se dijo. No hubo frentes de combate dentro de su territorio. Sí millares de inocentes muertos: voluntarios y soldados en vanguardia; hombres y mujeres en la retaguardia».
«No volveré a participar en la dialéctica sobre el número de fusilados. Hace tiempo afirmé que tenía identificados, con nombres y apellidos, a 2.288 navarros, aunque la cifra real era mayor. Después de peinar nuevos archivos, Altaffaylla consigna 2.789 como mínimo. Pero el número, aspecto importante para valorar la historia, no puede ser tapiz ocultador del tremendo drama vivido por un sector. Drama inenarrable para las víctimas e imposible de comprender para el verdugo. Drama que quienes alimentaron la esperanza en la libertad, la paz, el respeto a la dignidad humana y la democracia, lucharon para constituir una sociedad donde todo esto fuera realidad, y vieron truncados su ideal y sus vidas. Drama de viudas y huérfanos desposeídos, aterrorizados, escarnecidos, humillados, forzados a sufrir la «paz» del vencedor. Que no es paz la obtenida por la imposición del terror, el dogma, el monopolio, el ejército, la cárcel. Paz es amor y libertad. Para un cristiano, más que precepto, el amor es constitutivo esencial, definición. O se ama o no se es. Dios, a quien hay que defender matando, es producto mezquino de intereses egoístas, residuo de pasadas concepciones teocráticas».
He aquí dos versiones distintas sobre un mismo hecho. Hemos querido reflejar los antecedentes de la guerra civil, porque sin su conocimiento es imposible juzgar lo que ocurrió después. Durante la guerra se cometieron atrocidades por ambas partes. Si hubiera que hablar de genocidio, éste sería el perpetrado contra la Iglesia católica en la zona republicana. Al menos 8.000 curas, frailes y monjas fueron asesinados, en muchos casos cruelmente, por el mero hecho de ser servidores de Cristo. De ellos, 150 eran navarros.
Es una gran falacia decir que 40.000 navarros, un buen día, tuvieron el capricho de salir de sus hogares para asesinar compatriotas «rojos», pacíficos demócratas¹¹². Aunque es verdad, que en Navarra también se cometieron crímenes nefandos, mientras la inmensa mayoría combatía a pecho descubierto en los frentes de batalla y desconocía lo que ocurría en la retaguardia. No fue una generación de asesinos.
Por otra parte, ninguno de los sublevados el 18 o el 19 de julio se proponían instaurar en el momento de su alzamiento una dictadura vitalicia en la persona de Francisco Franco, que, como ya hemos visto, se sumó en el último minuto.
El 21 de septiembre de 1936, en Salamanca, se reúnen los generales Cabanellas, Mola, Franco, Saliquet, Queipo, Valdés, Gil Yuste, Dávila, Kindelán y Orgaz, además de los coroneles Montaner y Moreno. Tras varias horas de deliberación y votación, al final se acordó, por mayoría, la creación de un mando único y el designado, para ello, sería Franco. En la votación, Mola y el futuro «Caudillo» quedarían empatados a cuatro votos, porque Cabanellas se abstuvo. Pero Mola renunció a ser candidato y propuso a Franco. Al final éste fue proclamado jefe del Ejército, aunque se acordó mantener la decisión en secreto hasta dos días más tarde en que la Junta de Defensa Nacional tomaría formalmente el acuerdo. Cabanellas no estaba conforme con el nombramiento de Franco, ni aunque se estableciera la provisionalidad del mismo, y se abstuvo en las dos votaciones efectuadas recordando que se había decidido en los compromisos asumidos, antes del movimiento, la formación de un Directorio provisional integrado por cinco personas.
Se produjo entonces un auténtico golpe de mano en la zona nacional. Además de Generalísimo de los ejércitos, en el orden civil se le nombraba «jefe del gobierno del Estado español», cargo que ejercería durante la guerra. Pero en el Decreto que publicó el diario oficial editado en Burgos, desapareció como por arte de magia la expresión «jefe del gobierno del Estado español». En su lugar, se le nombraba «jefe del Estado español» y nada se decía sobre su permanencia provisional en el cargo. La muerte de Mola en accidente de aviación en junio de 1937 y la de Cabanellas, en mayo de 1938, dejaron a Franco el campo libre.
Habrían de transcurrir cuarenta años de dictadura antes de que los españoles pudieran encontrar el camino de la libertad, la reconciliación y la concordia, que son los fundamentos de la paz verdadera.
El 26 de febrero de 1976, en una conferencia en el Colegio Mayor Larraona, dentro de un ciclo de conferencias sobre «Navarra y su futuro», organizado por Diario de Navarra, y en el que participaron personas de diversas ideologías, dije lo siguiente: «Para que la democracia en España sea factible es preciso restañar definitivamente las heridas de la guerra civil. Yo tengo un profundo respeto hacia cuantos de buena fe, en uno u otro bando, creyeron luchar por un mundo mejor. Pero a la vista de los horrores de aquella lucha entre hermanos, el corazón se estremece y sólo quisiera que esa triste página de nuestra historia nunca hubiera tenido lugar»¹¹³.



 
106 Formaban las candidaturas del Frente Popular a las elecciones de febrero de 1936 los siguientes partidos: Conjunción Republicana (surgida de la fusión bajo el liderazgo de Manuel Azaña de los partidos Izquierda Republicana, fruto a su vez de la fusión de Acción Republicana con el Partido Radical Socialista), Unión republicana (una escisión del Partido Republicano Radical de Alejandro Lerroux), el Partido Nacional Republicano, el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), el Partido Comunista. En Cataluña se presentaron junto a Esquerra Republicana y otros partidos de izquierda catalanista. Además, contaron con el apoyo de los anarquistas.

107 La distribución definitiva de escaños fue la siguiente: Izquierda Republicana (Azaña), 81 escaños; Unión Republicana (Martínez Barrio), 36; Esquerra de Cataluña, 29; Partido Socialista, 88; Partido Comunista, 17; otros partidos de izquierda, 18. En el otro lado del arco parlamentario, la distribución de escaños del centro y la derecha fue la siguiente: Partido Radical (Lerroux), 8; CEDA (Gil Robles), 84; Partido Agrario (Martínez de Velasco), 13; Partido Liberal Demócrata (Melquíades Álvarez), 1; Lliga de Cataluña (Cambó), 11; Partido Conservador (Maura), 3; partidos monárquicos, 24; otros partidos de derecha y centro, 58.

108 ALVAREZ TARDIO, Manuel y VILLA GARCIA, Roberto: 1936. Fraude y violencia en las elecciones del Frente Popular, Editorial Espasa, Madrid, 2017.

109 El pretexto legal para una decisión de semejante trascendencia fue la aplicación del artículo 81 de la Constitución republicana que disponía que el presidente de la República tenía la facultad de disolver las Cortes, por decreto motivado, hasta dos veces como máximo durante su mandato. En caso de segunda disolución, el primer acto de las nuevas Cortes sería examinar y resolver la necesidad del decreto de disolución de las anteriores. El voto desfavorable de la mayoría absoluta de las Cortes llevaba aneja la destitución del presidente. El Frente Popular consideró que, puesto que la primera disolución de las Cortes había sido en 1933 y que la segunda se había producido mediante la disolución anticipada a finales de 1935, procedía la aplicación de este precepto, acordaron que no había motivo para tal decisión por lo que el presidente quedó automáticamente destituido. El ejecutor de Alcalá Zamora sería el socialista Indalecio Prieto. De nada sirvió a Alcalá Zamora la alegación de que no se trataba de la segunda vez sino de la primera, por cuanto en 1933 había disuelto las Cortes constituyentes por haber concluido su misión constitucional al aprobar la Constitución y no por su propia voluntad. De modo que la convocatoria para la celebración de las elecciones de 1936 era la primera que había realizado como presidente de la República a efectos de la aplicación del artículo 81. Tenía toda la razón, pero en las Cortes no hubo ni una sola voz en defensa del presidente. La moción declarativa de la improcedencia de la segunda disolución fue aprobada por 228 votos y 5 en contra el 7 de abril de 1936. Los diputados de la derecha se abstuvieron. Notificado de inmediato al interesado el acuerdo que llevaba aparejada su destitución, se hizo cargo interinamente de la presidencia de la República el presidente del Congreso, Martínez Barrios. El 10 de mayo de 1936, tras el cumplimiento de los trámites constitucionales, se eligió a Manuel Azaña presidente de la República, cuya toma de posesión fue al día siguiente. Su primera intención fue la de encargar la formación de gobierno a Indalecio Prieto, pero el Partido Socialista se opuso a que aquel aceptara el cargo. En vista de ello, designó a Santiago Casares Quiroga, miembro de su partido —Izquierda Republicana—, que sería incapaz de controlar el desbordamiento revolucionario del socialismo y demás componentes marxistas del Frente Popular dispuestos a implantar, por las buenas o por las malas, la dictadura del proletariado.

110 Sanjurjo era un héroe de la guerra de Marruecos donde obtuvo dos cruces laureadas de San Fernando y se le llamaba «el León del Rif». En 1931 era director general de la Guardia Civil y fue quien informó al rey de que no podía responder de la lealtad de los guardias civiles a la Corona. En agosto de 1932 protagonizó un intento de golpe militar contra la República, que fracasó y en el que no hubo derramamiento de sangre. Fue juzgado y condenado a muerte, pero conmutada la pena, estuvo en el penal del Dueso (Cantabria) y finalmente fue desterrado de España en 1933. Ni Sanjurjo ni Mola hubieran aceptado la dictadura vitalicia de Franco.

111 El texto anterior es el colofón del número 162 de la Colección de Temas de Cultura Popular, editada por la Diputación Foral de Navarra en 1973 bajo el título de «La Historia». Bajo la dirección de Jaime del Burgo se publicaron 400 folletos.

112 La terrible persecución contra la Iglesia no es ninguna invención. El nacionalista Manuel Irujo, en un Memorándum fechado el 9 de enero de 1937 dirigió al Gobierno republicano, del que formó parte desde el mes septiembre de 1936 hasta el mes de agosto de 1938, en el que daba cuenta de la magnitud de lo acontecido: «La situación de hecho de la Iglesia, a partir de julio pasado, en todo el territorio leal, excepto el vasco, es la siguiente: a) Todos los altares, imágenes y objetos de culto, salvo muy contadas excepciones, han sido destruidos, los más con vilipendio. b) Todas las iglesias se han cerrado al culto, el cual ha quedado total y absolutamente suspendido. c) Una gran parte de los templos, en Cataluña con carácter de normalidad, se incendiaron. d) Los parques y organismos oficiales recibieron campanas, cálices, custodias, candelabros y otros objetos de culto, los han fundido y aun han aprovechado para la guerra o para fines industriales sus materiales. e) En las iglesias han sido instalados depósitos de todas clases, mercados, garajes, cuadras, cuarteles, refugios y otros modos de ocupación diversos, llevando a cabo —los organismos oficiales los han ocupado en su edificación obras de carácter permanente. f) Todos los conventos han sido desalojados y suspendida la vida religiosa en los mismos. Sus edificios, objetos de culto y bienes de todas clases fueron incendiados, saqueados, ocupados y derruidos. g) Sacerdotes y religiosos han sido detenidos, sometidos a prisión y fusilados sin formación de causa por miles, hechos que, si bien amenguados, continúan aún, no tan sólo en la población rural, donde se les ha dado caza y muerte de modo salvaje, sino en las poblaciones. Madrid y Barcelona y las restantes grandes ciudades suman por cientos los presos en sus cárceles sin otra causa conocida que su carácter de sacerdote o religioso. h) Se ha llegado a la prohibición absoluta de retención privada de imágenes y objetos de culto. La policía que practica registros domiciliarios, buceando en el interior de las habitaciones, de vida íntima personal o familiar, destruye con escarnio y violencia imágenes, estampas, libros religiosos y cuanto con el culto se relaciona o lo recuerda».

113 Nota del autor. Llegado a este punto, quiero a salir al paso de una infame calumnia contra mi padre que se ha difundido a través de publicaciones aberzales que abordan la represión registrada en Navarra durante la guerra civil. En un panfleto aberzale distribuido en Navarra a finales de los años setenta, se llegó a decir que mi padre, Jaime del Burgo Torres, era responsable del asesinato, durante la guerra civil, de siete mil navarros. La acusación en realidad a quien pretendía dañar políticamente era al autor que, en aquellos momentos, desempeñaba la presidencia de la Diputación Foral.

Es un hecho cierto que la mayor parte de los fusilados en Navarra lo fueron en los dos primeros meses del alzamiento y que tendría que ser el propio Mola el que a mediados de septiembre advirtiera, tanto a la Junta de Guerra Central Carlista de Navarra como a Falange Española, que la autoridad militar era la única competente para imponer la pena capital.
El primer historiador que en España se refirió a la represión en Navarra fue el propio Jaime del Burgo, que en 1970 la cifró en cerca de 700 personas. No incluía en ellas los 204 presos que murieron como consecuencia de la gran evasión del Fuerte de San Cristóbal en mayo 1938. Se había basado en las notas que le fueron remitidas por los secretarios de los Ayuntamientos de Navarra. El historiador Salas Larrazábal consideraba que el número de víctimas mortales se situaba en torno a 900. Posteriormente, Jimeno Jurío la elevó a unas 2.449. Ahora se cifra en 3.500 el número de asesinados, pero sin fundarse en una investigación histórica rigurosa.
El 19 de julio de 1936, a las tres de la tarde, Jaime del Burgo, jefe del tercio de requetés de Pamplona, con el grado de capitán dentro de las milicias carlistas, formó con su compañía en el cuartel de Intendencia de Pamplona, quedando encuadrado en la columna mandada por el coronel García Escámez, a la que Mola había encomendado la misión de caer sobre Madrid. La columna salió de Pamplona a las 7 de tarde. Todo lo anterior está plenamente documentado. También lo está que permaneció en el frente de Somosierra, sin regresar ni un solo día a Pamplona, hasta finales de septiembre de 1936. Permaneció en la capital unos diez días, pues inmediatamente después pasó a Guipúzcoa como responsable de la formación del Tercio de Nuestra Señora de Begoña, integrado por requetés vizcaínos que se encontraban en la zona nacional. En la toma de Bilbao, el 17 de junio de 1937, dos días antes de la caída de la ciudad, cayó gravemente herido siendo trasladado al Hospital Alfonso Carlos de Pamplona, sito en el edificio del seminario. Una vez recuperado, fue secretario político del Delegado Nacional de la Comunión Tradicionalista, Manuel Fal Conde hasta el final de la guerra.
Puesto que con tales antecedentes la acusación contra mi padre carecía de fundamento, alguien decidió enlodar su nombre. En la séptima edición del libro «Navarra 1936. De la esperanza al Terror», publicada por una editorial aberzale, y en la que se concluye que el número de asesinados ascendió a cerca de 3.500, se incluyó una declaración del hijo de un interventor del Banco de Vasconia, represaliado por los nacionales, en la que acusa a Jaime del Burgo del asesinato en la calle Aralar de «uno al que llamaban Lozano, una persona un poco parada, de una familia muy conocida en Pamplona. Iba silbando a la altura de la perrera cuando le echaron el alto. Parece que no se dio cuenta y siguió silbando hasta que Del Burgo le soltó un tiro y lo mató allí mismo. Mi padre lo vio. Había más personas y siempre fue de dominio público en Pamplona cómo y quién mató a Lozano».
La verdad es bien distinta. Tomás Lozano, tenía lo que ahora calificamos como discapacidad mental. Un tío suyo manifestó al autor que era muy asustadizo. El día 19 de julio regresaba al anochecer a su casa sita en la calle Pozoblanco y al pasar por el pasadizo de la Jacoba, que comunica la Plaza del Castillo con dicha calle, en momentos en los que sonaban disparos en la calle Jarauta, muy próxima al lugar, una patrulla de vigilancia le dio el alto. Lozano se asustó y echó a correr. Recibió un disparo y cayó mal herido. Fue trasladado de inmediato al Hospital de Navarra donde falleció. Además de que no fue un asesinato sino un trágico incidente, es sorprendente, comenta el periodista e historiador navarro Manuel Martorell, que no se hubiera publicado hasta la séptima edición del libro. Dicho autor señala que la prensa de Pamplona al día siguiente publicó la muerte de Lozano (no «el Lozano»). Asimismo, dice que el tiroteo en el que murió no tuvo lugar en el lugar consignado por el hijo del interventor de la Vasconia sino en el otro extremo de la ciudad, en el pasadizo de la Jacoba, al anochecer, a una hora en la que Del Burgo se hallaba fuera de la ciudad encuadrado en la columna de García-Escámez, que partió a las 7 de la tarde, del 19 de julio, hacia el sur en dirección Madrid (tomando a su paso Alfaro, Logroño y Soria). Martorell también recoge las manifestaciones del propio Jaime del Burgo, en el sentido de que nunca había matado a nadie fuera del campo de batalla, así como el hecho de que no denunciase a conocidos dirigentes izquierdistas como Jesús Monzón, cuando le vio esconderse el 19 de julio de 1936 en una casa próxima a la Plaza del Castillo, o cómo permitió que se alistasen en su compañía a militantes izquierdistas, para evitar que fuesen detenidos.
Manuel Martorell también refiere otro episodio de la guerra civil que demuestra el talante de Jaime del Burgo. Dice que el coronel Bautista Sánchez, conocido por sus ideas antifranquistas (que llegó a ser capitán general de Cataluña) muerto en 1957 en extrañas circunstancias, «tuvo que intervenir para que no pasara a mayores un enfrentamiento entre Del Burgo y un teniente coronel de Artillería con motivo del bombardeo de Guernica.
«El navarro había criticado abiertamente la operación aérea, saliéndole al paso el citado teniente coronel diciendo que eso era lo que había que hacer «con todo el País Vasco y con Cataluña». «¡Y con tu puta madre!» le contestó Del Burgo, elevando el tono de una discusión que terminó llegando a las manos.
«Tras amonestar a ambos, Bautista Sánchez comentó a solas con Del Burgo que compartía sus sentimientos, le pedía que así lo transmitiera a sus requetés y le informó de que el general Mola estaba indignado por lo ocurrido.
«En ese momento, Del Burgo era capitán del Tercio de Begoña… que [fue una de] las primeras unidades que entraron en Gernika tras el bombardeo. Del Burgo se enteró de que los falangistas se disponían a cortar el árbol con hachas, por lo que mandó formar un cinturón de requetés armados y con bombas de mano para proteger el viejo roble y la Casa de Juntas. Muchos años más tarde el jefe de aquella centuria le confirmó aquel hecho y que esa protección impidió que desapareciera para siempre el árbol bajo el que juraban los Fueros los reyes de la Dinastía Proscrita.
«Por estas y otras razones, Del Burgo, durante nuestra entrevista, se mostraba profundamente dolido porque se le señalara, junto a Manuel Fal Conde, como responsable directo de la represión en Navarra. Siempre se declaró contrario a la unificación de FET y de las JONS, a los sistemas fascistas y fue denunciado por no hacer el saludo fascista».



 
 
32. EL ESTATUTO VASCO DE 1936
 
Las Cortes de 1936 decidieron reanudar los trabajos de elaboración del Estatuto vasco. El 17 de abril se constituyó la Comisión de Estatutos, presidida por el socialista Prieto y de la que formaba parte, como secretario, el nacionalista Aguirre. La Comisión, en la que el Frente Popular tenía mayoría, aceptó el 12 de mayo dar validez al plebiscito de 1933 y, por tanto, el escollo surgido sobre la inclusión de Álava en el Estatuto quedaba definitivamente superado. La Constitución era para el Frente Popular papel mojado, siempre que no respondiera a sus intereses políticos.
A mediados de junio la Comisión había dictaminado el Estatuto, excepto en la materia tributaria. Tanto Prieto como Aguirre coincidieron en la necesidad de armonizar la permanencia de los Conciertos económicos provinciales con la atribución a los poderes propios del País Vasco de la facultad de crear su propia Hacienda autónoma, que podría adoptar el sistema tributario que estimara justo y conveniente. El Consejo de Ministros llegó a deliberar sobre el asunto en su reunión del 6 de julio, pero no se llegó a acuerdo, posponiendo su decisión para después del verano.
Pero no contaban con el estallido de la guerra civil. Producida la sublevación cívico-militar contra la República, Manuel de Irujo, se olvidó de la furia desatada contra la Iglesia, a pesar de que el año anterior los nacionalistas habían denunciado en el Vaticano que el clero vasco se mostraba contrario a los nacionalistas y proclive sobre todo al carlismo, exigiendo el cese de esta situación.
En una reunión celebrada en la noche del 19 de julio de 1936, Irujo convenció al Euzkadi Buru Batzar, reunido en Bilbao, que debían aprovechar la oportunidad y negociar con el Gobierno la lealtad del PNV y sus milicias a la República a cambio de la inmediata aprobación del Estatuto plebiscitado en 1933. Ambas partes cumplieron su parte del trato, aunque los «burukides» de Álava y de Navarra ya se habían adherido al alzamiento. En Guipúzcoa y Vizcaya los nacionalistas lucharon contra los sublevados. Y el Gobierno concedió a Euzkadi su Estatuto.
A finales de septiembre de 1936, Prieto, Aguirre e Irujo negociaron el texto final en la Comisión de Estatutos, que aprobó su dictamen el 29 de septiembre. El 1 de octubre, el mismo día de la apertura del segundo periodo de sesiones de 1936, las Cortes de la República, mermadas por la ausencia de los diputados de la CEDA y de los demás grupos de la derecha objeto de sañuda persecución, aprobaron por aclamación el texto del Estatuto, que se promulgó el día 6 de octubre. En el banco azul, se sentaban Prieto, ministro de Marina y Aire, y Manuel de Irujo, que había sido nombrado el 4 de septiembre ministro sin cartera.
Pero el nuevo texto sometido a la aprobación del pleno de las Cortes era diferente al que el pueblo vasco había refrendado. La reducción de la extensión normativa del Estatuto, sugerida por Prieto, permitió al líder socialista introducir algunas modificaciones sustanciales en ciertas cuestiones básicas. Se suprimió todo atisbo confederal, la denominación en euskera (Euzkadi o Euzkalerría) y la expresión «núcleo político administrativo autónomo» que en el proyecto había servido para eludir la expresión «región autónoma». También desapareció una proclamación de la imprescriptibilidad de los derechos históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.
Otra modificación de gran calado político era la relativa a la organización del País Vasco. El «órgano legislativo» de la nueva región autónoma se compondría de representantes «en número no menor de uno por veinticinco mil habitantes», elegido por sufragio universal, igual, directo y secreto. Este sistema electoral condenaba a Álava a la irrelevancia. De aplicarse el censo de 1930, Álava tendría derecho a elegir cuatro diputados frente a los veinte de Vizcaya y doce de Guipúzcoa. El Estatuto de Prieto-Aguirre garantizaba claramente la hegemonía vizcaína.
En materia de enseñanza se produce un drástico recorte de las competencias que figuraban en el texto plebiscitado en 1933. No se hace referencia a la facultad de «organizar y dirigir automáticamente toda la enseñanza» en el territorio vasco porque el Estatuto prevé la coexistencia entre la red de enseñanza que pudiera crear la región autónoma y la propia del Estado.
En cuanto a la materia hacendística, los Conciertos Económicos quedaban en el aire, al disponer que el País Vasco tendría su Hacienda propia y la facultad de establecer su propio régimen tributario.
Por último, se suprimió la disposición final del Estatuto refrendado que establecía el procedimiento a seguir para la posible integración de Navarra en la nueva región autónoma.
En la sesión de 1 de octubre, José Antonio Aguirre había aprovechado un turno de portavoces para apoyar el proyecto: «La República abrió cauces para las aspiraciones de los pueblos que, como el nuestro, constituyen una nacionalidad y tienen una finalidad de libertad. Hoy realizaréis un acto de importancia histórica; vais a aprobar, después de leído, el texto del dictamen del Estatuto vasco; vais a aprobar, a proclamar solemnemente, yo espero que, sin discusión ni observación alguna, el texto de la autonomía vasca».
Llegado el momento de la votación, se aprobó por asentimiento la urgencia del dictamen sobre el Estatuto vasco. A continuación se leyó, y sin discusión quedó aprobado, el dictamen de la Comisión, anunciando el presidente que lo sometería a la aprobación definitiva de la Cámara, lo que tuvo lugar momentos después quedando aprobado por asentimiento. La reacción se refleja en el Diario de Sesiones¹¹⁴. Los Sres. Diputados, puestos en pie, reproducen sus aplausos y vítores a los representantes del País Vasco.
El 7 de octubre de 1936, el Estatuto vasco se publicó en la Gaceta de Madrid.
El socialista Prieto, presidente de la Comisión de Estatutos de las Cortes, fue sin duda el gran triunfador. Euzkadi no sería un «Gibraltar vaticanista» ni tampoco un oasis foral. La reintegración había sido derrotada por una autonomía regional sujeta estrictamente a la Constitución. A los socialistas no les gustaban los fueros ni les motivaban las apelaciones al carácter originario de los derechos históricos. Preferían una autonomía concedida por el Estado y sujeta en todo a la Constitución. Prieto era radicalmente contrario al separatismo¹¹⁵ y creía que la foralidad histórica podía ser más peligrosa que la autonomía sujeta al marco de la Constitución.
José Antonio Aguirre regresó a Bilbao para ser elegido presidente por los representantes de los ayuntamientos (alcaldes y concejales), casi todos ellos vizcaínos, el 7 de octubre de 1936. Ese mismo día, se trasladó a Guernica para jurar su cargo. Utilizó la siguiente fórmula de juramento: «Ante Dios humillado, en pie sobre la Tierra Vasca, en recuerdo de los antepasados, bajo el Árbol de Guernica, ante los representantes del pueblo, juro desempeñar fielmente mi cargo».
Manuel de Irujo había conseguido, por fin, el nacimiento de Euzkadi como unidad política, aunque territorialmente reducida a un minúsculo territorio y le doliera en el alma la ausencia de su propia tierra, Navarra. La aprobación del Estatuto le permitía seguir formando parte del Gobierno de Largo Caballero, según él, para tratar de «humanizar la guerra»,«instaurar la República federal» y «establecer un nuevo orden económico y social» basado en el sentido «humano, demócrata y cristiano de nuestra concepción política».
Recordaremos que el 6 de enero de 1938, el mismo año en que Adolf Hitler, de origen austríaco, consiguió consumar por la fuerza la anexión («Anschlus») de Austria, alegando que alemanes y austríacos eran un mismo pueblo, el germano, como lo demostraba la comunidad de lengua y de cultura, Manuel de Irujo puso punto final en Bayona a un libro de memorias sobre los primeros momentos de la guerra civil entre el 18 de julio y el 7 de octubre de 1936. En él utilizaba la misma expresión que el Führer para referirse a Navarra: «El Anschlus vasco se denominó Estatuto Vasco-Navarro»¹¹⁶.
Lo cierto es que en 1931 se puso de manifiesto que la mayoría de los navarros consideraban que la reintegración foral daba satisfacción a su anhelo de recuperar las instituciones propias del reino de Navarra en el momento de su desaparición. No tenía cabida un poder vasco superior. El apoyo de los carlistas al proyecto de Estella fue porque creían que el Estatuto podía dar satisfacción a la reintegración foral. Pronto se dieron cuenta de la trampa que tendía el nacionalismo, que había llegado a la conclusión de que la autonomía constitucional podía ser un gran paso hacia la independencia al permitir la constitución de Euzkadi.
El «navarrismo» plural de los opositores al Estatuto, que agrupó a personas y partidos de diferente ideología, se conformó en torno al Fuero como fundamento de la libertad y de la personalidad de Navarra. Las cuestiones étnicas quedaron en un segundo plano sin que nadie considerase que el amor a la lengua vasca, y a sus tradiciones culturales, fuera incompatible con una Navarra dueña de su propio destino. No se puede descalificar esta posición política alegando que el fuerismo navarro no era otra cosa que un invento de las clases dominantes para mantener su estatus privilegiado.
Otra cosa es que esta concepción de Navarra necesariamente había de entrar en confrontación con el nacionalismo vasco que, después del fracaso del Estatuto de Estella, sucumbió al posibilismo en busca del camino más corto para llegar a la vertebración del «pueblo vasco», Euzkadi o Euskalerría como sujeto político.
La mayoría de Navarra resistió al Anschlus vasco por el convencimiento de que el Estatuto representaba una amenaza para su identidad y libertad como pueblo, su foralidad y la unidad de España. Es cierto que uno de los paladines de este pensamiento ampliamente compartido fue Víctor Pradera, a quien se pretende ahora descalificar como prototipo de nacionalista español, violento y parafascista¹¹⁷.
Lo cierto es que cada vez que en Navarra se planteó formalmente el dilema Navarra—País Vascongado, País Vasco, Euzkadi o Euskalerría, prevaleció la voluntad de mantener su propia identidad en el conjunto de España. Ocurrió en 1873, cuando Navarra prefirió ser un Estado federado o cantón en el seno de la fracasada República federal; también en 1918—1919, años en que la sociedad navarra tuvo plena conciencia de lo que estaba en juego con motivo del frustrado intento de regionalización impulsado por el conde de Romanones. Por último, el debate sobre el Estatuto vasco-navarro entre 1931 y 1932 apasionó al conjunto de la sociedad y en él intervinieron todos los sectores ideológicos.
Luego vino la gran tragedia de 1936 seguida de cuarenta años en el que el régimen foral se mantuvo vivo en Navarra y los ecos del contencioso Navarra-Euzkadi se apagaron. Pero se trató tan sólo de un largo paréntesis, pues al advenimiento de la democracia, en 1977, el fuerismo navarro volvería a tener enfrente al separatismo vasco.



 
114 Al aprobarse el texto del dictamen la diputada comunista Dolores Ibarruri (la Pasionaria) gritó: «Señores Diputados, ¡viva el Estatuto Vasco!». Refiere el Diario de Sesiones que «los Sres. Diputados puestos en pie aplauden durante largo rato y con gran entusiasmo». Poco después volverían a reproducirse «los aplausos y vítores a los representantes del país vasco» (Diario de Sesiones de Cortes. Congreso de los Diputados, núm. 61, 1 de octubre de 1936., p.20.)

115 En año 1919, el dirigente socialista había expresado este contundente pensamiento sobre los seguidores del fundador del nacionalismo Sabino Arana: «Digo ante el pueblo de Bilbao que soy un enemigo acérrimo, declarado, del nacionalismo vasco... porque representa un espíritu rural y reaccionario incompatible con las esencias liberales que constituyen la divisa de mi vida». Pero la vida da muchas vueltas.

116 Esta era la justificación que daba Irujo al Anschlus vasco: «Naparroa [Irujo escribe Naparroa, no Nafarroa] es la forma histórica de los vascos. Estos encuentran en la Monarquía—Pirenaica las instituciones históricas, las gestas gloriosas, los blasones de triunfos pretéritos. Euzkadi es, por el contrario, el producto de la concepción filosófica, del acto de voluntad de los vascos de constituir su nación sobre las bases de su pueblo, su lengua, sus instituciones y su peculiar genio civil. El Anschlus vasco se denominó Estatuto Vasco—Navarro. Fueron sus enemigos los monárquicos tradicionalistas, que necesitaban tener a Naparroa separada del resto de Euzkadi, para conducirla, apoyando en ella el movimiento reaccionario que ahora conmueve y tan hondamente perturba la vida del Estado. Misión nuestra, de los republicanos, de los nacionalistas vascos, de los demócratas es la de resolver el problema, incorporando a la unidad de Euzkadi el nombre histórico y prestigioso de Naparroa; y ello no tan sólo para hacer más perfecta la obra del Estatuto, sino también con el fin de librar a Naparroa de la esclavitud espiritual, ofrendada una vez más como carne de cañón al servicio de la rebeldía, que pueda hacer de ella medio de bastardas ambiciones de clase o de partido, poniendo nuevamente en peligro el bien supremo de la paz. / Importa menos que el organismo estatal se denomine Naparroa, como la llamó Sancho el Mayor [la denominación Reino de Navarra comienza a utilizarse mucho más tarde, en tiempos de Sancho VI el Sabio], o Euzkadi, según la concepción de Sabino Arana. Nosotros, que nos sentimos y queremos ser vascos con la historia, pero que lo seríamos de igual modo sin la historia o contra la historia, no habríamos de reñir una batalla trascendente para la vida y el porvenir de nuestro país, porque éste se denomine por el histórico y glorioso nombre de Naparroa, o por el moderno de Euzkadi, impuesto por la voluntad coincidente de todos los partidos y organizaciones leales a la República. Ansiamos la unidad vasca, constituida al amparo de un organismo estatal con personalidad propia y los medios adecuados para labrar nuestra cultura y poder ofrecerla en colaboración con los restantes pueblos del mundo al acervo humano del progreso y del saber». (Manuel de Irujo: La guerra civil en Euzkadi, Bilbao, 2007). El libro se editó por la editorial bilbaína Kirikiño a iniciativa del senador del PNV Iñaki Anasagasti y es una recopilación de escritos —«testimonios»— de Irujo.

117 Víctor Pradera fue asesinado en San Sebastián el 5 de octubre de 1936, horas antes de la entrada en la ciudad de las tropas nacionales. En aquellos momentos un hermano de Manuel Irujo era responsable del Orden Público en la capital guipuzcoana. De nada valió a Pradera, al ser detenido, invocar la inmunidad derivada de su condición de miembro del Tribunal de Garantías Constitucionales de la República. Los nacionalistas echan la culpa de este asesinato, del de su hijo Javier y del exdiputado carlista navarro, Joaquín Beunza, que en 1931 había defendido el Estatuto de Estella, a elementos incontrolados de la izquierda. Pradera no era ningún fascista. Era un intelectual muy sólido y así lo demostró en obras como «El Estado nuevo» y «Dios vuelve y los dioses se van».

La concepción tradicionalista del Estado rechazaba todo poder absoluto, dictatorial o totalitario. El rey no solo debía reinar sino también gobernar, siempre con sujeción al imperio de la ley y al control de las Cortes. Éstas serían representativas, aunque no elegidas por sufragio inorgánico. En ellas tendrían asiento los representantes de las regiones y de los municipios, de otros organismos sociales como las asociaciones de trabajadores y empresarios, las universidades, los colegios profesionales, el ejército, etc. Esta democracia corporativa del carlismo se hallaba acorde con la doctrina social de la Iglesia, que rechazaba tanto el liberalismo capitalista como el totalitarismo marxista. Convendrá recordar que hasta el Concilio Vaticano II (1966) la Iglesia no aceptará sin reserva alguna el sufragio universal como fuente de legitimación del poder político.
El carlismo era enemigo del Estado centralista y sus soluciones en materia regional y fuerista sorprenden por lo avanzado de sus soluciones de autogobierno. Defendía la supresión del servicio militar obligatorio y su sustitución por un ejército netamente profesional. Se proponía implantar la austeridad en la Administración pública y restaurar el «juicio de residencia», para obligar a todos los cargos públicos a rendir cuentas de su patrimonio antes y después de su desempeño.
Afirmaba la existencia de una doble soberanía: la política, ejercida por el Estado, y la soberanía social, nacida de la familia, del municipio, de la región así como de las demás entidades intermedias en cuya vida interna no podía haber injerencia alguna del poder político.
En suma, el carlismo a lo largo del tiempo se transformó en un movimiento romántico, nacido del pueblo, por y para el pueblo, confesional, patriótico, legitimista. Todo esto se resumía en su lema «Dios, Patria, Rey», al que solía añadirse la palabra Fueros después de Patria en los territorios forales.
Sus enemigos decían que los carlistas estaban fuera de lugar en pleno siglo XX. Pero durante casi cien años habían sido capaces de resistir los feroces ataques de una burguesía caciquil, corrupta y antisocial, surgida en el régimen de la Restauración.
No, no tenía razón, Jimeno Jurío cuando definió a Víctor Pradera como «militante de extrema derecha». Ocurre que su gran «delito» fue oponerse a que Navarra dejara de ser Navarra.



 
 
33. EL RÉGIMEN FORAL DURANTE LA DICTADURA DEL GENERAL FRANCO
 
Un Estado militarizado y caudillista como el que se implantó en España, en los primeros años de la postguerra encontró en la centralización y el uniformismo legislativo una herramienta fundamental para llevar a cabo sus objetivos políticos.
De no haber sido porque, guste o no, una gran mayoría de los navarros se sumó con entusiasmo al alzamiento, derrochando valor y dejando casi cinco mil muertos a lo largo y ancho de la geografía española, el régimen foral de Navarra hubiera quedado en entredicho en el marco de un Estado totalitario.
La Cruz Laureada de San Fernando, que desde 1937 orlaba el escudo de Navarra, frenó los ímpetus centralizadores y uniformistas de los forjadores del «Nuevo Estado», de corte fascista, que se verían obligados a respetar el bando de guerra del general Mola de 19 de julio de 1936, en el que se declaraba, por ser una exigencia del carlismo, que «seguirá en todo su vigor el actual régimen foral de la provincia de Navarra».
Ya vimos a la Diputación Foral dejar sin efecto, el 22 de julio de 1936, una Orden del Ministerio de Hacienda del Gobierno republicano que suponía un gravísimo contrafuero. El 27 de julio ordenó la colocación del Crucifijo y el restablecimiento de la enseñanza católica en las escuelas de Navarra. El 11 de agosto restableció la Junta Superior de Educación, organismo rector de la educación en Navarra creado por las Cortes de Navarra en 1828 y desaparecido tras la Ley Paccionada, anunciando que se mantendría firme «en los propósitos que tiene anunciados de restaurar en toda su integridad el régimen foral en todo cuando afecta a la organización y régimen de la Enseñanza primaria en España». El 15 de agosto restableció la Compañía de Jesús, a la que le permitía tomar posesión de las instituciones, colegios y propiedades sitos en Navarra, que le habían sido incautados por el Estado. Y el 28 de agosto creó la Junta de Beneficencia de Navarra, la Junta de Reformas Sociales y la Junta de Reforma Agraria. En materia tributaria promulgó numerosas disposiciones.
Sin embargo, el ímpetu reintegrador que hubiera debido llevar a Navarra a la plenitud de su autonomía se apagó muy pronto. El régimen foral languideció durante largo tiempo mientras se consolidaba el nuevo centralismo del Estado. Quizás los gestores de la Diputación llegaron a la conclusión de que bastante harían con mantener intacto el legado de la Ley Paccionada y ejercer sin problemas las facultades forales Navarra.
La primera elección de la Diputación, después de la guerra civil, tuvo lugar el 9 de mayo de 1940 por el Consejo Foral Administrativo que había sido nombrado durante la República. A partir de 1949 se aplicaron las normas generales, conforme a la Ley Paccionada. Cada una de las cinco Merindades elegía a su diputado foral (Tudela, Olite y Sangüesa) o a sus dos diputados (Pamplona y Estella, por ser las de mayor población). El cuerpo electoral en cada Merindad eran los representantes de sus respectivos Ayuntamientos, pero estos no eran elegidos por todos los vecinos. Había tres grupos de concejales. El tercio familiar, elegido por elección de los cabezas de familia; el tercio sindical, en representación de los sindicatos que agrupaban a empresarios y trabajadores; y el tercio de entidades, entre cuyos candidatos designaba el Gobernador civil.
Precisamente, en los años cincuenta del siglo pasado, algunos gobernadores civiles, que no se resignaban con el papel en cierto modo secundario que la existencia de la Diputación Foral les imponía, incurrieron en contrafuero al suspender varios acuerdos de la Corporación en materia municipal. Se trataba de cuestiones de orden menor, pero que afectaban a facultades propias de la Diputación conforme a la Ley Paccionada de 1841. Tales contrafueros provocaron una fuerte tensión política e incluso algaradas populares. En último término, el arbitraje del Jefe del Estado, condicionado sin duda por la participación de Navarra en el alzamiento de 1936, acabaría por inclinar la balanza a favor de la Diputación Foral.
A finales de dicha década comenzaron a oírse voces, todavía de forma clandestina, que denunciaban el lamentable estado de los Fueros de Navarra. En 1966, el autor declaró a Diario de Navarra que «el sistema electoral es una verdadera camisa de fuerza para las instituciones forales».
En los años sesenta del siglo pasado, tanto en Navarra como en el resto de España, volvió a resurgir el carlismo, que apoyaba la legitimidad dinástica de Javier de Borbón-Parma y de su hijo Carlos Hugo, como Príncipe Asturias, de Viana y de Gerona. Estos, en la anual Romería de Montejurra, que se celebraba el primer domingo de mayo, conseguían congregar a unas cien mil personas, toda una proeza si se tienen en cuenta las circunstancias (dificultades de transporte y silenciamiento de los medios de comunicación).
De hecho, aunque no existía libertad de asociación política, el carlismo se organizaba y funcionaba como un partido político, en una semiclandestinidad tolerada, que daba a la sociedad navarra una cierta pluralidad política. A través del tercio familiar, comenzaron a ser elegidos concejales carlistas y personas independientes sin vinculación al Movimiento Nacional, expresión que se impuso a la del partido único Falange Española Tradicionalista y de las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista (FET y JONS), amalgama de formaciones impuesta por Franco en 1937.
En 1964 irrumpieron en la política navarra dos destacadas personalidades: el empresario Félix Huarte y el director de la Caja de Ahorros Municipal, Miguel Javier Urmeneta, que había sido alcalde de Pamplona por designación del «Caudillo», que en esta ocasión tomó una más que acertada decisión. La llegada de ambas personalidades a la Diputación supondría el comienzo de una nueva etapa de revitalización del régimen foral y de transformación de la sociedad navarra.
La Merindad de Pamplona los eligió diputados forales gracias a contar con el decidido apoyo del carlismo. Félix Huarte, por ser el de mayor de edad de los diputados forales, se convirtió en vicepresidente (presidente «de facto») de la Diputación Foral. Recordemos que conforme a la Ley Paccionada, el presidente «de iure» era el gobernador civil.
La nueva Diputación impulsó una serie de programas de promoción industrial, agrícola, ganadera, forestal, educación, obras públicas, turismo, cultura popular, patrimonio histórico y artístico, bibliotecas, etc. Se acometieron importantes obras de infraestructura (autopista, aeropuerto, carreteras, abastecimiento, saneamiento de poblaciones, telecomunicaciones, etc.) y en general se modernizaron todos los servicios dependientes de la Diputación Foral. No hubo ninguna parcela de la Administración en la que no se dejara sentir su empuje.
Asimismo, desde las páginas de Diario de Navarra y El Pensamiento Navarro (periódico carlista), se llevó a cabo una intensa campaña de divulgación foral y de defensa del carácter paccionado del régimen navarro, puesto en cuestión en ocasiones por los juristas centralistas, que alegaban que la Ley Paccionada no era tal, pues podía ser modificada o derogada unilateralmente por el Estado.
Fue aquél un momento decisivo. Aunque algunos viejos caciques del régimen ofrecieron resistencia, el deseo de cambio, progreso e innovación fue imparable. El camino quedó expedito para la transformación democrática de la sociedad navarra en la década de los setenta.
En 1969 se pactó con el Estado un nuevo Convenio Económico que supuso un punto de inflexión al triunfar las tesis sostenidas por Navarra en materia tributaria y financiera.
Otro hito importante fue la promulgación de la Compilación de Derecho Civil Foral o Fuero Nuevo de Navarra. La elaboración de la Compilación se produjo mediante acuerdo entre una Comisión de Juristas designados por la Diputación (los mejores especialistas en el Derecho Foral privado que había en Navarra) y la Comisión General de Codificación del Estado. El acuerdo se promulgó, sin pasar por las Cortes para evitar que pudieran presentarse y aprobarse enmiendas que modificaran el texto pactado, en virtud de una Ley de la Jefatura del Estado de 1 de marzo de 1973, que hizo uso de las facultades excepcionales reservadas al «Caudillo» durante la guerra civil.
El Fuero Nuevo fue recibido por algunos juristas con gran sorpresa. Miguel Herrero de Miñón, brillante jurista, que sería más tarde uno de los miembros de la ponencia que redactó el proyecto de la Constitución de 1978, llegó a decir que ante la atribución a un ente administrativo, como la Diputación Foral, de facultades en el ámbito del Derecho privado, de forma que en lo sucesivo para modificar la Compilación se requeriría formalizar un convenio previo con dicha institución foral, «estaríamos ante una figura claramente confederal, esto es, ante un caso de soberanía compartida».
También hubo críticas por parte de los nacionalistas vascos. Desde su exilio en París, al conocer la promulgación del Fuero Nuevo, el histórico dirigente nacionalista, Manuel de Irujo, remitió el siguiente telegrama a la Diputación Foral: «APROBADO APÉNDICE CÓDIGO NAVARRA PIERDE SOBERANÍA CIVIL POR GESTIÓN INDIGNA STOP CUANDO NAVARRA RECOBRE LIBERTAD EXIGIREMOS RESPONSABILIDADES»¹¹⁸.
Lo cierto es que el Fuero Nuevo evitó la fosilización de nuestro derecho civil privado, pues al no celebrarse Cortes desde 1829 no había tenido la posibilidad de actualización.
Y así llegamos a la transición, a la democracia. A la muerte del general Franco, gracias al impulso de 1964, el régimen foral de Navarra ofrecía un aspecto muy distinto al que permitía deducirse de los aparentemente raquíticos preceptos de la Ley Paccionada. La Diputación Foral se había convertido en un auténtico gobierno regional. El número y amplitud de las facultades forales era interminable. De una u otra forma, la Diputación intervenía, aunque fuera en materias de la competencia estatal, en todo aquello que pudiera afectar al interés general de Navarra y a la promoción social, económica y cultural del pueblo navarro.
Navarra poseía una amplísima autonomía. Es verdad que en gran medida era de carácter administrativo. Pero no es menos cierto que la Diputación dictaba normas de naturaleza legislativa en algunas materias como la fiscalidad, la función pública y el régimen municipal. Por otra parte, el carácter paccionado del régimen foral implicaba el reconocimiento de una relación con el Estado basada en el principio de bilateralidad. Si Navarra recuperaba sus viejas Cortes, es decir, la potestad legislativa y negociaba una revisión de sus competencias en el marco de una interpretación mucho más amplia del concepto de unidad constitucional, habría alcanzado una plena autonomía política. Ese era el pensamiento del incipiente centrismo político, reformista y democrático, que comenzaría a abrirse paso, poco a poco, en la sociedad navarra en los años de la transición a la democracia.
Sin embargo, en las postrimerías del franquismo flotaban en el ambiente una serie de preguntas inquietantes: ¿Cuál sería la suerte del régimen foral el día en que el pueblo español recuperase el libre ejercicio de su soberanía política? ¿Qué sería de la autonomía fiscal? ¿Aceptarían las futuras Cortes democráticas el carácter bilateral del régimen foral? ¿Volverían a reproducirse los debates que tuvieron lugar a lo largo del siglo XIX sobre la cuestión foral?
Se avecinaban, pues, momentos apasionantes. Quienes teníamos la absoluta convicción de que el Fuero no era un privilegio franquista ni una antigualla del pasado sino el instrumento jurídico garante de la libertad colectiva de Navarra, nos dispusimos a afrontar, con un entusiasmo sin límites, la tarea no sólo de hacerlo respetar sino de fortalecerlo o mejorarlo. Era el momento de pasar a la ofensiva.
Desde 1841 Navarra había tenido que estar durante mucho tiempo a la defensiva, por la necesidad de hacer frente a una interpretación expansiva y centralista del concepto de unidad constitucional. Si, como podía presumirse, el centralismo tenía los días contados habida cuenta de la fuerza emergente de las aspiraciones autonomistas, Navarra debía intentar la conciliación del Fuero con la Constitución, hasta entonces claramente divorciados, así como aprovechar la oportunidad para reivindicar no sólo el derecho a mantener el régimen histórico sino a obtener la reintegración foral, es decir, la autonomía política plena.
Al final, esta postura inicialmente defendida en solitario por los centristas navarros de la UCD, que obtuvo seis de los nueve escaños atribuidos a Navarra en las Cortes constituyentes de 1977, fue aceptada por las demás fuerzas políticas «constitucionalistas» (fundamentalmente el PSOE), lo que permitió a la primera Diputación Foral democrática, elegida en 1979, con el respaldo de la gran mayoría del Parlamento Foral, negociar con el Estado el pacto de 1982, para la Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral, que constituye una auténtica novación de la Ley Paccionada.
Si el Pacto-Ley de 1841 fue la consagración del liberalismo fuerista, el Amejoramiento del Fuero de 1982 sería el triunfo del fuerismo democrático.



 
118 Años más tarde, Irujo regresó del exilio y formó parte en 1979 del primer Parlamento Foral. Nunca exigió responsabilidades por esa supuesta gestión tan «indigna» de la última Diputación del franquismo. Tal vez porque el que más adelante sería presidente de su partido, Carlos Garaicoechea, consejero foral en el momento de la promulgación del Fuero Nuevo, nada objetó cuando la Diputación sometió el texto acordado a la consideración de la Comisión permanente del Consejo Foral, al que aquél pertenecía como presidente de la Cámara de Comercio e Industria de Navarra.




 
 
34. EL PRÍNCIPE DON JUAN CARLOS SUCESOR DEL GENERAL FRANCO (1969)
 
El 20 de noviembre de 1975, murió en el Hospital Universitario madrileño de La Paz, Francisco Franco, Jefe del Estado, «Caudillo» de España» y Generalísimo de los Ejércitos. Su dictadura vitalicia dio comienzo el 28 de octubre de 1936, día en el que la Junta Militar constituida por los generales sublevados, le nombró «Jefe del Gobierno del Estado español», un nombramiento que en el camino hacia la imprenta del boletín oficial alguien lo convirtió en «Jefe del Estado español». Mantuvo hasta su muerte sus poderes absolutos, algo más templados en la última década en la que la sociedad española experimentó una profunda transformación en todos los órdenes.
En 1947, se aprobó en referéndum, realizado sin ninguna garantía democrática, la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado. En su virtud, España quedaba constituida «en Reino» y el sucesor de Franco a título de rey sería nombrado por las Cortes a propuesta del Jefe del Estado¹¹⁹.
La Ley de Sucesión alimentó las expectativas de los carlistas, aunque se hallaban divididos respecto a quién era el rey legítimo tras la muerte sin hijos, en 1936, de Alfonso Carlos I¹²⁰. Pero también crecieron las de los monárquicos partidarios de la restauración en la persona de Juan de Borbón, sucesor de Alfonso XIII que había fallecido en 1941.
En 1948, Juan de Borbón¹²¹, que en 1945 había reclamado la celebración de elecciones libres cuando ya era evidente el triunfo de los aliados sobre Hitler, reclamación reiterada en 1946, entregó a su hijo don Juan Carlos al general Franco para que tutelara personalmente su educación en España.
Pero Franco, llevado de su concepción mesiánica del poder, no tenía la menor intención de poner fin a su dictadura vitalicia, aunque en 1961 sufrió un grave accidente de caza que, según comentarían fuentes cercanas, le hizo comprender que no era eterno y debía pensar en su sucesión. A pesar de ello, todavía tardaría ocho años en dar a conocer su decisión.
Antes de hacerlo excluyó la solución carlista. A finales de 1968, de España de la noche a la mañana, expulsó a don Javier de Borbón-Parma y a su hijo Carlos Hugo, casado con la princesa Irene de los Países Bajos, hija de los reyes de Holanda, así como a los demás miembros de su familia.
Después hubo de resistir presiones familiares y de algunos sectores del Movimiento que pretendían el nombramiento del príncipe Alfonso de Borbón y Dampierre, casado con Carmen Martínez Bordiú, nieta de Franco¹²².
De modo que a Franco se le presentaba un dilema. Proponer como rey a don Juan o saltar el orden sucesorio de la dinastía alfonsina y formular la propuesta en favor de su hijo don Juan Carlos, de cuya educación se había ocupado personalmente desde 1948.
Finalmente, se decidió por Don Juan Carlos, al que las Cortes votaron como sucesor a título de rey en una solemne sesión celebrada el 22 de julio de 1969. En total votaron 519 procuradores, de los que 491 lo hicieron a favor, 19 en contra y se registraron 9 abstenciones. Don Juan Carlos tuvo que renunciar a utilizar el título de Príncipe de Asturias para ser llamado «Príncipe de España», porque en la concepción del régimen no se trataba de una «Restauración» de la dinastía alfonsina sino de la «Instauración» de una nueva monarquía. «Nada debemos al pasado», había dicho Franco en su discurso ante las Cortes.
Entre los 19 procuradores que votaron en contra se encontraban los navarros José Angel Zubiaur y Auxilio Goñi, carlistas elegidos por el tercio familiar en octubre de 1967 donde obtuvieron un rotundo triunfo sobre los candidatos rivales.
Don Juan Carlos, el mismo día 22 de julio de 1969 juró ante las Cortes, en presencia de Franco, fidelidad a los Principios del Movimiento Nacional y las demás Leyes Fundamentales del Reino. Pero además dijo en su discurso algo que quizás pasara inadvertido: «Tengo gran fe en los destinos de nuestra Patria. España será lo que todos y cada uno de los españoles queramos que sea».
La proclamación de don Juan Carlos como sucesor del régimen del 18 de julio, humilló profundamente a su padre. Hay quien sostiene que se trató de una venganza de Franco por haberle asestado una puñalada trapera en 1945 y 1946 reclamando elecciones libres en unos momentos en que el franquismo estuvo en grave riesgo por la victoria de los aliados frente a la Alemania nazi¹²³.
La designación de don Juan Carlos como sucesor de Franco, causó un grave distanciamiento entre padre e hijo. Don Juan se negó a renunciar a sus derechos dinásticos y no sabemos si hubiera rechazado recibir el trono de manos de Franco. Sería en mayo de 1977, inmediatamente después de la convocatoria de las primeras elecciones democráticas del 15 de junio, cuando se produjo la renuncia a sus derechos en un acto que tuvo lugar en La Zarzuela. Don Juan, falleció en 1993 y fue enterrado, con honores regios, en el Panteón de Reyes del Monasterio del Escorial. Varios años antes se le había declarado un cáncer de laringe, del que fue tratado en la Clínica Universitaria de Navarra, donde murió.
En Navarra, el nombramiento de don Juan Carlos como Príncipe de España reavivó el enfrentamiento del Partido Carlista con el régimen. Tras su expulsión, a finales de 1968, Carlos Hugo inició un proceso de radicalización ideológica, con su conversión al «socialismo autogestionario», según el modelo implantado por el comunista yugoslavo Tito, e inició contactos con los partidos de la oposición en el exilio. Autorizó la creación de los Grupos de Acción Carlista (GAC), que emprendieron una peligrosa espiral de violencia con apoyo logístico de ETA. El 23 de agosto de 1970, cinco miembros de los GAC pusieron una bomba en los locales de «El Pensamiento Navarro», cuyo consejo de administración se había negado a secundar las directrices de la junta regional del Partido Carlista¹²⁴. Por la misma causa, el 2 de mayo de 1971 los GAC ocuparon varias horas la emisora Radio Requeté de Navarra.
Durante todo este tiempo, el futuro rey hubo de aguantar carros y carretas. Pero pronto demostraría que su aceptación del nombramiento como sucesor de Franco en 1969, no había sido para convertirse en «el Rey del 18 de julio», sino en «el Rey de todos los españoles». Y para ello tendría que probar su capacidad para conducir al país a la democracia.
El 22 de noviembre de 1975, las Cortes españolas proclamaron al Príncipe de España, don Juan Carlos de Borbón y Grecia, como Jefe del Estado a título de rey. ¿Se harían realidad los chistes que el ingenio popular había dedicado al nuevo rey, al que jocosamente se le llamaba Juan Carlos I «el Breve»? ¿Volveríamos los españoles a las andadas? ¿Seríamos capaces de vivir en democracia? ¿O sería cierto que «Spanish is different»?



 
119 En el referéndum votó el 86,5 por ciento de un censo de 16.187.992 electores. A favor de la Ley se pronunciaron 14.454.428, el 95,86 por ciento de los votantes. En contra lo hicieron 643.501 electores, un 3,97 por ciento de los votos emitidos.

120 El monarca carlista Alfonso Carlos I, que no tenía hijos, no se atrevió a decidir quién le sucedería como titular de los derechos dinásticos de los Borbones carlistasa pesar de los reiterados llamamientos de sus partidarios. En enero de 1936, nueve meses antes de su muerte, designó regente a su sobrino, el príncipe Javier de Borbón-Parma, para que, a su muerte, «sin más tardanza que la necesaria» proveyera a la sucesión legítima a la Corona. En realidad, no había cedido a las presiones de Alfonso XIII, que le emplazaba a poner fin a la confrontación dinástica aceptando como sucesor a su hijo Don Juan. También esta opción tuvo sus partidarios, como el conde de Rodezno entre otros. En 1934, otro grupo de carlistas denominado «Núcleo de la Lealtad» defendió la legitimidad de Blanca de Borbón, hija primogénita de Carlos VII, casada con el archiduque de Austria, Leopoldo de Habsburgo, y de su hijo Carlos. En 1943, el archiduque Carlos de Habsburgo-Borbón se estableció en España donde fue reconocido por buen número de carlistas como Carlos VIII. Su súbito fallecimiento en la Noche Buena de 1953 dejó el campo libre a Javier de Borbón-Parma, al que sus partidarios habían proclamado rey en 1952, aunque en verdad hasta 1956 no aceptaría dicha condición. Los Borbón-Parma descendían del Infante Felipe, duque de Parma, cuarto de los hijos del segundo matrimonio de Felipe V (1700), el primer rey de la Casa de Borbón

121 Tras el estallido de la guerra civil, cuando se entendía que la toma de Madrid era cuestión de días, don Juan se presentó en Pamplona, tocado con una boina roja, para incorporarse como voluntario a los sublevados. Pero cuando Mola se enteró ordenó conducirlo a la frontera, quizás porque era republicano o tal vez, y nos parece más verosímil, para no irritar a los requetés para quienes, en su inmensa mayoría, encarnaba la dinastía usurpadora, aunque un pequeño grupo de dirigentes, encabezados por el conde de Rodezno, concibieran la idea de reconocerle como rey con tal de que aceptara los principios tradicionalistas. En 1957 el grupo juanista del carlismo (sin el conde de Rodezno muerto en 1952) acudió a Estoril donde don Juan juró los principios del tradicionalismo, tocándose de nuevo con la boina roja.

122 En 1933, el Príncipe de Asturias, don Alfonso, que padecía hemofilia, renunció a sus derechos al trono. No tuvo descendencia. Le hubiera sucedido su hermano, el Infante Don Jaime, sordo de nacimiento, de no haber sido porque también renunció por dicha incapacidad en 1933. Esta es la razón por la que el título de Príncipe de Asturias pasó desde entonces al infante Don Juan, cuarto hijo varón de Alfonso XIII, que falleció en 1941. A partir de ese momento, los monárquicos alfonsinos lo reconocieron como rey con el nombre de Juan III. Los mentores del nombramiento como sucesor de Franco del príncipe Alfonso de Borbón-Dampierre argumentaban que la renuncia de su padre, Don Jaime, a sus derechos a causa de su discapacidad psíquica, no podía afectar a sus descendientes.

123 En la conferencia de Potsdam, que tuvo lugar en dicha localidad alemana próxima a Berlín, las tres potencias vencedoras de la III Guerra Mundial (la Unión Soviética, los Estados Unidos y el Reino Unido) decidieron cuál sería el destino de la Alemania nazi. En la reunión, el dictador soviético Josep Stalin propuso acabar con Franco, a lo que se opuso el primer ministro británico, Winston Churchill, secundado por el presidente norteamericano Harry Truman. No obstante, se comprometieron a vetar la entrada de España en las Naciones Unidas. En 1946 la ONU condenó el «Gobierno fascista» de Franco, promovió su expulsión de todos los organismos internacionales y recomendó la retirada de los embajadores de España hasta tanto no se restableciera el régimen democrático. En 1950, tras el inicio de la «guerra fría» entre la Unión Soviética y las potencias occidentales, se levantó la condena al régimen franquista. En 1953, USA y España firmaron un acuerdo de cooperación, que autorizaba a los estadounidenses a establecer bases militares en España. En 1959, el presidente norteamericano Eisenhower vino en visita oficial a nuestro país, En aquella visita, el general que había dirigido la ofensiva aliada en Europa en el curso de la II Guerra Mundial fue aclamado en las calles de Madrid junto al general Franco cuando recorrió en coche descubierto la Gran Vía.

124 El motivo de esta acción fue la destitución por el consejo de administración del periódico de su director, Javier María Pascual, que desde la expulsión de Carlos Hugo se había mostrado muy crítico con el Gobierno. En enero de 1969, durante el octavo estado de excepción de la dictadura franquista, había sido arbitrariamente desterrado a Riaza (Segovia), donde permaneció varios meses. Los GAC consideraron que se había producido «un robo al pueblo carlista». Javier María Pascual fue un brillante periodista. Ya en la democracia, llegó a ser director de Nacional de la Agencia EFE y profesor en la Facultad de Ciencias de la Información de la Universidad Complutense y de la de San Pablo (CEU). Los GAC se disolvieron en 1973 optando por la acción política. Algunos de sus miembros se integraron en ETA.




 
 
35. EL DIFÍCIL COMIENZO DE REINADO DE JUAN CARLOS I (1975)
 
El Rey mantuvo como presidente a Carlos Arias Navarro¹²⁵, al que Franco había designado el 31 de diciembre de 1973,tras el asesinato del almirante Luis Carrero Blanco, perpetrado por ETA el 20 de diciembre de 1973. Arias Navarro nombró un nuevo gabinete del que formaron parte Manuel Fraga Iribarne como vicepresidente primero y ministro de Gobernación y José María de Areilza como ministro de Asuntos Exteriores.
En la primavera de 1976 produjeron gran conmoción los sucesos ocurridos en Vitoria, el 3 de marzo de 1976, y en la concentración carlista de Montejurra, el 9 de mayo de aquel mismo año.
En Vitoria una concentración de trabajadores en la Iglesia de San Francisco de Asís, con ocasión de una huelga general que se había declarado días atrás para protestar por los topes salariales decretados por el Gobierno y por la mejora de las condiciones laborales, fue disuelta por la Policía Armada, que lanzó botes de humo en el interior del templo. La multitud congregada huyó despavorida y arroyó a los escasamente veinte agentes que se encontraban en el exterior, que hicieron uso de sus armas reglamentarias y causaron la muerte de cinco trabajadores.
En el momento de producirse los hechos, el ministro de la Gobernación, Manuel Fraga Iribarne, se hallaba de viaje oficial en Venezuela y había asumido transitoriamente su cargo Adolfo Suárez, ministro secretario general del Movimiento, que junto a Alfonso Osorio, ministro de la Presidencia y Rodolfo Martín Villa, ministro de Relaciones Sindicales, fueron acusados por las izquierdas de ser responsables de la masacre¹²⁶.
Los sucesos de Montejurra tuvieron como detonante el enfrentamiento entre partidarios del príncipe Carlos Hugo y los carlistas partidarios de su hermano, el príncipe Sixto Enrique, radicalmente opuesto a la deriva socialista y autogestionaria emprendida por su hermano. Antiguos miembros de la Comunión Tradicionalista pretendían recuperar el «Monte Sagrado de la Tradición». Habían encontrado en el príncipe Sixto el mejor intérprete de su propósito. En una nota publicada el 24 de abril en «El Pensamiento Navarro», animaba la Comunión Tradicionalista a ratificar en Montejurra «una vez más la unión de España bajo el signo heroico de la Cruz». En el mismo periódico se invitaba a los carlistas a acudir a Montejurra, «a rezar por los mártires de la Tradición, y para proclamar nuestra auténtica doctrina condensada en las Leyes Fundamentales que de ellas había dicho Carlos Hugo en otro tiempo queesta es vuestra doctrina». Acudid a Montejurra «con entereza, con corrección y con espíritu cristiano». Se trataba, pues, de tener presencia, rezar el Vía Crucis, participar en la misa de la cima y vuelta a casa. Pero apagar gritos revolucionarios, que juzgaban impropios de un acto como aquel, con el grito de «¡Viva Cristo Rey!» era una ingenuidad.
Otros grupos de extrema derecha, quizás movilizados y financiados por los servicios de inteligencia españoles estaban dispuestos a la «reconquista» del monte con palos, piedras e incluso armas.
Carlos Hugo pretendía convertir aquel Montejurra de 1976 en un acto de afirmación de la Junta Democrática, sita en París y promovida por el secretario general del Partido Comunista, Santiago Carrillo, a la que el Partido Carlista pertenecía, con la pretensión —también ingenua— de que la izquierda y los movimientos nacionalistas le proclamasen rey de una monarquía federativa de repúblicas ibéricas democráticas
Se había anunciado que en Montejurra harían acto de presencia dirigentes y militantes de los partidos pertenecientes a la Junta Democrática. También se preveía la presencia de representantes de la izquierda radical aberzale. Los Grupos de Acción Carlista (GAC) mantenían además una estrecha relación con ETA¹²⁷. En los días previos habían distribuido una hoja clandestina instando a acudir a Montejurra, suscrita conjuntamente con el Movimiento Comunista de España¹²⁸. Por su parte, el Partido Carlista de Euskadi (Euskadiko Karlista Alderdia—EKA) no difería en sus proclamas de los que lanzaba la izquierda aberzale tales como «¡Libertad para Euskadi! ¡Libertad para todos los pueblos del Estado español! ¡Disolución de los cuerpos represivos y bandas policiales!».
En las campas de Montejurra, mientras la mayoría de los asistentes ascendían a la cumbre del monte, se produjeron violentos enfrentamientos entre ambos bandos con palos y piedras. En medio de la trifulca, un comandante del Ejército, simpatizante de Sixto-Enrique, disparó contra Aniano Jiménez Santos, santanderino, al que causó la muerte. Más tarde, en las proximidades de la cima, se produjo un tiroteo en el que cayó también herido de muerte de Ricardo García Pellejero, carlista de Estella. Se acusó de los disparos a un grupo de fascistas internacionales que, según decían, habían ocupado la cumbre dos días antes.
Ambos hermanos hicieron acto de presencia. Sixto fue abucheado cuando intentó hacer uso de la palabra en lo alto del monte. Carlos Hugo se presentó de improviso en la tercera Cruz del Vía Crucis para iniciar su ascensión a la cima. Sus partidarios le acogieron a los gritos de «Carlos Hugo Libertad», «El Pueblo unido jamás será vencido», «Azkatasuna, Presoak Kalera», «Socialismo Autogestión», y la Cruz de San Andrés aparecía flanqueada por la «ikurriña» y las banderas de otras «nacionalidades del Estado». Pero no pudo llegar a la cumbre pues los disparos producidos en su cercanía le aconsejaron desaparecer entre la maleza¹²⁹.
Se acusó a los servicios de inteligencia de haber reclutado a un grupo de fascistas y de haber organizado la sangrienta «reconquista»¹³⁰. Varios miembros de la Comunión Tradicionalista Carlista, entre ellos el autor de la muerte de Aniano Jiménez, fueron detenidos y sometidos a juicio, pero en 1977 serían puestos en libertad al beneficiarse de la Ley de Amnistía.
La operación «reconquista» de Montejurra fue un rotundo fracaso y el carlismo tradicionalista prácticamente desapareció. Sixto Enrique hizo mutis por el foro. Dos años después, Carlos Hugo gritaría en Estella, el 9 de mayo de 1978: «¡Nafarroa Euskadi da!» (Navarra es Euskadi). Ese grito sería la puntilla para sus aspiraciones. El carlismo dejaba el campo libre. Quizás eso era lo que buscaban quienes movieron los hilos en uno y otro lado.
Los sucesos de Montejurra—al igual que los de Vitoria—minaron la mermada credibilidad de Arias y precipitaron su caída. Aquel aciago día también Manuel Fraga estaba fuera de España, siendo su sustituto Adolfo Suárez. Lo cierto es que las expectativas de Fraga, vicepresidente primero del Gobierno y ministro de Gobernación, quedarían seriamente dañadas. No fue muy afortunada la frase que pronunció a raíz de las protestas suscitadas por la represión policial: «La calle es mía». No olvidemos que, en aquellos momentos, había grupos de violencia extrema de izquierda radical que pretendían no sólo disputarle la calle sino dar la vuelta a la tortilla, aunque no para implantar un auténtico régimen democrático.
Los primeros meses del reinado de don Juan Carlos fueron muy complicados. Las estructuras del régimen franquista estaban intactas. El presidente Arias Navarro, nombrado por Franco, seguía presidiendo el Gobierno y no se daba ningún paso serio hacia la instauración de un régimen democrático.
El rey decidió pasar de las palabras a los hechos. El 1 de julio de 1976 exigió y obtuvo la dimisión de Arias. Después consiguió que el Consejo del Reino, en la terna de candidatos a la presidencia del Gobierno que debía proponer a don Juan Carlos, figurase Adolfo Suárez, un político joven y casi desconocido.
El 4 de julio de 1976, Adolfo Suárez juraba su cargo ante el rey en el Palacio de la Zarzuela. Fueron momentos de gran desconcierto, pues el nuevo presidente era hasta ese momento ministro—secretario general del Movimiento. Pronto demostraría que don Juan Carlos le había ordenado —y él había aceptado—desmontar el régimen franquista para la instauración de una auténtica democracia, homologable a los países democráticos más avanzados del mundo occidental. De acuerdo con la legalidad franquista aplicable después de la muerte de Franco, el rey poseía poderes similares a los del presidente de una República presidencialista.



 
125 Carlos Arias Navarro, ejerció una importante actividad política durante el franquismo. Los perdedores de la guerra civil le llamaban «el carnicero de Málaga». Se le acusaba de haber sido responsable de la fuerte represión que se produjo tras la entrada de las tropas nacionales en la capital de la Andalucía oriental, donde durante el tiempo que se mantuvo en manos del bando republicano se habían cometido crueles asesinatos. Arias fue el fiscal que ejerció la acusación en los consejos de guerra, que pronunciaron gran número de penas de muerte. Entre 1954 y 1957 fue gobernador civil de Navarra. Durante su mandato consiguió apaciguar el clima de tensión originado por los contrafueros protagonizados por su antecesor, el conde de Toreno. Después desempeñaría el cargo de director general de Seguridad y en el momento del atentado contra Carrero Blanco era ministro de la Gobernación.

126 Una juez argentina, María Servini, emitió en 2015 una orden de detención contra Rodolfo Martín Villa, por considerarle responsable de «la represión de la concentración de trabajadores en Vitoria el 3 de marzo de 1976 en el que fueron asesinados Pedro Martínez Ocio, Francisco Aznar Clemente, Romualdo Barroso Chaparro, José Castillo García y Bienvenido Pereda Moral, y en la que hubo más de cien heridos, muchos de ellos por armas de fuego». Martín Villa, que conoció los hechos después de sucedidos y desde entonces trató a toda costa de rebajar la tensión, no quiso acogerse a ley de amnistía de 1977, puesta en cuestión cuando se trata de acusaciones de genocidio o crímenes contra la humanidad. El 14 de julio de 2017 la Cámara Criminal y Corrección Federal de Buenos Aires revocó el auto de procesamiento dictado contra Martín Villa, pero al día siguiente la juez Servini volvió a reproducir su imputación y acusó al exministro de crímenes contra la humanidad imprescriptibles, tales como asesinatos, torturas y actos de persecución política.

Resulta inconcebible que la inquina antifranquista haya llegado a solicitar prisión a perpetuidad de una de las personas que no sólo tuvieron una destacada intervención en la transición de España de la dictadura a la democracia, sino que dirigió con éxito la transformación de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado en un servicio esencial para la defensa de la libertad y la seguridad de todos los ciudadanos españoles.
127 En unas «Memorias» todavía inéditas del brillante e inolvidable político andaluz Arturo Moya (miembro por aquel entonces de la dirección de la recién constituida Federación de Partidos Social Demócratas), sabedor de que el Partido Carlista había invitado a los partidos pertenecientes a la Junta Democrática, decidió ir aquel año a Montejurra «más por curiosidad que por otro interés». Así describe lo que vio: «En la explanada del monasterio de Irache, se enfrentan los dos grupos violentamente. Por los disparos de un comandante de infantería retirado es herido y muere después un pretendido militante de Carlos-Hugo (Partido Carlista). La comitiva de los partidarios de Sixto (franquistas) suben a la cumbre, pero ya estaba ocupada por los partidarios de Carlos-Hugo. Atropelladamente abandonan la cumbre los partidarios de Sixto—Enrique. El espectáculo que mi amigo [el navarro José María Sanz Pastor, que ha corroborado la versión de Arturo Moya] y yo estamos viviendo nos impresiona. De pronto en la cumbre, rodeada por una leve neblina, vemos, vemos salir de un bosquecillo, ocho jóvenes etarras cubiertos por pasamontañas, y llevando la bandera de Euskadi, sujeta por sus extremos. Cobijados bajo ella, van silbando la canción de los gudaris…La situación impresiona por el ambiente de silencio solo roto por la canción apagada de los etarras. Está lloviznando y una espesa neblina que se ha echado sobre el monte todo lo cubre. De pronto se oyen nuevos disparos, que nos sobrecogen a todos los asistentes. Corre la voz de que han matado a una persona y que hay varios heridos. Nosotros no hemos visto nada, estábamos en la cumbre y la refriega ha ocurrido bajando el monte». En otro momento, Moya dice que «las relaciones entre los seguidores de Carlos Hugo y ETA fueron muy intensas a través de los G.A.C. (Grupos de Acción Carlista) y que «los servicios de espionaje del Estado (CESED) conocían que los G.A.C. habían recibido en 1969 cursillos de explosivos en el Colegio de los Jesuitas de Indauchu».

Arturo Moya no mucho después (1979)presidiría la Comisión de Interior del Congreso de los Diputados. Con este motivo mantuvo relaciones con el director de la Policía Nacional, general Sáenz de Santamaría. «Un día de confidencias —refiere— «y ante un café me manifestó que los hechos de Montejurra habían sido organizados por el CESED de Arias Navarro».
Profundamente cristiano, falleció el 25 de diciembre de 2016. Sus «Memorias» se publicarán en breve.
128 En una hoja volandera distribuida por los GAC (Grupos de Acción Carlista) y el Movimiento Comunista de Espala, perteneciente a la Junta Democrática, se animaba a acudir a Montejurra a todos los «luchadores antifranquistas» para proclamar »los derechos de autodeterminación del pueblo vasco, catalán, gallego y otros»; reclamar la «amnistía para todos los presos y detenidos políticos», la «disolución de T.O,P, (Tribunal de Orden Público), de la Guardia Civil y de la Policía», abogar por el «Ejército Popular y Tribunales Populares», la «Revolución: el pueblo al Poder», la «soberanía popular», el «autogobierno de las sociedades» y la «Autogestión económica».

129 El comunicado de condena firmado el mismo día 9 en Montejurra, cuando sólo se tenía conocimiento de la muerte de Javier (sic) García Pellejero, llamaba a todas las fuerzas democráticas a derrocar «el régimen juancarlista» mediante «acciones y movilizaciones de masas». Lo firmaban la Junta de Gobierno del Partido Carlista (Partido Carlista de Cataluña, Partido Carlista de Galicia, Euskadiko Karlista Alderdia, Partit Carli Valenciá); Partido Socialista Unificat de Catalunya; Partido Comunista de Euskadi; Partido Comunista de España, Federación Socialista del País Valenciano del PSOE; Eusko Socialistak (en representación de la Federación de Partidos Socialistas), Unión sindical Obrera; Movimiento Comunista (Euskadiko Mogimentu Komunista, Moviment Comunista del País Valenciá, Partido Socialista Popular (y de Euskadi); Comisiones Obreras a nivel del Estado español, Joven Guardia Roja; Partido del Trabajo de España, E.H.A.S. (Euskal Herriko Alderdi Sozialista; Liga Revolucionaria.

130 El 14 de mayo de 1978, «El Correo del Pueblo», órgano central del Partido del Trabajo de España, de ideología comunista (maoísta), núm. 41, año II, en un editorial titulado «Montejurra: ¿Quiénes son los culpables?», acusaba al director general de la Guardia Civil, general Campano López, de haber dado la orden de «dejar actuar» a los pistoleros, y a otras personas como responsables de su financiación, así como al Rey y a su Gobierno de esta «criminal maniobra». «Todos ellos y el Gobierno en pleno, con el Rey a la cabeza, conocedor de antemano de lo que se preparaba, tendrían que sentarse en el banquillo de los acusados como promotores o cómplices, y culpables en primer grado de los asesinatos de Montejurra… Para conquistar la democracia y la libertad, para que la justicia caiga sobre los asesinos y sus cómplices, hay que acabar con esta Monarquía instigadora de los crímenes contra el pueblo». [Se refería también a los sucesos de Vitoria.] Y concluía apelando a la unión de todas las fuerzas democráticas «para poner fin a la Monarquía neofascista que priva al pueblo de los derechos democráticos y que protege y organiza una salvaje represión contra las masas. Una unión para establecer un Gobierno Provisional de amplia coalición…».




 
 
36. LA TRANSICIÓN: ENTRE LA REFORMA Y LA RUPTURA
 
En los últimos años del franquismo, comenzaron los primeros movimientos de la oposición para acelerar el derrumbamiento del régimen, que consideraban inminente. La salud de Franco se deterioró seriamente en 1973, lo que le llevó a confiar la presidencia del Gobierno al Almirante Luis Carrero Blanco, hombre de su absoluta confianza, siempre a la sombra del «Caudillo» desde hacía muchos años.
El 9 de julio, Franco hubo de ser hospitalizado como consecuencia de una flebitis. De forma interina, asumió la jefatura del Estado el príncipe don Juan Carlos. Pero el 2 de septiembre, repuesto de su enfermedad, Franco volvió al poder. En aquellos momentos tenía 82 años.
Durante el franquismo, el Partido Comunista mantuvo el liderazgo en la lucha contra el régimen. El Partido Socialista tan sólo se mostró activo en las cuencas mineras de Asturias y en la margen izquierda del Nervión, en Vizcaya. El nombramiento de Santiago Carrillo¹³¹ en 1960 como secretario del partido, en sustitución de Dolores Ibarruri («la Pasionaria»), supuso el comienzo de una nueva estrategia basada en la agitación (principalmente huelgas y algaradas estudiantiles) y se centró en la organización clandestina del partido y del sindicato Comisiones Obreras. De modo que a principios de los años setenta del siglo pasado, el PC tenía una sólida implantación en toda España y aparecía como la principal fuerza de la oposición.
El 29 de julio de 1974, Santiago Carrillo junto al monárquico «juanista» independiente, Rafael Calvo Serer, presentan en París la Junta Democrática, integrada por el Partido Comunista, el Partido del Trabajo de España (de orientación comunista-maoísta), el Partido Carlista (de Carlos Hugo de Borbón-Parma), el Partido Socialista Popular (del profesor Enrique Tierno Galván), la Alianza Socialista de Andalucía (nacionalista andaluz), el sindicato Comisiones Obreras, la asociación de jueces progresistas denominada «Justicia Democrática» y personalidades independientes.
En junio de 1975, el Partido Socialista Obrero Español, cuyo máximos dirigentes desde el Congreso de Suresnes en 1974 eran Felipe González y Alfonso Guerra, y que seguían moviéndose en la clandestinidad, constituyeron la Plataforma Democrática, de la que formaban parte el Movimiento Comunista de España, Izquierda Democrática, la Organización Revolucionaria de Trabajadores, Reagrupament Socialista i Democrátic de Catalunya, Unión Socialdemócrata Española, Unió Democrática del País Valenciá, el Partido Galego Social Demócrata, la Unión General de Trabajadores y el Partido Carlista, que había abandonado la Junta Democrática.
Otro hecho que tuvo gran repercusión en España fue la «Revolución de los Claveles». El 25 de abril de 1974, cansados de la larga guerra iniciada en 1961 para conservar las colonias que Portugal poseía en Angola y Mozambique, un grupo de capitanes del ejército portugués derribaron la dictadura de Antonio Oliveira de Salazar. El rápido derrumbamiento del régimen salazarista, implantado por el golpe militar de 1926 y al que se suponía sólidamente asentado, alertó en España a muchos que temieron que algo semejante podía ocurrir en nuestro país, máxime si se tiene en cuenta que en los primeros momentos la nueva Junta Militar estaba dominada por militares comunistas.
Lo cierto es que los anhelos de un cambio democrático habían prendido en la sociedad española. Importantes sectores reformistas del régimen y otros grupos democráticos de carácter centrista habían comenzado a organizarse de forma más o menos clandestina, a la espera de que se produjera el fallecimiento del general Franco, que se estimaba no tardaría en llegar. El instrumento argüido por tales grupos, habida cuenta de que los partidos estaban prohibidos, fue la creación de sociedades anónimas para dar cobertura a sus actividades políticas y que serían el embrión de futuras formaciones políticas.
Este fue el caso, de GODSA (Gabinete de Orientación y Documentación, S.A.), de Manuel Fraga Iribarne, defensor en aquel entonces de la reforma democrática del régimen franquista, de Causa Ciudadana¹³², de carácter entresocialdemócrata y humanista cristiana, y Libra, presidida por el liberal Joaquín Garrigues. También comenzó a aflorar la democracia cristiana. Reformistas democristianos pertenecientes a diversos estamentos de la Administración constituyeron el Grupo Tácito, con gran presencia en los medios de comunicación. Merece destacar también la revista «Cuadernos para el Diálogo», promovida en 1963 por el exministro de Educación, Joaquín Ruiz Jiménez, que tras su salida del ministerio en 1956, había evolucionado hacia la democracia cristiana. Pero se trataba todavía de iniciativas descoordinadas sustentadas, en muchos casos, en personalidades, sobre todo, de ámbito regional o local.
También por aquel entonces afloraron diversos movimientos nacionalistas e independentistas catalanes y vascos. En el País Vasco, el PNV, integrado en la Internacional Demócrata Cristiana, pugnaba por abrirse paso, sin saber todavía el apoyo real que las bases nacionalistas darían a ETA, fundada en 1958 por un grupo de jóvenes expulsados del PNV al que acusaban de inactividad frente al franquismo. ETA emprendió su espiral del terror en 1968, año en que cometió su primer asesinato¹³³.
Aunque el PNV en 1964 había rechazado la lucha armada, mantendría una cierta ambigüedad respecto a ETA. Al fin y al cabo, decían algunos destacados dirigentes, los etarras «son de los nuestros», unos chicos descarriados y alocados, pero eran «patriotas» que combatían por la libertad de Euzkadi.
En el mundo nacionalista hubo fiesta cuando el 20 de diciembre de 1973, ETA hizo saltar por los aires al presidente del Gobierno, Almirante Luis Carrero Blanco¹³⁴. Cuando el fin es bueno, los medios se justifican. ¿No decía Santo Tomás de Aquino que era lícito matar al tirano? Esa misma idea, compartida al menos íntimamente por otros muchos miembros de la oposición al régimen, permitió a ETA presentarse como una organización que luchaba por la causa de la libertad y la democracia. No tardarían mucho tiempo en comprender su error.
Los movimientos opositores integrados en la Junta Democrática y en la Plataforma Democrática, que acabarían fundiéndose en 1976, abogaban por la «ruptura democrática», consistente en la supresión de todas las instituciones franquistas, y la entrega del poder a un gobierno provisional encargado de convocar y organizar las elecciones para unas Cortes constituyentes. Más o menos, el mismo proceso que en la II República.
Pero para muchos, la ruptura era un salto en el vacío y podía acabar en un ajuste de cuentas entre los protagonistas de la guerra civil. Las nuevas generaciones tan sólo pretendían que España dejara de ser diferente, homologándose a los países democráticos de Occidente¹³⁵.
Había una idea comúnmente aceptada. El régimen no se sucedería a sí mismo, como había vaticinado Franco en su discurso ante las Cortes de 22 de julio de 1969. Pero, por fortuna para España, a su muerte no se produjo ningún movimiento revolucionario, ni las calles fueron tomadas por una multitud contraria al régimen. El espejismo de la «Revolución de los Claveles» de Portugal no conmovió los pilares del régimen, sino todo lo contrario. Las instituciones del régimen funcionaron y la proclamación del Príncipe de España, don Juan Carlos de Borbón y Grecia, como Jefe del Estado, a título de rey, se hizo con absoluta normalidad.
La ruptura tropezaba pues con un gran inconveniente. Sólo un golpe militar hubiera sido capaz de derribar el régimen. Pero Franco, en su testamento, ordenó a las Fuerzas Armadas que prestaran a don Juan Carlos como Rey la misma lealtad que a él le habían profesado. Fue la pretendida fidelidad al «Caudillo» la que facilitó el éxito de la reforma democrática emprendida por el rey «de la ley a la ley¹³⁶».
El presidente Adolfo Suárez no perdió el tiempo. El primer gran desafío sería el desmontaje del entramado institucional del régimen y la derogación de todas aquellas normas que impedían el reconocimiento de los derechos y libertades básicas.
No fue necesaria la ruptura porque fueron las propias Cortes del régimen franquista las que se hicieron el haraquiri al aprobar la Ley para la Reforma Política el 18 de noviembre de 1976. Votaron a favor 435 de los 531 procuradores, con 59 votos en contra y 13 abstenciones. Para el Rey —y para el conjunto de los españoles— la labor de Torcuato Fernández de Miranda como presidente de las Cortes, y de Adolfo Suárez, que no olvidemos había sido ministro-secretario general del Movimiento, había sido impagable.
La naturaleza jurídica de Ley para la Reforma Política era la misma que la de las demás Leyes Fundamentales del antiguo régimen, pero en realidad significaba la apertura de un nuevo proceso constituyente. Proclamaba que la «democracia» en el Estado español «se basa en la supremacía de la ley, expresión de la voluntad soberana del pueblo», y «los derechos fundamentales de la persona son inviolables y vinculan a todos los órganos del Estado». Y en cuanto a las Cortes, habría, dos Cámaras: el Congreso de los Diputados y el Senado, con poderes idénticos. Los diputados serían elegidos por sufragio universal, directo y secreto de los españoles mayores de edad. Los senadores, también elegidos por sufragio universal, representarían a las «Entidades territoriales» (que resultaron ser las provincias). Al rey se le reservaba la facultad de designar senadores en número no superior a la quinta parte de los elegidos. En caso de desacuerdo entre ambas Cámaras la decisión final correspondería a una Comisión Mixta Congreso-Senado, presidida por el presidente de las Cortes, que sería nombrado por el rey. Finalmente, «la iniciativa de reforma constitucional» podría ejercerse por el Gobierno o por el Congreso, y debería ser aprobada por mayoría absoluta en ambas Cámaras. Conforme a la legalidad del régimen franquista resultaba trámite imprescindible que Ley para la Reforma Política fuera sometida a refrendo del pueblo español.
El 15 de diciembre de 1976 los españoles votaron por primera vez en paz y en libertad. La participación en el referéndum de un total de 22.644.290 electores fue del 77,7%. El triunfo del «sí» fue aplastante con 17.599.562 votos (94,17%), mientras los «noes» sólo ascendieron a 450.102 sufragios (2,55 %). Hubo 523.457 (2,97%) papeletas en blanco Los votos nulos fueron 52.823(0,31%).De modo que la legitimidad del proceso hacia la democracia fue indiscutible.
En Navarra triunfó ampliamente el sí. De un censo electoral de 318.797 electores, la participación fue de 234.730 votantes, lo que equivalía al 73,62 % del censo. Los votos afirmativos fueron 217.879, es decir, el 92,8% de los válidamente emitidos.
En el País Vasco, con un censo global de 1.293.531 electores, la participación fue de un 53,19%. Los votos afirmativos fueron 627.168 (91,14%), en contra 23.010 (3,34%), en blanco 35.650 (5,19%) y nulos 2.256 (0,33%)¹³⁷.
Los partidarios de la ruptura hubieron de rendirse a la evidencia. La Corona había devuelto la soberanía al pueblo español, garantizando de forma incuestionable la pureza del proceso hacia la democracia. En tan sólo un año el rey había puesto punto final a cuarenta años de dictadura, con el ejército en los cuarteles, sin derramamientos de sangre fratricidas, sin necesidad de asaltar el poder. El siguiente paso sería la elección democrática de las futuras Cortes, que se podrían convertir en un Parlamento constituyente, si tal fuera su voluntad. El rey y Adolfo Suárez se la jugaron a una carta y salieron victoriosos. El proceso de reforma quedaba plenamente legitimado.
Inmediatamente después del referéndum de la Ley para la Reforma Política, las Cortes «franquistas» aprobaron diversas leyes para garantizar las libertades inherentes a todo proceso democrático, tales como la libertad de creación de partidos políticos y de sindicatos, la libertad de expresión y los derechos de reunión y manifestación. Al mismo tiempo, el presidente Suárez decidió negociar con la oposición democrática las normas electorales que habían de regir las primeras elecciones.
Pero no se piense que todo fue un camino de rosas. Desde la muerte de Franco, ETA había intensificado su actividad. Además poco antes había nacido otra organización terrorista de ideología comunista, los Grupos de Lucha Antifascista (GRAPO), que perpetraron atentados contra policías y guardias civiles y llegaron a tener secuestrados, simultáneamente, al presidente del Consejo de Estado, Antonio de Oriol y Urquijo, y al Jefe del Consejo Supremo de Justicia Militar, teniente general Emilio Villaescusa¹³⁸.
El 24 de enero de 1977 un grupo de pistoleros de extrema derecha irrumpió en un despacho laboralista de la calle Atocha y asesinó a siete abogados pertenecientes al Partido Comunista¹³⁹. Estaba claro que se pretendía provocar la reacción violenta de los comunistas que obligara al Ejército a intervenir abortando así el proceso constituyente. Pero el Partido Comunista no cayó en la trampa¹⁴⁰. El entierro de los abogados, que congregó a cien mil personas, y constituyó la primera demostración de fuerza de los comunistas después de la muerte de Franco, transcurrió en medio de un impresionante silencio y sin incidentes.
A finales de diciembre de 1976, el Gobierno de Adolfo Suárez entró en contactos con las principales fuerzas de la oposición, con el fin de pactar las normas que regirían las primeras elecciones democráticas, que tendrían en sus manos la posibilidad de elaborar una nueva Constitución. El 4 de enero de 1977 los partidos designaron a una Comisión de nueve miembros para negociar con Suárez. Estos eran sus componentes: Felipe González por los socialistas; Francisco Fernández Ordóñez por los socialdemócratas¹⁴¹; Joaquín Satrústegui, por los liberales; Antón Canyellas, por los democratacristianos; Santiago Carrillo, por los comunistas; Jordi Pujol, por los nacionalistas catalanes; Valentín Andrade, por los nacionalistas gallegos; Julio Jáuregui, por los nacionalistas vascos; y Enrique Tierno Galván por el PartidoSocialista Popular
A pesar del veto de Adolfo Suárez a la presencia de Santiago Carrillo, la Comisión de los nueve continuó las conversaciones. El acuerdo alcanzado se plasmó en el Real Decreto-Ley de 18 de marzo. Las elecciones se celebrarían el 15 de junio del mismo año. En plena Semana Santa de 1977, se produjo otro acontecimiento histórico. El Sábado Santo, 9 de abril, Adolfo Suárez anunció la legalización del Partido Comunista. De esa manera, se aseguraba la plena legitimidad democrática de las elecciones del 15 de junio.
Como contrapartida, el Comité Central del PC acordó utilizar en los actos del partido la bandera rojigualda. Los comunistas se comprometieron asimismo a no cuestionar la Monarquía en las Cortes constituyentes. En el seno del Ejército la legalización del PC no fue bien acogida, en especial entre algunos generales que habían combatido en la guerra civil. La protesta más sonada fue la dimisión del almirante Gabriel Pita La Vega, ministro de la Marina. Pero ni el rey ni Suárez se arredraron. Contaban además con el apoyo de un militar de gran prestigio, Manuel Gutiérrez Mellado, que desempeñó un papel fundamental como jefe del Estado Mayor Central del ejército de tierra y sería el artífice de la reforma militar¹⁴².
El 15 de junio de 1977 se celebraron las primeras elecciones auténticamente democráticas, en paz y en libertad, de la historia de España.
Las Cortes constituyentes se eligieron conforme a las normas contenidas en la Ley para la Reforma Política, negociadas por el presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, con la «Comisión de los nueve», integrada por representantes de los primeros partidos de la oposición
La coalición de partidos integrados en la Unión de Centro Democrático¹⁴³,liderada por Adolfo Suárez,fue la vencedora de las elecciones, si bien se quedó a once escaños de la mayoría absoluta. De los 18.640.356 votos emitidos, obtuvo 6.310.391 (34,44%) y 165 escaños en el Congreso, lo que le obligaba necesariamente a buscar el acuerdo con otros grupos y le impedía emprender en solitario la reforma constitucional.
El Partido Socialista Obrero Español dio la gran sorpresa, pues nadie esperaba que obtuviera 5.371.866 votos y 118 diputados. De la noche a la mañana, Felipe González se había convertido en el líder indiscutible de la izquierda. A gran distancia le seguía el Partido Comunista con 1.709.890 votos (9,33%) y 20 diputados, otra de las grandes sorpresas de la jornada electoral, que disipó los grandes temores que suscitaba, en amplios sectores de la sociedad española, su posible hegemonía en la izquierda.
El sector conservador, mezcla de inmovilistas del régimen anterior y de tibios reformistas, que conformaban la Federación de Partidos de Alianza Popular, pisó los talones al Partido de Santiago Carrillo, con 1.504.771 votos (8,21%) y 16 escaños¹⁴⁴.
Por último, ha de mencionarse al Partido Socialista Popular de Enrique Tierno Galván, que con 816.582 votos (4,48%) consiguió 6 escaños, y en mayo de 1979 se sumaría al PSOE.
En Cataluña, el Pacte Democràtic de Catalunya, de Jordi Pujol, logró un buen resultado con 514.647 votos y 11 escaños. La Unión del Centre i la Democracia Cristiana de Catalunya obtuvo 172.791 votos y 1 escaño.
El más votado en el País Vasco fue el Partido Nacionalista Vasco con 286.540 votos y 8 escaños. A corta distancia quedó el PSOE con 7 escaños. UCD, que no pudo lograr candidatura en Guipúzcoa por los estragos que el terror de ETA ya producía en una parte de la sociedad vasca, venció en Álava y quedó tercero en Vizcaya, consiguiendo 4 escaños en total. AP consiguió 1 escaño y Euskadiko Ezquerra, otro.
En Navarra, en las elecciones al Congreso de los Diputados resultaron elegidos tres diputados de Unión de Centro Democrático (Jesús Aizpún del Partido Liberal-PL, Ignacio Astráin del Partido Social Demócrata Foral de Navarra-PSDF y Pedro Pegenaute, del Partido Liberal-PL), con 75.036 votos (29,03%). El Partido Socialista Obrero Español obtuvo dos diputados (Gabriel Urralburu y Julio García) con 54.720 votos (21,17%).¹⁴⁵
También en Navarra triunfó la UCD en el Senado. Resultaron elegidos tres senadores, que fueron Jaime Ignacio del Burgo (PSDF) que obtuvo 76.688 votos, José Gabriel Sarasa (PSDF) con 60.205 y José Luis Monge (PSDF) con 58.976. El cuarto senador fue Manuel de Irujo, del PNV con 55.761 votos, que salió elegido gracias a los votantes del PSOE que había formado con el PNV, para concurrir a la Cámara Alta, una coalición electoral denominada «Frente Autonómico».
De los nueve escaños asignados a Navarra, 6 eran de UCD (4 del Partido Social Demócrata Foral y 2 del Partido Liberal), 2 del Partido Socialista y 1 del PNV.
La victoria del PNV en el País Vasco quedó empañada por su gran fracaso en Navarra, donde el Partido Nacionalista Vasco no consiguió ningún diputado, pese a haber encabezado la lista nacionalista el propio presidente del Euskadi Buru Batzar, Carlos Garaicoechea.
El resto de los partidos navarros se quedaron sin representación. Fueron la Unión Navarra de Izquierdas (antecedente de HB) con 24.489 votos (9,47%); Alianza Foral Navarra (AFN), 21.900 (8,47%); Unión Autonomista de Navarra (UAN) integrada por el Partido Nacionalista Vasco (PNV), Acción Nacionalista Vasca y Partido Socialista Vasco (ESB-PSV), 18.079 (6,99%); Agrupación Electoral de los Trabajadores (AET-Organización Revolucionaria de los Trabajadores (ORT), 13.195 (5,11%); Frente Navarro Independiente (FNI), 10.606 (4,11%)¹⁴⁶; Federación de la Democracia Cristiana-Equipo Demócrata Cristiano del Estado Español FDC-EDE), 8.451 (4,04%)¹⁴⁷, Montejurra-Federalismo-Autogestión (MFA), 8.451 (3,27%)¹⁴⁸.



 
131 A Santiago Carrillo le perseguirá siempre el estigma de haber sido responsable o haber consentido la gran matanza de Paracuellos del Jarama, en las proximidades de Madrid, donde fueron asesinados varios miles de presos (militares, clérigos y dirigentes o simpatizantes de las derechas) que fueron sacados de la cárcel Modelo y de otras prisiones de la capital en los meses de noviembre y diciembre de 1936 con la excusa de que iban a ser trasladados a Valencia, evitando que fueran liberados por las tropas nacionales que avanzaban sobre Madrid. La verdad era otra. Al llegar a Paracuellos los milicianos republicanos les ordenaban bajar de los trenes o camiones. los fusilaba y los enterraba en una inmensa fosa común.

132 Causa Ciudadana se constituyó en 1974 bajo la presidencia del granadino Arturo Moya. En Navarra la promovería el autor y sería el embrión del futuro Partido Social Demócrata Foral (1976). Libra sería representada por Jesús Aizpún. De ella surgiría el Partido Liberal de Navarra. Ambos formarían en 1977 la coalición Unión de Centro Democrático.

133 El 7 de junio de 1968 fue asesinado por ETA el agente de la Guardia Civil, José Pardines.

134 Sobre el magnicidio de Carrero Blanco hay diversas teorías. ETA habría inicialmente decidido su secuestro para canjearlo por todos los miembros de la banda encarcelados en España, pero que finalmente decidió asesinarlo. Recientes investigaciones apuntan a que la mano que meció la cuna podría haber sido la CIA porque si Carrero Blanco hubiera permanecido en el poder, la sucesión de Franco hubiera sido traumática y contraria a los intereses norteamericanos. Puede que se trate de una fábula más.

135 En los años sesenta, Manuel Fraga Iribarne lanzó una campaña turística bajo el lema «Spanish is different», No pretendía destacar la diferencia política que representaba el régimen con relación a las democracias occidentales, sino fomentar un turismo internacional que percibiera la distinta idiosincrasia cultural y el costumbrismo ancestral del pueblo español que, ciertamente, en aquella época caracterizaba a nuestro país. Todo ello junto al disfrute del «mar y el cielo» de España.

136 Dicha frase la pronunció Torcuato Fernández Miranda, presidente de las Cortes y del Consejo del Reino, que desempeñó un papel fundamental en aquellos momentos cruciales en los que el rey se jugó la Corona.

137 En Álava el sí alcanzó el 91,9% con una participación del 76,3%. En Guipúzcoa, también ganó el sí con el 91,5% de los votos emitidos, con una participación del 44,9%. Y en Vizcaya, el sí fue del 90,7% con una participación del 53,2%.

138 Oriol fue secuestrado en Madrid el 11 de diciembre de 1976. El secuestro de Villaescusa se produjo el 24 de enero de 1977. Ambos fueron liberados por la policía el 11 de febrero de 1977.

139 Manuela Carmena, elegida alcaldesa de Madrid en el año 2015 como cabeza de lista de una plataforma electoral afín al partido neocomunista Podemos, era abogada del bufete y se salvó de la masacre por una circunstancia casual. En 1981 se dio de baja del Partido Comunista para seguir la carrera judicial.

140 Santiago Carrillo, que había entrado ilegalmente en España a finales de 1977 y se movía por Madrid disfrazado con una peluca, fue detenido por la policía el 22 de diciembre y ocho días después sería puesto en libertad sin cargos.

141 El autor, como presidente del Partido Social Demócrata Foral de Navarra, constituido a mediados del año 1976 y legalizado en el mes de enero de 1977, era miembro de la comisión permanente la Federación Social Demócrata por lo que conoció de primera mano y aprobó el pacto alcanzado por la oposición con el presidente Suárez. Francisco Fernández Ordóñez sería nombrado tras las elecciones del 15 de junio de 1977 ministro de Hacienda del primer Gobierno democrático de Adolfo Suárez. Desempeñaría la cartera de Justicia en su segundo Gobierno (1979 a 1981). En 1985, tras su ingreso en el PSOE, desempeñaría en el gobierno de Felipe González la cartera de Asuntos Exteriores. Falleció en 1992.

142 Manuel Gutiérrez Mellado, en su toma de posesión como capital general de Valladolid, cargo para el que fue nombrado el 13 de abril de 1976, provocó entre sus compañeros encontradas opiniones cuando dijo en su toma de posesiónque el Ejército estaba para servir y no para mandar, un servicio que siempre había de estar a las órdenes del Gobierno de la nación y era exclusivo para España y para el rey. Nombrado vicepresidente del Gobierno y ministro de Defensa en septiembre de 1977 demostró su valentía al enfrentarse gallardamente al teniente coronel Tejero durante su entrada violenta en el hemiciclo del Congreso en el golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, que secuestró durante dieciséis horas al Gobierno, al Congreso y al presidente del Senado que se hallaba en el palco de invitados.

143 Componían la Coalición las siguientes formaciones políticas, lideradas por Adolfo Suárez: Partido Demócrata Cristiano (PDC). Federación Social Demócrata (FSD). Partido Social Demócrata de España (PSDE), donde se integraba el Partido Social Demócrata Foral de Navarra. Partido Socialdemócrata Independiente (PSI). Unión Social Demócrata Española (USDE). Partido Popular (PP). Federación de Partidos Demócratas y Liberales (FPDL), que agrupaba al Partido Demócrata Popular (PDP), Partido Liberal (PL) y Partido Progresista Liberal (PPL).Acción Regional Extremeña (AREX). Partido Gallego Independiente (PGI). Partido Social Liberal Andaluz (PSLA). Unión Canaria (UC). Unión Demócrata de Murcia (UDM). Federación Social Independiente (FSI).

144 Este resultado permitió a Manuel Fraga convertirse en líder indiscutible del sector más conservador y en su honor ha de resaltarse que su adhesión a la Constitución de 1978 fue plenamente sincera y resultó determinante para abortar cualquier tentación extremista de la derecha.

145 El censo electoral de Navarra era de 319.222 electores. La participación fue del 82,24%, siendo 236.836 los votos emitidos. La abstención fue del 17,76%, los votos en blanco representaron el 0,22% y los votos nulos el 1,4%.

146 La candidatura del Frente Navarro Independiente estaba integrada por personalidades de diversa ideología. De ella formaron parte, entre otros, Miguel Javier Urmeneta (exalcalde de Pamplona y exdiputado foral), José Ángel Zubiaur (carlista) y Tomás Caballero (presidente del Consejo de Trabajadores de la antigua Organización Sindical).

147 La Federación de la Democracia Cristiana-Equipo Demócrata Cristiano del Estado Español la integraban Izquierda Democrática de Joaquín Ruiz-Giménez y la Federación Popular Democrática de José María Gil Robles. En Navarra estuvo representada por la Agrupación Popular Navarra, que presidía Joaquín Sagredo. Después de las elecciones se disolvió para incorporarse a la UCD de Navarra.

148 Se trataba de una agrupación electoral impulsada por el Partido Carlista de Carlos Hugo, que no fue legalizado antes de las elecciones a causa de los sucesos de Montejurra. Pudo presentarse con sus propias siglas a las elecciones generales de 1979, después de inscribirse en el registro de asociaciones políticas del ministerio del Interior, figurando el príncipe Carlos Hugo al frente de su candidatura, que no obtuvo ningún escaño.




 
 
37. LAS CORTES CONSTITUYENTES DE 1977 Y EL REFERÉNDUM DE 1978
 
Tan pronto como se constituyeron las Cortes elegidas el 15 de junio de 1977, el Gobierno renunció a formular su propio proyecto de reforma constitucional y se iniciaron los trabajos para la elaboración de una nueva Constitución. La Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas del Congreso nombró una Ponencia formada por siete representantes de los grupos parlamentarios, excepto el PNV. Fueron estos Gabriel Cisneros, José Pedro Pérez Llorca y Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón, de la UCD; Gregorio Peces—Barba, del PSOE; Miquel Roca, del Pacte Democràtic per Catalunya; Manuel Fraga Iribarne, de Alianza Popular y Jordi Solé Tura del Partido Socialista Unificado de Cataluña-PC.
El anteproyecto elaborado por la Ponencia se discutió en la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso y tras su aprobación por el pleno de la Cámara celebrado el 21 de julio de 1978 pasó al Senado. Al existir discrepancias entre el texto del Congreso y el aprobado por el Senado, hubo de reunirse la Comisión Mixta Congreso-Senado, bajo la presidencia de Antonio Hernández Gil, presidente de las Cortes, que había sido nombrado por el rey y que ejerció de mediador y árbitro de las controversias¹⁴⁹. El texto finalmente aprobado por la Comisión Mixta fue sometido al pleno de cada Cámara, en votación nominal y pública, el 31 de octubre de 1977. El Congreso lo aprobó por 325 votos a favor, 6 votos en contra y 14 abstenciones¹⁵⁰. En el Senado el proyecto obtuvo 226 a favor, 5 en contra y 8 abstenciones, registrándose 14 ausencias¹⁵¹.
Conforme a lo dispuesto en la Ley para la Reforma Política, el proyecto de Constitución debía someterse a refrendo del pueblo español. Se trataba de ratificar o no el cambio político operado en España.
Recordemos que ni la Constitución republicana, ni ninguna otra desde la gaditana de 1812, se había sometido a referéndum.



 
El 6 de diciembre de 1978 los españoles fueron llamados a las urnas¹⁵². El «sí» obtuvo una gran victoria. En tan sólo tres años, España se había convertido en un Estado plenamente democrático. De la ley a la ley.
Este fue el resultado del referéndum en España:
Censo electoral: 26.632.180
Votantes: 17.873.271
Abstención: 8.758.909
Votos válidos: 17.739 485
Sí: 15.706.078 
No: 400.505
En blanco: 632.902
Nulos: 133.786
Participación: 67,11%
Porcentaje de síes: 88,54%
Porcentaje de noes: 3,56%
Cuando en las primeras horas de la noche del 6 de diciembre de 1978 llegaron las noticias del triunfo del «sí», en el referéndum constitucional, una mayoría de los españoles acabaron aquel día histórico con la sensación del deber cumplido. La Constitución, llamada con acierto, de la libertad y la concordia, suponía el comienzo de una nueva era para España superadora de viejos conflictos y endémicas frustraciones. «No podemos consentir un nuevo fracaso, ni como catalanes ni como españoles», había dicho Jordi Pujol, en su discurso de aceptación final de la Constitución en el Congreso de los Diputados.
En Cataluña votaron a favor 2.701.870 electores, más del 90 por ciento del número de votantes, con una participación del 67%. En Barcelona votó el 67% del censo electoral con un 91,34 % de votos afirmativos, en Tarragona el porcentaje fue del 90,99%, en Gerona del 89% y en Lérida del 91,34%.
En cuanto al País Vasco, en Álava votó el 59,3% del censo electoral y «sí» obtuvo el 72,4% de los votantes. En Guipúzcoa votó el 43,4% y el «sí» alcanzó el 64,6%. En Vizcaya participó el 45,5% y el «sí» llegó al 73% de los votantes.
Tanto el PNV, que había defendido la abstención, como HB, que había hecho compaña por el no, echaron las campanas al vuelo. Apropiándose de toda la abstención y sumándola a los votos en contra proclamaron que un 54,49% de los ciudadanos de Euskadi había rechazado la Constitución. Y este es el falso discurso que han repetido hasta la saciedad. Porque a los votos en contra suman las abstenciones y es bien sabido que en los procesos electorales hay muchos ciudadanos que no van a votar. Los sociólogos la denominan «abstención técnica», que oscila, según las elecciones y las circunstancias de cada momento, entre el 20 y el 40 por ciento del electorado, e incluso más¹⁵³.
La abstención del PNV y de otros partidos vascos no fue un voto en contra, sino una posición ambigua, ni que sí ni que no. Lo cierto es que no la rechazaron y la Constitución se aprobó en el País Vasco por mayoría simple, el mismo quórum que se exige, por ejemplo, para el refrendo de los Estatutos de Autonomía. Todo ello sin contar que en Álava, uno de los territorios forales del País Vasco, el sí rebasó ampliamente la mayoría del censo electoral.
En Navarra, durante la campaña del referéndum constitucional se produjeron dos hechos que influyeron notablemente en el resultado. Alianza Foral Navarra, no siguió la postura favorable a la Constitución del líder de Alianza Popular, Manuel Fraga Iribarne¹⁵⁴, y decidió recomendar el voto negativo. Y el diputado Jesús Aizpún, que tras haberse abstenido en la Constitución abandonó la UCD para promover en enero de 1979 la fundación de Unión del Pueblo Navarro (UPN), defendió dicha postura durante la campaña del refrendo constitucional.
El 3 de diciembre de 1978, festividad de San Francisco Javier, a tres días de la celebración del referéndum constitucional, se publicó en la prensa navarra un manifiesto en el que un grupo de personalidades de diferentes ideologías y partidos alertaban de que «el texto de la Constitución no lo consideran aceptable desde el punto de vista foral». Aseguraban que «no les mueve a hacer esta declaración pública interés partidista alguno, sino que únicamente consideran un deber de lealtad a Navarra el dar, en este momento histórico, testimonio público de esta reafirmación exclusivamente foral, que aglutina a los firmantes, al margen, por supuesto, de cualesquiera otras disposiciones ideológicas, o de otro matiz, que respetamos en todo caso»¹⁵⁵.
Por el contrario, la UCD de Navarra, el PSOE, el PC y otros partidos consideraban que la Constitución suponía un hito histórico al instaurar un sistema plenamente democrático y, en lo concerniente a Navarra, sostenían —y el tiempo les daría la razón— que su disposición adicional primera garantizaba los derechos históricos y el régimen foral y, además, no avocaba a Navarra indefectiblemente a Euskadi, habida cuenta de que la disposición transitoria cuarta dejaba en manos del pueblo navarro la decisión del contencioso que dividía —y divide— al antiguo Reino.
A pesar de la controversia suscitada, en Navarra la Constitución fue refrendada por el 76,4 de los votos emitidos. Este fue el resultado:
Censo electoral: 361.243
Votantes: 240.695
Abstención: 120.548
Votos válidos: 238.426
Sí: 180.207
No: 40.804
En blanco: 15.415
Nulos: 2.269
Participación: 66,6 %
Porcentaje de síes: 76,4 %
Porcentaje de noes: 16,9%
El «sí» en Navarra obtuvo el 50,38% del censo electoral, el «no» el 11,29% y los votos en blanco el 4,90%. De modo que dos de los territorios forales, amparados y respetados por la Constitución, Álava y Navarra, la aprobaron ampliamente. De ahí que si fuera cierto que Navarra forma parte de Euskal Herria, que no lo es, resulta falso decir que el pueblo vasco rechazó la Constitución.



 
149 La Ley Orgánica para la Reforma Política disponía que el presidente de las Cortes, distinto del de cada una de las Cámaras, sería nombrado por el rey y presidiría la Comisión Mixta Congreso-Senado para mediar en las divergencias en los textos legales sometidos a la aprobación de las Cortes. Don Juan Carlos designó a Antonio Hernández Gil, brillante jurista independiente de reconocido prestigio. En 1982 sería nombrado presidente del Consejo de Estado y en 1985 presidente del Consejo General del Poder Judicial y del Tribunal Supremo. En 1986 sufriría un atentado de ETA del que salió ileso.

150 Los votos negativos correspondieron a los diputados del Grupo Parlamentario de Alianza Popular, Gonzalo Fernández de la Mora y Mon, Albero Jarabo Payá, José Martínez Emperador, Pedro de Mendizábal y Uriarte y Federico Silva Muñoz, y al diputado de Euskadiko Ezquerra, Francisco Letamendía Belzunce. Las abstenciones correspondieron a los diputados del Partido Nacionalista Vasco, Iñigo Aguirre Querexeta, Xabier Arzallus Antía, Gerardo Bujanda Sarasola, José Ángel Cuerda Montoya, José María Elorriaga Zarandona, Pedro Sodupe Corcuera y Marcos Vizcaya Retana; a los diputados de Alianza Popular Licinio de la Fuente y de la Fuente, Álvaro de Lapuerta y Quintero y Modesto Piñeiro Ceballos; a los diputados de Unión de Centro Democrático Jesús Aizpún Tuero y Pedro Morales Moya; y a los diputados de la Minoría Catalana Joaquín Arana i Pelegre y Heribert Barrera Costa.

151 Los votos negativos en el Senado fueron de los senadores de la Minoría Vasca, Ramón Bajo Fanlo y Juan María Bandrés Molet; senadores del Grupo Mixto, Fidel Carazo Hernández y Marcial Gamboa Sánchez—Barcáiztegui; y senador del Grupo Entesa dels Catalans, Luis María Xirinacs Damians. Se abstuvieron Manuel Irujo Ollo, Gregorio Javier Monreal y Zia, Ignacio Arregui Goenaga, Juan Ignacio Uría Epelde y Federico Zabala Alcibar, del Grupo Parlamentario Senadores Vascos; Rosendo Audet Puncernau, senador del Grupo Entesa dels Catalans; Luis Díez Alegría, del Grupo Parlamentario Independiente y Ángel Salas Larrazábal, del Grupo Parlamentario Mixto.

152 Hicieron campaña a favor del sí: UCD, PSOE, AP, PC, ORT, PDPC, UDC-DCC, PSUC, ORT, PTW, IDE, ACL, PL, PSA, UGT, COOO, USO, SU y CSUT. En contra se pronunciaron ERC, EE, HB, OCI, PORE, LCR, POUM, PSAN, BNPG, FE-JONS, AFN, UC, PCE (m-I), UNE, ADE, UPG, CTC y EC. Propugnaron la abstención PNV, PSA, PCOE, AC, MC., OIC, OCE (BR), UCE, ARDE, FA, PCT, MUM, ESEI y CNT.

153 Sin ir más lejos, en las elecciones generales de 1979 la abstención en el País Vasco fue del 34,04%. En las municipales de ese mismo año, la abstención subió al 37,97%. Y lo que es más significativo, en el referéndum del Estatuto de Guernica de noviembre de 1979 la abstención fue nada menos que del 41,4%. Ningún partido se atrevió a sumar este porcentaje a los votos en contra, en blanco y nulos.

154 Alianza Foral Navarra justificaba básicamente su oposición en que la Constitución no garantizaba el derecho a la vida, la indisolubilidad del matrimonio, la libertad de enseñanza y en su disposición transitoria cuarta se facilitaba la integración de Navarra en Euskadi.

155 Firmaban el «Acta de afirmación foral» Jesús Aizpún, diputado a Cortes; Francisco Beruete, consejero foral; Jesús Bueno Asín, izquierda aberzale; Miguel Burgos, consejero foral; Ángel Calvo, consejero foral; Carlos Clavería, presidente del Napar Buru Batzar del PNV y consejero foral; María Nieves Errazquin, consejera foral; Jesús Ezponda, ex diputado foral y consejero foral; Carlos Garaicoechea, presidente del Euzkadi Buru Batzar del PNV y consejero foral; Emilio García Ganuza, ex subjefe provincial del Movimiento; Florencio Goñi, consejero foral; Jesús María Labairu, consejero foral; Pedro María Larumbe Biurrun; Javier Yaben Bengoechea, consejero foral; Ricardo Magallón, consejero foral; Blas Morte, consejero foral; Ramón Peña Garicano, militante del PNV; Ignacio Ruiz de Galarreta, abogado; José León Taberna, consejero foral; Francisco (Pachi) Zabaleta Zabaleta, secretario general de Herri Alderdi Sozialista (HASI).




 
 
38. La CONSTITUCIÓN DE LA LIBERTAD Y LA CONCORDIA
 
España había padecido demasiados fracasos colectivos en los últimos dos siglos. Si hacemos un balance de su historia contemporánea el resultado no puede ser más descorazonador. Sin contar la guerra de la Independencia, desde 1820 hasta 1936, España padeció cinco guerras civiles, la última especialmente cruenta y devastadora. En 1898 nuestro orgullo nacional sufrió un durísimo golpe al perder, en una derrota fulminante a manos de los Estados Unidos, los restos de nuestras pasadas glorias imperiales, como Cuba, Puerto Rico y las Islas Filipinas. Todo ello sin contar los numerosos pronunciamientos militares y asonadas de izquierda y de derecha, sediciones, sublevaciones, terrorismo y desórdenes públicos habidos durante todo este convulso período de la historia española. Cuando España parecía recuperarse del retroceso sufrido por causa del conflicto anterior surgía otro nuevo. Los españoles parecían condenados a un enfrentamiento sin fin.
«Españolito que vienes al mundo, te guarde Dios. Una de las dos Españas ha de helarte el corazón». Así lo dejó escrito el poeta Antonio Machado, oportunamente recordado por un cantautor de fama en los años de la transición. Cuando en 1931 se proclamó la II República, el hambre y la miseria, el analfabetismo y la explotación de obreros y campesinos eran terreno abonado para la lucha de clases y el fomento de un anticlericalismo radical y sectario. La Constitución republicana no sólo no fue capaz de resolver los problemas sino que contribuyó a agravarlos y enquistarlos. Los frecuentes desórdenes públicos y huelgas revolucionarias, el terrorismo anarquista y los asesinatos y atentados contra dirigentes o simples militantes de partidos políticos de uno u otro signo, estaban a la orden del día y hacían irrespirable el clima de convivencia entre los españoles. La guerra de 1936 —cuyo preludio o inicio fue la sublevación socialista de octubre de 1934— será la culminación de la gran tragedia de España y el más condenable fracaso colectivo de su historia. Probablemente la paz hubiera sido posible si esa tercera España formada, según dicen algunos historiadores, por la mayoría silenciosa de los españoles incrédulos ante los signos del Apocalipsis, se hubiera situado en medio del extremismo de cruzados indigestados de estrellas y revolucionarios rebosantes de utopía.
Sin duda, olvidar los agravios es requisito indispensable para el perdón. Pero es imposible borrar el pasado porque, querámoslo o no, está ahí. Es inútil tratar de convertir en motivo de orgullo cuanto de noble y generoso pudiera observarse con ocasión de un enfrentamiento fraterno, pues nada puede justificar tanta muerte sin sentido, tanta desolación y tanto sufrimiento. La guerra es la tumba del romanticismo. Ahora bien, los pueblos que se olvidan de su historia están condenados a repetirla. Por eso, no es bueno, después de más de ¡ochenta años! de aquel gran fracaso colectivo, cavar de nuevo las fosas del rencor y del odio. No fue aquella una historia de buenos y malos. Y menos de demócratas contra antidemócratas. La sangre injusta y cruelmente derramada mancilló los nobles ideales de todos.
Por eso, en la mente y en el corazón de la inmensa mayoría de los diputados y senadores elegidos en las primeras elecciones realmente democráticas de la historia de España, había una obsesión. «Queremos hacer cruz y raya sobre la guerra civil de una vez para siempre», había dicho el líder comunista Santiago Carrillo en 1977.
Desterrar para siempre la violencia, el odio y la intolerancia. La inmensa mayoría de los constituyentes anhelaba que España dejara de ser diferente y se convirtiera en una democracia aburrida, donde las únicas emociones dignas de tal nombre se produzcan cada cuatro años durante las horas del escrutinio de cada contienda electoral.
Y antes incluso de culminar el proceso de elaboración de la Constitución, las Cortes aprobaron una amnistía que hizo total tabla rasa del pasado, incluidos los delitos de terrorismo posteriores a la muerte de Franco. La amnistía fue aprobada prácticamente por unanimidad tanto en el Congreso como en el Senado. Precisamente era uno de los puntos que con más ahínco defendió la oposición democrática ante el presidente Suárez.
Ahora que se ha impuesto una memoria histórica selectiva y sesgada, bien está recordar algunos fragmentos de lo que se dijo, el 15 de octubre de 1977, en la sesión del pleno del Congreso que aprobó la Ley de Amnistía, en el curso de una sesión cargada de emoción sincera con ocasión de un debate histórico:
«Nosotros considerábamos que la pieza capital de esta política de reconciliación nacional tenía que ser la amnistía. ¿Cómo podríamos reconciliarnos los que nos habíamos estado matando los «unos a los otros, si no borrábamos ese pasado de una vez para siempre? Para nosotros, tanto como reparación de injusticias cometidas a lo largo de estos cuarenta años de dictadura, la amnistía es una política nacional y democrática, la única consecuente que puede cerrar ese pasado de guerras civiles y de cruzadas. Queremos abrir la vía a la paz y a la libertad. Queremos cerrar una etapa; queremos abrir otra. Nosotros, precisamente, los comunistas, que tantas heridas tenemos, que tanto hemos sufrido, hemos enterrado nuestros muertos y nuestros rencores. Nosotros estamos resueltos a marchar hacia delante en esa vía de la libertad, en esa vía de la paz y del progreso». (Diputado Marcelino Camacho Abad, portavoz del Grupo Comunista, fundador de Comisiones Obreras).
«La amnistía es fruto de «la voluntad de enterrar un pasado triste para la historia de España y de construir otro diferente sobre presupuestos distintos, superando la división que ha sufrido el pueblo español en los últimos cuarenta años» (Diputado José María Benegas, portavoz del PSOE).
«La amnistía es simplemente un olvido... una amnistía para todos, un olvido de todos para todos... No vale en este momento aducir hechos de sangre, porque hechos de sangre ha habido por ambas partes, también por el poder y algunos bien tristes, bien alevosos... La amnistía es un camino de reconciliación, pero también de credibilidad y de cambio de proceder». (Diputado Arzallus, portavoz del PNV).
«La amnistía es el presupuesto ético-político de la democracia, de aquella democracia a la que aspiramos que, por ser auténtica, no mira hacia atrás, sino que, fervientemente, quiere superar y trascender las divisiones que nos separaron y enfrentaron en el pasado». (Diputado Rafael Arias Salgado, portavoz de UCD).
El rey, los constituyentes y el pueblo español, todos juntos, hicieron bien su tarea. La Constitución es un monumento a la reconciliación y a la concordia. Quizás fuera más adecuado hablar de conciliación y no de reconciliación, pues aunque ésta latía en el sentir de la mayor parte de los españoles supervivientes de la guerra civil, los diputados y senadores elegidos por el pueblo español no representaban ni a los vencedores ni a los vencidos. En las Cortes no se escenificó un nuevo y efímero convenio de Vergara, como el que puso fin a la primera guerra carlista en 1839, porque en su gran mayoría los parlamentarios pertenecían —pertenecíamos—a la generación de la posguerra y no representaban a ninguno de los bandos de la guerra civil. Otra cosa era su firme y decidida voluntad de conciliar posturas y aunar esfuerzos para hacer de la futura Constitución una gran obra de concordia nacional.



 
 
39. EL CONSENSO, PIEDRA ANGULAR DEL EDIFICIO CONSTITUCIONAL
 
Cuando se puso manos a la obra constitucional, hubo que hacer inventario de todos los problemas y agravios perturbadores de la convivencia española, en otro tiempo, con la firme voluntad de tratar de superarlos. Mágica en la transición a la democracia fue la palabra consenso. Todos los grupos políticos, salvo algún grupúsculo extremista, supieron renunciar al maximalismo ideológico, superar diferencias y buscar puntos de encuentro.
El consenso —del que algunos abominan ahora— fue la palabra mágica. No todo, ya lo hemos visto, fue un camino de rosas. Hubo momentos de tensión y hasta riesgos de ruptura, pero al final se alcanzó el pleno acuerdo.
Las Cortes constituyentes pasaron revista a las principales cuestiones nacionales que debían quedar resueltas en la Constitución.
En primer lugar, se zanjó el dilema monarquía-república. La cuestión de la forma de gobierno había sido en el pasado uno de los principales caballos de batalla. Pudo haberlo sido también en el proceso constituyente. Sin embargo, sólo el Partido Socialista presentó una enmienda a favor de la República sin el apoyo del Partido Comunista. Los socialistas, tras dejar constancia testimonial de su fe republicana, por fidelidad a su tradición histórica, anunciaron su acatamiento a la voluntad mayoritaria de la cámara, como así fue. La monarquía de don Juan Carlos consiguió así plena legitimidad democrática.
El consenso se proyectó también, de manera muy positiva, sobre cuestiones otrora objeto de graves controversias. Es el caso de la aceptación de la bandera roja y gualda como símbolo de la nación; o de la definición inequívoca del papel de las Fuerzas Armadas como garantes de la independencia y de la integridad territorial de España y de su ordenamiento constitucional con plena sujeción al poder civil; o de la supresión de la confesionalidad del Estado; o del reconocimiento de la pluralidad lingüística de España sin menoscabo del idioma común de todos los españoles.
Hubo consenso en la determinación de la tabla de derechos y libertades fundamentales, de directa aplicación, y cuyas normas han de ser interpretadas de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos. España es uno de los países más progresistas del mundo en el respeto a la dignidad y derechos inviolables de la persona.
También, la definición del modelo económico requirió un alto grado de consenso. En el momento de debatirse la Constitución (1978) el mundo estaba dividido en dos bloques antagónicos y enfrentados: el soviético y el liberal capitalista. Hoy ya casi nadie discute la propiedad privada de los medios de producción, ni la consideración del libre mercado y de la libre competencia como principales motores de la actividad económica y el progreso social. Pero en aquellos momentos el comunismo, impulsor del llamado socialismo real, para muchos sedicentes progresistas, seguía constituyendo el paradigma de la liberación proletaria. También aquí hubo acuerdo. El modelo elegido sería el de la economía social de mercado.
Se garantiza la libre empresa, pero a los poderes públicos se les reserva la facultad de planificar la actividad económica, a fin de corregir las injusticias del mercado y luchar eficazmente por la igualdad, contra la marginación y la exclusión sociales (Estado de bienestar). Los derechos sociales reconocidos y la concreción de los grandes objetivos sociales y económicos responden en la Constitución a las exigencias de la sociedad del bienestar en términos similares, o superiores, a los de los países más avanzados de la Europa occidental.
Cuestión controvertida fue la regulación del derecho a la educación y el reconocimiento de la libertad de enseñanza. Algunos ideólogos de la izquierda soñaban por aquel entonces con la escuela única y laica. Desde sectores más conservadores se llegó a profetizar la defunción de la enseñanza privada porque, a su juicio, el artículo 27 garantizaba el derecho a crear centros educativos pero no aseguraba el derecho a dirigirlos. La conciliación llegó con la introducción en el artículo 10 de un precepto de capital importancia. Todos los derechos y libertades fundamentales —entre ellos la libertad de enseñanza—habrían de interpretarse conforme a la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás pactos internacionales suscritos por España en esta materia. Conforme a los referidos pactos, la creación en virtud de la iniciativa social de un centro de enseñanza conlleva el derecho a dirigirlo de acuerdo con el ideario de sus fundadores. Hoy, en España, coexiste una enseñanza pública de calidad junto a una red de centros privados merecedores de ayudas públicas si cumplen determinados requisitos de interés social.



 
 
40. LA IDEA DE ESPAÑA EN LA CONSTITUCIÓN
 
Pero todo lo anterior, con ser muy importante, partió de una cuestión previa de enorme trascendencia. Nos referimos a la idea nacional de España. Sobre ella, y después de un profundo debate culminado con un altísimo consenso, se asienta el núcleo esencial del pacto constitucional de 1978. ¿Cuál es esa idea de España?
En primer lugar, España es una nación. Así lo declara el preámbulo y lo ratifica el artículo segundo del texto constitucional de manera rotunda e inequívoca cuando dice: «La Constitución se fundamenta en la unidad indisoluble de la nación española, patria común e indivisible de todos los españoles».
En segundo lugar, la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado, tal y como establece el artículo primero.
En tercer lugar, se afirma el carácter plural de la nación española cuando en el preámbulo se proclama la voluntad de proteger a todos los pueblos de España en el ejercicio de los derechos humanos, sus culturas y tradiciones, lenguas e instituciones. Pluralidad concretada en el artículo segundo al reconocer el derecho a la autonomía —no soberanía— de las nacionalidades y regiones que integran España, con una especial apelación al deber de solidaridad entre todas ellas.
En cuarto lugar, la nación española es una comunidad plurilingüe con un idioma común, el castellano, que como lengua oficial del Estado, todos los españoles tienen el deber de conocer y el derecho a usar, al tiempo que las demás lenguas españolas también serán oficiales en las respectivas comunidades autónomas de acuerdo con sus propios estatutos.
En quinto lugar, la personificación jurídica de la nación es el Estado español, único, aunque no unitario ni uniformista, porque el ejercicio del derecho a la autonomía supone un profundo reparto del poder político entre el Estado y las Comunidades Autónomas.
España no nace en virtud de la Constitución. Por el contrario, la Constitución surge de la voluntad constituyente del pueblo español, titular único de la soberanía nacional.
La España constitucional no es, pues, un mero Estado plurinacional fruto de la libre asociación de no se sabe bien qué naciones imaginarias dispuestas a renunciar a parte de su soberanía para configurar una especie de cooperativa de servicios comunes y ejercer así conjuntamente la defensa, la diplomacia y poco más.
Ni tampoco es un Estado provisional dispuesto a permitir que sus componentes se lleven el patrimonio común e indivisible de todos los españoles para emprender el camino hacia el empobrecimiento y la sumisión a terceros, en vez de construir y mantener entre todos una nación fuerte, unida y respetada en el concierto internacional.
El relato de la adhesión de los constituyentes al título preliminar de la Constitución sería interminable. Es cierto que Miquel Roca, portavoz de la minoría catalana, definió a España como una «nación de naciones», pero no con la intención de dinamitar la nación española sino de robustecer su unidad. El propio Jordi Pujol resaltó, en su discurso de explicación del voto favorable a la Constitución del grupo catalanista, que la Constitución diseñaba un «Estado equilibrado, un Estado fuerte, no en el sentido autoritario de la palabra, sino en el de la eficacia y en el de la capacidad de servicio», plenamente compatible con el reconocimiento «de las identidades colectivas».
Otros portavoces parlamentarios se adhirieron, aunque no sin matices, a esta idea de España. Entre ellos destacó Javier Arzallus, el portavoz del Partido Nacionalista Vasco en el Congreso. El diputado vasco, que años después le retorcería el brazo a Carlos Garaicoechea obligándole a dimitir de su cargo de lendakari y a formar un nuevo partido (Eusko Alkartasuna) hoy mero satélite del aberzalismo radical proetarra, votó en la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso a favor de todos y cada uno de los artículos integrantes del título preliminar de la Constitución (unidad indisoluble de la nación española y forma monárquica del Estado), incluido el relativo al papel de las fuerzas armadas, aunque no tuviera en ellas excesiva confianza¹⁵⁶.
Pero pronto el PNV llegó a la conclusión de que para sus fines últimos votar a favor de una Constitución española hubiera sido un grave error. ¡Cómo iban a justificar ante sus fieles que habían aceptado una Constitución que se fundamentaba en la unidad indisoluble e indivisible de la nación española! El pretexto lo encontrarían en la disposición adicional primera de la Constitución.



 
156 Años más tarde, Javier Arzallus haría esta insólita confesión: «Nosotros estábamos preparados. Nosotros incluso teníamos armas. Toda una partida de metralletas fabricadas por nosotros. No te puedes hacer una idea lo fácil que es en este país fabricar una metralleta o cualquier cosa con todos los talleres que hay, que muchos son de gente nuestra. Habíamos traído de Venezuela un especialista, digamos, en turbulencias políticas que era nuestro, pero había estado trabajando con los americanos, para reunir a la gente joven y formarla. Por tanto, teníamos gente y teníamos armas. No para ninguna acción espectacular sino simplemente que, si aprovechándose de la situación creada hubiera bandas o de extrema derecha o incluso de ETA que intentaran en aquel momento apoderarse, la sorpresa o lo que sea, de la situación. Yo tenía una pistolita clandestina, que me regaló un puertorriqueño…». (Entrevista con Javier Arzallus, Programa «Euzkadi, 25 años de recuerdo», emitida en 2004 por ETB). ¿Qué fue de las metralletas del PNV? Nadie, salvo Arzallus y sus burukides, lo saben.




 
 
41. LOS DERECHOS HISTÓRICOS DE LOS TERRITORIOS FORALES (DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA DE LA CONSTITUCIÓN)
 
El PNV presentó una enmienda al anteproyecto de Constitución, que habían pergeñado a finales de enero el ponente de UCD, Miguel Herrero y Rodríguez de Miñón y Javier Arzallus, portavoz del PNV en el Congreso, y en cuya elaboración habían participado el histórico dirigente nacionalista Juan Ajuriaguerra¹⁵⁷ y el portavoz nacionalista en el Senado Michel Unzueta¹⁵⁸.
La enmienda ofrecía aspectos positivos y negativos para los centristas navarros. No estaban de acuerdo con la derogación de la Ley de 1839, fundamento de la Ley Paccionada de 1841. En cambio, sí hubieran aceptado lo dispuesto en el número 4 de la enmienda que decía así: «Se devuelven a Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya sus instituciones y poderes forales históricos».
Por otra parte, también hubieran aceptado otro de los aspectos más relevantes de la enmienda, que no deja de resultar sorprendente. En el número 4 de la enmienda, el PNV renunciaba al pronunciamiento dogmático del «Nafarroa Euskadi da», al prever que las «regiones forales mencionadas que así lo decidiesen podrán formar un único ámbito territorial, creando de común acuerdo las instituciones necesarias y conservando cada una de ellas las facultades que le sean propias y considere oportuno reservarse».
Pero a renglón seguido, y esto era otro obstáculo insalvable, se encomendaba al Consejo General Vasco, órgano preautonómico constituido por todos los diputados y senadores vascos, la redacción de un proyecto de Estatuto de autonomía para los cuatro territorios. Los centristas navarros rechazaron la presencia de Navarra en dicho Consejo mientras el pueblo navarro no decidiera su incorporación a Euzkadi, criterio aceptado unánimemente por el Consejo Parlamentario de Navarra, en los acuerdos adoptados por los nueve diputados y senadores navarros en una maratoniana reunión que celebró en Madrid los días 29 y 30 de diciembre de 1979.
Otro de los puntos más controvertidos de la enmienda nacionalista era la renovación del «Pacto Foral con la Corona», imposible de aceptar en una monarquía constitucional, en la que el rey carecía de poderes propios, pues la soberanía corresponde única y exclusivamente al pueblo español.
Los constituyentes cuestionaron la enmienda nacionalista por las razones expuestas en el punto anterior. Sin embargo, en línea con su voluntad de reparar cualquier agravio histórico, todos los grupos parlamentarios, sin la firma del PNV pero con su aceptación, consensuaron en la Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados la siguiente enmienda transaccional:
«La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales».
«La actualización general de dicho régimen foral, se llevará a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía».
Antes de producirse el acuerdo sobre la redacción de la disposición adicional primera, el vicepresidente Abril Martorell llamó a consultas a los centristas navarros¹⁵⁹. El texto acordado inicialmente con el PSOE y los demás grupos decía así:
«La Constitución reconoce y respeta los derechos históricos de los territorios forales. La actualización de dicho régimen foral se llevará a cabo en el marco de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía».
En la citada reunión, se acordó incluir en el segundo párrafo las expresiones «actualización general» y «en su caso». De modo que la disposición adicional reconocía los derechos históricos de los territorios forales, que serían amparados y respetados por la Constitución, sin que Navarra se viera obligada a llevar a cabo la actualización del régimen foral en el marco de un Estatuto de Autonomía.
Distinto era el caso de los regímenes forales de las Provincias, suprimidos en 1937 en cuanto a Guipúzcoa y Vizcaya. Y puesto que se consideraba conveniente que un solo texto pudiera servir tanto para el régimen foral de Navarra como para el restablecimiento de los regímenes vascos, el vicepresidente Abril Martorell aceptó la propuesta de introducir las expresiones antes citadas. De forma que quedaba bien sentado que sólo los territorios forales vascos estaban incluidos en el párrafo segundo. A tal efecto dicho párrafo vendría precedido de un punto y aparte y no de un punto seguido. También se eliminó la palabra «reconoce», pues los derechos históricos tenían carácter preconstitucional y, por tanto, su existencia no dependía del reconocimiento de la Constitución. Se acordó sustituir dicha palabra por la de «ampara». Así se llegó a la fórmula que se sometería a la aprobación del Congreso.
En la sesión de la Comisión de Asuntos Constitucionales del Congreso de los Diputados, del día 20 de junio de 1978, se debatió, en medio de una gran expectación, la enmienda transaccional firmada por UCD, Grupo Socialista del Congreso, Socialistas de Catalunya, Grupo Comunista, Grupo de Alianza Popular, Grupo Minoría Catalana y Grupo Mixto. Fue aprobada por unanimidad (36 votos), incluido el de Javier Arzallus. El diputado por Navarra, Ignacio Astráin, intervino en nombre de la UCD, diciendo entre otras cosas: «Para Navarra y para el País Vasco, así como para toda la nación, hoy es un día histórico, pues por primera vez una Constitución española va a amparar y respetar los derechos de los territorios forales».
Testigos presenciales aseguran que Arzallus fue sincero al dar su voto a favor de la disposición adicional. Años más tarde, diría que todo había sido, por su parte, un gran engaño y que la enmienda foral del PNV se presentó a sabiendas de que sería rechazada, lo que permitiría a su partido abstenerse en el referéndum constitucional¹⁶⁰.
El 2 de julio de 1978, Carlos Garaicoechea publica un artículo en «El País», exponiendo las razones de su rechazo al texto aprobado. A juicio del presidente del Euskadi Buru Batzar, «tras ver rechazadas una por una nuestras enmiendas, con el disgusto de no ver reinstaurados, por aplicación de una pura amnistía, los regímenes especiales de Vizcaya y Guipúzcoa, suprimidos por Franco y previstos en el régimen preautonómico, con el descorazonamiento que éstos y otros aspectos parecidos nos producen, hemos visto rechazados nuestros últimos, y a nuestro entender, ´discretos´ planteamientos forales, y a cambio se nos ofrece como panacea universal un reconocimiento retórico de los derechos históricos forales, añadiendo que deberán ajustarse a lo que establece la Constitución, es decir, a la lista de competencias que para cualquier territorio autónomo».
Los intentos de lograr una fórmula que diera satisfacción al PNV continuaron a lo largo del mes de julio. Se barajaron nuevos textos, pero no se logró llegar a ningún acuerdo.
Así las cosas, el pleno del Congreso, en su sesión del 20 de julio de 1978, debatió la disposición adicional.Resultó aprobada por 256 votos a favor, 12 en contra y una abstención. Javier Arzallus y el Grupo Vasco, siguiendo el mandato de Garaicoechea, votaron en contra. Faltaba la discusión en el Senado.
Navarra no fue ajena a la polémica suscitada. Los debates constitucionales se seguían con gran atención e inquietud en Pamplona. No sólo por la disposición adicional, sino también por la disposición transitoria relativa al contencioso Navarra-Euzkadi y a la disposición derogatoria de las leyes abolitorias del siglo XIX entre las que se incluía la Ley de Confirmación de Fueros de 25 de octubre de 1839.
Desde el inicio del proceso constituyente se había producido una situación singular en España. Ya expusimos cómo antes del Amejoramiento del Fuero de 1982, la Diputación Foral era el órgano de gobierno de una autonomía fundamentalmente administrativa. Pero al margen de que le fuera aplicable en cuanto a su elección y funcionamiento jurídico la legislación de régimen local, nadie le discutía que su primera obligación para con el pueblo navarro era defender la vigencia del régimen foral. Asimismo, la Diputación debía someter los asuntos de Fuero al previo informe del Consejo Foral. Y se dio la circunstancia, además, de que en 1977 pertenecían al Consejo destacados dirigentes políticos de la nueva era democrática, por lo que su representatividad, de hecho, se había fortalecido.
Pudo haber, y los hubo, momentos de tensión, pero el buen sentido de todos los protagonistas evitó un choque de legitimidades. De una parte, la legitimidad democrática la ostentaban los diputados y senadores navarros elegidos el 15 de junio de 1977. Pero no podía desconocerse que la Diputación Foral, como institución, poseía la legitimidad formal, ya que aunque sus miembros no hubieran sido elegidos democráticamente, ejercían legítimamente las facultades forales, entre ellas la más importante en aquellos momentos: pactar con el Estado cualquier reforma del régimen foral.
Tan pronto como se conocieron los resultados de las elecciones generales, el 19 de junio de 1977 se reunieron en la Casa de Juntas de Guernica los diputados y senadores elegidos en Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. A la reunión asistieron también tres de los nueve parlamentarios de Navarra, mientras declinaron acudir, a Guernica, los seis parlamentarios navarros de UCD. Los reunidos acordaron constituir la Asamblea de Parlamentarios Vascos. El navarro Manuel de Irujo sería elegido presidente. Asumiendo la representación del pueblo vasco, decidieron «gestionar de inmediato un Estatuto de Autonomía». Daban por sentada la inclusión de Navarra en el País Vasco o Euskadi.
La Diputación Foral reaccionó ante las pretensiones de la Asamblea vasca y en sendos acuerdos de 14 de julio y 20 de agosto de 1977 expresó su voluntad de iniciar las negociaciones oportunas para lograr «la plena reintegración foral, restaurando las tradicionales instituciones del Antiguo Reino», entre ellas las Cortes de Navarra.
La mayoría de las fuerzas políticas de Navarra, rechazaron las pretensiones de la Diputación al no haber sido elegida democráticamente.
Considerando que mientras no se aprobara la Constitución no podía negociarse ningún Estatuto de Autonomía, el Gobierno decidió conceder al País Vasco un régimen provisional preautonómico y, a tal efecto, el ministro para las Regiones inició conversaciones con representantes de la Asamblea Parlamentaria vasca con vistas a la creación de un Consejo General del País Vasco, con inclusión de Navarra.
La pretensión de aplicar a Navarra dicho «régimen preautonómico» provocó un rotundo rechazo de la UCD de Navarra, que propuso entonces la creación de una Asamblea de Parlamentarios navarros
Los centristas navarros negaron a la Asamblea vasca que pudiera adoptar ninguna decisión que involucrara a Navarra al margen de la voluntad de su pueblo y de sus instituciones.
El 25 de octubre de 1977, la UCD de Navarra hizo pública un documento titulado «Programa Foral». En él se defendía la plena democratización de las instituciones forales y la negociación, con el Estado, para la reintegración foral. El objetivo sería transformar al Consejo Foral en una asamblea democrática que elegiría y fiscalizaría a la Diputación y ejercería facultades legislativas.
En cuanto a la pretendida integración de Navarra en Euzkadi, los centristas navarros entendían que dicha cuestión no debía plantearse antes de la democratización de las instituciones forales sino que debía someterse a la consideración del Consejo Foral elegido democráticamente y, en su caso, al refrendo del pueblo navarro mediante plebiscito «por tratarse de un cambio del «status» milenario de Navarra».
Por último, en su programa, la UCD sostenía que «para dar cobertura democrática a las negociaciones con el Gobierno en la fase de reintegración foral institucional, debiera procederse a la constitución de la Asamblea de Parlamentarios Navarros, a la que la Diputación Foral podría comisionar la realización de las referidas negociaciones».
Tanto el PSOE como el PNV aceptaron esta última propuesta de UCD. El 15 de noviembre de 1977, en el Palacio de Navarra, en un salón cedido por la Diputación, se constituyó el Consejo Parlamentario de Navarra¹⁶¹.
Volveremos más adelante a la cuestión de la democratización de las instituciones forales, si bien anticipamos que en líneas generales tuvo un desenlace acorde con el Programa centrista.
El 5 de julio de 1978, la Diputación remite a los parlamentarios navarros una serie de propuestas alternativas, tendentes a perfeccionar la redacción de la disposición adicional. Todavía había tiempo pues el proyecto se hallaba en el Senado después de haber sido aprobado por el Congreso.
En una sesión extraordinaria, celebrada el 12 de julio, el Consejo Foral aprueba con el apoyo de los consejeros Carlos Garaicoechea y Carlos Clavería, del PNV, y con objeto de que fuera defendido por los senadores navarros, el siguiente texto:
«La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, cuya reintegración y actualización se harán de acuerdo con las instituciones representativas de dichos territorios».
Después de intensas reuniones de la Diputación Foral con el Consejo Parlamentario de Navarra, se decidió convocar de nuevo al Consejo Foral. Los días 31 de julio, 1 y 2 de agosto de 1978 se celebraron unas reuniones maratonianas a las que fueron invitados a participar los nueve parlamentarios en las Cortes Generales por Navarra. Uno de los asuntos a tratar era la disposición adicional.
La discusión fue apasionada, muy esclarecedora de las diversas posturas de unos y otros, pero sin rebasar los límites de la cortesía parlamentaria.
En una de sus intervenciones ante el Consejo Foral, Manuel de Irujo suponemos que en medio de la desolación de los presidentes «nacional» y «regional» de su partido (Garaicoechea y Clavería), llegó a decir: «Yo soy un hombre partidario de la reintegración foral, de la reintegración foral plena. En este momento nos encontramos con un proyecto de Constitución, la aprobada por el Congreso, la más liberal, la más abierta, de las constituciones que España se ha dado a sí misma. Esto no es todavía una Constitución, es un proyecto aprobado por el Congreso, y tengo algunos motivos para sentar reservas acerca de cómo se han comportado en algunos extremos nuestros compañeros de consenso. Pero tengo la obligación de ser leal con los hechos mismos y de afirmar que esta Constitución, tal como está redactada en el proyecto aprobado por el Congreso, es la más liberal, la más abierta, la más avanzada, la más foral que pudiéramos pedir los navarros que se ha hecho en Madrid»¹⁶².
En su acuerdo de 31 de julio de 1978, el Consejo Foral declaraba que consideraba de «indiscutible preferencia» la fórmula aprobada en su sesión del 12 de julio anterior, pero añadía:
«Los parlamentarios se comprometen a que, de no obtenerse lo anterior, la Disposición Adicional deje expresa constancia en su texto de que el segundo párrafo no es de aplicación a Navarra, o en último extremo, que quede claro en los debates constitucionales que la intención del legislador es que el segundo párrafo no es de aplicación a Navarra».
Ambas cautelas se cumplieron. En primer lugar, porque del texto de la disposición adicional del proyecto del Congreso se desprendía que el segundo párrafo no era de aplicación a Navarra y, en segundo lugar, porque en los debates del Senado quedó expresada que tal era la intención del legislador constitucional.
El 5 de octubre tuvo lugar la sesión plenaria del Senado donde se debatió la disposición adicional. Hubo un intento frenético para conseguir «in extremis» el acuerdo con los nacionalistas y momentos de gran confusión. El último lo protagonizó el senador Joaquín Satrústegui que presentó la siguiente enmienda «in voce»:
«La Constitución ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales, cuya actualización general se realizará, en su caso, de acuerdo entre sus instituciones representativas y el Gobierno por medio de los respectivos Estatutos de Autonomía, todo ello conforme a la Constitución».
Joaquín Satrústegui era guipuzcoano, aunque había sido elegido senador por Madrid, y formaba parte, sin pertenecer a ningún partido, del Grupo de Socialistas y Progresistas Independientes. Por la mañana, del mismo 5 de octubre, había negociado la enmienda transcrita en los pasillos del Senado con los nacionalistas y también con el partido del Gobierno. La UCD le había instado a añadir el inciso «todo ello conforme a la Constitución».
Cuando el presidente del Senado Antonio Fontán, en el pleno celebrado por la tarde del día 5, requirió al portavoz nacionalista, Michel Unzueta, que manifestara si aceptaba la enmienda «in voce» de Satrústegui, antes de someterla a votación, el senador vasco subió a la tribuna y miró al palco de invitados. Allí se encontraba Carlos Garaicoechea, que le hizo grandes gestos para que se pronunciara en contra. Unzueta, visiblemente contrariado, dijo: «Recibo indicación negativa». Y sin pronunciar una palabra más abandonó la tribuna. Los nacionalistas explicarían después que el motivo del rechazo era que no estaban de acuerdo con la última frase: «…todo ello conforme a la Constitución». Excusa sin sentido pues si la Constitución amparaba y respetaba los derechos históricos, resulta indiscutible que la actualización general ya estaba dentro de la Constitución. Otra cosa es que el PNV hubiera llegado a la conclusión de que el peor escenario político para sus aspiraciones era tener que votar a favor de la Constitución.
Sometido el texto del dictamen del Congreso a votación, la disposición adicional primera fue aprobada por 129 votos a favor, 13 en contra y 78 abstenciones.
Lo que sí quedó meridianamente claro en los debates del Senado es que la intención del legislador era que el segundo párrafo de la disposición adicional no era de aplicación a Navarra. Así dejaron constancia en sus intervenciones el portavoz de UCD en el Senado, Luis González Seara y el vicepresidente del Gobierno, Joaquín Abril Martorell. El Amejoramiento del Fuero de 1982 demostró que la tesis sustentada por los centristas navarros tenía razón.
La UCD de Navarra tendría que librar otra batalla política, durante los debates constitucionales, para hacer frente a la pretensión del PNV de que la disposición derogatoria de la Constitución incluyera, respecto a Navarra, a la Ley de 25 de octubre de 1839, pues dejaba sin sustento jurídico a la Ley Paccionada de 1841. También en esta cuestión los centristas navarros consiguieron su propósito¹⁶³.
La Constitución de 1978 puso punto final a la cuestión foral, que desde 1812 había convulsionado la vida política de Navarra y las Provincias Vascongadas. Ocurre que Carlos Garaicoechea y los burukides nacionalistas tenían otro proyecto para el País Vasco. La reintegración foral era un obstáculo para lo que llamaban «recreación de la conciencia nacional vasca». Por eso, tan pronto como se promulgó la Constitución se apresuraron a negociar un Estatuto de Autonomía para la «nacionalidad» vasca en el marco de la Constitución. Navarra, en cambio, como veremos, eligió la senda foral¹⁶⁴.



 
157 Juan Ajuriaguerra, comandante del Ejército vasco, fue quien negoció, a espaldas del Gobierno republicano, la rendición en Santoña (Santander) de los batallones de «gudaris» que se negaron a seguir combatiendo tras la caída de Bilbao el 19 de junio de 1937. La rendición se firmó el 27 de agosto. El Pacto de Santoña facilitó la toma por los sublevados de la franja cantábrica en poder de la República. Estuvo en prisión hasta 1943, año en que se trasladó a Pamplona. Durante la dictadura prosiguió en la clandestinidad las tareas de organización del PNV. Murió en Ayegui (Navarra) el 25 de agosto de 1978, a los 75 años. Su muerte permitió a Carlos Garaicoechea, que mantenía una estrecha amistad con Ajuriaguerra, convertirse en líder indiscutible del PNV.

158 Texto íntegro de la enmienda foral 689 del PNV:

«1. Se derogan las leyes de 6 y 19 de septiembre de 1837, 25 de octubre de 1839 y 21 de julio de 1876. / 2. Se devuelven a las regiones forales de Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya sus instituciones y poderes forales que tradicionalmente hubieran venido ostentando sus antecesores. / 3. Se renueva el Pacto Foral con la Corona, manteniendo el Rey en dichos territorios los títulos y facultades que tradicionalmente hubieran venido ostentando sus antecesores. / 4. Las regiones forales mencionadas que así lo decidieren podrán formar un único ámbito territorial, creando de común acuerdo las instituciones necesarias y conservando cada una de ellas las facultades que le sean propias y considere oportuno reservarse. / 5. Hasta que no se establezcan plenamente los órganos forales, el Consejo General Vasco u órgano foral competente ostentarán la iniciativa y capacidad necesarias para llevar a cabo la negociación con el Gobierno de la Corona, constitutiva de su régimen, funcionamiento y traspaso de facultades, cuyo resultado se someterá a referendo popular».
159 A la reunión con el vicepresidente fue convocado el autor en su condición de secretario regional de UCD y miembro de la Comisión Constitucional del Senado.

160 En 1996, Javier Arzallus, al referirse a su postura en relación con la disposición adicional, declaró: «…fue una de las mejores cosas que hicimos, porque por una parte digo que sí, y por otra digo que no. (...) Yo lo que hice fue votando sí, votar que no (...) e hice lo que tenía que hacer: una buena jugada política, dije que sí para mantener algo en la Constitución». Sin embargo, el propio Arzallus reconoce en sus «Memorias», publicadas en 2005: «Este episodio tuvo una consecuencia interna desagradable. Garaikoetxea alude una y otra vez a que yo claudiqué y desobedecí aceptando esta fórmula. Y lo seguirá diciendo, aunque se le demuestre lo contrario». Garaicoechea proporcionó en 2003 otra versión más creíble: «Cuando yo le transmití a Arzalluz que no podía emitir ese voto en la comisión constitucional, él me explicó la dificultad que implicaba ir contra corriente en aquel clima de presión ambiental. Prosiguiendo la discusión en un momento determinado me dijo que estaba hablando desde una cabina y se le estaban acabando las monedas. Se cortó la comunicación, vino el voto favorable y luego vino una rectificación que fue incómoda para todos. Quizá ahí está el germen de determinadas actitudes posteriores».

161 El Consejo Parlamentario, en su reunión constitutiva, eligió presidente al senador de UCD, José Gabriel Sarasa, y como secretarios a los diputados Pedro Pegenaute (UCD) y Gabriel Urralburu (PSOE). Se da la circunstancia de que los socialistas Urralburu y García, en el momento de la creación de este Consejo, formaban parte de la Asamblea de Parlamentarios Vascos, al igual que el nacionalista Manuel de Irujo, que era su presidente. Esta situación se prolongó hasta el 17 de febrero de 1978, fecha en que se constituyó el Consejo General del País Vasco bajo la presidencia del socialista Ramón Rubial, presidente nacional del PSOE desde 1976.

162 Tal vez por ello Irujo no firmó el «Acta de Afirmación Foral Navarra» de 3 de diciembre de 1978.

163 El número 2 de la disposición derogatoria dice así: «En tanto en cuanto pudiera conservar alguna vigencia, se considera definitivamente derogada la Ley de 25 de octubre de 1839 en lo que pudiera afectar a Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. En los mismos términos se considera definitivamente derogada la Ley de 21 de julio de 1876».

164 Una de las últimas ocurrencias del nacionalismo vasco ha sido abogar por el reconocimiento por parte del Estado de Euzkadi o Euskal Herría como «nación foral» (lendakari Urkullu). Nunca el País Vasco tuvo Fueros, pues su titularidad correspondía por separado al Señorío de Vizcaya y a las Provincias de Guipúzcoa y Álava.




 
 
42. EL CONTENCIOSO NAVARRA-EUZKADI LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA DE LA CONSTITUCIÓN
 
En el momento constituyente, había surgido en Navarra una corriente de opinión, con alto grado de adhesión popular, al menos en apariencia y en cualquier caso extraordinariamente activa, partidaria de la conformación de un ámbito autonómico vasco integrado por las «cuatro» provincias vascas.
El nacionalismo vasco emergente consiguió la adhesión a la causa de Euzkadi de todos los partidos de izquierda y, de modo especial, del PSOE y del PC. Todos ellos daban por sentado que Navarra formaba parte del País Vasco, Euzkadi o Euskal Herria y, por tanto, debía formar parte del futuro régimen autonómico vasco. «Nafarroa Euzkadi da» era el lema aglutinador de la confluencia de nacionalistas y de los demás partidos de izquierda: «Navarra es Euzkadi». Se trataba de un axioma para ellos incuestionable.
Frente a esta opinión aparentemente arrolladora se alzaron los centristas navarros (UCD) y Alianza Foral, socio navarro de Alianza Popular. Mientras esta última rechazaba cualquier fórmula que pudiera conducir a Navarra a su integración en Euzkadi, el programa centrista defendía que el único instrumento de legitimación del posible cambio del «status» de Navarra sería el referéndum del pueblo navarro.
UCD formuló dos afirmaciones tautológicas: «Navarra es Navarra» y «Navarra es España». Al mismo tiempo, abogó por un nuevo pacto con el Estado para el «amejoramiento del Fuero», a fin de conseguir la democratización de las instituciones forales, mediante la transformación del Consejo Foral en un Parlamento o asamblea legislativa elegida por sufragio universal, y la devolución o integración en el régimen foral de cuantas competencias ejerciera el Estado no inherentes a la «unidad constitucional». Esta habría de interpretarse no con los parámetros centralizadores y uniformistas de la Constitución de 1837, sino con los nuevos principios autonomistas de la futura España democrática.
Como ya relatamos anteriormente, la Asamblea de Parlamentarios Vascos —con presencia de tres de los nueve parlamentarios navarros en las Cortes constituyentes— había negociado un texto que implicaba la incorporación de Navarra al Consejo General Vasco, órgano de gobierno preautonómico, integrado por parlamentarios de los territorios de Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra.
La UCD de Navarra se opuso radicalmente a esta fórmula por considerarla un atentado contra las facultades forales ejercidas por la Diputación, pues se rompía el tradicional principio de relación bilateral entre Navarra y el Estado y, sobre todo, porque se presuponía la adhesión a Euzkadi sin que el pueblo navarro hubiera tenido la oportunidad de pronunciarse al respecto.
Ante la firmeza de UCD de Navarra, el presidente Suárez ordenó la paralización de la tramitación del Real Decreto-Ley de establecimiento del régimen provisional de autonomía vasca negociado con la Asamblea de Parlamentarios Vascos con el ministro para las Regiones, Manuel Clavero Arévalo, mientras no se llegara a un acuerdo con los centristas navarros.
Para tratar de desbloquear el camino hacia el régimen provisional de autonomía para el País Vasco, y con la amenaza de los partidos vascos de emprender movilizaciones populares, el 29 de diciembre de 1978, en el Salón de Ministros del Congreso de los Diputados, se reunió el Consejo Parlamentario de Navarra.
En la madrugada del 30 de diciembre de 1977, después de una maratoniana reunión iniciada el día anterior, el Consejo Parlamentario de Navarra, integrado por todos los diputados y senadores navarros, llegó a una fórmula transaccional para desbloquear la tramitación de la preautonomía vasca, consistente en que la incorporación al Consejo General Vasco sólo se produciría en el caso de que el «órgano foral competente» así lo acordara y su decisión fuera refrendada mediante consulta popular directa por el pueblo navarro. La determinación de quien sería el «órgano foral competente» se defería a un posterior acuerdo de la Diputación con el Gobierno.
La transacción en el seno del Consejo Parlamentario se consiguió cuando el PSOE y el PNV aceptaron, en el curso de la reunión, lo que para la UCD era un pronunciamiento innegociable: que Navarra sólo sería Euzkadi si así lo decidía el pueblo navarro en referéndum. El acuerdo alcanzado por unanimidad fue una marcha atrás de los partidarios del «Nafarroa Euzkadi da». Sin duda lo hicieron porque, con los resultados electorales del 15 de junio de 1977 en la mano, confiaban en conseguir la victoria en el futuro referéndum. En realidad se trataba de un éxito del centrismo navarro, que recibió en todo momento el apoyo de UCD y del presidente Suárez.
Transcribimos el texto íntegro del acuerdo del Consejo Parlamentario:
«El Consejo Parlamentario de Navarra ha estudiado el proyecto de Decreto-Ley para la implantación de un régimen de preautonomía para el País Vasco y ha llegado por consenso al siguiente acuerdo:
«Primero. — Considera el Consejo Parlamentario que la mención que en el proyecto de Decreto—Ley preautonómico vasco se realiza, en sentido de que la incorporación o no de Navarra al Consejo General del País Vasco se lleve a cabo mediante la decisión del «órgano foral competente», requiere una disposición complementaria del rango legal adecuado que faculte al Gobierno para concretar de acuerdo con la Diputación Foral de Navarra los siguientes extremos:
a) Determinación de cuál sea el órgano foral competente para acordar la referida decisión.
b) Necesidad de acuerdo del órgano foral.
c) Ratificación del pueblo navarro mediante referéndum, en el caso de que la decisión del órgano foral sea favorable a la incorporación.
«Segundo.— Habiendo llegado a un acuerdo respecto a las condiciones antedichas, el Consejo Parlamentario de Navarra, manifiesta que no existe por su parte inconveniente alguno para que el proyecto de Decreto—Ley preautonómico vasco en su redacción actual pueda tramitarse por el Gobierno a efectos de su promulgación legal, si así lo estima oportuno.
«Tercero.— La validez del presente Acuerdo queda supeditada a la aceptación de las formaciones políticas PSOE, UCD y PNV, de defender en el proyecto constitucional una disposición adicional relativa a Navarra por la que se introduzca el mismo mecanismo previsto para la incorporación de Navarra en el Consejo General Vasco, en sustitución del artículo 129 del actual borrador constitucional».
Asimismo, se alcanzó un segundo acuerdo con el siguiente texto:
«1º. Aprobar el texto del acuerdo que se incorpora como anexo en relación al proyecto de Decreto—Ley preautonómico.
2º. Acordar que el Consejo Parlamentario de Navarra declina la decisión de incorporar o no a Navarra en el Consejo General del País Vasco, una vez que el texto preautonómico entre en vigor, con lo que la decisión se remite al órgano foral competente.
3º. Mantener como acuerdo reservado el punto segundo, hasta que pueda hacerse público tras la promulgación del Decreto-Ley preautonómico vasco».
Ambos acuerdos del Consejo Parlamentario fueron ratificados en la madrugada del día 30 de enero por las direcciones nacionales de UCD, PSOE y PNV. En nombre de la UCD de Navarra y de la dirección nacional del partido centrista la firma fue efectuada por Jesús Aizpún. Por el PSOE firmó «Chiqui» Benegas y por el PNV Juan Ajuriaguerra.
En el documento se incluyó otro compromiso de gran transcendencia, pues en él está el origen de la disposición transitoria cuarta, que había sido acordado por el Consejo Parlamentario, aprobado por unanimidad a propuesta de Manuel de Irujo, siguiendo instrucciones de Carlos Garaicoechea, presidente por aquel entonces del PNV, en cuya virtud el mismo procedimiento acordado para la preautonomía vasca debería quedar plasmado en la Constitución¹⁶⁵:
«Los respectivos partidos asumen el compromiso de incorporar en el proyecto de Constitución una disposición que asegure que Navarra va a utilizar el procedimiento contenido en el acuerdo del Consejo Parlamentario de 20 de diciembre para la toma de decisión en lugar del que previene el artículo 129 [actual 143] del proyecto de Constitución».
Asimismo, UCD y el PSOE firmaron un compromiso adicional en el sentido de que mientras Navarra estuviera amenazada por la violencia terrorista de ETA y, por lo tanto, no existiera plena libertad política, no se procedería a la convocatoria de ningún referéndum.
El mismo día 30 de diciembre de 1977, el Gobierno aprobó sendos Decretos-Leyes, que fueron remitidos a la Comisión de Urgencia Legislativa de las Cortes. El primero establecía el régimen preautonómico para el País Vasco y el segundo regulaba«el procedimiento para adoptar las decisiones en Navarra a que se refiere el Real Decreto-ley 1/1978».
El Real Decreto-Ley 1/1978, de 4 de enero, de preautonomía vasca reflejaba el texto negociado con la Asamblea de Parlamentarios Vascos y el ministro Clavero Arévalo. En el preámbulo de esta disposición se dejaba bien sentado que la referencia a Navarra no prejuzgaba en modo alguno su integración en el País Vasco, asumiendo así las exigencias de UCD de Navarra durante todo el proceso:
«La mención a Navarra que en el Real Decreto Ley se realiza —que tiene otros antecedentes históricos— en modo alguno prejuzga su pertenencia a ninguna entidad territorial de ámbito superior. Dadas las especiales circunstancias de Navarra, que posee un régimen foral, reconocido por la Ley de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno, la decisión de incorporarse o no al Consejo General del País Vasco corresponde al pueblo navarro, a través del procedimiento que se regula en otro Real Decreto-ley de la misma fecha».
El relativo a Navarra, Real Decreto-Ley 2/1978, de 4 de enero, contenía un preámbulo y dos artículos que transcribimos a continuación:
«Navarra tiene una personalidad histórica que es reconocida y respetada por el Estado, cuyo régimen jurídico se encuentra en la Ley de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno, que establece un régimen singular desarrollado por normas posteriores.
Muy importantes fuerzas políticas y parlamentarias han considerado que cualquier incorporación de Navarra a instituciones comunes de ámbito superior a su territorio no podría realizarse sin que el pueblo navarro se exprese libre y democráticamente mediante una consulta popular directa.
Prevista la posibilidad de que Navarra decida sobre su posible incorporación al Consejo General del País Vasco, procede dictar las normas que garanticen que cualquier decisión se adopte libre y democráticamente con respeto a su régimen singular y de acuerdo con la Diputación Foral.
La mayor parte de las fuerzas parlamentarias han considerado también la conveniencia de proceder urgentemente a la promulgación de las presentes normas.
Artículo primero. El Gobierno, de acuerdo con la Diputación Foral de Navarra, determinará el Órgano foral competente a quien corresponda la decisión a que se refiere la disposición transitoria primera del Decreto-ley uno/mil novecientos setenta y ocho.
Artículo segundo. En caso de que el Órgano foral competente decidiese aprobar la presencia de Navarra en el Consejo General del País Vasco, será necesario, para que tal acuerdo alcance validez, que esta decisión sea ratificada por el pueblo navarro mediante consulta popular directa a través del procedimiento y en los términos que determine el Gobierno de acuerdo con la Diputación Foral».
A mediados de enero de 1978 se reunieron las delegaciones de UCD, PSOE y PNV para trasladar a la Constitución lo acordado por el Consejo Parlamentario de Navarra. Por parte de UCD, acudieron el vicepresidente del Gobierno, Fernando Abril Martorell y el autor de estas líneas, en calidad de secretario regional de UCD de Navarra, y el ponente constitucional Miguel Herrero de Miñón. Por parte del PSOE, los representantes fueron José María («Chiqui») Benegas (Secretario General del Partido Socialista de Euzkadi) y Gabriel Urralburu (Secretario General de la Agrupación Navarra del Partido Socialista de Euzkadi). También asistió a alguna de las reuniones el socialista Enrique Múgica. Finalmente, los nacionalistas del PNV designaron a Carlos Garaicoechea, presidente del Euzkadi Buru Batzar, y a su histórico dirigente Juan Ajuriaguerra.
Las discusiones duraron varios días y concluyeron el 25 de enero de 1978. Tres fueron los escollos principales: el quórum exigido tanto en el órgano foral competente (el futuro Parlamento Foral) como en el hipotético referéndum para poner en marcha la iniciativa de integración (mayoría simple o mayoría absoluta del censo electoral); el plazo para la reiteración de una iniciativa fracasada que en modo alguno podía ser de un año, tal y como figuraba en el proyecto constitucional con carácter general para todas las Comunidades Autónomas; y la posibilidad de reversión de la decisión de Navarra en caso de que se hubiera producido la integración (derecho de separación).
Durante las conversaciones el PSOE-PSE y el PNV hicieron frente común. Al final se consiguió un texto, que fue considerado insatisfactorio por UCD de Navarra, aunque no lo suficiente como para romper las conversaciones. UCD consiguió que en el órgano foral competente (el futuro Parlamento de Navarra) la iniciativa de incorporación a Euzkadi debiera obtener la aprobación de la mayoría absoluta de sus miembros; pero no logró el quórum de mayoría absoluta del censo electoral en el referéndum, a pesar de haber invocado el precedente del Estatuto vasco de 1933. Por esta razón, el autor formuló el 25 de enero de 1978 una «reserva general».
El Comité Ejecutivo de UCD de Navarra, reunido en Madrid el 27 de enero, acordó encomendar a sus parlamentarios que presentaran una enmienda para que la transitoria cuarta se ajustara estrictamente a lo establecido en el Real Decreto-Ley 2/1978, de 4 de enero, que preveía que el Gobierno determinaría, de acuerdo con la Diputación Foral de Navarra, «el órgano competente a quien corresponde la decisión» de la posible incorporación al Consejo General del País Vasco. Asimismo, el acuerdo con la Diputación establecería, en el caso de que la decisión de aquél fuera la de aprobar la presencia de Navarra en el Consejo General del País Vasco, el procedimiento y los términos en que habría de realizarse su ratificación por el pueblo navarro «mediante consulta popular directa».
Los intentos de los parlamentarios navarros de UCD tanto en el Congreso como en el Senado fracasarían, de modo que la disposición transitoria cuarta quedó incorporada a la Constitución sin ninguna modificación.
El texto definitivamente aprobado por los comisionados de los tres partidos se plasmó en una enmienda conjunta de UCD, PSOE y PNV al proyecto constitucional y no sufrió variaciones durante su tramitación en el Congreso y en el Senado. En la Comisión Constitucional del Congreso, que se celebró el 20 de junio de 1978, intervino en su defensa y en nombre del grupo parlamentario de UCD, el diputado Jesús Aizpún. En el Senado, los senadores centristas navarros intentaron —sin éxito— incorporar alguna de las propuestas no aceptadas o no incluidas en las conversaciones tripartitas de enero de 1978 (la cuestión del quórum en el referéndum y el derecho de separación¹⁶⁶).
La disposición acordada decía así:
«1. En el caso de Navarra, y a efectos de su incorporación al Consejo General Vasco o al régimen autonómico vasco que le sustituya, en lugar de lo que establece el artículo 143 de la Constitución, la iniciativa corresponde al Órgano Foral competente, el cual adoptará su decisión por mayoría de los miembros que lo componen. Para la validez de dicha iniciativa será preciso, además, que la decisión del Órgano Foral competente sea ratificada en referéndum expresamente convocado al efecto, y aprobada por mayoría de los votos válidos emitidos.
«2. Si la iniciativa no prosperase, solamente se podrá reproducir la misma en distinto período del mandato del Órgano Foral competente, y en todo caso, cuando haya transcurrido el plazo mínimo que establece el artículo 143».
Debemos destacar que esta disposición sólo se refiere al supuesto de incorporación a Euzkadi, pero no al ejercicio de otras opciones autonómicas que se ofrecían a Navarra en el momento de entrada en vigor de la Constitución, como eran:
a) Redactar un Estatuto constitucional de autonomía específico para Navarra en cualquiera de sus dos modalidades: la ordinaria del artículo 143 y la excepcional del artículo 151¹⁶⁷. En cualquier caso, Navarra debería recorrer el procedimiento establecido en la Constitución en la opción elegida.
b) Asociarse con otras provincias limítrofes distintas del País Vasco, como por ejemplo La Rioja o Aragón. Lo mismo que en el caso anterior, el procedimiento a seguir sería el del artículo 143 o el del 151 de la Constitución.
c) Permanecer como provincia de régimen foral, conforme a lo dispuesto en la Ley Paccionada de 1841, estatus amparado y respetado por la Constitución en su disposición adicional primera.
d) Formalizar un nuevo pacto con el Estado para el «Amejoramiento del Fuero» con invocación de los derechos históricos amparados y respetados por la disposición adicional primera de la Constitución. Este nuevo pacto se asentaría en la Ley de confirmación de Fueros de 25 de octubre de 1839 y supondría una novación de la Ley Paccionada de 1841.
Esta última opción, propuesta en 1976 por el Partido Social Demócrata Foral y asumida inicialmente en solitario por la UCD navarra en 1977, sería posteriormente aceptada (1979) por el PSOE con el apoyo de UPN, nueva fuerza política surgida después de promulgada la Constitución de 1978, y del Partido Carlista.
En el caso de que Navarra optara por integrarse en Euzkadi podía ocurrir que en ese momento todavía no se hubiera aprobado el Estatuto vasco y, por tanto, continuara en funcionamiento el órgano de gobierno de la autonomía provisional, es decir, el Consejo General Vasco. Por eso, en la transitoria cuarta, se hace en primer lugar la mención a la incorporación a dicho órgano preautonómico. Pero podía ocurrir que dicha decisión se produjera una vez aprobado el Estatuto vasco, razón por la que se prevé que la incorporación sea al régimen autonómico sustitutivo del preautonómico.
Lo que sí se hizo por acuerdo entre el Gobierno y la Diputación, firmado el 25 de enero de 1979 en el Palacio de la Moncloa, que se incorporó al ordenamiento jurídico mediante el Real Decreto 121/1979, de 26 de enero, en el que se determina que fuera el Parlamento Foral el «Órgano foral competente».
Conviene resaltar que sobre la transitoria cuarta se formularon, tanto durante su tramitación como después, voces críticas desde posturas nacionalistas y no nacionalistas. La izquierda aberzale la rechazó porque entendían era un atentado contra la unidad de Euskal Herria. Los nacionalistas «moderados» mostraron su oposición por entender que se había constitucionalizado una autentica «carrera de obstáculos» para impedir la integración de Navarra. Voces de la derecha llegaron a decir, con evidente falsedad, que cada cinco años el pueblo navarro se vería obligado a votar si quería o no ser Euzkadi.
Cuarenta años después, Navarra sigue siendo lo que siempre fue, y el pueblo navarro no ha sido convocado a votar más que para elegir a sus representantes en las Cortes Generales, en el Parlamento de Navarra y en sus Ayuntamientos y Concejos. No ha habido ningún referéndum ni se ha tenido que pronunciar cada cinco años sobre la integración en Euskadi.
En pleno siglo XXI, hay quien sigue manteniendo que la transitoria cuarta es una traición a Navarra y quien sigue considerándola como una carrera de obstáculos.
Se equivoca quien piensa que si se suprimiera dicha disposición transitoria la incorporación a Euskadi sería imposible. Nada más erróneo. En 1980, Andalucía quiso convertirse en Comunidad Autónoma con idéntico grado de autonomía que Cataluña, el País Vasco y Galicia. Su iniciativa debía someterse a la previa decisión de los andaluces mediante referéndum. Resultó que en Almería los síes no alcanzaron la mayoría absoluta del censo. Conforme a la Constitución, el proceso tendría que haber seguido sin los almerienses. Las Cortes echaron mano entonces de un precepto constitucional de dudosa aplicación, según el cual aquéllas «podrán por motivos de interés nacional» sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales para el inicio del proceso autonómico (artículo 144, 1, c). Ahora bien, una cosa son los Ayuntamientos y otra, distinta, los electores de toda una provincia.
Más grave aún fue el caso de Segovia, que cumplió todos los requisitos exigidos para la constitución de una Comunidad Autónoma, después de haber rechazado su integración en Castilla y León. Pero las Cortes inadmitieron el proyecto de Estatuto de Segovia y, en aplicación del artículo 144, resolvieron incorporarla a Castilla y León mediante una Ley Orgánica de 1 de marzo de 1983, invocando motivos de interés nacional. En sentencia de 8 de noviembre de 1984, el Tribunal Constitucional confirmó la constitucionalidad de la decisión de las Cortes.
Idéntico criterio podía haberse invocado para incorporar a Castilla y León las provincias de Santander (hoy Comunidad Autónoma de Cantabria) y de Logroño (hoy Comunidad Autónoma de Rioja), aunque en su respectivos Estatutos se establecía un procedimiento similar a la transitoria cuarta de Navarra sobre la posibilidad de su integración en Castilla-León, siempre que así lo decidieran los cántabros o los riojanos.
También hay en Navarra quien piensa que si en una futura reforma de la Constitución se cita por su nombre a todas las Comunidades Autónomas, incluida la Comunidad Foral de Navarra¹⁶⁸, la incorporación a Euzkadi devendría imposible. Otro craso error. Aunque llegara a aprobarse esta reforma, si algún día, por aplastante mayoría, el Parlamento de Navarra expresara su voluntad de ser Euzkadi o Euskal Herria, no habrá barrera constitucional que no pueda levantarse, siempre que se tratara de una reordenación de su organización territorial y no de sumarse a un proyecto independentista.
Todo esto lo saben muy bien los partidos aberzales. Tras la promulgación en 1982 del Amejoramiento del Fuero, se dieron cuenta de que en el terreno político habían perdido la batalla Navarra-Euskadi. Desde entonces pusieron todo su empeño en conseguir a largo plazo torcer la mentalidad del pueblo navarro. Están convencidos, y tal vez no les falte la razón, que un proceso de colonización euskalduna en el terreno educativo y cultural, así como el adoctrinamiento de los escolares, podría acabar por darle la vuelta a la trayectoria histórica de Navarra. Todo les vale con tal de borrar las huellas de su inequívoca pertenencia a la comunidad española. Y para eso, no dudan en aprovecharse del impresionante nivel de autogobierno del Amejoramiento del Fuero.
Hay otro aspecto no contemplado en la disposición transitoria cuarta pero que habría que resolver indefectiblemente en caso de que el Parlamento de Navarra acordara poner en marcha el procedimiento de anexión a Euzkadi. La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene unas competencias similares, y en algunas materias inferiores, a las de la Comunidad Foral de Navarra. La Constitución prohíbe la federación de las Comunidades Autónomas, por lo que no sería posible constituir una Federación Vasco-Navarra sobre la base del mantenimiento de ambas comunidades. Con arreglo a la disposición transitoria sólo se contempla la incorporación «al régimen autonómico vasco».
Es claro que, de producirse la incorporación, Navarra perdería su personalidad diferenciada en la España de las autonomías y pasaría a formar parte de la Comunidad Vasca. Si se quiere garantizar a Navarra que no pierde Fuero o autogobierno por la integración en Euzkadi habría que contemplar un «status» especial dentro de la Comunidad Vasca, bien entendido que para ello habría que acordar que ni el Gobierno ni el Parlamento vasco pudieran ejercer competencia alguna en Navarra, pues ello sería incompatible con la foralidad vigente. Y esto no tendría sentido, pues la incorporación supondría para Navarra el reconocimiento de Euzkadi o Euskal Herria como un ente superior.
Pero hay algo que quedaría pulverizado. Nos referimos a la naturaleza paccionada del régimen foral fruto de una relación bilateral con el Estado español.
Pues bien, téngase en cuenta que el Amejoramiento del Fuero es un pacto con el Estado. Su modificación sólo puede hacerse por el mismo procedimiento seguido para su adopción, es decir, mediante un nuevo pacto formalizado entre la Diputación y el Gobierno, ratificado después por el Parlamento de Navarra y las Cortes Generales. Es imposible, en consecuencia, la existencia de una Comunidad Autónoma en la que una de sus partes se reserva el derecho a relacionarse y a pactar con el Estado al margen de las instituciones propias de la Comunidad integradora¹⁶⁹.
Luego, para consumar la integración, habría que pactar, previamente, la renuncia por Navarra a su régimen foral. Navarra tendría que hacer expreso renunciamiento al pilar sobre el que se asientan sus derechos históricos: la naturaleza paccionada de su Fuero fruto del pacto con el Estado. En consecuencia, las competencias del antiguo régimen foral que se le reservaran a Navarra ya no estarían basadas en los pactos bilaterales con el Estado (Ley Paccionada y Amejoramiento del Fuero) sino en la libérrima decisión del Estatuto vasco reformado.
La integración en Euzkadi en tales condiciones sería, en sí misma, un gigantesco contrafuero y no podría ser de otra forma. Otra cosa es que ese gigantesco contrafuero se viera convalidado por la decisión del pueblo navarro que, al fin y a la postre, es el único titular del actual régimen foral.
Quiere todo esto decir que el proceso de incorporación a Euzkadi, aun queriéndolo, es realmente complejo. Aunque no compartimos la tesis del navarro Goyo Monreal, senador por Guipúzcoa en las Cortes constituyentes, que descalificó a la disposición transitoria por tratarse de un verdadero «escándalo» al imponer una auténtica «carrera de obstáculos» dirigida a impedir la integración de Navarra en Euzkadi, nos parece oportuno rescatar ahora su opinión para concluir que la Constitución no hizo otra cosa que garantizar la libertad del pueblo navarro a la hora de decidir su destino autonómico en el seno de la España constitucional y autonómica.



 
165 Tras alcanzar el acuerdo en el seno del Consejo Parlamentario, Manuel de Irujo salió de la reunión para informar telefónicamente a Carlos Garaicoechea. Al parecer el presidente del PNV le expresó su contrariedad por haber dado su voto favorable al acuerdo. Durante la discusión que mantuvieron al respecto, Garaicoechea exigió a Irujo que propusiera que lo acordado para la preautonomía vasca se incluyera en la Constitución. Manuel de Irujo regresó a la reunión visiblemente afectado y formuló la propuesta que hemos transcrito y que fue aprobada por unanimidad con gran complacencia de los parlamentarios de UCD.

166 El derecho de separación se contempla en la disposición final de la Ley de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de 10 de agosto de 1982.

167 El artículo 143 dispone que la iniciativa para el ejercicio del derecho a la autonomía, que incluía tan sólo competencias administrativas, sería ejercida por las Diputaciones y las dos terceras parte de los Ayuntamientos cuya población representara, al menos, la mayoría del censo electoral de la provincia o provincias interesadas. El artículo 151, prevé un sistema excepcional de acceso al máximo techo competencial previsto en el artículo 150 de la Constitución, que permite además la creación de una Asamblea elegida por sufragio universal y un Gobierno autónomo nombrado por aquélla de entre sus miembros. En tal caso, la iniciativa correspondía a la Diputaciones, las tres cuartas partes de los municipios de la provincia o provincias interesadas, que representen la mayoría del censo electoral, y dicha iniciativa fuera ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de los electores de cada provincia o provincias.

168 En su discurso de investidura tras ganar las elecciones del 14 de junio de 2004, el presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, anunció su intención de promover la reforma de la Constitución en los siguientes términos: «Creo que ha llegado el momento de consagrar, con la fuerza simbólica que proporciona la Constitución, la denominación oficial de las diecisiete comunidades autónomas y las dos ciudades autónomas y su consideración definitiva como parte esencial del Estado y su forma de organizarse territorialmente». Pero pronto se olvidó de dicho compromiso.

169 No hace mucho, con ocasión de la renovación de los Conciertos Económicos vascos, Álava reclamó el derecho a pactar directamente con el Estado, pero se rechazó tal posibilidad por entender que no podía desengancharse de la Comisión negociadora del País Vasco.




 
 
43. EL ESTATUTO VASCO DE 1979 Y NAVARRA
 
El primer Parlamento Foral elegido por sufragio universal en los comicios celebrados el 3 de abril de 1979 lo componían 70 parlamentarios forales. En diciembre de 1979 el parlamentario del Grupo Mixto (Euskadiko Eskerra), Jesús Casajús, presentó una moción instando el inicio del proceso de incorporación a Euzkadi. La moción se debatió en la Comisión de Régimen Foral el 17 de diciembre. Fue rechazada con 4 votos a favor (los grupos aberzales), 7 votos en contra (UCD y UPN) y 4 abstenciones (PSOE). Para conseguir su aprobación hubiera necesitado pasar al pleno y obtener como mínimo 36 votos favorables para alcanzar la mayoría absoluta. En la actualidad, dado que el número de parlamentarios forales fijado en el Amejoramiento del Fuero es de 50, el acuerdo para iniciar los trámites constitucionales para la incorporación a Euzkadi necesitaría obtener 26 votos favorables.
Si la moción de Casajús hubiera sido aprobada por el Parlamento Foral se habría convocado un referéndum de ratificación de la propuesta formulada por la Cámara. Si los «síes» superaban a los «noes», en la consulta popular directa convocada al efecto, la iniciativa quedaría aprobada.
A partir de ese momento se tendrían que llevar a cabo conversaciones con las instituciones del País Vasco para modificar su Estatuto a fin de acomodar la integración de Navarra. Tal proceso está regulado en el Estatuto de Guernica en los siguientes términos (artículo 47, 2):
«En el caso de que se produjera la hipótesis prevista en la disposición transitoria cuarta de la Constitución, el Congreso y el Senado, en sesión conjunta y siguiendo el procedimiento reglamentario que de común acuerdo determinen, establecerán, por mayoría absoluta, qué requisitos de los establecidos en el artículo 46 se aplicarán para la reforma del Estatuto, que deberán en todo caso incluir la aprobación del órgano foral competente, la aprobación mediante Ley Orgánica, por las Cortes Generales, y el referéndum del conjunto de los territorios afectados».
El único punto de los requisitos establecidos en el artículo 46, regulador del procedimiento para la reforma del Estatuto vasco, que no está incluido en el artículo 47, es la intervención del Parlamento Vasco que podría ser suprimida por las Cortes Generales, aunque si el Parlamento navarro debe dar su aprobación al proyecto de reforma del Estatuto para acomodar la presencia de Navarra sería imprescindible que así lo hiciera también el Parlamento vasco.
En cualquier caso, lo determinante de este procedimiento es que la incorporación de Navarra no se consumaría si las Cortes Generales no dan su aprobación al Estatuto reformado y si, en caso de celebrarse el referéndum del conjunto de los territorios afectados, el pueblo navarro rechazara el nuevo Estatuto negociado para acomodar a Navarra dentro de la Comunidad Autónoma del País Vasco.
Durante el debate del proyecto de Estatuto Vasco, que tuvo lugar en el Congreso, se produjo un gravísimo incidente sobre el alcance de la expresión «conjunto de los territorios afectados». Los nacionalistas entendían que en el segundo referéndum de aceptación del Estatuto, debía computarse a la totalidad de los electores del País Vasco y Navarra. Los centristas navarros rechazaron tal interpretación alegando que, en tal caso, la voluntad del pueblo navarro sería irrelevante, pues la población del País Vasco supera en mucho a la de Navarra.
El 19 de noviembre de 1979, el pleno del Congreso de los Diputados debatió el proyecto de Estatuto Vasco. Ese mismo día se «filtró» a la prensa un informe del Instituto de Estudios Políticos, solicitado por el Gobierno, que había decidido no hacerlo público hasta después de su aprobación por las Cortes. En él se concluía que, conforme a la Constitución, la expresión «referéndum del conjunto de los territorios afectados» no puede interpretarse en el sentido de que Navarra y las tres provincias vascas habrán de constituir una circunscripción electoral única a efectos del cómputo global de votos. Por el contrario, el pronunciamiento, tanto de los electores vascos como de los electores navarros, había de hacerse«en circunscripciones separadas y con cómputos independientes de votos, requiriéndose la aprobación por ambos cuerpos electorales para que la reforma estatutaria prospere».
Al conocer el contenido de este informe, Carlos Garaicoechea montó en cólera y amenazó con la retirada del PNV de las Cortes y del Consejo General Vasco, así como con suspender sine die el inminente regreso a España del presidente del Gobierno vasco en el exilio, Jesús Leizaola, al que se reconocería como único representante legítimo del País Vasco. Exigió al Gobierno que en el debate del pleno del Congreso se dejara constancia de la interpretación nacionalista. Así lo hicieron, Jordi Pujol, portavoz de la Minoría Catalana, Juan María Bandrés, del Grupo Mixto, Jordi Solé Tura, del Grupo Comunista y Alfonso Guerra, del Grupo Socialista. El portavoz de UCD, el alavés Jesús Viana, lo hizo en términos contradictorios: «Respecto a la hipótesis de la incorporación de Navarra, quiero señalar en este momento dos aspectos fundamentales: primero, la cuestión, respecto a los principios y formas, está aclarada en la Constitución y en el Estatuto que vamos a votar», de modo que «lo esencial, lo importante es que debe haber un pleno respeto a la voluntad libremente expresada del pueblo de Navarra sobre este asunto… y respetarla profundamente, tanto en el qué de su posible o no incorporación, como eventualmente en el modo y maneras, es decir, en el cómo de su incorporación». Pero renglón seguido dijo que«en este sentido me complace coincidir con el profundo respeto hacia esa voluntad en los términos que han sido expresados por el Partido Nacionalista Vasco» [en referencia a la intervención de Javier Arzallus].
En el Senado, la discusión del Estatuto vasco tuvo lugar el 12 de diciembre de 1979¹⁷⁰. En ella, el portavoz de UCD, el también alavés, Alfredo Marco Tabar, se limitó a reproducir lo dicho por su compañero de partido en el Congreso.
Lo ocurrido en la discusión del Estatuto sólo puede calificarse de chantaje puro y duro. El órdago de Garaicoechea venía a producirse cuando se tenían todas las esperanzas puestas en la puesta en marcha de la autonomía como instrumento de pacificación. Aquel año ETA había asesinado a 76 personas. En tales circunstancias, las manifestaciones que hicieron los portavoces que se vieron obligaos a asumir la interpretación de Arzallus carecen de valor alguno. Es incuestionable que un Estatuto no puede alterar lo dispuesto en la Constitución. El artículo controvertido sólo dice que el Estatuto reformado se someterá a refrendo en el «conjunto de los territorios afectados», expresión que sólo puede interpretarse en el sentido de que tanto Navarra como el País Vasco han de participar en la consulta. Pero si uno de los dos cuerpos electorales rechaza el proyecto de Estatuto reformado, la cuestión está resuelta con toda claridad en la Constitución. El artículo 151 regula distintos refrendos estatutarios. En todos ellos se exige que la decisión sea favorable en cada provincia, de forma que la que vote en contra no resulta afectada por aquélla.
Los nacionalistas llegaron a sostener que este segundo referéndum era un trámite puramente formal, pues Navarra ya habría decidido ser Euzkadi en el primer referéndum. Pero eso es otra falacia antidemocrática, pues en tal consulta se decide únicamente poner en marcha la iniciativa integracionista y, por tanto, abrir el procedimiento de reforma del Estatuto vasco para acoger a Navarra. Pero la integración sólo se consumará en el caso de que el pueblo navarro vote sí en el referéndum de ratificación del Estatuto reformado. ¿Cómo pueden presumir de demócratas quienes niegan a Navarra su derecho a decidir?
También los nacionalistas proclamaron a los cuatro vientos que si Navarra optaba por Euzkadi su decisión sería irreversible. Es decir, que los que pretenden romper España, negarían a Navarra el derecho de marcharse de Euskadi o Euskal Herria. El Amejoramiento del Fuero de 1982 dejó aclarado este extremo al disponer que el Parlamento o Cortes de Navarra fuera el órgano competente tanto para iniciar el proceso de integración como para adoptar la iniciativa conducente a su separación, que tendría que someterse al refrendo del pueblo navarro.



 
170 Dos días antes, el diputado Pedro Pegenaute, responsable de la «filtración» y el senador José Luis Monge, se dieron de baja en UCD. Recordemos que en noviembre de 1978, también la había abandonado Jesús Aizpún, fundador de UPN. Todo ello, supuso un duro golpe para la UCD de Navarra, que había conseguido un rotundo éxito en las elecciones generales de 1979, con tres diputados y tres senadores. Sería un adelanto de la crisis de UCD como partido nacional, que desaparecería en 1982 tras las elecciones generales en que triunfó de forma aplastante el Partido Socialista de Felipe González.




 
 
44. LA DEMOCRATIZACIÓN DE LAS INSTITUCIONES FORALES (EL PACTO CON EL ESTADO DE 25 DE ENERO DE 1979)
 
Mientras las Cortes debatían el proyecto de Constitución, en paralelo se negociaba con el Gobierno la democratización de las instituciones forales, una exigencia de las fuerzas políticas representadas en el Consejo Parlamentario de Navarra.
El camino para conseguir este objetivo había quedado abonado con la aprobación del segundo de los Reales Decretos-Leyes de 4 de enero de 1978, a los que ya hemos hecho referencia al tratar de la disposición transitoria cuarta de la Constitución. Lo relevante era que el Gobierno y la Diputación Foral, de común acuerdo, habrían de acordar cuál sería el «órgano foral competente» para tomar las decisiones que tuviera por conveniente respecto a la posible integración de Navarra en el Consejo General Vasco.
Por otra parte, el Gobierno venía trabajando, desde finales de 1977, en la redacción del proyecto de ley de elecciones locales. La Ley se promulgó el 17 de julio de 1978. En ella se incluyó un precepto que establecía que en Navarra su aplicación se llevaría a cabo conforme a lo que dispone la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno, con las modificaciones que puedan introducirse de acuerdo con la Diputación Foral¹⁷¹.
Recordemos también que el Consejo Parlamentario de Navarra había expresado en su reunión constitutiva de 15 de noviembre de 1977, que uno de sus primeros objetivos sería «el estudio y negociación con los poderes competentes de las bases para la reintegración foral y la democratización de las instituciones forales». El Consejo Parlamentario ofrecía a la Diputación cobertura democrática a las negociaciones que habría de llevar a cabo con el Gobierno.
El 13 de febrero de 1978, en una asamblea con la práctica totalidad de partidos políticos navarros, se aprobó una resolución conjunta, para su traslado al Consejo Foral de Navarra, en la que se abogaba por la necesidad de proceder a la «institucionalidad democrática de los organismos forales de los organismos forales, objetivo ampliamente deseado por nuestro pueblo»¹⁷².
Al día siguiente, el Consejo Parlamentario de Navarra acordó encomendar al diputado Gabriel Urralburu y al senador Jaime Ignacio del Burgo, la redacción de un anteproyecto democratizador de las instituciones forales¹⁷³. Los designados celebraron la primera reunión de trabajo el 11 de marzo de 1978¹⁷⁴.
El 27 de abril, los redactores del anteproyecto culminaron su trabajo y acordaron someterlo a la deliberación del Consejo Parlamentario de Navarra. El punto más relevante de la propuesta era la democratización del Consejo Foral, que quedaría integrado por 71 consejeros, 30 por la merindad de Pamplona, 12 por la de Tudela, 11 por la de Estella y 9 por la de Sangüesa y Olite respectivamente. Los consejeros serían elegidos por sufragio universal y el presidente de la Diputación Foral por el propio Consejo. Correspondería al presidente nombrar a los diputados. Se trataba, pura y simplemente, de implantar un sistema parlamentario. El Consejo acordó hacer público el anteproyecto y abrir a todas las fuerzas políticas un período de enmiendas.
Asimismo, a principios de abril de 1978, la Diputación Foral mantuvo conversaciones con el ministro del Interior, Rodolfo Martín Villa, al que presentó una propuesta de reintegración foral, aprobada por cuatro de los siete diputados forales, que no fue aceptada ni por el Consejo Parlamentario ni por las restantes fuerzas políticas. Por este motivo, las conversaciones quedaron momentáneamente estancadas, por no decir fracasadas.
En el seno de la Diputación no reinaba la unanimidad. Tres de los diputados forales compartían las aspiraciones del Consejo Parlamentario. En vista de ello, los otros cuatro diputados forales, encabezados por el vicepresidente Amadeo Marco, volvieron a reunirse con el ministro Martín Villa el 7 de mayo de 1978 para tratar de desbloquear las negociaciones¹⁷⁵.
El 26 de mayo de 1978, Martín Villa se desplazó a Pamplona donde mantuvo una reunión con la Diputación Foral, que se prolongó durante cuatro horas. Al término de la misma, Martín Villa declaró que habían analizado los problemas que planteaba la adecuación del régimen foral de Navarra a la ley de elecciones locales. También habían tratado del acuerdo para la fijación del órgano común permanente en ejecución del Real Decreto de 4 de enero de 1978. Manifestó que en algunas cosas estaban de acuerdo y en otras no. Sobre el calendario previsto, el ministro expresó su deseo de que hubiera acuerdo en agosto. No obstante, habría tiempo hasta un mes después de la promulgación de la Constitución, que era el tiempo previsto para la elaboración de la ley electoral. Martín Villa informó que al día siguiente mantendría una reunión con el Consejo Parlamentario de Navarra porque «desde un punto de vista jurídico nuestra obligación está en el diálogo y en el pacto entre el Gobierno y la Diputación Foral que nos marca la Ley del 41, pero desde un punto de vista político tenemos la obligación que el Gobierno tiene para con su propio partido que es quien le respalda política y parlamentariamente».
Al día siguiente, en la anunciada reunión con el Consejo Parlamentario, se informó de los trabajos que llevaba a cabo para la elaboración por consenso de una propuesta la democratización de las instituciones forales. Martín Villa informó después, a los medios de comunicación, que su obligación era escuchar las demandas de los representantes democráticos del pueblo navarro, aunque en estos todavía no había unanimidad en el punto relativo a la elección del presidente, cuestión sobre la que podían existir otras fórmulas «siempre que el Consejo Foral sea la institución básica de Navarra». Se había dado un paso decisivo hacia la democratización de las instituciones forales.
Puesto que todas las partes implicadas estaban de acuerdo en que el Consejo Foral fuera el órgano foral competente para tomar la iniciativa de poner en marcha el procedimiento establecido en la disposición transitoria cuarta, ello suponía reconocer que dicha institución habría de ser representativa del pueblo navarro y, por tanto, plenamente democrática. En consecuencia, la pretensión de la Diputación de reservarse la suprema potestad foral era difícilmente defendible. El ministro Martín Villa reconoció que el problema fundamental de la negociación se centraría en la forma de elección de la Diputación, sobre la que dijo habría «tres fórmulas: la elección por sufragio universal, la elección en base a lo que prevé el régimen común por los concejales y una tercera, la elección en base al Consejo Foral o, eventualmente, mezclas de estas tres»¹⁷⁶.
El 6 de junio de 1978 se reunió la Diputación Foral con el ministro del Interior. No se llegó a ningún acuerdo. El escollo fundamental era la elección de la Diputación. Los diputados forales no informaron del contenido de la reunión. Pero se supo que Martín Villa había formulado una clara advertencia a los comisionados forales: «La Diputación Foral es importante pero Navarra es mucho más importante que los actuales componentes de la Diputación». Además, según fuentes parlamentarias, el ministro había advertido a la Diputación que si seguían con su oposición a las fórmulas de elección democrática de la Corporación, podría decretarse el cese de los diputados forales.
El 10 de junio se celebró una nueva reunión del Consejo Parlamentario de Navarra. Se trataba de fijar el criterio a seguir en la que, convocados por el ministro Martín Villa, mantendría los parlamentarios en Madrid el 12 de junio. El punto fundamental era el de la elección de la Diputación. En función de las enmiendas presentadas se barajaban tres posibles fórmulas, que fueron sintetizadas ante el Consejo Parlamentario:
1) La propugnada por la Ponencia (UCD y PSOE, así como PCE y EKA):
«El Consejo Foral elige al Presidente de la Diputación y éste nombra a los diputados».
2) La propugnada por el PNV junto con ORT, ANV, ESB, EIA, EMK, OIC, ESEI y PTE:
«El Consejo Foral elige a los diputados, en número de doce, y ellos entre sí nombran al Presidente».
3. La propuesta formulada por Jesús Aizpún, que defendía que fueran los consejeros forales de cada Merindad, quienes eligieran al diputado o diputados de cada una de ellas.
Las fuerzas extraparlamentarias proponían asimismo que en la elección del Consejo rigiera la proporcionalidad pura. Se objetaba por los parlamentarios de UCD que de esa forma salía beneficiada Pamplona por su mayor peso demográfico. Después de un amplio debate, y sin perjuicio de que los ponentes Urralburu y Del Burgo, estudiaran las enmiendas presentadas, se acordó por el Consejo Parlamentario de Navarra presentar al ministro el siguiente acuerdo de mínimos:
«1. Que el Consejo Foral sea una asamblea elegida por sufragio universal a través de las merindades históricas.
2. Que el papel del Consejo Foral sea preeminente sobre el de la Diputación, y asuma facultades normativas (aprobar los planes generales de la programación económica, de los presupuestos, de lo relativo al Fuero…) que hoy tiene la Diputación.
3. Que el Consejo Foral sea el denominado órgano foral competente para decidir en primera instancia la integración o no de Navarra en Euskadi;
4. Y que sea el Consejo quien elija a la Diputación».
Finalmente, el Consejo Parlamentario acordó solicitar una reunión con la Diputación Foral en pleno y tratar de que las conversaciones fueran tripartitas.
El 12 de junio de 1978, el Consejo Parlamentario se reunió con el ministro del Interior. Este informó a los parlamentarios que los diputados forales de la mayoría no aceptaban la elección por el Consejo Foral. Por su parte, aquéllos expusieron a Martín Villa los «puntos mínimos» del acuerdo adoptado en su reunión del 10 de junio. El ministro se comprometió, por su parte, a solicitar en las conversaciones que mantendría al día siguiente con la Diputación en pleno, que se llevara a cabo una reunión tripartita Gobierno-Consejo de Parlamentarios-Diputación Foral.
Al término de una larga reunión de Martín Villa con la Diputación, el ministro declaró que no había «dificultad grave» sobre la composición y atribuciones del Consejo Foral, pero seguía el escollo sobre la elección de la Diputación. A las fórmulas en discusión —elección por el Consejo Foral; por sufragio universal; o por concejales— se añadió otra nueva: una mezcla de concejales y de consejeros forales. La única fórmula que no aceptaba la Diputación era su nombramiento por el Consejo Foral propuesta por el Consejo Parlamentario de Navarra. Ahora bien, el Consejo Parlamentario no estaba dispuesto a ceder en su propuesta originaria, hasta tal punto que el PSOE amenazó con retirarse de las negociaciones. Volvió a surgir el fantasma de la disolución de la Diputación Foral para su sustitución por una Comisión Gestora.
El 15 de junio de 1978 el Comité regional de UCD de Navarra adoptó una declaración en la que analizaba el proyecto de democratización de las instituciones forales. Dejaba en libertad a sus parlamentarios para que tuvieran «la necesaria libertad de criterio a la hora de incorporar o no al proyecto [de la ponencia] las propuestas de otros grupos políticos. Insistía en que los diputados forales debían ser «de toda Navarra». Igualmente se fijaba como «incuestionable» la necesidad de corregir el precepto de la Ley Paccionada que confería la presidencia nominal de la Diputación al gobernador civil y convertía en vicepresidente al «vocal decano», por lo que si se llegaba a mantener su carácter de «órgano corporativo», «el presidente cuando menos debe ser elegido por los diputados».
Por fin, diputados forales y parlamentarios se vieron las caras, por primera vez, para tratar de la democratización, en presencia del ministro del Interior, Rodolfo Martín Villa. La reunión tuvo lugar el 28 de junio en la sede del ministerio. Los parlamentarios trataron de conseguir, sin éxito, que la Diputación aceptara la elección por el Consejo Foral. La cerrazón de la mayoría foral hizo que el autor, después de manifestar que la tesis de que «la Ley Paccionada es intangible supone una actitud regresiva», anunció, que dada la discrepancia existente sobre la elección de la Diputación, «no estoy dispuesto a seguir formando parte de la ponencia que, con el Sr. Urralburu, había redactado el anteproyecto del Consejo Parlamentario, por lo que, si éste no tiene inconveniente, renuncio porque no veo claro el futuro».
Por su parte, Gabriel Urralburu expresó la voluntad del Partido Socialista de «llegar a fórmulas constructivas de entendimiento, sin carácter partidista alguno, que pudieran ser asumidas por la Diputación. Estamos dispuestos a negociar el tipo de procedimiento de la elección de la Diputación, pero no fórmulas intermedias que anulen la filosofía del proyecto del Consejo Parlamentario que establece que la Diputación debe surgir del Consejo Foral».
Fue entonces cuando Martín Villa propuso como fórmula transaccional, que los diputados forales fueran elegidos por sufragio universal a través de las Merindades. Desempolvaba así Martín Villa una fórmula que figuraba en el Programa fundacional del Partido Social Demócrata Foral de Navarra. La propuesta de Martín Villa fue rechazada por el diputado socialista Julio García y por su compañero Gabriel Urralburu, por entender que con esa fórmula «se favorecerían los intereses electorales de los partidos mayoritarios».
Tras la infructuosa reunión tripartita, los parlamentarios expresaron a los medios de incomunicación su decepción por no haberse llegado a ningún acuerdo. Manuel de Irujo declaró que «no nos vamos nada tranquilos, puesto que la situación actual puede entregar al país a la desbandada y a la violencia», si bien entendía que «la puerta no está cerrada, aunque el problema político está desfasado, violentado y desviado». A juicio del senador centrista José Luis Monge, «seguimos sin saber qué quiere la Diputación. Aunque en la reunión hubo espíritu de concordia, parece que la legalidad jurídica se quiere imponer sobre la legitimidad política».
El encuentro a solas de Martín Villa con la Diputación, que tuvo lugar una vez que los parlamentarios abandonaron la reunión, sirvió para que el representante del Gobierno esbozara los rasgos generales de su propuesta. El Consejo Foral sería elegido por sufragio universal. Para obviar la modificación de la Ley Paccionada se mantendría la Diputación corporativa pero sus miembros serían elegidos por sufragio universal. A tal efecto, el cabeza de la candidatura más votada al Consejo Foral se convertiría en diputado foral por la respectiva merindad. El nuevo sistema sería provisional, pues las nuevas instituciones deberían pactar con el Estado para la definitiva democratización. El Gobierno no haría cuestión de la denominación del Consejo Foral, que podría incluso pasar a denominarse Cortes de Navarra.
Martín Villa ofrecía además la restauración de la Cámara de Comptos —el tribunal de cuentas del antiguo reino navarro— como órgano de fiscalización y control de la gestión financiera de la Diputación. Por supuesto, el Consejo sería el órgano foral competente al que se refería la disposición transitoria cuarta de la futura Constitución. De manera que Navarra entraría en un proceso constituyente sui generis similar al que se había iniciado en el Estado con la Ley para la Reforma Política, que permitió llevar a cabo las primeras elecciones democráticas del 15 de junio¹⁷⁷.
No se llegó a acuerdo, entre otras razones, porque la mayoría foral no daba ningún paso hacia adelante. El vicepresidente Marco declaró a la salida que «habían escuchado» a los miembros del Consejo Parlamentario de Navarra y que todavía no existía ningún acuerdo. Por el contrario, «faltaba todavía mucho camino para ello». Pero, a juicio del que poco después sería nombrado secretario de la Diputación Foral, Joaquín Gortari, «el fruto más importante de esta reunión fue que, a partir de ahora, la Diputación, no obstante su pretensión de ser la única legitimada para la negociación sobre la democratización de las instituciones forales, ya no tuvo reparos en contar con la colaboración de los parlamentarios navarros y mantuvo contactos en numerosas ocasiones. El deshielo, de alguna manera, había comenzado».
El 30 de junio de 1978 los dos ponentes del Consejo Parlamentario, Del Burgo y Urralburu, se reunieron en la sede de la UCD de Navarra con representantes políticos del Partido Comunista, Acción Nacionalista Vasca (ANV-ESB), Partido Unidad de los Socialistas Vascos (ESEI), Partido Carlista de Euzkadi-EKA, Partido para la Revolución Vasca (EIA), Partido del Trabajo y PNV. El objeto era informar a los partidos extraparlamentarios de la marcha de las conversaciones. Mientras Urralburu seguía apostando por exigir que la Diputación surgiera del órgano que resulte elegido por sufragio universal, Del Burgo se limitó a hacer una descripción de la postura de la Diputación inflexible sobre el procedimiento de elección de los diputados forales, lo que estaba «perjudicando enormemente las negociaciones».
El verano de 1978 consumió todas las energías políticas de Navarra en los debates constitucionales en el Senado sobre la disposición adicional, de la transitoria cuarta y de la derogatoria. Pero mientras tanto, el ministerio hacía su trabajo. A primeros de octubre, Martín Villa envió a Amadeo Marco el primer borrador del acuerdo. El 10 de octubre el vicepresidente recabó un informe de los asesores jurídicos, sin informar de nada de ello a los medios de comunicación. Pero el Palacio de Navarra había dejado de ser impenetrable o el propio Gobierno tenía interés en que se conociera el borrador. Lo cierto es que el día 25 de octubre se publicó en Diario de Navarra¹⁷⁸.
Sobre la fórmula de elección el borrador ofrecía dos variantes: o bien la elección por cada Merindad del primero o primeros de la lista o listas en que en cada una de ellas hubiera obtenido mayor número de votos en las elecciones al Consejo Foral, especificando que en las Merindades con dos diputados (caso de Pamplona y Tudela) saldrían elegidos los cabezas de las candidaturas que hubieran quedado en primero y segundo lugar; o bien, la elección por sufragio universal de los diputados, en candidaturas diferenciadas de las de parlamentarios forales en cada Merindad. Por último, el Estado renunciaba a la presidencia de la Diputación Foral —aunque no fuera realmente efectiva—, de forma que su presidente sería elegido por los diputados.
El 4 de noviembre de 1978, bajo la presidencia del senador José Gabriel Sarasa, se reunió el Consejo Parlamentario de Navarra en sesión de mañana y tarde. En la vespertina se trató del borrador de democratización. A la misma no asistió Jesús Aizpún. No era un buen día para los centristas navarros, pues ese mismo día se había conocido la intención del diputado de abandonar el partido por su postura contraria al tratamiento de Navarra en la Constitución. Como se recordará, Aizpún no era partidario de que los diputados forales fueran elegidos mediante sufragio universal sino que la elección debía hacerse por los consejeros forales de cada Merindad. Asimismo, abogaba por mantener la presidencia honoraria del Gobierno, de forma que el vicepresidente y presidente efectivo continuara siendo el diputado de mayor edad. Tras una tensa e intensa deliberación se llegó al acuerdo de elevar a la Diputación los puntos de consenso para la democratización cuya síntesis es la siguiente:
«1º. La potestad normativa y de control de la Diputación Foral debe residir en una asamblea democrática, elegida por sufragio universal, libre, directo, igual, secreto y proporcional a través de las Merindades, asegurando adecuadamente la representación de las mismas.
2º. La Diputación Foral ha de transformarse en el órgano de gobierno y administración de Navarra y ha de asumir, además, la función ejecutiva de las disposiciones y acuerdos de la referida asamblea democrática.
3º. La Diputación Foral debe ser elegida por la asamblea normativa, de entre sus miembros, en la forma que posteriormente se determine».¹⁷⁹
El 22 de noviembre de 1978 Amadeo Marco se desplazó a Madrid para una reunión cara a cara con Martín Villa. Los asesores habían expresado su rechazo al borrador porque no respetaba el dogma de la intangibilidad de la Ley Paccionada al establecer la supeditación de la Diputación al Consejo y privarle de su potestad normativa. Marco estaba al frente de una Diputación dividida, pues como ya hemos dicho tres de sus miembros apoyaban la fórmula propuesta por los partidos navarros en lo referente a la elección de la Diputación por el Consejo Foral.
Amadeo Marco había justificado hasta entonces su oposición a las diversas propuestas formuladas con el argumento de que él carecía de legitimación para alterar la Ley Paccionada. Pero esa objeción se salvaba con la fórmula ofrecida por Martin Villa que respetaba la elección de los diputados a través de las Merindades históricas, pero no en elección de segundo grado sino mediante sufragio universal directo. Y si el Gobierno «renunciaba» a ejercer la presidencia de la Diputación, los diputados forales serían a su vez electores de su presidente. Ahora bien, para que dicha fórmula fuera aceptada por el Consejo Parlamentario y las fuerzas políticas extraparlamentarias, resultaba imprescindible dar carácter constituyente al Consejo Foral legitimándolo para pactar con el Estado la definitiva institucionalización democrática de los organismos forales. Otra novedad importante sería la división de la Merindad de Pamplona en dos distritos electorales —Pamplona ciudad y resto de la Merindad— que elegirían separadamente a los dos diputados atribuidos por la Ley Paccionada a la Merindad de Pamplona.
El 23 de noviembre de 1978, Amadeo Marco fue recibido por el presidente Adolfo Suárez, al que acompañaba el ministro del Interior. La conversación fue breve, pues duró tan sólo un cuarto de hora. Fue suficiente porque tenía la finalidad de informar al presidente de que se había llegado a un principio de acuerdo.
A su regreso al hotel, Amadeo Marco —siempre reacio a hablar con la prensa—, contestó a las preguntas del corresponsal de Diario de Navarra en Madrid¹⁸⁰, lo que permitió al periódico publicar a toda plana el 25 de noviembre el siguiente titular: «Acuerdo Diputación Foral—Gobierno sobre democratización de instituciones forales». Marco confirmó que se había alcanzado el acuerdo, cuya redacción definitiva se había encomendado a Sebastián Martín Retortillo, director del Instituto de Estudios de Administración, y a Joaquín Gortari, secretario de la Diputación. Estos darían forma «a la nueva propuesta que el ministro del Interior habrá de remitir, con carácter de urgencia, y de modo oficial, a la Diputación». Antes de formalizar el acuerdo, se sometería al informe preceptivo del Consejo Foral. Marco reveló que a la reunión con Martín Villa «llevaba, como es natural, una alternativa para el caso de que no se hubiera podido arreglar el problema. Porque el carro estaba atascado y había que desatascarlo, porque el tiempo apremia ya que debemos tener un acuerdo antes del referéndum constitucional. Pero como hemos llegado ya a un arreglo no fue necesaria esa fórmula de salida que yo llevaba»¹⁸¹.
A pesar de que Marco no quiso revelar el contenido del acuerdo alcanzado, al final informó sobre sus líneas fundamentales, algunas ya conocidas, como la elección simultánea por sufragio universal del Consejo Foral y de los diputados forales, la renuncia del Estado a la «ficción actual» de la presidencia del gobernador civil, y otras no, como el número de miembros del Consejo que se fijaba en 70 miembros. Todo ello permitía a Amadeo Marco una honrosa capitulación.
El 28 de noviembre de 1978, el ministro del Interior envió al vicepresidente de la Diputación Foral el siguiente oficio:
«Excmo. Sr.: Remito a V.E. Proyecto de Real Decreto sobre elecciones locales y ordenación de las instituciones forales de Navarra, con el fin de que, en cumplimiento de lo que establece la legislación vigente, esa Excma. Diputación Foral adopte el Acuerdo oportuno»¹⁸².
El 30 de noviembre de 1978, la Diputación Foral acordó convocar al Consejo Foral a una sesión extraordinaria y urgente para recabar su informe sobre el contenido del texto remitido por el Gobierno¹⁸³.
En el Consejo Foral el principal punto de debate fue la redacción del artículo 5 del proyecto, que atribuía al Parlamento la facultad de elaborar «la propuesta de distribución de funciones que pudieran corresponder a los órganos e instituciones forales, poniéndose de acuerdo con la Diputación para que, en su caso, formalizara ésta el correspondiente acuerdo con el Gobierno».
Tras una breve intervención del presidente del Consejo Foral, Amadeo Marco, se produjo un vivo debate sobre el proyecto sometido a su consideración. El síndico del Consejo, Jesús Iribarren, informó, a petición de uno de los consejeros, que a su juicio no se producía una modificación de la Ley Paccionada; pero de haber alguna, sería para abrir la posibilidad de democratizar las instituciones forales. Ahora bien, tal decisión quedaba reservada a una futura Asamblea Constituyente, elegida exclusivamente para este fin, la que decidirá «soberanamente». De manera que «hoy se devuelve la posibilidad de un nuevo pacto al pueblo de Navarra», del mismo modo que en 1841 los liberales navarros pactaron la Ley Paccionada. Iribarren también aludió al artículo 5º que, a su juicio, tenía una redacción defectuosa, pues el futuro pacto con el Estado debía regular no sólo la composición y funciones de las instituciones forales, sino también la elección. Pero mantenía que la propuesta debía redactarse por el Parlamento de acuerdo con la Diputación, lo que fue cuestionado por algunos consejeros —entre ellos Mariano Zufía, del Partido Carlista, Carlos Clavería, presidente en Navarra del PNV, Carlos Garaicoechea, presidente del Euskadi Buru Batzar del PNV y Rafael Gurrea, perteneciente a UCD—, que reivindicaron la total libertad de la Cámara foral para aprobar la propuesta de institucionalización sin necesidad de pacto con el Estado.
En su intervención en el debate del Consejo foral, el presidente del Euskadi Buru Batzar del PNV, Carlos Garaicoechea, cuya mera presencia en el Consejo Foral suponía el reconocimiento de la legitimidad de la Diputación para negociar y pactar con el Estado, formuló algunas observaciones y puntualizaciones que reseñamos a continuación:
«Debe desaparecer el temor reverencial a si el proyecto que estamos debatiendo, implica una variación o no de la Ley Paccionada. Evidentemente, hay algunas variaciones como otras que ha habido en el pasado, como por ejemplo la contribución a las cargas generales del Estado. Lo importante es que las variaciones se hagan por el procedimiento adecuado y se deban al buen sentido, la prudencia y el interés de Navarra.
(…)
Debe modificarse, y a ser posible por consenso general, el artículo 5º, explicitando que en la distribución de funciones está implícita la composición, elección, etc.
Si se modifican estos aspectos, podemos todos, en aras de un consenso general, sentirnos satisfechos de que se haya dado un paso muy acertado que significa un progreso evidente sobre lo que hasta el presente era realidad de nuestras Instituciones».
Finalizadas las intervenciones de los consejeros, el presidente Marco dejó bien sentado que la última palabra la tendría la Diputación Foral: «Pidamos a Dios que la resolución final que tomemos sea la más favorable y la más beneficiosa para Navarra». A continuación, sometió a votación la propuesta «sin perjuicio de que la Presidencia recoja todas las sugerencias hechas por los Consejeros, de las que habrá tomado nota el Secretario, para trasladarlas a la Diputación y sin duda que ésto influirá en el ánimo de los Diputados que han de reflexionar y juzgar con conciencia bien recta para adoptar su decisión».
El acta refleja el resultado de tan peculiar votación:
«Sometida la propuesta a votación, con las abstenciones de Joaquín Abadía Escolá, Francisco Beruete, Carlos Garaicoechea y Emilio García Ganuza, el Pleno del Consejo acordó informar favorablemente el Proyecto de Real Decreto Ley sobre elecciones locales y ordenación de las Instituciones Forales de Navarra».
Así concluyó la última sesión del Consejo Foral Administrativo de Navarra, que tal era su denominación oficial. La nueva Asamblea o Parlamento Foral tendría carácter plenamente democrático, al ser la elección de sus miembros por sufragio universal, y ejercería funciones normativas o legislativas de las que quedaba despojada la Diputación Foral. El Consejo, hasta ese momento, respondía a los criterios de la mal llamada «democracia orgánica», ya que los consejeros eran representativos de los Ayuntamientos o de las llamadas «fuerzas vivas», como ya expusimos anteriormente. Paradójicamente, los momentos estelares del Consejo Foral se produjeron ya en plena democracia, cuando debatió con una total libertad de criterio y llevando en cierto modo la voz de importantes sectores de la sociedad navarra sobre asuntos constitucionales y, finalmente, sobre la reintegración foral y la democratización de instituciones navarras.
En sesión extraordinaria celebrada el 2 de diciembre de 1978, cuando faltaban cuatro días para el referéndum de la Constitución previsto para el día 6, la Diputación procedió al debate de la propuesta definitiva que había de remitirse al Gobierno, previa incorporación de los criterios del Consejo Foral, que la verdad sea dicha, adolecían de falta de concreción pues había habido intervenciones contrapuestas. Se examinó artículo por artículo el proyecto y se introdujeron por unanimidad algunas modificaciones como la sustitución de «Asamblea Foral» por «Parlamento Foral» y el cambio de la palabra «acuerdo» por la de «pacto».
Sin embargo, en el debate de artículo 5º se produjo una grave discrepancia, que a punto estuvo de hacer naufragar el espíritu de consenso que había presidido la sesión. Resulta que la mayoría, con Amadeo Marco a la cabeza, defendía la fórmula del proyecto remitido por Martín Villa. La minoría abogaba por conferir al Parlamento la facultad de elaborar la propuesta sobre la distribución de funciones, la composición y la forma de elección de las instituciones forales, eliminando la previsión de que aquélla hubiera de elaborarse de acuerdo con la Diputación. Los diputados Arza, Irazoqui y Visus reprocharon al vicepresidente Marco haberse apartado del criterio en este punto del Consejo Foral, lo que suponía un quebrantamiento del compromiso por él asumido en el momento de someter la propuesta a votación.
La sesión hubo de suspenderse sin acuerdo y en medio de una gran tensión. Hubo intentos aquella misma noche de tratar de convencer a Marco del error que había cometido, pero todo fue inútil. Los diputados de la minoría decidieron «filtrar» a Diario de Navarra lo ocurrido. Al día siguiente, 3 de diciembre, la Diputación debía cumplir la tradición de acudir a la Catedral de Pamplona para honrar al copatrono de Navarra, San Francisco de Javier. Cuando Amadeo Marco vio reflejado en el periódico el relato de lo ocurrido el día anterior, montó en cólera y trató de averiguar quién había sido «el traidor y el felón». Los diputados de la minoría «confesaron» que habían sido ellos. De modo que cuando la Diputación marchó al templo catedralicio, en cuerpo de comunidad, el espíritu cristiano de los diputados brillaba por su ausencia, aunque no sabían que Marco, para poder comulgar, se había confesado con el capellán de la Corporación, es de suponer que por haberse dejado llevar por la ira. Después del tradicional banquete del día del Santo Patrón, y gracias a los buenos oficios del gobernador civil, Eduardo Ameijide, todavía formalmente «presidente» de la Diputación, se rebajó la tensión y Amadeo Marco decidió convocar a los diputados a una sesión extraordinaria para rectificar la redacción del número 3 del artículo 2º, con la finalidad de reducir el peso demográfico de Pamplona, y la del artículo 5, con el siguiente texto:
«Artículo segundo: punto número 3. Cada uno de los seis Distritos electorales elegirá como mínimo 5 miembros, distribuyéndose los 40 restantes entre todos los Distritos electorales, en proporción a la población de cada uno de ellas, corrigiéndose por exceso las fracciones iguales o superiores al 0,5 y por defecto las restantes. A ningún Distrito electoral podrá corresponderle más de un tercio de los 40 que se distribuyen¹⁸⁴.
Artículo quinto,— La Diputación Foral deberá someter a la aprobación del Parlamento Foral una propuesta de distribución de las funciones, composición y forma de elección de los órganos e instituciones forales. El texto que resulte definitivamente aprobado sobre la citada propuesta por el Parlamento Foral será negociado, en su caso, con el Gobierno por la Diputación Foral para la formalización del correspondiente Pacto».
La propuesta se aprobó por unanimidad.
El 4 de diciembre de 1978, se hizo entrega del proyecto aprobado por la Diputación al ministro Martín Villa, acompañado del siguiente oficio firmado por Amadeo Marco:
«Como respuesta a su comunicación de 28 de noviembre pasado, remito a V.E. el proyecto de Real Decreto sobre Elecciones Locales y ordenación de las Instituciones Forales de Navarra, según la redacción del mismo que ha aprobado la Diputación Foral de Navarra en sesión extraordinaria y urgente celebrada el día 3 de diciembre del corriente año, rogándole dé al mismo el curso oportuno».
El 18 de enero de 1979, el ministro del Interior remitió a la Diputación Foral el texto del proyecto de Real Decreto, con algunas modificaciones que no afectaban a lo sustancial. Casi todas ellas fueron aceptadas por la Diputación, en sesión celebrada el 19 de enero, aunque se introdujeron, no obstante, algunas pequeñas alteraciones.
El 22 de enero de 1979, el vicepresidente Marco remitió al ministro del Interior, Martín Villa, el siguiente oficio:
«Examinado dicho Proyecto por la Diputación Foral en su sesión extraordinaria del 19 de enero corriente, lo halla conforme con sujeción estricta a la redacción que se acompaña a esta comunicación, por todo lo cual, puede procederse a su formalización como corresponda».
Faltaba tan sólo la firma del pacto alcanzado, que tuvo lugar en el Palacio de la Moncloa el día 25 de enero, a la 12 de la mañana. En presencia del presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, por parte del Gobierno firmó el ministro del Interior, Rodolfo Martín Villa y en representación de la Diputación Foral lo hizo su vicepresidente Amadeo Marco. El acta refleja el carácter paccionado de la norma democratizadora. Los firmantes manifiestan reunirse:
«Con el fin de formalizar, de común acuerdo, las normas sobre elecciones locales y ordenación de las instituciones forales de Navarra, y dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 36 de la Ley de elecciones locales, que establece que éstas se realizarán en Navarra «conforme a lo que dispone la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841, con las modificaciones que, en su caso pudieran introducirse de acuerdo con la Diputación Foral», acuerdo con la Diputación Foral exigido también en los Reales Decretos —leyes 1 y 2/1978, de 4 de enero—, en relación con las previsiones allí establecidas.
«Los indicados representantes, se complacen en poner de manifiesto que las conversaciones mantenidas para llevar a cabo la finalidad expuesta han sido largas y laboriosas, dada la importancia de los temas abordados, si bien se han desarrollado en todo momento en un clima de comprensión, cordialidad y colaboración. En este marco y en plena coincidencia, los comparecientes han acordado elevar al Gobierno, para su tramitación ulterior, el Acuerdo adoptado por la Excma. Diputación Foral de Navarra sobre el Proyecto que le remitiera el Ministerio del Interior, en el convencimiento de que refleja adecuadamente los deseos y aspiraciones de ambas Administraciones para un mejor servicio de los intereses que les están encomendados.
«Este Acta se formaliza con los instrumentos anejos a la misma y que en nombre de la Administración del Estado firma el Excmo. Sr. Don Rodolfo Martín Villa y por la Diputación Foral de Navarra, el Excmo. Sr. Don Amadeo Marco Ilincheta».
El documento también contiene la firma, como testigo de excepción, del presidente del Gobierno, Adolfo Suárez, que cerró el acto con las siguientes palabras:
«Asisto a este acto testimonialmente pero aprovecho para expresar mi satisfacción porque el texto firmado amejora el sistema institucional navarro de forma que respeta profundamente su tradición histórica, responde a las exigencias de modernización de sus instituciones y todo ello, en el profundo y solidario respeto de siempre a la indisoluble unidad de España.
«Parece por tanto obligado decir esto y testimoniar también mi esperanza y seguridad de que el futuro de Navarra y de sus instituciones es esplendoroso en el marco de la Constitución que ampara y respeta los derechos históricos de los territorios forales. Vaya por ello mi gratitud en nombre del Gobierno, y mi felicitación a los hombres de la Diputación Foral de Navarra, con mi profundo respeto a este gran pueblo de España que es Navarra y la seguridad absoluta de que transmitiré a Su Majestad el Rey las palabras del presidente de la Diputación de Navarra y la seguridad también de que pueden ustedes contar con la total entrega de su Majestad el Rey en bien de ese gran pueblo de España que es Navarra».
El Gobierno, en sesión celebrada el mismo 26 de enero de 1978 aprobó el Real Decreto, que al día siguiente se publicó en el Boletín Oficial del Estado.
El 20 de febrero de 1978, el rey Don Juan Carlos recibió en el Palacio de la Zarzuela a la Diputación Foral. Amadeo Marco volvió a insistir ante el monarca en el carácter paccionado del Fuero sin olvidar una referencia a la Constitución:
«Navarra tiene su historia, su tradición y sus fundamentos jurídicos, en los que se apoya su régimen foral, cuyo amparo y respeto ha sido reconocido en la Constitución española, y Navarra pretende que la actualización permanente y constante de su régimen foral, hasta su completo perfeccionamiento, siga, como ha sucedido hasta ahora, la vía del pacto con el Gobierno, fruto de un mutuo entendimiento que esperamos siempre con el apoyo de Vuestra Majestad, ha de cristalizar en lo que de Navarra es privativo. Y termino con las palabras que salen del corazón. ¡Viva España! ¡Viva Navarra! ¡Viva el Rey!».
El Rey contestó al vicepresidente Marco expresando su satisfacción y concluyó con estas palabras:
«Podéis estar seguros de contar con mi aprecio en todo momento y desde luego Navarra tendrá mi apoyo en todo lo que suponga amejoramiento de sus tradicionales Fueros, dentro del marco de la Constitución y de la indisoluble unidad de España».
La novedad más importante, desde el punto de vista institucional, del nuevo pacto foral era la sustitución del antiguo Consejo Foral corporativo por una asamblea democrática —el Parlamento Foral— elegido por sufragio universal, directo y secreto, el mismo día de las elecciones para concejales, en urna distinta a la utilizada para la votación de éstos. Tendría 70 miembros, elegidos a través de las Merindades históricas (Pamplona, Tudela, Estella, Olite y Sangüesa), si bien la de Pamplona quedaba escindida en dos distritos: Pamplona—ciudad y resto de la Merindad. Los diputados serían los cabezas de lista de las candidaturas más votadas: uno por la Ciudad de Pamplona, otro por Pamplona resto, dos por Tudela y uno por cada una de las Merindades de Estella, Olite y Sangüesa. El presidente de la Diputación sería elegido por los diputados forales.
A cada distrito electoral se le atribuía un mínimo de cinco parlamentarios, distribuyéndose los 40 restantes entre todos ellos y en proporción a la población de residentes, corrigiéndose por exceso las fracciones iguales o superiores al 0,5 por ciento, y por defecto las restantes. A ningún distrito electoral podría corresponderle más de un tercio de los cuarenta a distribuir.
Las elecciones al Parlamento Foral serían convocadas por el Gobierno, coincidiendo con las elecciones municipales, cuyo régimen de inelegibilidades e incompatibilidades sería de aplicación a los parlamentarios forales.
En cuanto a sus funciones, además de las referentes «a la incorporación o, en su caso, separación de Navarra de otras instituciones territoriales» en su condición de «órgano foral competente», el Parlamento Foral asumiría las que hasta ese momento ejercía el Consejo Foral. Sin embargo, las competencias del Parlamento eran notoriamente superiores a las que tenía dicho organismo consultivo, salvo en materia de administración municipal. Y así, en su artículo 3,2, se especificaba que la Diputación Foral quedaba obligada a someter a la aprobación del Parlamento Foral los siguientes asuntos:
«Uno. Las cuestiones que afecten a la integridad, garantía y desarrollo del régimen foral.
Dos. Los presupuestos y la rendición anual de cuentas.
Tres. La emisión de deuda y de empréstitos, así como la constitución de garantías o avales.
Cuatro. Las normas relativas al sistema fiscal de Navarra.
Cinco. Los planes de fomento de interés general para Navarra.
Seis. Los pactos y convenios que hayan de formalizarse por la Diputación Foral con el Estado o con cualquiera de sus organismos autónomos.
Siete. Cualesquiera otras actuaciones de rango normativo respecto a competencias propias de la Diputación Foral y que no sean las estrictamente reglamentarias en desarrollo de aquéllas».
El funcionamiento del Parlamento también era abordado en el nuevo pacto foral. Lo haría en pleno y en comisiones. Una de ellas era la Cámara de Asuntos Municipales, donde no habría ninguna representación directa de los Ayuntamientos como había pretendido la Diputación en el curso de las negociaciones. El presidente del Parlamento sería uno de sus miembros elegido por mayoría absoluta en primera votación y por mayoría simple en segunda.
El Parlamento Foral, a pesar de su denominación, no era en rigor una cámara legislativa ni el régimen foral se transformaba todavía, desde el punto de vista institucional, en un sistema parlamentario. No se olvide que en aquellos momentos el régimen foral distaba de ser una autonomía política plena y se incardinaba por ello en el ámbito del régimen local. El Parlamento Foral no participaba en la designación de la Diputación Foral ni podía presentar contra ella mociones de censura, pues los diputados forales eran elegidos por sufragio universal. Tampoco tenía la facultad de ejercer la iniciativa legislativa, función esencial de todo Parlamento, pues habría de limitarse a aprobar o rechazar las propuestas que la Diputación le remitiese en aquellas materias en las que debía necesariamente obtener su previa aprobación para que aquéllas entraran en vigor. No obstante, nada impedía que la Cámara pudiera introducir modificaciones por vía de enmienda.
Pese a tales limitaciones, la importancia del Parlamento Foral en el devenir del régimen foral era incuestionable. En primer lugar, porque se trataba de una asamblea democrática, elegida por sufragio universal, representativa del pueblo navarro, con vocación de convertirse o funcionar, al menos, como un auténtico Parlamento, por encima de sus limitaciones legales. En segundo lugar, porque el debate político sobre el futuro institucional de Navarra tendría en el Parlamento un cauce libre y democrático de expresión. Y finalmente —como veremos más adelante— el Parlamento iba a tener una función decisiva en la definitiva configuración del marco institucional de Navarra, prevista en el nuevo Pacto foral.
Recordemos cómo en el proceso negociador del Real Decreto paccionado, la Diputación Foral entendía que debía respetarse su posición preeminente desde el punto de vista institucional, por cuanto no se sentía legitimada para alterar lo dispuesto en la Ley Paccionada de 1841. De ahí que la disposición pactada con el Gobierno mantenía inalteradas las funciones de la Diputación, aunque determinados acuerdos debían someterse a la aprobación del Parlamento, sin cuyo requisito no podrían entrar en vigor. Es evidente que la Diputación no se convertía en un gobierno parlamentario, elegido por el Parlamento y responsable ante él. Seguía siendo una Corporación, aunque fuera un gobierno de facto integrado por siete diputados cuyo mandato tenía su origen en la elección popular.
En lo relativo a la presidencia de la Diputación, pese a que la voluntad de la Corporación negociadora era no producir ninguna alteración de la Ley Paccionada de 1841, se introdujo una modificación sustancial, pues el presidente sería elegido por la Diputación Foral de entre sus miembros, por mayoría absoluta en primera votación y por mayoría simple en segunda. La justificación de este cambio, inobjetable, se formuló en la exposición de motivos del Real Decreto en la que se deja constancia de la «renuncia», por parte del Estado, a la presidencia de la Diputación, que venía ostentando de derecho, aunque no de hecho, el gobernador civil, «fórmula que en la actualidad carece totalmente de sentido».
En cuanto a sus funciones, el Real Decreto establecía que «la Diputación Foral representa a Navarra y ejerce todas las funciones que le corresponden según su Régimen Foral». Asimismo, ejercería también «las funciones y competencias que puedan corresponder a las otras Diputaciones Provinciales», algo que ya se contemplaba en la Ley Paccionada.
Sin duda, otra de las novedades más sobresalientes del Real Decreto fue la «restauración» de la Cámara de Comptos, como institución fiscalizadora de las cuentas de la Diputación con carácter previo a su aprobación por el Parlamento Foral. Hemos entrecomillado la palabra «restauración», aunque en el Real Decreto no se utiliza tal expresión, entre otras razones porque la Cámara de Comptos administraba y fiscalizaba las cuentas de la Corona —no de la Diputación del Reino—, se ocupaba de la defensa del patrimonio real y ejercía funciones judiciales en materia financiera. En cualquier caso, la Cámara de Comptos se configuraba, en el marco de la actualización reintegradora del régimen foral, como un órgano del Parlamento.
Ya hemos expuesto anteriormente cómo el Real Decreto paccionado abría la puerta a un proceso en cierto modo «constituyente», por cuanto la regulación de las instituciones forales no era definitiva. No se olvide que esta fórmula fue una transacción para satisfacer las aspiraciones del Consejo Parlamentario de Navarra y de la mayoría de las fuerzas políticas extraparlamentarias que pretendían instaurar un régimen parlamentario, con un presidente de la Diputación Foral elegido por el Parlamento y responsable ante él, que a su vez designaría a los miembros de su gobierno. El artículo 5º del Real Decreto, al que nos referimos con detalle anteriormente, fue una solución de compromiso. La futura Diputación democrática quedaba obligada a someter a la aprobación del Parlamento una propuesta para la definitiva democratización de las instituciones forales, antes de su negociación con el Estado «para pactar el correspondiente acuerdo».
Obsérvese que esta previsión se refería exclusivamente a los aspectos institucionales del régimen foral, pero no a los aspectos competenciales sobre los que nada se decía en el articulado del Real Decreto. Sin embargo, en la exposición de motivos se hacía un anuncio de gran transcendencia:
«El Gobierno y la Diputación estiman que el contenido de este real decreto constituye un amejoramiento o actualización del régimen foral de Navarra en su aspecto institucional, que habrá de ser completado con las propuestas que en su caso pueda formular en su día el Parlamento Foral y con aquellas otras competencias que, además de las actuales, pueda asumir la Diputación Foral de Navarra».
Esta expresa referencia a un «amejoramiento» fuera del marco de un estatuto de autonomía despejaba cualquier duda sobre la inaplicación a Navarra del párrafo segundo de la disposición adicional. La institucionalización y el amejoramiento competencial no tenían por qué ser objeto de una única disposición y menos hacerse en el marco de un Estatuto de autonomía. Conviene recordar que sólo la serie de obstáculos de quienes en el fondo recelaban de la democratización, impidió que el acuerdo se alcanzara en el otoño 1978. De haber sido así, el pacto democratizador se hubiera formalizado antes de la entrada en vigor de la Constitución. Más aún, en el Real Decreto no hay ninguna referencia expresa a la disposición adicional como norma de cabecera de la reforma democratizadora del régimen foral. En la exposición de motivos no se invoca dicha disposición, sino tan sólo se deja constancia de que el encaje jurídico del nuevo pacto foral se encuentra en los Reales Decretos Leyes de 4 de enero de 1978 y en la Ley de Elecciones Locales. A pesar de ello, es evidente que ambas partes quisieron dejar claro, de forma indirecta, el auténtico alcance de la disposición adicional al considerar que el contenido del Real Decreto constituía un «amejoramiento o actualización del régimen foral».
Algunos juristas pusieron en cuestión la constitucionalidad del Real Decreto Paccionado. La principal objeción era que la incorporación del pacto al ordenamiento jurídico se había hecho mediante una norma de carácter reglamentario emanada del Gobierno. Y un Real Decreto no era el instrumento adecuado para introducir modificaciones de tanto calado como la creación de un Parlamento, la «renuncia» a la presidencia de la Diputación por parte del Estado, la regulación del régimen electoral y la nueva delimitación de las funciones de las instituciones forales.
Pero no cabe desconocer que uno de los principios esenciales del régimen foral es su naturaleza paccionada. Lo determinante es el pacto entre el Estado y Navarra. No hay duda de que sólo la ley deroga la ley y, en tal sentido, la tacha de inconstitucionalidad podía tener cierto fundamento. Había ciertamente argumentos para sostener que el Real Decreto no modificaba la Ley Paccionada, pues no se alteraba ni la composición ni las funciones de la Diputación, y aunque aquélla establecía que su elección se llevara a cabo por las reglas generales aplicables a las demás provincias, no podía obviarse que la Ley de Elecciones Locales facultaba al Gobierno para convenir con la Diputación el modo de su elección. En cuanto a la creación del Parlamento se trataba, en realidad, de un cambio de denominación del antiguo Consejo Foral, cuya democratización no precisaba de ninguna ley. Este argumento no era el más sólido, pues quedaba sin efecto el carácter corporativo y municipalista de dicha institución según la regulación del Convenio de 1925 con el ministro Calvo Sotelo, que se había aprobado por una norma de rango legal.
Ahora bien, tampoco podía ignorarse que en los Reales Decretos-Leyes de 4 de enero de 1978 se había facultado al Gobierno para convenir con la Diputación Foral la determinación del «órgano foral competente» para acordar el sometimiento a referéndum de la posible incorporación o no de Navarra al Consejo General Vasco. Luego esa determinación debía llevar aparejada la democratización del Consejo y su conversión en un Parlamento elegido por sufragio universal.



 
171 El autor fue convocado por el ministro del Interior, Rodolfo Martín Villa, el 7 de diciembre de 1978 a una reunión en su despacho de la antigua Presidencia del Gobierno en el Paseo de la Castellana 3, en la que se le encomendó la redacción de un precepto relativo a Navarra. En una sala aneja formuló una propuesta que, tras ser aceptado por el ministro, se integró literalmente en el número 2 del artículo 36 de la Ley 39/178, de 17 de julio, de Elecciones Locales.

172 Firmaron el acuerdo los siguientes partidos políticos: UCD (representada por el diputado Ignacio Astrain), EKA (Partido Carlista de Euskadi), PSOE, PCE, PNV, EIA, PTE, HASI, ESEI, ANV, LAI (KAS), ESB, ANV, ESB, ORT, OCI, UNAI, EMK, LKI. También lo hicieron a título personal los diputados Arza e Irazoqui y el consejero foral Carlos Garaicoechea. (Diario de Navarra, 14 de febrero de 1978.)

173 Tanto UCD como el PSOE habían elaborado previamente sus propios proyectos de democratización. El Programa Foral aprobado por el partido centrista el 25 de octubre de 1977 contenía un proyecto de Bases para la modificación del sistema institucional de la Ley Paccionada de 1841. El proyecto socialista se presentó el 2 de diciembre de 1977.

174 Gabriel Urralburu expresó su confianza en que la Diputación asumiría el proyecto del Consejo Parlamentario. Pero si no era así, habría que proponer al Gobierno la sustitución de los diputados forales por una Comisión Gestora para regir la Diputación hasta tanto se celebraran las elecciones locales. La Gestora debería estar integrada, según criterio de los socialistas, por tres miembros de UCD, dos del PSOE, uno de Unión Navarra de Izquierdas (izquierda aberzale) y uno de Alianza Foral, todo ello con base en los resultados electorales del 15 de junio. Urralburu declaró que los representantes de UCD y el PNV en el Consejo Parlamentario estaban de acuerdo en ello. (Deia, 11 de marzo de 1978.) Sin embargo, el 26 de marzo de 1978, Jesús Aizpún se desmarcó de sus compañeros de UCD con un artículo titulado «Con la Diputación por supuesto», en el que entre otras cosas decía: «Lo que no creo aceptable, más aún, lo que me parecería demencial, es que quienes representamos a Navarra en el Parlamento pudiéramos seguir ante el Gobierno una postura negociadora diferente o desconectada de la Diputación. (…) Que yo he estado, estoy y estaré con la Diputación, por encima de las personas, es absolutamente cierto. Y que todos los navarros, parlamentarios o no, debemos apoyar la gestión de la Diputación, me parece incuestionable. Haríamos un flaco servicio a Navarra estableciendo una dicotomía que a ningún buen puerto puede llevar. Dialogar, tratar de imponer nuestros criterios porque nos parecen buenos, aceptar lo que de bueno tengan los otros y, al fin, apoyar incondicionalmente a la Diputación Foral de Navarra, nuestra legítima representación». (Diario de Navarra, 26 de marzo de 1977.)

175 La mayoría estaba compuesta por el vicepresidente Amadeo Marco, Julio Asiáin, Julio Iturralde y Jesús Fortún. La minoría por los diputados forales Juan Manuel Arza, Félix Visus e Ignacio Irazoqui.

176 El dirigente de Alianza Foral, Javier Nagore, advertía que ni siquiera mediante acuerdo con la Diputación Foral podría alterarse el régimen foral navarro en sus aspectos esenciales o principios básicos, uno de los cuales era «la igualdad de oportunidades en las Merindades». (El Pensamiento Navarro, 28 de mayo de 1978.

177 La propuesta de Martín Villa se fue configurando en conversaciones privadas y reservadas mantenidas por el autor con el ministro del Interior. Cuando le sugirió la restauración de la Cámara de Comptos el ministro le preguntó: «¿Y eso qué es?». Le respondió que era el equivalente en el antiguo reino de Navarra al Tribunal de Cuentas del Reino o del Estado. Este organismo había sido suprimido en marzo de 1836, en plena guerra carlista. La Diputación Foral surgida de la Ley Paccionada de 1841 se había convertido en un poder omnímodo, pues no rendía cuentas ante nadie, por lo que resultaba imprescindible establecer un organismo fiscalizador para garantizar la máxima transparencia y adecuación a la legalidad de la gestión económica de la Corporación foral. El autor le indicó, por último, que la idea de restablecer la Cámara de Comptos ya figuraba en un informe elaborado por los asesores de la Diputación Foral, de fecha 30 de abril de 1978, que no fue asumido por la mayoría de la Corporación.

178 Corrió el rumor de que la «filtración» había sido obra del autor.

179 La nota fue elaborada de consuno por Urralburu y Del Burgo. En la misma sesión se acordó, por mayoría de los diputados y senadores centristas, con cinco votos a favor, la abstención de Gabriel Urralburu y Julio García y el voto en contra de Manuel de Irujo, requerir al Consejo General Vasco la retirada de las cadenas de Navarra del escudo aprobado por dicho organismo. Requerimiento que no fue atendido y que obligaría a la Diputación Foral en enero de 1982 a plantear un conflicto constitucional de competencia ante el Tribunal Constitucional, que fue resuelto favorablemente por el Alto Tribunal en sentencia de 29 de julio de 1985. En ella se ordenó eliminar las cadenas del escudo. El Gobierno vasco cumplió la sentencia, pero mantuvo el cuarto cuartel destinado a Navarra, con fondo rojo que coincide con el de la bandera de Navarra, aunque se dieron razones heráldicas. No deja de ser una burla de la sentencia del Tribunal mantener un escudo con cuatro cuarteles cuando sólo son tres los territorios de la Comunidad Autónoma del País Vasco. Es evidente que Euzkadi considerando a Navarra como un territorio irredento que tarde o temprano deberá quedar sometido a las instituciones vascas.

180 Firmaba esta primicia informativa el periodista José Luis Torres Murillo, esposo de otra notable periodista, María Antonia Estévez, que más tarde le sucedería en la corresponsalía de Diario de Navarra en la capital de España, ejerciendo su labor informativa durante varias décadas.

181 Desconocemos cuál era esa mágica «fórmula de salida» que llevaba en cartera Amadeo Marco, ni cuál habría sido la reacción de Martín Villa si Marco se la hubiera planteado, aunque nos lo imaginamos.

182 La redacción final del texto elaborado por el ministerio del Interior se ultimó en los días siguientes a la entrevista del 22 de noviembre de 1978 con el concurso del secretario de la Diputación, Joaquín Gortari, cuya misión fundamental consistió en «velar porque en el texto se recogieran las ideas barajadas por Marco en la entrevista con Martín Villa».

183 La Diputación acordó que en el texto remitido por el Gobierno habría que sustituir la expresión «Asamblea Foral de Navarra» por la de «Parlamento Foral de Navarra» y donde se dijera «acuerdo» debía decir «pacto».

184 Esto suponía que el Parlamento tendría 70 miembros elegidos de la siguiente forma: 18 por la ciudad de Pamplona, 13 por el resto de la Merindad. 11 por la Merindad de Tudela, 10 por la Merindad de Estella y 9 por las Merindades de Olite y Sangüesa, respectivamente.




 
 
45. HACIA EL AMEJORAMIENTO DEL FUERO
 
Las primeras elecciones para la elección de la Diputación Foral y el Parlamento Foral tuvieron lugar el 3 de abril de 1979. Del resultado de las elecciones dependía el futuro de Navarra.
Al cierre del plazo de presentación de candidaturas, que finalizó el 16 de febrero de 1979, el número total de las presentadas en toda Navarra ascendía a 50, con un total de 700 candidatos¹⁸⁵. Los 70 escaños en liza se distribuían de la siguiente manera: 18 Pamplona Capital; 13 Pamplona resto Merindad; 11 Tudela; 10 Estella; 9 Olite; 9 Sangüesa.
UCD, en su «programa foral» expresaba con rotunda claridad su oposición a la integración en Euzkadi y su propósito de negociar con el Estado el «amejoramiento del Fuero». Por su parte, UPN, en su primer pronunciamiento electoral abogaba, por un perfeccionamiento progresivo del régimen foral, mediante pacto con el Estado, aunque también expresó su rechazo al referéndum¹⁸⁶.
La sorpresa la dio PSOE¹⁸⁷ que prefirió eludir la cuestión anunciando que los socialistas, en los próximos cuatro años, no propondrían el referéndum previsto en la disposición transitoria cuarta, pues lo prioritario era fortalecer la autonomía foral de Navarra. La misma postura asumiría el Partido Carlista¹⁸⁸.
Herri Batasuna expuso, sin reserva alguna, su convicción de que Navarra no sólo formaba parte inseparable de Euskal Herria, sino que ésta, como comunidad política y bajo la denominación de Euskadi, era la heredera histórica del Reyno de Navarra, único estado vasco independiente y soberano existente anteriormente. En consecuencia, la coalición aberzale abogaba por la autonomía de Navarra frente al Estado, sin límites, por lo que toda institucionalización democrática había de partir de la derogación de las leyes de 1839 y 1841 y la devolución de la soberanía de Navarra, aplastada por las bayonetas del Ejército español, negadas por las citadas leyes y renegada por la Constitución española de 1978. Para lograr todo ello, resultaba imprescindible proceder a la reintegración foral plena y la total democratización de las instituciones forales en el marco de un «proceso constituyente abierto», acometido por el futuro Parlamento sin tener en cuenta los condicionantes impuestos en el Real Decreto de 26 de enero de 1979.
Los Nacionalistas Vascos, con el PNV a la cabeza, se mostraron claramente partidarios de la integración en Euzkadi, aunque en su propaganda electoral, al menos en Diario de Navarra, no hicieron ninguna mención expresa a este asunto ni tampoco a la reintegración foral¹⁸⁹.
El conglomerado de candidaturas constituidas en torno a Unión Navarra de Izquierdas expresó su decisión de votar «sí» en el Parlamento para permitir que se celebrara el referéndum, dejando bien sentado que su postura era favorable a la integración en Euskadi.
Las Agrupaciones Independientes de Merindad se situaban en la órbita de Herri Batasuna. Sin embargo, Jesús Bueno Asín, número uno de la Agrupación Orhy Mendi (Merindad de Sangüesa), candidato independiente, se apartó de la declaración de HB al defender la «reintegración foral plena» pero sin proponer la integración de Navarra en Euskadi¹⁹⁰.
Finalmente, Independientes Forales Navarros (Merindad de Sangüesa), candidatura promovida por el ex diputado foral Jesús Ezponda Garaicoechea, que encabezaba la lista, no hizo ningún pronunciamiento sobre el referéndum pero sí por la «reintegración foral máxima».
Dejamos constancia de todo lo anterior, porque ello demuestra que todas las fuerzas políticas aceptaban la legitimidad democrática de las nuevas instituciones surgidas de las elecciones para adoptar las decisiones «constituyentes» previstas en el Real Decreto Paccionado de 1979.
La UCD, que acababa de obtener en las elecciones generales del 1 de marzo de 1979 un rotundo éxito electoral, confiaba conseguir la mayoría necesaria para controlar la Diputación Foral. De confirmarse los resultados conseguidos, podría obtener seis de los siete diputados forales. El séptimo correspondería al PSOE en la Merindad de Tudela. Pero la irrupción de UPN hacía peligrar esa mayoría. El partido regionalista había logrado un éxito indiscutible en las elecciones generales, en las que Jesús Aizpún había sido elegido diputado, arrebatando un escaño al PSOE. También HB había demostrado su fuerza electoral, pues a punto estuvo de obtener el quinto diputado al Congreso.
Estos fueron los resultados de las elecciones forales celebradas el 3 de abril de 1979¹⁹¹:
Unión de Centro Democrático
—Escaños: 20
—Votos: 68.040
—Porcentaje sobre votos emitidos: 26,40%
Partido Socialista Obrero Español (PSOE)
—Escaños: 15
—Votos: 48.289
—Porcentaje: 19%
Unión del Pueblo Navarro (UPN)
—Escaños: 13
—Votos: 40.764
—Porcentaje: 16,06%
Herri Batasuna (HB)
—Escaños: 9
—Votos: 28.244
—Porcentaje: 11,12%
Amaiur (Agrupación electoral de la Merindad de Sangüesa)
—Escaños: 7
—Votos: 17.282
—Porcentaje: 6,81%
Nacionalistas Vascos (PNV—Euskadiko Ezkerra)
—Escaños: 3
—Votos: 12.845
—Porcentaje: 5,06%
Partido Carlista (EKA)
—Escaños: 1
—Votos: 12.165
—Porcentaje: 4,79%
Unión Navarra de Izquierdas (UNAI)
—Escaños: 1
—Votos: 7.419
—Porcentaje: 2,92%
Agrupación de Independientes Forales Navarros
—Escaños: 1
—Votos: 3.729
—Porcentaje: 1,47%
El Real Decreto Paccionado disponía que los números uno de las candidaturas, que obtuvieran mayor número de votos, serían elegidos diputados forales. El resultado fue el siguiente:
— Pamplona-capital: Jaime Ignacio del Burgo (UCD).
— Merindad de Pamplona (resto): Ángel García de Dios (HB).
— Merindad de Tudela: Ángel Lasunción (UCD) y Jesús Malón (PSOE).
— Merindad de Estella: Juan Manuel Arza (UCD).
— Merindad de Olite: Pedro Sánchez de Muniáin (UCD).
— Merindad de Sangüesa: Jesús Bueno Asín (Orhy Mendi)¹⁹².
El 19 de abril de 1979 tuvo lugar la sesión constitutiva de la Diputación Foral, que eligió presidente a Jaime Ignacio del Burgo por mayoría absoluta (los 4 diputados de UCD). En un breve discurso pronunciado al tomar posesión de su cargo, manifestó entre otras cosas:
«A esta Diputación Foral le va a corresponder la responsabilidad histórica de poner en marcha las nuevas instituciones forales democráticas. Formamos parte de una institución venerable que, a lo largo de la historia de nuestro antiguo Reino, se ha caracterizado por haber sabido mantener enhiesta, aun en circunstancias difíciles, la bandera de las libertades forales».
«Tarea fundamental será la de negociar con el Estado la propuesta que elabore la Diputación y apruebe el Parlamento Foral sobre ordenación definitiva de los organismos forales».
«Tenemos ante nosotros otras importantes negociaciones con el Estado para lograr un amejoramiento sustancial de nuestros Fueros mediante la recuperación de competencias ejercidas hoy por la Administración del Estado».
La Diputación Foral se convirtió así en un singular gobierno de concentración forzosa, que no fue obstáculo para que desarrollase una extraordinaria labor de modernización e impulso de la Administración navarra¹⁹³.
El Parlamento Foral se constituyó el 23 de abril de 1979. Un pacto entre UCD y el PSOE permitió la elección como presidente del socialista Víctor Manuel Arbeloa. La aritmética parlamentaria demostraba que UCD no podía, ni siquiera con el apoyo de UPN, elevar a su candidato a la presidencia de la Cámara, por lo que el presidente Del Burgo convenció a su partido, no sin reticencias de algunos, de que la mejor opción era apoyar al candidato socialista para empujar al PSOE al abandono definitivo de la idea de la integración en Euzkadi¹⁹⁴.
El 6 de junio de 1979 tuvo lugar el debate de una «Declaración de principios sobre las tareas del Parlamento». En él todos los grupos parlamentarios expusieron su postura sobre las principales cuestiones que debían abordarse en la legislatura. El debate sirvió para verificar que en el Parlamento Foral había una mayoría dispuesta a llegar a un pacto con el Estado con el fin de conseguir la definitiva democratización de las instituciones forales, en línea con los criterios defendidos por la mayoría de los partidos políticos y que no habían sido aceptados por la anterior Diputación Foral de Amadeo Marco, y conseguir la reintegración foral por la vía del Amejoramiento del Fuero, partiendo del régimen jurídico vigente (leyes de 1839 y 1841).
Quedó claro que el entendimiento era posible entre UCD, PSOE, UPN, el Partido Carlista y el independiente Ezponda, aunque se sospechaba que este último se sumaría finalmente a las tesis nacionalistas. En total eran 49 o 50 parlamentarios.
La postura de los otros 20 parlamentarios tampoco era monolítica. Mientras HB pretendía provocar de facto la ruptura con la legalidad y la foralidad «no» paccionada, soñando con el reconocimiento de Euskalerría como sujeto político soberano, el PNV estaba dispuesto a apoyar la reintegración foral pero en el marco de una asociación confederativa de la «provincia» (así habían llamado a Navarra en la campaña electoral) con el «resto» del País Vasco y vinculada a su vez a la de los territorios históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya¹⁹⁵. Asimismo, en el grupo de Amaiur, el diputado Bueno Asín ofrecía su apoyo para lograr el amejoramiento competencial.
El 8 de junio de 1979, la Diputación Foral, por unanimidad¹⁹⁶, adoptó el siguiente acuerdo:
«Considerando que constituye objetivo prioritario para esta Diputación Foral el amejoramiento del Fuero, a fin de permitir la recuperación para Navarra del ejercicio de funciones y competencias detentadas hoy por la Administración del Estado y que, sin perjuicio del respeto a la unidad constitucional, ha de integrarse en el régimen foral de nuestro histórico Reino.
SE ACUERDA:
1º. Solicitar del Gobierno a través de su Presidente, la apertura de conversaciones oficiales entre el Estado y la Diputación en orden al amejoramiento del Fuero del histórico Reino de Navarra.
2º. Facultar al Presidente de la Diputación, Excmo. Sr. D. Jaime Ignacio del Burgo para llevar a cabo las actuaciones necesarias en orden al cumplimiento de este Acuerdo».
El 11 de junio de 1979, Del Burgo se entrevistó en la Moncloa con el presidente Suárez. El presidente foral declaró después que el objeto principal del encuentro había sido solicitar la apertura de conversaciones con el Gobierno «para el amejoramiento del Fuero, a fin de integrar en el régimen foral navarro funciones y competencias que hoy ejerce el Estado en Navarra y que deben pasar a las instituciones forales». Manifestó que había encontrado plena receptividad por parte del Gobierno a los planteamientos de la Diputación y que confiaba que en breve se nombrara por Real Decreto una Comisión interministerial para llevar a cabo con la Diputación las conversaciones oportunas en orden a la integración de competencias.
El 11 de agosto de 1979 volvieron a reunirse los presidentes del Gobierno y de la Diputación para tratar de la puesta en marcha de la negociación para el Amejoramiento. No se hizo público que el presidente Suárez había encomendado al ministro de la Presidencia, José Pedro Pérez Llorca, elaborar conjuntamente con el presidente foral, un proyecto de pacto para el Amejoramiento del Fuero al que nos referiremos más adelante.
El mismo día en que se entrevistaban en Madrid los presidentes Suárez y Del Burgo para tratar de la apertura de conversaciones oficiales para el Amejoramiento, HB presentó una moción parlamentaria en la que, «considerando que el Parlamento Foral de Navarra es plenamente soberano y constituyente en lo que al régimen foral de Navarra se refiere», solicitaba:
«Moción A. Que la DFN no tome acuerdos en firme que afecten a la iniciativa constituyente sin contar previamente con este PFN.
Moción B: Que antes de iniciar ningún contacto con el Gobierno español la DFN reciba del PFN un mandato concreto y limitado sobre el alcance de las conversaciones oficiales en esta primera fase.
Moción C: Que la DFN se someta periódicamente a este PFN el estado de sus negociaciones con el Estado.
Moción D: Que en ningún caso el nivel de las negociaciones puede iniciarse por debajo de las competencias que para Navarra fija la Ley de 1841.
Moción E: Que en cualquier caso ningún tipo de acuerdo o negociación puede suponer la renuncia al principio de la Reintegración Foral Plena. Principio mantenido por todos los organismos forales navarros desde 1839.
Lo relevante de la moción de Herri Batasuna es que no ponía en cuestión la legitimidad del proceso. Tan sólo pretendía atar corto a la Diputación Foral, de forma que no pudiera pactar nada con el Estado sin consentimiento del Parlamento, al que consideraba único titular del poder foral soberano y constituyente. Se hacía un reconocimiento explícito del régimen foral de 1841 como base de partida, lo que también era una importante novedad habida cuenta de que el nacionalismo vasco la rechazaba por ser fruto de una ley abolitoria. Y, por último, no se renunciaba al «principio de reintegración foral plena».
Por su parte, el 20 de agosto de 1979, los socialistas presentaron una moción en el Parlamento Foral en la que manifestaban que «en las actuales circunstancias, el respeto y amparo del régimen foral de Navarra exige, de una parte, una configuración democrática de las Instituciones Forales, basada en los principios de la democracia parlamentaria que inspiran la Constitución y, de otra parte, la asunción por dichas instituciones de todas aquellas competencias que no se opongan a la unidad constitucional». Como puede observarse no había ninguna diferencia, ni siquiera terminológica, con los postulados del centrismo navarro.
El 15 de septiembre de 1979, el Parlamento Foral acordó la creación de una Ponencia «para estudiar el procedimiento a seguir en relación con la Reintegración Foral»¹⁹⁷.
El 26 de septiembre de 1979 se constituyó la Ponencia. Su dictamen, aprobado en la sesión de la Comisión de 18 de octubre de 1979, fue debatido y votado por el pleno del Parlamento Foral el 5 de noviembre del mismo año. El punto primero del acuerdo decía así:
«Recabar de la Diputación Foral la presentación, antes del 31 de enero de 1980, de la propuesta que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 5 del Real Decreto 121/1979, de 26 de enero, debe someter a la aprobación de este Parlamento Foral sobre distribución de funciones, composición y forma de elección de los órganos de las Instituciones Forales»¹⁹⁸.
185 He aquí las candidaturas proclamadas por las Juntas electorales de zona reseñadas por orden de presentación:

1. Merindad de Pamplona:
—Pamplona Capital, 9 candidaturas (UCD, PCE, Partido Carlista, PSOE, Ayuntamientos Navarros de Izquierda (ANAI), Partido de los Trabajadores (PTE), Herri Batasuna, UPN, y UNAI.
—Pamplona resto de Merindad, 10 candidaturas(PCE, PSOE, UCD, PTE, UPN, Liga Comunista Revolucionaria (LKI), ANAI, Herri Batasuna, UNAI, Partido Carlista).
2. Merindad de Tudela: 8 candidaturas (PCE, PSOE, UCD, UNAI, UPN, PTE, ANAI y Partido Carlista.
3. Merindad de Olite: 7 candidaturas (PCE. UPN, UCD, Partido Carlista, Agrupación Electoral Popular, PSOE y UNAI.
4. Merindad de Estella: 10 candidaturas (UCD, UPN, PCE, Partido Carlista, UNAI, PSOE, Agrupación Electoral Tierra Estella).
5. Merindad de Sangüesa: 9 candidaturas (PCE, Partido Carlista, PSOE, UCD, UPN, ANAI, Independientes Forales Navarros, UNAI y Agrupación Electoral Orhy Mendi.
186 Al término de la campaña electoral, el presidente de UPN, Javier Gómara, candidato número uno por la Ciudad de Pamplona, declaró: «De ninguna manera propondré la integración de Navarra en Euzkadi. Navarra es Navarra, creo que con esto digo todo. Navarra es una Región Foral de España. De lo dicho se deduce claramente que si esa propuesta de integración surgiera en el Parlamento Foral votaré que no». (Diario de Navarra, 31 de marzo de 1979.)

187 «Plantear un referéndum en las presentes circunstancias sólo podría conducirnos a la división y el enfrentamiento. Por eso, para que Navarra pueda constituirse a sí misma los socialistas llamamos al diálogo y a la razón entre todos los grupos políticos y pedimos que ninguno proponga un referéndum en los próximos cuatro años, a fin de que entre todos podamos hacer de Navarra la primera comunidad autónoma de España, con un Parlamento y un gobierno propios y con una administración que permita presentarla ante el conjunto de los demás pueblos de España como la comunidad política que en el sentido constitucional está más desarrollada. (…) Si después de los cuatro años de periodo constituyente y previo acuerdo de las fuerzas políticas más representativas de Navarra se llega a una posición común en torno a los vínculos de cooperación que puedan mantenerse con el País Vasco, ese sería el momento en que, sin renunciar al régimen foral de Navarra esta colaboración podría entonces ser planteada». (Declaraciones de Gabriel Urralburu a Diario de Navarra, 16 de marzo de 1979.)

188 «En estos momentos el Partido Carlista se opondrá rotundamente a la celebración de un referéndum en Navarra para decidir su integración en Euskadi, porque creemos que va a ser dividir más a los navarros, sin poder analizar serenamente las ventajas e inconvenientes de esta integración. (…) Primero tenemos que construir Navarra a nuestra manera y como nosotros queramos, y una vez realizada esta construcción con la formación de los concejos, ayuntamientos y Parlamento Foral sabremos cuál va a ser la concreción de nuestra personalidad y nuestros fueros». (Declaraciones de Juan Pedro Arraiza, primer candidato del Partido Carlista a las elecciones al Parlamento Foral, en el acto de presentación de la candidatura).

189 «Tu ayuda es decisiva para que nuestro Parlamento Foral, sea el auténtico órgano representativo y democrático de Navarra. Libre para legislar y sin dependencias centralistas. (…) Para que no nos vendan a nadie y vayamos con quienes puedan hacer prosperar nuestra provincia» (Diario de Navarra, 30 de marzo de 1979). Es significativo que los nacionalistas calificaran a Navarra como «provincia». En unas declaraciones de Carlos Garaicoechea a su regreso de un viaje a Venezuela, el líder del PNV expresó su malestar por la postura anunciada por el PSOE y el Partido Carlista de oposición a que se convocara el referéndum en los cuatro años de duración de la legislatura. A su juicio, ambos partidos «están manteniendo una postura más bien ambigua para descomprometerse en un momento electoral en el que este tema a veces objeto de reacciones viscerales por parte de este electorado, bien a favor o bien en contra. Pienso que esta ambigüedad la mantienen para no perder posibles votos de sectores anti-Euskadi, pero yo tengo la confianza en que estos partidos tendrán a pesar de esta ligereza electoralista la misma coherencia con sus planteamientos en los últimos tiempos como para que una vez en el Parlamento Foral no los traicionen». (El Pensamiento Navarro, 16 de marzo de 1979.) Por su parte, Manuel de Irujo declaró que su partido acataría el resultado del posible referéndum, caso de llevarse a cabo, si bien añadió que «eso no impide el que continúen los problemas planteados y ese planteamiento exija el seguir atendiendo su solución. Los navarros somos los viejos vascones de la historia. Nuestra lengua originaria, con la que está compuesta nuestra vieja toponimia y patronimia, es el idioma vasco, que constituye el tesoro más relevante de nuestra herencia multisecular. Nuestros intereses económicos y sociales aconsejan cada día con mayor pujanza la asociación en Laurak—Bat [cuatro en uno] con los centros de consumo de nuestra producción agraria. Todo ello quiere decir que, aceptando la aplicación de la Ley, es preciso seguir adelante con el esfuerzo necesario para resolver los problemas planteados» (Hoja del Lunes de Pamplona, 2 de abril de 1979.)

190 «Más que un «desarrollo de la actual autonomía foral» reivindicaremos una reintegración foral plena, esto es, la recuperación de los Fueros de Navarra. (…) No propondremos la «integración de Navarra en Euskadi» porque entendemos que Navarra es parte integrante del pueblo vasco. Navarra, cuna y origen de Vasconia, es vasca. En este sentido, pensamos que instituciones que actualmente tenemos con las Vascongadas (como son la Federación Vasco—Navarra de Cámaras de Ahorro; Cámara de Comercio e Industria Vasco—Navarra; Academia de la Lengua Vasca…) e incluso crear otras instituciones comunes, como un Consejo General Vasco, potenciando nuestra personalidad y autonomía». (Diario de Navarra, 25 de marzo de 1979.)

191 La participación fue del 70,75%. El censo electoral lo componían 365.080 electores. Los votos emitidos fueron 258.319; en blanco 1.043; nulos 3.399; válidos 253.877.

192 Jesús Bueno Asín pertenecía a la izquierda nacionalista, pero sin adscripción a ningún partido político. En declaraciones publicadas el 6 de abril de 1979 en Diario de Navarra, ya como diputado foral electo, Bueno declaró que «lo fundamental es iniciar el proceso constituyente, recuperar los fueros y actualizarlos. Para mí no será nunca un objetivo un amejoramiento de la Ley Paccionada de 1841 porque el fuero es mucho más y hay que ir a una reintegración foral plena».

193 Además de la Presidencia, UCD se reservó las carteras de Hacienda (Lasunción), Administración Municipal (Arza) y Agricultura, Ganadería y Montes (Sánchez de Muniáin); Jesús Malón (PSOE) ejerció la de Educación, Cultura y Turismo; Fomento y Ordenación del Territorio correspondió a Jesús Bueno (Amaiur) y Sanidad a Ángel García de Dios (HB). Al tratarse de una Corporación, todos los asuntos habían de aprobarse bien por el pleno o bien por la Comisión Delegada.

194 En la primera votación, Arbeloa obtuvo 28 votos (15 del PSOE y 13 de UPN), el candidato de HB, José Antonio Urbiola, 20 (9 de la coalición aberzale más 7 de las Agrupaciones Electorales de Merindad, 3 de Nacionalistas Vascos y 1 de UNAI), los mismos que el candidato de UCD, Joaquín Sagredo, que recibió los 20 votos de su partido. Al no obtener ningún candidato mayoría absoluta (36 escaños), en la segunda votación, Arbeloa sumó 37 votos (15 de PSOE, los 20 de UCD, 1 de UNAI y 1 del Partido Carlista), Urbiola 20 (9 de HB, 3 de Nacionalistas Vascos, 7 de las Agrupaciones Electorales y 1 del parlamentario independiente Jesús Ezponda. Sorprendentemente, UPN dio 12 de sus 13 votos al candidato de UCD con el fin de transmitir a la opinión pública que el partido centrista había preferido a un socialista. El parlamentario regionalista Balbino Bados —que en 1983 sería elegido presidente del Parlamento— votó en blanco. La votación del resto de los miembros de la Mesa llevó a la vicepresidencia primera a José Antonio Urbiola de HB, mientras la vicepresidencia segunda fue para Rafael Gurrea de UCD. Como secretarios fueron nombrados Jesús Unciti de la Agrupación Orhy Mendi, Juan María Elía de UCD, Jesús Casajús de UNAI y Balbino Bados de UPN.

195 A pesar de este pronunciamiento, Carlos Garaicoechea, en su condición de presidente del Consejo General del País Vasco, inició los trámites conducentes a la promulgación de un Estatuto constitucional de autonomía. En él no habría ni rastro de la asociación confederativa de los territorios forales. El sujeto estatuyente sería el «pueblo vasco», no los territorios forales de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.

196 No estuvo presente en la votación el diputado foral de HB, Ángel García de Dios.

197 Constituían la Ponencia Joaquín Sagredo (UCD), Gabriel Urralburu (PSOE), Jesús Unciti (PNV), Mariano Zufía (Partido Carlista), Mikel Sorauren (Euskadiko Ezkerra) e Iñaki Aldecoa (HB).

198 El punto segundo del acuerdo aprobado instaba a la Diputación para que «estudie la conveniencia de constituir a nivel de cada una de las Merindades, un órgano que podía denominarse Junta de Merindad, para la coordinación y tratamiento de asuntos que afecten directamente a su zona o comarcas de la misma, y, en su caso, organización, funciones y composición de la Junta». Y en el punto tercero se acordaba «igualmente la conveniencia de constituir órganos administrativos que podían ser similares a los propios de los Concejos, en los barrios o entidades diferenciadas de población de Pamplona y otras ciudades de Pamplona para resolver todos los asuntos que les afecten en exclusiva, concretando, en su caso, sus competencias, recursos económicos y composición». Ambos acuerdos no se llevarían a la práctica ni el Parlamento exigió su cumplimiento a la Diputación.




 
 
46. DOS HISTÓRICOS REPUBLICANOS DEFIENDEN LA LIBERTAD DE NAVARRA (TARRADELLAS Y SÁNCHEZ ALBORNOZ)
 
En los últimos meses del año, el fuerismo constitucionalista recibió el inesperado respaldo de dos relevantes personalidades de la política española. Ambas habían permanecido en el exilio durante el régimen franquista y no podía reprochárseles ningún contubernio con la supuesta oligarquía navarra.
El 15 de noviembre de 1979, Josep Tarradellas¹⁹⁹, presidente de la Generalidad de Cataluña, hizo una visita oficial a Navarra, invitado por el presidente de la Diputación, Jaime Ignacio del Burgo, y del Parlamento Foral, Víctor Manuel Arbeloa. La presencia del presidente catalán provocó la repulsa de Herri Batasuna, que le declaró persona «non grata», por considerar que se ha prestado «a una jugarreta política de los navarristas». Para HB, «un hombre como Tarradellas, que después de un largo destierro y de servir de instrumento al reformismo de Suárez, no ha dicho del pueblo vasco más que inexactitudes y calumnias, no debe venir al solar vasco, que es Navarra, como un instrumento del centralismo madrileño que quiere aislar a Navarra. Con esta visita, nos da la razón de que, con el Estatuto de la Moncloa, Navarra y Vascongadas quedan divididas y que esta visita significa la fórmula de querer resaltar diplomáticamente esta división»²⁰⁰. También el PNV expresó su rechazo a la visita de Tarradellas²⁰¹.
El presidente de la Generalidad catalana declaró que «el PNV no quiere desprenderse de su rama extremista-nacionalista, y éste es el drama que impide llegar al camino que puede llevar a la solución de los problemas. Los catalanes somos gente que hacemos una política efectiva, y no ciencia-ficción, y no nos podemos sentir solidarios con el caso vasco, porque nosotros somos gente de paz».
Pero sería, en una rueda de prensa celebrada el 16 de noviembre en el monasterio de Leyre, cuando Tarradellas sorprendería con una afirmación contundente. A la pregunta de un periodista catalán acerca de si su visita podría interpretarse como un apoyo al navarrismo, el «president» respondió: «Soy navarrista porque amo la libertad de los pueblos»²⁰².
La otra personalidad que expresó su rotundo apoyo a la causa de Navarra fue el gran historiador y presidente de la República española en el exilio entre 1962 a 1971, Claudio SánchezAlbornoz²⁰³, que el 9 de noviembre de 1979 dirigió el siguiente mensaje a los navarros:
«Navarra tiene toda la razón al resistirse a su incorporación a Euscadi. Es absolutamente cierto que las provincias vascongadas estaban habitadas por várdulos y caristios de estirpe y habla celta y que fueron conquistados por los vascones que se extendían hasta las sierras de Urbasa, Andía y Aralar. De sus conquistadores recibieron la lengua y la forma de vida. ¿Qué se diría hoy si venezolanos, colombianos o mejicanos reclamasen la incorporación de España porque, conquistados y colonizados por los españoles, hablan hoy nuestra lengua y han aceptado nuestras formas de vida? ¿No se puede calificarla de locura tal pretensión? Pues este es el caso de las gentes de Euscadi frente a Navarra. Y esos pueblos de América han estado unidos a España mucho más tiempo que los de Euscadi estuvieron sometidos a los vascones. Ojo. Sometidos, pues nunca estuvieron los vascones sometidos a sus vecinos. Sólo dominaron los navarros a sus vecinos desde Sancho el Mayor a Alfonso VIII, antes y después jamás estuvieron unidos».
«He leído que los vascos autónomos se han preciado de haber vencido a Carlomagno y a Carrero Blanco. A este lo asesinaron. Y no tuvieron la más mínima intervención, repito, no tuvieron la más mínima intervención en Roncesvalles. Vencieron los vascones navarros y aragoneses. Las gentes de Euscadi vivían sin contacto con los vascones, en plena barbarie, adorando a los árboles —al de Guernica por ejemplo— y al fuego. Lo sabemos por los partes oficiales de los generales musulmanes que entraron en su tierra y los vencieron. Los vascones eran cristianos y estaban romanizados.
«Quiero contribuir a salvar a Navarra —tierra de algunos de mis abuelos— de las garras de un pueblo imperialista».
«No cejen. Un abrazo a todos los navarros».
Claudio Sánchez Albornoz
9 noviembre 1979.
El 26 de abril de 1984, Claudio Sánchez Albornoz, poco antes de morir, escribió un nuevo mensaje titulado «Adiós a los navarros», en el que decía: «Desde lejos he seguido su lucha por resistirse a la incorporación a Euzkadi. Tienen toda la razón. La causa de ustedes es la mía. Adelante. Les asiste el derecho... Yo espero que sabrán hacer honor a la Historia, manteniendo la libertad, la milenaria personalidad, dentro de la adorada Madre Patria. En nombre de la sangre navarra que corre por mis venas, les requiero a defender sus inalienables derechos a vivir libres y españoles»
199 Josep Tarradellas fue uno de los personajes más relevantes de la Transición. Perteneciente a Esquerra Republicana de Cataluña, durante la guerra civil de 1936 fue «conseller en cap» del Gobierno de la Generalidad, presidida por Luis Companys. Perdida la guerra, buscó asilo en Francia desde donde continuó la lucha contra el régimen franquista. En 1954 fue elegido presidente de la Generalidad de Cataluña en el exilio, lo que le convirtió en el único representante de la legitimidad estatutaria catalana procedente del Estatuto de 1932. Tras el nombramiento por el rey don Juan Carlos de Adolfo Suárez como presidente, el Gobierno negoció el regreso a España de Tarradellas. El 29 de septiembre de 1977, se promulgó un Real Decreto Ley de restablecimiento provisional de Generalidad de Cataluña, nombrando presidente a Tarradellas, que de esta forma daba plena legitimidad política al régimen preautonómico catalán. El 23 de octubre de 1977, Tarradellas se asomó al balcón del Palacio de la Generalidad, y se dirigió a la multitud que lo aclamaba iniciando su discurso con una frase que hizo historia: «Ciutadans de Catalunya: Ya soc aquí».

200 La irritación de HB tenía sus motivos. En unas declaraciones del presidente Tarradellas al diario parisino Le Monde, de las que el periódico Cinco Días se hizo eco el 23 de octubre de 1979, el político catalán había sido muy crítico con la coalición aberzale: «Habrá guerra civil en el País Vasco. Herri Batasuna se muestra descontento con el estatuto. Quiere lisa y llanamente la independencia de las tres provincias vascas y la anexión de una Navarra que siempre lució como un todo a lo largo de la historia. Navarra ha sido reino y ha protagonizado hechos que están ahí; lo que ahora llamamos Euskadi, no. Nunca fue estado independiente, Y lo que ha sido en los siglos lo fue con España».

201 El propio Euskadi Buru Batzar, órgano ejecutivo del PNV, hizo público en Pamplona un comunicado en el que criticaba el sentido y la oportunidad del viaje: «Nuestro partido —decían los burukides nacionalistas— saluda al pueblo catalán, con quien le unen tantos años de lucha por la recuperación de su autogobierno, y lamenta que la visita del presidente de la Generalidad a las instituciones navarras tenga lugar en unos momentos en los que puede interpretarse como un refrendo a la actuación de las fuerzas políticas, que, no representando más que a una parte del sentir de Navarra, ponen en entredicho su identidad vasca, dificultando su unión con las provincias hermanas y, con manipulaciones oportunistas, intentan acrecentar su prestigio, confundiendo a la opinión pública».

202 Esta respuesta se quedó profundamente grabada en la memoria del autor.

203 Claudio Sánchez Albornoz, uno de los grandes historiadores del Medioevo español, tuvo una destacada actividad política durante la II República. Apoyó la Constitución republicana y en 1933 fue ministro de Estado. Al comienzo de la guerra civil, decidió expatriarse a la República Argentina. Entre 1962 y 1971 fue presidente del Gobierno republicano en el exilio. No regresó a España hasta 1976. Poco después publicó un trabajo histórico titulado «El destino de Navarra», en la obra de Jaime del Burgo: «Historia de Navarra. La lucha por la libertad», (1978). En él concluía con las siguientes palabras: «Vasconia [denominación que utilizaba para referirse a las Provincias Vascongadas] o la España sin romanizar. Sí; y además la abuela de España. Como dije al principio de estas páginas, a través de Castilla, a cuya generación contribuyeron, los vascos han proyectado su espíritu y su temperamento hacia Hispania y hacia todos los pueblos hispanos, y por eso España y lo español pueden ser pensados desde el País Vasco. He aquí por qué Vasconia o la España sin romanizar es la abuela de la España actual. La abuela gruñona que no se reconoce en su nieta y reniega de ella. La abuela que sueña grandezas de tiempos pasados y que repite gestos y dichos de entonces. Jaungoikoa eta Legezarra —Dios y fueros— es un lema digno de labios medievales. La abuela tozuda que quisiera vivir como antaño —el sentido particularista de los vascos es de pura estirpe hispana—. La abuela que todos comprendemos y amamos con filial devoción; a la que es prudente dejar vivir a su agrado dentro de la patria común española —también su hija, Castilla, gustó en tiempos de vivir libremente—. La abuela que guarda todavía recuerdos de nuestro más remoto ayer, de un ayer muchas veces milenario, cuyas raíces se hunden en la primigenia tierra de España».




 
 
47. EL PARLAMENTO FORAL CIERRA LA PUERTA DE EUZKADI
 
Después de las elecciones forales de abril de 1979, se especulaba en Navarra que, en función de los resultados, era inminente la celebración del referéndum previsto en la disposición transitoria cuarta. Los partidarios de la integración lanzaron las campanas al vuelo y llenaron Navarra de pintadas con este expresivo algoritmo: 37/33, es decir, 37 votos favorables a la integración —mayoría absoluta— frente a 33 contrarios. Incluían los 15 escaños del PSOE. Pero la sesión del 6 de junio de 1979 les había mostrado la cruda realidad: la opción integracionista, sin los socialistas, estaba en franca minoría.
En el País Vasco, pronto los dirigentes de HB llegaron a la conclusión (falsa) de que el proceso de Amejoramiento del Fuero impulsado por la Diputación era una trampa navarrista. Uno de los primeros en denunciar que no era más que una estratagema del centrismo navarro fue el dirigente de HB, José Manuel Castells, secretario general de ESEI, que el 27 de septiembre de 1979 escribió:
«En primer lugar en Navarra, el viejo Reino se encuentra emplazado a expresar libremente si desea o no formar parte, con el resto de los territorios vascos, de la comunidad política denominada Euskadi; pues bien, en el supuesto de que la pura metodología para el ejercicio de la decisión que proporciona el Estatuto de Gernika no se utilice, funcionará con toda premeditación la vía del «amejoramiento del fuero» que el entrañable matrimonio de los señores Del Burgo-Arbeloa dirigirá y propiciará a su libre albedrío. De tal modo la Navarra foral, sin llegar a cotas de una correcta gestión autonómica (no en balde el Consejo de Europa exige para la configuración válida de una nueva región un mínimo de millón y medio de habitantes, cifra que la Constitución republicana italiana rebaja a un millón), mediante el convenio económico y prevaliéndose de los cuadros que le proporcione la Universidad del Opus Dei, puede seguir su camino en la misma dirección extensiva actual. Cabe preguntarse cuál puede ser la decisión del pueblo navarro si en vez de tener delante una comunidad autónoma vasca en marcha, desarrollada económicamente y con las necesidades derivadas de su industrialización, contempla unas Vascongadas crispadas, sin mota de autonomía y en acelerada depauperación económica… El pronóstico de una Navarra que acreciente su actual desigualdad económico-administrativa respecto del resto de Euskal Herria, inclinará correlativamente al amplio margen de navarros indecisos a una oposición, de naturaleza definitiva, a la marcha conjunta con Álava, Guipúzcoa y Vizcaya. Insisto: si partimos de la desigualdad presente, el aumento de dicha desigualdad decidirá, por los siglos, el peso de la balanza».
En noviembre de 1979 los socialistas navarros truncarían definitivamente la perspectiva de celebración de un referéndum en Navarra. El Partido Socialista de Euskadi, del que formaba parte la Agrupación Socialista de Navarra, celebró su Congreso los días 15 a 18 de dicho mes. En él estaba previsto tratar de la postura de los socialistas vascos sobre Navarra. Al final, en el Congreso del partido se llegó a una fórmula de compromiso, que en realidad constituyó un triunfo para el socialismo navarro²⁰⁴.
Todos los sectores de la izquierda aberzale acusaron al PSOE navarro de connivencia con la derecha oligárquica. El 8 de noviembre de 1979, Euskadiko Ezkerra dirigió al PSOE una carta en la que, entre otras cosas, se podía leer:
«¿A quién beneficia la separación? Conocemos quiénes son los líderes del anti-vasquismo en Navarra, la derecha caciquil, la derecha fascista de hace apenas unos años. Sin embargo, Navarra es tan vasca como cualquiera de las otras provincias. Navarra forma con las otras provincias vascas un mismo marco económico, social y político. Los que se niegan a verlo así son los que han poseído este viejo reino como coto particular de su dominio político, de sus sucios negocios, de sus extorsiones al campesinado navarro. Los caciques de UCD y UPN».
Este discurso descalificador ha sido una constante de la izquierda aberzale que se ha prolongado hasta nuestros días. La acusación a UCD de promover el Amejoramiento para tratar de mantener el tradicional dominio de la oligarquía en Navarra, que les garantizaba el régimen foral surgido de la Ley Paccionada de 1841, no se sostiene si se tiene en cuenta que fueron los centristas navarros quienes, contra viento y marea, defendieron y consiguieron la democratización de las instituciones forales. De forma que las fuerzas políticas que han gobernado en Navarra desde 1979 lo han hecho por haber obtenido un mayor respaldo popular en virtud de elecciones libres y democráticas. Del mismo modo, es el denostado Amejoramiento el que ha permitido que hoy gobierne en Navarra una coalición de partidos aberzales y antisistema. En las elecciones de 2019 se podrá comprobar si el pueblo navarro respalda el cambio político que ha sido presentado como el acontecimiento estelar de toda la historia de Navarra.
Los socialistas navarros contraatacaron contra HB. El Amejoramiento era un instrumento apto para el desarrollo de políticas socialistas²⁰⁵. Por su parte, Federico Tajadura, parlamentario foral socialista —que había pertenecido al Partido Carlista de Euskadi (EKA)— se encargó de definir el nuevo socialismo fuerista en un artículo publicado el 15 de noviembre de 1979 bajo el título «Fueros e ideologías»:
«…los socialistas no queremos saber nada de otros fueros. De esos otros fueros —que también los hay— y que tienen un significado bien distinto. El fuero, instrumento de dominación de determinadas clases sociales. El fuero, como privilegio respecto a otros pueblos que no han tenido la «suerte» de tener «derechos históricos». El fuero que significa retrotraernos a un pasado de una pureza etnológica felizmente superada. El fuero que significa discriminar a los ciudadanos en razón —en la sinrazón, más bien— de su lugar de nacimiento y su cultura originaria. El fuero instrumento de un independentismo tan insolidario como anacrónico. El fuero que implique subordinar la capacidad de comunicación y de creación del hombre a determinados hechos lingüísticos o culturales elevados a la categoría de mitos. El fuero que trae consigo la colocación de mugas que el progreso se ha encargado de superar. El fuero que implique cerrarnos a la solidaridad real —y por tanto económica— con los demás pueblos de España. El fuero que intente cerrarnos en provincialismos o localismos caciquiles y nos impida abrirnos a comunidades más amplias.
«Para la concepción del fuero como forma original y peculiar de libertad habrá el decidido apoyo de los socialistas. Pero para esas otras concepciones del fuero que hemos reseñado, y que existen, que nadie cuente con los socialistas. A no ser para la más frontal —civilizada y democrática— oposición».
«El pasado 5 de noviembre la mayoría de las fuerzas políticas navarras con representación en el Parlamento dijeron sí al fuero. Algo de lo que todos los navarros debemos congratularnos muy sinceramente. El tiempo se encargará de ir decantando lo que la palabra encierra para las diferentes fuerzas políticas. Que el saldo final del proceso sea una sociedad navarra más solidaria y más progresista es un reto al que debemos hacer frente todos los navarros. Superando amenazas fascistas de uno y otro signo. Dejando de lado infantilismos y demagogias. Más allá de toda clase de temor, de miedo o de amenaza».
El punto final a la posibilidad de convocar el referéndum, previsto en la disposición transitoria cuarta de la Constitución, lo pondría la Comisión de Régimen Foral del Parlamento navarro el 17 de diciembre de 1979. En dicha sesión se debatió una moción presentada el 11 de octubre anterior por los parlamentarios forales de Euskadiko Ezquerra, Jesús Casajús y Mikel Sorauren. En defensa de la moción intervino Casajús. Ahora que todas las fuerzas de izquierda, vino a decir, tenemos mayoría en el Parlamento Foral «votemos favorablemente la moción y abramos las puertas para que el pueblo navarro, donde reside la auténtica soberanía, se pronuncie sobre tal cuestión». Lograr la unidad era imprescindible y la incorporación a Euzkadi supondría «robustecer y ampliar esa unidad obrera». La derecha engaña al pueblo cuando contrapone la democratización y autonomía de Navarra a la incorporación a Euskadi, cuando ambas cuestiones están «íntimamente unidas».
Los turnos a favor de la moción fueron consumidos por los representantes de HB (José Antonio Urbiola²⁰⁶), Amaiur (Mikel Pedroarena²⁰⁷) y PNV (Manuel de Irujo²⁰⁸). Los nacionalistas apoyaban la moción, pero lo hicieron con la boca pequeña pues, poco antes, Garaicoechea había expresado que el referéndum es «como arrojar Navarra a las armas»²⁰⁹. Intervinieron a continuación los portavoces de UCD (Joaquín Sagredo²¹⁰), UPN (Javier Gómara²¹¹), PC-EKA (Mariano Zufía²¹²). Por último lo hizo el portavoz socialista, Gabriel Urralburu, cuyo voto podía inclinar el platillo de la balanza hacia uno u otro lado.
El secretario general del PSOE navarro recordó a los autores de la moción que Navarra estaba en un proceso constituyente sobre su autonomía e institucionalización democrática pendiente de negociación con el Estado. Dijo que la celebración del referéndum «quebraría absolutamente la legítima aspiración de la gran mayoría de la población navarra, consistente en obtener del Estado el máximo techo de autonomía y en disfrutar de unas instituciones democráticas, modernas y eficaces al servicio de todos los navarros. Asimismo, el referéndum supondría retrasar «la puesta en vigor del instrumento [el Estatuto vasco] en el que la gran mayoría de los ciudadanos hemos cifrado la posibilidad de pacificar el País Vasco», de modo que Navarra no podría verificar «la validez, la bondad y el beneficio que le pudiera reportar su ingreso en dicha Comunidad Autónoma». Señaló que en las actuales circunstancias, «cuando el azote de la violencia terrorista es ciego», el referéndum no dispondría de las condiciones imprescindibles para su realización. Anunció entonces la abstención socialista: «…no queremos hoy esa integración que se nos ofrece, ni creemos en este referéndum que se nos solicita».
La Comisión rechazó la moción por cuatro votos a favor (HB, PNV y Amaiur), siete en contra (UCD y UPN) y cuatro abstenciones (PSOE y Partido Carlista). De haberse aprobado, las consecuencias políticas hubieran sido devastadoras para la pretensión de situar a Navarra, por la vía del Amejoramiento del fuero, en plano de igualdad con la Comunidad Autónoma Vasca y las demás comunidades españolas.
En nombre de Herri Batasuna, nada más conocerse el resultado de la votación en la Comisión de Régimen Foral, se pronunció el diputado a Cortes Telesforo Monzón,que arremetió en Pamplona contra «las fuerzas abertzales, y más concretamente Euskadiko Ezkerra, que han apoyado un estatuto de petacho, y son los culpables de que el lunes se rechazara la moción sobre la integración de Navarra en Euskadi, y esto nos puede llevar a la guerra. Navarra era por derecho propio Euskalerría. Y en el 36²¹³ se planteó el tema y se compraron los votos para conseguir la separación, y poco después llegó la guerra». En la rueda de prensa estuvo presente Pachi Zabaleta, teniente de alcalde del Ayuntamiento de Pamplona, que dijo que en el Parlamento se había vivido una situación «ridícula, cuando los partidos que apoyaron el referéndum votaron en contra de la moción de integración de Navarra a Euskadi». Iñaki Aldecoa, parlamentario foral aberzale, apostilló que no se podía echar la culpa a UCD y UPN de lo que había ocurrido el lunes, pues «un enemigo nunca hace regalos. No es más que el resultado de un pacto entre el PSOE y las fuerzas centralistas de UCD y UPN».
Al final, la alternativa «fueros o estatuto» se resolvió por la vía del Amejoramiento. Es verdad que Navarra puede llegar a ser Euzkadi. Pero, desde 1979 hasta el día de hoy no se ha presentado ninguna propuesta en su Parlamento para poner en marcha la iniciativa a que se refiere la disposición transitoria cuarta de la Constitución. Algunos grupos políticos vienen reivindicando su desaparición, como si con ello la integración fuera imposible. El problema no es la transitoria sino el conflicto que persiste en el seno de la sociedad navarra y en la que se mantienen las dos posturas contrapuestas. Por eso la Constitución sigue siendo la mejor garantía de respeto al derecho a decidir del pueblo navarro sobre este trascendental asunto.



 
204 La resolución, según el secretario general de los socialistas navarros, Gabriel Urralburu, contenía tres afirmaciones fundamentales: «1º. Reafirma el derecho de Navarra a ampliar su autonomía foral y a reordenar democráticamente sus instituciones. 2º. Mantiene el principio de la necesidad de un entendimiento y una vinculación institucional de Navarra con la comunidad autónoma vasca, que se concretaría en la actual etapa, en la realización de convenios al amparo del artículo 22,2 del Estatuto de Guernica. 3º. En todo caso la resolución reafirma la actitud socialista de estar abiertos a la negociación con las fuerzas más representativas que existen en Navarra para evitar el enfrentamiento y la división irreconciliable en el pueblo navarro». Asimismo, declaró que el Congreso del socialismo vasco había introducido una modificación en los estatutos del PSE de forma que mientras persistiera la actual situación jurídico—política de Navarra, «la organización de los socialistas en Navarra se denominara «Agrupación Socialista de Navarra—PSOE», manteniendo la unidad orgánica con el PSE y contando, por lo tanto, con la autonomía para hacer la política específica de Navarra».

205 En un artículo publicado en Diario de Navarra el 23 de noviembre de 1979, el dirigente socialista navarro Fermín Casas Sucunza escribió: «En Navarra se está produciendo a nivel popular una división que no corresponde, como en buena lógica sería, a la confrontación de intereses de clase dentro de un sistema democrático, a una civilizada y democrática lucha de clases, sino que está produciendo un enfrentamiento visceral, cada vez más radicalizado, con posiciones azuzadoras interesadas, que además no contribuyen al acercamiento o distanciamiento entre Navarra y el Estado, sino al hundimiento de ambas, con el consiguiente hundimiento de un sistema democrático que, en teoría, todos defendemos y que nuestro pueblo ha elegido de forma clara y mayoritaria. / No obstante, hay una vía de solución, una vía justa, democrática y constructiva en la que cabemos todos los navarros que anteponemos los intereses comunes de Navarra, del pueblo navarro, a los nuestros de partido. / Y esta vía no es otra que la de caminar solidariamente a través del Amejoramiento del Fuero unos, y del desarrollo del Estatuto otros, confluyendo en aquellos intereses que nos sean comunes, utilizando el cauce legal que el Estatuto Vasco reconoce, como muy bien expresaba desde estas mismas páginas el Presidente del Parlamento Foral, Víctor Manuel Arbeloa, y como de forma más prosaica suele decir un viejo carlista amigo mío: «…vayamos juntos, pero no revueltos» / En fin, dediquémonos, arrimando todos el hombro, a ensanchar las parcelas de libertad de nuestro pueblo (vía Amejoramiento del Fuero y vía Estatuto)».

206 José Antonio Urbiola reconoció que la «integración» es muy difícil que se dé «por una vía en la que la pieza fundamental sea el referéndum; el referéndum no será más que la consecuencia de un proceso social, un proceso social que acabe con una lucha e incluso guerra (…) …es una guerra entre alaveses, guipuzcoanos, vizcaínos y navarros, defensores de la existencia de un pueblo vasco; y los alaveses, guipuzcoanos, vizcaínos y navarros empeñados en no reconocer la existencia de este pueblo, y empeñados en mantener una integración que se hizo por la fuerza y que se sigue manteniendo sola y exclusivamente por la fuerza. Esa es la guerra, esa ha sido y esa va a seguir siendo».

207 Mikel Pedroarena manifestó que su Grupo —que contaba con el diputado foral Jesús Bueno en la Diputación— tenía como uno de sus principios básicos «la reivindicación de la pertenencia de Navarra a la Comunidad Vasca». Por eso Amaiur «defenderá siempre la unidad institucional del pueblo vasco». Sin embargo, su Grupo «no entiende que para lograr la reunificación del pueblo vasco haya que hablar de integración. Navarra es vasca, y por tanto consideramos vejatorio para los navarros el referéndum que para la referida integración ha previsto la Constitución española». A pesar de ello, su voto sería afirmativo.

208 Manuel de Irujo dijo que si se hubiera consultado con el PNV hubieran aconsejado a los autores de la moción la demora en presentarla, hasta que estuviera claro el régimen preautonómico o autonómico. A pesar de ello votarían a favor «porque entendemos que si Navarra conserva su identidad, sus facultades, su identidad, sus Fueros, está mejor acompañada de Guipúzcoa, Vizcaya y Álava en el sentido político y espiritual, económico y social». E hizo una confesión personal: «Yo me siento navarro hasta las cachas, estoy seguro de que eso lo dicen todos los que están aquí, igual que yo, seguro, ¿por qué no hemos de buscar las esencias de eso? Porque yo busco la esencia de eso, y para mí, os digo con toda el alma, el mayor honor de un navarro es su condición de vasco, de vascón, si queréis, ese era el nombre con que nos dieron los geógrafos griegos y romanos y el que ha triunfado, en definitiva, para asignar a los vascos».

209 En declaraciones a la revista Interviú, a la pregunta de si habría que esperar a que Navarra refrendara o no su euskadización para poner en marcha el Estatuto, Carlos Garaicoechea respondió: «Ese referéndum es como arrojar Navarra a las armas; ese referéndum reducido al sí o al no, si se malea, va a producir una frustración imponente. Yo he dicho hasta la saciedad que los responsables políticos de Navarra deberíamos buscar una conciliación, una vinculación, si se quiere «sui generis», con el resto del País Vasco en atención a la realidad y a la personalidad de Navarra». Lo que venía a sugerir es que la euskadización requería tiempo: «Yo creo que todo es problema de cultura y tiempo». (En su edición del 19 de octubre de 1979, el diario Egin reprodujo la parte esencial de la entrevista publicada en Interviú.)

210 Joaquín Sagredo, en nombre de UCD, reiteró la postura de su partido y dijo, «que en ningún momento debe verse un asomo de anti vasquismo, porque, evidentemente, como navarros no podemos ser ni mucho menos anti vascos, no podemos ser porque por una parte, el componente vascón de Navarra es realmente importante y en segundo lugar porque no deseamos ni mucho menos nada en contra de los territorios agrupados bajo el Consejo General Vasco, sin todo lo contrario». Pero esto no significaba que «Navarra tenga que verse incluida o integrada en dicho organismo autónomo. Esto lo dejamos claro, como dejamos claro un segundo aspecto de la cuestión que ha sido dicho también muchas veces, es el que nosotros respetaremos y acataremos la decisión del pueblo navarro».

211 Javier Gómara, presidente de UPN, expuso los motivos en que su partido basaba su rechazo a la moción. En el primero formuló esta cuando menos singular consideración: «Estoy más a favor de que si se tuviese que volver atrás se volviese a donde estábamos; es decir, nuestra conciencia autonomista es por igual con Euzkadi y con el Estado español; es decir, mantenemos nuestro Fuero en la situación peculiar en que estamos, con unos unidos de corazón y con los otros [España] unidos por un pacto, que queremos cumplir, si ellos lo cumplen». No obstante, aclaró que la condición nacional de Navarra ya estaba decidida: «…desde hace muchos años ya tenemos una nacionalidad [España], aunque pertenezcamos a esa nacionalidad de un modo especial, privativo y exclusivo de Navarra, que tampoco queremos perder. Tenemos nuestra forma especial de pertenecer». También dijo que la «unión [con todo el pueblo vasco] de la que habla el señor Irujo la acepto, de colaboración, de entendernos como hermanos porque somos de la misma raza, de acuerdo; que tenemos en parte la misma lengua, de acuerdo; que nuestros caminos han sido paralelos, de acuerdo; pero que seamos lo mismo y que nos convenga unirnos, no estoy de acuerdo». Aludió al artículo 47,2 del Estatuto vasco, dando por sentado que no habría de interpretarse como lo hacía el nacionalismo vasco, por lo que rechazó que Navarra quedara a merced de la mayoría formada por «los demás pueblos hermanos, y tendríamos el Estatuto que fuera votado por todos juntos». Recordó que el elemento fundamental de la «ideología» de UPN era «la defensa del ser navarro» y proclamó que «hay un pueblo navarro que tiene conciencia y voluntad de ser pueblo navarro… No quiere decir esto una posición estática; puede progresar su cultura, debe progresar su cultura, debe modificarse su Fuero, deben ampliarse sus competencias. Todo esto es una evolución, pero no es cambiar, cambiar es integrarse; para mí, esto es cambiar porque desaparecerían estas notas que yo considero importantes y específicas». Y concluyó con estas palabras: «Nada nos hará lamentarnos si Navarra permanece fiel a sí misma».

212 El representante del Partido Carlista de Euskadi (EKA), Mariano Zufía, afirmó que la postura de su partido era «decididamente contraria a la toma en consideración de la moción». Consideró que ésta era ineficaz, al posponer la celebración del referéndum al momento posterior a la aprobación de la democratización foral, e inoportuna, pues estaban en trámite los proyectos de amejoramiento foral y de las instituciones navarras y mientras todo ello no se llevara a efecto era prematuro convocar un referéndum sin saber cómo quedaría el régimen navarro en el Estatuto vasco. El rechazo a la moción no implicaba «que seamos enemigos, sino todo lo contrario, a que Navarra mantenga lazos institucionales con la Comunidad Autónoma Vasco, con el resto del pueblo vasco al que pertenecemos, a lo que se llama incorporación, en las condiciones que convengan con ella misma a la Comunidad Autónoma Vasca». Por ello anunció un voto de abstención.

213 Seguramente Monzón quería referirse a la Asamblea de Ayuntamientos celebrada en 1932 en el teatro Gayarre de Pamplona, en la que Navarra decidió apearse del tren estatuario vasco.




 
 
48. EL AMEJORAMIENTO DEL FUERO DE 1982
 
En la sesión extraordinaria celebrada por la Diputación Foral, el 27 de diciembre de 1979, el presidente Del Burgo presentó las «Bases para la negociación del Amejoramiento del Fuero». El texto se aprobó por cinco votos a favor (UCD y PSOE) y dos en contra emitidos por los diputados de HB, Ángel García de Dios y de Amaiur, Jesús Bueno.
Las Bases remitidas al Parlamento para su discusión eran fiel reflejo del acuerdo reservado alcanzado por el autor con el ministro de la Presidencia, José Pedro Pérez Llorca, en el otoño de 1979. La singularidad de este proyecto residía en que no formulaba una relación pormenorizada de las competencias forales a integrar en el régimen foral, sino que definía las competencias del Estado inherentes a la unidad constitucional de forma que todas las demás corresponderían a Navarra²¹⁴.
Asimismo, en la sesión extraordinaria celebrada el 26 de febrero de 1980, la Diputación Foral aprobó la propuesta elaborada por su presidente de «Bases sobre distribución de funciones, composición y forma de elección de los órganos de las instituciones forales». El proyecto estaba presidido por la voluntad política de acomodar las instituciones navarras a los principios básicos del régimen parlamentario. El Parlamento Foral, asamblea democrática y representativa del pueblo navarro, asumiría todas las funciones propias de una cámara legislativa, sin las restricciones establecidas en el Real Decreto Paccionado de 1979. La Diputación Foral sería el gobierno de Navarra. Su presidente debería ser elegido por el Parlamento Foral y nombraría libremente a los diputados forales. Asimismo, se establecía la responsabilidad solidaria del Gobierno foral al atribuir al Parlamento la facultad de presentar mociones de censura.
Las «Bases» sometidas por la Diputación Foral a la consideración del Parlamento navarro reflejaban estrictamente el pensamiento foralista inspirado por los partidos reformistas durante el proceso de transición a la democracia. Su incorporación al ordenamiento jurídico, después del proceso de negociación con el Estado, no implicaba, en principio, la exclusión de la integración en la Comunidad vasca, pero no cabe duda de que la culminación del Amejoramiento y la definitiva conversión del sistema institucional navarro en un régimen parlamentario hacen muy difícil la posibilidad de que aquélla se produzca, pues las competencias forales no sólo son similares, sino en algunos aspectos (convenio económico, función pública, carreteras, etc.) superiores a las previstas en el Estatuto de Guernica, amén de la distinta naturaleza jurídica de la autonomía de ambas comunidades. La incorporación exige la renuncia de Navarra tanto a su personalidad propia y singular en el Estado de las autonomías como a su propio nivel de autogobierno para acomodarlo al ejercicio de los poderes propios de las instituciones comunes del País Vasco, que como ya vimos habían hecho tabla rasa de la reintegración foral.
Por último, las «Bases» ratificaban el peculiar estatus de Navarra en función de sus derechos históricos. La Ley de 25 de octubre de 1839 servía como punto de partida para el amejoramiento competencial, pues de ella se derivaba el principio de que debía ser Fuero cuanto no fuera inherente a la unidad constitucional, concepto que había de interpretarse a la luz del principio de autonomía inspirador de la Constitución de 1978.
El proyecto de Bases de negociación, para el Amejoramiento del Fuero de Navarra, se publicó en el Boletín Oficial de Navarra²¹⁵, de 20 de enero de 1980. Se presentaron varias enmiendas a la totalidad firmadas por UPN, HB, PNV, UNAI y Amaiur que proponían la devolución del proyecto a la Diputación Foral y una de texto alternativo suscrita por el Partido Carlista. Los Grupos Parlamentarios, con excepción del de UCD, presentaron asimismo 41 enmiendas al articulado.
Todas las enmiendas a la totalidad fueron rechazadas. Las relativas al articulado fueron sustituidas por enmiendas transaccionales «in voce» firmadas por los grupos parlamentarios de UCD, PSOE, UPN y Partido Carlista. Procede destacar que HB, que ha descalificado siempre al Amejoramiento, participó activamente en el trámite parlamentario de aprobación de las Bases de negociación con el Estado, aunque fuera con su voto en contra.
Las «Bases» de la Diputación en lo relativo al Amejoramiento fueron objeto de notables modificaciones en el curso de su debate en el Parlamento Foral. Pero lo cierto es que en las aprobadas por la Cámara se encuentran reflejados los principios básicos del fuerismo reformista preconizado por el centrismo navarro y que obtendría finalmente el respaldo de la mayoría de las fuerzas políticas parlamentarias.
Una de las novedades del texto aprobado por el Parlamento fue la referencia expresa tanto a la reintegración foral como al amejoramiento, sin establecer ninguna incompatibilidad entre ambos términos. Esto no tuvo más que un valor puramente retórico, pues no se derivaría ninguna consecuencia desde el punto de vista competencial. En realidad, había dos concepciones diferentes sobre qué debía de entenderse por reintegración foral. Desde el punto de vista nacionalista suponía la vuelta a la situación anterior a la Ley de confirmación de Fueros de 1839. Sin embargo, en la base primera de las acordadas por la Cámara foral, esta posición no queda reflejada en modo alguno, pues no se reivindicaba el retorno a la condición de «reino de por sí» sino que se respetaba el pensamiento inspirador de la fórmula propuesta por la Diputación y se ratificaba la vigencia de aquella Ley y de la Paccionada de 1841. Decía así:
«Los derechos históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán respetados y amparados por los poderes públicos en los términos establecidos en las presentes Bases de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra que tienen por objeto:
1º. El respeto y la garantía de todas aquellas facultades y competencias que, conforme a lo establecido en la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841 y disposiciones complementarias, son propias del régimen foral de Navarra.
2º. La integración en el régimen foral de Navarra de todas aquellas facultades y competencias que no sean inherentes a la unidad constitucional española».
La introducción de la expresión «reintegración foral» fue consensuada por UCD, PSOE, UPN y el parlamentario del Partido Carlista en el curso de los debates. Sin embargo, no se definieron cuáles eran las consecuencias de la reintegración en el aspecto competencial. Se introdujo asimismo como objetivo de las negociaciones con el Estado que quedara bien sentado el pleno respeto a las competencias de la Ley Paccionada de 1841, aunque en realidad éstas ya habían sido amparadas y respetadas por la disposición adicional primera de la Constitución al formar parte incuestionable de los derechos históricos de Navarra.
Otra de las modificaciones introducidas por el Parlamento fue la renuncia a definir las competencias del Estado inherentes a la unidad constitucional, que hubiera supuesto una extraordinaria singularidad del régimen foral, aunque se mantenía lo sustancial del proyecto de la Diputación en la Base segunda:
«1. Sin perjuicio de las facultades y competencias actualmente reconocidas a Navarra en virtud de la Ley Paccionada de 16 de agosto de 1841 y disposiciones complementarias, se considerarán inherentes a la unidad constitucional española y, por tanto, se reservarán al Estado las facultades y competencias estrictamente imprescindibles para garantizar la satisfacción de los intereses generales, la solidaridad y el progreso de los Pueblos de España.
2. La delimitación de las facultades y competencias que se reserven al Estado se llevará acabo conforme a lo establecido en la Base Octava».
Asimismo, se incluyó en el texto negociador la expresión «Comunidad Foral» para definir a Navarra. No quedó constancia en los debates parlamentarios de la razón de ser de la introducción de este concepto que había sido utilizado, con cierta frecuencia, en la literatura foralista del centrismo navarro y que figuraba en las declaraciones programáticas de UCD. La redacción de la Base primera, en la que aparece dicha expresión, fue consecuencia de una enmienda transaccional presentada por UCD, PSOE, UPN y el parlamentario del Partido Carlista (Mariano Zufía) y aprobada por la Comisión de Régimen Foral en su sesión del 4 de junio de 1980, por 11 votos a favor y uno en contra²¹⁶.
En la sesión celebrada el 4 de junio de 1980 se presentó una enmienda transaccional «in voce» en sustitución de la primera de las Bases de la Diputación Foral. Fueron sus firmantes los grupos parlamentarios de UCD, PSOE, UPN y Partido Carlista.
Concluido el debate del proyecto de ley del Amejoramiento del Fuero, el Parlamento procedió a debatir el proyecto de la Diputación Foral sobre Bases sobre la elección, composición y funciones de las instituciones forales. La Comisión de Régimen Foral inició sus trabajos el 22 de septiembre de 1980 y concluyó su dictamen el 9 de octubre. El 10 de noviembre dio comienzo el debate del dictamen de la Comisión en el pleno del Parlamento que finalizó el 13 de noviembre.
Se mantuvo la previsión introducida en el proyecto de la Diputación en el sentido de que el Parlamento no sólo sería el órgano foral competente al que se refería la Constitución en la disposición transitoria cuarta sino también lo sería para ejercer la iniciativa para la separación de Navarra de las Comunidades en que pudiera haberse integrado. Este precepto fue objeto de un amplio debate, en el que como no podía ser de otra forma estuvo presente la cuestión de la integración de Navarra en Euzkadi. La votación arrojó un ajustado resultado: 30 votos a favor (UCD y UPN) y 29 en contra, todo el resto de la Cámara.
Volvemos a reiterar que todos los grupos parlamentarios participaron en el debate y aprobación de las Bases de negociación. Y al decir «todos» incluimos a Herri Batasuna, que suele negar legitimidad al Amejoramiento, entre otras cosas porque no fue refrendado por el pueblo navarro. Pero lo cierto es que HB tuvo una participación intensa en los debates. Presentó y defendió sus enmiendas, que si no fueron aprobadas es porque no contaban con apoyo suficiente en una asamblea plenamente representativa y democrática. Por otra parte, ni al debatir las Bases del amejoramiento, ni las Bases de institucionalización,propuso HB que el acuerdo que pudiera alcanzarse con el Gobierno fuera sometido a referéndum.
La aprobación por el Parlamento Foral de las Bases de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral y las de Institucionalización dejaba expedita su negociación con el Gobierno de la nación.
La Diputación Foral, en sesión de fecha 16 de diciembre de 1980, procedió al nombramiento de la Comisión negociadora, en la que no figuraba el autor, que por acuerdo de 28 de abril de ese mismo año había sido ilícita e ilegalmente destituido de su cargo de presidente, aunque permaneció como diputado foral hasta el 14 de enero de 1984, cuando fue repuesto en su cargo de presidente, en ejecución de una sentencia del Tribunal Supremo de 11 de octubre de 1983, que anuló su destitución²¹⁷.
Tampoco figuraban en la Comisión el diputado foral de HB, Ángel García de Dios, ni el de Amaiur, Jesús Bueno²¹⁸.
El autor quedó pues excluido de las negociaciones para el Amejoramiento del Fuero, si bien, dada su condición de presidente de UCD de Navarra²¹⁹, los comisionados del Estado, encabezados por los ministros Rodolfo Martín Villa y Sebastián Martín Retortillo y en el último tramo de las negociaciones por el ministro Rafael Arias Salgado trataron de forma permanente con él, requiriendo expresamente su colaboración, algo que irritaba a los comisionados de la Diputación que llegaron a hablar de «negociación paralela»²²⁰.
El 12 de diciembre de 1980 el Consejo de Ministros aprobó el nombramiento de los miembros de la Comisión negociadora del Estado²²¹.
La sesión constitutiva de las Comisiones negociadoras tuvo lugar en el Palacio de Navarra el 19 de diciembre de 1980. Las negociaciones concluyeron el 8 de marzo de 1982. El acta suscrita por el ministro de Administración Territorial y el presidente de la Diputación Foral refleja el proceso negociador, que resumimos sucintamente a continuación.
19 de enero de 1981. Los comisionados acuerdan recoger en un texto único, tanto el contenido del amejoramiento foral como el relativo a las instituciones²²², que quedaría estructurado en estos tres títulos: Preliminar: acerca de los principios histórico-forales; Primero: que trataría de las Instituciones de Navarra; y Segundo: sobre las competencias forales.
29 de marzo de 1981. Se aprueba la redacción del título correspondiente a las Instituciones.
29 de abril de 1981. Se aprobaron treinta artículos del Título Primero, dejando apartado para más detenida consideración el precepto referido a la Cámara de Comptos. Asimismo, se dejó pendiente, por no haber acuerdo, el punto relativo al nombramiento por el Parlamento del senador de la Comunidad Foral, dado que se trataba de una prerrogativa atribuida por la Constitución a las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas. Tampoco se llegó a acuerdo en cuanto al mantenimiento del Tribunal Administrativo de Navarra, organismo encargado de resolver los recursos de alzada ante la Diputación contra los acuerdos municipales, recurso que se entendía, por la representación del Estado, que vulneraba el principio de autonomía de las entidades locales consagrado por la Constitución²²³.
14 de mayo de 1981. Se resolvió la discrepancia surgida en torno a la elección del senador de la Comunidad Foral y se avanzó en la solución de los otros dos temas que habían quedado pendientes en la reunión anterior. Se tuvo conocimiento de la posible redacción del Título Preliminar presentado por la Comisión de Navarra.
23 y 24 de junio de 1981. Se dio por concluido, con total acuerdo, el Título relativo a las Instituciones, salvo en lo referente a la Cámara de Comptos. Se inició el estudio del Título Preliminar.
27 de julio de 1981. Se llegó al acuerdo en la redacción del Título Preliminar.
13, 14 y 15 de octubre de 1981. Se inició el debate sobre el Título relativo a las competencias de Navarra.
6 de noviembre de 1981. A iniciativa de la representación del Estado, se volvió a revisar todo lo acordado hasta entonces y, en cuanto al Título Segundo, se planteó la discusión sobre el alcance del concepto de unidad constitucional. En lo relativo a la Cámara de Comptos se alumbró la posibilidad de alcanzar un acuerdo transaccional sobre la base de distinguir entre la función fiscalizadora —que sería competencia exclusiva de la Cámara de Comptos— y la función jurisdiccional (la llamada responsabilidad contable), que se atribuiría, por exigencias de la unidad constitucional, al Tribunal de Cuentas del Estado.
23 de diciembre de 1981. Se llegó a un total acuerdo sobre la mención a la unidad constitucional como límite de la autonomía foral de Navarra, que se incorporó al Título Preliminar.
1, 2 y 3 de febrero de 1982. Se alcanzó un principio de acuerdo en lo relativo a la prelación de normas según la diferente naturaleza de las competencias de Navarra.
22, 23 y 24 de febrero de 1982. Se acordó la introducción de un nuevo Título —el tercero— sobre la previsión de reforma del Amejoramiento. Se consiguió también alcanzar acuerdo en todos los temas pendientes y se aprobó asimismo el Preámbulo, cuyo valor interpretativo es imprescindible para definir la naturaleza jurídica paccionada del Amejoramiento.
8 de marzo de 1982. Se firmó el acuerdo entre ambas representaciones acordándose someter el Texto de la Reintegración y Amejoramiento del Fuero a la consideración del Gobierno de la Nación y de la Diputación Foral de Navarra²²⁴.
Las conversaciones entre la Diputación y el Gobierno se prolongaron, en consecuencia, durante casi quince meses, en los que se celebraron trece reuniones de las Comisiones negociadoras, sin contar los numerosos contactos que para la redacción de los textos definitivamente acordados llevaron a cabo los asesores técnicos de ambas representaciones.
Durante el proceso negociador se produjo el intento del golpe de Estado del 23 de febrero de 1981, aunque a diferencia de lo ocurrido en 1840, en esta ocasión la rápida solución de este atentado contra la democracia evitó la paralización de las conversaciones.
También hay que destacar la firma, el 31 de julio de 1981, de los «pactos autonómicos»entre UCD y el PSOE, auténtica «convención constitucional» para la «racionalización»del desarrollo del proceso autonómico y evitar que la sustitución del Estado centralista concluyera en un gigantesco caos administrativo. Los pactos definieron el mapa autonómico. Habría dieciséis Comunidades Autónomas y se implantaría en todas ellas una asamblea legislativa y un gobierno, instituciones inicialmente previstas tan sólo para las comunidades que se hubieran constituido al amparo del artículo 151 de la Constitución. Asimismo se acordó introducir criterios de «homogeneidad» y «simultaneidad» en la transferencia de los servicios estatales para las Comunidades del artículo 143.
En los pactos autonómicos se hacía expresa mención a Navarra. En ella «se procederá por la vía de Amejoramiento del Fuero y se respetarán las previsiones de la Constitución». Esta declaración tuvo gran importancia por cuanto no sólo en la mente de los negociadores navarros, sino en la voluntad del propio Estado, se hallaba bien presente la idea de que el Amejoramiento era una vía específica y singular de Navarra que no conducía a su conversión en Comunidad Autónoma. La referencia al respeto de las «previsiones de la Constitución» se referían tanto a la disposición adicional como a la disposición transitoria cuarta de la Constitución, dejando bien sentado —como lo haría después el propio Amejoramiento— que la opción foralista elegida por las instituciones navarras no suponía dejar constitucionalmente zanjado el contencioso sobre la integración o no de Navarra en Euzkadi. Otra cosa es que la consolidación del régimen foral de Navarra, con instituciones y autogobierno iguales o superiores a las del País Vasco, suponga de facto una barrera casi infranqueable.
Prescindimos de la exposición pormenorizada del contenido del Amejoramiento en materia institucional —democracia parlamentaria (Cortes o Parlamento y Diputación Foral o Gobierno) — y competencial —autogobierno foral histórico y «amejorado»—, más propio de un estudio de Derecho político o administrativo.
Pero sí queremos hacer referencia a los tres primeros artículos del Título Preliminar del Amejoramiento, donde se contienen los principios esenciales del régimen foral.
Artículo 1º
Navarra constituye una Comunidad Foral con régimen, autonomía e instituciones propias, indivisible, integrada en la Nación española y solidaria con todos sus pueblos.
El Amejoramiento escogió la denominación de «Comunidad Foral» para situar a Navarra en el marco del Estado de las Autonomías. Recordemos que la expresión Comunidad Foral es propia de la literatura del fuerismo reformista que definía a Navarra como comunidad foral o histórica. Pudo haberse utilizado la expresión «Reino de Navarra», pero una propuesta en tal sentido formulada por la UCD de Navarra, que merecido la aceptación del Gobierno, no fue asumida por la Comisión negociadora de la Diputación Foral.
Procede reiterar que el pacto foral no dice que Navarra «se constituye» en Comunidad Autónoma, sino «constituye» lo que implica el reconocimiento delapreexistencia de una Comunidad Foral. El Amejoramiento se asemeja en muchos de sus contenidos al Estatuto de una Comunidad Autónoma, pero su característica esencial es que su propia existencia, sus instituciones así como buen número de sus competencias provienen de una foralidad histórica previamente vigente y no son fruto del poder «estatuyente» que la Constitución otorga a los ciudadanos de los territorios que decidan «constituirseen» Comunidad Autónoma.
Además de determinar que la Comunidad Foral posee «régimen, autonomía e instituciones propias», el Amejoramiento establece la «indivisibilidad» del territorio de Navarra y proclama su integración en la Nación española y su solidaridad con todos los pueblos de España.
Artículo 2º
1. Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán respetados y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y nueve, a la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno y disposiciones complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitución, de conformidad con lo previsto en el párrafo primero de su Disposición adicional primera.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior no afectará a las Instituciones, facultades y competencias del Estado inherentes a la unidad constitucional.
Lo primero que destaca en este precepto es la calificación de los derechos históricos de la Comunidad Foral como «originarios» por ser inherentes a la existencia de Navarra desde su nacimiento como comunidad política.
En segundo lugar, el Amejoramiento relaciona las normas jurídicas que obligan a los poderes públicos a respetar y amparar los derechos originarios e históricos de Navarra (Ley de 1839, Ley Paccionada de 1841 y disposiciones complementarias) en virtud de lo previsto «en el párrafo primero» de la disposición adicional primera de la Constitución. La discusión sobre la aplicación o no a Navarra del segundo párrafo de dicha disposición, que prevé que la «actualización general» del régimen propio de los territorios forales se lleve a cabo, en su caso, en el marco de la Constitución y de los estatutos de autonomía, quedó zanjada por este artículo del Amejoramiento. No es preciso recurrir a ninguna alambicada interpretación jurídica.
El párrafo segundo de este artículo se refiere, por vez primera en el Amejoramiento, a la unidad constitucional. Queda claro que los derechos originarios e históricos de Navarra no afectarán a las facultades y competencias del Estado inherentes a la unidad constitucional. Ahora bien, no se definen cuáles son tales facultades y competencias, a diferencia de lo que se hacía en las Bases de la Diputación Foral, en las que tal definición era el punto de partida del Amejoramiento.
Artículo 3º
De acuerdo con la naturaleza del Régimen Foral de Navarra, su Amejoramiento, en los términos de la presente Ley Orgánica, tiene por objeto:
1. Integrar en el Régimen Foral de Navarra todas aquellas facultades y competencias compatibles con la unidad constitucional.
2. Ordenar democráticamente las instituciones Forales de Navarra.
3. Garantizar todas aquellas facultades y competencias propias del Régimen Foral de Navarra.
De todo lo anterior se infiere que la unidad constitucional no tiene en el Amejoramiento un carácter estático, sino evolutivo y dinámico. No se trata de un concepto cerrado sino abierto sujeto, eso sí, a un principio inmutable como el de la bilateralidad.
Se dibujó así un concepto de unidad constitucional que trasciende del campo de la mera delimitación de competencias. Se trata de extraer los conceptos básicos del orden constitucional español que implican obligaciones para el Estado pero también deberes para la propia Comunidad Foral. En definitiva, la unidad constitucional implica la aceptación del fondo ideológico inspirador del Estado social y democrático de Derecho en el que, a su vez, se ha incorporado como elemento básico el reconocimiento del derecho a la autonomía.
Ciertos detractores del Amejoramiento advirtieron que el Fuero, a partir de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, está sujeto a la unidad constitucional, cuyo contenido puede modificarse a tenor de las vicisitudes del régimen constitucional en el futuro. Mas esta objeción carece de fundamento jurídico, pues el Amejoramiento ha concretado el alcance de la reintegración foral a la luz de lo que se ha considerado compatible con la unidad constitucional. Y comodicha concreción se ha hecho de forma paccionada, el concepto de unidad constitucional resultante no puede alterarse de forma unilateral, al estar protegido por la cláusula de inmodificabilidad contenida en el Título III del nuevo Pacto-Ley.
El precepto que comentamos dispone en su apartado dos que, de acuerdo con la naturaleza del Régimen Foral de Navarra, el Amejoramiento «tiene por objeto ordenar democráticamente las Instituciones Forales de Navarra».
Una ordenación que se hizo bajo la inspiración de los principios de todo régimen parlamentario. La reintegración de las Cortes o Parlamento de Navarra, como institución representativa y legislativa del régimen foral, obligaba a la transformación de la Diputación en un Gobierno, cuyo presidente fuera fruto de la voluntad de la Cámara y que podría ser depuesto en virtud de una moción de censura. En este aspecto, el Amejoramiento se apartaba del parlamentarismo clásico al prever que, en el caso de que ningún candidato obtuviera la mayoría necesaria (absoluta o, en su caso, simple) para ser investido presidente, en lugar de celebrarse nuevas elecciones accedería automáticamente al poder el candidato que tuviera el mayor número de escaños. Criterio que se aplicaría asimismo en el caso de que el presidente viera rechazada una moción de cuestión de confianza o fuera derribado por una moción de censura.
Estas previsiones del Amejoramiento fueron modificadas en 2001 mediante un nuevo pacto que reformó el artículo 29 del Amejoramiento, suprimiendo el procedimiento automático de nombramiento del presidente de forma que, si en el plazo de 30 días ningún candidato obtiene la mayoría necesaria para ser investido, se procederá a la disolución del Parlamento y a la convocatoria de nuevas elecciones. Se estableció asimismo, que en el supuesto de pérdida de una cuestión de confianza, o de la aprobación de una moción de censura, se convocarían nuevas elecciones. Si bien, en todos los casos la duración del período de mandato del nuevo Parlamento sería hasta la fecha en que hubiere concluido el del primero. Esta limitación del mandato parlamentario fue suprimida por un nuevo pacto en 2010, de modo que en cualquier momento el presidente foral puede disolver la Cámara y convocar nuevas elecciones forales.
Por último, el tercer gran objeto del Amejoramiento del Fuero, incluido en su artículo 3º, es «garantizar todas aquellas facultades y competencias propias del Régimen Foral de Navarra».
Con este pronunciamiento se pretende evitar los frecuente conflictos con el Estado que se habían producido en épocas anteriores, porque en la Ley Paccionada de 1841 no quedaban claramente definidas las competencias forales. Otra cosa es que este objetivo no se haya conseguido del todo, porque pueden surgir nuevos conflictos a causa de la invasión o desbordamiento por el Estado de sus propias competencias o a la inversa. Ahora bien, en caso de que no se alcance un acuerdo entre Navarra y el Estado, los conflictos han de someterse al arbitraje del Tribunal Constitucional.



 
214 En rueda de prensa posterior a la aprobación de las Bases, el presidente defendió la denominación de «amejoramiento» por considerar que se trataba de «un concepto más amplio que el de reintegración, ya que se trata de reintegrar competencias que se ejercieron y conseguir otras que nunca se ejercieron. La integración es más superadora que la reintegración». Señaló que la «reintegración foral plena» interpretada como la vuelta a la situación anterior a 1839, era una pretensión inviable «porque la Corona de Castilla ya no existe. Por otra parte, las transformaciones políticas, sociales y económicas son tan profundas que nos obligarían a un pacto de integración en la comunidad española (supresión de aduanas, moneda, representaciones diplomáticas, etc.,) con lo que, al final del proceso, sería algo similar a este proyecto que ahora proponemos». Manifestó que su aprobación «sería un paso gigantesco, muy importante. Si seguimos hablando de la Ley Paccionada de 1841, tal vez nuestros sucesores hablen del Amejoramiento del Fuero de 1980 como uno de los hitos importantes». Pese a ello, el nuevo pacto con el Estado representaría una modificación sustancial de la Ley Paccionada: «Defendemos el principio del pacto, pero no nos aferramos a la letra ni quizás al espíritu de la Ley Paccionada de 1841 que es, en cierto modo, insatisfactoria para Navarra. Hoy tenemos, por ejemplo, competencias legislativas que no eran posibles en la Ley Paccionada. Queremos desarrollar la autonomía por la vía del pacto. No es una ruptura con la Ley Paccionada, pero sí una novación sustancial de la Ley Paccionada». Sobre el alcance de la unidad constitucional, límite para el desenvolvimiento del Fuero navarro, dijo: «Hay que entender la unidad constitucional en sentido restrictivo. La vía constitucional es el marco en que ha de desenvolverse el Amejoramiento, y será Fuero todo lo que no es inherente al Estado. La unidad constitucional será el nudo gordiano de las negociaciones».

215 La publicación del proyecto se hizo en el Boletín Oficial de Navarra, por cuanto el Parlamento todavía no contaba todavía con su propio Boletín.

216 El texto de la enmienda transaccional, cuyos redactores fueron los parlamentarios Ignacio Astrain (UCD) y Gabriel Urralburu (PSOE), comenzaba así: «Los derechos históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán respetados y amparados por los poderes públicos en los términos establecidos en las presentes Bases de Reintegración Foral y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, que tiene por objeto…». En el debate de esta enmienda el único que se refirió a la expresión Comunidad Foral fue el parlamentario de la izquierda aberzale, Javier Antoñana, elegido por la Merindad de Estella en la coalición electoral Tierra Estella, y portavoz del grupo Amaiur del Parlamento Foral: «Y, en fin, por fin se ha hecho la luz, podemos cantar aleluya. Porque ahora resulta que empezamos a hablar, y esto viene firmado por UCD, empezamos a hablar y se nos propone el término Comunidad Foral, cuando ya está por ahí en el letrero famoso que ha puesto en todas las mugas de Navarra lo de «territorio foral», Ahora, vuelta a cambiar el letrero luminoso de «territorio foral» por el de «comunidad foral». Vamos a ser serios y seamos serios porque la verdad es que a mi igual me da que se le ponga ahí «comunidad foral», que me es igual, que estorba, que no sobra, como que ponga —como he dicho esta mañana—, como que ponga «Viejo Reino», eso ya llega más, como que ponga «república de Navarra», me es igual.»

217 El llamado «caso FASA» estalló el 23 de febrero de 1980. Ese día el diario El País publicaba en primera página la siguiente noticia de su corresponsal en Pamplona: «La Diputación de Navarra descubre una supuesta malversación de fondos de su Presidente». Y en páginas interiores titulaba «Un dinero entregado a FASA [Fundiciones de Alsasua S.A.] no tuvo el destino acordado por la Diputación». La crónica firmada por su corresponsal Fermín Goñi informaba de que en el verano de 1979 la Diputación Foral, para evitar la suspensión de pagos de la empresa, le había hecho entrega de unos 65 millones de pesetas, que en lugar de destinarse a pagar nóminas y proveedores se destinó a cancelar un crédito que tenía con la CAN, y del que era avalista, entre otros, el propio presidente Jaime Ignacio del Burgo.

El 26 de febrero, El País complementaba la información anterior afirmando que el 21 de junio de 1979, la CAN, de la que Del Burgo era presidente, acordó conceder a FASA dos créditos de 45 y 36 millones de pesetas, figurando en el acta que el primero se destinaría a cancelar otro de igual cantidad [que estaba avalado por los consejeros de la sociedad, entre otros el presidente foral]. Tal destino, según varios consejeros, «fue introducido a la hora de redactar el acta», alterando así el acuerdo del Consejo, lo que implicaba una acusación de falsedad documental. Una actuación claramente delictiva que habría permitido que el dinero recibido por FASA se aplicara a un fin diferente al querido por la Diputación. Todo el mundo, y permítaseme hablar en primera persona, entendió que se me acusaba de un delito de malversación de fondos y de haber falsificado un acta de la Caja de Ahorros para librarme de mi aval.
El Consejo de la CAN, reunido el día 26 de febrero en sesión extraordinaria acordó desmentir tajantemente las informaciones publicadas en el periódico El País. El Consejo ratificaba la veracidad del acta que reflejaba exactamente lo que se había acordado el 21 de junio de 1979. En consecuencia, las acusaciones de malversación y de falsificación de un acta de la CAN carecían de fundamento. Pero, como más tarde me reconocería uno de los más relevantes «críticos» de UCD, que creyeron inicialmente en su veracidad, «el caballo se había desbocado y ya no hubo manera de frenarlo».
En mi reciente libro «La Epopeya de la foralidad vasca y navarra. El fin de la cuestión foral—1812—1982)», (Bilbao, 2016), se contiene un extenso relato sobre este escándalo que convulsionó la política navarra (tomo II, páginas 421 a 432). A él me remito, sin perjuicio de dejar constancia aquí de los hechos más relevantes.
Para una mejor comprensión de lo que sucedió después, resulta imprescindible conocer la verdadera naturaleza de mis relaciones con la empresa FASA. El 5 de febrero de 1976, en mi condición de abogado en ejercicio, fui nombrado consejero y secretario de la sociedad. Dicho nombramiento, propuesto por el presidente de la sociedad, Francisco Javier Lizarza Inda, formaba parte de diversas actuaciones de sus accionistas para sacar adelante la empresa que se hallaba en una difícil situación. No era nada fácil pues su mercado de bañeras, cazuelas y sartenes de hierro fundido se reducía día a día como consecuencia de la irrupción de productos fabricados con otros materiales mucho más ligeros y no menos resistentes. Como pago a mis servicios profesionales, recibí 700 acciones de la sociedad (valor nominal 700.000 pesetas, en euros 4.206,98), lo que representaba el 0,3% del capital social. En el primer Consejo al que asistí, celebrado el 17 de marzo de 1976, se convino por todos los consejeros, personas de gran solvencia económica, que en el supuesto de que hubiera que concertar nuevos créditos, «quedaban modificados los efectos de la solidaridad de los avales crediticios, sustituyéndolos por la responsabilidad personal de cada consejero, en proporción del capital suscrito por cada uno de ellos en la sociedad, de forma tal que aunque ante el acreedor aparecieran con carácter solidario, no lo fueran en realidad en el momento de exigírseles responsabilidades últimas en caso de incumplimiento». De acuerdo con este convenio, «cualquiera de ellos incluso con la simple noticia de que va a ser requerido, puede inmediatamente obligar a que cada consejero asuma la responsabilidad personal y económica que le corresponda con arreglo al capital titulado de sus acciones y en forma proporcional». El acuerdo facultaba al secretario del Consejo para elevar el convenio a escritura pública cuando algún consejero lo solicitara. En virtud de este convenio entre accionistas, nunca tuve que desembolsar cantidad alguna por los avales prestados en los procedimientos de ejecución dirigidos contra los consejeros de FASA.
En virtud de este acuerdo del Consejo, en caso de ejecución del aval prestado por todos los consejeros en garantía de un crédito concertado con la Caja de Ahorros de Navarra en 1976 por importe de 40 millones de pesetas, la cantidad que hubiera debido satisfacer era de 120.000 pesetas, es decir, 721 euros. Se da la circunstancia de que, al tomar posesión de mi cargo de presidente de la Diputación Foral, había cerrado mi despacho profesional, renunciando a todo vínculo con empresas privadas a pesar de que, en aquellos momentos, no existía incompatibilidad alguna. Eso mismo había sucedido en el caso de FASA. Tan pronto como fuí elegido presidente, comuniqué al Consejo—a cuyas reuniones desde mi elección como senador en junio de 1977 no había asistido—, mi dimisión como consejero y secretario y transmití mis 700 acciones por una peseta a Ignacio Irazoqui, que desde 1977 desempeñaba el cargo de consejero delegado de la sociedad. De modo que, en virtud del acuerdo relativo a la ruptura de la solidaridad entre los consejeros, en caso de ejecución de los créditos de la CAN no habría sufrido ningún quebranto patrimonial. Tenía en aquella época motivos para perder el sueño, pero no precisamente por los avales de FASA.
Resulta que, en la sesión del 18 de junio de 1979, el diputado foral de Industria, Jesús Bueno (Amaiur), fuera ya del orden del día y sin ninguna información previa a la presidencia, propuso la declaración de urgencia para incluir en el orden del día y debatir una solicitud de ayuda por parte de la empresa FASA, que se encontraba en una desesperada situación económica. «En ese momento —dice el acta de la sesión—, el presidente se ausentó de la sesión, señalando que lo hacía debido a las relaciones que le unieron con FASA, relaciones que ya no existían por cuanto había presentado su renuncia al cargo de consejero e incluso había formalizado la transmisión de las acciones de las que era titular en dicha empresa».
En mi ausencia acordada la urgencia y tras conocer una detallada información del director de Industria sobre las peticiones de la empresa, se acordó abonar a FASA 20 millones de pesetas que tenía pendientes de cobro en virtud de una subvención que había sido concedida por la Diputación presidida por Amadeo Marco, si bien previa prestación de garantías personales de los consejeros que aún no se habían formalizado. Pese a ello, y a sabiendas de la peligrosa situación de la empresa, la Diputación, en ausencia de su presidente, acordó pagar la subvención a FASA, «levantándole la obligación de prestar garantía alguna», algo sin duda insólito y que rectificaba las cautelas establecidas con anterioridad. Asimismo, se manifestaba a la empresa que «en el supuesto de que el Consejo de Administración de la CAN (del que los diputados forales formaban parte como consejeros natos) adopte acuerdo concediendo un préstamo a dicha empresa, esta Diputación Foral de Navarra anticipará a la misma, inmediatamente, el importe de dicho préstamo, anticipo que será reintegrado a la Corporación directamente por la CAN, una vez que ésta pueda hacer efectivo el préstamo concedido a FASA». Tampoco se exigió ninguna garantía a la empresa para asegurar la devolución del referido anticipo.
Dos días después, el 21 de junio de 1979, el Consejo de la CAN trató de la solicitud de FASA de nuevos medios de financiación. El acta de la sesión refiere que al proceder el director de la entidad a dar lectura a la solicitud de préstamo hipotecario por importe de 97 millones de pesetas, «el presidente Del Burgo se ausenta de la sala manifestando que se retira en este momento porque hasta la fecha de su posesión como presidente de la Diputación Foral de Navarra era formalmente consejero—secretario de FASA, si bien desde su elección como senador no había acudido a ninguna de las reuniones del Consejo de FASA, considerando que pese a su actual desvinculación de tal entidad, piensa que debe ausentarse por haber tenido en la misma y hasta ahora interés directo en ella». El director informó al Consejo que FASA tenía un crédito de 40 millones de pesetas. En la carta del consejero—delegado Ignacio Irazoqui se refería al referido crédito que contaba «con garantía prendaria y aval de los consejeros que vence el 27 de julio», de modo que los miembros del Consejo tuvieron conocimiento de este hecho y, por tanto, pudieron advertir que el presidente era avalista de dicho crédito. También se leyó el acuerdo adoptado por la Diputación Foral en su sesión de 18 de junio anterior.
Tras la correspondiente deliberación, el Consejo acordó conceder a FASA, por una parte, un crédito hipotecario de 36 millones de pesetas, al 16,75%, por plazo de dos años prorrogable hasta diez por voluntad de la CAN, con dos años de carencia y amortizable en las ocho anualidades, disponiendo que con cargo a este nuevo crédito hipotecario «se cancelará el otorgado el 3 de julio de 1975», que estaba garantizado con hipoteca, y se exigía además el aval solidario de los miembros del Consejo de FASA. Asimismo, se acordó conceder un crédito de campaña por 45 millones de pesetas, por plazo de un año, bajo garantía personal y universal de FASA, más la prendaria solidaria sobre materias primas y productos acabados, junto con la garantía solidaria de los consejeros de la sociedad, añadiendo que con cargo a dicho crédito se cancelará el concedido por la CAN el 19 de junio de 1978 por 40 millones. El director informó que con las cancelaciones previstas en el acuerdo a FASA le quedarían 17 millones de pesetas para poder pagar las nóminas atrasadas.
El 22 de junio de 1979, el consejero delegado de FASA, Ignacio Irazoqui remitió una carta a todos los miembros de la Diputación agradeciendo tanto su acuerdo de 28 de junio como el de la CAN de 21 de junio, aunque consideraba que tal ayuda financiera era insuficiente para la salida definitiva de la empresa. Ese mismo día, la Contaduría de Fondos de la Diputación Foral expidió libramiento para el pago de los 20 millones de subvención previstos en el acuerdo del 18 de junio.
El 29 de junio de 1979, la Contaduría de Fondos de la Diputación Foral, teniendo a la vista del acuerdo adoptado por el Consejo de la CAN el 21 de junio, procedió a expedir libramiento de pago a favor de FASA por importe de 81 millones de pesetas, a que ascendían los créditos otorgados por dicha entidad. El libramiento, expedido por la Contaduría de la Diputación,llevaba el visto bueno del diputado foral de HB, Ángel García de Dios diputado foral por la Merindad de Pamplona a la que pertenece Alsasua. El Contador le entregó a Ignacio Irazoqui un cheque nominativo por dicho importe, que procedió a ingresarlo esa misma mañana en la cuenta de FASA en la CAN. La CAN procedió entonces a cancelar los créditos anteriores, abonándose a FASA 19 millones de pesetas que se destinaron al pago de las nóminas pendientes.
FASA no formalizó los créditos porque ante una solicitud de quiebra formulada por un acreedor el 20 de septiembre de 1979, se vio obligada a presentar suspensión de pagos el 27 de septiembre. Este hecho, supuso una pérdida para la Diputación Foral de 81 millones de pesetas. Los intentos llevados a cabo ante la Administración del Estado para poner en marcha un plan de viabilidad que permitiera a la empresa reanudar su actividad y garantizar la permanencia de los cerca de 250 trabajadores de FASA, fracasaron.
A comienzos de febrero de 1980, se informó a la Diputación del incumplimiento por parte de FASA de las obligaciones contraídas. El 23 de ese mismo mes el diario El País destapó la supuesta malversación de fondos de su presidente.
La publicación por El País de las informaciones antes referidas, causaron una profunda conmoción en Navarra, sobre todo cuando se supo que los demás diputados forales de UCD se alineaban en contra del presidente.
Tan pronto como tuve conocimiento de lo publicado por El País, además de denunciar rotundamente su falsedad, solicité la convocatoria de un pleno extraordinario del Parlamento Foral. Pero la Mesa rechazó esta petición y en su lugar acordó constituir una «Comisión Especial de Encuesta sobre las relaciones financieras mantenidas por la Diputación Foral con la empresa FASA». La presidió el nacionalista Manuel de Irujo y la integraban representantes de UCD (Gurrea), PSOE (Lora), UPN (Gómara), Amaiur (Olite) y EE (Sorauren). La Comisión concluyó sus trabajos el 17 de marzo de 1980 con una relación de hechos en los que no se hacía ninguna valoración de mi conducta ni concluía que hubiera nada reprochable. La Comisión de Investigación contó con una auditoria de mis cuentas personales, que fue elaborada por Alberto Munárriz, militante histórico del PNV, nombrado por el Colegio de Censores Jurados de Cuentas de Navarra, que concluyó que «desde el día 1 de enero de 1976 hasta el día de la fecha, no han aparecido contabilizadas operaciones que puedan estar relacionadas con la firma FASA».
Todo esto permitió el lanzamiento una infame campaña de difamación, injurias y calumnias, a la que se sumaron tanto el PSOE como los grupos aberzales. a los que se sirvió en bandeja la cabeza de uno de sus principales adversarios o «enemigos». Se trató de un auténtico linchamiento político, del que lograría salir vivo porque tarde o temprano la verdad resplandece. No obstante, fueron cuarenta y cuatro meses de una dura lucha en defensa de mi honor que pude librar gracias a la plena convicción de mi inocencia.
El 14 de abril de 1980, en una tumultuosa sesión, el Parlamento Foral acordó exigir mi dimisión como presidente y diputado foral. La votación, que fue secreta, arrojó el siguiente resultado: 38 votos a favor, entre ellos 3 parlamentarios de UCD, 6 en blanco y una abstención. Los 13 parlamentarios de UPN se ausentaron del pleno al comienzo del debate y otros 13 diputados de UCD lo hicieron antes del comienzo de la votación.
El 28 de abril de 1980, ante mi negativa a acatar el acuerdo del Parlamento, la Diputación Foral acordó mi destitución como presidente, por cinco votos a favor y una abstención, para dar cumplimiento a lo acordado por el Parlamento Foral.
Es muy importante reiterar que los acuerdos adoptados tanto por la Diputación como por la Caja se adoptaron en mi ausencia, no sin antes informar —y así quedó constancia de ello en las actas respectivas—, de que me retiraba de la sesión por las relaciones que había mantenido con la empresa FASA como accionista consejero y secretario de la sociedad, que desde mi toma de posesión como presidente ya no existían.
Presenté entonces sendos recursos ante la Sala de lo Contencioso—Administrativo de la Audiencia Territorial contra el acuerdo del Parlamento y el de la Diputación. Mi condición era la de demandante, no la de demandado.
El presidente del Parlamento me requirió para que no asistiera a las sesiones del Parlamento mientras no se dictara sentencia en tales recursos. Esto dio lugar a un aumento de la tensión política, pues rechacé tal requerimiento por entender que se trataba de una coacción que vulneraba el libre ejercicio de mi función parlamentaria. En la sesión del día 18 de mayo de 1981, me presenté en el pleno para intervenir en nombre de UCD en el turno de explicación de voto del acuerdo sobre las Bases de Reintegración y Amejoramiento del Fuero. Ante las protestas de los grupos aberzales, Arbeloa optó por suspender la sesión.
A partir de entonces, me abstuve de acudir a las sesiones para evitar que se me reprochara que por mi culpa no se aprobaran los presupuestos generales y sobre todo las Bases de negociación con el Gobierno del proyecto institucional. Pero una vez que aprobaron los presupuestos y se produjo el inicio oficial de las conversaciones con el Gobierno, informé al presidente Arbeloa que estaba dispuesto a interponer acciones penales contra quien me impidiera asistir a las sesiones parlamentarias. Arbeloa resolvió entonces amparar mi derecho y en la sesión de 18 de mayo de 1981 volví a sentarme en el banco de la Diputación como diputado foral por la ciudad de Pamplona. Ante las sucesivas protestas de los parlamentarios aberzales el presidente Arbeloa se vio obligado a expulsar uno a uno, con el auxilio de la Policía Foral, a quince parlamentarios de HB y de otros grupos afines en la sesión de 18 de mayo de 1981. Antes de ser expulsado, el vizcaíno Iñaki Aldecoa, portavoz de HB, dijo: «O Del Burgo se está aprovechando de Tejero, su pistola y sus guardias civiles o con Del Burgo se ha cometido una gran injusticia». Aldecoa sabía muy bien que Tejero secuestró al Congreso pero ya no chantajeaba a nadie, pues acabó en prisión. Luego tenía razón: puesto que difícilmente podía aprovecharme del chantaje de Tejero, se había cometido una gran injusticia y él lo sabía.
La Sala de lo Contencioso—Administrativo de la Audiencia Territorial de Navarra (precedente del actual Tribunal Superior de Justicia de Navarra) en sendas sentencias de 6 de junio de 1981 estimó mi recurso y declaró nulo de pleno derecho el acuerdo del Parlamento de 14 de abril de 1980, pero rechazó el relativo a mi destitución por la Diputación. En la sentencia sobre el acuerdo de la Diputación, la Sala declaraba que los diputados podían haber perdido la confianza en su presidente, al no haberles advertido de que era avalista de FASA. No tenía en cuenta que conforme a la Ley no podía exigírseme responsabilidad alguna al no haber participado ni en la adopción del acuerdo de la Diputación ni en su ejecución. La excusa de los diputados era que si hubieran sabido que yo era avalista no hubieran tomado el disparatado acuerdo que adoptaron. La sentencia además no dejaba de ser incongruente, pues si el acuerdo del Parlamento era nulo de pleno derecho, todo cuanto tuviera por objeto darle cumplimiento —mi destitución— era también nulo de pleno derecho. Por este motivo, recurrí la sentencia de la Audiencia Territorial ante la Sala quinta del Tribunal Supremo. La justicia tardaría casi 28 meses en resolver.
A su vez, el Parlamento recurrió contra la sentencia que declaraba la nulidad de su acuerdo, recurso que fue desestimado por sentencia de la Sala cuarta del Tribunal Supremo de fecha 24 de abril de 1984.
Una de las razones que, desde un principio, esgrimí en mi defensa era que el Parlamento no podía convertirse en un tribunal popular, acusarme de graves delitos y dictar sentencia condenatoria sin el menor rigor, objetividad e imparcialidad. La culpabilidad o inocencia la declaran los tribunales, donde en su caso tendría la oportunidad de defenderme de las falsas acusaciones.
Varios meses después, el 27 de noviembre de 1980, la Diputación Foral decidió tomarme la palabra y acordó interponer una denuncia ante la Fiscalía General del Estado dada mi condición de senador. Me acusaban de malversación de fondos. También la dirigieron contra Ignacio Irazoqui por estafa. Los diputados habían dado un giro copernicano, pues hasta ese momento se entendía que Irazoqui había sido la víctima de mis manejos para llevarle a cancelar los créditos de la CAN.
Presenté al Fiscal General un escrito pormenorizado de hechos probados, acompañado de una serie de dictámenes de juristas de reconocido prestigio, como la Junta de Gobierno del Colegio de Abogados de Pamplona, cuyo decano era Ángel Ruiz de Erenchun, el catedrático de Derecho Penal de la Universidad Autónoma de Madrid, Gonzalo Rodríguez Mourullo, los catedráticos en Derecho Administrativo Oscar Alzaga, Gaspar Ariño y Alfredo Gallego Anabitarte y el letrado de las Cortes Manuel Fraile. En todos ellos se concluía que las acusaciones formuladas contra mí eran totalmente falsas.
A mediados de enero de 1981, la Fiscalía General del Estado, previo informe unánime de la Junta de Fiscales del Tribunal Supremo acordó rechazar la denuncia contra mí por malversación de fondos, pero al no ser Irazoqui aforado ordenó la presentación de una querella por presunta estafa ante los tribunales de Pamplona. A pesar de su fracaso en su intento de incriminarme, los denunciantes llegaron a filtrar «soto voce» a los medios de comunicación que me había «salvado» de la malversación de fondos, pero ya veríamos si me salvaba del delito de estafa, que podría ponerse de manifiesto, según ellos, en el curso de la instrucción de la causa contra Ignacio Irazoqui. Pero esta maledicencia tuvo muy poco recorrido. Mi participación en la instrucción y el posterior proceso fue, al igual que la de mis compañeros, en calidad de testigo. Sin duda mi procesamiento me habría colocado en una difícil tesitura y probablemente acabado con mi actividad política fuera cual fuera el resultado del juicio.
Para tratar de conseguirlo mis adversarios movieron hilos en Madrid —pues todavía no se había constituido el Consejo General del Poder Judicial— y consiguieron que el ministerio de Justicia relevara al juez instructor mediante su traslado a un juzgado de primera instancia de lo civil. Asimismo, también quitaron de en medio al fiscal jefe de la Audiencia Territorial, que en los mentideros del Palacio de Justicia se aseguraba que no se recataba en decir que si a alguien había que procesar era a los restantes diputados, por haber adoptado un acuerdo tan irresponsable causante de la pérdida para las arcas forales de 81 millones de pesetas. Lo cierto es que «casualmente», antes de que se cerrara la instrucción, fue ascendido a Fiscal de Sala del Tribunal Supremo.
Por fin, el 11 de diciembre de 1981 el Juzgado de Instrucción núm. 2-B de Pamplona acordó el procesamiento de Ignacio Irazoqui por delito de estafa. La Fiscalía solicitaba para el procesado una pena de ocho años de prisión mayor y que fuera condenado al pago de 81 millones de pesetas en concepto de indemnización. Asimismo, solicitaba que se declarase la responsabilidad civil subsidiaria de FASA.
El 25 de noviembre de 1982, una vez celebrado el juicio oral, la Audiencia Provincial de Pamplona dictó sentencia absolutoria de Ignacio Irazoqui, al no apreciar engaño alguno en su actuación ni la obtención de beneficio propio, pues fue FASA quien se lucró con los 81 millones de pesetas recibidos. La sentencia considera probado que Irazoqui expuso con absoluta claridad la difícil situación económica de la empresa para la que pedía ayuda, sin que constara que hubiera ocultado en sus exposiciones ningún dato de relevancia «ocultación que de haber existido, y de notar es que ni siquiera se ha alegado que la hubiera [la Diputación fue parte acusatoria en el proceso], podría haber sido en todo caso descubierta con toda facilidad por el departamento correspondiente al ramo de actividad de la empresa en cuestión de cada una de dichas Corporaciones [la Diputación y la CAN], por lo que resulta evidente que el engaño o maquinación insidiosa no existió en esa fase de las negociaciones, anterior a los acuerdos adoptados, que tomaron sus decisiones, con conocimiento pleno de las dificultades de FASA determinadas, no por un engaño inexistente, sino por su plausible deseo de ayudar a una empresa en estado financiero angustioso (…), laudable propósito que explica sin duda la urgencia con que, especialmente la Diputación Foral, resolvió el problema sin adoptar específicas medidas de garantía que cubrieran el riego que indirectamente asumía, en contraposición con lo que había efectuado en otras ocasiones anteriores, al conceder subvenciones a la misma industria, o al otorgarle moratorias en el pago de sus deudas fiscales; y parece de otro lado igualmente claro que ese elemento de engaño fraudulento, inexistente como se ha dicho en las fases de negociación anteriores al acuerdo de la Corporación de 18 de junio de 1979, no se produjo tampoco en ningún momento posterior…».
La Sala declaraba asimismo que las fórmulas adoptadas por la Caja en cuanto a la concesión de los prestamos estaban «vinculadas necesariamente a la cancelación de los créditos anteriores, de 3 de julio de 1975 y 19 de julio de 1978», pues de otra forma «difícilmente se hubiera podido efectuar tal reintegro [a la Diputación], si se hubiera destinado el dinero anticipado por la Corporación Foral a las atenciones que el acusado consideraba preferentes, lo que bien podía haber sido apreciado por los Diputados Forales, miembros todos ellos del Consejo de la Caja de Ahorros…».
Rechazaba también la sentencia que hubiera dolo penal en el hecho de que FASA no hubiera llevado a cabo ninguna actuación tendente a la formalización de los créditos, lo que devino imposible «por haberse producido un estado legal de suspensión de pagos en tiempo en el que la formalización de los préstamos era aún posible», acción que no se produjo por voluntad del Consejo de FASA sino por «una acción necesaria en términos reales… para evitar una declaración inminente de quiebra». (Irazoqui moriría de cáncer pocos años después. No cabe duda de que su procesamiento tuvo mucho que ver en el desencadenamiento de su enfermedad).
La Diputación decidió no recurrir la sentencia absolutoria de Ignacio Irazoqui, pero los diputados denunciantes se negaron a rectificar. Decidieron entonces quemar su último cartucho interponiendo una acción civil para exigir el retorno de los créditos cancelados por FASA. La Diputación alegaba que había padecido un «error», pues sólo debió haber pagado en concepto de anticipo 19 millones y no 81 millones. La demanda se presentó el 14 de abril de 1983 ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Pamplona y se dirigió contra FASA, contra la Caja de Ahorros de Navarra y contra Ignacio Irazoqui y las demás personas que habían sido consejeros de la empresa. Para mantener el fuego sagrado de la infamia me incluyeron a mí en la demanda por haber resultado «beneficiado» de la cancelación de mi aval. Pero les saldría el tiro por la culata como veremos a continuación.
El 11 de octubre de 1983, la Sala Quinta del Tribunal Supremo dictó sentencia por la que anuló el acuerdo de mi destitución como presidente, estimando que la Diputación Foral carecía de facultades legales para adoptar tal decisión. La sentencia anulaba todos los pronunciamientos de la dictada por la Audiencia Territorial el 6 de junio de 1981, por lo que no cabe hacer invocación de sus fundamentos de derecho. Fue notificada a la Diputación Foral el 23 de noviembre de 1983, mediante providencia de la Sala de lo Contencioso—Administrativo, ordenando a la Diputación Foral que procediera a la ejecución del fallo, adoptando las resoluciones procedentes y practicando lo que exigiera el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el mismo.
El 1 de diciembre de 1984 la Diputación Foral acusó recibo de la sentencia dictada por el Tribunal Supremo, instando al abogado del Estado para que sometiera a la Sala de lo Contencioso—Administrativo de la Audiencia Territorial «la imposibilidad legal y material de ejecutar la referida sentencia». Invocaba la Diputación que yo no había recurrido el nombramiento como presidente de Juan Manuel Arza, elegido por la Diputación el 29 de septiembre de 1980. [Su elección se produjo en virtud de un acuerdo político interno de UCD para poner fin a la crisis institucional provocada por el asunto FASA. Sin mi voto favorable Arza no hubiera podido acceder a la presidencia. Se lo di dejando expresa constancia en el acta de que esta actitud «no significa renuncia a los derechos a la Presidencia que pudieran corresponderme en el caso de una decisión favorable ante los recursos que tengo presentados ante la Audiencia Territorial de Pamplona»] Asimismo se alegaba para no proceder a mi reposición, la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra de 1982 y la expiración del mandato de los miembros de la Diputación, que desde las elecciones forales de 8 de mayo de 1983 se hallaba en funciones, a la espera de que el Tribunal Constitucional resolviera el recurso interpuesto por el presidente del Gobierno, Felipe González, contra la elección como presidente de José Ángel Zubiaur en perjuicio de Gabriel Urralburu.
De nuevo me vi obligado a recurrir a la Justicia e insté a la Sala de lo Contencioso—Administrativo de la Audiencia Territorial la ejecución directa de la sentencia, invocando lo dispuesto en el artículo 117, núm. 3 de la Constitución que atribuye esta facultad a los tribunales de Justicia, precepto que era de aplicación directa. El 10 de enero de 1984, la Sala dictó un Auto por el que se ordenaba a la Diputación Foral que procediera a la «inmediata reposición de Jaime Ignacio del Burgo en las funciones de presidente, cesando en consecuencia a Juan Manuel Arza».
El 14 de enero de 1984, la Diputación Foral dio cumplimiento al referido Auto de 10 de enero de 1984 y previo cese de Juan Manuel Arza, me repuso en mi cargo, de presidente de la Diputación Foral-Gobierno de Navarra (denominación establecida en el Amejoramiento del Fuero de 1982), hasta la toma de posesión de Gabriel Urralburu que tuvo lugar el 4 de mayo de 1984. [Urralburu, uno de mis principales inquisidores, sería condenado por la Audiencia Provincial de Navarra el 7 de septiembre de 1998 a 11 años de prisión y 780 millones de pesetas de multa, por el cobro de comisiones millonarias a empresas constructoras en la adjudicación de obras. En marzo de 2001, el Tribunal Supremo redujo la pena a 4 años de cárcel, y rebajó en 600 millones la multa impuesta por entender que eran incompatibles los delitos de cohecho y de fraude fiscal. Asimismo, en 1996 se descubrió que el Partido Socialista de Navarra tenía una cuenta en Suiza de 200 millones de pesetas, fruto de las comisiones delictivas de Gabriel Urralburu, a nombre del presidente del Gobierno Javier Otano. Nada más conocerse la noticia, el 18 de junio de 1996, dimitió de su cargo de presidente. Otano fue juzgado por cohecho por la Audiencia Provincial, que el 21 de octubre de 2004 lo absolvió por considerar que el delito había prescrito.].
Recordemos que la Diputación había presentado el 14 de abril de 1983 una demanda civil en un intento desesperado de mantener vivo el asunto FASA. Pues bien, el 13 marzo de 1986, ya bajo el Gobierno de Gabriel Urralburu, el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Pamplona desestimó la demanda interpuesta por la Diputación Foral contra FASA, la CAN y diversos accionistas de dicha sociedad en exigencia de responsabilidad civil. En sus fundamentos de derecho, el Juzgado declaraba que «si algo se deduce que ha habido en las presentes actuaciones es una clara imprudencia por parte de un organismo administrativo que ha adelantado a una empresa sin tomar las más elementales medidas de garantía para asegurarse su cobro y la única disculpa que se ve, es la finalidad política de tratar de paliar los graves efectos de todo orden que llevaría consigo la crisis empresarial».
El punto final al asunto FASA lo pondría el 2 de diciembre de 1986, la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial que desestimó el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del Juzgado de 13 de marzo de 1986, y confirmó en todos sus extremos la sentencia dictada por el Juzgado núm. 1 de Pamplona, añadiendo algunas consideraciones que sintetizamos a continuación:
a) Que puede ratificarse cuanto en la sentencia apelada se dijo sobre el evidente «descuido» de la Diputación Foral.
b) Que no puede hablarse de «error» en el acuerdo de 18 de junio de 1979 sino de una «ejecución precipitada» del mismo.
c) La Diputación conocía las condiciones de precariedad económica de FASA «por lo que en vista de ello debieron adoptarse las garantías previstas (…), pero no desprenderse precipitadamente del dinero, cuya finalidad, lógicamente era la de cancelar anterior crédito y préstamo».
d) Que por todo ello la Diputación «debe asumir las consecuencias de un anticipo concedido sin garantías, abstracción hecha de las motivaciones de tipo político—social, sin que, por tanto, quepa hablar de error sino de actuación imputable a los propios órganos de la Diputación».
e) Que la cancelación de los créditos anteriores fue una actuación lógica y necesaria por parte de Irazoqui, en cuya conducta no existió «consilium fraudis» o propósito fraudulento.
De todo lo expuesto anteriormente se deducen los siguientes hechos probados:
Primero. — No llevé a cabo ni en la Diputación Foral ni en la Caja de Ahorros de Navarra ninguna actuación a favor de FASA ni promoví ninguno de los acuerdos adoptados para ayudar a la empresa.
Segundo. — Me ausenté de las sesiones de ambas instituciones en las que se tomaron los acuerdos sobre FASA, advirtiendo que había sido hasta mi nombramiento como presidente de la Diputación Foral accionista, consejero y secretario de la sociedad, por lo que la exigencia de responsabilidades a quien cumplió escrupulosamente la legalidad fue un auténtico abuso de poder.
Tercero.— No tenía interés personal de naturaleza económica alguna en que se cancelara el crédito de 40 millones de pesetas en el que figuraba como avalista, por cuanto en ese momento mi responsabilidad real era de cero pesetas al haber vendido con anterioridad su 0,3% en el capital social de FASA (4.206,98 euros) en virtud del convenio de ruptura de la solidaridad de los créditos concertados con aval del Consejo adoptado por todos los consejeros, de modo que cuando se concertó dicho crédito mi responsabilidad real ascendía a 400 euros, que quedó reducida a cero pesetas al haber transmitido a Ignacio Irazoqui mis acciones al tomar posesión de la presidencia de la Diputación Foral en abril de 1979.
Cuarto. — No oculté, ni podía hacerlo, mi condición de avalista en alguno de los préstamos concedidos a FASA, circunstancia que figuraba en los expedientes y se desprendía de los informes presentados, respectivamente, por el director de Industria de la Corporación Foral y el director de la CAN. Además a la vista de los acuerdos de los miembros del Consejo, personas de probada capacidad económica, tales avales no suponían ningún riesgo para mi situación económica. Es absurdo pensar que me jugué por nada la presidencia, mi carrera política y sobre todo mi honor.
Quinto. — La exigencia por el Parlamento de mi dimisión como diputado y presidente de la Diputación, que no contiene motivación alguna, fue un acto arbitrario, radicalmente nulo y contrario a la ley, al erigirse los parlamentarios que adoptaron tal acuerdo en jueces de una conducta que, si hubiera sido cierta, sólo correspondía juzgar a los tribunales de justicia, sin contar con las numerosas calumnias e injurias que se vertieron durante la sesión que atentaron gravísimamente contra mi honor.
Sexto. — La causa del perjuicio sufrido por la Diputación estuvo en la grave negligencia de los diputados forales que, en mi ausencia, adoptaron un acuerdo que supuso un gran quebranto para la Hacienda foral al no haber condicionado la concesión del anticipo al otorgamiento de garantías suficientes, a diferencia de lo que la Diputación anterior había exigido a FASA.
Séptimo. —Y contra lo que algunas veces se dice, no fui «absuelto» de delito alguno, pues no fui objeto de procesamiento por los tribunales de Justicia. Por el contrario, fueron míos los recursos contra los acuerdos del Parlamento y de la Diputación Foral, que fueron anulados.
Octavo. — A pesar de todo ello, cada vez que ciertos políticos y medios aberzales se refieren a mi trayectoria hacen mención al asunto FASA, al que califican de turbio asunto aún no aclarado.
Un último apunte. El 10 de marzo de 1980, un grupo de unos cuarenta energúmenos aberzales, después de apedrear el Palacio de Navarra, intentaron asaltar mi casa al grito de «ETA mátalo, por fascista y por ladrón». Ante la presencia en la entrada de dos policías nacionales uniformados lanzaron dos cócteles molotov al interior. Los agentes se vieron obligados a disparar al aire, sin que por fortuna se produjeran desgracias personales. En una conferencia de prensa celebrada en la madrugada del día 11, el gobernador civil Eduardo Ameijide declaró que «gracias a la serenidad de los agentes del orden, no se ha producido lo que hubiesen podido ser trágicos sucesos». La Diputación Foral condenó lo sucedido. En la sesión dije que mejor que la condena sería que pusieran punto final a las calumnias que se vertían contra mí.
218 El diputado de HB, Ángel García de Dios, protestó por su exclusión afirmando que como diputado tenía derecho a participar en la comisión negociadora. La coartada para justificar la exclusión de Del Burgo la proporcionó la comisión ejecutiva del PSOE navarro que, en una nota del día 15 de diciembre de 1980, advirtió que en caso de producirse su nombramiento ningún socialista participaría en la negociación.

219 El autor recibió el apoyo ampliamente mayoritario de los órganos de UCD de Navarra: Comité Ejecutivo, Consejo Político y Asamblea General. Fue reelegido presidente del partido en la Asamblea celebrada el 8 de agosto de 1981.

220 La Comisión negociadora de la Diputación Foral quedó constituida por Juan Manuel Arza Muñuzuri, presidente de la Diputación Foral, los diputados forales Jesús Malón Nicolau, Ángel Lasunción Goñi y Pedro Sánchez de Muniáin y los diputados a Cortes por Navarra Javier Moscoso del Prado y Jesús Aizpún Tuero. El 2 de septiembre de 1981, al ser nombrado vicepresidente del Gobierno Rodolfo Martín Villa, la presidencia de la Comisión gubernamental recayó en el ministro de Administración Territorial, Rafael Arias Salgado. Fueron nombrados secretarios de actas, por parte del Gobierno, Luis Manuel Cosculluela Montaner, director del Instituto de Estudios de Administración Local (que el 26 de septiembre de 1981 fue sustituido por Luis Pablo Bourgón Tinao al ser nombrado director de dicho Instituto) y Joaquín Gortari por parte de la Diputación Foral. Y como asesores de la Comisión navarra fueron nombrados Raimundo Aldea, vicesecretario general, José Ángel Zubiaur, director de Hacienda y José Antonio Asiáin, jefe de la asesoría jurídica de la Diputación, que desempeñaron su función con gran eficacia.

221 Componían la Comisión del Gobierno Rodolfo Martín Villa, ministro de Estado de Administración Territorial, Sebastián Martín—Retortillo, ministro adjunto al presidente del Gobierno para la Administración Pública, Manuel Broseta Pont, secretario de Estado para las Comunidades Autónomas; Francisco Javier Ansuátegui Gárate, gobernador civil de Navarra, José Luis Gómez—Dégano y Ceballos—Zúñiga, director general de lo Contencioso del Estado; Francisco Javier Soto Carmona, director general de Administración Local y Juan Junquera González, secretario general técnico del ministerio de Administración Territorial.

222 Esta decisión era lógica. En las previsiones del autor como presidente de la Diputación la negociación sobre los principios del Amejoramiento y la definición de las competencias forales iba a realizarse tan pronto como el Parlamento aprobara las Bases de negociación. Inmediatamente después se trataría del proyecto de institucionalización definitiva. Navarra hubiera tenido en tal caso dos nuevas Leyes Paccionadas. Pero el asunto FASA truncó sus planes. Por otra parte, la lentitud con que se aprobaron por el Parlamento las Bases de negociación de ambos proyectos hizo que en aquellos momentos la decisión de hacer un texto único fuera razonable, pero esto condujo a que la estructura formal de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento se asemejara a la de un Estatuto de autonomía, aunque con sustanciales variaciones derivadas de su régimen foral, así como de su naturaleza paccionada o bilateral.

223 Con anterioridad a esta cuarta reunión de las Comisiones negociadoras, el secretario general del PSOE navarro, Gabriel Urralburu, declaró que los socialistas «todavía no hemos decidido si vamos a solicitar o no la celebración de un referéndum para que el pueblo navarro manifieste su voluntad en torno al amejoramiento. Personalmente, me parece que el referéndum es conveniente». (Diario de Navarra, 24 de abril de 1981.) Más adelante nos referiremos a esta cuestión.

224 El documento que contiene el Texto de la Reintegración y Amejoramiento del Fuero fue firmado por los catorce comisionados. Por la representación del Gobierno firmaron Rafael Arias Salgado y Montalvo, Manuel Broseta Pont, Sebastián Martín-Retortillo y Baquer, José Luis Gómez-Dégano y Ceballos-Zúñiga, Francisco Javier Soto Carmona, José Maldonado Ramos, Luis Cosculluela Montaner y Francisco Javier Ansuátegui Gárate. Por la Comisión de la Diputación Foral Juan Manuel Arza Muñuzuri, Jesús Malón Nicolao, Ángel Lasunción Goñi, Pedro Sánchez de Muniain Corera, Javier Moscoso del Prado, Gabriel Urralburu Tainta y Jesús Aizpún Tuero. El acta general fue firmada por los secretarios de la Comisión, Luis Pablo Bourgon Tinao y Joaquín Gortari Unanua, con el visto bueno del ministro de Administración Territorial, Rafael Arias Salgado y del presidente de la Diputación Foral de Navarra, Juan Manuel Arza.




 
 
49. EL PARLAMENTO FORAL Y LAS CORTES GENERALES REFRENDAN EL AMEJORAMIENTO DEL FUERO
 
En la sesión extraordinaria celebrada por la Diputación Foral el 9 de marzo de 1982 se sometió a votación el texto pactado con el Gobierno del proyecto de Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, quedando aprobada por cinco votos a favor (Arza, Malón, del Burgo, Lasunción y Sánchez de Muniáin, sin que se registraran votos en contra ni abstenciones, pues los diputados forales de HB (Ángel García de Dios), y de Amaiur (Jesús Bueno), no asistieron a la reunión. Este último remitió un escrito a la presidencia en el que explicaba las razones de su inasistencia y fue leído en la sesión.
El Parlamento Foral ratificó el nuevo pacto foral en la sesión celebrada el 15 de marzo de 1982²²⁵. El resultado de la votación fue como sigue²²⁶: 49 votos a favor (20 de UCD, 15 del PSOE, 13 de UPN y el parlamentario del Partido Carlista). Se registraron r 5 votos en contra (2 del PNV²²⁷, 1 de la Agrupación nacionalista Orhy Mendi y 1 de Euskadiko Eskerra) y hubo 16 ausencias, fundamentalmente de HB²²⁸ y grupos afines.
Una vez obtenida la ratificación del Parlamento Foral, el Gobierno de la nación aprobó la remisión a las Cortes Generales del proyecto de Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra. El objeto del proyecto era la incorporación al ordenamiento jurídico español del pacto alcanzado entre la diputación y el gobierno. Así se lee en el último párrafo del preámbulo:
«Es, pues, rasgo propio del Régimen foral navarro, amparado por la Constitución que, previamente a la decisión de las Cortes Generales, Órgano del Estado en que se encarna la soberanía indivisible del pueblo español, la representación de la Administración del Estado y la de la Diputación Foral de Navarra, acuerden la reforma y modernización de dicho Régimen. Dada la naturaleza y alcance del amejoramiento acordado entre ambas representaciones, resulta constitucionalmente necesario que el Gobierno, en el ejercicio de su iniciativa legislativa, formalice el pacto con rango y carácter de proyecto de Ley Orgánica y lo remita a las Cortes Generales para que éstas procedan, en su caso, a su incorporación al ordenamiento jurídico español como tal Ley Orgánica».
En el pleno del Congreso celebrado el 30 de junio de 1982, mediante el procedimiento de lectura única —es decir, sin posibilidad de presentar enmiendas al articulado y mediante la discusión en bloque del proyecto, igual que se hace con los tratados pues si se pudieran enmendar quedarían alterados unilateralmente— se aprobó el Amejoramiento por 266 votos a favor, 9 en contra (PNV) y una abstención²²⁹.
En nombre del Gobierno intervino el ministro de Administración Territorial, Rafael Arias Salgado. A favor se pronunciaron Alfonso Bañón (UCD), Javier Moscoso (Grupo Mixto)²³⁰, Gabriel Urralburu (PSOE), Jordi Solé Tura (PC), aunque con reservas, y José Luis de la Vallina Velarde (Coalición Democrática). Lo hicieron en contra Marcos Vizcaya (PNV), Juan María Bandrés (Euskadiko Ezquerra) y Juan Carlos Aguilar (Partido Andalucista).
En el Senado, en la sesión de 26 de julio de 1982 y por el mismo procedimiento de lectura única, el Amejoramiento contó con 148 votos a favor y 6 en contra. Votaron en contra los senadores del Grupo Parlamentario de Nacionalistas Vascos.
En el debate de la Ley Orgánica representó al Gobierno el ministro Rafael Arias Salgado, con un turno a favor del senador José Gabriel Sarasa (UCD). No hubo turnos en contra por lo que se pasó a dar la palabra a los portavoces, que fueron, por este orden, el guipuzcoano José Luis Iriarte Errazti (PNV), que explicó las razones del voto en contra de grupo nacionalista, José Luis Monge (Convergencia Navarra, ex UCD), Victor Manuel Arbeloa en nombre del PSOE y Jaime Ignacio del Burgo en el de UCD.
El azar quiso que en la sesión del Senado, que puso punto final a la cuestión foral navarra, el autor, que en junio de 1979 había acordado con el presidente Adolfo Suárez la puesta en marcha del proceso negociador de Amejoramiento del Fuero, interviniera en último lugar como portavoz del Grupo Parlamentario de UCD. Estas fueron sus palabras finales:
«Hace unos días escuché una frase de un político catalán que me hizo reflexionar sobre lo que significaría su extrapolación a todas las Comunidades de España. «Por encima de Cataluña, nada». Pensé en Navarra, a la que amo tanto como el político catalán pueda amar a Cataluña. Y llegué a algunas conclusiones. Además de Navarra, España. Nada por encima de sus derechos históricos ni de su foralidad originaria, pero por encima de Navarra, la libertad, la igualdad de todos los españoles y de todos los pueblos de España, la solidaridad para construir una sociedad en la que a la hora del reparto de la renta y de la riqueza sólo haya una única clase: la de todos los españoles. Y es que sin libertad, sin igualdad, sin solidaridad, la propia Navarra quedaría mutilada en su esencia. Porque ser navarro es una de las maneras de ser español. Fuimos un reino. Formamos una Comunidad Foral histórica, orgullosa de su propia identidad y de su personalidad política. Hicimos frente al absolutismo monárquico y al centralismo del Estado. Mantuvimos enhiesta la bandera de nuestra libertad colectiva. Tenemos por ello todos los títulos, cuantos «hechos diferenciales» se deseen, para constituir una nacionalidad. Pero nuestra nacionalidad con mayúsculas es España, una España a la que contribuimos a forjar a lo largo de la historia y que es nuestra nación, nuestra Patria común. No, no hace falta que España esté encima, porque España está dentro, está en el corazón donde sus latidos se confunden con los nuestros. Nada por encima de nuestro Fuero. Pero hagamos lo posible y lo indecible por fortalecer nuestra unidad como nación. En la grandeza y la dignidad de España está nuestra propia grandeza y dignidad.
«Desde este pensamiento, compartido por la inmensa mayoría de los navarros, es como ha de interpretarse y entenderse este amejoramiento del Fuero. Un pacto para hacer España, y no para romperla. Una Ley pactada para el progreso de una Comunidad que ama la libertad y la justicia. En definitiva, un Amejoramiento para ratificar algo que ya se ha dicho y que es una evidencia: que Navarra es Navarra o, lo que es lo mismo, que Navarra es España».
«Por todo ello, el Grupo Parlamentario de UCD, que desde su constitución ha sentido como propia la lucha por la libertad mantenida contra viento y marea por los representantes de Navarra y que protagonizó con firmeza y afecto la defensa de los derechos de nuestro pueblo en momentos cruciales para su destino, va a dar su voto favorable a esta Ley Orgánica para la Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra».
El rey don Juan Carlos sancionó el Amejoramiento el 10 de agosto de 1982. Se publicó en el Boletín Oficial del Estado el día 16 de agosto, aniversario de la ley paccionada. Su denominación oficial es Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra²³¹.



 
225 A la sesión plenaria de esta histórica sesión del Parlamento Foral asistió como invitado José María Aznar, futuro presidente del Gobierno de la nación, que a la sazón desempeñaba el cargo de secretario de política autonómica de Alianza Popular.

226 La votación fue nominal pública. Votaron a favor los siguientes parlamentarios Francisco Álava (PSOE), Demetrio Aldaz (UCD), Alfonso Añón (UPN), María Jesús Aranda (PSOE), Víctor Manuel Arbeloa (PSOE), Francisco Javier Arviza (UPN), Juan Manuel Arza (UCD), Ignacio Astráin (UCD), Balbino Bados (UPN), Julián Balduz (PSOE), Andrés Basterra (UPN), Antonio Baztán (UPN), Emilio Boulandier (PSOE), Jaime Ignacio del Burgo (UCD), Valentín Cabrero (PSOE), Javier del Castillo (UPN), Emilio Cigudosa (UCD), Rafael Gurrea (UCD), Alfredo Jaime (UCD), José María Elío (PSOE), José María Esparza (UCD), Manuel Esquisábel (UCD), José María Ezpeleta (PSOE), Manuel Ferrer (UCD), Alfredo García (PSOE), Julio Garde (UPN), Javier Gómara (UPN), José Antonio Ibiricu (UPN), Andrés Jiménez (UCD), Ángel Lasunción (UCD), Miguel Ángel León (UCD), Francisco Javier Lora (PSOE), Jesús Malón (PSOE), José Martínez Chueca (UCD), Andrés de Miguel (PSOE), Jesús Muruzábal (UCD), José Luis Navarro (UPN), Cesáreo Oliver (UCD), José Posadas (UPN), Pedro Sádaba (UPN), Joaquín Sagredo (UCD), Pedro Sánchez de Muniáin (UCD), Francisco de Sola (PSOE), Federico Tajadura (PSOE), Gabriel Urralburu (PSOE), Albito Viguria (UPN), José Zubillaga (UCD) y Mariano Zufía (Partido Carlista). En contra, José Fermín Arraiza (EE), Carlos Clavería (PNV), Francisco Javier Ortigosa (PNV), Jesús Sorauren (EE) y Jesús Unciti (Orhy Mendi). No asistieron a la votación los parlamentarios Iñaki Aldecoa (HB), José Manuel Alemán (HB), Francisco Javier Antoñana (HB), Iñaki Archanco (HB), Jesús Bueno (Orhy Mendi), Jesús Casajús (UNAI), Ángel García de Dios (HB), Ricardo González (Agrupación Electoral Tierra Estella), Jesús Goya (HB), Mauricio Olite (Agrupación Electoral Popular—Olite), Gerardo del Olmo (HB), Miguel María Pedroarena (Orhy Mendi—Sangüesa), Fernando Sáez (HB), José Antonio Urbiola (HB) e Iñaki Urrestarazu (HB) y Jesús Ezponda (independiente),

227 El PNV justificó su voto en contra en los siguientes términos:

«El resultado de la negociación sobre el proyecto de Ley orgánica denominada Amejoramiento del Fuero, representa una seria dejación de la personalidad de Navarra y un error político de planteamiento. (…)
«En primer lugar, al plantearse la negociación desde Navarra, se empieza por excluir a tres diputados, siendo la Diputación un órgano colegiado elegido por merindades, que supone excluir de la negociación a Pamplona capital, resto de la Merindad de Pamplona y Merindad de Sangüesa.
«En segundo lugar, se renuncia a la recuperación de facultades que correspondían a Navarra con anterioridad a 1839 y se somete voluntariamente nuestro Régimen Foral a la Constitución de 1978 a través de una Ley Orgánica que recoge pura y simplemente las competencias que la Constitución permite a cualquier Comunidad Autónoma.
«En tercer lugar, se manipulan conceptos y términos con arraigo en los navarros, dándoles un significado contrario a su sentido histórico, con fines partidistas y ocultación de la realidad. Así, se denomina Amejoramiento y Reintegración Foral a lo que no es sino una simple asunción de competencias de la Constitución y se trata de mitificar como «Pacto Foral» lo que es un acuerdo político idéntico al que da nacimiento a cualquier estatuto.
«En cuarto lugar, con la declaración puramente teórica de la vigencia de las Leyes de 1839 y 1841, después de aprobada esta Ley Orgánica, se está cerrando cualquier posibilidad de Reintegración Foral Plena para Navarra, que está abierta a Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.
«En quinto lugar, las garantías de inmodificabilidad unilateral de la ley orgánica del Amejoramiento son menores a las de los estatutos tramitados conforme al artículo 151 de la Constitución que conlleva su aprobación por referéndum del cuerpo electoral de las provincias afectadas, previo a la ratificación de las Cortes Generales, tanto para su entrada en vigor como para su modificación».
228 Esta fue la justificación de HB de su ausencia en la votación:

«El Amejoramiento del Fuero certifica la muerte definitiva de los últimos restos de nuestra soberanía foral, muerte ya decretada por la Constitución española de 1978 en su Título Preliminar y en su disposición adicional primera, que no es sino una repetición casi exacta del artículo primero de la Ley Derogatoria de los Fueros de 1839.
«El Amejoramiento no recoge ninguno de los puntos que los propios negociadores navarros se habían propuesto como mínimos a obtener para salvar la cara, esto es, el carácter pactado del Régimen Foral, su carácter preconstitucional, la competencia exclusiva de la Cámara de Comptos para fiscalizar las cuentas de Navarra. Ni esos puntos que ya eran en sí más que discutibles, se han podido obtener en la negociación. ¿Cómo poder afirmar entonces que ha ganado Navarra? Aquí lo que se ha hecho es traición a Navarra y sus Fueros.
«El Amejoramiento convierte a Navarra en una Comunidad Autónoma de 3º categoría, pues al no estar confirmado por el referéndum del pueblo de Navarra, sus posibilidades de modificación a iniciativas centralistas son evidentes.
«Durante mucho tiempo se ha dicho al pueblo de Navarra por parte de algunas fuerzas, que no nos convenía la unidad política con el resto de las provincias vascas en un Estatuto de autonomía común porque ello equivalía a renunciar a nuestro propio Régimen Foral que nos permitía unas cotas de autogobierno superior. Y ahora aquellas mismas fuerzas acuerdan para Navarra otro Estatuto de Autonomía y tiran por la borda los últimos restos de nuestros Fueros. ¿Cabe mayor desastre?
«Durante los últimos años se nos ha dicho cientos de veces que había que respetar la opinión del pueblo de Navarra y en consecuencia se ha previsto la necesidad de dos o tres referéndums en el caso de que se quiera ir a la unidad política con las Vascongadas siguiendo las vías legales. Y ahora, cuando se produce el hecho histórico más importante para Navarra desde 1841, se hurta a su pueblo la posibilidad de pronunciarse democráticamente sobre este tema en los próximos años. ¿Dónde queda aquel respeto democrático al pueblo de Navarra?
«Sinceramente creemos que no es justo hablar de «amejoramiento» porque aquí no hay más que «empeoramiento» de nuestro Régimen Foral, empeoramiento hasta el límite máximo de su liquidación pura y simple».
229 Los nueve votos en contra fueron del diputado socialista vasco Enrique Múgica Herzog; los de los diputados del PNV, Fernando Aristizábal, Marcos Vizcaya, Gerardo Bujanda y Jesús María Elorriaga; los andalucistas Juan Carlos Aguilar, Miguel Ángel Arredonda, José García Pérez y Emilio Rubiales. El diputado Juan María Bandrés no votó. La abstención fue del diputado comunista Emérito Bono. El diputado de UPN Jesús Aizpún no pudo participar en esta sesión parlamentaria. El diputado Javier Moscoso dijo hablar también «por delegación expresa en nombre del compañero de nuestro Grupo Jesús Aizpún, que tanto ha luchado para que esta Ley pudiese ser una realidad positiva para Navarra, y que, por razones de salud, que todos lamentamos, en el día de hoy no se puede encontrar en esta Cámara, lo cual, sin duda, será para él un motivo de profundo pesar. Le recuerdo y asumo su representatividad con gran satisfacción y profundo orgullo». Fue, sin duda, una ausencia relevante. En los escaños de UCD había especial interés en escuchar al líder del partido regionalista defender el Amejoramiento, pues poco tiempo atrás había expresado su convicción de que la disposición adicional de la Constitución no garantizaba los fueros y la transitoria cuarta de la misma llevaba a Navarra indefectiblemente a Euskadi, todo lo cual le había llevado a abandonar el partido centrista.

230 El 13 de noviembre de 1981, Javier Moscoso y otros trece diputados socialdemócratas de UCD, encabezados por Francisco Fernández Ordóñez, se escindieron de UCD y se pasaron al Grupo Mixto del Congreso. En enero de 1982 procedieron a la fundación del Partido de Acción Democrática (PAD), cuyos candidatos se presentaron en las listas del PSOE. Javier Moscoso fue elegido en las elecciones generales de 1982 diputado por Murcia. Formó parte como ministro de la Presidencia del primer Gobierno de Felipe González.

231 En las conclusiones de un documentado libro de Álvaro BARAIBAR ETXEBERRIA: Extraño federalismo. La vía navarra a la democracia (1973-1982), (Madrid, 2004), se hace referencia al nuevo foralismo reformista que es el núcleo esencial del Amejoramiento del Fuero: «En este sentido, para Jaime Ignacio del Burgo, creador intelectual de ese nuevo discurso reformista, la reintegración foral plena no era otra cosa que el derecho de Navarra a la autonomía política, la recuperación de las facultades que ejercía el Estado en Navarra y que no fueran inherentes a la unidad constitucional. En el marco del nuevo Estado autonómico que se pretendía construir, Navarra debía defender la idea de que era Fuero todo lo que no fuese unidad constitucional. Al hablar de unidad constitucional, de autonomía originaria y no de soberanía originaria, Del Burgo impulsó el discurso navarrista hacia su democratización, haciendo compatibles Fueros y Constitución, conceptos que hasta ese momento se habían contemplado como antagónicos, incompatibles e irreconciliables.

«En el marco de esta estrategia, dirigida a evitar la pretensión nacionalista de incorporar Navarra a Euskadi, Del Burgo creó, inventó, [hubiera sido más certero decir «elaboró»] una amplia y elaborada interpretación de la Ley de 1841. Navarra no debía y no podía emplazar el debate en clave de soberanía, ya que ello supondría dar alas al nacionalismo vasco y caminar hacia la desintegración del Estado. De la ley de 1841 al Amejoramiento del Fuero, sin saltos en el vacío ni riesgos innecesarios. Se trataba de la adaptación a Navarra de la idea de la reforma de Adolfo Suárez: de la ley a la ley. Para emprender la necesaria actualización y huir de las garras de Euskadi, Navarra debía partir de su principal seña de identidad, su régimen foral, vigente precisamente en virtud de la Ley de Confirmación de Fueros de 1839 y de la Ley «Paccionada» de 1841 (…)
«Por su parte, Del Burgo, aprovechando el camino abierto por los nacionalistas, dirigió sus esfuerzos a reforzar la idea de una Navarra como comunidad política diferenciada [sólo se refuerza lo que realmente existe], distinta de todos, pero sobre todo distinta de Euskadi. Comenzó a concretar un discurso político que justificara una autonomía específica para Navarra. (…)
«En la perspectiva de ese foralismo reformista, la vía navarra a la democracia, sustentada en la Disposición Adicional Primera de la Constitución, escondía una suerte de extraño federalismo. Del Burgo coincidía en la lectura de la construcción histórica del Estado que hacía el PNV, aunque para llegar a conclusiones diametralmente opuestas. La Carta Magna, había reconocido el carácter cuasi—confederal del «status» de Navarra. España era, efectivamente, un Estado unitario. (…) La Constitución no dejaba dudas al respecto. Sin embargo, ello no era incompatible con el hecho de que en el proceso de formación del Estado, Navarra se hubiera integrado reteniendo su plena soberanía interior en todo lo que no afectara a la unidad constitucional. Los derechos históricos recogidos y amparados por la Constitución, defendidos como sujeto de soberanía del pueblo vasco por los nacionalistas, terminaron siendo el instrumento para defender la autonomía foral originaria de Navarra, su status cuasi—confederal, verdadero límite de la soberanía del Estado. Se trataba de una interpretación política para solucionar un problema político»
(Álvaro Baraibar, natural de Pamplona, doctor en Historia, ha sido profesor de la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad de Navarra. En 2016 fue nombrado director general de Paz, Convivencia y Derechos Humanos en el Gobierno presidido por Uxúe Barcos.)



 
 
50. RACISMO, XENOFOBIA, MACHISMO Y FUNDAMENTALISMO RADICAL COMO FUNDAMENTO ORIGINARIO DEL NACIONALISMO VASCO
 
A finales del siglo XIX, el vizcaíno Sabino Arana renegó del carlismo y fundó el Partido Nacionalista Vasco con un bagaje ideológico y doctrinal radicalmente contrario para convertirse en un personaje ultracatólico, racista y xenófobo. Inicialmente defendió la independencia del antiguo Señorío de Vizcaya. Poco después abogó por la de «Euzkadi» (reunión de todos los vascos), palabra con la que bautizó a la futura nación vasca, que incluía a Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya, así como a los territorios vascofranceses del sur de Francia. Fomentó el odio a todo lo español. Podríamos decir que en el principio del nacionalismo estuvo el racismo, la xenofobia y el fundamentalismo radical, ingredientes todos ellos de estallidos de violencia y de métodos coactivos.
Sabino Arana propugna una «confederación» de todos los territorios vascos:
«El nacionalismo aspira a la independencia absoluta del País Vasco, restaurándose éste conforme a lo esencial de su Tradición Religioso-Política, y constituyendo a la parte de acá del Pirineo y el Bidasoa la Confederación de todos los antiguos Estados de la raza».
Se confiesa claramente «separatista»:
«El fuerista, para serlo en realidad de verdad, ha de ser necesariamente separatista».
Predica infatigablemente el odio a España y a lo español:
«¡Ya lo sabéis, euskaldunes, para amar el euzkera tenéis que odiar a España!... Maldita mil veces la nación que, al grito de libertad y aparentando cobardemente castigar un delito de lesa patria cometido por una supuesta región suya, sometió a la nación más noble y más libre del mundo entero… El yerro de los bizkainos de fines del siglo pasado y del presente, que ha causado la ruina de nuestra Patria, es el españolismo… Para ser patriota, es preciso amar la libertad de la Patria. Para amar la libertad de la Patria, es preciso odiar a muerte a quien la esclaviza».
En su paroxismo antiespañol, llega a repudiar la conducta histórica del propio pueblo vasco, al que acusa de «españolismo»:
«Españolismo ha habido en nuestro gobernantes; españolismo en nuestros historiadores; españolismo en nuestros juristas y de españolismo ha estado inadvertidamente inficionado el pueblo bizkaino en general, que de aquellas fuentes proveía a su inteligencia… Ahora, para concluir, daré, como testigo para la Historia contemporánea: el día de San Roque en 1893 se oyeron por primera vez en Gernika y Bilbao los gritos de ¡Viva Euzkeria independiente! y ¡Muera España!».
Sabino Arana, tras un concienzudo y deliberado proceso de mixtificación, falsifica la historia del País Vasco para convertirla en instrumento esencial para poder recrear la identidad nacional vasca. Los Fueros son sinónimo de soberanía, y su pérdida implica la existencia de una situación colonial por parte de España y de Francia, que aparecen como Estados opresores.
Pero lo fundamental es la existencia de una «raza vasca», radicalmente distinta de la española, de donde se deriva la existencia de una nacionalidad que tiene derecho a la independencia. La lengua vasca posee para Sabino Arana una importancia capital, pero prevalece el sentimiento racista sobre el que ha de construirse la futura nación vasca²³². Y suya es esta alucinante diatriba de quien, según el sacerdote vasco Antonio Urrestarazu, profesor del Seminario de Vitoria, se trata de «la inteligencia más poderosa acaso que ha surgido en nuestro pueblo»:
«Si se diera una Bizkaya, libre sí, pero constituida por la raza «maketa» [todos los nacidos fuera del País Vasco], ¿sería en verdad Bizkaya? Sólo en los mapas; y de éstos en los políticos, que no en los etnográficos o de razas; y sería Bizkaya en aquéllos solamente como estado independiente, no como estado constituido y legislado bizkaínamente, pues la raza maketa no podría vivir con las leyes tradicionales de nuestra raza… Entregar este pueblo en brazos del maketismo es precipitarle a los abismos del infierno».
…
«Aquí padecemos mucho cuando vemos la firma de un Pérez al pie de unos versos eusquéricos, oímos hablar nuestra lengua a un cochero riojano, a un liencero pasiego o a un gitano, o al leer la lista de marineros náufragos del Bizcaya²³³ tropezamos con un apellido maketo. Los catalanes que no sólo ellos, sino también los demás españoles establecidos en su región hablasen catalán; para nosotros sería la ruina el que los maketos residentes en nuestro territorio hablasen euzkera. ¿Por qué? Porque la pureza de la raza es, como la lengua, uno de los fundamentos del lema bizkaino y mientras la lengua, siempre que haya un buen diccionario, puede restaurarse aunque nadie la hable, la raza, en cambio, no puede resucitarse una vez perdida».
…
«Si nos dieran a elegir entre una Bizkaya poblada de maketos que sólo hablasen el euzkera y una Bizkaya poblada de bizkainos que sólo hablasen el castellano, escogeríamos sin dubitar esta segunda, porque es preferible la sustancia bizkaina con accidentes exóticos que pueden eliminarse y sustituirse por los naturales, a una sustancia exótica con propiedades bizkainas que nunca podrían cambiarla…»
…
«Vuestros usos y costumbres eran dignos de la nobleza, virtud y virilidad de nuestro pueblo; y vosotros, degenerados y corrompidos por la influencia española, o los habéis adulterado por completo, o los habéis reemplazado por los usos y costumbres de un pueblo a la vez afeminado y embrutecido… Era antes vuestro carácter noble y altivo, a la vez que sencillo, franco y generoso: y hoy vais haciéndoos tan viles y pusilánimes, tan miserables, falsos y ruines como vuestros mismos dominadores…»
…
«Vuestra raza, singular por sus bellas cualidades, pero más singular aún por no tener ningún punto de contacto o fraternidad ni con la raza española, ni con la francesa, que son sus vecinas, ni con la raza alguna del mundo, era la que constituía a vuestra Patria Bizkaya; y vosotros, sin pizca de dignidad y sin respeto a vuestro padres, habéis mezclado vuestra sangre con la española o maketa, os habéis hermanado y confundido con la raza más vil y despreciable de Europa, y estáis procurando que esta raza envilecida sustituya a la vuestra en el territorio de vuestra Patria…»
…
¡Al cabo, este pueblo noble y viril, temido y admirado, había de decaer y degenerar en tanto grado que viniese en este siglo a ofrecerse de esclavo al pueblo español,¡al pueblo español menospreciado en esta época por todos los pueblos y objeto de befa para toda nación civilizada!».
Para escarnio de quienes son sus seguidores, Arana es un declarado machista:
«La mujer es vana, es superficial, es egoísta, tiene en sumo grado todas las debilidades propias de la naturaleza humana. (...) Es inferior al hombre en cabeza y en corazón. (...) ¿Qué sería de la mujer si el hombre no la amara? Bestia de carga, e instrumento de su bestial pasión: nada más».
«Uno de tus deberes principales es el de estar sumisa a mis mandatos y obedecerme en todo lo que no vaya contra Dios». «¿Por qué me dices, pues, que he hecho mal en casarme, (...) que no me porto como marido, sino que te trato como a esclava?»²³⁴.
En 1963 se produce un cambio trascendental para la difusión del nacionalismo. La idea de una raza vasca incontaminada a lo largo de los siglos deja paso a la lengua como elemento fundamental de identificación nacional. Justo lo contrario de la doctrina sabiniana. No se olvide que el País Vasco había sido receptor de oleadas de «maketos», es decir, de españoles inmigrantes, establecidos sobre todo en Vizcaya buscando las oportunidades de trabajo producidas por el proceso de industrialización de finales del siglo XIX, y de mediados del siglo XX ya bajo el régimen franquista. La idea de una raza pura, predicada por Sabino Arana, era del todo punto insostenible.
El autor de la redefinición ideológica del separatismo vasco será Federico Krutwig, un «maketo» de Guecho, nacido en 1921,fruto del mestizaje entre un alemán y una vasca con sangre veneciana. En 1943, es decir, en pleno régimen franquista, había ingresado en la Real Academia de la Lengua Vasca, donde defendió apasionadamente la necesidad de unificar los distintos dialectos del vascuence. A su juicio la pervivencia del idioma vasco dependía de su unificación. Finalmente, en los años sesenta, conseguiría que su tesis fuera aceptada y surgió así el «batua» o vascuence unificado.
Exiliado voluntariamente en Argentina, en los años 60 del siglo pasado, Krutwig publicará en Buenos Aires (1963) un ensayo titulado «Vasconia», bajo el seudónimo Fernando Sarrailh de Ihartza, convertido en el libro de cabecera de los dirigentes de la banda terrorista ETA.
Federico Krutwig reformula el nacionalismo vasco y lo inserta en el marco de la lucha de clases y de la revolución proletaria. El castellano es el idioma de los burgueses vizcaínos y demás opresores del pueblo trabajador vasco. Expresarse en castellano es utilizar la lengua de los explotadores. Y la liberación de la opresión es un derecho y un deber del pueblo trabajador vasco. Marxismo y nacionalismo se abrazan. El euskera se convierte así en el elemento esencial de la lucha por la independencia. El castellano pertenece al régimen del explotador, impuesto por un feroz régimen de opresión del hombre y de explotación del niño. La sociedad de burgueses bilbaínos nada tenía que ver con el espíritu del pueblo vasco. «Era un cáncer desarrollándose en un cuerpo sano».
Krutwig también tiene meridianamente claro que resulta imprescindible el adoctrinamiento de los niños, una obsesión de los radicales aberzales que se intensifica en Navarra día a día:
«Se puede establecer claramente, como lo demuestran los estudios filológicos y sociológicos del lenguaje, que el pensamiento del hombre es durante toda su vida enteramente tributario del lenguaje que aprendió cuando niño. El niño desarrolla su mente por el lenguaje que le proporciona su ambiente social. Aprendiendo a hablar, aprende a pensar… El idioma crea el alma del individuo y el alma de los pueblos».
Por eso, los calificativos más duros del libro se dedican al que fuera por aquel entonces presidente del Gobierno vasco en el exilio, Jesús María Leizoaola:
«Mi espanto fue tremendo cuando me enteré de que el propio presidente Leizaola, en realidad no era más que un colaborador gratuito de los enemigos del pueblo vasco y siéndolo otro tanto su esposa… y diciéndose nacionalista vasco, tenían hijos de los que ninguno poseía la característica principal de la nación vasca. Pensé que en realidad en los pueblos de la Europa central, un falso nacionalista que cometiese tal pecado de lesa patria hubiese merecido ser fusilado de rodillas y por la espalda, mientras que nosotros aún lo teníamos por presidente de un gobierno, que el ingenuo pueblo vasco cree Gobierno Nacional del Pueblo Vasco, la entidad que va a traer la independencia a nuestra patria»²³⁵.
Y concluye Krutwig con esta terrible apelación a la revolución, al terrorismo y a la guerra:
«El pueblo vasco, no solamente tiene derecho a levantarse en armas para oponerse a la nacionalización de parte de España y Francia, sino que se trata de un deber moral el que se oponga a la deshumanización hecha por vías del Estado opresor. Es una obligación de todo hijo de Euskalherria oponerse a la desnacionalización aunque para ello que emplearse la revolución, el terrorismo y la guerra. El exterminio de los maestros y de los agentes de la desnacionalización es una obligación que la Naturaleza reclama de todo hombre. Más vale morir como hombres que vivir como bestias desnacionalizadas por España y Francia».
Ahora lo niegan, pero el libro «Vasconia» de Krutwig fue como una Biblia para los etarras, al defender la legitimidad del terrorismo como un medio legítimo para liberar al pueblo vasco de la opresión de Francia y España.
Hoy nadie se atreve a proclamar la existencia de una «raza vasca», como Sabino Arana. No obstante, el PNV —que oculta las obras completas sabinianas— constituyó una Fundación que lleva el nombre del fundador del nacionalismo vasco. Sus arcas se nutren con ingentes aportaciones del empresariado vasco e incluso de entidades financieras de ámbito nacional. Pero es evidente que ha prevalecido el pensamiento de Krutwig, pues al vascuence o euskera lo han convertido en la principal seña de identidad de la pretendida nación vasca.
El aberzalismo radical aún pretende dar una vuelta de tuerca al defender que el euskera debe convertirse en el único idioma nacional, aunque tal propósito choca con la realidad sociológica del pueblo vasco, que utiliza mayoritariamente el castellano o español por más que sea obligatoria la escolarización en aquél. Y lo mismo ocurre en Navarra.
En la Comunidad Foral, el actual gobierno cuatripartito surgido de las elecciones de 2005, a pesar de que el vascuence es tan solo la lengua en que habitualmente se expresa el 6 por ciento de la población navarra, se ha propuesto «euskaldunizar» la enseñanza y la Administración. Para tal finalidad no duda en aplicar políticas de imposición lingüística por la vía de las subvenciones y otras actuaciones coercitivasde facto que vulneran el Amejoramiento del Fuero.
Los nacionalistas aspiran a borrar hasta el nombre de Navarra para sustituirlo por el de Nafarroa, a pesar de que con aquella nominación hemos sido conocidos desde el siglo XIII, con el que siempre nos hemos sentido identificados los navarros, y que en vascuence se escribía con b (así lo hicieron los escritores euskaros encabezados por Arturo Campión e, incluso el propio Sabino Arana), aunque en algunas zonas de la Montaña se dijera Naparra. No somos Nafarroa ni nafarroakos²³⁶.
El gobierno foral, presidido por Uxúe Barcos desde 2015, es plenamente consciente de que el estatus de Navarra no puede modificarse unilateralmente. No debemos olvidar que sólo el pueblo navarro es titular de los Fueros. Nada podría hacerse sin contar con su expresa voluntad manifestada, al menos, en dos refrendos, uno para aprobar la puesta en marcha del proceso de integración y el segundo para decidir si finalmente queremos ser Euzkadi. Así lo establece la Constitución española, que fue votada favorablemente por los ciudadanos navarros y también por los vascos.
La conversión en un territorio más de Euskadi, al mismo nivel que los de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, sería una catástrofe para el ejercicio por Navarra de su derecho al autogobierno y a la pervivencia de sus derechos históricos. La integración acabaría con su relación bilateral y directa con el Estado y tendría que renunciar a buena parte de nuestras actuales competencias (como, por ejemplo, en materia fiscal, educación, sanidad o cultura) para someternos a los dictados del Parlamento o del Gobierno vasco. La negociación del Convenio Económico se llevaría a cabo por la Comisión mixta Gobierno Vasco—Diputaciones, que preside el Consejero de Hacienda del ejecutivo de Vitoria. Pasaríamos a ser uno de los cuatro «territorios históricos» que compondrían Euskadi tras la integración de Navarra. En el Palacio de Navarra nuestra bandera quedaría relegada al tercer lugar, detrás de la de Euskadi, una bandera inventada por Sabino Arana que el PNV ha conseguido imponer como bandera del País Vasco. Y en los actos oficiales, antes que el himno de Navarra, habría que interpretar el de Euskadi, que es también —aunque sin letra— el propio del PNV. Nuestra Policía Foral quedaría absorbida por la «Ertzaintza»que, en cualquier caso, en su condición de policía integral de Euskadi, se desplegaría en nuestro territorio. En suma, descenderíamos a la segunda división en la que juegan las Diputaciones vascas, que son entidades sometidas al régimen local. Sería la puntilla para nuestro Fuero.
Pero la actual estrategia nacionalista—tras lograr por un solo voto en el Parlamento el Gobierno de Navarra, gracias a una amalgama de fuerzas que van desde el aberzalismo radical hasta el conservador, en alianza con el populismo marxista de Podemos e Izquierda Unida—, consiste en dar por sentado que Navarra y Euskalherria son una misma cosa, aunque por el momento, en el territorio español se encuentre dividida en dos comunidades políticas diferentes, como son la Comunidad Autónoma del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra. De ahí que la euskaldunización forzada de la población navarra se haya convertido en el primer objetivo del Gobierno cuatripartito.



 
232 A pesar de su extensión transcribimos íntegramente un texto de Sabino Arana que, por desgracia, caló en buena parte de la sociedad vasca para vergüenza de muchos y desgracia de todos:

«La fisonomía del bizkaino es inteligente y noble; la del español, inexpresiva y adusta. «El bizkaino es de andar apuesto y varonil; el español, o no sabe andar (ejemplo, los quintos) o si es apuesto es tipo femenil (ejemplo, el torero).
«El bizkaino es nervudo y ágil; el español es flojo y torpe.
«El bizkaino es inteligente y hábil para toda clase de trabajos; el español es corto de inteligencia y carece de maña para los trabajos más sencillos.
«Preguntádselo a cualquier contratista de obras y sabréis que un bizcaino hace en igual tiempo tanto como tres maketos juntos.
«El bizkaino es laborioso (ved labradas sus montañas hasta la cumbre); el español, perezoso y vago (contemplad sus inmensas llanuras desprovistas en absoluto de vegetación).
«El bizkaino es emprendedor (leed la historia y miradlo hoy ocupando elevados y considerados puestos en todas partes... menos en su patria); el español nada emprende, a nada se atreve, para nada vale (examinad el estado de las colonias).
«El bizkaino no vale para servir, ha nacido para ser señor (etxejaun); el español no ha nacido más que para ser vasallo y siervo (pulsad la empleomanía dentro de España, y si vais fuera de ella le veréis ejerciendo los oficios más humildes).
«El bizkaino degenera en carácter si roza con el extraño; el español necesita de cuando en cuando una invasión extranjera que le civilice.
«El bizkaino es caritativo aun para sus enemigos (que lo digan los lisiados españoles que atestan las romerías del interior y mendigan de caserío en caserío); el español es avaro aun para sus hermanos (testigo, Santander cuando pidió auxilio a las ciudades españolas en la consabida catástrofe).
·El bizkaino es digno, a veces con exceso, y si cae en la indigencia, capaz de dejarse morir de hambre antes de pedir limosna (preguntádselo a las Conferencias de San Vicente de Paúl); el español es bajo hasta el colmo, y aunque se encuentre sano, prefiere vivir a cuenta del prójimo antes que trabajar (contad, si podéis, los millares de mendigos de profesión que hay en España y sumidlos con los que anualmente nos envía a Euzkeria).
·Interrogad al bizkaino qué es lo que quiere y os dirá trabajo el día laborable e iglesia y tamboril el día festivo; haced lo mismo con los españoles y os contestarán pan y toros un día y otro también, cubierto por el manto azul de su puro cielo y calentado al ardiente sol de Marruecos y España.
·Ved un baile bizkaino presidido por las autoridades eclesiásticas y civil y sentiréis regocijarse el ánimo al son del txistu, la alboka o la dulzaina y al ver unidos en admirable consorcio el más sencillo candor y la loca más alegría; presenciad un baile español y si no os acusa náuseas el liviano, asqueroso y cínico abrazo de los dos sexos queda acreditada la robustez de vuestro estómago, pero decidnos luego si os ha divertido el espectáculo o más bien os ha producido hastío y tristeza.
«En romerías de bizkainos rara vez ocurren riñas, y si acaso se inicia alguna reyerta, oiréis sonar una media docena de puñetazos y todo concluido; asistid a una romería española y si no veis brillar la traidora navaja y enrojecerse el suelo, seguros podéis estar de que aquel día el sol ha salido por el Oeste.
«El aseo del bizkaino es proverbial (recordad que, cuando en la última guerra andaban hasta por Nabarra, ninguna semana les faltaba la muda interior completa que sus madres y hermanas las llevaban recorriendo a pie la distancia); el español apenas se lava una vez en su vida y se muda una vez al año.
«La familia bizkaina atiende más a la alimentación que al vestido, que aunque limpio siempre es modesto; id a España y veréis familias cuyas hijas no comen en casa más que cebolla, pimientos y tomate crudo, pero que en la calle visten sombrero, si bien su ropa interior es peor menealla.
«El bizkaino que vive en las montañas, que es el verdadero bizkaino es, por natural carácter, religioso (asistid a una misa por aldea apartada y quedareis edificados); el español que habita lejos de las poblaciones, o es fanático o es impío (ejemplos de los primeros en cualquier región española; de los segundos entre los bandidos andaluces, que usan escapulario, y de lo tercero, aquí en Bizkaya, en Sestao donde todos los españoles, que no son pocos son librepensadores).
«Oídle hablar a un bizkaino y escuchareis la más eufónica, moral y culta de las lenguas; oídle a un español y si solo le oís rebuznar podéis estar satisfechos, pues el asno no profiere voces indecentes ni blasfemias.
«El bizkaino es amante de su familia y su hogar (cuanto a lo primero, sabido es que el adulterio es muy raro en familias no inficionadas de la influencia maketa, esto es, en las familias genuinamente bizkainas; y cuanto a lo segundo, si el bizkaino por su carácter emprendedor se ausenta de su hogar no le pasa día en que no suspire por volver a él); entre los españoles, el adulterio es frecuente así en las clases elevadas como en las humildes, y la afección al hogar es en estas últimas nula porque no la tienen.
«Por último, según la estadística, el noventa y cinco por ciento de los crímenes que se perpetran en Bizkaya se deben a mano española, y de cuatro de los cinco restantes son autores bizkainos españolizados.
«Decid, pues, ahora si el bizkaino es español por su tipo, carácter y costumbres.
Sabino Arana inserta al pie de la página la siguiente NOTA:
«Lo que queda dicho del bizkaino, lo hemos entresacado de distintos autores extranjeros (españoles algunos de ellos); lo que decimos del español es de cosecha nuestra». (ARANA, Sabino: «¿Qué somos?».Obras Completas. Editorial Sabindiar-Batza. Buenos Aires. 1965. páginas 627 y 628,)
233 El crucero «Vizcaya», construido en los astilleros de Sestao en 1891 fue hundido por la armada norteamericana en la batalla naval de Santiago de Cuba en 1898.

234 De las cartas de Sabino Arana a su esposa Nicolasa Achica-Allende, publicadas por el historiador José Luis de la Granja Sainz.

235 El párrafo transcrito se publica en la página 30 de la segunda edición publicada en Buenos Aires en 1973. La primera lo había sido en 1963. En 1979, el libro se publica en España bajo el título «La nueva Vasconia», también bajo el seudónimo de Fernando Sarrailh de Ihartza, que reproduce el libro original al que su autor añade una introducción de ciento veintiún páginas y en 2006 se publica una nueva edición, esta vez bajo su verdadero nombre de Federico Krutwig, que había fallecido en 1998. Pero en el párrafo relativo a Leizaola desde 1979 hay una alteración del texto inicial de «Vasconia», al eliminar la referencia personal al exlendakari Leizoaola, si bien su autor proporciona pistas suficientes para que pudiera ser reconocido. Este es el nuevo texto: «Por ello que es tan tremendo el crimen contra la patria que cometen los padres que no enseñan el idioma nacional a sus hijos. Este crimen no tiene palabras con que clasificarse, si es cometido por un individuo que además se dice nacionalista. El jelkideque desnacionalizó su familia, bien sea en América o en otra parte del exilio, y con muchísima más razón lo hizo en su propia patria, deberá ser llevado ante un tribunal militar, para que lo juzgue con el máximo rigor [ya no reclama el fusilamiento de Leizaola de rodillas y por la espalda]. Es merecedor de la pena de muerte y que su cadáver sea entregado a los buitres, para que su repugnante materia somática no mancille la tierra euskaldún. Así que no hay palabras para condenar, ni tormentos suficientes que se le puedan aplicar a los gerifaltes nacionalistas que traicionaron tan horriblemente a la patria, convirtiendo en maketos a sus hijos, y sentando el abominable precedente de que haya quien pueda decirse nacionalista vasco y traicione tan repugnantemente a la patria».

236 Aunque estemos en sus antípodas, resulta significativo que cuando un grupo de escritores promovió en 2004 una asociación cultural para promover la recuperación de la memoria y la inserción de Navarra en el conjunto vasco, el nombre elegido fue «Nabarralde».




 
 
51. LOS CRÍMENES DE ETA EN NAVARRA
 
ETA nació al grito de «¡Gora Euzkadi Askatasuna!» (¡Viva Euzkadi libre!). Fue la banda terrorista la que impulsó en 1978 la creación de Herri Batasuna (HB), que dio cobertura política a su actividad criminal sin variar un ápice desde entonces, aunque tras su ilegalización se hubiera reconvertido en otras formaciones políticas, por mero oportunismo electoral, como Euskal Herritarrok, Batasuna y Sortu, partido este último que desde 2011 se integra en la coalición electoral Bildu, donde a su vez comparte tareas parlamentarias con Eusko Alkartasuna, el partido fundado por Carlos Garaicoechea en 1986 después de perder una feroz batalla política interna frente a Javier Arzallus para hacerse con el control del PNV.
Ya en 1963, Federico Krutwig definió a ETA como un «Movimiento Revolucionario Vasco de Liberación Nacional, creado en la resistencia patriótica, e independiente de todo otro partido, organización u organismo». A mediados de los años 80 del siglo pasado,la banda terrorista promovióel llamado «Movimiento Vasco de Liberación Nacional» (MVLN).
La banda terrorista, con casi un millar de asesinatos a sus espaldas, también ensangrentó a Navarra. Lo hizo desde 1977, cuando estaba plenamente inmersa en el llamado «contencioso Navarra-Euzkadi». Entre 1977 y 2003, ETA asesinó en Navarra a cuarenta personas. Cometió su primer asesinato el 26 de noviembre de 1977.
Rendimos homenaje a la memoria de las víctimas con la inserción de la lista de los asesinados por ETA en Navarra²³⁷. Todos ellos murieron en plena democracia. La mayoría eran militares, guardias civiles y policías nacionales custodios de la paz, la libertad y la seguridad de todos y, por eso, fueron objeto de su furia criminal. También cayeron civiles: funcionarios, labradores, comerciantes y políticos. Todos ellos eran personas que vivían de su trabajo o de sus pensiones de jubilación. Ninguna de ellas pertenecía a la oligarquía capitalista. La guadaña etarra no respetó ni a las mujeres ni a los niños. ETA se escudaba en lo que cínicamente llamaba la «socialización del sufrimiento». María Cruz Yoldi Orradre, repartidora de Diario de Navarra, murió mientras realizaba su trabajo. Y Alfredo Aguirre Belascoáin, un niño de trece años, murió asesinado al estallar un artefacto explosivo al paso de un vehículo de la Policía Nacional al que habían tendido una trampa. La etarra Mercedes Galdós, a sabiendas de que el niño se hallaba junto a la dotación policial, al pasar por el portal de su casa en la calle Bajada de Javier de Pamplona, no dudó en accionar el mando a distancia²³⁸.
ETA intentó además, el 23 de agosto de 1980 asesinar a José Javier Uranga, director de Diario de Navarra, que mantenía la llama de la resistencia frente al terror y en defensa de nuestra identidad y libertad foral. Fue un auténtico milagro que sobreviviera después de haber sido alcanzado por veinticinco disparos. Tan sólo siete días después, los parlamentarios forales de HB en el Parlamento de Navarra, publicaron una nota en la que paladinamente reconocían su conexión con ETA²³⁹.
Además, ETA secuestró a varios empresarios navarros y amedrentó al empresariado navarro mediante la exigencia del «impuesto revolucionario», al que la mayoría resistió²⁴⁰.
En su apoyo a ETA, Herri Batasuna fue responsable de graves disturbios, que durante los años de la transición y primeros de la democracia provocaron numerosos destrozos en los bienes públicos y privados, además de generar inseguridad para el conjunto de los ciudadanos.
A pesar de todo, ETA no conseguiría doblegar la voluntad de Navarra. Una situación que alteraba la convivencia, con las consecuencias del terror aberzale y que aún siguen padeciendo algunos pueblos de Navarra. Y lo que es aún peor, Bildu es hoy en Navarra uno de los soportes fundamentales del Gobierno cuatripartito que en virtud de una alianza «contra natura» accedió al poder foral en 2015, a la que une tan sólo su obsesión de allanar el camino hacia Euskadi mediante la forzosa euskaldunización de la sociedad navarra, la imposición de una «kultur» regresiva y el intento de borrar las huellas de la historia que muestran la inequívoca trayectoria española de Navarra. Después de haber hecho todo lo posible para evitar que el Amejoramiento del Fuero fuera una realidad, no dudan en poner al servicio de la causa panvasquista, todos los resortes de nuestro autogobierno foral. No lo conseguirán, salvo que el pueblo navarro renuncie a su identidad histórica, a su personalidad política y a seguir por la senda del progreso económico y social alcanzado con el esfuerzo común de todos los navarros, que tampoco hubiera sido posible sin el concurso del resto de los españoles.
La mayoría de los autores de los crímenes nefandos de ETA han rendido cuentas ante la Justicia. Pero otros aún no han sido detenidos. Muchos de los responsables de la siembra del terror circulan ya libremente por nuestras ciudades y pueblos después de haber sido recibidos como héroes en actos organizados desde la izquierda aberzale. Salvo excepciones, nunca han pedido perdón ni jamás han resarcido a sus víctimas por los daños causados²⁴¹.
Gracias a la sesgada interpretación de la Ley de la Memoria Histórica, se ha impuesto el «pensamiento único» sobre la tragedia de España de hace 80 años y se reclama «verdad y justicia». Las víctimas del bando republicano han sido honradas y reconocidas desde la transición e incluso indemnizadas por el Estado. Exigir justicia para los responsables de crímenes ocurridos durante la guerra civil, hace ya ochenta años, aunque se declarara nula la Ley de Amnistía de 1977 es un acto estéril pues, por ley de vida, ya no quedan prácticamente supervivientes de la contienda, por lo que sería imposible encausar a los presuntos responsables de actos criminales.
Pero la postura de los grupos de la autodenominada «izquierda aberzale» no puede ser más cínica. Mientras un día sí y otro también celebran algún acto guerra civilista, no tienen el menor reparo en reclamar el olvido para los crímenes de ETA, la inmensa mayoría cometidos en plena democracia. Y no piden perdón ni condenan su violencia extrema porque sostienen que la actuación de ETA fue la legítima respuesta del pueblo vasco contra la opresión del Estado y la explotación capitalista.
Han transcurrido 58 años desde la fundación, en 1959, de la banda terrorista. De ellos, 52 estuvieron llenos de crímenes mortales, secuestros, estragos, extorsiones y otras formas de violencia. Durante muchos años al asesinato se unía la ejecución moral de la víctima, pues entre la gente del País Vasco corría esta frase tremenda: «Algo habrá hecho».
El número de atentados se sitúa en unos 3.600, según un informe del Gobierno vasco de 2013. El más grave fue el cometido en Hipercor en Barcelona, el 19 de junio de 1987, con 21 muertos y 45 heridos. Las acciones de kale borroka superan las 4.500.
No hay acuerdo entre las distintas fuentes sobre el número de víctimas mortales: 965 (Asociación de Víctimas del Terrorismo); 867, según el Defensor del Pueblo Vasco; 857 (Fundación Víctimas del Terrorismo); 853 (Ministerio del Interior); 845 (Universidad del País Vasco) y 837 (Gobierno Vasco). De ellos, 802 asesinatos se produjeron durante la democracia.
El número de heridos provocados por ETA, según el Defensor del Pueblo Vasco, fue 16.000 y unas 42.000 las personas amenazadas por la banda terrorista. El de atentados fue de 3.600, según el Gobierno Vasco. El año más sangriento fue el de 1980 con 100 víctimas mortales. El atentado más grave se produjo en 1987 en Barcelona (Hipercor) con 21 muertos y 45 heridos²⁴².
Un estudio de la Universidad del País Vasco cifra en 3.421 las víctimas indemnizadas por los poderes públicos, incluyendo las de la kale borroka. La cuantía global de las indemnizaciones supera los 395,6 millones, según dicho estudio de la UPV.
La Fiscalía de la Audiencia Nacional elaboró un informe en 2011 sobre crímenes sin resolver: existen 349 asesinatos sin autor conocido, por resolución judicial, cometidos entre 1978 (tras la amnistía) y 2009, relacionados con 271 causas judiciales. La cifra apenas ha sufrido variaciones. Casi la mitad han prescrito. Con datos de la fiscalía, el Observatorio contra la Impunidad presentó dicho año un informe que dejaba el número de asesinatos sin autor condenado en 314.
Entre 1970 y 1997, la organización cometió 86 secuestros que le reportaron 38,5 millones de euros en rescates, según un estudio de los profesores Francisco Llera y Rafael Leonisio. Los dos secuestros más conocidos fueron el del funcionario de prisiones José Antonio Ortega Lara, que fue liberado por las fuerzas de seguridad del Estado después de permanecer ¡523 días! en un «zulo» inmundo entre 1996 y 1997; y el del concejal del Partido Popular de Ermua (Vizcaya) Miguel Ángel Blanco, que fue vilmente asesinado en 1997. Ambos secuestros no tuvieron una motivación económica, sino de chantaje político.
Unas 10.000 personas, sobre todo empresarios y profesionales, sufrieron la extorsión del impuesto revolucionario, aunque solo existen datos fiables desde 1993, según apuntan los autores de Misivas del terror, el estudio más detallado al respecto.
En conjunto, la extorsión produjo a la banda un rendimiento, a precios de 2002, de 3,8 millones de euros anuales entre 1993 y ese año y de 1,9 millones anuales de 2003 a 2008, según el profesor Mikel Buesa.
Un riguroso análisis macroeconómico sobre el impacto del terrorismo en la economía vasca elaborado en 2003 por los profesores Alberto Abadie y Javier Gardeazabal, concluye que, tras el estallido de la violencia, el PIB per cápita de Euskadi cayó cerca de 10 puntos porcentuales.
ETA ha tenido en su historia alrededor de 3.800 militantes. Unos 200 comandos fueron desarticulados a partir de 1973. Desde 1961 la suma de presos que fueron encarcelados se estima en unos 3.300. En la actualidad son 340, según Etxerat, la asociación que agrupa a familiares de reclusos, 265 permanecen en cárceles españolas y 75 en cárceles francesas. Se estima que, tras el anuncio de su disolución en 2015, ETA apenas cuenta con una veintena de terroristas activos, pero sigue sin entregar las armas.
Los mentores aberzales de la pretendida Memoria histórica no dudan en calificar de «fascistas» a los militantes de UPN y PP, partidos a los que tildan de ser herederos ideológicos de los vencedores de la guerra civil de 1936, una sublevación, o golpe de Estado que se hizo, según sostienen, contra la libertad y la democracia, como si el régimen republicano hubiera sido un oasis de paz, democracia, civismo y tolerancia.
Pero al mismo tiempo, tratan de lavar la cara a ETA, alegando que la «lucha armada» fue la legítima reacción del pueblo vasco para liberarse de la opresión del Estado y de la explotación capitalista. Las víctimas de los atentados son un «daño colateral» del conflicto secular que enfrenta al pueblo vasco con España. Y además el «otro bando» también recurrió al crimen organizado (GAL). La gran diferencia está en que la democracia española ha utilizado todos los medios del Estado de Derecho para acabar con cualquier actuación represiva al margen de la ley²⁴³y además no cabe hablar de dos bandos. Sólo hubo un grupo terrorista que trató de destruir nuestro Estado democrático de Derecho. De modo que, salvo algunos episodios contrarios a la ley, la lucha contra ETA no es más que una legítima manifestación de la actuación represiva de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado en defensa de la vida, la libertad y la seguridad de los españoles.
ETA fue —y es mientras no se disuelva definitivamente— una banda de delincuentes que, en un régimen de libertades y de democracia plena, y a pesar de que el pueblo vasco hubiera expresado su voluntad en el referéndum de su propio Estatuto de autonomía, trató de imponer mediante la violencia su visión totalitaria y marxista—leninista del mundo y de la sociedad.
Pero, como ya hemos indicado anteriormente, en los últimos años el aberzalismo radical, y también el «moderado», ha cambiado de objetivo político. Ya no grita«¡Gora Euskadi!», sino«¡Gora Euskal Herria!». Una nación, que dicen sus mentores, hunde sus raíces en la Prehistoria, y se justifica por ser la tierra de habla vasca, desde Bayona hasta Tudela, desde Las Encartaciones hasta el Valle de Roncal.
No les importa que el vascuence solo lo hable —y hablar no es chapurrearlo ni decir «agur»— una minoría dentro de todo el territorio supuestamente euskalerríaco, ni que en muchas zonas de la hipotética nación nunca se hubiera hablado.
Ocultan que el «idiomate terre navarre» (romance navarro) fue la lengua oficial del antiguo Reino de Navarra y que el romance castellano se extendió por la llanada alavesa y las tierras del antiguo condado de Castilla de forma espontánea. Ambos romances se fundieron con el tiempo y hoy son la lengua común de todos los habitantes de su pretendida nación euskalherríaca (peninsular).
Nada importa que los territorios llamados a formar la nueva Israel, o tierra prometida de los vascos, nunca hayan formado una unidad política y que su pretensión de imponerla, primero a sangre y fuego, mediante el terrorismo criminal, y ahora mediante la utilización en Navarra del poder foral mediante el adoctrinamiento de la juventud en euskera y de la imposición artificial de la lengua con base en un bilingüismo realmente ficticio, no haya alcanzado sus propósitos iniciales. No dudan tampoco en falsear la historia para tratar de demostrar que desde los tiempos más remotos los indómitos vascones han vivido en permanente lucha contra la opresión española y francesa.
Se niegan a reconocer que Navarra es una comunidad foral, étnica, lingüística y cultural de carácter plural, en la que lo vasco es uno de sus componentes, pero no el único ni el exclusivo.
Como también es obsesiva la pretensión del aberzalismo radical de considerar que nuestra única cultura —«kultur»— sean los vestigios del primitivismo tribal propio de una sociedad fragmentada en pequeños núcleos aislados, que permanecieron al margen de la romanización y no pudieron acceder, hasta épocas recientes, a la cultura, por estar encerrados en valles y montañas de la cordillera pirenaica.
Una cosa es conservar una lengua venerable por su antigüedad y por ser la propia de ciertas zonas de Navarra en los tiempos remotos pre-culturales, aunque sobre esto los investigadores no se ponen de acuerdo, y otra pretender declararla idioma oficial de toda la Comunidad navarra.
Pues bien, el horizonte de Navarra no puede estar ni en su integración en Euzkadi ni en la «construcción» de Euskal Herria, expresión que en un principio tan sólo reflejaba un hecho cultural, que supondría la «deconstrucción» de nuestro viejo Reino y, por tanto, de España entera.



 
237 Relación de asesinados en Navarra:

26-11-1977: Joaquín Imaz Martínez. 
11-01-1978: José Manuel Baena Martín. 
09-05-1978: Manuel López González. 
02-01-1979: Francisco Berlanga Robles. 
27-01-1979: Jesús Ulayar Liciaga. 
05-04-1979: Pedro Fernández Serrano. 
08-10-1979: Carlos Sanz Biurrun. 
08-01-1980: Sebastián Arroyo González. 
16-05-1980: Francisco Ruiz Hernández.
16-05-1980: Francisco Puig Maestre.
15-06-1980: Ángel Postigo Megías. 
21-03-1981: José Luis Prieto García. 
17-04-1982: Vicente Luis Garcera López. 
04-07-1982: Juan García González. 
08-10-1982: Alberto Toca Echeverría. 
15-10-1982: Gregorio Hernández Corchete. 
28-05-1983: Antonio Conejo Salguero.
28-05-1983: Fidel Aparicio. 
27-06-1983: Jesús Blanco Cereceda. 
13-04-1984: Jesús Alcocer Jiménez.
13-04-1984: Tomás Palacín Pellejero.
13-04-1984: Juan José Visedo Calero. 
27-05-1984: José Luis Ollo Ochoa. 
30-05-1985: Alfredo Aguirre Belascoáin.
30-05-1985: Francisco Miguel Sánchez. 
23-12-1985: Juan Atarés Peña. 
17-10-1987: María Cruz Yoldi Orradre. 
21-08-1988: Antonio Fernández Álvarez.
21-08-1988: José Ferri Pérez. 
16-10-1988: Julio Gangoso Otero. 
04-06-1990: Francisco Almagro Carmona. 
25-06-1990: José Luis Hervás Mañas.
19-04-1995: Eduardo López Moreno. 
06-05-1998: Tomás Caballero Pastor. 
09-08-2000: Francisco Casanova Vicente. 
14-07-2001: José Javier Múgica Astibia. 
24-09-2002: Juan Carlos Beiro Montes. 
30-05-2003: Bonifacio Martín Hernando.
30-05-2003: Julián Embid Luna.
238 «Diario de Navarra» publicó el 30 de mayo de 2010 una entrevista con la madre de Alfredo, Carmen Belascoáin, que refleja su enorme sufrimiento:«Mi marido y yo estábamos dando una vuelta por el Club Natación, éramos socios. Él estuvo un rato allí y luego subió a casa y cogió la bici. Cuando llegamos a nuestra calle, estaba andando en bicicleta (…). Nosotros vivimos en el 13 de la calle y es en el número 16 donde pasó todo. Allí vivía una amiga mía con su madre, que era una mujer mayor, de unos 80 años. Mi marido y yo subimos un momento porque me había pedido que le pusiera unas flores en un jarrón. Yo tenía mucha maña. Estaba colocándolas y Alfredico se había ido a dejar la bici en la bajera. La guardábamos ahí. Entonces oí dos timbrazos de abajo. Siempre, cuando era alguien de casa, llamábamos con dos timbrazos, para saber que era de la familia. Nada más oírlos, acto seguido, fue el boom. Tremendo, una explosión muy fuerte (…). Bajé como una loca al portal y estaba todo destrozado. En la puerta había un cuerpo tendido. Yo creí que era mi hijo y lo cogí en brazos. Pero no era Alfredo. Era el policía. Entonces levanté la vista y vi, allí, en medio de la calle… a mi hijo. Estaba tirado. Con una bota de deporte que había estrenado aquel día; se le había caído, estaba allí, a su lado. Estaba sangrando. Corriendo, lo cogí y le dije: «Hijo mío, qué te han hecho. ¿Qué te han hecho?». Pobrecico. Yo creo que aún estaba vivo porque todavía movía la boca. Todavía movía la boca… Pero claro, se desangró. Era todo un reguero de sangre (…). Después de eso ya tengo todo más borroso en la mente. Recuerdo que quería ir con él en la ambulancia, pero no me dejaron. Ya no volví a ver a mi hijo». En la misma entrevista comentaba con una gran amargura: «Lo que más duro me ha resultado es haber vivido la salida de la cárcel de la asesina de mi hijo, Mercedes Galdós. Toda jocosa y feliz, con la gente esperándola para recibirla como si fuera una heroína. Eso lo he sentido como imperdonable. Ahora no sé si se cumplen más años, pero entonces… Le echaron muchísimos y ¿cuántos pasó? Ni lo sé. Cada vez que pienso en eso lo quiero olvidar. Dicen que le redujeron la condena por buena conducta. Y yo escucho eso y me río, buena conducta, qué querían si no, ¿que se liara a tiros allí dentro, en la cárcel?».

Detenida en 1986, Mercedes Galdós fue juzgada por la comisión de 17 asesinatos. La suma de las condenas que le fueron impuestas por este y otros crímenes fue de 829 años. A pesar de ello, conforme a la legislación penitenciaria franquista de 1973, sólo estuvo en la cárcel 19 años.
239 El 30 de agosto de 1980, el vicepresidente del Parlamento Foral, José Antonio Urbiola, había sido detenido por unas manifestaciones en las que reconocía el apoyo de HB a ETA. En solidaridad con su compañero, los restantes parlamentarios forales de HB publicaron una nota de la que informaba El País en su edición del 31 de agosto de 1980: «…es suficientemente conocido que la política estratégica de HB se define por «independencia y socialismo» y la política táctica por la «alternativa KAS». Igualmente es conocido que en esto coincidimos plenamente con ETA Militar. Todo el mundo sabe que HB y ETA-m sólo difieren al nivel de los medios para alcanzar aquellos objetivos. HB emplea medios políticos, y ETA-m, medios militares, de acuerdo con el principio de que la guerra es la continuación de la política, con distintos medios». El grupo parlamentario foral de HB afirma en su comunicado que, de forma temporal, ninguno de sus miembros acudirá al Parlamento, en tanto no se clarifique la actual situación».

240 En 1973, ETA secuestró en Navarra al empresario Felipe Huarte, gestor de las empresas navarras del Grupo Huarte; en 1979 al industrial Francisco Javier Jáuregui; en 1981, al cónsul honorario de Uruguay, directivo de recursos humanos Gabriel Biurrun Altadill; en 1989 al empresario Adolfo Villoslada. También secuestró en 1979 al Delegado del Ministerio de Industria en Navarra, Ignacio Astiz. Alguna de estas actuaciones criminales se ejecutaron por ETA-pm, antes de su disolución en 1982, organización en la que tuvo una activa participación Arnaldo Otegui, actual líder de la izquierda aberzale.

241 Sólo hubo una excepción. La tenacidad y valentía de la familia Ulayar, uno de los miembros del comando etarra que asesinó en 1979 a Jesús Ulayar, que había sido alcalde de Echarri-Aranaz y contaba con el afecto de sus convecinos, consiguió que la Audiencia Nacional obligara a uno de los miembros del comando asesino a pagar la indemnización acordada por la Audiencia Nacional (7.000.000 pesetas). Después del intento del condenado de llamarse a andana, comprendió que la Justicia iba en serio y que si no pagaba se procedería al embargo de sus bienes. HB en el colmo de la desfachatez y demostración de su íntima conexión con ETA, organizó una cuestación popular «voluntaria» para pagar la indemnización. Poco antes el Ayuntamiento, en manos de los aberzales, le había otorgado el honor de disparar el cohete anunciador de las fiestas patronales.

242 El incendio del Hotel Corona de Aragón de Zaragoza el 12 de julio de 1979 se saldó con 83 víctimas mortales. Aunque nunca se esclareció si había sido provocado, algunas fuentes lo atribuyen a ETA.

243 Habrá que recordar que por el asunto de los GAL acabaron en la cárcel varios miembros del Gobierno socialista de Felipe González, como el ministro del Interior, José Barrionuevo, el secretario de Estado de Seguridad, Rafael Vera, y otros altos mandos de la Guardia Civil.




 
 
52. LOS DOGMAS DE LA MENTIRA REVELADA
 
Se atribuye al líder de la revolución comunista china, Mao Tse Tung²⁴⁴, haber ordenado a sus seguidores: «Corromped la historia». Cierta o no, ésta parece ser la consigna de los falsarios aberzales. Y así han forjado los dogmas de la mentira revelada sobre nuestra historia que a lo largo de este libro hemos desmontado. Es momento de recapitular.
Para los corruptores de la historia, los etarras son héroes, constituyen la vanguardia del movimiento nacional vasco de «liberación», merecen un puesto de honor y, por eso, la prohibición de instalar sus capillas ardientes en los ayuntamientos o de rendirles homenaje al salir de la cárcel, es un atropello. Como es una violación de los derechos humanos que los presos políticos vascos se encuentren dispersados en condiciones infrahumanas en las cárceles de exterminio españolas y francesas.
Otra gran mentira es sostener que el Estado español incumple su propia Constitución y las convenciones internacionales, pues en ellas se reconoce el derecho de los presos a cumplir sus condenas a la puerta de su casa.
Y lo mismo dicen respecto a los Conciertos Económicos supuestamente cuestionados por Bruselas, con la complicidad de España, mientras que si fuéramos independientes podríamos hacer con nuestro sistema tributario cuanto nos venga en gana.
Incluso los agentes de la policía autónoma vasca son «cipayos» al servicio del Estado español, del mismo modo que los militantes de los partidos españolistas son «colaboracionistas» con el enemigo y traidores a la patria vasca.
Navarra, proclaman, es la raíz y el tronco del reino de Euskal Herria que pervivió hasta que el reino navarro dejó de ser independiente. Fue Castilla, siempre Castilla, la que le arrebató por la fuerza Álava, Guipúzcoa y Vizcaya.
Pamplona se fundó por el general romano Pompeyo sobre una ciudad llamada Iruña.
El idioma de los navarros fue el vascuence.
Navarra fue aplastada en 1512 por Castilla. Desde entonces vivimos sojuzgados por España, que se repartió con Francia los restos del viejo Reino.
Para el aberzalismo, San Francisco Javier fue un santo euskaldún, que habló con San Ignacio en vascuence y cuyas últimas palabras fueron pronunciadas en su idioma nacional, el euskera.
Y llegan a decir que el mítico general Zumalacárregui fue el precursor de la independencia vasca pues los carlistas vasco-navarros, alzados en armas en defensa de los Fueros, quisieron proclamarlo rey de Euskal Herria.
Así un día tras otro, infatigables e inasequibles al desaliento, se pronuncian los numeroso intoxicadores natos y maestros de la manipulación que componen el entramado constituido al calor de ETA.
Todo eso, y muchas cosas más, constituyen la mentira revelada.
En la actualidad, la historia se ha convertido en un gran campo de batalla. El triunfo del aberzalismo antihistórico llevaría aparejada la integración de Navarra en Euzkadi o Euskal Herria, es decir, la consecución del sueño sabiniano. Esto traería como consecuencia la pérdida de la identidad navarra, de su personalidad política, de sus instituciones seculares de autogobierno y la implantación de un sistema educativo y cultural de signo totalitario al servicio de la construcción de la nación euskalherríaca. Para todo ello necesitan a toda costa borrar las huellas de la historia común en el seno de España, como ya lo vienen haciendo en el País Vasco, en el afán de ocultar toda vinculación con el proyecto nacional español.
No hace mucho decir «navarrista» era en la jerga aberzale sinónimo de fascista, reaccionario y vendido al gran capital. Ahora son ellos los que se han disfrazado de «navarristas» puros para poder llamar traidores y colaboracionistas a cuantos se oponen a la integración en Euskadi o Euskal Herria.
En la actualidad sostienen que Euskal Herria y Navarra son la misma cosa. Navarros son los de la Navarra Alta, los de la Marítima (Álava, Vizcaya y Guipúzcoa), los norpirenáicos (Labourt, Basse Navarre y Soule), los del sur (Navarra riojana), los del este (Navarra aragonesa) y los de la Bureba (Burgos). Lástima que sus habitantes no se hubieran enterado de que eran navarros.
Desde luego, los que sí pudieron ser navarros y no quisieron serlo, fueron los habitantes de Álava y de Guipúzcoa, que en 1200 se emanciparon de la soberanía del rey de Navarra, de forma voluntaria, según sostendrían durante siglos sus instituciones forales. Y lo cierto es que el Señorío de Vizcaya nunca se dejó dominar por Navarra y prefirió siempre establecer vínculos con Castilla, hasta lograr que un rey castellano por lazos de sangre se convirtiera en señor de Vizcaya.
Ni tampoco se enteraron las milicias vascongadas que en 1512 invadieron Navarra y lucharon bravamente por Fernando el Católico y más tarde por el emperador Carlos, por más que ahora digan los falsarios aberzales que fueron obligados a ello. Y está es la razón por la que ya han surgido iniciativas para quitar la estatua pamplonesa de San Ignacio de Loyola, valeroso capitán guipuzcoano al servicio del monarca común de las Españas, incluida Navarra, que en 1521 cayó gravemente herido en la defensa del castillo de Pamplona sitiado por un ejército enviado por el rey francés Francisco I.
En realidad, las milicias invasoras de Navarra entre 1512 y 1521 eran, a tenor de lo dispuesto en el Fuero General, gentes de otra tierra y por eso los vascongados no pudieron ejercer cargos públicos en el territorio conquistado, que permaneció como reino de por sí hasta el siglo XIX, salvo si formaban parte del grupo de cinco en bailío, que se reservaba el rey en el caso que decidiera nombrar a personas no navarras.
Si el sentimiento de pertenecer a la comunidad hispana ya existía desde siglos atrás, lo cierto es que a partir de 1515 Navarra participó intensamente en la construcción de la nación española. Nuestros antepasados no fueron ni traidores ni cobardes. Consideraron, y así nos lo transmitieron, que ser navarro era una manera de ser español.
Y si fuera cierto que, durante ochocientos años, los vascongados han vivido bajo la opresión castellana o española, hasta el punto de verse obligados a participar en la conquista de Navarra, pese a que suspiraban por ser navarros, eso diría muy poco de su entereza, fiereza y heroicidad.
Ahora el aberzalismo enarbola banderas de Navarra, pero mutila su escudo al cortarle la corona real so pretexto de remontarnos a la Edad Media, después de llorar con lágrimas de cocodrilo por la supuesta pérdida de la independencia del reino y mitificar a los reyes extranjeros de una dinastía como la de los Foix que llegó al poder con las manos manchadas de sangre y antepusieron sus intereses en Francia a los del reino navarro.
Entre tanto, llegado al poder en las elecciones forales de 2015, por un solo voto y gracias a la amalgama de cuatro partidos, tan sólo unidos por su inquina contra el «navarrismo», el Parlamento ha derogado la Ley de Símbolos de Navarra de 2003, para permitir que la ikurriña ondee como bandera oficial en las instituciones forales y municipales. Un hecho realmente insólito y con éxito muy escaso, pues no deja de ser un despropósito, además de una ilegalidad manifiesta, que en Navarra pueda ondear como bandera oficial la de una Comunidad de la que no sólo no forma parte sino desde la que se pretende acabar con la identidad navarra.
Y el aberzalismo del cuatripartito que gobierna hoy, gracias a la conversión al nacionalismo de los comunistas navarros (IU) y de la versión bolivariana del marxismo (Podemos), aprovecha cualquier cuestión para erosionar la personalidad de Navarra, como cuando autorizan y financian que la Vuelta Ciclista al País Vasco, carrera que sobrevive gracias al apoyo financiero del Gobierno vasco y al que ahora se une Navarra, de comienzo en Pamplona. Pero más grave es su intento de torpedear la ejecución de dos infraestructuras de vital importancia para Navarra como son el tren de alta velocidad y el canal de Navarra.
Los aberzales fundamentan su ensoñación independentista en la lengua vasca, siguiendo las enseñanzas de Federico Krutwig, tras archivar la doctrina de Sabino Arana, el «Padre de la Patria Vasca», que idolatraba a la vasca, como la más antigua y pura de las razas humanas. Lo que importa es «euskaldunizar» a toda costa Navarra.
En el comienzo de los tiempos, según el relato del libro del Génesis, en el Antiguo Testamento, los hombres, que hasta entonces hablaban el mismo idioma, pretendieron alcanzar el cielo «para ser como Dios», mediante la construcción de una gran torre en Babel²⁴⁵. A Yahvé no le gustó la idea y para evitar que consiguieran su propósito castigó a la humanidad haciendo que los hombres comenzasen a hablar diferentes lenguas, luego de lo cual reinó la confusión y se dispersaron por toda la Tierra. Cuando se dice que la diversidad de lenguas en el mundo es enriquecedora hay que contestar que una lengua une a los que la hablan y separa de las que no la hablan. Así de claro.
El vascuence nunca fue idioma oficial en el reino de Navarra ni en ningún otro lugar. Si las instituciones navarras lo hubieran querido, lo hubiera sido. La razón era que se hablaba por una población campesina y analfabeta, mientras que en los núcleos urbanos, comenzando por Pamplona, el latín era el idioma predominante, que tras la caída del Imperio romano derivará siglos después en el romance navarro—aragonés, hablado en la corte, en las importantes ciudades francas y en las zonas donde el vascuence o nunca se habló o se perdió al comienzo de los tiempos.
Los primeros libros impresos en vascuence, de los que se tiene noticia, se escribieron a mediados del siglo XVI en la Baja Navarra, bajo la influencia del labortano y el suletino, dos dialectos del vascuence. En 1571 Juan de Lizarraga traducirá al vasco el Nuevo Testamento, por encargo de doña Juana de Albret, reina en la Basse Navarre, señora del Bearn y condesa de Foix, nieta de los reyes destronados en 1512 y madre del futuro Enrique IV de Francia, que se había hecho calvinista y pretendía imponer este nuevo credo a sus súbditos bajo-navarros. Pero hasta el siglo XIX los libros publicados en vascuence pueden contarse con los dedos de la mano.
El hecho de que no pudiera utilizarse como lengua de cultura hasta bien entrado el siglo XX, gracias a la gran labor realizada por la Real Academia de la Lengua Vasca desde 1913, provocó en Navarra un progresivo declive de la población vascoparlante. No hubo ningún genocidio cultural.
Por otra parte, la lucha contra el analfabetismo en España emprendida en la segunda mitad del siglo XIX, no hubiera sido posible, ni en Navarra ni en el País Vasco, sin la creación de escuelas en cada municipio, atendidas por «maestros nacionales», que enseñaban a leer y a escribir en el idioma común.
En una estadística realizada en 1935 por el obispo de Pamplona Tomás Múzquiz por encargo de Federico Tedeschini, nuncio de S.S. el Papa Pío XI, que ese mismo años sería nombrado cardenal, se concluye que el número de parroquias de Navarra donde se hablaba vascuence era de 110, con 52.428 feligreses, de un total de 223.603 (81%). En otro informe remitido al nuncio por el navarro Manuel Arce, obispo por aquel entonces de Zamora, se reducía a 35.000 el número de feligreses de las parroquias de las zonas vascófonas, de los que hablarían habitualmente en vascuence unos 20.000.
Los datos anteriores se refieren a la II República. No es cierto, por ello, que la regresión del uso del vascuence en tales zonas se hubiera producido por la represión ejercida por el régimen franquista.
Frente a los que afirman que la diversidad lingüística supone una riqueza cultural, nos inclinamos a pensar lo contrario a pesar de que el pensamiento único lo considere políticamente incorrecto. La lengua es un lazo de unión para quienes la hablan, pero un factor de incomunicación y diferenciación respecto a los que no la hablan. El español nos permite comunicarnos entre todos los españoles y con gran parte del continente americano. Incluso con él podemos entendernos en los Estados Unidos, donde los latinos rondan los 55 millones 17% de la población. Sin embargo, el inglés —nos guste o no— se ha impuesto en un mundo globalizado²⁴⁶ tanto en el terreno cultural y científico con en el de la economía.
Lo que demanda nuestra sociedad es que las nuevas generaciones puedan afrontar los retos que exige la imparable globalización del planeta. De ahí que resulta imprescindible el conocimiento de otros idiomas, como mínimo el inglés, que les sirvan para moverse por el mundo. Enseñanza que también está en el punto de mira aberzale.
La política lingüística del nacionalismo vasco, «radical» o «moderado», sólo esté guiada por la obsesión de que los niños y los adultos aprendan una lengua que tan sólo les sirve para hacerse comprender con personas de su propio entorno con las que ya se entienden en español.
La finalidad principal de todo gobierno es procurar el progreso económico y el bienestar social de los ciudadanos. Hay un ideal compartido por la mayor parte de la ciudadanía en búsqueda permanente de mayores cotas de libertad, justicia, igualdad y solidaridad. Pero mientras se denuncia la insuficiencia presupuestaria en materia de educación, sanidad, dependencia y otros servicios sociales, e impide además dar nuevos impulsos a la modernización de nuestras infraestructuras, se anatematiza a todo aquel que se atreva a poner en cuestión que se destinen cuantiosos recursos a la artificiosa difusión de un idioma que, salvo en algunas zonas de Navarra, no es la lengua materna ni habitual de la mayoría de su población.
Y el colmo de los dislates es que para convertirse en servidor de la Administración Pública en Navarra se pretenda valorar el conocimiento del vascuence con una puntuación superior al de los demás idiomas vitalmente necesarios juntos. Saben que es una discriminación por razones lingüísticas pero no les importa. Todo vale para imponer su concepción totalitaria.
244 Tras una cruenta guerra civil, la República china fue derribada por Mao Tse Tung en 1949 y sustituida por un régimen totalitario feroz y sanguinario que sobrevivió a su fundador muerto en 1981. El gigante asiático sigue siendo hoy una férrea dictadura de partido único, atemperada por el gran desarrollo económico experimentado después de su apertura al capitalismo internacional. Mao fue objeto de veneración en España por parte de grupos de extrema izquierda, que se decían maoístas. Tal era el caso del Partido del Trabajo

245 Estaría situada en la antigua Babilonia, cerca de la ciudad de Bagdad (Iraq).

246 Hasta épocas relativamente recientes, el sistema educativo español se empeñaba en que los alumnos de bachillerato (entre los 10 y los 16 años) conocieran dos lenguas muertas (el latín y el griego clásico) y aprendieran el francés. Raro era el aprendizaje del inglés, al menos en estos lares. En mis primeros años profesionales en una compañía hispano-inglesa de automóviles intenté, sin éxito, aprenderlo, pero los avatares posteriores de mi vida me impidieron remediar esta gran laguna de mi formación. Por eso, en pleno siglo XXI, confieso humildemente que me considero como un auténtico analfabeto al no poder acceder directamente a las más importantes fuentes del conocimiento humano.




 
 
53. ENEMIGOS DEL PROGRESO DE NAVARRA
 
Tras la finalización de la guerra de la guerra civil, Navarra perdió grandes oportunidades de industrialización porque los poderes forales, en manos de ultra conservadores, optaron por mantener la estructura agraria. Pudieron, y no quisieron, por poner algún ejemplo, obtener del Estado una Universidad y se conformaron con el mantenimiento de sendas escuelas de magisterio y de peritaje mercantil y agrícola. Pudieron, y tampoco quisieron, hacerse cargo de la gestión íntegra de la seguridad social —sí, asómbrense, de la gestión de la seguridad social que les fue ofrecida por el Estado—, porque los obreros sólo traían complicaciones.
Es al inicio de los años 50 del siglo pasado, cuando se producen ciertos acontecimientos clave para el futuro desarrollo navarro, aunque las instituciones forales tardarían en despertar del letargo en que se habían sumido tras la guerra civil.
En primer lugar, surge un gran empresario dinamizador de la economía navarra, Félix Huarte. Convertido en el constructor número uno de España, Huarte invierte los beneficios obtenidos fuera de Navarra en la creación de importantes empresas industriales. Algunas de las multinacionales que operan actualmente en ella son continuadoras de empresas fundadas por este excepcional empresario que se hizo a sí mismo.
En segundo lugar, en 1952, el futuro San Josemaría de Balaguer funda el Estudio General de Navarra, embrión de la actual Universidad de Navarra. Justo es reconocer que, para el impulso de este gran propósito, contó con el pleno apoyo de la Diputación Foral. La implantación de los estudios universitarios tendrá como primer efecto la mejora de las posibilidades de formación de los navarros. Pero, además, supuso la llegada a Pamplona de un profesorado de alto nivel académico y científico y, por tanto, fue un revulsivo positivo para el cerrado y casi inexistente mundo cultural navarro. La Clínica Universitaria situará a Navarra en un puesto de vanguardia en la medicina española, con un efecto colateral de gran importancia cual es el de provocar un saludable estímulo para que la Diputación acometiera la modernización de los antiguos hospitales públicos. Quizás por eso la sanidad pública navarra posee un excelente nivel de equipamiento y calidad asistencial.
Se inicia así un proceso paulatino de cambio en la actitud de las instituciones forales, que se consolida definitivamente en la década de los sesenta, sobre todo cuando en 1964 el empresario Félix Huarte accede a la vicepresidencia de la Diputación navarra, es decir, a la presidencia efectiva de la misma, lo que le permitió inyectar su espíritu empresarial en la Administración navarra. Le acompañará en el empeño Miguel Javier Urmeneta, que había sido un excepcional alcalde de Pamplona. Ambos promueven una auténtica revolución,con importantes reformas en la obsoleta estructura organizativa y administrativa navarra, y ponen en marcha ambiciosos programas de desarrollo en todos los órdenes: industrial, agrícola, turístico, forestal, de infraestructuras y de formación profesional, a pesar de la sorda oposición del que sería de 1971 a 1977, el último vicepresidente de la Diputación, Amadeo Marco²⁴⁷.
El peso político de Félix Huarte se puso de manifiesto con la implantación, en 1966, de la empresa AUTHI,²⁴⁸, que se convertirá en motor básico de la economía navarra. La ubicación de esta planta industrial dedicada a la fabricación de automóviles, bajo licencia de British Leyland, fue objeto de disputa entre Pamplona y Toledo, ciudad esta última que contaba con el apoyo del entonces ministro de Industria, don Gregorio López Bravo. Pero desde el punto de vista económico, quedó demostrada la idoneidad de Navarra por su equidistancia de las áreas donde se situaba, por aquel entonces, la industria auxiliar (País Vasco, Cantabria y Cataluña), imprescindible para el aprovisionamiento de los componentes de los vehículos, así como del mercado de compra de automóviles, cuyo eje se situaba entre Madrid, Cataluña y el País Vasco, de forma que Pamplona era un lugar adecuado desde el punto de vista del coste del transporte. En realidad los estudios realizados apuntaban a Tudela, la capital de la Ribera navarra, pero se optó por Pamplona que ya poseía en aquellos momentos una importante infraestructura sanitaria y educativa y se encontraba en plena expansión urbanística. Naturalmente, contaron, y mucho, las ayudas forales a la inversión concretadas en un convenio con la Diputación Foral, generoso en subvenciones y exenciones fiscales, superiores a las que ofrecía el Estado en los llamados Polos de Desarrollo. AUTHI fracasó, pero tras unos años de incertidumbre pasó a manos de Seat y después a la Volkswagen. En la actual economía de Navarra, la planta de Landaben constituye un pilar fundamental, de modo que si se produjera su deslocalización —algo a lo que parecen jugar los sindicatos aberzales comprometidos con la causa de la nación euskalherríaca— sería un duro golpe para la economía foral de consecuencias catastróficas para su actual nivel de bienestar.
A partir de 1964, Navarra se convierte, a marchas forzadas, en una sociedad industrial. Comienza el éxodo de la población rural hacia Pamplona, aunque la Diputación intenta frenarlo mediante la creación de polígonos industriales de carácter comarcal y local.
Este fenómeno migratorio interno provocará, a finales de los años sesenta e inicios de los setenta del siglo pasado, profundas convulsiones sociales. De la noche a la mañana, miles de agricultores dejaron la azada y el arado, o el tractor, para convertirse en obreros industriales. El viejo y acendrado catolicismo rural, las gentes procedentes del campo,quedó en manos del sector socialmente más reivindicativo del clero que sobrevivió al Concilio Vaticano II (1962-1965). Este sería el germen, a su vez, de los grupos más extremos del sindicalismo de clase, como la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT). Las huelgas, cada vez más politizadas, harían su aparición en el escenario navarro, y la figura del empresario sería ferozmente descalificada desde los púlpitos más progresistas y los movimientos obreros más radicales.
Para complicar aún más las cosas, en las postrimerías del franquismo y comienzos de la transición a la democracia, surgiría el contencioso Navarra-Euzkadi y la irrupción de ETA, asuntos que ya han sido tratados en epígrafes anteriores. Navarra se enfrenta así a una crisis de identidad sin precedentes. Por fortuna,la Constitución primero y el Amejoramiento del Fuero después, consiguieron calmar las turbulentas aguas de la confrontación política y social.
A pesar de toda esta etapa de incertidumbre política e inestabilidad social, y aunque pueda parecer paradójico, Navarra no cejó en su empeño de convertirse en una sociedad moderna y avanzada. La Diputación Foral nunca dejó de volcarse en la modernización de las viejas infraestructuras y en la promoción e impulso de todo cuanto contribuyera al desarrollo económico en los últimos años del franquismo y desde el inicio de la democracia.
La foralidad navarra, con su autonomía fiscal y presupuestaria, revelará claramente su eficacia. Se concluye la autopista de Navarra, eje vertebrador de la actividad económica de la Comunidad. Se adoptan medidas para frenar la macrocefalia de Pamplona. La formación profesional, una de las claves de la rápida industrialización de Navarra, experimenta gran impulso. A la Universidad de Navarra se unirá otra nueva, la Universidad Pública de Navarra, de creación foral (1987), de forma que se incrementa de manera notable la oferta de estudios universitarios para una Comunidad que en la actualidad se acerca a los 650.000 habitantes. Se acometen grandes obras hidráulicas (embalse de Itoiz y canal de Navarra) y se ponen en marcha planes integrales de saneamiento de aguas y de eliminación de residuos. Navarra construye, en buena parte a su cargo, el aeropuerto de Pamplona, y se promueven otras infraestructuras mediante convenios específicos como es el caso del servicio telefónico, cuya automatización se anticipa en bastante tiempo al resto de España. La educación primaria y la secundaria alcanzan un extraordinario nivel de calidad, en un modelo de convivencia real entre la escuela pública y la privada. Navarra, desde finales de los setenta, decide informatizar su Administración, tarea en la que también resulta pionera en España. Como lo fue también al modernizar los catastros y proporcionar a los agentes económicos dos instrumentos básicos como fueron, el mapa geológico y cartográfico del territorio foral. Se fomenta el sector turístico para aprovechar la gran riqueza paisajística y el importante patrimonio histórico—artístico del antiguo reino navarro. También en el campo de la política social, nuestra Comunidad es pionera. Pocos recuerdan que en 1979 fue Navarra la primera en implantar en España las pensiones para personas mayores de sesenta y cinco años sin recursos económicos, hoy llamadas pensiones no contributivas. Las leyes de servicios sociales y de lucha contra la marginación y la exclusión social de Navarra han sido, y son tenidas, como modelo para otras comunidades.
A todo esto, han de añadirse otros excelentes programas, como los planes tecnológicos y de innovación, los nuevos proyectos de investigación aplicada —como el CIMA (Centro de Investigación Médico—aplicada de la Clínica Universitaria)—, la realización de importantes actuaciones relacionadas con el ocio y el sector turístico. Todo ello se une a un innovador esfuerzo de modernización y rehabilitación de las infraestructuras vinculadas a actividades de carácter social o cultural como el Palacio de Congresos y Auditorio («el Baluarte»), la rehabilitación del antiguo Palacio Real para albergar al Archivo General del Reino de Navarra o el nuevo edificio de la Biblioteca General, por citar alguno de ellos. A este ingente esfuerzo de modernización ha de añadirse la renovación del equipamiento municipal de Pamplona y de la generalidad de los municipios navarros. Navarra asimismo ha sido pionera en el desarrollo de las energías renovables.
No todo ha sido de color de rosas. La desaparición de la Caja de Ahorros de Navarra, que no sólo obedece a la crisis económica de los últimos años, ha sido un duro golpe al no poder contar con un instrumento financiero de primer orden.
Pues bien, el progreso de Navarra tiene en el aberzalismo radical su peor enemigo. Desde el inicio de la democracia se ha opuesto a todo cuanto suponga consolidar y mejorar nuestras grandes infraestructuras. Si de él dependiera no existiría ni la autovía del Norte (Irurzun-San Sebastián), ni el embalse de Itoiz ni el Canal de Navarra. Ahora se oponen a otra obra fundamental para la agricultura, el abastecimiento de agua para la población y la industria como es el recrecimiento de Yesa, la extensión a la Ribera del Canal así como al tren de alta velocidad.
El sindicato aberzale LAB no ha dudado en poner en peligro el desarrollo de la Volkswagen, que por el momento se ha salvado gracias a la cordura de la mayoría de sus trabajadores.
Los aberzales, procedentes del mundo de ETA, quisieran que desapareciera la Universidad de Navarra, la Clínica Universitaria y la enseñanza concertada. Incluso intentaron —no sólo ellos— la desaparición de Osasuna.
Su única obsesión es Euskal Herria y para avanzar hacia ella no dudan en intentar imponer la forzosa euskaldunización de la sociedad navarra y la extensión del primitivismo cultural.



 
247 Félix Huarte, además de Miguel Javier Urmeneta, contó con la ayuda de un equipo de personas competentes y abnegadas como Josecho Saralegui, Francisco Elizalde, Luis Huarte, Luis Doria, Jaime del Burgo, Miguel Troncoso, Juan Andrés Ciordia y Josecho Uranga, entre otros.

248 Automóviles de Turismo Hispano Ingleses S.A. fue promovida por Nueva Montaña Quijano, sociedad cántabra, tras obtener la licencia de la empresa British Leyland, para fabricar en España los vehículos Morris 1100, MG y Mini. Los motores procedían de una fábrica de NMQ sita en la localidad santanderina de Los Corrales de Buelna. El artífice de la venida a Navarra de AUTHI fue su presidente Eduardo Ruiz de Huidobro, marqués de Huidobro, consejero delegado de NMQ. Navarra tiene una inmensa deuda de gratitud con él.




 
 
54. PARADOJAS DE LA HISTORIA
 
Ya lo hemos dicho a lo largo de este relato, pero lo repetiremos ahora. En 1589 subió al trono de Francia, como Enrique IV, el rey de la Basse Navarre y señor del Bearn, Enrique III de Borbón-Albret, biznieto de Catalina de Foix y de Juan de Albret. Para alcanzar la Corona francesa no dudó en convertirse al catolicismo después de pronunciar, según se le atribuye, aquella famosa frase de «París bien vale una misa».
En 1700 accedió al trono de España, Felipe V, duque de Anjou, nieto de Luis XIV. Fue el instaurador en España de la dinastía de los Borbones. Esto significa que la Corona navarra volvió a la dinastía destronada en 1512. Y así lo entendió la Diputación del Reino de Navarra que, en su sesión de 12 de noviembre de 1700, reconoció la legitimidad de Felipe V por ser conforme «a lo dispuesto en el fuero y leyes de este reino».
El 22 de noviembre de 1975, don Juan Carlos I de Borbón se convirtió en rey de España y, por tanto, de Navarra. Desciende por línea directa de los reyes Juan de Albret y Catalina de Foix.
El 19 de junio de 2014, el entonces Príncipe de Asturias, de Viana y de Gerona, Don Felipe de Borbón y Grecia, tras la abdicación de Don Juan Carlos I, fue proclamado rey de España, con la denominación de Felipe VI.
De modo que los reyes de España son sucesores, por línea directa, de los reyes que, por salvaguardar sus grandes dominios en Francia, perdieron la Corona de Navarra en 1512.



 
 
EPILOGO
 
NAVARRA, de Jaime del Burgo
(Epígrafes 1,2 y 44)
 
La Gran Desconocida
 
A la pata la llana, sin oropeles ni grandilocuencia, como el discurrir sosegado de un río apacible hecho varón, como el gotear de la lluvia en los comienzos del otoño, mansamente, perezosamente, sin prisa, voy a conducirte, lector amigo, por los recovecos y andaduras de una región de la que se habló —y se habla— mucho, pero que no deja por eso de ser la Gran Desconocida.
Y lo digo sin prisa. Aunque paradójicamente no debamos detenernos muchos en la andadura. Que si quisiéramos verlo todo, contarlo todo, asomarnos a todos los balcones de la curiosidad, tendríamos que o caminar ligeros, sin apenas dejar tiempo a la mente para discurrir, o detenernos demasiado espacio y perder lo que de espontáneo y vital tiene el ir a salto de mata de un lugar a otro, de un tema a otro tema, desvinculados aparentemente entre sí, pero formando un conjunto homogéneo, definidor y sustantivo. Toda una vida no bastaría para descubrir la propia tierra.
Que es Navarra la Gran Desconocida se evidencia en el hecho de que para unos es pueblo de cruzados, de frailes misioneros y de monjas, con el contrapunto orgiástico de los sanfermines. Para otros, precisamente los sanfermines son expresión realista de un paganismo ancestral y voluptuoso, mezcla de ritos primitivos y de patriarcales costumbres cristianas.
Los Fueros se entienden por muchos como odiosos privilegios medievales, reminiscencia de una España incompleta y sin hacer. Para otros son expresión de un concepto imperial de España que buscaba la unidad en la variedad. Para los navarros, en todo caso, instrumento de defensa de libertades sustantivas contra los abusos del poder. El juramento de conservarlos, y no empeorarlos, lo exigían a sus reyes privativos.
Navarra tiene su Constitución, valga la palabreja de estirpe liberal y subversiva. Constitución política, económica y administrativa, que en su versión moderna tiene su raíz en la Ley de 16 de agosto de 1841. Ley surgida de un solemne Pacto entre caballeros y mantenida con tenacidad y voluntad inquebrantables contra situaciones equívocas y ministros de Hacienda distraídos.
Algunos creen que la expresión viejo Reino, tan reiteradamente empleada en los textos navarros, es un mero adorno dialéctico. Un vetusto pero airoso penacho de su cimera. Pocos saben que representa un afán intuitivo y nostálgico de su ancestral singularidad, y que en lo profundo obedece a reminiscencias sentimentales de cuando el robledal se desnudó de sus hojas y las consecuencias de unos afanes frustrados se hicieron patentes en la constitucionalidad política común a todos los pueblos hispanos.
Reino fue Navarra con sus reyes y virreyes —casi reyes— hasta 1839. Provincia foral después de dicha fecha. Pero el navarro no gusta de la etimología latina del vocablo y recurre socarronamente, como quien no quiere la cosa —a veces suele ser taimado—, a la expresión «viejo Reino» que le trae a pensamiento cantares de gesta en Roncesvalles, ruido de cadenas rotas en las Navas, laúdes y trovas en Olite, estrellas rutilantes en el techo celeste de los claustros monacales solitarios.
Tiene conciencia de su destino hispánico, pero no gusta hacer de esplique, ni le agradan las leyes igualadoras centralistas. Prefiere vestir su propio chaleco, o al menos reformarlo, recoserlo y adaptarlo a su peculiaridad. Bastante tiene con su propia desemejanza interior.
Se vincula a la causa de Don Carlos María Isidro y riñe una desigual batalla de siete años (1833-1840) en defensa del rey que decían absolutista, y proclama a los vientos de la fama su libertad, la libertad que deriva del Fuero, mucho más operante y positiva que la que proclamaban los voceros adalides del 69 francés, en cuyo nombre se muñeron revoluciones y bullangas.
Con estos antecedentes, lector amigo, no pienses que voy a componer un catálogo de grandezas. Sino a tratar de levantar un poco el velo del rostro de esta Gran Dama Desconocida. Confidencialmente, casi pensando en alta voz, para que el relato sea más suave y el comentario matice mejor los acentos.
Hallaremos a veces la fábula o la leyenda. No importa. Que de fábulas y leyendas está lleno el mundo y no existe quizá más saludable refugio para el espíritu en estos tiempos de maquinismo y celeridad.
Ahondar, buscar, desentrañar, son cosas de la ciencia. Nosotros, tú y yo, vamos a vivir un poco de esa poesía fragante y deleitosa cuyas ondas alientan inextinguibles incluso en el alma de los pueblos que no quieren ser poeta. Que si el robledal se desnuda de sus hojas, el olivo y la vid siguen dando jugo.
La Dama Desconocida quizá descubra así el misterio de sus encantos y lleguemos a comprender el insondable secreto de la sonrisa de la Gioconda.
Una unidad moral
Esta Gran Desconocida es tierra de contrastes, de claroscuros, de luces y sombras. Y en ningún aspecto que se la considere cabe generalizar.
El contraste, la impresión de algo distinto, insólito, diferente, surge en cada momento, en cada esquina, en cada recodo del camino. Las opiniones son para todos los gustos y comprenden todos los aspectos de la vida y de la muerte.
Víctor Hugo se sintió fuertemente inspirado por la altiva, mítica y alegre capital de Navarra, tan vieja, tan cargada de historia, y tan joven al mismo tiempo. Víctor Hugo viajaba con su querida.
En el minucioso relato de Cenac Moncaut, el contraste, la diversidad, aparecen en cuanto franquea el puerto de Velate y la sequía y el polvo reemplazan a las praderas y a los manantiales; las pálidas rocas toman el color del camino, los cereales sustituyen a los bosques de hayas, el alcornoque al roble, los troncos se achaparran, el lecho de los torrentes aparece casi seco, los pastizales antes verdes toman ahora el tono amarillento de un vestido ajado. Cenac Moncaut viajaba con un canónigo.
Estos caballeros románticos advierten ya que frente a los pueblos secos y trigueros están los pueblecitos pirenaicos, con hermosos ejemplares de casonas de un tipismo atrayente. El Baztán les parece risueño y amable; el Roncal, duro y agreste; la Bardena, seca y desértica, tierra «piojosa» como las colinas de Champagne.
Es ciertamente, el contraste, la cara y cruz de lo humano, de lo folklórico, de lo geográfico, que coexisten en este pañuelo colorista, como coexisten el monte y el llano, el roble y el olivo, la nieve inmaculada y el polvo sofocante, las oquedades silenciosas y los picachos desnudos, el prado y la estepa.
Como coexisten el cierzo y el bochorno, el arado y el tractor, la densidad humana concentrada y el puro desierto bardenero, el vasco apacible y zumbón y el ribero mediterráneo y expansivo.
Como coexisten la jota y el zortziko, la gaita y el chistu, el acordeón y la «fanfarre», el euskera y el romance.
Como coexisten el caserío y el palacio, el románico y el gótico, los grandes monasterios y las humildes ermitas.
Como coexisten el lobo y la oveja, los réprobos y los justos.
Como coexisten el andaluz emigrado y el indígena feliz. En Castejón hay representantes de todas las provincias españolas.
Y es que Navarra, puerta abierta a todos los caminantes, vehículo de influencias europeas, es también una pequeña España, que en su reducido ámbito geográfico ofrece todas las variantes, todos los matices, toda la gama tonal que impiden, repito, generalizar.
Hay quien identifica exclusivamente a Navarra con la tierra vasca —de la que es hermana mayor en dignidad y gobierno—, porque sólo ha visto las verdes ondulaciones baztanesas y los blancos caseríos bidasotarras. Otros, inmersos en la planicie coloreada de viñas y trigo, evocan las aljamas moras y las ruidosas cabalgadas de los Sanchos por los confines del reino, allí donde habitaban «mis buenos moros de Tudela», en frase de Don Alfonso el Batallador, buen rey para buenos vasallos.
Sería, pues, oportuno, lector amigo, que antes de seguir adelante sentáramos esta rotunda, categórica y pragmática afirmación: Navarra es ante todo, y sobre todo, una unidad moral. Así no nos ocurrirá como a los reporteros de Miguel Strogoff, que viajaban en el Transiberiano. Mientras uno anotaba, generalizando, que recorría un país abrupto y montañoso, el otro, asomado a la ventanilla de enfrente, sólo veía de espaldas a su compañero, la inmensidad de la estepa sin fin.
…
«Pampelune rime avec lune».
Y llegamos a Pamplona, lector amigo, en esta andadura peregrina, desigual y breve. Porque ya habrás intuido que nos vamos saltando muchas cosas, que no hacemos más que picotear aquí y allí en busca del granito visible y sustancioso, deteniéndonos a veces en la historia, a veces en el mito y en la fábula, o en la cálida presencia del protagonista de esta visión calidoscópica, que es el hombre, el hombre de Navarra²⁴⁹, sujeto de pasiones y virtudes, como tú y como yo. Inmerso en su ambiente, sin influencias extrañas que le perturben, es ciudadano laborioso, desinteresado, servidor del bien común, espontáneo, casi feliz.
Creíste —lo leo en tu mirada— que venías a una ciudad vieja —son dos mil años de historia—, venerable por su antigüedad y sus reliquias. Traías la imaginación llena de recuerdos, porque Pamplona fue alternativamente de romanos, godos y sarracenos, y todos dejaron su huella. Una parte principal estaba habitada por navarros, y se llamaba Navarrería. Sólo ésta se titulaba ciudad, a diferencia del resto de la población donde estaban los Burgos medievales. La Navarrería fue saqueada y arrasada en 1276, en una guerra feroz de exterminio, en la que los francos del Burgo de San Cernin y la población de San Nicolás, auxiliados por las tropas del conde de Artois, ejercieron una terrible venganza sobre sus vecinos. Fuertes muros ofensivos y defensivos dividían a los barrios pamploneses, pero aún más los dividían el odio, el rencor y la envidia. La distinción entre navarros —los de la Navarrería— y francos, se contiene en muchos documentos posteriores, y fue Carlos III el Noble quien, en 1423, pacificó la ciudad, otorgando a los vecinos el Privilegio de la Unión, formando un solo ayuntamiento y demoliendo las murallas interiores.
Pero tú, lector amigo, hombre moderno al fin, sabes reaccionar en seguida. Y apreciar el contraste. En realidad, es un fenómeno muy común venir de fuera tratando de encontrar la anécdota, el pintoresquismo, la sal medieval estancada. Y del primer movimiento de protesta ante la contrariedad subjetiva de lo que no halláis, porque a veces no es así, pasáis sin transición a la rendida alabanza de lo moderno, que, aunque frío, tiene también calor de humanidad sudorosa y jadeante. Y os pasmáis de la cuadrícula agobiadora de la ciudad de hoy, de las calles rectas con color de asfalto, de las fábricas de electrodomésticos, de penicilina y de automóviles hispano-ingleses. Porque también Pamplona se está poniendo de largo en este empeño actual de la industrialización y de los planes de desarrollo. Sí, pasáis fácilmente de un extremo a otro. Venís llenos de unción y la transformáis en seguida en concesiones al progreso.
Pero, ¿qué ha sido Pamplona sino una ciudad progresiva desde que Carlos el Noble derribó los símbolos nefandos de la desunión? De antaño hubo aquí sólidos puentes románicos, que aún subsisten; aquí tuvimos luz eléctrica de los primeros, y agua pura de Subiza, que venía por el acueducto de Noáin, y teléfono municipal, y gas, y tranvía, y tantas otras cosas que significaban un afán modernizante. En 1784, hasta se vio elevarse, en la plaza del Castillo, el famoso globo de Pedro Duperon, espectáculo que no conocía ninguna otra población española.
Pero la venerable antigüedad de Pamplona en nada se contradice con la moderna urbanización de sus grandes avenidas, la de Carlos el Noble, la de San Ignacio, la de Roncesvalles y sus geométricos jardines y parques, como el de Taconera, el de la Media Luna, no demasiados, por cierto, para una ciudad que está rondando los 150.000 habitantes. Las tortuosas callejuelas y pasajes de sus viejos Burgos medievales son el contrapunto de la plaza del Castillo, y la visión unilateral de ambos extremos nos daría una perspectiva tópica. Y no es el tópico, sino la paradoja lo que se debe buscar aquí. La gran paradoja de la coexistencia de lo antiguo y lo moderno, del espíritu de asfalto, de la esencia tradicional y del progreso futurista.
Podemos aún recorrer el barrio de San Miguel, para desembocar sin transición en la moderna arquitectura de la plaza de toros. Podemos dar un paseo romántico que se inicia en el portal de Francia, o de Zumalacárregui, y llenar el alma de líricas evocaciones en los fosos del baluarte del Redín, o, por el otro lado, en los de la Cuesta de la Reina o en la Vuelta del Castillo.
Cuando se sube por la calle del Carmen, con sus casas blasonadas de heráldicos escudos —el número 25 es el que habitó Zumalacárregui— y se llega a la Cuesta del Palacio de los Virreyes, no supone esfuerzo alguno recordar al caballero Enrique de Lagardère, el celoso fiador de la duquesa de Nevers, que aquí cinceló espadas con el temple espléndido de su quijotismo galo, a lo Cyrano de Bergerac, indigestado de estrellas. Pero desde la atalaya del Redín, el barrio industrial de la Rochapea, con su adyacente el polígono industrial de Landaben, violentarán la evocación.
El contraste surge con mayor motivo al estallar el primer cohete de las Fiestas de San Fermín. Contraste de la quietud recoleta con el bullicio ciudadano que se inicia a las doce horas, del día 6 de julio, de todos los años, en el que un pueblo entero abre sus ventanas al sol de la alegría y se funde, sin discriminación de ninguna clase, con todos los viajeros que aquí llegan desde los más alejados rincones del mundo.
Las Fiestas de San Fermín son también, por contraste, espectáculo y acción; y el profundo contenido emocional del encierro de toros es lo que ha hecho que alcancen el más alto nivel, como elemento de atracción universal. Porque en el encierro no hay trampa ni profesionalismo. Se va al peligro por inclinación heredada del viejo espíritu agreste y montaraz de los que forjaron la recia historia de este pueblo.
Sí; me gusta ser yo quien te lo cuente. Porque yo nací en el número 5 de la calle de la Estafeta, por donde corren mozos y toros durante el encierro. Más arriba, en el 12, vivían mis abuelos, y en la calle de la Navarrería mis tíos los Torres, y en la del Carmen mis tíos los Vizcarra, y en la de Pozoblanco mis tíos los Buj, y mi hermano, y mis primos y mis hijos siguen viviendo aquí, en este Pamplona que conoció mis correrías infantiles, y mis ilusiones de adolescente, y mis inquietudes de hombre adulto, y conocerá, si Dios quiere, mi decadencia en la senectud. Te digo todo esto para que veas que tengo motivos para amar a mi ciudad. Porque la conozco desde que de chaval me metía por todos los rincones, y conocía todas las cornisas de las murallas donde podía apoyarse el pie en difícil y peligroso equilibrio inestable. Con decirte que hasta cubrí el misterio de las cuevas de la Vaca y del Ranrán, y los sótanos lóbregos de la Barbazana, donde aullaban antaño fantasmas con cadenas, y maté ratas en las alcantarillas de Tejería, e inflé ranas en Cuatro Chopos, y cacé lagartos en San Cristóbal, y me bañé en los Alemanes, a real el alquiler de la «gabina».
Habré de decirte que cerca del pozo donde San Fermín bautizó a los primeros cristianos, podemos ver la Cámara de Comptos, sobria casita gótica del siglo XIV, sede del Tribunal de Cuentas establecido por Carlos II el Malo en 1364. Y aún te llevaré al palacio de la Diputación, edificio neoclásico del siglo pasado, ampliado y reformado en 1934, con un suntuoso salón del trono cuyas magníficas pinturas del techo semejan la tapa de una antigua caja de puros; al Museo de Navarra, instalado en lo que fue hospital civil, con su fachada plateresca de 1556; al de Pablo Sarasate, en el Conservatorio que lleva su nombre; a la iglesia de San Nicolás, que data de comienzos del siglo XIII, a la de San Cernin, del XIV, ambas con fuertes torres defensivas; a la de Santo Domingo, de un gótico tardío del XVI, y a la de San Lorenzo, donde está la venerada imagen de San Fermín.
Pero lo que no deberíamos perdernos es la visita a la catedral, que se supone construida donde estuvo el capitolio romano y que fue primero un templo románico consagrado en 1124. El edificio actual comenzó a construirse en 1397, año en que el rey Carlos III el Noble puso los cimientos, durando las obras hasta 1525. Su interior gótico contrasta con la fachada principal de estilo neoclásico, según proyecto de Ventura Rodríguez. En el claustro, del siglo XIV, es donde Víctor Hugo evocaba al Dante, mientras que en la sacristía de los canónigos veía flotar la sombra de madame de Pompadour. Hoy merecería alabanzas de Louis Gillet, porque es un monumento de gloría y de luz. La catedral es una vieja abuela que ha estado presente en todos los acontecimientos familiares, en todos nuestros triunfos y en todos nuestros duelos.
Y aquí acaba, dilecto amigo, —porque todo en este mundo es perecedero— este peregrinar buceando en el alma de la vieja y nueva Pamplona. Ya no te asombras de nada, porque brevemente te has asomado a su esencia, que, como flor escondida y fragante, sólo brinda sus primicias a los que saben cultivarla remontándose a las aletas de lo imaginario, que no tiene límites. Pero ten siempre presente la paradoja de la que te hablé al principio: lo viejo y lo nuevo se hermanan aquí en una firmísima expresión de continuidad que hace varia la forma y uno el espíritu.
Estamos en la plaza del Castillo, sin castillo.
De las mesas del café Iruña llegan rumores de un seis doble ahorcado y palabras de transacción comercial, agrícola y ganadera. En los salones del casino, la modorra sesteante de los sin que hacer.
Bancos, bancos, bancos, unos para acumular dinero. Otros para sentarse a escuchar los conciertos de la entrañable banda de «La Pamplonesa».
Y bares, muchos bares, donde un día cualquiera puede Ernesto Hemingway renacer a la vida que truncó un pistoletazo.
O Émile Verhaeren volver a entusiasmar su astro poético porque «Pampelune rime avec lune»²⁵⁰.



 
249 Nota del autor. Para que no haya equívocos, en el tiempo en que Jaime del Burgo escribió «Navarra», la primera acepción de la palabra «hombre», según el Diccionario de la Real Academia, era la de «ser animado racional. Bajo esta acepción se comprende a todo el género humano», es decir, mujeres y hombres.

250 El autor ha considerado oportuno reproducir los dos primeros capítulos del libro de Jaime del Burgo (1912-2005)«Navarra» (Editorial Alfaguara, Madrid, 1ª edición 1970, 2ª edición 1978), dedicado «A Navarra, con amor y devoción, con entusiasmo y humildad, fervorosamente». Es difícil encontrar una descripción del ser de Navarra de tan gran belleza literaria.

Jaime del Burgo fue Premio Nacional de Literatura Menéndez Pelayo (1967), y galardonado con la Encomienda con Placa de la Orden de Alfonso X el Sabio (1998). Perteneció como Académico correspondiente a la Real Academia de la Historia.
Dedicó gran parte de su vida a la investigación sobre la historia de Navarra y del siglo XIX español (guerras carlistas). En 1939 fue nombrado por la Diputación Foral director de la Biblioteca General de Navarra y en 1951 emprendió la creación de la Red de Bibliotecas de Navarra. Cuando se jubiló en 1982, se habían creado más de setenta bibliotecas públicas en los municipios navarros. Pionero en los años cincuenta del siglo pasado de la planificación y promoción del turismo llevó a cabo una gran labor de revitalización del Camino de Santiago a su paso por Navarra. En suma, toda una vida al servicio de la cultura.
Aunque él mismo dijo que «toda una vida no bastaría para descubrir la propia tierra», lo cierto es que conoció todos los rincones de Navarra de norte a sur y de este a oeste.



 
Publicaciones de



 
Jaime Ignacio del Burgo
 
Libros
 
— El Pacto Foral de Navarra. (Pamplona, 1966).
— Ciento veinticinco años de vigencia del Pacto—ley de 16 de agosto de 1841. (Pamplona, 1966).
— Origen y fundamento del régimen foral de Navarra. (Editorial Aranzadi. Pamplona, 1967).
— Posibilidades del Derecho positivo vigente para la descentralización. (Pamplona, 1968).
— Régimen fiscal de Navarra. Los Convenios Económicos. (Editorial Aranzadi, Pamplona, 1973).
— El Fuero: pasado, presente, futuro. (Pamplona, 1974).
— Los Fueros del futuro. Ideas para la reforma foral. (Pamplona, 1976).
— Navarra es Navarra. (Pamplona, 1979).
— Navarra en la encrucijada. (Pamplona, 1980).
— Fueros, Democracia, España. (Pamplona, 1985).
— Introducción al estudio del Amejoramiento del Fuero. Los derechos históricos de Navarra. Prólogo de Eduardo García de Enterría. (Pamplona, 1987).
— El Convenio Económico de 1990 entre el Estado y Navarra. (Pamplona, 1991).
— Soñando con la paz. Nacionalismo vasco y violencia terrorista. Prólogo de José María Aznar. (Temas de Hoy. Madrid, 1994).
— Curso de Derecho Foral Público de Navarra. (Editorial Aranzadi, Pamplona, 1996).
— Navarra es libertad. Vol. I, Artículos; Vol. II, Discursos y conferencias. Prólogo de Jaime Mayor Oreja. . (Fundación Humanismo y Democracia, Madrid, 1999).
— El ocaso de los falsarios. (Editorial Laocoonte, Madrid, 2000).
— El desafío nacionalista (Fundación para el Análisis y los Estudio Sociales. Madrid, 2002).
— Jaque a la Constitución. De la propuesta soberanista de CIU al federalismo asimétrico de Maragall. (Ediciones Académicas S.A., Madrid, 2003).
— Por la senda de la Constitución. (Ediciones Académicas S.A., Madrid, 2004).
— José Alonso y la Ley Paccionada de 1841.Homenaje al ministro José Alonso. Presentación de Rafael Catalá Polo, Secretario de Estado de Justicia. (Ministerio de Justicia, Imprenta del Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2004).
— La reforma de la Constitución. ¿Imparable o irresponsable? — La disposición transitoria cuarta y Navarra. ¿Caballo de Troya o garantía? (Ediciones Académicas, Madrid, 2004).
— 11-M. Demasiadas preguntas sin respuesta. (Editorial La Esfera de los Libros, Madrid, 2006Boletín Oficial del Estado, Madrid, 2004).
— Navarra, el precio de la traición. (Editorial Encuentro. Madrid. 2007).
— Vascos y navarros en la historia de España. Obra colectiva coordinada por Jaime Ignacio del Burgo. (Editorial Laocoonte, Pamplona, 2007)
— La España de la guerra civil. Introducción histórica. En el libro de Félix B. Maíz: Mola frente a Franco. (Editorial Laocoonte. Pamplona, 2008).
— Navarra: pasado, presente, futuro. (Editorial Laocoonte, Pamplona, 2008)
— El escándalo del lino. Historia de una infamia. (Editorial Laocoonte. Pamplona, 2009)
— Cánovas y los Conciertos Económicos. Muerte y resurrección de los Fueros vascos. Editorial Laocoonte, Pamplona, 2010.)
— Historia de Navarra. Desde la prehistoria hasta la incorporación a la monarquíaespañola. Obra conjunta con Jaime del Burgo. (Ediciones Académicas, S.A., Pamplona, 2012.)
— Cuando Navarra recuperó el pulso. 1512-1515-1516. (Ediciones Académicas S.A., Pamplona, 2012.
— 11-M. El atentado que cambió la historia de España. (La Esfera de los Libros, Madrid, 2014.)
— Una alternativa para la autonomía de Cataluña. (Ediciones Académicas S.A, Madrid, 2014).
— La epopeya de foralidad vasca y navarra. Principio y fin de la cuestión foral (1812-1979-1982.) (Fundación Popular de Estudios Vascos, Dos volúmenes, Bilbao, 2016).
—Navarra: pasado, presente, futuro.(Pamplona, 2017).
— En torno a la idea de España (libro digital, Ediciones Académicas, 2017), (http://www.ediasa/otros/17173-en-torno-a-la-idea-de-España.html).
 
Otras publicaciones (folletos, trabajos monográficos y artículos en revistas)
— Navarra y su sistema tributario. (En «AIN», Revista de la Asociación de la Industria Navarra. Pamplona, núms. 5,6/8, 9, 10, 11/12, años 1967 y 1968).
— Historia del Fuero. (Folleto. Núm. 8 de la Colección de Temas de Cultura Popular de la Diputación Foral de Navarra. Pamplona, 1968).
— El Fuero y la economía de Navarra. (En la obra «Navarra y su desarrollo económico», editada por el Banco de Vizcaya, marzo, 1968).
— El Convenio Económico con el Estado.(En «AIN», núms. 13/14, año 1969).
— El Consejo Foral Administrativo.(En «AIN», núm. 15, 1969).
— El milagro político de Navarra. «The political marvel of Navarre».(En revista TouriSpain, núm. 18, 1969).
— La Constitución Foral. (Folleto. Núm. 100 de la Colección de Temas de Cultura Popular de la Diputación Foral de Navarra. Pamplona, 1971).
— Aspectos jurídicos del régimen fiscal de Navarra. (En «Hacienda Pública Española», núm. 13, 1971).
— Origen y desarrollo de la foralidad navarra. (En «Cambio 16», número 14 monográfico dedicado a Navarra, de 21 de febrero de 1972).
— Diálogo general sobre los «pactos fiscales». (Recogido en el volumen sobre la «XIX Semana de Estudios de Derecho Financiero», Madrid, 1972).
— Un drama político. La muerte del General Urbiztondo. (En «Letras de Deusto», vol. 3, núm. 5, enero-junio, 1973).
— Génesis del Convenio de Vergara. (Folleto. Núm. 171, de la Colección de Temas de Cultura Popular de la Diputación Foral de Navarra. Pamplona, 1973).
— El Convenio de Vergara y Navarra. (Folleto. Núm. 173, de la Colección de Temas de Cultura Popular de la Diputación Foral de Navarra. Pamplona, 1973).
— Hágase como el Reino lo pide. (Comentario sobre la Compilación de Derecho Civil Foral de Navarra). (En la revista «El Secretariado Navarro, núm. 3451, de 14 de marzo de 1973).
— Fuero Nuevo y régimen fiscal de Navarra. (En la revista «El Secretariado Navarro», núm. 3457, de 28 de abril de 1973).
— El marco institucional del desarrollo de Navarra. (En la revista «El Europeo», núm. 519 —monográfico sobre Navarra—, de 21 de diciembre de 1973).
— El régimen foral de Navarra. (En el volumen sobre «Navarra», de Ediciones Salvat, Pamplona, 1975),
— Regímenes económicos especiales. Alava, Canarias, Navarra. (En la obra «Estudios Regionales», editada por el Instituto Nacional de Prospectiva y Desarrollo Económico, 1976).
— Institucionalización de las regiones. (En la obra «Estudios Regionales», Madrid, 1976).
— Autonomía foral y fiscalidad. (En «Anuario de Derecho Foral», editado por el Consejo de Estudios de Derecho Navarro, años 1976—1977, tomo II).
— Los principios forales y la realidad navarra. (En la obra colectiva «Navarra hoy, ante su futuro», Colección Diario de Navarra, núm. 13, Pamplona, 1976).
— Identidad y autonomía de Navarra. (Folleto, Pamplona, 1978).
— Navarra y la Constitución. (Folleto, Pamplona, 1978).
— Desenvolvimiento de la Ley Paccionada. (Folleto, Pamplona, 1980).
— La autonomía fiscal de Navarra. (En «Hacienda Pública Española», núm. 92, 1985).
— El milagro de la Ley Paccionada. (En la obra colectiva «Homenaje a D. Luis Oroz Zabaleta», editada por la Sociedad de Estudios Vascos, San Sebastián, 1986).
— Navarra en la Constitución de la I República española. (En «Revista Jurídica de Navarra», núm. 4, julio-diciembre, 1987).
— Los derechos históricos de Navarra y la doctrina del Tribunal Constitucional. (En «Revista Española de Derecho Administrativo», núm. 61, marzo, 1989).
— El nuevo Convenio Económico y la integración europea. (En «Navarra Industrial», núm. 33-34, junio-julio, 1989)
— Sobre el pretendido derecho de autodeterminación. (Folleto. Pamplona, 1990).
— La autodeterminación vasca y catalana. (En «Razón Española», Madrid, mayo—junio, 1990).
— Nacionalismo vasco y violencia política. (Folleto, Pamplona, 1991).
— Las instituciones forales de Navarra. (En la obra colectiva «Derecho Público Foral de Navarra. El Amejoramiento del Fuero», Gobierno de Navarra-Editorial Civitas, Madrid, 1992).
— La Gamazada. (En la Revista de la Federación Nacional de Hogares Navarros, núm., 4, diciembre, 1993).
— Con el Fuero de Navarra. (Reseña del acto de presentación del libro «Curso de Derecho Foral Público de Navarra», que tuvo lugar en Madrid el 13 de marzo de 1996, con intervención de Javier Rupérez, Oscar Alzaga, Tomás—Ramón Fernández, Jaime García Añoveros, Eduardo García de Enterría y Jaime Ignacio del Burgo). (Folleto, Madrid, 1996).
— Navarra en la trayectoria histórica de las Españas. (Conferencia pronunciada el 19 de octubre de 1997 en el acto de clausura del 750 aniversario de la consagración de la Iglesia abacial de Fitero (Navarra). (Folleto, 1998).
— Navarra en la actual encrucijada española. (Conferencia pronunciada el 25 de noviembre de 1997 en la Asociación Cultural Navarra de Madrid. Folleto, 1997).
— Paz, Libertad, Fueros. Una reflexión sobre el País Vasco. (Conferencia pronunciada el 28 de enero de 1998 en Guecho (Vizcaya). Folleto, 1998).
— El Fuero Nuevo a la luz del Derecho Público. (Conferencia pronunciada el 27 de febrero de 1998 en la Universidad de Navarra durante la clausura de las Jornadas conmemorativas del XXV aniversario del Fuero Nuevo. Folleto, 1998).
— Cooperación desde el respeto. (Intervención en la «1ª Jornada sobre las relaciones institucionalizadas de la Comunidad Foral de Navarra y la Comunidad Autónoma Vasca», publicada en el número 11 de la revista «Azpilcueta. Cuadernos de Derecho», de la Sociedad de Estudios Vascos, San Sebastián, 1998).
— Una Constitución para la integración o para la desintegración. (Conferencia pronunciada el 10 de julio de 1998 en Guadalajara, en el seminario sobre la Constitución de 1978 organizado por la Universidad de Verano Iberoamericana—Fundación Cánovas del Castillo. Folleto, Madrid 1998).
— Una aportación desde Navarra al debate sobre nuestra identidad nacional.(Conferencia pronunciada el 22 de octubre de 1998 en el Club de Opinión Encuentros de Madrid).La idea de España en la Constitución de 1978.(Conferencia pronunciada el 13 de noviembre de 1988 en la Asociación Española de Soldados Veteranos de Huesca) Folleto, Pamplona, 1998.
— Iparraguirre, el bardo de los Fueros. En la obra colectiva «Iparragirre. Raíz y Viento», Bilbao, 1999.
— El status constitucional de Navarra y la Unión Europea. (Conferencia pronunciada en Bruselas, el 22 de noviembre de 1999. Folleto. Gobierno de Navarra, Pamplona, 1999).
— Una institución histórica, moderna y eficaz. En la obra titulada «Cámara de Comptos de Navarra. Crónica de 20 años (1980—2000)», Pamplona, 2000.
— Basken und Katalanen: Wie viele Spanien gibt es?. Akademie für Politik und Zeitgenschehen, Hanss—Seidel—Stiftung e.V., München, 2001. (En esta publicación se transcribe íntegramente la ponencia expuesta por el autor el 17 de noviembre de 2000, con el título «Vascos y catalanes: ¿cuántas Españas hay?» durante un Seminario organizado por la Fundación Hanns Seidel Stiftung de Munich sobre «España y Europa».
— Entre la escisión y la esperanza. Proemio del libro «La sociedad navarra, entre la escisión y la esperanza», del que son autores Amando e Iñaki de Miguel. (Editorial Laocoonte, Pamplona, 2002).
— La Constitución de la libertad y la concordia. Diálogo, negociación, consenso. (Conferencia pronunciada el 23 de julio de 2003 en Golitsino, organizada por la Escuela de Estudios Políticos de Moscú). Folleto. Pamplona, 2003.
— Una interpretación política de la historia de Navarra. (Conferencia pronunciada el 21 de junio de 2002 en Tudela). La influencia del Fuero en la economía de Navarra. (Conferencia pronunciada el 8 de mayo de 2003 en Valladolid). Folleto. Pamplona, 2003.
— En memoria de Jesús Aizpún. (En el libro colectivo «Jesús Aizpún, abogado de Navarra», Sahats Servicios Editoriales, 2003).
— Un hombre sabio. (En el libro colectivo «Jaime del Burgo. Una vida al servicio de la cultura», Fundación Ignacio Larramendi — Sociedad de Estudios Navarros. Madrid, 2003).
— Con orgullo, afecto y respeto. (En el libro colectivo «El Parlamento Foral de Navarra», Pamplona, 2004).
— La Constitución y la libertad de Navarra. Vivencias y reflexiones de un foralista constituyente. (En el libro colectivo, «Impresiones sobre la Constitución de 1978», dirigido por Sabino Fernández Campos, Universidad Rey Juan Carlos — Fundación ICO, Madrid, 2004).
— La reversión de terrenos militares. (Dictamen en Derecho). (En la revista jurídica TOGA, número 3, Pamplona, 2004).
— Navarra en el futuro constitucional (En Cuadernos de pensamiento político, revista de la Fundación FAES, número 4, octubre / diciembre, 2004,).
— La Iglesia frente al terrorismo. (En Cuadernos de pensamiento político, revista de la Fundación FAES, número 4, julio / septiembre, 2004).
— Navarra por todas partes me roen. (Conferencia pronunciada en Madrid el 28 de junio de 2006). Folleto editado por la Sociedad de Estudios Navarros y la Fundación FAES).
— Vascos y navarros en la lucha por la legitimidad española. (En la obra colectiva «Vascos y navarros en la historia de España». Editorial Laocoonte, Pamplona, 2007.
— El 11-M y sus consecuencias políticas. (En el libro colectivo coordinado por José Manuel Magaña, «Cara o cruz», Madrid, 2008).
— Un duelo en el Palacio Real. La muerte del general Urbiztondo. (Revista de la Real Academia de la Historia, tomo CCV, cuaderno II, mayo—agosto, 2008).
— La supervivencia de la tribu navarra. (Epílogo del libro póstumo de José Antonio Jáuregui, «La tribu navarra. Mecanismos de identidad navarra», Editorial Laocoonte, Pamplona, 2008).
— El Fuero de Navarra, ¿derecho o privilegio?(Conferencia pronunciada el 24 de marzo de 2011 en el acto de clausura de las XII Jornadas de Estudio de la Asociación de Profesores Universitarios Jubilados —AS.O.U.R. Publicada en el libro «Historia, Arte y Naturaleza» editado por dicha Asociación, Madrid, 2011).
— El agónico final del carlismo. (Cuadernos de pensamiento político, revista de la Fundación para el análisis y los estudios sociales —FAES—, Madrid, número 31, julio /septiembre 2011).
— Idem.(Revista Príncipe de Viana, Año LXXIV, núm. 257, 2013.
— Sobre las falsas citas de Miguel Izu(Revista Príncipe de Viana, núm. 259, 2014).
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